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I N T R O D U C C  I O N
En la sociedad de nuestro tiempo la condicicn de la persona 
como trabajador dependiente es la que corresponde a la gene 
ralidad de los ciudadanos. Progresivamente se ha reducido 
el numéro de aquellas personas cuyo status social venia fun 
damentado en la propiedad y en el patrimcnio propio. Hoy,in 
cluso quien disfruta de patrimonio, no puede mantener su -- 
status sin aplicar sus energies a un trabajo social.
El mds llamativo de los aspectos del cambio juridico desde 
finales del pasado siglo a la actualidad, viene representa- 
do por la toma en consideracidn por el ordenamiento juridi­
co de la idea del hombre como trabajador. Frente a un sis­
tema de Derecho dirigido en su conjunto a la proteccion ju- 
ridica de la propiedad, ha surgido una nueva rama del mismo 
que' tiene con fundamento y fin la tutela juridica del he^  - 
oho del trabajo: El Derecho laboral, rama cuyos principios 
comienzan a inspirer el desarrollo de las restantes que -- 
componen el Ordenamiento.
Sin embargo, el Derecho penal, el sector del Ordenamiento - 
juridico cuya funciôn consiste en tutelar sancionadoramente 
y en la forma mâs radical los va lores e intereses mâs fund^ 
mentales del individuo y la sociedad ha asumido con retraso 
considerable la tarea de extender su proteccion a escs valo
2res e intereses que tienen su causa en el trabajo depen 
diente, contrastando con la celeridad con que procediô 
a tutelar la unica forma de trabajo de las personas asi. 
milables desde un principio a los propietarios: el tra- 
bajo intelectual de carâcter cientifico o literario pla^ 
mado en la denominada, precisamente, "propiedad intelec­
tual" ( 1 ) .
La declaracion del articule primero de la Norma Fundamen 
ta 1 por la que "Espaha se constituye en un Estado social 
y democrâtico de Derecho" invita al Legislador y a los 
cultivadores de 1 Derecho penal a desarrollar normativa y 
cientificamente la tutela punitiva de los derechos e in­
tereses de 1 hombre cuya imagen inspira a todo el texto - 
cons tituciona1.
En el cumplimiento de esta labor hemos empefiado nuestro es- 
fuerzo. Complementando el estudio que présentâmes para - 
obtener el grado de Licenciado, que versé sobre la pro - 
tecciôn penal de los intereses econémico patrimoniales - 
del trabajador ( 2 ), procedemos en esta Tesis a plantear, 
en primer lugar, el problema general de la proteccién p£ 
nal de 1 trabajo y, en segundo lugar, el especifico de la 
tutela de la seguridad en el puesto de trabajo en orden 
al derecho vigente, al comparado y a las propuestas de - 
re forma.
{ 1 ) Vid. sobre todo ésto, LAMPE, Eiqentumsschutz im
Künftiqen Strafrecht, en MULLER-DTETZ, "Strafrechts 
dogmatik und Kriminalpolitik", Colonia 1971, p.66.
( 2 ) LUIS ARROYO ZAPATERO, Proteccién penal del trabajo 
subordinado, Tesina inédita, Universidad de Vallado­
lid, 1974.
P A R T E
L A P R O T E C C I O N P E N A L
D E L  T R A B A J O
4INTRODUCCION A lA PROTECCION PENAL DEL TRABAJO. EVOLUCION 
HISTORICA Y PROBLEMA ACTUAL.
El punto de partida de la investigaciôn histérica de la tu­
tela penal de los derechos e intereses de los trabajadores 
ha de ser necesariamente la Revoluciôn Industrial. La figu­
ra del sujeto que vende su fuerza de trabajo para atender a 
su subsistencia no esta présente como fenômeno general con 
anterioridad a esa mutacion del sistema de producciôn y a - 
la revoluciôn politica, encabezada por la burguesia, que, al 
declarar la libertad e igualdad de todos los hombres, hace 
posible jurîdicamente el sistema econômico de la manufactu­
ra. Solo con la Revoluciôn industrial y politica de finales 
del siglo XVIII puede comenzarse a hablar de los "trabajadq 
res", como categoria que resume y disuelve a los esclavos, 
siervos y artesanos (1 ).
La tutela guridica de los intereses de ese nuevo sujeto so­
cial es considerablem.ente posterior a su presencia real en la 
historia. El nacimiento de lo que luego se denominaria Derecho 
del trabajo es precisamente la expresiôn de la crisis a la 
que al concluir el siglo habia llegado la Sociedad y el Es- 
tado Liberal instaurado por la revoluciôn burguesa.
La apariciôn del Derecho del trabajo no es expresiôn de un 
desarrollo coherente de la propia filosofia del Estado li­
béral, sino de la lucha de los trabajadores contra esa filq 
Sofia y; sobre todo, contra sus secuelas prâcticas de explo 
taciôn y miseria generalizada. De aqui el carâcter de con -
1 ) Vid. ALONSO OLEA, Los origenes del Derecho del trabajo, 
en "R.F.D." de Madrid, 1972, p.309
>quista que poseen las leyes de proteccién obrera,de su efiœcia 
y vida désignai,de]osavances y retrocesos en la evoluciôn 
de dicha legislacién, en funciôn de la fuerza y presiôn que 
ejercen los que en cada momento histôrico, y en cada pais,- 
fueron llamados a padecer esa filosofia del liberalismo -- 
econômico.
No es momento de analizar la evoluciôn histôrica ---
del Derecho labcral. En el présente trabajo limitâmes - 
el estudio a los aspectos propiamente pénales de la protec- 
ciôn del trabajador y, particularmente, a la evoluciôn de - 
los principios fundamenta les que la inspiran. Por elle, ha- 
cemos abstracciôn de los concretos avatares legislatives, de 
les avances y retrocesos mencionados, de las peculiaridades 
de cada pais y procedemos a la distinciôn de las grandes 
etapas histôricas en el curso de esta protecciôn y a la ca 
racterizaciôn de cada una de ellas.
Centrâmes este andlisis en la toma en consideraciôn de la 
posiciôn de los trabajadores y de les bienes juridicos que 
les son especificos en los côdigos pénales propios de cada 
una de las fases fundamentales de la organizaciôn socio-po 
litica de los paises europeos desde 1789, las cuales se ramdaœn 
a très categories de la Ciencia politica actual: 1/ El Es­
tado liberal, hasta la i Guerra Mundial y la Revoluciôn So 
viëtica; 2/ El Estado Social de Derecho, que se constituye 
sobre el modèle de la Repûblica de weimar, y, dentro de es­
te période, 3/ el fenômeno de los Fascismes; por ûltimo,
4/ y dentro del mundo occidental o capitalista, el Estado 
Social y Democrâtico de Derecho (2 ). En cada una de estas
( 2) Con estas formulaciones de la idea de Estado pretende 
la Ciencia politica resumir la realidad social y poli 
tica que caracteriza la historia, fundamentaImente euro 
pea, de este siglo y medio. Para ellas nos remitimos a 
LUCAS VERDU, Estado liberal de Derecho y Estado Social 
de Derecho, Salamanca 1955; ELIAS DIAZ, Estado de Dere­
cho y Sociedad democrâtica, 6a.éd., Madrid 1975; HERMAN 
HELIJER, Rechtsstaat oder Diktatur, Tubinga 1933; FORST- 
HOFF, Begrif und Wessen der sozialen Rechtsstaat, Ber 
lin 19 54; BARATTA, El Estado de Derecho  ^ Historia del
aetapas, la posiciôn del trabajador adquiere caractères 
bien diferenciados.
1/ EL TRABAJADOR EN LOS CODIGOS PENALES DEL ESTADO LIBERAL
En los primeros côdigos penales que, con el Estado liberal, 
surgen de las cenizas del Antiguo Régimen, estâ del todi' 
ausente el trabajador y sus intereses como objeto y su; 
de protecciôn. Bien al contrario, el trabajador hace su - 
entrada en los côdigos penales como sujeto frente al cual 
la sociedad establecida ha de protegerse, como sujeto actj. 
vo de determinadas figuras de delito.
Las Constituciones libérales consagran formalmente una nuje 
va idea de Hombre: la de 1 ciudadano . La Sociedad es una - 
suma de ciudadanos libres e iguales en la que todos tienen 
ante la Ley y el Estado iguales derechos. Pero lo que m.a- 
teriaImente consagran estas Constituciones es, sobre todo, 
un determinado tipo de organizaciôn socio-econômica: una 
economia libre de interveneiones es ta tales^ fundamentada - 
en la propiedad privada de los bienes y medios de prcduc- 
ciôn y en la apropiaciôn, igualmente privada, de los fru- 
tcs del trabajo ajeno. Esa Constituciôn "material" del E_s 
tado liberal reducîa las ideas de libertad e igualdad a 
la de libertad de la propiedad y consagraba, en definitive, 
una idea de Sociedad, la capitalista, y una idea de Hombre: 
la del Burgués.
Esta idea de Hombre y de Sociedad impregnan todo el ordena 
miento juridico y, por supuesto, también el ordenamiento - 
penal; el fundamento y fin del castigo (3 ), las condicio­
nes de la acciôn represiva del Estado (4 ) y los objeto de
concepto y probletnâ- actual, trad, de Barbero Santos, 
en "Sistema", nQ 17/18, p. 11 ss. Sobre las implica- 
ciones del sistema estatal-constitucional en el con­
junto del ordenamiento penal, mi trabajo: Constitu - 
ciôn y Derecho penal, de prôxima publicaciôn en la - 
Revista de la Facultad de Derecho de Ffâdrid.
( 3 ) La idea de culpabilidad y de retribuciôn son expresiôn 
necesaria del esplritu liberal: todos los hombres son
protecciôn.
Nuestro interés se centra en el ûltimo de los très aspectos 
mencionados. En este sentido hemos de poner de manifiesto 
que el Derecho penal se limita a recoger los bienes juridi­
cos que el desarrollo social va determinando y que la reali­
dad social es la que en ûltima instancia détermina tanto —  
los bienes a protéger, como la jerarquia entre los mismos - 
(5) .
Mâs allû de los bienes juridicos "natufales", como la vida 
y la integridad corporal, los primeros côdigos se orientan 
fundamentaImente a la protecciôn del burgués, y,en particu­
lar, de la propiedad, en tanto que relaciôn entre el sujeto 
y el objeto que représenta la plasmaciôn mûs transcendental 
de ese hombre en la sociedad.
Junto a esa tutela de carûcter individua1-privada, el Dere­
cho penal ha de protéger la esencia colectiva del sistema.- 
el orden socioeconômico capitalista, lo que lleva a cabo a 
través de la incriminaciôn de la alteraciôn de la libre —  
competencia y de la formaciôn "material" de los precios de 
las mercancias (6).
En ese orden de cosas no puede corresponder al trabajador 
protecciôn especifica alguna. En términos formales, su tu­
tela se agota, al igual que la del burgués, en las de su -
libres e igualmente libres de elegir entre el Bien 
y el Mal. El delincuente ha de ser castigado por 
haber elegido eso ûltimo, y el principio que ha de 
inspirar el castigo es el de la retribuciôn por su 
mal uso de la libertad para elegir (Kant) .
{ 4 ) El proceso penal y todo el sistema de garanties.
( 5 )Vid. BUSTOS, Consideraciones en torno al injuste, en 
"NPP" 1974, p.43.
( 6 ) Cfr. WURTENBERGER, Das System der Rechtsgüterordnung 
in der deutschen Strafgesetzgebung seit 1532, Bres­
lau 1933, p.252
s
vida, de su libertad y de su propiedad. Pero, en términos 
reales, el trabajador s6lo encuentra protegida a su vida 
y a su libertad de ciudadano, pues lo que precisamente le 
caracteriza es su carencia de propiedad. Lo ûnico que po­
seen es su "fuerza de trabajo",que no es un objeto juridj. 
co patrimonial, aunque, desvinculada en abstracto de 1 su­
jeto, si sea una "mercancia" en el trâfico material y ju­
ridico, y aûn mûs, la mercancia de mayor relevancia de tr 
do el sistema (7).
El hecho de la condiciôn de mercancia de la fuerza de tr^ 
bajo es, paradôgicamente, lo que va a determinar la entr^ 
da del trabajador en el Côdigo penal, en tanto que hipotë 
tico alterador del precio natural del trdbajo-mercancia: 
del salario. Y esta condiciôn de mercancia, celosamente - 
ocultada por el Estado liberal y sus juristas, va a ser - 
reconocida expresamente en los côdigos penales. La ûnica 
posiciôn especifica del trabajador en el Derecho punitive 
de esta época se encuentra no en el orden de protecciôn, - 
sino en el orden de represiôn; el trabajador como sujeto - 
que atenta contra el proceso natural de libre formaciôn de 
su propio precio en el mercado de trabajo, el trabajador - 
como huelquista (8).
La primera regulaciôn legal de las relaciones de trabajo - 
en las sociedades que se liberan del Antiguo Régimen se —  
realiza a través de la ley penal (9):
( 7 )Cfr. RADBRUCH, Der Strafrechtliche Schütz der Arbeits 
kraft, en "Die Justiz", II, 1926/1927, p.577 y ss.
( 8 )Cfr. NEVOIGT, Der Strafrechtliche Schütz der Arbeits- 
kraft, Breslau 1927, p.25
( 9 )Vid. CHARLES; T., Quelques aperçus sur l'évolution
du Droit penal social, en "RDPCrim" 1968/1969, p.244.
9FRANCIA, pionera en esta transformaciôn politica aparece corn 
paradigma del tratamiento penal de la figura del trabajador 
por el Estado liberal. La ley "Le Chapelier", de 14 de juni 
de 1791, que aboliô el régimen gremial, proclamaba en su - 
exposiciôn de motivos que "no hay mûs gremios en el Estado .. 
no hay sino intereses particulares de cada individuo y el inte 
rés generally que corresponde a las libres convenciones de ' . 
dividuo a individuo la fijaciôn de la jornada para cada r i 
ro (10), Sobre esos principios, establecia el castigo de 
las coaliciones obreras y patronales con la pena de multa, 
que, en caso de amenazaa y violencias contra las personas se 
complementaba con la de prisiôn. La ley de 12 de abril de -- 
1803 rompio significativamente la igualdad de trato entre p2 
tronos y obreros en detrimento de estes ûltimos, manteniendo 
la de pena de multa para los primeros y estableciendo la de 
prisiôn con carâcter general para los trabajadores(Ll).Esta pu 
niciôn de las huelgas y coligaciones pasaria al Côdigo de Na 
poleôn, arts. 414 a 416, manteniendo la d.scriminaciôn apun- 
tada, y sirviô de mcdelo, como todo el Côdigo, para otras le- 
gislaciones penales, como p.ej., la espafiola.
Las restantes ocasiones en que aparece en los côdigos france 
ses la condiciôn de trabajador es para incrementar la punici 
prevista para diverses délites, v.gr., contra la honestidad, 
hurto, abuso de confianza etc. (12).
En ITALIA, los primeros Côdigos penales incorporan en su par 
te especial preceptos del tenor de los del Côdigo francés.
( IQ Vid. GARAUDY, La Libertad, Buenos Aires, 1958, p.127.
(11) vid. DELMAS-MARTY, Droit pénal des affaires,Paris 1973, 
p.290-291, La referenda a Espafla, v. mûs adelante.
(12) Vid. LAFARGUE/VERON CLAVIERE, voz "travail", en "Encicl 
pedie Dalloz", Droit Pénal, III, 2a.éd., Paris 1969, p. 
1. El delito de huelgas y coaliciones se mantendria en 
Francia hasta 1864, en que es abolido y sustituido por 
los delitos de obstaculizaciôn de la libertad en el tra_ 
bajo, entendida como libertad sindical, v. DELMAS-MARTY 
ob.cit., p.291.
lo
p.ej., el Côdigo de Parma, de 1820, arts. 481-483 (13).
En ALEMANIA, la represiôn penal de la huelga no se llevô 
a cabo a través de un tipo de delito que la incriminara 
especificamente, sino mediante la aplicaciôn de los tipos 
comunes del chantaje y de las amenazas (14), concibiendo 
a la huelga como una forma de ataque a la libertad indivj^ 
dual del patrono (15) .
En lo que se refiere a ESPANA, puede decirse que el délite
de huelga y coligaciones es una constante en todos los Cô
digos penales del siglo XIX.
Y a el C.p. de 1822 establecia en su art. 416 que serian - 
castigados "Los que se coligaren con el fin de encarecer 
o abaratar abusivamente el precio del trabajo o regular sus 
condiciones". En los mismos términos, y dentro del Titulo 
XIV, "de los delitos contra la propiedad", y en su Capitu- 
lo V, "de las maquinaciones para alterar el precio de las 
cosas", se mantendrû el precepto citado en los Côdigos de 
1848 (art. 450), de 1850 (art. 461) y 1870 (art. 556).
En las notas de los comentaristas se pone de relieve el e£
piritu de los sucesivos côdigos, asi como la ideologia de
los propios autores. Asi, VIZ>ANOS y ALVAREZ AARTINEZ con 
sideran como "objeto inmoral la pretensiôn de alterar la 
libre formaciôn del precio del trabajo mediante la
(13) Vid. GATT'I, Sviluppo storico de 1 diritlo penale del la- 
voro, en "Gius^.pen. ", 1936, p. III, col. 573 y ss.
(14) Vid. ROEKNER, Die strafrechtliche Bedutung des Streiks, 
Breslau 1911, p. 67 y ss.
(15) De tal forma, que la lucha contra la represiôn penal de 
la huelga se concretô en Alemania en la critica a la 
aplicaciôn a estos supuestos de los tipos de delito men 
cionados. Vid. WEINBERG, Die Wirtschaftliche K8mpfe der 
Arbeiter und die otrafrechtspflege, en "Festschr fUr v. 
Liszt", Berlin 1911, p.209 y ss.
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precio del trabajo mediante la coligaciôn de obreros y 
patroncs. (16) . PACHECO dedica al precepto pocas pero ju_ 
gosas lineas: "Todos estos actos de coligaciôn son gr^ 
ves y peligrosos. No sôlo pueden afectar a la industria 
misma, a la riqueza general, a los haberes particulares, 
sino aun al orden y seguridad del Estado. De esas perturba 
ciones del trabajo en los obreros nace muy corrientemente 
la perturbaciôn concreta de la sociedad .... El Côdigc.. 
ha estimado delito toda coligaciôn, sea de empresarios t . 
de operarics, para forzar en un sentido o en otro el curso 
libre del trabajo y su precio natural" (17). VIADA, per su 
parte, manifiesta que"la libertad de competencia y por con 
siguiente, la libertad cons tituc iona 1 del trabajo desapare^ 
cen ante esa coligaciôn. Este es el motive por el cual ne 
cabe tolerar sentante hecho*18
GROIZARD dedica al delito de coligaciones 50 pagi­
nas en las que se condensa magistraImente toda la filosofia 
de 1 liberalismo tardio acerca de la "cuestiôn social" y de 
la justificaciôn de la intervenciôn punitiva del Estado en 
materia de huelgas (19). En relaciôn con el problema, ya 
planteado a nivel internaciona1, de si el derecho de huel­
ga es complemento necesario de la igualdad nominal de - 
las partes contratantes, entiende el autor citado que "es 
libre todo hombre para trabajar o dejar de trabajar y libre 
para aceptar o rechazar las condiciones rémunératorias que 
por el servicio se le otorguen. Si onerosas le parecen las
(16) Cfr. Comentarios al Côdigo penal, ii, Madrid 1848, p. 
505.
(17) El Côdigo penal concordado y comentado, tomo VI, Madri 
1856, p.385.
(18) VIADA, Côdigo penal reformado de 187 0, T.III, 1890, 
Madrid, p.597 y s.
(19) GROIZARD, El Côdigo penal de 1870 concordado y ccmenta 
do, T.VII, Salamanca 1897, p.322 y ss.
%obligaciones que constituyen su ccupaciôn o poco el pre­
cio del jornal con que se le retribuye, libre es también de 
ir a buscar otro empresario que sea menos exigente y mûs 
generoso (20) . La novedad radica en GROIZAR 3 en que, si -- 
bien niega a la huelga la categoria de derecho, estima que 
no toda huelga debe ser castigada penaImente, debiendo ser 
lo solamente las que se sirven de determinados medios, 
mo coacciones o amenazas, o persigan un fin injuste qut u 
se un grave dafîo a los derechos particulares o a los inte­
reses pûblicos (21).
Poco mûs tarde HIDALGO GARCIA séria el primero en esforzar 
se por reducir el contenido de la tipicidad del art. 556 a 
las coligaciones que impliquen amenaza o violencia, de ta 1 
forma que se acomodase el precepto a la libertad de asoci£ 
ciôn obrera consagrada en la Constituciôn de 1870 (art. 3) 
(22).
A partir de ese momento, el problema de la hue la a se va a 
plantear en sus justes términos, no como problema de form£ 
ciôn natural del precio del trabajo, sino como problema po 
litico: el de les instrumentes légales de la lucha de las 
clases trabajadoras. Asi lo vino a reconocer la "Ley de 
huelgas", de 27 de abril de 1909, que, declarando expresa­
mente el derecho de sindicaciôn de obreros y patronos y la 
huelga y el cierre patronal, vacih de contenido el art. 
556 correspondiente al capitule de las maquinaciones y en- 
marcd el castigo de las huelgas punibles en las coaccio 
nés y amenazas (art. 2 de la ley) , para pasar, con el C6d_i 
go de 1928, a los delitos de sediciôn. Con la ley de Huel-
(20) Ob. cit. , p. 367
(21) Ob.cit., p. 356 y s.
(22) Vid. HIDALGO GARCIA. El Côdigo penal conforme a la 
doctrina establecida por el T.S. II, ^Bdrid 1908, p. 
888 y s .
1 %
gas, el Estado Liberal se vela obligado a admitir lo que 
TUNON DE lARA ha llaroado "la entrada del Movimiento obre 
ro espafiol en el camino real de la Historia" (23) .
Poco roâs puede decirse de la posiciôn del trabajador en 
los cddigos espafloles del siglo XIX. El que no se encuer 
tre en elles vestigio de protecciôn penal del trabajador 
se corresponde con el hecho de que hasta la Ley de Acci­
dentes de 1900 es inexistante en la prâctica siquiera una 
tutela a través de leyes civiles declaratives de derechos 
laborales.
Las dos ûnicas disposiciones légales en este âmbito, e 1 - 
Reglaroento de Policia Minera de 6 de julio de 1859 y la - 
Ley Moret de 1873 (24), carecieron de vigencia fâctica —
(25) . Asi lo reconociô el propio legislador en la exposi- 
ciôn de motivos del R.D. de 5 de diciembre de 1883, por el 
que se creaba la Comisiôn de Reformas Sociales. En dicha - 
exposiciôn, y en relaciôn a la ley de 1873, se admite que 
"quizâs ha quedado ignorada de todo el mundo"ignorancia que
(2 3) Vid. TUNON DE LARA, El movimiento obrero en la Histo­
ria de Espafia, Madrid 1972, p.443.
(24) La ley de 24 de julio de 1873 (Coleccion Legislativa 
CXI p. 108-110) prohibia el trabajo en fâbricas y ta 
lleres de los menores de 10 afios y ordenaba determi- 
nadas condiciones de seguridad e higiene del trabajo 
de los jdvenes, incluyendo una sancion penal, multa 
de 125 a 1250 ptas., para las infracciones de lo di^ 
puesto en la misma.
(2 5) Sobre las relaciones entre el momento obrero, polity 
ca y legislaciôn vid. MONTALVO CORREA, Fundamentos de 
derecho del trabajo, Madrid 1975 p.73 a 177, con copi 
sas referencias bibliogrâficas; TURON DE LARA, ob.cit, 
JUTGIAR, La era industrial en Espafia, Barcelona 1063; 
ARTOIA, La burguesia revolucionaria (1808-1869) Madri 
1973; JUTGLAR, Ideolo £a clases en la Es a fia Contem 
ranea, T.I., Madrid 1968.
M3NT0YA/MELGAR, con base en una amplia documentaciôn no 
vacila en calificar de total (26) .
El desarrollo legislativo posterior a 1900 y hasta el - 
fin del Estado liberal en nuestro pais, con la Dictadu- 
ra de Primo de Rivera, se centra en el âmbito de la se­
guridad e higiene en el trabajo, con lo cual nos remitj. 
mos a lo expuesto, mâs adelante, en el capitulo IV.
Como conclusiôn de esta referenda al siglo XIX podria- 
mos generalizar a todos los côdigos de la época el repro 
che que hace RADBRUCH al alemân de 1871; "El Côdigo pe­
nal tutela con excepcional precisiôn y dureza al patrimo 
nio, pero no dedica una sola palabra al ûnico bien patrj. 
monial de los que carecen de patrimonio: la fuerza de -- 
trabajo (27).
(26) MONTOYA MELGAR, Ideoloqia y lenquaje en las primeras 
leyes laborales de Espafia, >Bdrid 1975, p.65 y ss, 
con referencias a informes a la Comisiôn de Reformas 
Sociales, y al propio Eduardo Dato. Vid. también AL VA 
REZ BUYLLA, La Question obrera y las leyes, (reimpre- 
siones de articules de la RGLJ 1892-1901), î^drid 1969, 
p. 15.
(27) "...des einziges Vermôgengutes der Vermôgenlôsen: der
Arbeitskraft", en Der Strafrechtlicher Schütz ..., 
cit., p. 577.
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2/ LA PRIMERA GUERRA MUNDIAL Y LA REIVINDICACION DE UNA 
PROTECCION PENAL DEL TRABAJO EN ALEMANIA
Con la Gran Guerra se abre en Europa una vertiginosa evo- 
luciôn polîtica. La ruptura mâs radical se produce con la 
Revoluciôn Soviética, que instaura un nuevo régimen poli­
tico y social en cuyo frontispicio se situa la "Déclarai -- 
ciôn Soviética de los Derechos del Pueblo Trabajador y - 
Explotado", de 4 de enero de 1918 (28), a modo de primera 
réplica a la Declaraciôn francesa de los Derechos del Ciu 
dadano. Con este nuevo rumbo, que mâs tarde seguirian 
otros paises, se altera el origen de nuestra preocupaciôn 
sobre el problema de la protecciôn penal de los trabajadq 
res en lo que concierne a esos paises socialistas.
En los paises socialistas se modifican radicalmente el -- 
fundamento y las condiciones de la lesiôn de los derechos 
de los trabajadores y, correlativamente, de su tutela, en 
la medida en que se anulô materiaImente el tipo de sujeto 
-el empresario capitalista- trente a cuya presencia se hj^  
zo necesaria la protecciôn juridica laboral y penal del - 
trabajador.
Los presupuestos de la generaciôn de las conductas lesivas 
de los derechos laborales y del control social correspon- 
diente son esencialmente distintos en paises de antagônica 
estructura socio-econômica. En el "Estado de obreros y 
campesinos", al menos teôricamente, la protecciôn de los 
trabajadores se realiza a través de instancias de control 
social de carâcter preponderantemente material.
(28) V. TRUYOL SERRA, Los Derechos Humanos, Madrid 1971,
p.22.
1 r»
El Derecho penal » cuya intervenciôn se seguirâ requirien 
do, tendré en el âmbito de las condicbnes de trabajo unos 
presupuestos y una funciôn distinta. Por ello, la compar_a 
ciôn entre el Derecho penal del trabajador de unos y otros 
tipos de paises no puede tener la misma razôn de ser que 
entre paises del mismo sistema socio-econômico. Ni siquie­
ra séria de utilidad en el campo de las soludones a los i ly 
blemas técnicos, pues incluso las soluciones témicas estân 
prenadas de sentido politico criminal, y las condiciones y 
fines politico criminales de la protecciôn del trabajador 
son esencialmente distintos en una y otra clase de socieda 
des.
Por las razones expuestas limitamos el anélisis histôrico y 
pomparatista a los paises de la Europa continental que se - 
mantienen dentro del sistema de economia de mercado.
En estes paises, a modo de soluciôn de compromiso entre el 
viejo fiégimen liberal y el instaurado en Rusia, se procédé 
a incorporar a las Constituciones y a la politica de los Es- 
tados lo que habia venido siendo una buena parte de las aspi 
raciones de las clases trabajadoras y a las cuales se revis- 
te juridicamente con la denominaciôn de "Derechos Sociales".
Como se ha indicado antes, para resumir la naturaleza de 
ese nuevo tipo de Estado se emplean los términos de "Estado 
Social de Derecho", modelo del cual va a ser el de la Aie ma - 
nia de la Repûblica de Weimar (29).
Es precisamente en Alemania donde por vez primera se plantea 
el problema de una eficaz protecciôn juridica de los derechos
(29) Vid. HERI^N HELLER, Rechtsstaat oder Diktatur, Tubinga 
1930, p. 9 y "passim"; M.S. GIANNINI, Lo Stato Sociale; 
Una nozione inutile, en "Il Politico" (Riv.ltal. di 
Science Politiche) 1977, p.206 y ss.
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de los trabajadores y, dentro de ella, de la protecciôn a 
través del Côdigo penal.
A partir de la Revoluciôn de 1918, el Estado alemân, dir: 
gido por la socialdemocracia, procédé a desarrollar legi^ 
lativamente una amplia gama de disposiciones en materia 1^ 
boral, que en breve tiempo diô cuerpo al Derecho del Traba 
jo. Brillantes juristes participan en la elaboraciôn norma 
tiva y cientîfica de la nueva rama del ordenamiento: Hueck, 
Nipperdey, Potthoff, Sinzheimer, Kaskel, etc. A la apasio- 
nante discusiôn politico-juridica no son ajenos los penalis 
tas, quienes, a su vez, se ocupan de préparer la reforma del 
Côdigo penal de 1871.
Es RADBRUCH el primero en plantear la incorporaciôn al Prq 
yecto de Côdigo penal de 1927 de la protecciôn penal de los 
trabajadores. A la propuesta se suman, entre otros, Erik —  
Wolf y NEVOIGT, elaborando este ûltimo un exaustivo estudio 
de los problèmes que présenta esta tutela penal (30).
En 1928 se ocupa monogrâficamente de 1 tema la secciôn cuar- 
ta de la XXXV Dieta de los juristes alemanes celebrada en - 
Salzburgo, y en la que participan RADBRUCH, NIPPERDEY, SINZ­
HEIMER, SUCHANEK, GROH y AUERSWALD, los très ültimos con sen 
das comunicaciones (31).
(30) RADBRUCH, Der strafrechtliche Schütz der Arbeitskraft, 
cit.; Erik WOLF, Die Wertung der Rechtsqüter im Reichs 
strafqesetzqebunq und ihre Umwertung durch die Reform, 
en "Die Juztiz", III, 1927, p.113-114; NEVOIGT, Der 
Strafrechtliche Schütz der Arbeitskraft, Breslau 1927
(31) Vid. "Verhandlungen des 35. Deutschen Juristentages", 
Vol. I, Berlin-Leipzig 1928 y vol II, Berlin-Leipzig 
1929. Las comunicaciones citadas, con el tîtulo de 
Strafrechtlicher Schütz der Arbeitskraft, respectiva- 
mente, en vol I, p.155 ss; vol. II, p.853 ss y 877 ss.
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De las numerosas aportaciones al problema que se presen 
tan en la discusiôn deseamos hacer referencia solamente 
a la relativa al bien jurîdico cuya tutela se propone; 
la fuerza de trabajo (''Arbeitskraft") .
La propuesta alemana de protecciôn penal de la "fuerza
de trabajo" es el resultado de un proceso de abstracciôn 
de los diversos aspectos concretos e n ,que se plasman las 
posibilidades del qué y del cômo lesionar los intereses 
de los que el trabajador es titular; vida y salud, inte­
reses patrimoniales (salariales) y libertad en la contr^ 
taciôn y en la defensa organizada colectivamente del con 
junto de esos intereses, los cuales pueden ser menoscaba^ 
dos por conductas constitutivas de los delitos de homicj. 
dio y lesiones de explotaciôn -la usura del Côdigo aie - 
mén ("Wucher") y el chantaje ("Expressung")- y de coacc o 
nés y amenazas ("Nôtigung y Drohung").
Todos estos intereses que entre nosotros serian configu-
rados como bienes juridicos autônomos -vida y salud, prq 
piedad y libertad- referidos a la persona, son puestos - 
en contacto por la doctrina penal alemana con un objeto 
unitario de lesiôn; la "fuerza de trabajo" ("Arbeitskraft") 
El concepto de fuerza de trabajo habia sido elaborado por 
MARX y servia para representar el elemento material obje­
to del contrato laboral, que superaba la concepciôn de 
que lo que constituia el objeto de esta obligaciôn jurîdq 
ca era una prestaciôn de servicios, la producciôn de un 
determinado bien final, etc. Lo que el trabajador hace —  
respecte del empresario no es otra cosa que vender su 
fuerza de trabajo y el salarie es el precio de esa fuerza 
de trabajo que el empresario consume. La fuerza de trabajo
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una "mercancia": la fuerza para desarrollar un tr^
bajo, la capacidad o energia acumulada por el individuo, 
susceptible de ser puesta en prâctica y transformer los - 
bienes de la natureleza; es decir,la fuerza de trabajo .—  
es la capacidad orgânicamente dada al hombre de realizar 
prestaciones que son apropiadas para producir un resulta­
do externo de valor econômico (32). El concepto de fuerza 
de trabajo es susceptible, asi, de ser separado del de 
prestaciôn de trabajo del sujeto que es portador de dicLa 
fuerza, y de la concreta aptitud o formaciôn para el ejer 
cicio de una determinada profesiôn. La integridad de ese 
factor material, en si mismo y en su valor econômico, y la 
libre disposiciôn sobre él por parte de su portador se cou 
figura como el objeto de protecciôn de 1 Derecho del Traha- 
jo, y, en este sentido, el art. 157 de la Constituciôn de 
Weimar déclara que "la fuerza de trabajo merece una especial 
protecciôn por parte del Estado".
Sobre estas bases estima RADBRUCH que son très las tareas del 
Derecho penal en relaciôn a la fuerza de trabajo:1, protéger 
la sustancia de la fuerza de trabajo frente a su lesiôn o - 
puesta en peligro; 2, contrarrestar la explotaciôn de la —  
misma y, por ello, la puesta en peligro de su reproducciôn 
y, 3, garantizar su aplicaciôn libre frente a la coacciôn. 
Pero ademés, y sobre todo -continua el autor citado- el De­
recho penal debe cuidarse de no intervenir él mismo obstacu 
lizando esa libertad, particularmente, tomando partido en 
la lucha laboral (33).
Al reconducir todas las hipôtesis de lesiôn de intereses la 
borales a un mismo objeto, la fuerza de trabajo, la doctri-
(32)Cfr. NEVOIGT, ob.cit., p.4 y ss. Una elaboraciôn més pre 
cisa hoy vid. en LAMPE, Der strafrechtliche Schütz der 
Arbeits-kraft, en "Festschr. für Maurach", Karlsruhe 
1972, p.376: La capacidad de realizar un trabajo dériva 
da de la propia naturaleza o adquirida por el ejercicio 
y el aprendizaje.
(33)Cfr. RADBRUCH, ob.cit., p.575.
‘2 i)
na alemana construye todo el sistema de protecciôn penal 
como protecciôn de un ûnico bien juridico. Con ello no - 
solamente se consigne una mejor estructura técnica del - 
sistema de protecciôn, sino, también, superar un prejui- 
cio liberal que inconscientemente pesa en los juristas - 
del Estado Social de Derecho: sôlo merecen ser incorpora 
dos al ordenamiento jurîdico los intereses y derechos de 
los cuales pueda ser titular cualquier persona -el ciuda 
dano en abstracto-o aquellos cuyo titular sea el Estado 
o la comunidad social en su conjunto. En la medida en que 
todo "ciudadano" puede ser titular de la vida, salud, prq 
piedad, etc., esos bienes juridicos son susceptibles de - 
incorporaciôn al Côdigo penal, no asi, s in embargo, los - 
intereses que son propios de una determinada clase de in- 
dividuos, por ejemplo, la de los trabajadores, en el sen­
tido de trabajadores por cuenta ajena ("Arbeitnehmer") •3-
para la ideologia juridica liberal, introducir en el Côdigo 
la protecciôn de la figura del trabajador y sus intereses, 
suponia introducir un elemento de "clase" inaceptable, del 
mismo modo que, con anterioridad, se habia opuesto resiq - 
tencia a alterar las normas y tratamiento comunes de las 
obligaciones civiles para la concreta relaciôn obligaciq - 
na1 del contrato de trabajo.
Con el recurso a la categoria de la "fuerza de trabajo" se
obviaba el problema apuntado, pues esa capacidad es natu -
ral y comûn a todos los hombres, sean o no trabajadores de
pendientes. La especialidad se reducia a las condiciones en 
que ese bien jurîdico comûn es susceptible de lesiôn o pues 
ta en peligro, es decir,&las condiciones del trabajo asala- 
riado. Al dirigir la protecciôn a un bien jurîdico suscepti 
ble de ser atribuido a cualquier persona se podia prescindir 
de la figura subjetiva del trabajador.
(34) Cfr. AUERSWALD, en "Verhandlungen des 35. Deutschen Ju­
ristentages" , vol. II, cit. , p. 890. FRANÇOIS,L. Remarques 
sur quelques questions de Droit pénal social,particuli-
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Pero ademâs de estas ventajas de tipo ideolôgico y las 
relatives a la construcciôn del sistema de protecciôn, 
la idea de fuerza de trabajo servia a solventar el prq 
blema de la naturaleza delictiva de la explotaciôn ecc 
nômica del trabajo ajeno. Efectivamente, sin atender - 
a este concepto surgen graves dificultades para que se 
pueda afirmar la realizaciôn de los delitos estrictamen 
te contra el patrimonio, concretamente el de estafa y el 
de usura. Ambos requieren el que por parte de la victima 
se realice un desplazamiento patrimonial a favor del  ^  ^
jeto activo de 1 delito, desplazamiento que no aparece 
parte alguna cuando se entiende que el objeto del contra 
to de trabajo es, p.ej., el producto final del trabajo a 
realizar o el cumplimiento de un determinado servicio. Por 
el contrario, si la obligaciôn laboral consiste en la entre 
ga de la fuerza de trabajo a cambio de un salario, el des­
plazamiento patrimonial se realiza con la entrega y uso 
de la fuerza de trabajo, "mercancia" dotada de valor de 
uso y de cambio y, en definitive, objeto patrimonial del 
trabajador, si bien, ûnico patrimonio del mismo. La defrau 
daciôn consistirâ en la entrega por el trabajador de su -- 
fuerza de trabajo al empresario, inducido por el engafîo de 
éste, a cambio de un salario représentativo de un valor pa 
trimonial menor que el propio de la fuerza de trabajo. El
negocio usurario consistirâ en la ebtrega de esa fuerza de
inferior
trabajo a cambio de un salario de valor^al de aquella como 
consecuencia de una situaciôn de necesidad en la que el 
trabajador se encuentra, p.ej., por falta de otro puesto 
de trabajo, y de la cual se aprovecha el empresario.
Si las anteriores son las ventajas del recurso a la cate­
goria de la fuerza de trabajo, los inconvenientes no son, 
s in embargo, desdefiables. El primero, de carâcter ideolôgico
ment sur 1'imputabilité, en "RDP Crim" 1968/1969, p. 
489 y ss., 497.
se acepta como fundamento y objeto de la protecciôn la 
condiciôn de mercancia de la fuerza de trabajo, desapa 
reciendo su relevancia como manifestaciôn de l^ersonq 
lidad. El sujeto, para alcanzar la protecciôn, renuncia 
a si mismo y se reduce a la condiciôn de objeto, se re­
nuncia al trabajador como persona y se le reduce a obje 
to : "Arbeitskraft".
El segundo inconveniente consiste en que se escinde la 
salud e integridad corporal de la "substancia" de la - 
fuerza de trabajo, de ta 1 modo que la lesiôn o puesta 
en peligro de la salud no impiica necesariamente la 
de la fuerza de trabajo (35) y, asi, en la legislaciôn 
alemana vigente se encuentran referencias en un mismo 
precepto a la puesta en peligro de la salud y de la —  
fuerza de trabajo (36). La distinciôn pudo tener sentq 
de en la época, habida cuenta de que sôlo en tiem­
po s mâs recientes se ha extendido el concepto de salud 
no solamente mâs allé de lo somético, sino, incluso, el 
concepto mismo de salud somâtica. Los supuestos que la 
doctrina presentaba como de lesiôn de la fuerza de trabq 
jo y no de la salud, como, por ejemplo, el debilitamien- 
to de las condiciones fisicas del trabajador y, en conse 
cuencia, de su capacidad productiva, como consecuencia de 
haber estado sometido durante aflos a un duro sobretrabajo 
serian considerados hoy como lesiones de la salud. El prq 
blema de estos supuestos, entonces y hoy, es el determq - 
nar la conducta lesiva concreta, la autoria, el momento - 
de la lesiôn, etc. (37).
(35) Vid. NEVOIGT, ob.cit., p.32 ss.
(36) Vid. infra.. Parte II, Cap.lil, 1, A).
(37) Y mâs aûn en nuestro Derecho, como consecuencia de 
los medios légales que exige el art. 420 C.p., co­
mo observa RODRIGUEZ SEVESA, Parte especial, 1977,
p.128.
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Todavia hoy continûa la polémica en la Doctrina penal 
alemana (38). En nuestra opiniôn, el valor de la cate 
gorîa "fuerza de trabajo" se reduce al campo de los dje 
litos de explotaciôn de contenido econômico, en donde 
puede decirse que es imprescindible mientras la protec 
ciôn penal de los intereses econômicos del trabajador 
tenga que seguir realizândose a través de los delitos 
comunes de estafa , usura (Wucher) y chantaje (Erpre- 
sung), pero no, sin embargo, si se crean tipos especl- 
ficos contra la explotaciôn laboral como en el 499 bis. 
de nuestro C.p.
Las propuestas de "lege ferenda" de quienes pretendian 
una especifica protecciôn penal del trabajo no tuvieron 
éxito. A pesar de todo, el esfuerzo no fué infructuoso, 
el 3ma de la protecciôn penal del trabajo quedaba plan 
teado y se ponîa a disposiciôn de los prâcticos crite - 
ries de interpretaciôn que permitîan la aplicaciôn de - 
tipos de delito comunes ai campo especial de la protecciôn 
del trabajo.
En el resto de la Europa continental los efectos de la
social y econômica 
Guerra Mundial y de la crisisTse traducen en la consti-
tucionalizaciôn de los derechos laborales, sobre el mo­
delo de la Constituciôn de Weimar y de la Parte XIII del 
Tratado de Versa lies (39), en la intemacionalizaciôn de 
los mismos por el tratado mencionado y en la construcciôn
(3 8) vid. RABELS, Die Forderunq nach einem strafrechtlichen 
Schütz der Arbeitskraft, Hainburgo 1965, p. 78 y ss ; 
LAMPE, ob.cit., p.380 y 8., quien mantiene la distin­
ciôn entre un aspecto espiritual"corporal y otro eco­
nômico del bien jurîdico fuerza de trabajo.
(39) Vid. BAYON y FEREZ BOTIJA, h&nual de Derecho de traba­
jo, I, Madridl969, p.94 ss. Conlitücionalizaciôn que 
previamente habia llevado a cabo la C. Mejicana de —  
1917.
24
progresiva de un Derecho del trabajo en los ordenamientos 
nacionales, Sin embargo,ni la ultima se produce con la 
celeridad y amplitud que en Alemania ni, mucho menos, se 
llega a plantear el problema politico-jurîdico y técnico 
de la tutela penal de los trabajadores. La generalizaciôn 
de este paso va a ser llevada a cabo por los fascismes.
En Espaha, la fase de consolidaciôn del Derecho del Trabq 
jo no se abre hasta 1923, con la Dictadura de Primo de Ri 
vera (40) .
3/ PROTECCION PENAL DEL TRABAJO EN LOS ESTADOS FASCISTAS.
El Estado Social de Derecho era insuficiente remedio a la 
aguda crisis de los paises capita listas, crisis que se ha 
bia incrementado como consecuencia de la guerra. El propio 
sistema hace surgir una alternative al libéralisme como me 
dio de evitar su desapariciôn. Les fascismes, en sus diver 
sas variantes, se presentan como superacion del Estado li­
beral, del individualisme y def; abstencionismo, que -- 
sustituyenpor un transpersonalismo y orgacinismo social y, 
paralelamente, por un Estado de estructura totalitaria, “fq 
do lo cual no significa otra cosa que un enroascaramiento 
de los peores defectos e inconvenientes del Estado liberal, 
agravados, ademâs, como consecuencia de la organizaciôn to­
talitaria del poder (41).
Una nota comûn a los diversos fascismes. Nazisme, Fascisme 
italiane. Corporativismo portugués, Nacional-sindicalismo 
espafiol, etc. es, ademâs del terror, la gran niixtificaciôn 
del carâcter de clase del régimen politico social (42).
(40) Cfr. MONTALVO CORREA, Fundamentos, cit., p. 174 y ss.
(41) Cfr. ELIAS DIAZ, Estado de Derecho y Sociedad democré- 
tica, cit., p.45, 52, vid. mûs ampliamente, POUIANTZAS, 
Fascisme y Dictadura, Madrid, 1973.
(42) Cfr. ELIAS DIAZ, ob.cit., p.92.
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Al enmascaramiento de la realidad contribuyo no sôlo 
la propaganda polîtica sino también el propio Derq - 
cho. Las normas jurîdicas consagran categorîas que se 
corresponden con viejas aspiraciones sociales, pero - 
son sistemâticamente alteradas en su contenido. Los - 
derechos sociales y el Derecho laboral son unas de —  
esas categorîas que, empleadas con profusiôn, nada —  
tienen que ver con la idea de "rama del ordenamiento 
dirigida a tutelar los intereses de los trabajadores".
El derecho del trabajo de los fascismos no es derecho 
tuitivo de los trabajadores frente al empresario, sino 
del orden y la disciplina en el trabajo con vistas a - 
lograr la nvâxima rentabilidad del factor humano aplica 
do a la producciôn. Al trabajador se le protege no por
su condiciôn de sujeto sometido a una relaciôn de dq -
pendencia, sino en tanto que sujeto aplicado al proce­
so de producciôn, en tanto que factor de esa producciôn 
nacional al servicio de la realizaciôn del Imperio, de 
la comunidad racial, etc.
La integridad corporal y la salud del trabajador han -
de ser protegidos porque su menoscabo représenta una
merma de la capacidad productiva de la Naciôn. A su vez, 
los derechos sociales, salariales, etc. deben ser garan- 
tizados pues representan las condiciones ôptimas de re­
producciôn de esa fuerza o energîa productiva nacional.
De los derechos laborales sôlo rostarâ el objeto de los 
mismos,objeto que no se imputa a los trabajadores o emprjB 
sarios en forma de derechos de unos frente a otros,sino 
en forma de fléberes de ambos frente al Estado .El daeciio del
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es sustituido por un Debe r del trabajo". Lo que el Estado 
ha de garantizar no es la realizaciôn por el empresario 
de los derechos de los trabajadores,sino el cumplimiento 
por empresarios y trabajadores de sus deberes laborales
(43) .
Todo el contenido y sistema de 1 Derecho del trabajo se 
orienta conforme a esta nueva direcciôn de la proteccitn.
Si lo que se pretende protéger es la economia nacional y 
a los elementos que la integran, el Derecho del trabajo 
pierde su carâcter de ordenamiento tuitivo del trabajador 
frente al empresario y se convierte en un elemento de 1 - 
Derecho econômico o de la empresa que dirige sus normas 
y sanciones por igual frente a empresarios y trabajadores.
La imposiciôn de este nuevo orden laboral exige el recur­
so al instrumento coactivo de 1 Estado por excelencia; El 
Derecho penal. Pero no va a aparecer como "Derecho
de protecciôn penal del trabajador" o de la "fuerza de - 
trabajo'de la persona, sino como "Derecho penal del tra­
bajo" ("Diritto penale del lavoro", "Arbeitsstrafrecht"), 
del cual se dotan todos los Estados fascistas. Los compo- 
nentes fundamentales de este Derecho penal del trabajo - 
son la represiôn de la huelga yds Icscierres patronales, 
pero dirigidcB a tutelar el cumplimiento del deber de trq 
bajo y no a la "libertad del trabajo", como en el Estado 
liberaf; la garantia del orden y la disciplina en la emprq 
sa impuesta por las reglamentaciones estata les, en lo que 
se incluyen tanto los aspectos puramente disciplinarios 
como los relativos al cumplimiento de las obligaciones sa­
lariales del empresario y a la fidelidad y rendimiento de 
los traba j adores; la tûtela de la seguridad en el trabajo, par
(43) Vid. GATTI, Sviluppo storico del Diritïo penale del 
lavoro en "Giust. Pen.", 1936, III, col. 576.
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ticularmente enérgica en los supuestos de accidentes, pero 
cuyo sentido no es el de protéger la vida o salud de la —  
persona, sino la integridad de las fuerzas productives na­
cionales .
Sobre estas bases se construye el Derecho penal del trabajo 
en Italia, Alemania y Espafia.
En ITALIA se lleva este Derecho penal del trabajo al Côdiar 
penal de 1930 (44) dentro del titulo correspondiente a 1( s 
delitos contra la economia pûblica, y se preven, entre otras 
conductas, la huelga, el cierre patronal (art. 502-5-6), el 
boicot (Art. 507), la ocupacién de tierras y fûbricas y el 
sabotage (art. 508), la inobservancia de las normas ordena- 
doras del trabajo y de las decisiones del magistrado de trq 
bajo (art. 509) . Por otra parte, entre los delitos de pelj. 
grc comûn se recoge un delito contra la seguridad en el trq 
bajo (art. 437 y 451) (45). Junto al Côdigo, otras leyes -
especiales contienen sanciones pénales, p. ej., la ley de - 
colccaciôn obrera (46).
En ALEMANIA, la propuesta de protecciôn penal de la "fuer­
za de trabajo nacional" constituye uno de los elementos fun 
damentales de la politica criminal del Nacional-socialismo
(47), y es objeto de amplia atenciôn par la doctrina penal (48)
(44) Precedente de estos preceptos del Côdigo fué la Ley de
3-IV-1926, V. GATTI, ob.cit., p.575.
(45) Vid. infra. Cap. III, 2,A.
(46) Vid. BERENINI, en Delitti contre 1'economia pubblica, 
l'industria e il comerzio. Milan 1937; CALDARA, Pensie- 
ri sull*avenire del diritlo penale del lavoro, en "Scuq 
la Posiriva", 1938, p. 74; LÜIGI DE LITALA, Diritlo pena 
le del lavoro e dalla pubblica economia, Turin 1939; Ml- 
JER, Recht und ordnung im Italienischen Faschismus, en
"JZ" 1978, p.223 y ss.
(47) Vid. National sozialistisches Strafrecht Denkschrift de 
Justiz ministers, Berlin 1933, p. 91 ss.; GURTNER/FREIS- 
LER, Das neue Strafrecht, Berlin 1936, p. 124 ss.
(48) La mûs ambiciosa elaboraciôn cientifica es de GEISSELER 
Arbe i tes s tra frecht, >tinheim 1933, V. también WURZNER.
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Pero esta polîtica no llega a plasmarse leg is lativamente, 
pues, como es sabido, el Côdigo penal Nacional-socialista 
no superô la aprobaciôn de Hitler y quedô en mero proyecto
(49). El proyecto,en la versiôn de 1936, dedicaba un 
capitulo con 20 articulos a los ataques a la fuerza de trq 
bajo nacional (que serian 27 en el de 1939) que encabezaba 
con estas palabras: "El trabajo es deber y honor de los in 
tegrantes del pueblo alemân. Es tarea del Derecho penal 
alemén protéger la voluntad de trabajo del pueblo y garan­
tizar la paz y la libertad en el trabajo. También protege 
al trabajador frente al peligro en el centro de trabajo y 
contra la pérdida de 1 empleo". Idea de la protecciôn pre- 
tendida nos la dan los titulos de alguno de los parâgrafos: 
dbilitamiento de la voluntad de trabajo del pueblo alemân, 
automutilaciôn, cierre patronal y huelga, coacciones a la 
huelga, agitaciôn a la lucha laboral, estafa y usura sala­
rial, perturbaciôn de la seguridad del trabajo en la empre 
sa, sobre carga del trabajo de mujeres y niflos, inducciôn 
a la emigraciôn, etc. Ahora bien, aunque estos preceptos 
fueron solamente proyecto, la legislaciôn laboral, que 
el nuevo régimen desarrollô ampliamente, incorporé numéro 
SOS tipos pénales a las diversas leyes especiales, v.gr. de 
trabajo de jôvenes,de jo m a d a  de trabajo, etc.
En ESPAflA, la Dictadura de Primo de Rivera participé del 
espiritu legislativo del Corporativismo fasciste italiano. 
El Côdigo penal de 1928 tiene también esa impronta (50) .
Der strafrechtliche Schütz der nationalen arbeitskraft 
im Rahmen des ktinftiqen Reichastrafqesetzbuchs, Wurz­
burg 193 5; TÜRPITZ, Der Schutz der Arbeitskraft in 
neuen deutschen Strafrecht. Berlin 1938. En general, 
sobre el Derecho laboral, v. Thilo RAM4, Nationalsozia- 
lismus und Arbeitsrecht, en "Kritische Justiz" 1968, 
p.108 ss.
(49) Sobre el Derecho penal del Nacional-socialismo v. 
Eberhard SCHMIDT, Einführunq in die Geschichte der 
deutschen Strafrechtspflege, Gbtinga 1965, p. 425 y ss.
(50) vid. sobre él, BARBERO SANTOS, Politica y Derecho penal 
en Espafia, Madrid 1977, p. 53-57.
En correspondencia con el desarrollo de las leyes labo­
rales (51 ) , el"C6digo gubernativo" contaba entre sus nq 
vedades diversos delitos con causa en la relaciôn labo­
ral.
En primer lugar se da entrada de nuevo en el Côdigo pe­
nal a los delitos de huelgas y coligaciones, pero, ahora, 
como delito de sediciôn (art. 290 y 291),pues de acueido con 
la experiencia de la huelga general de 1917, el fenômeno de 
la huelga es considerado desde el prisma de los■intereses 
politicos del Estado. Ademés se mantuvo el delito de aten 
tado a la libertad de trabajo e industria que tradicional- 
mente se habia incluido en el capitulo de las maquinacio- 
nes para alterar el precio de las cosas (52).
Por otra parte, y en conexiôn con el intervencionismo esta/ 
ta 1 corporativista en las relaciones de trabajo, introdujo 
en el Libre III, una falta ’contra el contrato de trabajo" 
dentro del titulo VII, de capitulo y articule ûnico, el - 
840, consistente en la ri'ptura injustificada por parte del 
obrero del contrato de trabajo celebrado por mediaciôn de 
ôrganos corporatives, y, por parte del empresario, en el 
despido injustificado, en el quebrantamiento arbitrario 
de las clâusulas del contrato, o en el incumplimiento de 
las indemnizaciones decretadas. Tanto las faltas del obre 
ro como las del empresario se castigan con la misma pena- 
lidad: cinco a quince dias de arresto y multa de 50 a 250 
ptas., no persiguiéndose sine a instancia de los organis­
mes oficiales que intervienen en las relaciones laborales 
(53). El caràcter fascista del precepto se dériva del he-
(51) Para la legislaciôn social de la Dictadura de Primo 
de Rivera vid. MONTALVO CORREA, Fundamentos de Dere­
cho del trabajo, cit., p.174 ss.
(52) Vid. JARAMILLO GARCIA, Novisimo Côdigo penal, vol.II, 
p.49 y 362, Salamanca 1928.
(53) Vid. JARAMILLO GARCIA, ob.cit., p.426.
cho de prever idéntica pena contra los dos sujetos de la 
relaciôn laboral, de tal forma que no puede hablarse de 
protecciôn de los trabajadores,sino del orden laboral impueq 
to por el Estado, lo que se corrobora por el hecho de que - 
la persecuciôn de estas faltas sea facultad exclusiva de los 
organismes oficiales y no de las vîctimas.
Sin este tinte directamente politico, el Côdigo penal de 
1928 incorpora diversos preceptos dirigidos a tutelar a los 
trabajadores frente a su puesta en peligro en el lugar de 
trabajo (art. 578), en la secciôn dedicada a los "delitos 
afines a los estragos, imputables a imprevisiôn, impruden- 
cia o impericia", dentro del nuevo titulo (IX) de los de­
litos contra la seguridad colectiva (54).
La instauraciôn de la Repûblica en 1931 arrumbô la legislq 
ciôn laboral y penal de la Dictadura y procediô a desarro­
llar una politica social que se correspondia con el proyec­
to constitucicnal de la "Repûblica democrâtica de trabajadq 
res de todas clases ...", centrada en el desarrollo de una 
amplia y progresiva normative de protecciôn de los derechos 
de los trabajadores y en el reconocimiento del papel de las 
organizaciones obreras en la tutela de esos mismos derechos 
(55). Sin embargo, en lo que toca a la protecciôn penal de 
los derechos laborales no hay, ni en el Côdigo penal de 1932, 
ni en las leyes especiales, novedades respecto de la legislq 
ciôn anterior a 1923 (56) .
(54) Vid. parte II, cap. XII.
(55) Ley de Jo m a d a  mâxima, de Contrato de trabajo, de Jurq
dos mixtos, de Colocaciôn obrera, de Accidentes de trq
bajo, creaciôn de la Sala de lo Social del TS, sobre
la legislaciôn laboral de la Repûblica vid. de la VlLLh
El derecho del trabajo en Espafia durante la Segunda Re­
pûblica , en "Rev. Facultad de Derecho de la Univ. de 
Madrid", XIII, 1969, p.237 y ës; MONTALVO CORREA, Funda­
mentos , cit., p.177 y ss.
( 56) Sobre el Derecho penal de la ii Repûblica vid. BARBERO 
SANTOS, Politica y Derecho penal en Espafia, cit. p. 5 8 
ss.
14/ PROTECCION PENAL DEL TRABAJO EN ESPAÇA DESDE 1936 
A 1976.
Con el levantamiento militar del 18 de julio de 1936 sc 
cierra el breve paréntesis democrâtico que habia supueq 
to la Repûblica y Espafia se reincorpora por la fuerza a 
los sistemas totalitarios fascistas.
La concepciôn y programa del Nuevo Estado sobre la vida 
laboral se expone en el Fuero del Trabajo, promulgado el 
9 de marzo de 3/938. En palabras de MONTALVO CORREA; el 
sistema laboral se fundamenta en una concepciôn totalita 
ria y corporativa de la economia y la producciôn, en el qu 
se subordinan los intereses profesionales al "interés tq 
ta 1 de la gran empresa econômica nacional", se proscribe 
el sindicalismo de clase y el Estado monopoliza, bien di_
- tamente, bien a través del sindicato vertical, la compq 
siciôn de los intereses de empresarios y trabajadores, no 
en vista de unos u otros, sino en el del "interés totali- 
tarie de la producciôn nacional" (56). Pueden aplicarse a 
nuestro pais lo dicho mâs arriba sobre el Derecho del trq 
bajo de los Estados fascistas. También entre nosotros se 
sustituye el Detecho del Trabajo por un Derecho de ordenq 
ciôn y disciplina del trabajo.
El Regimen,que recurriô al Derecho penal para imponer su 
ideologia y sistema de poder totalitario,como BARBERO SAN 
TO S ha expuesto con acierto (5/), acudiô igualmente al Dq 
recho punitivo para imponer su orden laboral.
Este recurso al Derecho penal en el orden laboral se lleva 
a cabo a dos niveles. Por una parte se centra en la repre 
5 iôn sistemâtica del Movimiento obrero, a través de las
bis
(56) Vid. Fundamentos de Derecho del trabajo, cit., p.286 
y ss, con interesantes referencias bibliogréficas de 
la época.
(57) Vid. Politica y Derecho penal en Espafia, Madrid 1977
p.62 y ss.
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figuras de delito de las asociaciones illcitas, sediciôn, 
reuniôn no pacifica, etc., asi como de las leyes y precep 
tos de directe represiôn politica, como la Ley contra la 
masoneria y el comunismo de 1 de mayo de 1940, o la de Se 
guridad del Estado, de 29 de marzo de 1941.Por otra par+ 
se recurre al Derecho penal para castigar determinada^ 
conductas que, al margen de las anteriores, alteran el or 
den laboral establecido por el Estado.
Ahora bien, para valorar la intervenciôn represiva del Eq 
tado en las relaciones laborales es preciso tener en men­
te que ésta no se realiza exclusivamente a través de las 
leyes estrictamente pénales y de cuya aplicaciôn conoce 
la Jurisdicciôn ordinaria. Una constante desde las Cortes 
de Cadiz ha sido la atribuciôn a la Administraciôn de 1 Eq 
tado de un amplio poder sancionador, en contradiciôn con 
los diversos regimenes constitucionales en tanto que afec 
taba al sistema de divisiôn de poderes del Estado. Si hast 
1923 este poder aparece como moderado y limitado a las -- 
autoridades provinciales y locales, la legialaciôn de la 
Dictadura de Primo de Rivera consagra y generaliza esta 
pclitizaciôn del poder sancionador y lo confiera a las -- 
autoridades gubernamentales, Ministro de Gobernaciôn y 
Consejo de Ministros, sistema que es asumido por la propia 
II Repûblica (68). Con la definitiva destrucciôn del Esta­
do de Derecho y de la divisiôn de poderes, sustituidos por 
el Estado Totalitario y la "unidad de mande y coordinaciôn 
de funciones", desaparece definitivamente el sistema judi­
cial penal. La atribuciôn a los jueces o a la administra­
ciôn pûblica del poder sancionador del Estado se rige ya 
no por razones de principle,sino de oportunidad polîtica.
(58) Para esta referencia a la historia del Poder sancio­
nador de la administraciôn nos remitimos a PARADA 
VAZQUEZ, El poder sancionador de la administraciôn y 
la crisis del sistema judicial penal, en "Rev. Admi­
nistraciôn Pûblica", 1972, p. 41 y ss.
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En el nuevo Régimen carece de sentido la distinciôn en 
tre Derecho penal criminal y Derecho penal administra- 
tivo. Entre ambos no hay, por supuesto, diferencia onto 
lôgica, pero tampoco diferencia cuantitativa alguna, ni 
por la gravedad material de la infracciôn ni por la gr^ 
vedad o cuantîa de la sanciôn (59). La ûnica diferencia 
es puramente formai y, en determinados âmbitos, como en 
el de las "jurisdicciones" especiales ni siquiera es pq 
sible esa distinciôn formai, pues la confusiôn entre 1- 
naturaleza judicial y administrativa de los ôrganos S( 
cionadores fué absoluta (v.gr. los tribunales de contra 
bando o defraudaciôn o el Juzgado de Delitos Monetarios).
A la defensa del nuevo orden laboral van a concurrir una 
variada gama de disposiciones légales de caràcter punit^ 
vo, tanto de naturaleza penal criminal, como penal admi­
nistrativa e, incluso, de rango disciplinario. A este he 
terogéneo aparato sancionador se va a denominar con prq 
tensiones sisteméticas por algunos autores 'Derecho pe­
nal del Trabajo" (60), terminologia acorde con la italia 
na y alemana de la época ("Diritlo penale del Lavoro", 
y Arbeitsstrafrecht").
FEREZ LENERO define a este Derecho penal del trabajo co­
mo "el conjunto de normas juridico-laborales que regulan 
el ejercicio del poder punitivo del Estado conectado con e 
delito laboral como presupuesto, y con la pena laboral co-
(59) Basta recordar la facultad converida a la administra­
ciôn por la Ley de Orden Pûblico de imponer auténti- 
cas penas privati'^^e libertad, Vid. BARBERO SANTOS, 
Politica y Derecho penal en Espafia, cit., p.107 y ss, 
con referencias bibliogrâficas sobre el tema.
(6 0) vid. FEREZ LEfîERO, Derecho penal del trabajo espaflol, 
en "ADP" 1949, p.487 y ss; GARCIA ABELIAN, Derecho 
penal del trabajo, sistema de legislaciôn espaflola, 
Madrid, 1955.
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mo consecuencia juridica,... poder punitivo que no es 
preciso sea directamente ejercido por el Estado, pudi n 
do éste delegarlo en el Sindicato o en el propio empre­
sario"... (p.488). Nada tiene en comûn, , pues, este 
Derecho penal del trabajo con la protecciôn penal de los 
trabajadores en el sentido que Radbruch habia propugnado.
La primera piedra de este pretendido Derecho penal de' 
trabajo es el Decreto de 5 de enero de 1939, a través de 1 
cual se incorpora la intervenciôn del Estado, con caràcter 
policial y sancionador, a la relaciôn privada de trabajo 
(61). El decreto eleva a la categoria de infracciôn penal 
punible por el Estado a ciertas faltas laborales relatives 
a 1/ abusos de autoridad por parte de empresarios, jefes 
o encargados, respecto de los trabajadores a sus ôfdenes, 
2/ actos de los trabajadores contra los derechos o los in 
tereses de la empresa y la falta de disciplina respecto a 
los jefes y 3/ la falta de rendimiento debido en el traba 
jo. El conocimiento y sanciôn de estas faltas es atribuq 
do a los Delegados provinciales de trabajo. De las cuatro 
sanciones aplicables sôlo una, multa de hasta 1.000 pts. 
era aplicable al empresario, las restantes son multas prq 
porcionadas al salario, privaciôn de cargos sindicales y 
suspensiôn de la categoria laboral.
La Ley de Delegaciones de Trabajo de 10 de noviembre de 
1942 vino a atribuir definitivamente a los Delegados la 
facultad de sancionar, a propuesta de la Inspecciôn, las 
infracciones de las Leyes de trabajo, seguros sociales y 
migraciôn, El sistema de indeterminaciôn de las infrac­
ciones y atribuciôn a los Delegados del poder sancionador
(6 1) Vid. sobre el Decreto, GARCIA ABELLAN, Derecho penal 
del trabajo, cit., p. 76 y ss.
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se mantiene con algunas variantes hasta la actuali- 
dad (62).
Hecha esta advertencia podemos retornar al âitibito propia- 
mente penal. En este orden se puede decir que la inter en 
ciôn penal del Estado en materia laboral se reduce a le 
largo de la dilatada historia del Régimen a la estableci- 
da en las disposiciones siguientes:
1/ Côdigo penal de 1944
- Art. 222, que castiga como delito de sediciôn las sus- 
pensiones del trabajo o alteraciones del servicio por fun 
cionarios (lo), las coligaciones de patronos dirigidas a 
paralizar el trabajo (2Q) y las "huelgas de obreros". Es­
tas figuras de delito habrian sido incluîdas ya en la Ley 
de Seguridad del Estado de 29 de marzo dé 1941, arts. 43 a 
46.
- Art. 423, que castiga el quebranto grave en la salud de 
los obreros y en la producciôn general por infracciones 
reiteradas y probablemente dolosas de las leyes de trabajo 
(63).
2/ Decreto ley de 15 de febrero de 1952 (BOE lo y 11 de 
marzo), sobre cesiôn de trabajadores. El Decreto estable- 
ce responsabilidades de caràcter civil y penal en materia 
de infracciôn de leyes sociales relatives a la cesiôn de 
trabajadores. Cuando en estos supuestos se constate la prq 
sencia de "maquinaclones o confabulaciones dolosas" se po- 
drâ imponer, tanto a la "empresa" cedente como a la cesio- 
naria, las penas seflaladas en el artlculo 534 del C.p. (64).
(6 2) Sobre el sistema sancionador administrativo laboral 
vid aqul, ampliamente, infra, Capitulo IV, B.
(6 3) Sobre este art. 423 y su versiôn reformada del vigen 
te 427, vid. aqui infra, Capitulo XI.
(6 4) Sobre las implicaciones de este Decreto en materia de 
responsabilidad penal de las personas juridicas, vid. 
BARBERO SANTOS, ?Responsabilidad penal de las personas 
juridicas? en "Rev. Derecho Mercantil" 1957, p.285 y 
ss., p.314.
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Con el precepto se pretende tutelar a los trabajado­
res frente a unas prâcticas, la cesiôn de los mismos 
de una a otra empresa, que lesionan gravemente sus in­
tereses salariales y la estabilidad en el empleo.
3/ Art. 499 bis del C.p. reformado por la Ley de 15 de 
Noviembre de 1971, que tipifica el denominado delito -- 
contra la ‘'libertad y la seguridad" en el trabajo. La Icy 
de reforma deroga el Decreto de 1952 citado, por estar 
subsumidas en el nuevo delito las conductas que aquél - 
tipificaba.
Este es el panorama de disposiciones pénales especîficas 
del orden laboral. De protecciôn penal del trabajador sô 
lo se puede decir, en principio, que lo sean las très ÜJL 
timas, pues la primera es manifiesto que va dirigida con 
tra el derecho fundamental de les trabajadores, el de la 
huelga. Del antiguc art. 423 y actual 427 ("lesiones la­
borales") y del delito previstoper el U de 1952 tampoco puede - 
decirse que sirvieran, aunque formalmente iban a ello dq 
rigidos, a la protecciôn de los trabajadores, pues su inq 
plicaciôn ha sido total en los 34 y 19 aflos de vigencia, 
respectivamente, de cada uno de ellos. Por otra parte, el 
art. 423 fué hasta la reforma de 1967 un delito contra la 
economia nacional y no contra la salud de las personas. La 
falta de aplicaciôn del Decreto de 1952 es reconocida por 
el propio legislador en la Exposiciôn de Motivos do la Rq 
forma del Côdigo de 1971, si bien, parece que la atribuye 
a la débil jur^cidad que determinaba la no inclusiôn de la 
figura delictiva en el Côdigo penal.
En lo que respecta al art. 499 bis, la valoraciôn no es 
sustanciaImente distinta. Su creaciôn obedece,mâs que a 
una real voluntad tuitiva del Estado, a un movimiento de 
defensa demagôgica del propio Estado, acosado por un
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amplio movimiento de protesta contra incumplimientos eq 
candaloses de la legislaciôn social por parte de buen nû- 
mero de empresaoos,particularmente en el ramo de la conq 
trucciôn, y que, como pusieron de manifiesto los hechos 
de Granada del verano de 1970, amenazaba con convertirst 
en levantamiento popular contra el régimen politico.
Por otra parte, y como denunciaba GIMBERNAT en fechas inme 
diatamente posteriores a la reforma del Côdigo, "el sistq 
ma de terminer con los abusos de los empresarios no es el 
de recurrir al Derecho penal, sino el de que funcionen unos 
sindicatos auténticamente libres y representativos"."Existe 
el peligro -continuaba el autor citado- de que el Derecho 
penal sirva de coartada; esta vez, de coartada para no atq 
car de raiz las verdaderas causas que favorecen los fraudes 
de los capitalistes frente a la clase obrera" (65).
La ultima reforma penal del legislador franquiste, la de 
19 de julio de 1976, confirmé el caràcter de la interven­
ciôn penal del Régimen en materia laboral. Ante la pujante 
presencia de las organizaciones sindicales, conminadas to­
davia a la ilegalidad, y de 1 movimiento hueCguistico, las 
Cortes Orgûnicas introducer, un ûltimo pérrafo en el art.
496, que contiens el delito de coacciones, en el cual se
tipifican especificamente los "piquetes" o "grupos informq 
tivos" de trabajadores en huelga, describiendo unas conduc 
tas mixtas de coacciones y amenazas tendentes a obligar a 
otras personas a iniciar o continuar una huelga, paro o - 
cierre patronal. Esta nueva figura delictiva, conocida cq
mo "coacciôn a la huelga", mâs que a defender la libertad
de los que no quieren sumarse o continuar una huelga, la dq 
cimonônica "libertad de trabajo'', va dirigida a criminali- 
zar a la generalidad de los "piquetes", instrumento organ i.
(65) Conferencia prcnunciada en Madrid el 21 de enero de - 
1972, recogida en "Estudios de Derecho penal", ^Bdrid 
1976, p. 43 y ss, p. 51 y 52.
szativo esencial de la huelga, la cual, por de finiei6n,es 
un medio coactivo "socialmente adecuado", en la misma —  
medida en que la mera posiciôn de dominio del empresario 
sobre la organizaciôn de las condiciones de trabajo y su 
retribuciôn es también una posiciôn eoactiva y de tdcita 
amenaza con la pérdida del puesto de trabajo (66 ).
Como conclusion de lo expuesto, puede afirmarse que la le- 
gialaciôn penal del Régimen franquista no otorgaba proter 
ciôn penal rea1 alguna, Lo ûnico real en ella era la re 
presiôn sistem&tica de lo que hoy la Constituciôn consa - 
gra como derechos fundamentales: el derecho de libre sin- 
dicaciôn y el derecho de huelga (art. 28, 1 y 2, respect! 
vamente). Los restantes preceptos pénales Servian exclu- 
sivamente para enmascarar la realidad politica y legisla- 
tiva del estado de la "cuestidn social".
5/ LA PROTECCION PENAL DEL TRABAJO ANTE LA CONSTITUCION 
Y LA REFORMA PENAL
La constituciôn de Espaha como Estado social y democrdti- 
co de Derecho impone al Legislador la tarea -entre otras- 
de insertar al trabajador en una nueva posiciôn en el se- 
no del ordenamiento juridico, desarrollando normativamen­
te sus derechos y garantizando sancionadoramente la reali 
zaciôn de los mismos.
La relaciôn entre constituciôn y ordenamiento penal de - 
bienes juridicos es un aspecto m&s de la relaciôn gene^ - 
ral entre Politica y Derecho Penal. Como ha puesto de —  
manifiesto BARBERO SANTOS, el nuevo régimen constitucio —  
nal no se limita a exigir la desponalizaciôn del ejerci - 
cio de los derechos fundamentales del ciudadano y de tq -
(6 6) Sobre esta nueva figura delictiva vid. MUNOZ CONDE, 
Derecho penal. Parte especial, Sevilla 1976, p.154 y 
ss., HIGUERA GUIMERA, El delito de coacciones, Barce 
lona 1978, p. 256 y ss.
das aquellas conductas que no supongan lesiôn de los 
bienes juridicos propios de un orden democrâtico y 
pluraliste, como es el caso del adulterio y amanceb^ 
miento o la venta de medios anticonceptivos, sino que 
plantea también la incorporaciôn al catâlogo de bienes 
juridicos del sistema punitivo de bienes o intereses 
que hasta ahora eran ajenos a él o se encontraban defi- 
cientemente tutelados, y, en este sentido ha de darsv 
entrada en el Côdigo a conductas como las de contamina- 
ciôn del medio ambiente, destrucciôn del paisa je rûsti- 
co o urbano, fraudes financières oficiales, atentados a 
la intimidad de los ciudadanos, especulaciôn de 1 suelo, 
ciertas conductas en el marco de la actividad econômica, 
y, entre otras mâs, conductas que lesionan los intereses 
jundamentales de la persona en tante que trabajador, 
con el fin de crear una auténtica protecciôn penal de 1 
trabajo humano (67).
Sobre la extensiôn de la protecciôn penal a esos intere­
ses de nuevo tipo, calificados de difusos, colectivos, 
etc., que se corresponden con necesidades reales de amplb 
estratos de ciudadanos y que se presentan como antagôni- 
cos respecte del sistema socio-econômico dominante, se - 
llevd a cabo actualmente una amplia discusiôn (68). Nues 
tro interés se centra en los intereses laborales, colec­
tivos e individuates, de los trabajadores.
Como pone en evidencia la realidad de estes dos ûltimos 
afios en nuestro pais y en otros de Europa, la libertad - 
sindical, si bien es presupuesto de una protecciôn efec- 
tiva de los derechos laborales, no agota todas las nece-
(67) Cfr. Politica y Derecho penal en Espafla, cit., p.
130 y s., Vid. también,del mismo autor,La reforma 
penal espafiola en la transiciôn a la Democracia, 
en "RIDP" 1978, 1, p. 57 y ss., esp. p. 68 y s.
(68) Vid., por todos, SGUBI, Tutela penale di "interessi 
difussi", en "La cuestione criminate" 1975 (3), p. 
439 y ss. Para otras ramas del ordenamiento juridico 
V. Rile^anza e Tutela degli interessi difussi,publi-
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sidades de protecciôn de los mismos. Frente a los m3s
graves ataques a estos intereses y derechos con causa 
en el trabajo el Derecho penal esté llamado a cumplir 
una importante funciôn.
Los diversos grupos de intereses que nacen de la condj. 
ciôn de trabajador dependiente y que son susceptibles 
de ser lesionados, fundamentalmente, por parte de aqu^ 
llos a quienes esté subordinado, el patrono y sus repre 
sentantes, pueden s istematizarse en la forma siguiente:
- Vida y salud en el puesto de trabajo.
- Intereses econômicos derivados de la prestaciôn laboral, 
particularmente el salario y la estabilidad en el pues­
to de trabajo.
- Presupuestos de los derechos y de la e^icacia de los - 
beneficios de la seguridad social.
- Libertad e independencia en el ejercicio de los derechos 
y actividad sindical en el seno de la empresa.
- Condiciones relativas al mercado de trabajo: cesiôn de 
trabajadores, crisis de empresas, emigraciôn, etc.
Cada uno de estos grupos de intereses plantean problemas 
de politica juridica general y de politica criminal, asi 
como de estricta técnica juridico penal. El tratamiento 
de todos ellos excederia los mérgenes de una Tesis. Por 
otra parte, el tratamiento penal de todos esos grupos de 
intereses, excepto el relativo a la vida y salud en el - 
puesto de trabajo, depende en gran medida de las reformas 
en curso de la legislaciôn laboral en general: El Estatu- 
to de los trabajadores, la regulaciôn de la actividad sin 
dical en el seno de la empresa, del despido, etc.
cia di Commo", Milén 1978.
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El tema de la protecciôn de la vida y la salud y, en défi, 
nitiva, de la seguridad en el trabajo, merece en exclusive 
nuestra atenciôn, no solamente por la universelidad del -- 
problème, en el sentido de ester sometido en menor medida 
a los avatares legislativos del présente, sino también por 
que su tratamiento a fondo exige el planteamiento y toma de 
posiciôn respecto de numerosos problemas fundamentales de 
teoria del delito, como el del delito imprudente, la omisiôn, 
la imputaciôn objetiva, los delitos de peligro, etc., cada 
uno de los cuales mereceria entre nosotros un estudio mono- 
gré fico .
Por estas razones, y s in perjuicio de continuer en el futu­
re el anélisis de los restantes aspectos de la protecciôn - 
penal del trabajo, nos limitaremos en lo que sigue al estu­
dio de la protecciôn penal de la seguridad en el trabajo, - 
atendiendo al derecho vigente, al comparado y a las necesa- 
rias prcpuestas de "lege ferenda".
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P A R T E II
i _ A P R O T E C C  I O N P E N A L D E
L A S E G U R I D A D EN E L T R A B A J O
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- CAPITULO I - 
LOS ACCirUNTES PE TRABAJO Y lA CULPA PATRONAL 
1/ TRABAJO Y RIESGO, LOS ACCIDENTES DE TRABAJO Y SUS CAUSAS
El peligro para la salud, la integridad corporal y la vida 
rece como una nota caracteristica del trabajo del hombre de 
nuestro tiempo y, particularmente, del trabajador industrial.
Sin embargo, hasta el momento histôrico de la industrialisa —  
ciôn no puede decirse que el trabajo haya sido una fuente gene 
ralizada de riesgo, sino solamente en alguna de sus plasmacio- 
nes concretas, v.gr., la mineria y la construcciôn. La intro- 
ducciôn de la méquina en la vida laboral -que se ha llevado a 
cabo no solamente en el campo de la actividad tipicamente in - 
dustrial sino también en otros alejados de ésta como, por ejem 
plo, la agricultura- ha alterado profundamente el orden social 
de protecciôn anteriormente vigente, convirtiendo al trabajo - 
para el hombre m o d e m o  en su fuente de riesgo cualitativa y —  
cuantitativamente més importante (1). Sôlo con la generaliza- 
ciôn de la automociôn, que se produce tras la ûltima guerra —  
mundial, otra fuente concreta de riesgos alcanza a hacer la —  
competencia a la actividad laboral: el tréfico autoroovilisti-
co (2) .
(1) Cfr. FERNANDEZ MARCOS, Aspectos leqales y juridicos de la 
prevenciôn de los riesgos profesionales, en "VIII Congreso 
de medicina, higiene y seguridad del trabajo" (Zaragoza), 
Ministerio de Trabajo, J^ fâdrid 1977, p.303; Vid. también - 
JESCHECK, Verhütunq von stra£_>taten qeqen das Leben und 
die Kôrperinteqritat begangen durch Fahriasaiqkait, en
"Msch.Krim" 1956 p. 38 y ss.; TUNC y LEAUTE, Les frontiè­
res de la represion en matière d * imprudence, en "Les fron 
tieres de la répresion", vol. I, Bruxelas 1974, p.39 n.2
(2) Sobre el problema de la relaciôn entre progreso técnico y 
aumento de las fuentes y grades de peligro para los hombres 
vid. OFTINGER, Konfrontation der Technik mit dem Recht, en 
"Technik im technischer Zeitalter" de FREYER y otros, 
Duseldorf 1965, p.247 ss, y, particularmente, contra la - 
conversiôn de la "necesidad ô el progreso técnico" en un 
"passepartout" juridico, p.265 ss.
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Se ha dicho que los accidentes de trabajo y los de trâfico son 
las plagas de nuestra época. Es preciso hacer a ésto una pre- 
cisiôn mas, pues si ante la Parca que acecha en las carreteras 
somostodos iguales, la que atiende a los centros laborales - 
esté necesariamente obligada a cemi r s e  sobre un determinado - 
grupo social, el de los trabajadores en sentido tradicional. 
Este matiz de orden profesional -pero que en definitive es de 
clase- hace obligado calificar ademés a los accidentes de t a  
bajo como una amarga lacra social.
La aterradora cifra del nûmero de accidentes de trabajo duran­
te 1977 en Espaha hace innecesarios més comentarios:
Tota1 de accidentes en los centros de trabajo, 
es decir, excluidos los in itinere: 932.523
De los cuales fueron mortales ........  1.466
graves ........  12.235
leves ..........789.129
leves s in baja
de + de 1 dia .129.693 (3)
Sobre una poblaciôn activa en 1977 de 12.482.100, las cifras - 
anteriores suponen que un 7,4% de los trabajadores se ven - 
afectados por accidentes de trabajo.
Lo que el accidente de trabajo représenta para el trabajador - 
es facil de imaginer. No se trata solamente de los dafios fisi 
COS, morales y econômicos (4) que directamente sufre, sino 
también, la repercusiôn de los mismos en el medio familiar.
(3) Fuente: Servicio Social de Higiene y Seguridad del trabajo 
Siniestrabilidad laboral en 1977, Ministerio de Trabajo, 
Madrid 1978, p.5. Se incluyen las enfermedades profesio­
nales .
(4) Véase una sistematizaciôn de los dafios personales en OLMOS, 
CASTILLO y AREVALO, Prospectives y tendencias en seguridad
en el trabajo, en "VIII Congreso ..... Zaragoza" cit., p.
38.
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El total de accidentes indicado représenta la pérdida de aprox_i
madamente més de 300 millones de horas de trabajo. (5) . El valcr
de esas jomadas perdidas, unido a las inderonizaciones y
otros costos indirectos ha sido calculado aproximativamente por 
especialistas
algunos ofreciéndose cifras équivalentes a un 7, e, incluso, a 
un 12% de la Renta Nacional (6) .
La coraparaciôn de nuestra siniestrabilidad con la de otros 
paises se ve dificultada como consecuencia de los diferentes -- 
presupuestos de los que se parte para la elaboraciôn de los da- 
tos estadisticos. No obstante, se avanzan aproximaciones, 
por ejemplo, PRIETO ESCUDERO estima que sufrimos una siniestra­
bilidad 3 veces superior, en términos relativos,a la norteamer^ 
cana (7) .
El concepto de accidentes de trabajo que emplea la Administra - 
ciôn laboral es un concepto legal. A tenor del art. 84.1, de - 
la Ley de Seguridad Social, accidente de trabajo es "toda le -- 
siôn corporal (y enfermedad) que el trabajador sufra con oc^ -- 
siôn ô por consecuencia del trabajo que ejecuta por cuenta aje- 
na". En base a los fines especificos de la Seguridad Social, - 
la legislaciôn laboral y la jurisprudencia que la interpréta -- 
han ampliado el concepto més allé de lo que podriamos conside^ - 
rar propio accidente laboral: las lesiones corporales y enferme 
dades que sufre el trabajador y que son derivadas de los ries - 
gos especificos de las condiciones en que presta su trabajo.Por 
encima de este significado, en Derecho Laboral se consideran —  
también como accidentes de trabajo los producidos, por ejemplo
(5) Elaborado por nosotros en base a los indices oficiales de - 
frecuencia y gravedad ofrecidos en Siniestrabilidad laboral 
1977, cit., p. 20-21.
(6) Cfr. OLMOS, CASTILLO y AREVALO, ob. cit., p. 52.
(7) Cfr. en Principios sociolôgicos del seguro de accidentes de 
trabajo, en "Rev. de Trabajo" 34 (1971), p. 56.
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al ir o volver del centro de trabajo (accidentes "in itinere") 
(8) .
La falta de conexiôn material de estos supuestos con las concre^ 
tas condiciones de trabajo y, en consecuencia, su desinterés - 
desde una ôptica prevencionista, nos obligan a precisar algo - 
més lo que hemos denominado concepto propio de accidente de -- 
trabajo, a lo cual puede servir la definiciôn de NEULOH, qu.e 
désigna como ta 1 "a la alteraciôn, no querida y no esperada, - 
del normal desarrollo del proceso de trabajo, conectada direc­
tamente a la organizaciôn de la empresa y provocada generaImen 
te por la coeficiencia de factores causales, externes ô inter­
nes, de naturaleza técnica, fisica, siquica ô social que condu 
ce a la producciôn de danos corporales" (9).
Pero la problemétioa que nos ccupa, la del derecho sancionador, 
y, particularmente, el derecho penal, exige aûn una reducciôn 
del concepto material, pues,si la sanciôn es reproche a un su- 
jeto por la lesiôn de bienes juridicos de terceros que se ha - 
derivado de su conducta, es obvio que del conjunto de acciden­
tes hemos de separar aquellos que se deben exclusivamente al - 
azar ô a la propia victima, y seleccionar sôlo aquellos que -- 
sean imputables a persona distinta de quien lo sufre.
Ahora bien, determiner que porciôn de esos 932.523 de acciden­
tes de 1976 son los relevantes a efectos de ser reprochados a 
quienes no han sido precisamente la victima, requiere el dispq 
ner de un anélisis ad hoc de las causas de los accidentes, del
(8) Sobre el concepto juridico laboral de accidente de trabajo 
vid. ALONSO OLEA, la responsabilidad por accidentes de tra­
bajo, separata del nQ. 1 de 1978 de "RISS", p. 6 y ss.
(9) Cfr. NEULOH, Der Arbeistsunfall und seine Ursachen,Stutgart 
y Duseldorf 1957, p. 49. En las péginas anteriores analiza 
ampliamente las definiciones que se ofrecen en otros paises,
4:'
que se carece por completo, lo cual nos obliga a un breve -- 
excurso sobre el problema de las causas de los accidentes de 
trabajo.
En los estudios que sobre el tema se realizan por las insti_ 
tuciones correspondientes, tanto el concepto de causa, como la 
propia direcciôn de la investigaciôn, son ajenos a toda idea 
responsabilidad que no sea la de la propia victima. Trad:' 
nalmente se vienen distinguiendo dos grandes grupos de factores 
causales, los "fallos técnicos" y los "errores humanos". Entre 
los primeros se cuentan,por ejemplo, los aparatos defectuosos,- 
el deterioro de los mismos, la ausencia 6 ineficacia de los -- 
dispositivos de protecciôn, el desvio de su normal desarrollo 
de los procesos fisicos ô quimicos; también se atiende a las - 
meras condiciones objetivas productoras del resultado, p.ej., 
accidentes producidos por caida de pesos, por energia eléctri- 
ca, por explosiôn, etc. (10). Con los términos "error humano" 
se hace referencia a la fatiga, la inexperiencia, el desconoci 
miento de riesgo, ineptitud, inadaptaciôn al puesto de trabajo, 
actitud personal de desprecio al riesgo, faltas de atenciôn, - 
etc. (11). Sobre estas bases,se llega a la conclusiôn de que - 
aproximadamente un 8-% de los accidentes de trabajo se deben - 
al factor humano (12).
Este sistema de anélisis de las causas de los accidentes de —  
trabajo esté siendo ampliamente contestado por algunos especi^ 
listas, quienes consideran que en ellos se toman en considera-
(10) En este sentido los informes sobre siniestrabilidad labo­
ral del Ministerio de Trabajo citados, en los que se lim_i 
tan a considerar: formas de producciôn del accidente, 
agentes roateriales del mismo, partes del cuerpo lésion^ - 
das y naturaleza de las lesiones.
(11) Cfr. SOLE MORERA, La direcciôn del personal y la sequri- 
dad, en "Jomadas técnicas de seguridad en el trabajo", - 
en Cuademos de "La Fratemidad", Madrid, s.f., p. 18 ss. ; 
vid también LEPIAT y otros. Accidents et securité du tra­
vail, Paris 1972, passim.
(12) KONSTANTY, en KASISKE y otros, Gesundheit am Arbeitsplatz, 
Reinbeck en Hamburgo 1976, p. 67
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ciôn exclusivamente las causas més prôximas del accidente, - 
causas que unas veces no son més que simples modalidades de 
plasmaciôn del efecto causal y que, en otras ocasiones, sôlo - 
sirven para ocultar la existencia de una "causa detrés de 
la causa". (13),
Efectivamente, un repaso cuidadoso del cuadro de factores - 
que es utilizado en el tipo de anélisis tradicional permite 
llegar a resultados bien distintos. Por una parte, las que 
son consideradas meras causas técnicas resultan en su mayor 
parte factores técnicos tefiidos por la conducta humana, pues 
en definitive los resultados se llegan a producir por una —  
falta de previsiôn, de cuidado ô de vigilancia sobre el dje - 
sarrollo del proceso técnico (14). Algunos ejemplos ilustr^ 
rân esta tesis: -En la Francia de principios de siglo, el s^ 
tumismo causaba estragos entre los pintores industriales, - 
al estar sometidos éstos a los efectos del albayalde (carbo­
nate de plomo para usos industriales), empleando en la elabq 
raciôn de su material de trabajo. Cuando Clemenceau denun - 
ciaba enérgicamente este hecho en la prensa, se sabla ya con 
seguridad que la daflosa sustancia podla ser satisfactoriamen 
te sustituida por el inofensivo blanco de zinc. Es més, el 
g o b iemo no prohibla expresamente el empleo del albayalde -- 
por la escandalosa y pûblica oposiciôn de sus fabricantes. En 
el sistema tradicional de factores causales, el saturnisme se^  
rîa considerado como debido a factores técnicos. Si ésto no 
puede negarse desde el punto de vista féctico, no cabe la me^
(13) En este sentido AZALINI, quien aflade respecto del factor 
"caida de peso", que no es éste la verdadera causa del - 
accidente, sino las circunstancias ô factores que han —  
provocado la caida, pudiendo llegar a decirse la causa - 
del accidente, ha sido el mal estado de mantenimiento de 
la obra, no siendo el lacflllo otra cosa que el mero agen 
te del mismo, cit. en PETTOELLO MANTOVANI, La tutela pe­
nale délia attivita lavorativa. Milan 1964, p. 148-149.
(14) Vid. NEULOH, Der Arbeitsunfa11 und seine Ursachen, cit - 
p. 119.
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nor duda que desde el piano valorativo habria de ser - 
imputado a la conducta de quienes se negaban a la susti 
tuciôn requerida, es decir, lo relevante no era el factor 
técnico, sino el "error" humano que determinaba un ina- 
decuado sistema de trabajo (15). Supuestos de este ti­
po no son ajenos a nuestros dias; es sabido que un ele- 
vado porcentaje de los trabajadores expuesto al clq —  
jruro de vinilo, a pesar del empleo de todos los m^ -
dios de seguridad de que se dispone, estén inexorable^ - 
mente destinados a sufrir gravisimas deformaciones en - 
manos y brazos que les conduce a la incapacidad laboral 
permanente (16).
La ausencia 6 deterioro de dispositivos de protecciôn, 
considerada causa técnica, se revela también de inmedi^ 
to como factor humano, en la medida en que quien es re^ 
ponsable de la méquina afectada por ello no instala 6 no 
repara el dispositive de seguridad, p.ej., carcasas de 
motores, barandillas de los andamios, etc.
Los estudios de RUHE sobre los factores considerados cq 
mo causas técnicas revelan que sôlo son en realidad 
exclusivamente técnicas en un 25% de los casos, y, den- 
tro de éstos, un 50% de los accidentes que se produjje -
(15) Vid. en BOISSELTER, Seguridad individual, colecti- 
va e integrada, en "Jomadas de seguridad en el —  
trabajo", Cuademos de "La Fratemidad" Madrid 1973, 
p.5, dônde hace referencia también a otros supues­
tos.
(16) Cfr. ANDRESEN, en KAISISKE, Gesundeheit am Arbeizs- 
pXatz. cit., p.130-131.
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ron hubieran podido ser evitaHos a través de una mayor 
colaboraciôn entre el constructor de la mâquina y los 
ingenieros de seguridad (17).
Esta conexiôn tan estrecha entre factor técnico y faq 
tor humano ha sido tenida en cuenta por REHNAN,y sobre 
esa base déclara , que los accidentes de trabajo - 
son la consecuencia de presupuestos de peligro, que -- 
tienen que ser considerados como componentes de la or­
ganizaciôn del trabajo, de los cuales unos son presu - 
puestos objetivos de peligro derivados de méquinas, —  
herramientas, materia les y procedimientos técnicos, y 
otros, presupuestos subjetivos de peligro conectados a 
las personas que participan en la producciôn. Sôlo 
alii donde se superponen temporal y espaciaImente los 
presupuestos objetivos y subjetivos se créa una fuente 
de peligro, una causa potencial de accidente (18).
(17) Vid. RYHE, Technische Ursachen, en NEULOH, ob.cit. 
p. 119 y 137. JESCHECK pone también de manifiesto 
como incluso respecto de los accidentes de trâfi­
co, que a menudo se consideran como el inevitable 
precio de la motorizaciôn, se ha demostrado que - 
de un 80 a un 90% son debidos a fallos humanos, a 
conductas incorrectas. cfr. Aufbau und Behandlunq 
der Fahrlâssiqkeit im modemen Strafrecht, Fribur 
go de Brisgovia 1965, p. 6.
(18) Cit. por KOSNSTANTY, ob. cit., p.67.
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2/ LA CULPA PATRONAL EN LOS ACCIDENTES DE TRABAJO
Con lo hasta ahora expuesto queda suficientemente cl^ra ]i 
importancia real del factor humano en la causaciôn eu 
accidente. Es ahora necesario detenemos en el signi­
ficado real de los " fa llos" 6 "errores" humanos, pues, 
como ha sido hecho notar por muchos (19) , a nivel de - 
conciencia social la idea de fallo humano se relaciona 
generalmente con la de fallo de la propia victima del 
accidente, lo cual es de todo punto errôneo. Supone - 
tanto como decir, en palabras de NEULOH, que en los su 
puestos de asesinato, el culpable no es el asesino, -- 
sino el asesinado. Este malentendido, que por lo dq - 
mâs es deliberadamente propiciado por las instituciq - 
nés de prevenciôn ligadas 6 sometidas a la influencia 
de las organizaciones patronales, desvia toda correcta 
atenciôn a los problemas de responsabilidad de cada -- 
uno de los sujetos estructurales de la relaciôn de trq 
bajo, de tal forma que, como dice jocosamente KONSTANTY, 
la tasa del 80% (porcentaje de accidentes que en el —  
anâlisis tradicional se atribuyen al factor humano) —  
viene a hacer pagar a justos por pecadores, ô, en el mejor 
de los casos, a hacer esfumar la responsabilidad de los 
fallos humanos que por plasmarse en las mismas condiciq 
nés de organizaciôn de las condiciones de trabajo y de 
producciôn son directamente imputables a las instancias 
directivas de la empresa.
El que ésto es asI en lo que respecta a los habituaImen 
te considerados como factores técnicos, lo hemos puesto 
ÿa de manifiesto en los ejemplos anteriormente citados.
No otra cosa muestra la prâctica en el campo de los fa­
llos humanos, incluso en aquellos casos en los que la -
(19) Cfr. NEULOH, Der Arbeitsunfa 11, cit., p.363.
victine se présenta aparentemente como la causa rele­
vante del accidente. La consideraciôn mâs detenida - 
de estos supuestos da como resultado frecuentemente - 
la presencia de una "causa detrâs de la causa" consiq 
tente en una direcciôn incorrecte del trabajo ô en -- 
una vigilancia inadecuadas sobre el mismo (20):
- En las ûltimas horas de la jomada, un trabajador - 
aplicado a una mâquina automâtica de perforer pie
zas, al que la direcciôn exige un ritmo de producciôn 
excesivo incluso para un trabajador experimentado, se 
ve afectado por la monotonia de sus movimientos hasta 
el punto de que en un determinado momento es incapaz 
de mantener la atenciôn que la mâquina exige y, desa- 
compas^bo su acciôn manuel, la mâquina perfora su brq 
zo en vez de la pieza mecânica. El accidente séria - 
clasificado en los criterios tradicionales como debi­
do a la falta de atenciôn ô descuido de la victima. - 
Sin embargo, comprobado si el ritmo de trabajo era -- 
realmente excesivo para que el trabajador pudiera man 
tener la atenciôn requerida para evitar el riesgo de 
lesiôn, parece évidente que la causa del accidente no 
debe ser puesta en el fatidico movimiento inadecuado 
del trabajador, sino en el sistema de trabajo a ritmo 
excesivo que el responsable del trabajo ha impuesto (21).
(20) Ya en 1933 era puesto de manifiesto entre nosq 
tros por Maria PAIANCAR y E. FEREZ BOTIJA, La pre­
venciôn de accidentes de trabajo, Madrid 1934,p.6.
(21) Sobre el problema de los ritmos de trabajo inade- 
cuados y el exceso de jomada como causas de accq 
dentes vid. FUNKE,GEISSLER y Tf/OMA, Industriearbeit 
und Gesundheitverschleiss, Franfurt y Colonia 1974, 
p. 33 y ss.; UNFALLVERHUETUNGSBERICHT 1973, Bundes- 
arbeit Ministerium, Bonn 1974, p.27.
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- Un albafiil trabaja a la altura de un 6Q. piso en un 
andamio que carece de las reglamentarias barandillas 
de seguridad. Al inclinarse para beber de la beta de 
vino que ha llevado alii indebidamente, pierde el 
equilibrio y cae. Aparentemente, la causa del acci - 
dente ha sido la imprudencia del trabajador que le ha 
llevado a perder el equilibrio, pero donde realmente 
debe estimarse la causa es en la ausencia de barandi- 
11a que, de haber existido como era lo exigido, hubie- 
ra impedido la caida, y que el encargado de la obra - 
debid haber ordenado colocar.
- Un trabajador inexperto es adscrito a una mâquina - 
que exige una determinada pericia. Por la carencia - 
de ésta, el trabajador acciona indebidamente un méca­
nisme que sorprende a otros trabajadores lesionandolos 
gravemente. 6 Fallo humano del trabajador por inexperien 
cia, 6 fallo humano de quien encargô la realizaciôn -- 
del trabajo al que no estaba preparado para llevarlo a 
cabo con seguridad?
La vida laboral es rica en supuestos de este tipo. Lo 
que se pretende con ello no es, obviamente, mantener - 
que no hay accidentes producidos por obra exclusiva - 
de la victima (22) , sino, solamente, llamar la atenciôn 
acerca de un punto de vista generalmente no atendido: 
el de que una parte respetable de los "fallos humanos" 
no son desde la ôptica de la prevenciôn fallos de la - 
victima, sino de aquellos que estân llamados a dirigir 
ô controlar las condiciones y ambiante de trabajo (23).
(22) Vid. SMURAGLIA, La sicure za del lavoro e la sua 
tutela penale, 3^ éd.. Milan 1974, p.5
(23) Cfr. NEULOH, Der Arbeitsunfa11, cit., p.365-366.
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Tras las consideraciones anteriores pasamos ahora a —  
apuntar un criterio acerca del sistema de hipôtesis eau 
sales de los accidentes que son relevantes desde el —  
punto de vista de la prohibiciôn normativa de lesionar 
los bienes juridicos de terceros:
1/ En primer lugar, deben distinguirse los accidentes - 
que obedecen a factores de riesgo inevitable, bien por 
ser del todo ajenos a la empresa y a los medios
de trabajo, bien por ser expresiôn de procesos no conq 
cidos agotadoramente por el actual nivel tecnolôgico.
Es sôlo a éstos a los que, propiamente, habria de rq - 
servarse el término de accidentes. No obstante, pare­
ce oportuno traer a colaciôn con relaciôn al problema 
las opiniones de dos expertos: para BOISSELIER, que ha 
ce suya la doctrina de la patronal francesa, no hay —  
trabajos {inevitablemente) peligrosos, sino solamente 
trabajos cuyas condiciones no han sido estudiadas. Por 
su parte, SOLE MORERA, estima que en la era del progrq 
so tecnolôgico no se concibe apenas la existencia de - 
dificultades técnicas insalvables en orden a la preven 
ciôn de accidentes.(24).
2/ Factores de riesgo inherentes al proceso de trabajo 
cuya neutralizaciôn es objetivamente posible, y cuyo - 
control corresponde a los responsables de la direcciôn 
de la empresa o del trabajo de que se trate. El acci­
dente se produce porque aquellos no adoptan las medidas 
de seguridad necesarias para neutralizar el riesgo, ô, 
en un proceso avanzado de éste, para evitar el résulta 
do.
(24) Cfr. BOISSELIER, La seguridad individual., cit.,
p.14; SOLE MORERA, La Direcciôn de personal., cit, 
p. 18.
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.3/ Factores de riesgo derivados del proceso de trabajo, 
debidamente neutralizados por los encargados de ello, - 
pero que son actuados exclusivamente por la conducta —  
inadecuada de un trabajador sin funciones de responsabi 
lidad convirtiendo en victima a sus compafleros 6 in^iu- 
50 a si mismo.
4/ Factores de riesgo sin conexiôn alguna con el traba­
jo 6 la empresa, que son puestos por personas que parti. 
cipan en la misma, como por ejemplo el incendio que en 
un local no propenso al mismo provoca un trabajador al 
encender una hoguera para calentarse.
Habida cuenta de que, como mâs adelante veremos, al 
empresario y a sus encargados corresponde un deber es- 
pecifico de seguridad en el trabajo, nos interesaria -- 
conocer el peso cuantitativo real del grupo 2Q de facto 
res, que puede ser reducido a la idea de incumplimiento 
de las normas y deberes de seguridad en el trabajo por 
parte del empresario. Sin embargo, como ya se ha apun- 
tado, a los vigentes criterios de anélisis es ajeno por 
completo el determiner la relevancia de la infracciôn - 
empresarial de las normas de seguridad.{25)
La ausencia de esta linea de investigaciôn nos parecia 
un descuido sorprendente, particularmente alli donde - 
como en Alemania los informes sobre siniestrabilidad -
(25) Los ûnicos estudios que hemos conocido en les que 
se analice el papel causal de la infracciôn de las 
normas de seguridad se reducen cufiosamente de forma 
exclusiva a las infracciones de los propios traba 
jadores; vid.MAUSLOF, Soziale Ursachen, en NEULOH, 
ob.cit., p. 277 ss, y GUNKEL y JEGUST, Der Arbeits­
unfa 11, Bad Godesberg 1965, p.39 y ss. El abandono 
del criterio de la bûsqueda de la responsabilidad 
empresarial viene favorecido por el hecho de que la 
responsabilidad de éste por accidentes de trabajo - 
es de caracter objetivo en los sistemas de asegura- 
miento de los accidentes.
que las autoridades presentan al Parlamento son de tq 
do punto agotadores (26). Pero ha sido precisamente - 
en este pais donde hemos podido comprobar que lo que 
parecia un descuido sorprendente, no era més que el - 
resultado de un sorprendente cuidado. En efecto, tras 
la promulgaciôn de las leyes sociales de Bismark, le 
primeros informes que la administraciôn prusiana re 1 i 
za sobre las causas de los accidentes contenian un - 
capitulo que distinguia entre accidentes causados por 
culpa del empresario, causados por el trabajador, y los 
causados por la acciôn conjunta de ambos ô por peligros 
inevitables (27). Sin embargo, a partir de 1907 se rq - 
nuncia a la investigaciôn y publicaciôn de estos datos, 
por estimar que afectaba a la paz laboral, en la medida 
en que la cuestiôn de la "culpa" de los accidentes conq 
tituia desde hacia tiempo motivo de conflictos entre pq 
troncs y trabajadores.
A partir de esa época no hemos encontrado en nin ---
gûi otro pais referencia alguna a la participaciôn de la 
culpa patronal en la producciôn de los accidentes de -- 
trabajo (28). La razôn de este procéder estriba induda-
(26) Los "Unfallverhütungsberichte" citados.
(27) Se trata de los correspondientes a los afios 1887,
1897 y 1907, cfr. DENKNER, Unfallverhütung, Berlin 
1928, p.42 y ss.
(28) PALANCAR y FEREZ BOTIJA dicen que solo excepcionaj.
mente se ha atendido en la investigaciôn de las —
causas a la conducta del patrôn contraria a las —
normas de seguridad. La prevenciôn de accidentes, 
cit., p.2 y s.
blemente en que la culpa empresarial représenta un pq 
pel de singular transcendencia (29).
Solo de forma indirecta podemos obtener una aproxima- 
ci6n al conocimiento del problema. Asi, por ejemplo, a 
través del anélisis en bûsqueda de la "causa detrés
de la causa" en los datos que ofrecen los informes de 
que se dispone. También,utilizando los datos relativos 
a las sanciones administrativas y los recargos de las 
prestaciones indemnzatorias por infracciôn de las nor­
mas de seguridad en el trabajo (30).
Otra fuente indirecta de conocimiento del papel de la 
culpa patronal se encuentra en la actitud de los espe­
cialistas e instituciones aseguradoras de accidentes - 
quienes emplean cuantiosas energias en el intente de - 
demostrar y convencer a los patronos de que los gastos 
en seguridad son incluso rentables econômicamente para 
la empresa (31).
Por el contrario, los estudios técnico-econômicos més 
recientes (32) demuestran la falsedad de ese aserto, -
(29) Funcionarios del Ministerio aleman de Trabajo me 
informa ron de que en el afto 197 5 la asociaciôn de 
patronos se propuso investigar el papel del 
alcohol en la producciôn de accidentes, a lo cual 
renunciaron tras que les sindicatos "amenazaran" 
con investigar la relevancia de la culpa patronal. 
El dato es revelador, sorprende, sin embargo, la acti. 
tud de los sindicatos.
(30) Ver los datos més adelante, p.186.
(31) Vid. p.ej., BRINKMANN, HOFMANN. MAUSLOF, Die direc- 
ten und indirecten Kosten von Arbeitsunféllen, Du 
seldorf 1954, p.21. ss.
(32) Vid. OLMOS, CASTILLO, AREVALO, Ob. cit., loc. cit., 
pég. 34 y ss. y la bibliografia por ellos citada.
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qomprobéndose que los gastos en seguridad son rentables 
solamente hasta un determinado nivel, considerablemente 
primario. A partir de ese nivel, desde un punto de viq 
ta exclusivamente econômico, la rentabilidad empresarial 
desaparece y se convierten en fuente de exclusiva eleya 
ciôn de costos, es decir, en detrimento de los benefj. - 
cios. Ni que decir tiene, ese incremento econômicamen- 
te no rentable de los gastos en seguridad si que eleva 
la "rentabilidad social": aumenta la seguridad y dismi- 
nuye la siniestrabilidad.
El problema que esta tesis nos plantea es, en términos 
de los autores citados, el siguiente. Si la empresa ha 
llegado a ese punto ôptimo de inversiôn en seguridad, - 
careceré en adelante de incentives econômicos para la - 
adopciôn de medidas de carâcter preventive. Si tenemos 
en cuenta ademés que en una economia de mercado el bene 
ficio econômico es el déterminante de las decisiones -- 
empresariales, llegado el punto ôptimo de inversiôn la 
empresa no estaré dispuesta a sacrificar absolutamente 
nada de producciôn por mejorar la situaciôn preventiva. 
La empresa no se decidiré a salir de esa situaciôn si - 
no se ve forzada a ello por medios eficaces de presiôn 
social (33) .
La mayor parte de esa siniestrabilidad que es imputable 
a la empresa y a sus instancias directivas se asienta - 
en este factor econômico. En unas ocasiones por el pro 
pio criterio de "racionalidad" técnico-econômica: donde 
acaba la siniestrabilidad evitable en los limites de lo 
rentable, comienza la siniestrabilidad que, por esa ra­
zôn pecuniaria, se convierte a ojos patronales en sinieq
(33) Vid. OLMOS, CASTILLO y AREVALO, cit., p. 61.
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trabilidad inevitable, en precio necesario de la pro 
ducciôn (34). En otras ocasiones, seguramente las —  
més, la abstenciôn respecto de la prevenciôn por par; 
te de la empresa no se conecta directamente con esa 
trégica "racionalidad econômica", entre otras razones, 
porque no puede decirse que ésta sea patrimonio de la 
generalidad de las empresas, ni en lo que afecta a la 
prevenciôn, ni en lo que se refiere a otros aspectos 
puramente mercantiles. Lo propio del empresario mq - 
die, y particularmente en un pais que adolece de un - 
tan grave raqaitisno empresarial como el nuestro, no - 
es precisamente la racionalidad, sino la mera intuj. - 
ciôn, y lo que en el émbito de la seguridad en el trq 
bajo intuyen es que la seguridad es cara y ello se -- 
traduce en reducciôn del monto de beneficios.
Formulemos algunas pautas de comportamiento empresq - 
ria 1 :
- La empresa no mejora sus sistemas de seguridad vigen 
te porque hacerlo supondria emplear recursos en la - 
investigaciôn y en la posterior reconversiôn industrial 
que, siendo siempre los recursos escasos, son por lo 
comûn més rentables en otras operaciones.
- Ante el deterioro del sistema vigente de seguridad 
(del conjunto ô de parte de él, v.gr., los conductq - 
res eléctricos, la carcasa de protecciôn de un motor), 
la empresa ccntinûa la realizaciôn del trabajo, porque
(34) Con relaciôn a los posibles logros de la técnica 
en orden a la seguridad, ANDRESEN estima que la 
seguridad méxima significa en realidad no lo téc- 
nicamente posible, sino lo combinable con la ren­
tabilidad econômica, cfr. en KASISKE, ob. cit., 
p.129.
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el suspenderlos para realizar la reparaciôn implicaria 
retrasar la entrega de los productos vendidos 6 urgi- 
dos por el mercado.
- La empresa no entrega a sus trabajadores los instru 
mentos personales de protecciôn prescrites, por suponer 
cuantioso gasto y estimar que si se actûa con cuidado 
no suele suceder nada.
- Una empresa que posee varies centros de trabajo exq 
ge a sus técnicos superiores, p.ej., aparejador, que 
las visitas de control a los mismos sean breves y espq 
râdicas, porque de esta forma obtiene con uno lo que, 
de actuar correctamente, le exigirla disponer de dos.
- La empresa fabrica las mâquinas 6 herramientas sin 
todos los dispositivos de seguridad posibles, porque 
supondria un encarecimiento del producto final que le 
haria no competitive con el de otras empresas del ra- 
mo.
- La empresa no utiliza los materia les de construcciôn 
adecuados, sino otros menos seguros pero més baratos, 
v.gr., inferior calidad de las mezclas de hormigôn en 
la construcciôn de un edificio.
En general, la realizaciôn del trabajo s in aplicar las 
normas de seguridad supone el abaratamiento del servi­
cio 6 del producto. En todos los supuestos formulados, 
que, tras la lectura de abundante jurisprudencia, estq 
mo constituyen los tipos més frecuentes de culpa emprq 
sarial en accidentes de trabajo, subyace més 6 menos - 
abiertamente el componente econômico de reducciôn de - 
costos-maximizaciôn de beneficios (35). La considéra -
(35) Sôlo excepcionaImente las sentencias hacen refq 
rencia expresa al fin de lucro, s in duda por que 
ésto no sirve paracalificar la conducta, si bien dq 
beria ser tomado siempre en consideraciôn para dq 
terminar la medida de la pena a imponer. Vid. S.TS 
17-9-55 24-4-75 ’ - .
1ciôn criminolôgica sobre la conducta culposa empresarial 
déterminante de accidentes de trabajo debe centrarse en 
la pauta de la bûsqueda del mâximo bénéficié.
La persecuciôn de la méxima rentabilidad posible no se 
traduce en un directe querer el resultado lesivo, pero - 
si al menos, en el querer el riesgo. Tan évidente es és­
te en algunos casos, que se impondré el calificar a la - 
conducta como de dole eventual. Por debajo de ésto, el 
fin de lucro esté llamado a generar en las instancias pq 
tronales indiferencia hacia el riesgo de las vidas ajq - 
nas, la falta de celo en la vigilancia sobre las condi­
ciones de trabajo, etc. Lo menos relevante cuantitativa­
mente de la culpa empresarial, estime que viene constituq 
do por lo que podiamos denominar imprudencia "comûn", es 
decir imprudencia no condicionada por otros motives que 
los que son patrimonio del comûn actuar humano impruden 
te, v.gr., agobio por problemas personales 6 familiares, 
carécter generalmente distraido, etc.
Como colorario de todo lo hasta ahora expuesto podemos 
formuler lo que sigue:
La "racionalidad econômica" de la siniestrabilidad labq 
ral, la imprudencia en el actuar de que tal racionali - 
dad es portadora, mas la imprudencia comûn al actuar -- 
humano por una parte, y, por otra, la grave dahosidad - 
personal y social de todo ello, configuran a la seguri­
dad en el trabajo como un campo necesitado de un eleva- 
do grado de control social y, dentro de éste, de con —  
trol penal.
La atenciôn por parte de los penalistas a este complejo 
de problemas esté sobradamente justificada. Es desolq - 
dor, empero, el abandono que sufre, tanto més cuanto
se compara con el ingente interés prestado a la respon­
sabilidad penal por accidentes de tréfico, esa segunda 
grave fuente de peligro y lesiôn para el hombre moderno.
(^striba la razôn de tal diferencia en ese 'tinte so- 
cio16gico*que, como dice PETTOELLO MANTOVANI, afecta 
a los accidentes de trabajo? (36).
No nos resistimos a dar término a este apartado sin 
hacer referencia a unas herraosas llneas publicadas 
por Lorenzo MARTIN RETORTILLO al filo de la discu -
siôn del Proyecto Constituciona1, en las que ---
defendiô una atractiva propuesta acerca del "No ma­
ta rés" que aquél contiene: No basta con dar acogida 
al derecho a la vida y a la aboliciôn de la pena de 
muerte, no solamente el Estado debe respetar la vi­
da humana, el "No matarâs" debe incluir también la 
erradicaciôn de tanta tragedia evitable, y, entre - 
éstas, "los demasiados brutalmente demasiadosmuer- 
tos al ganar su pan, en los andamios, en las gale - 
rias, en los tajos, por imprudencia de quienes dq - 
bîan vigilar y exigir' (37) .
(36) La Fiscalîa del Tribunal Supremo, en su Memoria 
de 16 de sep, de 1968, llamaba la atenciôn de - 
jueces y fiscales con respecto a los accidentes 
de trabajo, su gravedad, y los indicios de res­
ponsabilidad criminal en ellos, vid. p.61.
(37) Vid. "El no matarés a la Constituciôn", Diario 
"El Pais", de 12 de agosto de 1978.
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- CAPITULO II - 
EL DEBER DE SEGURIDAD E HIGIENE EN EL TRABAJQ 
1/ FORMACION HISTORICA Y CONCEPTO
Sôlo a fines del siglo XIX, a casi ya cien anos de la 
Revoluciôn Industrial, los Estados desquelles paises 
que habîan sido objeto de las transformaciones socia­
les y econômicas operadas por el maquinisir.o se deci - 
den a romper los estrechos esquemas del "laissez faire" 
y a intervenir positivamente en la vida laboral. El - 
primer problema que abordan es el de la seguridad de 
las condiciones de trabajo, ante todo de los ninos y 
las mujeres, y, mâs tarde, el de los trabajadores en 
general. Desde entonces a nuestros dias, se ha venido 
desarrollando lentamente todo un aparato normati\o, - 
institueiona1 y sancionador para ordenar, vigilar y - 
sancionar lo que sintéticamente puede denominarse se­
guridad e higiene en el trabajo, idea que va a tomar 
fundamentalmente la forma de deber juridico, el deber 
de seguridad e higiene, que se imputa al empresario.
En los albores de la civilizaciôn industrial, la nor- 
mativa jurîdica que se aplica a la relacidn laboral - 
se reduce a la puramente civil. El Derecho alcanzaba 
a regular la prestaciôn laboral solamente en tanto en 
cuanto era considerada concreciôn de un negocio juri­
dico que antes de ser definido como contrato de trab^ 
jo -con todo lo que ello implica-, lo fué como contra 
to de arrendamiento de servicios. El trabajador res- 
taba alli sometido al poder absolute de direcciôn del 
patrôn y el ordenamiento tutelaba estrictamente lo -- 
que era considerado como la contrapartida de la près-
4taciôn del servicio; el salarie, el precio del servi, 
cio (1). La protecciôn de la vida y la integridad -- 
corporal de las personas en su trabajo se realizaba 
por una parte a través de la responsabilidad extr^ - 
contractual general de la ley civil, y por otra par­
te, de la criminal por los delitos de homicidio y le^  
siones imprudentes. Se trataba, pues,en lo civil de 
una tutela reparadora, indemnizatoria, y en lo penal 
de una protecciôn solamente trente a la lesiôn efec- 
tiva de los bienes jurîdicos en cuestiôn. No obstan 
te,lo dicho vale solamente como construcciôn teôrica 
de caracter formai, pues en esta primera época, el - 
"accidente" era socialmente considerado -al menos en 
las clases dominantes- como una desgracia, como un - 
hecho inevitable, precio doloroso y necesario del -- 
progreso social (2). Con terminologia de la m o d e m a  
dogmâtica podriamos decir que hasta finales del siglo 
XIX los riesgos derivados de las condiciones de tra­
bajo eran "riesgos permitidos", y en toda su extensiôn, 
comprendiendo hasta su plasmaciôn en lesiones y muer 
te.
La superaciôn de esta posiciôn de 1 ordenamiento jur^ 
dico y de la conciencia social acerca de la seguridad 
en el trabajo solo va a tener lugar en Europa a partir, 
fundamentalmente, del ültimo decenio del siglo, con la 
promulgaciôn en diverses paises de leyes de seguro de
(1) Vid. MONTALVO CORREA, FUNDAMENTOS DEL DERECHO DE 
TRABAJO, Madrid 1975, p.91 y ss, y 95 y ss., y par 
ticularmente, el apartado "Del arrendamiento de —  
servicios al contrato de trabajo" en p.249 ss.
(2) Lo que se conoce ademâs de por la literature de la 
época fv.or.Germinal,de Emilio Zola), por los cono 
cidos informes de Villermé (sobre Francia,1848), de 
Engels (sobre Inglaterra) y en nuestro pais por los 
informes presentados entre otros por Pablo Iglesias 
y Jaime Vera a la Comisiôn de Reformas Sociales Vid 
al respecte las copiosas referencias que hace MONTA^ 
VO CORREA en ob. cit., p. 101 y ss.
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accidentes de trabajo , a partir de las cuales ha­
ce su apariciôn la idea de la seguridad en el trabajo 
como deber del empresario respecto de sus trabajado - 
res cuya infracciôn apareja graves responsabilidades, 
idea que se desarrolla y amplia progresivamente hasta 
nuestros dias.
1.- En primer lugar,se perfila la etapa en la que si 
bien la idea de seguridad aparece ya con una cierta 
nitidez, lo hace muy timidamente, predominando de for 
ma Clara sobre ella la idea de tutela frente al dano 
efectivo de la vida e integrüad corporal, que en lo - 
civil se manifiesta en una especial energia en la in- 
deranizaciôn de los dahos personales, y en lo juridico 
pûblico, en que solo se prevé sanciôn para los dahos 
culpables constitutivos de homicidio 6 lesiones.
La normativa de esta etapa se centra en Espaha en la 
Ley de Accidentes de trabajo de 30 de enero de 1900, 
si bien, el période tiene su punto de arranque en las 
primeras leyes de intervenciôn estatal en la vida la­
boral: las de protecciôn del trabajo de la mujer y de 
los ninos de 24-7-1873 y 26-7-1878, respectivamente.
Aunque la doctrina laboral de nuestros dias considéra 
que esta legislaciôn laboral protectora de los meno - 
res y las mujeres tiene como norte primordial la pro­
tecciôn especial de la seguridad en el trabajo de los 
entre
mâs débiles de^los prestadores de trabajo, no puede - 
decirse que ello fuera precisamente el objeto de pro­
tecciôn de los primitivos textos légales. En efecto, 
la "ratio" de las citadas leyes radicaba en un con junto 
de intereses muy complejo en el que se combinaban el 
interés del Estado en poder nutrir las levas milita - 
res de mozos no inutilizados para el servicio por el
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trabajo precoz e inhumano a que se veian sometidos 
los nihos y adolescentes de la época (4),pasando - 
por consideraciones de caracter moralizador, higié 
nico y, solo parcialmente, las relativas a la segu 
ridad en el trabajo (5) .
La Ley de accidentes de trabajo es precisamente —  
una Ley de aseguramiento de la responsabilidad por 
dahos sufridos en la prestaciôn de trabajo. La —  
idea de seguridad se manifiesta en dos aspectos —  
realmente secundarios respecto del objetivo funda­
mental que es el del aseguramiento: 1/ La Ley y su 
Reglamento contienen un catâlogo de mecanismos prjs 
ventivos de los accidentes de trabajo, lo que per- 
sigue como meta indudablemente la seguridad en el 
trabajo (6). 2/ La Ley créa un particular instru - 
rr.ento sancionador: el recargo de las prestaciones 
dobidas por el empresario cuando el accidente ten- 
ga su causa en el infracciôn de normas que imponen 
medidas de seguridad, contenidas en ese catâlogo men 
cionado. La seguridad aparece asi, en principio, - 
como objeto de tutela juridica, pero sin embargo.
(4) Asi, a las primeras leyes sociales de Prusia - 
precediô el conocido informe del general Von - 
Horn (1828) en el cual raanifestaba que los 
barrios fabriles, a consecuencia del trabajo - 
n o c t u m o  de los nihos, no podian proporcionar 
ya més reclutas ûtiles para el servicio. Vid. 
en HUECK- NIPPERDEY, Compendio de Derecho del 
trabajo, ^ d r i d  1963, Trad. cast, de Rodriguez 
Pihero y De la Villa, p.28-29.; MAIGREZ^ONG,
Les sanctions répresives en Droit social, en - 
"Les frontières de la répresion", Bruselas 1974 
(vol.l), p.352.
(5) Vid. MARTIN GRANIZO y GONZALEZ ROTHWOSS, Dere­
cho social, Madrid 1969, p. 130 y ss.
(6) Cfr. ats. 5 a 9 de la lÆy y cap. 5Q del Regla­
mento (R.D. 28-7-1900)
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sin caracter autônomo, pues la sanciôn se condiciona 
a la producciôn afectiva del accidente. Sôlo cuando 
ha tenido lugar juega un papel la infracciôn del de­
ber de seguridad, infracciôn que no constituye en si 
un injusto autônomo, sino una mera causa de agrav^ - 
ciôn de la responsabilidad patrimonial del empres^ - 
rio (7) .
Un paso mâs en el asentamiento del deber de seguridad 
se da con la R.O. de 2-8-1900, que establece un catd- 
logo més amplio de mecanismos preventivos y que puede 
considerarse como la primera norma juridica esencial- 
mente preventiva y exclusivamente orientada a evitar 
los riesgos laborales (8).
2.- Desde entonces y hasta la Ordenanza de Seguridad 
e Higiene en el Trabajo de 1971 se lleva a cabo un —  
lento y asistemético proceso de evoluciôn legislative 
(9), en el que se verifica la consolidaciôn de 1 llam^ 
do concepto cldsico de la seguridad e higiene en el - 
trabajo y se configura a la seguridad e higiene como 
bien juridico de naturaleza administrative.
a/ El concepto de seguridad e higiene se desarrolla - 
y consolida a través de una variopinta legislaciôn —
(7) Vid. sobre ésto infra, p.186.
(8) Cfr. FERNANDEZ MARCOS, La seguridad e higiene en
el trabajo como obligaciôn contractual y como de­
ber pûblico. Madrid 1975, p. 33.
(9) Esta forma de evoluciôn asistemôtica no es priva
tiva ni de nuestro pais ni de esta sola normati­
ve, vid. HORION, L'évolution des sanctions pénales 
en Droit social belge, en "Revue du travail"
1963, p.1137.
8en la que, unas veces, se regulan temas que tienen direc 
tamente por objeto la seguridad e higiene para todo - 
trabajo en general (como por ejemplo el Reglamento g^ 
neral de S. e H. de 31-1-1940) 6 para determinados —  
trabajos en particular (como el Reglamento de Policia 
minera de 1910, Reglamento de seguridad e higiene del 
trabajo de la construcciôn de 1952) y,en otras, 
se refieren a la seguridad e higiene de forma solo in 
directa (Leyes de jomada mâxima de 1931, nuevas nor­
mas sobre trabajo de mujeres y ninos, creaciôn de in^ 
tituciones de vigilancia y control sobre la seguridad 
ën el trabajo, como p.ej., la Inspecciôn de trabajo, 
etc. ) (10) .
En este periodo se entiende por seguridad e higiene - 
prevenciôn de accidentes y enfermedades profesiona 
les. Normas de seguridad e higiene son todas aquellas 
que estân directa e inmediatamente encaminadas a pré­
venir, evitar, ô atenuar los riesgos derivados del tra^  
bajo para la vida, integridad corpora 1 ô salud de las 
personas. Seguridad e higiene es pues protecciôn d_i - 
recta de la vida, la integridad fisica y la salud del 
trabajador
Durante esta etapa no sôlo se lleva a cabo un progre­
so en el contenido declarative de las normas de segu­
ridad, sino que se pasa a asegurar el mismo a través 
de la incriminaciôn de las infracciones de aquellas - 
con sanciones administratives. A la sanciôn de natu
(10) Para seguir detalladamente toda la evoluciôn le­
gislative vid. CURIEL, Indice histôrico de dispo- 
siciones sociales, Madrid 1946, y del PESO y CAL- 
VO, La protecciôn legal del accidente de trabajo 
y de la enfermedad profesional 1900-1967 .Madrid
(11) FERNANDEZ MARCOS, El concepto de "adecuaciôn al 
trabajo" y la seguridad e higiene en "Rev. de -- 
Trabajo" 51, p.136.
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raleza mixta civil-administrativa del recargo de las 
prestaciones (12) , se suina un aparato sancionador de 
carâcter puramente administrative, basado fundamen - 
talmente en la multa, y en el que la infracciôn de - 
la norma de seguridad pasa -formalmente- a poder ser 
sancionada con independencia de la producciôn efecti 
va del dano.
La seguridad en el trabajo comienza a aparecer asi - 
como interés autônomo, protegido administrativamen 
te, es decir, como bien juridico autônomo, indepen 
diente funcionalmente de los bienes jurîdicos de la 
vida, integridad corporal y salud.
3/ Se distingue una tercera fase en la evoluciôn del 
condepto y de su configuraciôn como bien juridico -- 
autônomo, cuyo contenido supera el marco estricto de 
la vida, la integridad y la salud del trabajador. 
ta fase tiene su punto de partida en nuestro derecho 
en la ley de Seguridad Social de 1966, en su art.147, 
en el que junto al concepto clésico de seguridad e - 
higiene aparece un nuevo aspecto que supone una sup^ 
raciôn de lo anterior: "la adecuaciôn al trabajo" - 
(13). El art. 147 regulaba las causas de recargo de 
las indemnizaciones que los patronos han de prestar 
a los trabajadores accidentados cuando el hecho ten- 
ga su origen en la infracciôn patronal de normas de 
seguridad. Hasta la ley del 66, el art. correspon —  
diente hacîa referenda a la carencia, inutilizaciôn 
ô deficiencies en los dispositivos de precauciôn
(12) Vid. infra, p. 186.
(13) Sobre todo ésto vid. FERNANDEZ MARCOS, El con­
cepto de "adecuaciôn al trabajo" y la segurj. - 
dad y la higiene, en"Rev. de trabajo" no.si, - 
p. 135 y ss.
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reglamentarios en mdquinas, instalaciones o centres de 
trabajo. Junto a lo anterior, el art. 147 afiade la 
inobservancia de las medidas elementales de salubridad 
o "adecuaciôn al trabajo". El texto refundido de la - 
L.S.S. de 1974 reproduce en su art. 93 el precepto de 
la disposiciôn anterior, adicionando una importante pre 
cisiôn; "... las medidas elementales de salubridad o ade^  
cuaciôn personal a cada trabajo, habida cuenta de sus - 
caracteristicas y de la edad, sexo y demâs condiciones 
del trabajador". Por su parte, el nûmero 6 del art. 7 - 
dee la Ordenanza Y de Seguridad e Higiene de 9 de Marzo 
de 1971 impone como obligaciôn del empresario el "obser 
var con todo rigor ... las normas vigentes relativas a 
trabajos prchibidos a menores y mujeres e impedir la ocu 
paciôn de trabajadores en m^quinas o actividades peligrq 
sas, cuando los mismos sufren dolencias o defectos fisi- 
cos ... o se encuentren en estados o situaciones que no 
respondan a las exigencias psicofisicas de sus respecti­
ves puestos de trabajo".
Esta exigencia de "adecuaciôn personal al trabajo" supone 
para el titular del deber de seguridad una ampliaciôn del 
mismo al campo de la selecciôn del personal y a las normas 
de medicina en el trabajo que rigen los criterios de esa 
adecuaciôn. Con ésto, FERNANDEZ MARCOS considéra desborda- 
do normativam.ente el contenido clâsico y tradicional de la 
seguridad e higiene en el trabajo.
Para captar esta novedad, es preciso atender, aàs allé de 
los avatares de la evoluciôn normativa, a la evoluciôn ma 
terial, social y cientifica, del concepto de salud o de 
seguridad e higiene en el puesto de trabajo. En este sen- 
tido, GONZALEZ ORTEGA ha puesto recientemente de manifie^ 
to entre nosotros que hoy se mantiene un concepto de s^ - 
lud no de carâcter estético, sino dinâmico y positivo, en
continua transformaciôn ampliatoria de su contenido y al
cance , de ta 1 forma que la tutela de la salud supera los 
limites de una tutela primaria, defensiva, dirigida mera- 
mente a eliminar las agresiones directas, las situaciones 
de riesgo inmediato para la vida o salud del trabajador, 
y se orienta, partiendo de 1 presupuesto de la ausencia —  
de riesgo o del dano inmediatos, a la obtenciôn de una me 
jora progresiva del bienestar en el trabajo, de unas con­
diciones de desarrollo de la actividad productive, cada vez 
mâs sanas, idôneas y humanas (14).
Entiende el autor citado que protecciôn de la salud del - 
trabajador supone hoy salvaguardia de la propia existen - 
cia del trabajador como ser vivo, protecciôn frente a las 
lesiones de su integridad fisica y moral, tutela frente a 
las agresiones que puedan ocasionar situaciones de falta 
de normalidad o de desequi1ibrio funcional, el rechazo a 
meras situaciones de riesgo, etc. (p.202).
Sobre esta doble consideraciôn,normativa y material, del 
concepto de salud en el trabajo puede decirse que si bien 
el interés a la protecciôn de la vida,de la integridad -- 
corporal y la salud se mantiene como punto de referencia 
y razôn fundamental del deber de seguridad, la seguridad 
y la higiene adquieren una sustantividad propia: El trab^ 
jador no sôlo tiene una relaciôn directa de interés con 
los bienes juridicos mencionados, sino también con la se­
guridad misma. No solamente tiene interés en trabajar s in 
lesiôn de la vida o la salud, sino también a trabajar con 
seguridad, sin lesiôn de la "integridad" de esa "seguridad"
(14) Cfr. GONZALEZ ORTEGA, La seguridad y la higiene en el 
trabajo en la Constituciôn, en "RPS" 121 (1979) p.199 
y ss., con copiosas referencias a bibliografia italia 
n a . También en Alemania el propio Ordenamiento asume 
esta superaciôn del concepto tradicional de seguridad 
e higienem ihcluyendo entre los peligros que se pre 
tende combatir, los que lo sean para la salud psiqui- 
ca y social, vid WINTER-HAGER, Humanisierun der Arbeit 
welt, Berlin 1975, p. lo y ss.
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Nos encontramos ante dos intereses relativamente diferentes, 
ante una relaciôn entre un mismo sujeto y dos objetos dis- 
tintos, y, por lo tanto, ante dos bienes juridicos.
2/LA SEGURIDAD E HIGIENE COMO BIEN JURIDICO
la seguridad e higiene en el trabajo posee la calidad de 
bien juridico en tanto que es un interés protegido a tra 
vés del Derecho administrativo-laboral, cuyas normas lo 
proclaman, desarrollan su contenido y aseguran su validez 
mediante un complejo aparato sancionador, todo ello, par- 
ticularmente, en la Ordenanza General de Seguridad e H - 
giene en el Trabajo de 1971 (14a).
El ordenamiento juridico concede al trabajador, como a tq 
do ciudadano en general, una tutela radical de su vida e 
integridad corporal. Pero toda la intervenciôn que el Es­
tado ha venido realizando normativa y materiaImente en la 
vida laboral a este respecto, va orientada no sôlo a Iq - 
grar una especial protecciôn de estes bienes juridicos -- 
fundamenta les del individuo, sino ademés de éso, a tutq - 
lar un interés, si bien relacionado con ellos, relative - 
mente independiente; la seguridad del hombre en su puesto 
de trabajo.
El trabajador esta interesado no solamente en no sufrir - 
lesiôn corporal alguna proveniente de las condiciones en 
que presta su trabajo, sino en algo més, en no estar__sqmq 
tido a m^s peligros que aquellos que sean estrictamente - 
inevitables. El peligro no sôlo afecta al trabajador en la 
raedida de que supone una probabilidad objetiva de lesiôn -
(14a) En Derecho Internaciona1 se contiens tanto en el —  
"Facto internacional de derechos econômicos, sociales 
y culturales"(16-XII-1966, ratificado 27-IV-77, BCE 
30-IV-77), en su art. 7,b, como en la "Carta Social 
Europea" (18-X-61, firmada por Espaha el 27 Abril 78, 
pdte.rat.) en su art. 3.
Xde su vida e integridad corporal, sino en cuanto tal proba 
bilidad es captada por él y ello le causa una perma - 
nente presiôn sicolôgica. Se trata no sôlo de asegurar 
al trabajador de que no sufrirâ lesiôn, sino también - 
de que no sufrirâ esa situaciôn de permanente probabilidad 
de lesiôn. El ordenamiento concede al trabajador no sôlo 
el derecho a trabajar sin sufrir lesiones, sino también a 
trabajar sin sentirse inseguro. El derecho prevencionis 
t^ pretende alcanzar la seguridad respecto a la vida e - 
integridad y la "seguridad" respecto a ta 1 "seguridad".
Io spuesto puede formula rse s intéticamente de la forma s i- 
guiente: El Ordenamiento administrativo-laboral protege 
al trabajador frente a la lesiôn o puesta en peligro de su 
vida, integridad corpora 1 y salud y, ademés, frente a la 
lesiôn de su propia seguridad en el puesto de trabajo, y 
este ultimo, es el contenido propio de la protecciôn de - 
la seguridad e higiene en el ordenamiento administrativo.
Ahcra bien, la seguridad en el trabajo entendida en este 
sentido se configura como bien juridico autônomo solamen­
te en el piano juridico administrativo, ya que es solo —  
alli donde se le protege sancionadoramente como tal.
En el piano juridico penal no goza de ta 1 posiciôn como 
bien juridico. Desde el punto de vista de la legislaciôn 
penal vigente, orientada exclusivamente -en este émbito- 
a la protecciôn de la vida, integridad y salud frente a 
lesiôn, la seguridad en el trabajo solamente interesa en 
cuanto a que(1-jconstituye un deber juridico que se impu 
ta a un determinado nûcleo de personas a las que consti­
tuye en garantes y(2&)su contenido configura las normas 
objetivas de cuidado cuya infracciôn da lugar a la respon 
sabilidad criminal, a titulo de dolo o culpa, por los re- 
sultados de muerte o lesiones que de ta 1 infracciôn deri- 
ven.
1Sin embargo, desde una ôptica politico criminal, la con- 
templaciôn de la seguridad e higiene como bien juridico es 
lo que nos puede permitir establecer las que hoy son lagu­
nas de protecciôn penal, y que, como veremos més adelante, 
se centran en una desprotecciôn de la salud frente a su - 
menoscabo en la actividad laboral y una falta de la nece- 
saria tutela frente a la puesta en peligro de los bienes 
juridicos vida, integridad corporal y salud. Es a partir - 
de aqui como podremos elaborar las propuestas de reforma - 
para el legislador. Sin perjuicio de regresar sobre los 
aspectos politico criminales con mayor profundidad (Cap. 
XII),haremos referencia ahora a dos facetas m^s de 1 bien 
juridico seguridad e higiene, por una parte, su dimensiôn 
colectiva y, por otra, su rango constituciona1, cuestiones 
ambas de relevante transcendencia penal.
El interés a la seguridad e higiene es més que un interés 
individual. Diverses factores cbligan a considerarlo sobre 
todo como un interés colectivo (15). Por encima de la cate 
goria de derecho subjetivo, de interés imputado al indivi­
duo y sobre el cual dispone este plenamente, el reconoci- 
miento juridico del mismo le configura como interés y como 
bien juridico supraindividual o social, de carâcter no diq 
ponible por el particular.
Esto es asi por dos razones: La primera, de carécter matq 
po^ uft
rial; surge, se defiende y se impone como interés reivindi. 
cado por la clase trabajadora, como exprèsiôn de la "lucha 
por el Derecho" de ese sujeto histôrico esenciaImente coleç 
tivo. La segunda, es una razôn juridica: como se verâ en el 
siguiente apartado, el ordenamiento lo incorpora en forma 
de déber del empresario frente al Estado, a través de normas 
declarativas y sancionadoras de derecho necesario, como obli
(15)Cfr. GONZALEZ ORTEGA, La seguridad e higiene .., cit., 
p. 225.
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gaciôn minima no disponible por las partes de la relaciôn 
juridico-laboral.
Este carâcter de "irrenunciabilidad" del interés a la se­
guridad e higiene en el trabajo no es algo exceptional, si. 
no un principio juridico fundamental que informa todo el 
ordenamiento laboral (16) . La seguridad e higiene en el -- 
trabajo, tanto en su dimensiôn de derecho atribuido al trq 
bajador, como en la de deber imputado al empresario es un 
derecho irrenunciable y un deber ineludible, no disponible 
por las partes de la relaciôn laboral, ni por pacto entre 
ambas, ni uni lateraImente.
Este carâcter colectivo de 1 bien juridico que nos ocupa se 
dériva también de la dimensiôn colectiva del peligro que - 
dimana de las condiciones inseguras de trabajo. Lo especi- 
fico de este peligro es su "difussibilita", su naturaleza, 
por lo general, de peligro "comûn", su proyecciôn sobre un 
grupo de personas, sobre el conjunto de los trabajadores - 
de la empresa, del centro de trabajo, etc.
Por ultimo, y ésto abunda también en la afirmaciôn de esa 
naturaleza colectiva, la seguridad en el trabajo es un bien 
juridico de rango constituciona1.
La Constituciôn Rspafiola déclara en su art. 40,2, que " los 
poderes pûblicos ... yelarén por la seguridad e higiene en 
el trabajo". Nôtese que la referencia aqui a la seguridad 
e higiene no se hace a modo de reconocimiento de derecho, s_i 
no de objeto de compromise del Estado a promoverlo y garan- 
tizarlo.
(16) Sobre la "irrenunciabilidad" de los derechos laborales 
y la categoria de "minimas" de las condiciones labora­
les vid. OJEDA AVILES, La renuncia de derechos del tra­
bajador, Madrid, 1971, pég. 43 y passim; CAMPS RUIZ,
Los principles de norma més favorable y de condiciôn més 
beneficiosa en las fuentes de Derecho del Trabajo, Ma­
drid 1976, p. 57 y ss.
(i
GONZALEZ ORTEGA ha llamado la atenciôn acerca del hecho
de que la Constituciôn reconoce por partida doble el dq 
recho a la salud del trabajador (17) . Efectivamente,el 
art. 43,1 consagra el interés individual y colectivo a 
la salud y, por su carâcter genérico, este reconocimien 
to del derecho a la salud abarca a todos los ciudadanos 
en la totalidad de posiciones y situaciones en que pue­
dan encontrarse y, por ello, también al ciudadano en tan 
to que trabajador. Con el autor citado entendemos que 
la inclusiôn especîfica de la seguridad e higiene en el 
trabajo en el art. 40,2 no es una mera repeticiôn, sino 
un reforzamiento de 1 compromiso de protecciôn de la salud 
en el campo de la seguridad en el trabajo, un"plus" de - 
protecciôn al trabajador precisamente frente al interés - 
contrapuesto del empresario, de quien proviene la genera- 
ciôn de 1 riesgo, todo lo cual es una expresiôn concrete - 
mâs de 1 reconocimiento normative de las condiciones de -- 
desigualdad material del trabajador asalariado, como sujq 
to y como clase social determinada, y del merecimiento,en 
consecuencia, de una especial y privilegiada protecciôn mq 
nifestada en los arts. 7, 9, 28, 35, 37 y 40 del texto cons 
tituciona1 (18).
(17) Vid. GONZALEZ ORTEGA, La seguridad y la higiene del 
trabajo en la Constituciôn, cit., p.209, 210 y not.18.
(18) Sobre el fundamento de la especîfica protecciôn del 
trabajador en el principio constituciona 1 de la "igual- 
dad sustancia1'V . RODRIGUEZ PINERO, El principio de - 
iqualdad y las relaciones laborales, en "RPS" 121 (1979 
p. 381 y ss. También, sobre la posiciôn del trabajador 
y las relaciones laborales en la Constituciôn, v. SAGA 
DOY BENGOECHEA, Las relaciones laborales en la Consti­
tuciôn, en "Libre Empresa", nQ. 8, sept.-oct. 1978, p. 
61 a 130.
( i
Las consecuencias del elevado rango de la seguridad e 
higiene en el orden jerârquico de bienes juridicos cons- 
titucionales son de particular importancia también en el 
orden penal.
Por una parte, la posiciôn de preferencia dentro del or­
denamiento de bienes juridicos constitucionales es deter 
minante a la hora de calificar supuestos de conflicto de 
éste con otros intereses, como, vgr., los de propiedad y 
libertad de empresa (19), para reelaborar criterios acerca 
de la adecuaciôn social de las conductas que afectan a la 
seguridad e higiene en el trabajo, etc.
Por otra parte, ha de tomarse en consideraciôn el signifj. 
cado politico juridico del mandato constituciona1 a los - 
Poderes pûblicos de "velar por la seguridad e higiene" -- 
(art. 40,2); tanto este concrete mandato como el conjunto 
de los contenidos en el capitule III del Titulo I de la - 
Constituciôn ("De los principles rectores de la politica 
social y econômica") han de interpretarse conforme a lo 
establecido por el art. 53,3: "El reconocimiento, el res- 
pero y la protecciôn de los principios reconocidos en el 
Capitulo III, informarâ la legislaciôn positiva, la précti 
ca judicial, y la actuaciôn de los poderes pûblicos" .
A nuestro modo de ver, de la proyecciôn del art. 53,3 sobre 
la seguridad e higiene en el trabajo résulta, por una par­
te, el deber de los poderes pûblicos, el G o b i e m o  y la Ad- 
ministraciôn, de actuar mâs enérgica y eficazmente en el - 
âmbito de la inspecciôn de las condiciones de seguridad —  
(reforzamiento funcional de la inspecciôn de Trabajo) y de 
la actividad sancionadora que les es propia. Por otra par 
te, el leqislador queda también vinculado a informar la le 
gislaciôn positiva con este principio de seguridad e higie 
ne. En este sentido no sôlo le corresponde desarrollar una
(19) Vid. GONZALEZ ORTEGA, ob. cit., p.225 y s
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mayor tutela normativa, sino que queda obligado a tomar 
en cuenta la posible conveniencia y necesidad de una ma­
yor tutela sancionadora y la incorporacién de una tutela 
penal de la seguridad e higiene.
Corresponde por su parte a los Tribunales, en base a este 
art. 53,3, el incorporer a sus criterios interpretativos 
la valoraciôn constitucional de la seguridad e higiene cq 
mo bien juridico de carâcter fundamental, valoraciôn que 
ha de afectar particularmente a los Tribunales pénales. En 
este sentido es de destacar el que la jurisprudencia penal 
ha puesto de manifiesto en diverses ocasiones su considéra 
ciôn de la seguridad e higiene como bien juridico. Ahora - 
bien, habida cuenta que en el Derecho penal vigente no en- 
cuentra protecciôn especifica, sino en tanto que se produz 
can muerte o lesiones, la consideraciôn que los Tribunales 
han hecho de 1 bien juridico en cuestiôn sôlo ha tenido in- 
cidencia en el âmbito de la valoraciôn de los deberes obje 
tivos de cuidado exigidos en la vida laboral.
20) Vid. T.S. 21-11-74; 9-V-75; ar. 1957; 30-VI-76, C.L. 
920; 17-1-77, Ar. 32.
• <î)
3/ NATURALEZA Y FUNDAMENTO DEL DEBER DE SEGURIDAD EN 
EL TRABAJO
Ni en la doctrina laboral nie»vla penal hay unanimidad ~ 
en la determirricidi de la naturaleza y fundamento del de­
ber de seguridad en el trabajo. Particular confusiôn - 
se produce entre los penalistas, quienes abordan la 
cuestiôn en el marco de la sistematizaciôn de las fuen 
tes del deber juridico de actuar que fundamenta la re_s 
ponsabilidad criminal por omisiôn.
Por lo que a la doctrina laboralista respecta, parece 
ser hoy el criterio dominante el de considerar a la sq 
guridad en el trabajo como un deber derivado tanto de 
la ley como del contrato y, por tanto, con una naturale 
za juridico-pùblica y privada. (16)
La naturaleza juridico privada del deber de seguridad 
no viene expresamente definida en nuestro ordenamiento 
positivo. El derecho espahol del trabajo carece de un 
precepto como el contenido en el Côdigo civil italiano 
por el que se declare como principio general el que 
"el empresario esté obligado en el ejercicio de la 
empresa, a adoptar las medidas que segûn la particula- 
ridad del trabajo, la experiencia y la técnica sean nq 
cesarias para tutelar la integridad fisica y la perso- 
nalidad moral de los trabajadores" (art. 2087 C.c). No 
obsta ésto, s in embargo, para que la doctrina estime que 
el deber de seguridad es uno de los deberes elementq - 
les que surgen para el empresario del contrato de tra­
bajo, constituyéndose ademés como parte intégrante de 
su contenido, si bien, las opiniones son dispares a la 
hora de determiner exactamente el fundamento de ta 1 de
(16) Sobre ésto véase la ûnica monografia espahola*.
FERNANDEZ MARCOS, La seguridad y la higiene en el 
trabajo como obligaciôn contractual y como deber 
pûblico, Madrid 1975, passim.
s 0
ber, radicando para unos en el marco més amplio del 
deber de protecciôn que al empresario incumbe req - 
pecto del trabajador (17), y para otros, en el hecho 
de que el empresario goza del poder de control sobre 
el lugar y las condiciones en que se presta el trabq 
jo (18).
La naturaleza juridico pùblica del deber de seguri. - 
dad se dériva de la progresiva intervenciôn del Es tq 
do en la relaciôn laboral, quien, considerando a la 
seguridad en el trabajo como un interés de alto valor 
individual y social, lo asume como interés propio y - 
lo consagra en una amplia normativa administrativa, 
que asegura por via de sanciôn del mismo carâcter (19).
Esta doble naturaleza juridica, privada y pùblica,plantea 
especiales problèmes para la determinaciôn de las res- 
ponsabilidades, y condiciones de su exigencia, que sur; - 
gen del incumplimiento en uno u otro orden y, particu­
larmente, en el contractual.
Por lo que respecta a la consideraciôn del problema deq 
de el punto de vista juridico penal interesa un anéli- 
sis mâs profundo del fundamento del deber de seguridad.
En primer lugar, porque el deber de seguridad es esen- 
cialmente deber de cuidado, y la infracciôn del deber 
de cuidado que da lugar a la producciôn de un resulta- 
do tlpico fundamenta la exigencia de responsabilidad - 
criminal por imprudencia. En segundo lugar, porque el
(17)Cfr. ALONSO GARCIA, Curso de Derecho del trabajo, 
Barcelona 1975, p. 509-510.
118)Cfr. ALONSO OLEA, Derecho del Trabajo, Madrid 1976, 
p. 121 y 122.
(19)Cfr. FERNANDEZ MARCOS, ob. cit., p. 126-127.
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deber de seguridad, al ser imputado a un sujeto si- 
tûa a éste en posiciôn de garante de la integridad 
de bienes juridicos ajenos, es decir, impone una —  
obligaciôn de impedir la producciôn de détermina - 
dos resultados, una obligaciôn, en consecuencia, de 
actuar, cuyo incumplimiento hace equiparar la con - 
ducta de quien no ha impedido el resultado a la actq 
va producciôn de 1 mismo (comisiôn por omisiôn).
La doctrina penal apenas se ha ocupado de 1 fundamen­
to de 1 deber de seguridad en el trabajo més que en - 
relaciôn con el problema de la comisiôn por omisiôn, 
e incluse aqui s in profundizar en ello. Por lo demés, 
los autores manifiestan posiciones bien contrapuestas, 
acudiendo tanto a la ley, como al contrato,
como a la ingerencia para fundaraentar el deber de 
actuar.
KEZGER y NAGLER estimaban que se trata de un deber ju 
ridico derivado de la ley (20). BOHM, por el contrq - 
rio, considéra que, a pesar de que las relaciones con 
tractuales laborales estén reguladas por la ley, la - 
posiciôn juridica del empresario es asumida volunta - 
riamente a través del contrato. El acento fundamental 
recae en esa voluntaria asuneiôn de la obligaciôn y no 
en una prescripciôn legal, siendo precisamente esa po­
siciôn contractual libremente asumida la que permite 
establecer los contornos del deber de seguridad (21)
(20) En particular del par. 618 BGB. Cfr.MEZGER y 
NAGLER en el Leipziger Kominentar, ed. 1954, en 
introducciôn 2,b,I, 3^.
(21) Cfr.BOEHM, Die Rechtspflichten zum Handeln bel den 
unechten Unterlassungsdelikten, Tesis, Franfurt 
1957, p.79-80. No parece correcte, por otra parte, 
el hablar en el caso del empresario de'* freiwillige 
übernahme" de la obligaciôn de seguridad, habida 
cuenta de que esta tiene un carâcter necesario, de 
condiciôn irrenunciable, y quien contrata a un trq 
bajador la asume forzosamente.
C! o
No faltan tampoco quienes, al menos para buena parte 
del ejercicio de empresa y, en particular, para los 
trabajos singularmente peligrosos, entienden que el 
deber de seguridad surge como consecuencia de la "in 
gerencia", del peligroso actuar precedents del emprq 
sario al poner en marcha la instalaciôn industrial - 
peligrosa, situândose asi en posiciôn de garante req 
pecto de la integridad de los bienes juridicos afec- 
tados (22).
Las posiciones de los autores mencionados no son acer 
tadas. En primer lugar, porque se limitan al intento 
de establecer el fundamento de un deber juridico de - 
actuar cuyo incumplimiento -conducta omisiva- permite 
imputar la lesiôn de un bien juridico a determinadas 
personas, y lo que a nosotros nos interesa es establq 
cer en general el fundamento que permita imputar los 
resultados lesivcs de cualcuier tipc de conducta, es 
decir, tanto de una conducta activa de directa produc 
ciôn de la lesiôn de un buen juridico, como de una -- 
conducta consistante en la omisiôn de un determinado
actuar que no impide la producciôn efectiva de un re­
sultado que se dériva de un proceso causalelcual puede 
tener su origen directe en el propio actuar del sujq 
to, bien tiene en éste un origen sôlo mediate, o, 
por ûltimo, no tiene con él relaciôn causal directa
ni indirects pero si se encuentran ambos en una relq
ciôn de seguridad ô protecciôn juridicamente relevan 
te.
En segundo lugar, el enfoque de los autores citados 
no es tampoco satisfactorio dentro mismo del campo -
(22) Cfr, KIENAPFEL, Aktuelle Problème der unecten
Unterlassunqsdelikte, en "Strafrechtliche Problq 
me der Gegenwart", v. II, Viena 1974, p. 116
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de la comisiôn por omisiôn, pues, se atienen a los crq 
terios meramente formales de la clasificaciôn clésica 
de las fuentes de los deberes jurîdicos de actuar, lo 
cual favorece aquî, como en otros émbitos de la proble 
mética de la conducta omisiva, el desenfoque de los —  
problemas y, en consecuencia, las conclusiones errôneas
(23). Sin prejuicio de un anélisis més detallado en el 
memento de ocuparnos de las condiciones objetivas de impu 
taciôn, podemos hacer ahora las precisiones que siguen.
La fundamentaciôn del deber de seguridad en la ley o en 
el contrato puede ser considerada suficiente a efectos 
de las responsabilidades de carâcter civil o administra 
tivo de las personas a quienes se impute. La responsabq 
lidad criminal es, sin embargo, relativamente indepen - 
diente de las fundamentaciones formales del deber de se 
guridad. El deber de seguridad del que haya de derivar- 
se responsabilidad criminal ha de estar sôlidamente asen 
tado en posiciones materiales a las que el ordenamiento 
juridico otorgue relevancia (24).
La problemâtica del fundamento material y de la natura­
leza del deber de seguridad e higiene en el trabajo conq 
tituye un tema central de esta Tesis, y nos ocupamos —  
ampliamente del mismo en el capîtulo VI, al analizar el 
fundamento de 1 deber de cuidado del empresario y de su 
deber de garante por lo cual nos remitimos a lo que en 
ese lugar exponemos.
(23) Vid. JESCHECK, Lehrbuch, 3a.éd., p. 504,
(24) Cfr. STRATENWERTH, Stafrecht Allqemeiner Teil, I, 
2a. éd., Colonia, Berlin ... 1976, nota 995.
No obstante, podemos adelantar sintéticamente lo que en 
el mencionado capitulo se concluye: El deber de seguri- 
dad en el trabajo del empresario encuentra su fundamen- 
to material en el hecho de la creaciôn del riesgo para 
los trabajadores con la apertura de la empresa y en la 
titularidad del empresario de un poder fâctico v juri­
dico de disposiciôn sobre los procesps y organizac iôn 
material de la empresa y sobre las pejtrsonas que en ella 
participan (poder de direcciôn), las cuales se encuen - 
tran respecto de aquél en una ppgs ici/5n d,e dependencia.
Sobre esta base material, y precisamente por ello, el 
legislador formula en las normas légales el deber de sq 
guridad. El denominado fundamento legal del deber de sq 
guridad no es, por lo tanto, més que expresiôn de ese 
fundamento material, primaric y déterminante.
La toma en consideraciôn de este fundamento material no 
es necesaria solamente para completar la comprensiôn de 
la estructura lôgico-juridica del deber de seguridad, - 
sino también, y sobre todo, porque asi nos acercamos a 
las bases que pueden définir los limites y contenido coq 
creto del deber de seguridad de las personas en quienes 
recae.
> •)
4/ FUENTES LEGALES DEL DEBER DE SEGURIDAD
En el ordenamiento juridico espahol vigente, a diferen- 
cia del de otros paises (34), ni el Côdigo civil ni las 
leyes -en el sentido de leyes forma les- laborales con­
tienen un precepto concreto que establezca el deber de 
seguridad e higiene en el trabajo con carâcter general. 
El deber de seguridad dériva de lo dispuesto en un diq 
perso s istema de normas tanto de rango legal, como, sq 
bre todo, reglamentario, y que,por lo general, se limi­
tan, cada una de ellas, a regular aspectos concretos - 
de la seguridad e higiene, y, en ocasiones, en forma - 
solo indirecta.
Las disposiciones légales en las que se fundamenta el 
deber de seguridad y, a la vez, se define su contenido 
son las siguientes:
1/ El cuerpo normativo bâsico en materia de seguridad 
se encuentra en la Ordenanza General de Seguridad e - 
Higiene en el trabajo (OSH) de 9 de marzo de 1971, cu­
yas disposiciones rigen todo tipo de trabajo y afectan 
a la generalidad de los trabajadores. Esta ordenan - 
za se divide en très partes fundamentales. En la pri­
mera se declaran los deberes y derechos en materia de 
seguridad de los distintos sujetos de la actividad —  
laboral (art. 1 a 12). La segunda, parte sustantiva, 
la mâs amplia y detallada (art. 13 a 15), establece 
las condiciones générales de todo centro de trabajo - 
y los mecanismos y medidas de protecciôn en todos —  
ellos. Se trata de cuestiones pûramente técni- —
(34) V. gr. el art. 2087 del Côdigo civil italiano, y 
el par. 617 del alemân.
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cas cuyo desarrollo carece ahora de interés (35). La - 
tercera y ûltima parte, sobre responsabilidades y san - 
clones contiens todo el aparato sancionador administra- 
tivo que seré analizado mâs adelante. Lo que en este - 
lugar interesa destacar es el pérrafo 2Q del art. 7, en 
el que se contiens la formulaciôn legal mâs précisa de 
la esencia del deber de seguridad, estableciendo como - 
obligaciôn general del empresario la de "adoptar cuantas 
medidas fueran necesarias en orden a la mâs perfecta or- 
ganizaciôn y plena eficacia de la debida prevenciôn de - 
los riesgos que pueden afectar a la vida, la integridad 
y salud de los trabajadores al sercicio de ]a empresa".
2/ Carâcter general poseen también las normas sobre tra­
bajo de mujeres y menores, que se contienen fundamental­
mente en el Decreto de 26 de julio de 1957, completado 
en otras normas générales y particulares (36). Estas diq 
posiciones que condicionan y regulan la prestaciôn labo­
ral de estos sujetos merecodores de especial protecciôn, 
tienen un carâcter eminentemente preventive, de seguri­
dad e higiene ( 37 ), si bien, en un segundo piano es­
té présente una finalidad de tutela moral, particularmen 
te respecto a los menores. En esta normativa se distin- 
guen, sobre todo, las prohibiciones a ambos tipos de pejr 
sonas para desempehar determinadas actividades laborales, 
que en unos casos son absolutas y, en otros, graduables 
en cada supuesto concreto por la autoridad laboral.
(35) Vid, directamente en la ordenanza los arts, citados 
y FERNANDEZ MARCOS, La seguridad y la higiene, cit. 
p. 148 ss.
(36) Vid. referencia de su contenido en FERNANDEZ ^RCOS, 
ob. cit., 161 y ss.
(37) Cfr. ALONSO GARCIA, Curso de Derecho del Trabajo, cit 
p. 267 y 630.
8 7
3/ Normas de seguridad e higiene en el trabajo vienen 
contenidas en otras disposiciones légales que, sin —  
embargo, no estân directamente orientadas a ello. Asi, 
por ejemplo, y fundamentalmente, la Ley de jornada —  
mâxima (38), en la cual se establecen los limites a 
la jornada de trabajo para garantizar ante todo el —  
descanso del trabajador, pero también la seguridad - 
del mismo, habida cuenta de la influencia que la durq 
ciôn de la jornada laboral, los ritmos y las pausas - 
tienen tanto para la salud del trabajador como para 
la creaciôn e incremento de los riesgos, lo cual se - 
pone de manifiesto en el hecho de que es en las ulti­
mas horas de la jornada laboral, y particularmente en 
las horas "extras", cuando proporcionaImente se produ 
cen mayor nûmero de accidentes (39).
Normas de seguridad en este sentido se contienen en - 
otras disposiciones, v.gr. la Ley de descanso domini­
cal de 13-7-1940, o las Ordenanzas particulares para 
ramas concretas de la actividad laboral. De excepcio- 
nal transcendencia son las normas relativas a trabq - 
jos a destajo y a ritmos de producciôn, cuya infrac - 
ciôn -o arbitraria elaboraciôn- es con tanta frecuen- 
cia causa de accidente de trabajo o enfermedad profe- 
sional.
4/ Normas de seguridad se recogen también en disposi­
ciones relativas a determinados trabajos y a sus rieq 
gos especîficos, v.gr., el Reglamento de Seguri. ---
(38) FERNANDEZ mRCOS, ob.cit., p. 168 ss.
(39) Vid. aquî, supra p. 52 nota 2 1.
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dad e higiene del trabajo en la Construcciôn 
(20-5-1952), el Reglamento de seguridad, higiene 
y bienestar de los estibadores portuarios (6-2-1971) 
Rto. de seguridad en cajones de aire comprimido - 
(20-1-1956), Ley de minas (21-7-1973) y Rto. de po 
litica minera, normativa relativa a la energia eléc 
trica (O.M. 23-2-1949, 4-1-1961, 20-9-1973, etc.(40).
5/ Como fuentes légales, en sentido amplio, del deber 
de seguridad y de definiciôn de su contenido son de 
mencionar también los Convenios colectivos y los Re- 
qlamentos de régimen interior de las empresas. Su -- 
carâcter paccionado no obsta para que, una vez homo- 
logados por la Administraciôn laboral, revistan - 
râcter juridico pûblico (41).
(40) Vid. mâs amplia referencia en FERNANDEZ MARCOS, 
ob. cit., p. 188 ss.
(41) Cfr. ALONSO OLEA, La revolucién industrial y la 
emerqencia del Derecho del trabajo, en "Rev. de 
Trabajo" 1970, p.43.
8 9
5/ EL EMPRESARIO COMO SUJETO DE IMPUTACION DEL DE 
BER DE SEGURIDAD.
El sujeto directe de imputaciôn de los deberes juri-
de
dico laboraies en general, y la responsabilidad dim^ 
nente de su incumplimiento es, ante todo, el empre - 
sario, entendido como individuo 6 persona juridica - 
propietaria 6 contratista de la obra, explotaciôn in 
industria 6 servicio donde se presta el trabajo (42). 
En el mismo sentido, el deber concrete de seguridad en 
el trabajo recae también sobre el empresario. Las le- 
yes prevencionistas fundamentales contenian, hasta la 
de 1944, una declaraciôn expresa en este sentido. Asi 
el art. 53 del Reglamento que desarrollaba la ley de 
Accidentes de 1900 imponia expresamente a los "patrô­
nes " e 1 deber de emplear en las fâbricas, los talleres 
y obras todas las medidas posibles para la seguridad 
de sus operarios. El art. 246,1 del Côdigo del traba­
jo de 1926 declaraba que "los patronos ... tienen el 
deber de emplear todas las medidas posibles de segur_i 
dad e higiene en bénéficié de sus obreros". Sin emba^ 
go la Ley de contrato de trabajo de 1944 carece de un 
precepto de este tenor. No obstante, las numerosas -- 
disposiciones que regulan toda la materia prevencio - 
nista permiten considerar la imputaciôn del deber de 
seguridad al empresario como principio fundamental —  
del Ordenamiento juridico laboral (43).
(42) Art. 5 L.C.T..vid.MONTOYA MELGAR,La responsabili 
dad del empresario trente a la Administraciôn de 
trabajo, en "Rev. Admon. Pûblica" 52 (1967)p.156-7
(43) Asî,FERNANDEZ MARCOS, La seguridad y la higiene, 
cit., p.87 SS; ALONSO OLEA.Derecho del trabajo, 
1976, p.124. El Tribunal Supremo estima igualmen 
te que la "efectividad de la seguridad laboral - 
queda imputada, en primer lugar, a la empresa -- 
(TS, 63, 4-7-73, 8-3-68, 18-4-72).
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La vigente O.S.Iî. se manifiesta en este sentido en 
su art. 7, nQ.l y 2, declarando "obligaciôn general 
del empresario" el cumplimiento de las disposicio - 
nés en materia de seguridad e higiene en el trabajo.
Por el contrario, sobre el trabajador no recae deber 
especifico de seguridad corrélative al del empresa­
rio (44). La propia O.S.H. mantiene el incumplimien: 
to por el trabajador de la normativa de seguridad - 
dentro del âmbito privado del contrato y del poder 
disciplinario de él derivado. Asi el precepto de es^  
ta ordenanza (art. 11), declarador de las obligacio 
nés del trabajador, limita éstas a cooperar en la - 
prevenciôn, cumpliendo lo establecido en ella y di^ 
posiciones complementarias, asi como las ôrdenes e 
instrucciones que a taies efectos les sean dadas -- 
por sus superiores. El art. 159 establece, por su - 
parte, como instancia sancionadora de las infraccio 
nés del trabajador, al propio empresario en ejerci- 
cio de su potestad disciplinaria. Sôlo en supuestos 
excepcionales de "acciôn u omisiôn" inexcusable del 
trabajador que produzca riesgos 6 peligros que afec- 
ten a su vida, salud, integridad fisica 6 a la de -- 
terceras personas" preve la imposiciôn de una multa 
por la Inspecciôn de Trabajo. Esto, sin embargo, no 
invalida la consideraciôn juridico privada de las - 
obligaciones del trabajador respecto a la seguridad 
e higiene. La escasa entidad de la cuantia de la san 
ciôn posible (de 100 a 5000 pts.) que contrasta con 
el rigor de las sanciones a imponer por el empres^ - 
rio en el uso de su poder disciplinario, que puede - 
llegar a suspensiôn de empleo y sueldo hasta dos me-
(44) Vid. SMURAGLIA, La sicureza del lavoro e la sua 
tutela penale, 1^ éd.. Milan 1964, p.56 ss. y
91 ss.
9 1
mes, o al despido, evidencia esta consideraciôn fun- 
damentalmente juridico privada de las obligaciones - 
del trabajador en materia de seguridad (45).
Esta imputaciôn unilateral del deber juridico pûblico 
de seguridad al empresario encuentra su fundamento ma 
terial en el hecho de que sôlo él es el titular del - 
poder de direcciôn y organizaciôn del centro de trab^ 
jo, del proceso y los instrumentos de trabajo y de -- 
las condiciones en que se presta el mismo. Del po
der exclusivo del empresario de controlar el centro - 
de trabajo, sus instalaciones e instrumentos,dériva - 
el deber de eliminar, reducir al minimo estrictamente 
compatible con la clase de trabajo de que se trate y 
conforme a los criterios de nuestra civilizaciôn y -- 
cultura y les medios tecnolôgicos que hoy se ofrecen, 
las condiciones peligrosas para los bienes juridicos 
fundamentales del trabajador. A ésto se anade el que 
es el empresario quien en principio dispone, 6 debe 
disponer, de la preparaciôn técnica para valorar los 
riesgos y peligros y educar las condiciones e instru 
mentos de trabajo para evitarlos.(46)
El hecho de que del poder de direcciôn y organizaciôn 
sea el fundamento de la imputaciôn del empresario del 
deber de seguridad exige una superaciôn del concepto - 
de empresario "strictu sensu", ofrecido al principio
(45) En este sentido FERNANDEZ MARCOS, ob. cit. 142, 
143.
(46) Cfr. ALONSO OLEA, Derecho del Trabajo, Madrid
1976, p.121; MONTOYA MELGAR, La responsabilidad 
del empresario, cit., p. 183.
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en la fôrmula de "individuo 6 persona juridica pro­
pietaria 6 contratista". Si este concepto podria —  
s e m o s  vâlido (47) cuando la empresa es de reduc^ - 
das dimensiones materiales y humanas, se manifiesta 
del todo insuficiente en cuanto la naturaleza de la 
explotaciôn exige una mâs amplia divisiôn del trab^ 
jo, una organizaciôn mâs compleja de la direcciôn - 
de la empresa y del trabajo. En la medida en que és^  
to es asi, aparece una cadena de personas que, par- 
tiendo del empresario stictu sensu, se extiende a - 
muchas otras que quedan a él unidas por la especial 
cualidad de actuar por orden, en representaciôn y - 
beneficio de aquél. La extensiôn del âmbito perso 
nal de los portadores del poder de direcciôn del —  
empresario exige una extensiôn del concepto de empr^ 
sario (48) 6, mâs bien, una ampliaciôn del circulo 
personal de sujetos a los que el ordenamiento juri­
dico imputa el deber de seguridad.
La extensiôn del circulo de personas sobre quienes 
recae el deber de seguridad es paralela a la trasl^ 
ciôn del poder de direcciôn del empresario a otras 
personas. Por ello, debemos construir el marco teôri- 
co de sujetos obligados sobre el correspondiente a - 
los titulares del poder de direcciôn.
En este orden hemos de distinguir, con MONTOYA MEJL - 
CAR (49) los siguientes supuestos:
a) El empresario ejercita personal y directaroente el 
poder de direcciôn.
(47) Suscita sérias criticas en la doctrine laboral, 
vid. ALONSO OLEA, Derecho del trabajo, 1976.p.86-87
(48) Abandono del concepto juridico por el concepto 
sociolôgico ô econômico, vid. ALONSO OLEA, Dere­
cho del trabajo, 1976, p. 85-86
(49) Vid. MONTOYA MELGAR, El poder de direcciôn del 
empresario, cit., p. 198 y ss.
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b) El poder de direcciôn es ejercido por un director, 
por cuenta del empresario.- Se trata, en primer lu 
gar, de supuestos en los que el empresario es una 
persona fisica, pero por alguna razôn, frecuente - 
mente por que carece de la aptitud profesional pa­
ra ejercer la direcciôn de la empresa, delega el - 
poder para ello en otra persona. En segundo lugar, 
la disociaciôn entre titularidad del poder de d_i - 
recciôn y su ejercicio se produce necesariamente - 
siempre que el empresario es una persona juridica. 
En las sociedades mercantiles, si bien son ellos - 
mismos los titulares del poder de direcciôn, éste 
sôlo puede fâctica y juridicamente ejercitarse a - 
través de sus ôrganos gestores. Pero mâs allâ de 
la existencia de taies ôrganos, la necesidad de - 
una gestiôn directa de la empresa y de concentrer 
las atribuciones de mande en una persona fisica do 
tada de alta especializaciôn y de cualidades de -- 
mando, imponen la figura del "Director general", - 
el cual va a realizar todas las funciones directi­
ves en la empresa (50). De esta forma, el empres^ 
rio -y, en el empresario social, los ôrganos gesto 
res- viene a configurarse como titular de un poder 
de supremo y ûltimo control que ejerce funciones - 
fiscalizadoras sobre el Director general (51). No 
se llega a un corte total entre titularidad del po 
der de la direcciôn y ejercicio del mismo, pues el 
empresario es libre en todo memento de fiscalizar 
la actuaciôn del director de empresa, y éste debe 
actuar segûn las normas impartidas por el empres^
(50) Vid. MONTOYA MELGAR, ob. cit., p.204
(51) Cfr. MONTOYA MELGAR, ob. cit., p. 205
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rio (52). Por ello, el deber de seguridad del empre^ 
sario no se transmite de forma absoluta al Director 
general, sino que le incumbe hasta donde alcance su 
deber de fiscalizaciôn del actuar del Director genje 
ral.
c) El poder de direcciôn es ejercido por delegados as^ 
lariados a 1 servicio del empresario.- En este supue^ 
to se situa el llamado "personal directivo", que se 
caracteriza por disponEr poder autônomo y de -
caracter general; sus competencies vienen predeterm_i 
nadas -a veces con gran rigor- y se encuentra some- 
tido a un gran control jerârquico muy estrecho, ca- 
da vez mayor segûn se va descendiendo en la catégo­
rie de funciones realizadas. En orden a una mayor 
precisiôn conceptuel podemos distinguir dentro de - 
este personal directivo: a) Trabajadores en funcio­
nes de alta direcciôn, b) trabajadores con funcio - 
nés de direcciôn media ("gerentes intermedios"), y
c) trabajadores con funciones de direcciôn inferior 
("supervisores de primera linea") (53).
En la misma medida en que a cada uno de estos niveles 
corresponde un determinado âmbito en el ejercicio del 
poder de direcciôn, les corresponde también un âmbito 
de responsabilidades y, en particular, de la obligaciôn 
de seguridad. Es preciso tener en cuenta, que estas 
formas de ejercicio del poder de direcciôn no son exclu 
yentes, sino que,normalmente, se presentan simultânea- 
mente en la empresa. Tampoco son funciones secantes - 
sino que lo mener se inserta en lo mayor, atribuyéndo- 
se a los niveles superiores una funciôn de control y - 
supervisiôn de las condiciones y modo de ejercicio de
(52) Cfr. MONTOYA MELGAR, Ob. cit., p.208
(53) Cfr. MONTOYA MELGAR, El poder de direcciôn, cit., 
p.208 y 210.
9 r>
la funciôn realizada por los inferiores, de tal forma, 
que si a los subalternos no se les transmiten las re^ 
ponsabilidades exclusivas de los superiores, a éstos 
si se les puede transmitir las responsabilidades de 
los primeros, estableciéndose asi en sistema de con­
currencies y exclusiones de responsabilidad.
El caracter funcional que se atribuye al ejercicio - 
del poder de direcciôn del empresario, y, en conse^ - 
cuencia, del deber de seguridad, se pone de relieve 
en el mecanismo de sanciones administratives. La auto 
ridad administrative sanciona al jefe de empresa, al 
director, al gerente, etc., en atenciôn a la trascen- 
dencia social de las funciones que éstos asumen (54).
Las normas especificas de seguridad e higiene en el - 
trabajo recogen expresamente esta traslaciôn de fun - 
clones y responsabilidades. Asi por ejemplo, la O.S.H. 
que en su articule 10 impone al "personal directivo, 
técnico y mandes intermedios" de las empresas, dentro 
de sus respectives competencies, el deber de cumplir 
personaImente y hacer cumplir al personal a sus ôrde- 
nes todas las normas de seguridad en el trabajo (55).
A la vez, déclara en su art. 152 la responsabilidad - 
administrative de todas estas personas por las infrac 
clones cometidas en la materia, estableciendo su compa 
tibilidad con la de los empresarios (art.154).
En otras disposiciones légales se utilize diferente - 
terminologie para establecer los sujetos responsables
(54) Cfr. MONTOYA MELGAR, ob. cit., p.239
(55) A la vez que reconoce a éstos las facultades gé­
nérales y particulares para cumplir con este de­
ber, por ej., las de suspender ô paralizar los 
trabajos, en nQ.3
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Asi, p. ej., el Decreto de 5 de enero de 1939 hablaba 
de "empresarios, jefes 6 encargados" (56). Las Ordje - 
nanzas para trabajos en particular adecuan la termino 
logia a la de cada uno de éstos, v.gr., el Reglamento 
de trabajo en la construccién y obras pûblicas, de 11 
de abril de 1946: "Director de obra, Jefe de servicio, 
Encargado general, etc."
La doctrina laboral estima que los términos empleados 
por las distintas ordenanzas son solamente un punto - 
de partida para conocer y delimitar a los deudores de 
seguridad, pues son figuras que adolecen de ambigüedady 
pcœGn contomos mu y imprecisos, dependiendo por lo ge­
neral la definiciôn de quienes ostentan taies condicio 
nés, del caso concrete, de circunstancias y factores 
de hecho y,particularmente, de los poderes ô facultades 
que el personal de la empresa tenga delegados del ti- 
tular (57).
Se trata,por tan to, de una cuestiôn prâctica, de hecho, 
de determiner en el caso concrete quien ejerce de fac­
to la direcciôn del trabajo,y a cuyos efectos las deno- 
minaciones reglamentarias ô las atribuciones formales 
en las normas internas de organizaciôn de la empresa - 
son solamente un criterio de investigaciôn para los —  
tribunales, lo cual constituye un principio ampliamen- 
te reconocido por la jurisprudencia (59).
El"poder normative de lo fâctico" tiene precisamente - 
particular reconocimiento en el derecho laboral, y por 
ejemplo, para la determinaciôn de quien es el jefe de 
empresa a efectos laborales: hasta 1961 el deber y la
(57) Cfr. FERNANDEZ MARCOS, La seguridad y la higiene, 
cit. p. 143 y ss.
(59) Véase infra, p. 305 y ss.
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competencia para elaborar los Reglamentos de régimen 
interior correspondis al "Jefe de empresa". La cues­
tiôn de quien debîa ser considerado como tal se rje - 
solvia legalmente por el criterio de "la persona que 
de hecho ostente la Jefatura de la empresa" (58).
f^yores precisiones sobre todo ésto ofrecemos al an^ 
lizar an concrete los sujetos a los que se imputa el 
deber de seguridad en el trabajo (59).
(58) Cfr. ALONSO GARCIA, Curso de Derecho del trabajo, 
Barcelona 1975, p. 274.
(59) Véase Capitule VII, D.,P. 300.
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6/ EL DEBER DE SEGURIDAD Y OTROS SUJETOS ESPECIA LES 
EN EL SENO DE lA EMPRESA 0 EN CONEXION CON ELLA
La imputaciôn del deber de seguridad, incuestionada en 
principio en relaciôn al empresario y sus encargados, 
se discute respecto de determinados sujetos. Algunos - 
de estos sujetos se encuentran dentro de la misma empre 
sa, v.gr., los componentes de los comités de seguridad 
e higiene, los vigilantes de seguridad y los encargados 
de seguridad. Otros, se hallan al margen de la propia 
relaciôn laboral, como los fabricantes, vendedores y - 
arrendadores de mâquinas y aparatos adquiridos por el 
empresario laboral y utilizados en sus centros de tra­
bajo.
A/ Comités de seguridad e higiene y Vigilantes de segu 
ridad.- El Decreto 432/1971, de 11 de marzo, que modi- 
ficaba la normativa anterior, establece la obligatorie 
dad de constituir los Comités en todas las empresas - 
de mâs de 100 trabajadores y en las que, sin alcanzar 
esta cifra, acuerde el Ministerio de Trabajo, en aten­
ciôn a la especial peligrosidad de las actividades que 
realicen. Por otra parte, las empresas no contempladas 
en lo anterior, y que empleen 5 o mâs trabajadores, han 
de designer un Vigilante de seguridad (59 bis). Se tra­
ta en ambos casos de instituciones de participaciôn de 
los trabajadores en la empresa, en exclusiva relaciôn 
aquî con la materia de seguridad e higiene. De las di­
verses funciones que la ley les sefLala (60) , destacare 
mos solamente lo mâs esencial: Comités y Vigilantes es_ 
tân llamados a colaborar con el empresario en orden al 
mantenimiento y mejora de las condiciones de seguridad
(59 bis) Sobre todo ésto v. FERNANDEZ MARCOS, La sequ- 
ridad e higiene del trabajo, cit., p.210 y ss.
(60) Vid. en la OSH, arts. 8 y 9, respectivamente.
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en el trabajo, a través, fundamentaImente, de una 
acciôn informative sobre los trabajadores y la fi^ 
calizaciôn del estado de la seguridad, a efectos - 
de poner en conocimiento del empresario las deficien 
cias y peligros detectados y proponerle las medidas 
que consideren sean necesarias para evitarlos.
Los componentes del Comité y los Vigilantes no po- 
seen por su condiciôn de taies poderes de decisiôn 
para tomar las medidas de seguridad, incluso en los 
supuestos en que éstas sean necesarias (61). Su fun 
ciôn se agota en el mero coadyuvar al empresario en 
el cumplimiento por éste de su deber de seguridad, 
suministrândole informaciôn y asesorando a los trab^ 
jadores.
Por parte empresarial se ha pretendido en ocasiones
el descargarse de responsabilidad por accidentes, -
imputando a estos sujetos la omisiôn de las medidas
%
de seguridad 6 de la informaciôn acerca de las si. - 
tuaciones de riesgo. La jurisprudencia penal ha si- 
do tajante: "la existencia de taies instituciones no 
révéla en absolute del cumplimiento de sus deberes 
a .... los responsables de las obras .." (62). Las -
condenas que se han dictado contra vigilantes de se­
guridad se han fundamentado claramente no en su con­
diciôn de taies, sino en que a la calidad de vigilan 
tes se sumaba otra condiciôn laboral que implicaba - 
la disposiciôn de poderes de mando ô direcciôn (63).
La decisiôn sobre la responsabilidad de las personas
(61) Cfr. FERNANDEZ MARCOS, ob. cit., p. 219
(62) Cfr. S.TS, 26-11-1975.
(63) Vid. T.S. 31-1-1972, era, a la vez, encargado de
la obra y vigilante de seguridad.
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que sean miembros de los Comités 6 Vigilantes de se 
guridad depende exclusivamente de la estera de compe^ 
tencias y atribuciones de que dispongan por otros —  
conceptos y no de que ostenten taies cargos.
B/ Encargados 6 responsables de seguridad.- Al ma^ - 
gen de las figuras anteriores, es cada vez mâs frecuen 
te el que por la direcciôn de las empresas se encar- 
gue a determinadas personas de los problèmes de la se^  
guridad en el trabajo en la misma. Se habla en estos 
casos de ingenieros de seguridad, jefes de seguridad, 
etc. El problème de la responsabilidad de estas perso 
nas ha sido discutido sobre todo alli donde este ti- 
po de funciones se hallan legislativamente instituciq 
nalizadas, p. ej., Alemania ("Betriebs und Sicherheits 
ingenieuregesetz") e Italia ("Addetti alla sicurezza"). 
La conclusiôn a que en ambos paises se llega consiste 
en relativizar la eficacia de las calificaciones form^ 
les que de taies funciones pueda hacerse, y atender,- 
por el contrario, a las competencies y funciones que en 
concrete se hayan asignado a una persona determinada. 
SMURAGLIA entiende que han de distinguirse dos supues­
tos bâsicos, el encargo a una persona para que estudie 
los problèmes de seguridad de la empresa y ofrezca so- 
luciones a la direcciôn de la misma, y el encargo a -- 
una persona para que vigile y estudie las condiciones 
de seguridad en que se presta el trabajo, con atribu - 
ciôn concrete de poder directivo de disposiciôn e in - 
tervenciôn directa, incluyendo particula rmente la facujL 
tad de suspender el trabajo peligroso (64) . Solo a es­
tos ûltimos puede considerârseles como deudores de se­
guridad cuyo incumplimiento pueda dar lugar a responsa
(64) Cfr. SMURAGLIA, La sicurezza del lavoro e la sua 
tutela penale, 33.ed. Milan 1974, p. 144 y s.
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bilidad criminal. Se trata en esencia de un pro
blema de delegaciôn de poderes, cuyas condiciones de 
validez y efectos trataremos al resolver esta cue^ - 
tiôn general (65).
C/ Fabricantes, vendedores y arrendadores de mâqui - 
nas y aparatos de uso industrial.- Por lo general, las 
mâquinas, herramientas, etc., de que el empresario di^ 
pone para su actividad industrial le han sido suminis- 
tradas por otras empresas, las que los han fabricado, 
vendido 6 alquilado. El problema se plantea en la medj. 
da en que los aparatos suministrados por éstas carezcan 
de los dispositivos y condiciones de seguridad exigidas 
y puedan producir, 6 produzcan, dahos a los trabajado - 
res de las empresas que los utilizan.
La ordenacién normativa y del régimen de responsabili­
dades civiles, administrativas y pénales, constituye - 
uno de los avances juridicos mâs importantes que, en - 
relaciôn a la seguridad en el trabajo, se han produci- 
do en los ûltimos ahos y cuyo punto de partida se eri - 
cuentra en el Convenio nQ. 119 de la OIT (Ginebra,1963, 
ratificado por Espaha) sobre "Protecciôn de maquinaria" 
(66).
Las disposiciones légales dictadas al respecto en v^ - 
rios paises, vienen en esencia a establecer las normas 
de seguridad a que los aparatos deben acomodarse y a - 
prohibir tanto la venta y el arrendamiento como el uso 
de los que no cumplan con taies condiciones. Sobre es­
ta base se ha levantado un sistema de infracciones y - 
sanciones de naturaleza administrativa ô/y penal que - 
sirven a asegurar el adelanto de la protecciôn de los 
bienes juridicos por ellos afectados a momentos ante^ -
(65) Véase aqui p.'3^3 y ss.
(66) Cfr. ALONSO OLEA, La responsabilidad por acciden­
tes de trabajo, cit., p. 66.
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riores a la misma puesta en funcionamiento de los - 
objetos generadores del peligro. Asi, v.gr., la 
"Maschinenschutzgesetz" alemana de 24 de junio de - 
1968 (67), y las normas introducidas al respecto en 
las recientes reformas del "Code du travail" fran - 
cés (68).
Al fabricants (69) le corresponde lo que se ha lla­
mado un deber de diligente fabricaciôn (70)que tien 
de a evitar el que sus productos, una vez puestos - 
en el mercado, causen dano a terceros. Tal deber es
(67) Vid. LUKES, Produzentenhaftung und Maschinens­
chutzgesetz , en "Jus 1968, p.345 ss; en el
Unfallverhütunqsbericht de 1963 (Bonn 1973), p.
169 y ss. se contiens un informe sobre las expe^ 
riencias en la aplicaciôn del aparato fiscaliza^ 
dor y sancionador de esta ley. El sistema de -- 
sanciones de la misma ha sido duramente critica 
do por algunos, habida cuenta de que esté clara 
mente privilegiado respecto del que corresponde 
a las normas générales de protecciôn del traba­
jo; sôlo se llega excepcionalmente a configurar 
"contravenciones del orden" : cuando, una vez - 
que las autoridades correspondientes han prohi- 
bido expresamente la fabricaciôn de 1 aparato ca^  
rente de los necesarios dispositivos de seguri­
dad, el fabricants continûa la fabricaciôn de - 
los mismos, vid. FUNKE, GEISSELER y THOMA, In­
dus triearbeit und Gesundheitverschleiss, 2^.ed. 
cit., p. 107 ss.
(68) Cfr. arts. L.231-6 y -7, L.233-5 Code du Travail, 
vid. aqui en p.156 y ss.
(69) Sobre los deberes juridicos y la responsabilidad 
civil vid. ROJO y FERNANDEZ RIO, La responsabili­
dad civil del fabricants, Bolonia 1974. Nos redu- 
cimos a la consideraciôn del fabricante por ser de 
éste de quien la responsabilidad de los vendedp - 
res y arrendadores trae causa, si bien, estas fi­
guras presentan problemas particulares.
(70) Cfr. ROJO, ob. cit., p. 196
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infringido cuando el producto concrete adolece de 
un defecto de fabricaciôn, bien cuando ya en su - 
concepciôn técnica es defectuoso (defecto de cons^ 
trucciôn), bien cuando su puesta en el mercado no 
se acompana de las instrucciones necesarias para 
que en el uso del mismo no se actûe la peligrosi­
dad intriseca a éste ô la que pueda surgir de su 
combinaciôn con otros factores (71). De la concrje 
ciôn del peligro propio de los très supuestos in- 
dicados en la lesiôn efectiva de bienes juridicos, 
surge la responsabilidad civil y criminal del fa­
bricante. El fabricante es deudor de seguridad re^ 
pecto de los aparatos defectuosos suministrados al 
empresario. En este sentido puede decirse que le - 
corresponde también el deber de seguridad en el -- 
trabajo, a pesar de ser ajeno a la relaciôn juridj. 
co laboral.
Pero, aûn mâs, el deber de seguridad del fabrican­
te Eo se limita sôlo a los supuestos de aparatos - 
defectuosos ya antes de estar instalados en la —  
empresa. Cuando la mâquina estâ construida y f^ - 
bricada conforme a las normas técnicas de segurj. - 
dad vigentes en ese momento y su entrega se ha efec 
tuado junto con las necesarias instrucciones para 
su instalaciôn y manejo, pero, mâs adelante, el pro 
greso tecnolôgico permite conocer peligros dimanen- 
tes del aparato, ocultos hasta entonces, ô descubre 
los medics para neutralizar aquellos que no por co- 
nocidos habian podido objetivamente ser eliminados 
antes, el fabricante estâ obligado, como minime, a 
advertir al empresario^^sa potencialidad daflosa ô - 
de ese sistema nuevo de neutralizaciôn del peligro.
(71) Vid. ROJO, ob. cit., p. 187 y ss.
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ROJO estima que en los casos mâs graves, al fabrican­
ts le corresponde ademâs el hacerse cargo de la repa 
raciôn 6 modificaciôn del aparato en cuestiôn (72).
(72) Vid. ROJO, ob. cit., p. 206.
0CAP ITU LO III
LA PROTECCION SANCIONADORA PE LA SEGURIDAD EN EL TRA­
BAJO EN EL DERECHO COMPARADO
La protecciôn que el ordenamiento juridico otorga a la 
seguridad de la persona en su trabajo se realiza a tr^ 
vés de très instancias: la declaraciôn de derechos de 
los trabajadores, la imputaciôn de deberes al empresa­
rio y a sus représentantes, la regulaciôn de las con 
diciones, modos y formas a las que se deben acomodar - 
los centros de trabajo, los instrumentos y procesos -- 
del mismo y, en ûltimo lugar, a través de la sanciôn - 
de los comportamientos que infringen todo ese complejo 
norma tivo.
Si el centro de nuestro interés radica en la protec -- 
ciôn penal, no por ello debemos marginar la referencia 
a otros ôrdenes sancionadores, el civilyeladministrati­
vo. En la medida en que el tema exige una reyi
siôn politico criminal, es obligado repasar todo el —  
sistema juridico de control social. Sôlo la perspectiva 
que este anâlisis pueda ofrecemos permite establecer 
los méritos y deméritos del conjunto y las partes de - 
la tutela juridica de la seguridad en el trabajo, y, - 
en consecuencia, las propuestas de alternatives correc 
tas al sistema de protecciôn vigente.
El recurso al Derecho coraparado es también necesario - 
para esta doble tarea dogmâtica y politico criminal. - 
En las leyes extranjeras encontramos criterios y cl^ a - 
ves para interpretar nuestros preceptos y, también, 
orientaciones para las propuestas a realizar.
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Hemos limitado nuestro estudio a aquellos paises con 
los cuales nos une el vinculo de la comûn cultura jur^ 
dica y de sistema de derecho, es decir, los occidenta­
les del continente europeo y, entre ellos, los que es- 
timamos mâs relevantes: Alemania Federal, Italia, Fran 
cia y Suiza.
De los très ôrdenes sancionadores, civil, administrât! 
vo y penal, nos referimos a los dos ûltimos, pues aten 
der al civil hubiera obligado necesariamente a introdu 
cirnos en el complejo âmbito de cada uno de los siste­
ma s de seguridad social de los paises en cuestiôn (1)
(1) Para los sistemas de responsabilidades y sanciones 
civiles nos remitimos a lo expuesto por MUT REMOLA 
Las sanciones en Derecho del trabajo. Notas de de­
recho comparado, en "themis", Homenaje al Profesor 
Guallart, Zaragoza 196, p. 207 y ss.
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1/ DERECHO ALEMAN
El problema de la protecciôn penal de la seguridad de 
la persona en su puesto de trabajo se plantea en la - 
doctrina alemana conjuntamente con otros dos de di^ - 
tinta indole de la que a nosotros nos interesa aqui, 
pero de indudable relaciôn entre si. Se analiza en —  
primer lugar, la cuestiôn de si fuerza de trabajo 
(Arbeitskraft) y salud son conceptos que se superpo - 
nen. En segundo lugar, se plantea el problema de en - 
qué medida la capacidad laboral (Arbeitsfâigkeit) es­
tâ protegida en el marco de los delitos de lesiones - 
y, en caso contrario, si merece una protecciôn espec_i 
fica ( 1) .
En lo que sigue, nos reducimos exclusivamente al pri­
mer problema: protecciôn de la persona frente a los - 
riesgos y dahos derivados de las condiciones de pres- 
taciôn del trabajo.
Como indicaciôn general es preciso antes que nada in- 
dicar que la estructura del sistema sancionador se -- 
acomoda hoy ya en este campo al vigente para todo el 
ordenamiento punitivo, es decir, incriminaciôn de dos 
niveles, delitos ("Straftaten") y contravenciones del 
orden ("Ordnungswidrigkeiten"), a las que se corre^ - 
ponden, respectivamente,como reacciones juridicas las 
penas criminales (y las medidas) y sanciones econômi- 
cas ("Geldbüsse") (2).
En el actual estado del derecho alemân, la seguridad 
de la persona en su puesto de trabajo solo obtiene -
(1)Vid. LAMPE, Der strafrechliche Schütz der Arbeits­
kra ft en "Fest, für Maurach", 1972, p. 375 ss.
(2)Vid. sobre ésto JESCHECK, Lehrbuch, 3^ ed. 1977, 
p.43 ss. Para la formaciôn de este sistema y el 
derecho comparado véase MATTES, Untersuchungen 
zur Lehre von den OrdnungLLdrigkeiten, vol. I,
Berlin 1977, passim.
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una protecciôn penal especifica en varias leyes labo 
rales relatives a la prevenciôn de accidentes y a la 
ordenaciôn de la seguridad que contienen clausulas - 
pénales y, para un sector particular de la actividad 
laboral, el de la cons trucciôn, en el p»:330 del pro­
pio Côdigo penal (StGB). En ambos supuestos se trata 
de una tutela frente a la puesta en peligro de la vd. 
da ô salud de las personas. Una protecciôn frente a 
la lesiôn efectiva de estos bienes juridicos, muerte 
y lesiones, se alcanza solamente en el marco de los 
tipos générales del homicidio y lesiones imprudentes.
El sistema normative se levanta sobre el deber de -- 
seguridad impuesto por la ley al empresario. El p^ - 
trôn estâ obligado a "instalar y mantener los centros 
de trabajo, los dispositivos, mâquinas y aparatos -- 
del mismo, asi como la empresa en general de ta 1 fo^ 
ma que el trabajador esté protegido frente a los pe­
ligros para su vida y salud en'la medida en que la - 
naturaleza de la explotaciôn lo permita (p*r.l20 de la 
Ley de ordenaciôn de oficios e industries -"Gewerbeqr 
nung Gesetz" (GeWO) de ll-VI-1869, ûlt. mod.28-VIII- 
1975) (3).
El contenido de este deber de seguridad se concrete 
a través de très instancias: las disposiciones sobre 
prevenciôn de accidentes de trabajo {"Arbeitsverhütun 
gsvorschriften", A W )  , Ordenanzas administratives de 
seguridad e higiene y las leyes laborales reguladoras 
de determinados ôrdenes de protecciôn concretados con 
la seguridad en el trabajo, v.gr., leyes de trabajo 
de la mujer, de los jôvenes, jomada de trabajo, etc.
(3) Cfr. SARTORIUS I, nQ. 800; ERBS-KOHLHAAS,
Strafrecbtliche Nebengesetze, Munich 1976, I, 
G 59.
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Estas très instancias sirven, por una parte, a fijar 
el deber objetivo de cuidado de los patronos en la - 
organizaciôn y vigilancia del trabajo, y en esa med_i 
da, su infracciôn se sanciona penalmente cuando se - 
producen resultados lesivos y se da lugar a la respon 
sabilidad por homicidio ô lesiones imprudentes. Por 
otra parte, la observancia en si de estas mismas no_r 
mas de cuidado se sanciona contraveciona 1 y crimina_l 
mente: asi, las Disposiciones de seguridad (UW) en 
la ley de seguros sociales, las Ordenanzas administra 
tivas en la ley de ordenaciôn de industries y las no_r 
mas de seguridad establecidas en las leyes especiales 
en los correspondientes cuerpos légales.
Para abordar el conjunto del sistema de protecciôn pje 
nal de la seguridad en el trabajo en el derecho ale­
mân distinguiremos por un lado,l/ la protecciôn frente 
a la puesta en peligro, refiriéndonos dentro de ésta 
primeramente a las leyes especiales y después, 2/ a - 
los preceptos del StGB, 3/ protecciôn frente a muerte 
y lesiones; finalizaremos, 4/, con un. anâlisis de las 
propuestas politico criminales relatives a la creaciôn 
en el StGB de un tipo autônomo de puesta en peligro de 
la persona en su puesto de trabajo.
A/ PROTECCION PENAL FRENTE A LA PUESTA EN PELIGRO EN 
IAS LEYES ESPECIALES
l.-Las leyes de seguros sociales (Reichsversicherungsordnug 
-RVO-) , de Ordenaciôn de industries (GewO) , de J o m a d a  
de trabajo ("Arbeitszeit Ordnung" -AZO-), la de protec­
ciôn de la madré trabajadora ("MutterschutzGesetz" 
-MuttschG-), la de protecciôn del trabajo de los jôve­
nes ("JugendarbeitschutzGesetz" -JArbSchG-), etc., son
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todas ellas leyes cuyo objeto de tutela estâ consti- 
tuido en parte por la seguridad en el trabajo, Contie 
nen incremdnaciones y sanciones de carâcter criminal 
y contravencional que se estructuran conforme a la fôjr 
mula de "tipos mixtos" -en terminologia elaborada por 
GUHLER (4)- y, en particular, de tipos mixtos impropios 
en los que la puesta en peligro concreto de la vida y 
la salud de los trabajadores a través de la infracciôn 
de la respective norma laboral constituye el factor - 
que sirve a calificar el hecho bien como contravenciôn, 
bien como delito.
La estructura y problemas técnicos de los tipos y san 
ciones de estas leyes especiales son homogeneos. Su - 
raejor comprensiôn se facilita exponiendo en primer lu 
gar el contenido de cada una de ellas, A continuaciôn 
pasaremos a la evoluciôn del sistema de represiôn -de 
especial interés politico criminal- para terminer con 
la exposiciôn del sistema comûn a todas.
- Ley de ordenaciôn de seguros sociales (RVO), de 19- 
7-1911, ûlt. mod. 18-3-1975 (5).- En su pârrafo 710 - 
contiene un tipo -exclusivamente- contravencional en 
el que se castiga con multa de este carâcter de hasta 
20.000 DM a quienes dolosa ô culposamente infrinjan - 
una disposiciôn de prevenciôn de accidentes (UW) pro 
mulgada conforme a los requisites légales (6) son nor
(4) Vid. GOELER, Gesetz über Ordnungswidrigkeiten 
(OwiG), Kommentar, 4® éd., Munich 1975, p. 19-20
(5) Vid. ERBS-KOHIÜAAS, III, V 58
(6) Vid. JESCHECK, Verhütung von Straf ta ten qecren das 
Lebenund Kôrperintegritât begangen durch Fahrlâssiq- 
keit, en "Msch. Krim" 1956, p. 49-50; GALLAS, Die
strafrechtliche Verantwortlichkeit der am Bau Bete- 
ilichten, Heidelbergl963, p.45; BINDHART, Die Haftun 
der Architekten, 6^ ed., Duseldorf 1971, p. 231 ss.
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mas elaboradas por los gremios de seguridad social 
("Berufsgenossenachaften"), que son corporaciones 
de derecho pûblico, y para cuya definitva validez 
se requiere su homologaciôn y promulgaciôn estatal, 
asi como que en su literal se haga expresa remisiôn 
a la posibilidad de su infracciôn conforme alp«710, 
condiciôn ésta ultima que es expresiôn de los prin- 
cipios establecidos por la Ley de reforma del StGB 
de 2 de marzo de 1974 para las normas pénales en -- 
blanco (7) .
- La Ley de ordenaciôn de industries (GewO), ya ci- 
tada, contiene un amplio aparato sancionador. Con - 
forme a lo establecido en sup^l20e, la Administra - 
ciôn laboral federal 6 del "Land" elaboran Ordenan­
zas de seguridad en el trabajo para determinadas in 
dustrias, tipos de trabajo 6 materiales a emplear - 
en el mismo ("Rechteverordnungen") (8). La mera vio
laciôn de taies ordenanzas da lugar a responsabili­
dad contravencional, con "Busse" de hasta 10.000 DM 
(^Kl47).
El mismo parâgrafo incrimina también como contraven 
ciones, pero con sanciones de menor gravedad, la —  
violaciôn de las normas sobre descanso semanal, so­
bre permises para trabajadores en formaciôn, sobre 
remisiôn a las autoridades de los preceptivos infor 
mes sobre las condiciones de trabajo en la empresa 
y la interposiciôn de obstâculos a las visitas de - 
la Inspecciôn de trabajo.
(7) Cfr. art. 231, 2 de la ley.
(8) Asi las ordenanzas sobre "centros de trabajo", 
"materiales de trabajo", etc. Vid. la relaciôn 
de éstas en LANDMANN-ROHMER, par. 120, n. marg 
5.
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Cuando se trate de infracciones reiteradamente repe- 
tidas en la empresa y ello suponga peligro para la vi. 
da y salud de las personas 6 para las cosas, la re^ - 
ponsabilidad es criminal, con pena de privaciôn de IJ. 
bertad de hasta un aho 6 multa. Al mismo régimen se - 
someten el resto de las infracciones contravencion^ - 
les mencionadas (fvv. 148) (9) .
Cuando cualquiera de estas infracciones se cometa en 
la empresa reiteradamente y como consecuencia de ellas 
se ponga en peligro la vida y salud de las personas 6 
a las cosas, los hechos se califican, segûn elpur.i48, 
como delito, al cual corresponde una pena de privaciôn 
de libertad de hasta un aho 6 multa.
- Ley de Jornada de trabajo (AZO) de 30-VI-1938, ûlt. 
mod. 2-3-1974 (IG) . En esta ley se regulan todos los 
aspectos relativos a la jornada de trabajo: jornada - 
mâxima, pausas y descansos, vacaciones, etc. Junto a 
ello las prohibiciones de ocupaciôn ô restriciones a 
ésta para determinadas personas -mujeres- en trabajos 
especiales -por ser pesados ô peligrosos-. Establece 
en el^. 25 un catâlogo de conductos antijuridicos a - 
las que conmina con penas criminales y contravenciona 
les. Entre ellas, violaciôn de la jornada mâxima le^  - 
gai, de la mâxima debidamente prorrogada, pausas en - 
trabajos peligrosos ô a turnos, y el empleo de mujeres 
en ocupaciones prohibidas para las mismas.
La realizaciôn dolosa ô culposa de estas conductas —  
constituye una contravenciôn castigada con multa —  
("Busse") de 5.000 y de 2.000 DM respectivamente. Cuan
(9) "Beharrlich Wiederholen" dice la ley, sobre su sig 
nificado Vid. ERBS-Kohlaas, II, G 59, p. 185.
(10) Vid. en ERBS-Kohlaas, I, A 185.
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do la infracciôn dé lugar a una puesta en peligro de 
la salud 6 la fuerza de trabajo (11) del trabajador, 
el hecho pasa a ser un delito (Vergehen) a 1 que 
corresponde una pena de privaciôn de libertad hasta 
de un ano 6 multa para la comisiôn y de hasta sels - 
meses 6 multa si es culposa.
- Ley de protecciôn de la madré trabajadora (MuttSchG) 
de 18-IV-1968, ûlt. mod. 2-III-1974, la ley que sirve 
a la tutela de la mujer trabajadora embarazada 6 con 
hijos, pretende compensar la contradicciôn de intere- 
ses entre la posiciôn de la mujer en su papel produc­
tive y en e 1 de su maternidad, en interés del mantenj. 
miento de la salud de la madré y el hijo (12) . Para - 
ello se protege a la mujer durante el tiempo de su n\a 
ternidad trente a un exceso de exigencia corporal me- 
diante diverses tipos de prohibiciôn de actividades - 
laborales, junto con otras previsiones en orden al -- 
mantenimiento del puesto de trabajo, ayudas financiè­
res, etc.
Hasta la reforma de 1965, las infracciones a la ley - 
estaban conminadas mayoritariamente con pena criminal. 
A partir de esa fecha la incriminaciôn bâsica pasa a 
ser la contravenciôn, calificândose el hecho como cri­
minal solamente cuando la infracciôn ponga en peligro 
la salud 6 la fuerza de trabajo de la mujer. El caté- 
logo de conductas ilîcitas se recoge en el p./. 21 de la 
ley, siendo las que a continuaciôn se indican las que 
cuando se acompafian de la puesta en peligro constitu- 
yen delito: ocupaciôn de la embarazada contra prescrijp 
ciôn médica 6 dentro de los plazos legalmente prohibi-
(11) Antes de la reforma del 74 la pena se elevaba ha^ 
ta los 5 ahos en los casos més graves.
(12) Vid. BULLA-BUCHNER, Mutterschutzgesetz,Kommentar, 
Munich 1976, P.65-66.
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dos; negative patronal al tiempo de descanso puerpe­
ral; ocupaciôn de la embarazada en trabajos peligro- 
sos e incumplimiento de las disposiciones ejecutivas 
de la Inspecciôn de trabajo al respecto. La multa con 
travencional se eleva hasta los 5.000 DM. Para el de­
lito la pena es de hasta un aho de privaciôn de liber 
tad ô multa, si la comisiôn es dolosa, y de hasta seis 
meses ô multa si es culposa.
- La Ley de protecciôn de la juventud trabajadora
(JArbSchG) de 12-IV-1976 (13).- Esta ley régula todos 
los aspectos del trabajo de los mehores de 18 ahos y 
tiene como uno de sus més importantes objetivos la pro 
tecciôn de la salud y la seguridad en el trabajo de 
tos. En el p0uT. 58 recoge las infracciones contravenciona 
les més graves a las que conmina con multa contraven- 
cional de hasta 20.000 DM, y, dentro de éstas, las que 
son susceptibles de constituir delito. El par, 59 tipifica 
las contravenciones propias. Las infracciones que si - 
llevan aparejado peligro para la salud ô fuerza de tr^ 
bajo,y son reiteradamente repetidas, constituyen deli­
to son fundamentaIraente las referidas a edad minima de 
admisiôn al trabajo, jornada de trabajo méxima, ocupa­
ciôn en trabajos peligrosos, combinaciôn de trabajo y 
formaciôn, vacaciones, etc.
- Ley sobre médicos de empresa e ingenieros de seguri- 
dad de 12-XII-1976 ("Gesetz über BetriebsSrzte und 
Sicherheitsingenieure"). Merece ser aqui también men- 
cionada porque, si bien de forma mâs indirecta, atten­
de de igual forma a la tutela de la seguridad en el —  
trabajo, contribuyendo laudatoriamente a cumplir exi-
(13) Vid. POTRIKUS, en ERBS KOHLAAS, II, j 212.
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gencias de politica juridica. Contiene exclusivamente 
infracciones y sanciones contravencionales (14) .
- Ley sobre los medios técnicos de trabajo, de 24-VI-1968 
comocida como "Maschinenschutzgesetz", a la que ya he- 
mos hecho referenda anteriormente (15) .
2.- Eyoluciôn del sistema de protecciôn penal de las - 
leyes especiales.
El sistema de protecciôn penal del trabajador frente a 
la puesta en peligro en las leyes especiales ha sufri- 
do el paso de las reformas del derecho penal general, 
una profunda modificaciôn. Es de resaltar en primer lu 
gar la sustituciôn del sistema de incriminaciôn a tra- 
vés de clâusulas générales por el de la descripciôn con 
creta de las conductas punibles 6, al menos, de los pr^ 
ceptos particulares cuya violaciôn constituye el ilici- 
to punible. La fôrmula de las clâusulas générales apare 
ce fundamentaImente en la legislaciôn del période nacio 
nal-socialista. La modificaciôn se realiza con la rein^ 
tauraciôn del Estado de derecho (16).
Otro aspecto importante de la evoluciôn del sistema de 
protecciôn es el proceso de descriminalizaciôn a que - 
ha sido sometido. Hasta la Ley de las Contravenciones 
de 1952 y su extensiôn a todo el Derecho penal especial 
("Nebenstrafrecht"), las infracciones de los preceptos 
de protecciôn del trabajo estaban configurados como de- 
litos y faltas ('Vergehen" y "Ubertretungen"). Con la - 
introduceiôn de las contravenciones se establece un sue
(14) Vid. en GIESE-IBELS-REHKOPF, Gesetz über Betriesért 
ze und Sicherheitsingenieure, Kommentar, (JArbschG), 
Colonia 1961, p.253.
(15) Vid. supra, p. 102 not.67.El texto del precepto sancio- 
nador en ERBS KOHLAAS, III, T 50, par. 9.
(16) Cfr. KNOP-GROSSRAU, Jugendarbeitschutzgesetz Kommen- 
tar, (JArbschG), Colonia 1961, p. 253.
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lo sancionador comûn, constituido por la "contraven­
ciôn del orden", especie de injusto administrativo, 
reduciéndose el injusto administrativo a excepciôn, 
que, con la desapariciôn de las "Ubertretungen", 
adoptarâ la forma de delito menos grave ("Vergehen"). 
Ahora bien, no existe en la ley como ta 1 delito "en - 
si", sino como forma agravada de una contravenciôn --
(17) .
Los fundamentos en que se ha basado este proceso de - 
descriminalizaciôn permanecen en la obscuridad y con- 
fusiôn en que se ha mantenido la polémica acerca del 
llamado Derecho penal administrativo. Como dice GÜHLER
(18), el legislador se ha guiado para la creaciôn del 
derecho penal contravenciona1 no tanto por razones -- 
dogmâticas como por consideraciones précticas, las cu^ 
les en definitive no son otra cosa que expresiôn de -- 
una intuitive politica criminal. No de otra forma se - 
llega a explicar satisfactoriamente la dualidad de in- 
justos (19). En el émbito particular que nos ocupa, el 
elemento que el legislador ha escogido para deslindar 
el injusto administrativo del criminal ha sido el de - 
la puesta en peligro de la vida y salud de las perso - 
nas y de la "fuerza de trabajo".
La descriminalizaciôn se ha plasmado no sôlo en la su^ 
tituciôn del injusto criminal por el administrativo co 
mo incriminaciôn bâsica, sino también, por la reducciôn 
del grado de la misma pena criminal a imponer en los -
(17) Vid. BULIA-BUCHNER, ob. cit., p. 686 y 694
(18) Cfr. GOEHLER, Lexicon des Nebenstrafrech, Munich
197 5, en "EinfUrung"; p. 10.
(19) Cfr. MATTES, Untersuchungen, cit. p. 384. Puede -
verse también en BARBERO SANTOS, Heinz Mattes, In 
Memorian, en A.D.P. 1974, p. 18.
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casos correspondientes, que en la actualidad es de 
hasta un mâximo de un aflo de privaciôn de libertad 
y que anteriormente, p.ej., en la Ley de protecciôn 
de la madré trabajadora, llegaba hasta los cinco —  
ahos de privaciôn de libertad.
2.- Estructura del sistema de incriminaciôn vigente
El sistema se estructura en dos niveles. Uno, bésico, 
contravenciona1 puro: las conductas incriminadas son 
exclusivamente contravenciones. El segundo nivel es 
el de los "tipos mixtos", es decir, configurar infrac 
ciones que, en principio, son meras contravenciones, 
pero que al incurrir determinadas circunstancias, de- 
finidas legalmente, bien de caracter objetivo (prefe- 
rentemente la puesta en peligro del bien jurldico, -- 
también la repeticiôn reiterada de las mismas infrac­
ciones) 6 de caracter subjetivo (p.ej., el ânimo de - 
lucro) pasan a ser calificadas como infracciones cri- 
minales (20).
La contravenciôn consiste en una mera violaciôn de las 
normas, violaciôn que en principio es meramente fo^ - 
mal, pero no se excluye la producciôn de resultados - 
mientras éstos no sean los calificados en otros tipos 
pénales. El delito se construye en base a dos elemen- 
tos. Por una parte, la infracciôn de la norroa -bien de 
todas aquellas que dan lugar a la contravenciôn, bien, 
como generalmente ocurre, de un nûcleo nvâs reducido - 
de ellas-, y por otra, la puesta en peligro de la sa­
lud ô de la fuerza de trabajo del sujeto protegido.
Tanto la contravenciôn como el delito estân configura 
dos como tipos de peligro. La contravenciôn, como ti-
20) Para este sistema y su terminologia Vid. GOEHLER 
OwiG Kommentar, cit. p. 19-20
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po de peligro abstracto, que encuentra su fundamen- 
to en que el legislador deduce de su experiencia el 
que la realizaciôn de la conducta descrita lleva —  
aparejada generalmente la producciôn de un peligro. 
El delito, como tipo de peligro concreto: el tipo - 
exige la producciôn concreta del peligro para la s^ 
lud Ô la fuerza de trabajo. Ija fôrmula tipica es por 
lo general una norma penal en bianco, si bien su con 
tenido se encuentra en la propia ley incriminadora -
(21) .
Hechas estas consideraciones générales,en lo que si­
gne nos limitamos a las infracciones pénales, -delj. 
tos-, y a los elementos comunes a todas estas leyes 
especiales.
El bien jurldico protegido por la sanciôn penal en - 
esta normativa es la salud e integridad corporal del 
trabajador, amenazado por los riesgos que se derivan 
de la actividad laboral y las condiciones de su rea- 
lizaciôn. Junto a la salud e integridad corporal,y - 
con excepciôn de la BewOG, se tutela también la fuer; 
za de trabajo ("Arbeitskraft"). Sin embargo, la doc- 
trina no ha logrado distinguir netamente entre uno y 
otro bien jurldico (22).
(21) Frente a la fôrmula del derecho anterior ("Las 
infracciones a esta ley serâs castigadas ..."), 
el tenor actual de los tipos es: "actûa contra­
venciona Imente quien dolosa ô culposamente in - 
frinja el pérrafo X,Y, Z, etc.".
(22) Vid. supra p.lSss . ExcepcionaImente, la GewO y la 
JAschG sancionan criminaImente conductas que no 
suponen puesta en peligro. Se trata de supuestos 
de comisiôn reiterada de contravenciones("beharr- 
liche Wiederholung"). En estos tipos subyace la 
protecciôn de la salud (peligro abstracto), si - 
bien se tutela en primer piano la seguridad del 
trâfico comercial, la obediencia a la Administra 
ciôn, etc. Vid. ERBS KOHLAAS, II, J 212, p. 134- 
135 y I, G 59, p. 184-185.
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Respecto al sujeto activo ha de decirse que, solamen 
te en la MuttSchG y en la JArbSchG el tipo esté con- 
figurado expresamente como delito propio del patrôn 
{"Arbeitgeber"). Las demés leyes emplean la fôrmula 
genérica del "el que En la préctica ésto no —
plantea problemas de interpretaciôn, pues sôlo el - 
patrôn y sus encargados estén en condiciones de re_a 
lizar la conducta tipica y asi, por un lado, la fôr; 
mula genérica se délimita por la naturaleza de las co 
sas y por otra los estrechos limites del delito pro­
pio se amplian en lo necesario en virtud de los pre­
ceptos del "actuar para otro" (pan 14 StGB y par9 OWIG)
(23).
Especial interés reviste el hecho de la no punibili- 
dad del trabajador que consiente en la infracciôn -- 
(v.gr. en la realizaciôn de un elevado numéro de ho- 
ras extraordinarias ilegales que ponen en peligro la 
salud). En la época nacional socialista se pretendiô 
lo contrario, lo cual era coherente con el hecho de 
que la tutela del trabajador se realizaba en cuanto a 
su carécter de obligado portador del interés estatal 
en la conservaciôn de la fuerza de trabajo nacional - 
("Nationalen Arbeitskraft"). Ya con anterioridad a e^ 
te periodo, y con posterioridad a él se entiende que 
la participaciôn del trabajador en la realizaciôn de 
infracciones contra las normas de protecciôn del tra­
bajo no es punible por ser contraria al fin tutelar - 
de la norma. El trabajador que colabora con el patrôn 
aceptando voluntarlamente la infracciôn de éste es un
(23) Vid. SCHOENKE/SCHROEDER/LENKNER, StGB Kommentar, 
18 ed. comentarios al par. 14.
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mero "participe necesario" y, en esa medida, impune
(24) .
Como se apuntô anteriormente, los elementos del tipo 
del delito son la infracciôn de la norma y la creaciôn 
del peligro, habiendo desaparecido con la ûltima refo^ 
ma otros elementos de carécter subjetivo como, por 
ejemplo, el énimo de lucro ô la falta de escrûpulos - 
("GewIssenlos").
Respecte al peligro se exige lo sea concreto para la - 
salud ô fuerza de trabajo del trabajador. La puesta -- 
en peligro de la salud se entiende como peligro de que 
se produzca ô se agrave una enfermedad corpora 1 6 men­
tal ô un menoscabo de la integridad corporal. La cali- 
ficaciôn de la concurrencia del peligro, que se basa - 
en las circunstancias de hecho, se réserva hoy a la -- 
consideraciôn de expertos en medicina 6 seguridad de - 
la empresa (25). La puesta en peligro no es una condi- 
ciôn objetiva de penalidad, sino elemento constitutivo 
del tipo, y, por lo tanto, ha de ser aceptado por el - 
dolo (26).,
Si el peligro dériva en lesiôn, los preceptos corres^ - 
pondientes del StGB desplazan a los de los delitos de 
peligro. Entre infracciôn de la norma y el peligro de^
(24) Vid KNOP - GROSSRAU, JArbschG Kommentar,cit., p.
2 59; SCHOENKE/SCHOEDER, StGB Kommentar, 18 éd., 
mtr. al par. 25, n. marg. 50 y 51. En general - 
el trabajador no puede ser en la legislaciôn aie 
mana sujeto activo tipico de los delitos contra
la protecciôn del trabajo. Vid. RABELS, Die Forde- 
rung nach einem strafrechtlichen Schütz der Arbeits 
kraft, Tesis, Hamburgo 1965, p. 100.
(25) POTRYKUS, en ERBS-KOHLHAAS, ob. cit., I,A 185, p.
73.
(26) POTRYKUS, eod. loc., II,M 218, p. 98.
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be haber una relaciôn de casualidad. El delito puede 
cometerse por omisiôn, en la medida en que la ley —  
impone al patrôn deberes positives de actuar.
Especial menciôn merece la estructura tipica de la - 
culpabilidad en todas estas leyes, particularmente - 
respecto de las figuras delictivas. Tanto los del_i - 
tos como las contravenciones contienen tipos dolosos 
y culposos. El legislador no ha seguido aqui el cri- 
terio mantenido en otras leyes especiales en el sentj^  
do de limitar el reproche penal criminal a la comi. - 
siôn dolosa, sin duda por que es consciente de que en 
este âmbito la forma de comisiôn més estadisticamente 
relevante es la culposa.
Habida cuenta de la estructuraciôn del delito en los 
dos elementos de infracciôn de la norma de seguridad 
y la puesta en peligro, el elemento subjetivo puede - 
adoptar respecto a ellos las siguientes variantes :
1.- Infracciôn dolosa de la norma + dolosa puesta en 
peligro.
2.- Infracciôn dolosa de la norma + puesta en peligro 
no abarcada por el dolo.
3.- Infracciôn de la norma y puesta en peligro culposas
Solamente en el primer supuesto es exigible la respon 
sabilidad por el delito doloso, es decir, cuando el - 
autor incuitiple conscientemente la norma de cuidado y 
quiere ô acepta el riesgo. La jurisprudencia alemana 
considéra suficiente el dolo eventual respecto al pe­
ligro estimado, con razôn, que ésta es la forma de —  
culpabilidad mâs susceptible de aparecer en la préctj. 
ca de la vida laboral, ya que la puesta en peligro no 
es nunca el objetivo directamente perseguido por el - 
autor. Lo que lleva aparejado la producciôn del peli-
gro es més bien el énimo de lucro, el espîritu de - 
empresa, etc. (27) .
En los supuestos de la variante segunda, lo que se 
realiza es el tipo culposo. El agente, a pesar de 
conocer el carécter de contrario a la norma de cui­
dado de su conducta no llega a prever que como con- 
secuencia de ella créa un peligro para el trabajador 
que puede y debe evitar, 6 bien, previendo el peli­
gro como posible, no considéra su producciôn como - 
probable. A este respecto es interesante hacer con^ 
tar que la previsiôn de ese riesgo no es exigida a 
cualesquiera, sino al patrôn ô a sus représentantes, 
es decir, a prcfesionales para los cuales no es di- 
ficil, "kraft Berufs", ni el conocimiento de la pro 
babilidad del riesgo ni el del contenido de las nor 
mas de cuidado (28).
Cuando ya la infracciôn de la norma de cuidado es - 
meramente imprudente -variante tercera-, p.ej., porque 
el agente, debiendo conocer, desconoce la existencia 
de la norma ô lo exigido de su aplicaciôn al supuesto 
de que se trate, no se daré lugar a responsabilidad 
criminal a no ser que la introducciôn del peligro sea 
facilmente prévisible (29).
Con respecto a las penas que se preven merec consigner 
se lo siguiente:
En los delitos la pena para la comisiôn dolosa es la 
de privaciôn de libertad hasta un aho ô multa, y para 
la culposa, de hasta seis meses ô multa. Ha de tener- 
se en cuenta que aunque privaciôn de libertad y multa
(27) POTRYCUS, eod. loc., I, A 185, p.73
(28) KNOP GROSSRAU, ob. cit., p. 256
(29) POTRYKUS, eod. loc., I, A 185, p. 73-74.
t 2 :i
aparezcan como penas de aplicaciôn altemativa, en 
virtud del 41 StGB, en los supuestos en que el - 
autor se haya enriquecido a través de la comisiôn 
del delito ô lo haya pretendido, el juzgador puede 
imponer la multa junto a la privaciôn de libertad, 
incluso cuando la multa no esté siquiera prevista 
como pena del delito de que se trate (30).
Junto a las penas anteriores se puede imponer una 
medida de seguridad consistante en la inhabilité - 
ciôn para el ejercicio de la profesiôn u oficio, - 
temporal ô definitiva, cuando el hecho haya sido - 
cometido con abuso de su profesiôn ô con violaciôn 
de deberes vinculados a ella, siempre que de la vé 
loraciôn del autor y del hecho se pueda deducir —  
que de seguir ejerciéndola llegaré probablemente a 
cometer de nuevo hechos de la misma naturaleza (31)
Con relaciôn a la multa contravenciona1 es de men- 
cionar aqui solamente lo elevado del grado méximo 
en que esté prevista en todas estas leyes especia­
les, en contraste con contravenciones de otro tipo, 
lo cual pone de manifiesto la intensidad del repro 
che del legislador a las infracciones de las normas 
de protecciôn de la seguridad en el trabajo. Pueden 
llegar hasta la cuantîa de 20.000 DM, mientras que 
en la Ley de contravenciones el méximo previsto es 
de 1.000 DM.
(30) SCHOENKE/SCHROEDER, StGB Kommentar, 18 éd., com. 
al p.41.
(31) Parégrafo 70 StGB.
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B/ PROTECCION FRENTE A LA PUESTA EN PELIGRO EN EL 
CODIGO PENAL (StGB).
El titulo de los "delitos de peligro comûn" del StGB 
contiene dos delitos que sirven a la protecciôn fren 
te a la puesta en peligro de la seguridad en el tra­
bajo. Se trata delp@^321, Dahos de instalaciones 
importantes y del{^f. 330, Contrucciôn peligrosa.
1. - El par321 ( "Beschédiqunq wichtiger Anlaqen") cas- 
tiga la puesta en peligro de las personas mediante - 
la destrucciôn 6 daho de determinados dispositivos - 
de seguridad en las explotaciones mineras. El prece^ 
to tiene reducida relevancia, no s61o por la limita- 
ci6n del âmbito objetivo de aplicaciôn, las explota­
ciones mineras, sino sobre todo, por el alejamiento 
de las conductas que se incriminan de las que rea^ - 
mente vienen a constituir la fuente del riesgo en la 
actividad laboral en general y, también, en las pro­
pias minas. Las conductas tipicas son la destrucciôn 
y los dahos dolosos de los dispositivos, sin embargo 
el problema real son las conductas omisivas, la no —  
instalaciôn 6 el mantenimiento defectuoso de los 
correspondientes dispositivos de seguridad.
Estos dos defectos se intentaron corregir por LANGE 
en los trabajos de la Gran Comisiôn (32). Sôlo logrô 
sin embargo que el "Entwurf 1962" extendiera la pro­
tecciôn a todo tipo de centres de trabajo y a todos 
los dispositivos que sirvan directamente a la segur_i 
dad en el trabajo. La cobertura tipica de las condu^
(32) LANGE, en "Niederschriften", vol. 13, p. 531 y 
vol. 5, p.295. Frente a los argumentes técnicos 
en su contra, estimaba que éstos eran de segun­
do range, atendida la necesidad de protecciôn - 
del bien jurldico, en vol. 13, p. 256.
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tas omisivas fué rechazada ( 334 E 62).
En el anteproyecto ("VorlSufige Zusammenstellung"VZ)  
recogîa dos alternatives para este precepto (VZ 
310) . En ambas se prevela junto a la conducta acti^ 
va (hacer inefectivos los dispositivos de segur_i - 
dad'/) la conducta omisiva ("la no instalaciôn, man 
tenimiento ô uso contraries al deber"). La exclus_i 
va de esta fôrmula de la redacciôn del f»ar334 del *E 
62*se fundamentô por la Comisiôn en que el tipo -- 
omisivo habrîa de construirse en base a una doble 
norma penal en blanco, la relative al contenido —  
del deber jurldico de actuar y la definidora de -- 
los sujetos a quienes éste se imputa (33).
De esta forma, el precepto mantiene una redacciôn 
que no le hace susceptible de llevar a cabo la ta­
rée politico criminal propuesta. Tanto en la ve_r - 
siôn todavîa vigente como en la del E 62 la conduc 
ta delictiva recuerda mâs al sabotaje y otros actes 
de violaciôn que pueden tener lugar en el curso de 
luchas laborales que a una auténtica protecciôn -- 
frente a los riesgos que derivan de la organizaciôn 
patronal de las condiciones de prestaciôn del tra­
bajo. Contra una tal redacciôn se habian manifesta- 
do antaho RADBRUCH y GROH en relaciôn al Proyectc - 
de 1927 (34).
(33) Entwurf eines Strafqesetzbuches mit Begründung,
(E 62) Bonn 1962, p. 511. El criterio que se - 
impuso fué el de mantener en leyes especiales
a los delitos de obligada construcciôn como no^ 
mas pénales en blanco, cfr. Niederschriften, vol 
XIII, p. 770.
(34) Cfr. en "Abhandlungen des 35. Deutschen Juristen- 
tages" Breslau 1928, vol. I, P. 862 y 922.
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2.- La seguridad fis ica del trabajo en el âmbito de 
la construcciôn es objeto de una protecciôn especial 
en el StGB. En el par.330 se centra lo que se viene de^  
nominando en algunos paises el "Derecho penal de la 
construcciôn". El parégrafo sanciona la puesta en pé 
ligro de la vida, la integridad corporal de las per­
sonas, a través de la violaciôn de las reglas técni- 
cas de construcciôn generalmente reconocidas, en el 
curso de la planificaciôn, direcciôn y ejecuciôn de 
una obra ô en el derribo de un edificio, asi como en 
la instalaciôn de dispositivos técnicos en un edifi^ 
cio ô en la modificaciôn de los ya existentes. Suje­
tos protegidos son los propios trabajadores y las —  
personas que pueden ser puestas en peligro por los - 
trabajos de construcciôn (35).
El tipo de la construcciôn peligrosa ("Baugeféhrdung" 
esté présente en el derecho penal alemén desde el 
digo penal de Prusia de 1851, en el que precisamente 
se situaba/ como par*202, entre los delitos de lesiones - 
(36), pasando en el StGB de 1871 el capitule de los - 
delitos de peligro comûn, en donde todavia hoy perma- 
nece enmarcado. La actual redacciôn introducida por -
(3 5) Vid. SCHOENKE/SCHROEDER, StGB Kommentar, 18 éd., 
par. 330; GALLAS, Die strafrechtliche Verantwort- 
tlichkeit der am Bau Beteilichten, cit., p. 14.
(36) Cfr. KITZINGER, Gemeinqefaehrliche Verbrechen und 
Vergehen, en "Vergleichende Darstellung des Deuts­
chen und Auslaendischen Strafrech, Bes. Teil, vol 
IX, Berlin 1906, p.3.
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la ley de reforma de 1975, proviene del E 62, en 
cuyos trabajos de preparaciôn fué objeto de amplia 
discusiôn (37).
La praxis de este viejo precepto y la discusiôn doc 
trinal sobre él han puesto de manifiesto varios pro 
blemas de interés. Por lo que respecta a la persecu 
ciôn del delito, ya NEUMEYER llamaba la atenciôn en 
1906 acerca de su debilidad (38). De los contados - 
supuestos en los que los jueces se decidian a actuar, 
destacaba la anormaImente alta proporciôn de senten- 
cias absolutorias (36%). En las decisiones condenatq 
rias la pena se reducîa en el 91% de los casos a la 
de multa, no llegando en ninguna de las sentencias - 
restantes a imponer penas de pris iôn de mâs de 30 -- 
dias, del total de un aho previsto por la ley. En -- 
tiempos mâs recientes, KOLHRAUSCH y LANGE podian s_e 
guir denunciando esta débil persecucion judicial co­
mo "una sensible laguna de la praxis de la proteq —  
ciôn del trabajo (39).
El delito, construido como de peligro concreto, coné 
ta de dos elementos fundamentales : la creaciôn de un 
peligro para la vida ô la integridad de las personas, 
como consecuencia de la infracciôn de una "régla té^ 
nica generalmente reconocida". Este ûltimo elemento 
convierte al 330 en algo mâs que una norma penal - 
en blanco, pues la remisiôn se hace no a otro precep 
to jurldico, sino incluso a normas elaboradas y reco 
nocidaë fuera del âmbito de la organizaciôn estatal, 
como son las organizaciones gremiales. Esto, que ha
(37) Vid. Entwurf 1962, Begrundung, cit., p.513
(38) NEUMEYER, Gefaehrliche Baufürung, en"Vergleichen 
de Darstellung", cit., Bes. T., vol. IX, p. 180.
(39) Cfr. KOHLRAUSCH/LANGE, StGB Kommentar, 42 éd.,
p. 662.
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sido conbatido por muchos en aras de la seguridad 
juridica (40), no es otra cosa que expresiôn de la 
imposibilidad con que el legislador se enfrenta en 
algunos casos para lograr una redacciôn tipica ago 
tadora de las conductas que merecen ser penaImente 
reprimidas. El delito estâ configurado como un "de­
lito de profesional", que, segûn NEUMEYER, viene a 
trazar la llnea divisoria entre la libertad de ac- 
ciôn del particular en todos los âmbitos de la ac­
tividad de la construcciôn y las necesidades de -- 
protecciôn de la comunidad (41).
El delito admite la comisiôn dolosa y la culposa - 
estableciéndose la penalidad en funcion de las va­
riantes que pueden presenter esas formas de culpa­
bilidad con relaciôn tanto a la infracciôn de la - 
norma técnica de cuidado como a la creaciôn de1 pe 
ligro: 1, infracciôn de la norma y puesta en peli­
gro dolosas (también dolo eventual): priv. de 1^ - 
bertad de hasta 5 ahos ô multa; 2, dolosa, infrac­
ciôn de la norma técnica y puesta en peligro culpp 
sa : priv. de libertad de hasta 3 ahos 6 multa; 3, 
infracciôn imprudente de la norma y también impru­
dente creaciôn del peligro: priv. de libertad has­
ta 2 ahos 6 multa.
NEUMEYER sehalaba también (42) el hecho de que en 
este tipo de conductas subyace casi siempre un ân_i 
mo de lucro, cuya consecuciôn lleva precisamente a 
la infracciôn de los deberes profesicnales y en dje 
finitiva a la creaciôn del peligro ô a la produc -
(40) Vid. NICKUSCH, en "NJW" 1967, p.811 ss. y 
HAMMER, en "MDR" 1966, p.977 ss.
(41) NEUMEYER, ob. cit. p. 181
(42) NEUMEYER, ob. cit. p. 188.
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ciôn de los dahos, lo cual -estima- habrâ de ser to 
roado en cuenta por el tribunal para la gradaciôn de 
la pena y, de lege ferenda, para considerar la con- 
veniencia de introducir una causa de agravaciôn de 
la pena por este motivo, bien para este delito con­
creto, bien como agravante genérica, al ejemplo del 
Côdigo penal suizo (43).
Otros problemas de interés que plantea este delito 
son los relabivos a los sujetos a activos y a las 
formas de culpabilidad, en particular, en los casos 
de comisiôn por omisiôn. Ambos han sido tratados -- 
ampliamente por GALLAS (44).
C/ PROTECCION PENAL FRENTE A MUERTE Y LESIONES
La tutela de la vida, integridad corpora 1 y salud - 
frente a su lesiôn efectiva, como consecuencia de - 
los riesgos propics de la actividad laboral, se -- 
actûa a través de lus tipos de homicidio y lesiones 
imprudentes ( pa^.222 y p&v.230) , careciendo de una -- 
protecciôn especifica. Estos preceptos incriminan - 
las conductas de "quienes por imprudencia causan la 
muerte, 6 lesiôn corporal, de otra persona", casti- 
gândose lo primero con privaciôn de libertad hasta 
5 ahos ô multa, y lo segundo con privaciôn de liber^ 
tad hasta 3 ahos 6 multa.
Anbas figuras delictivas contuvieron hasta la refor; 
ma de 2 de abril de 1940 un segundo pérrafo en el - 
que se conminaba con una pena agravada las muertes 
ô lesiones producidas con imprudencia profesional -
(43) Ver Côdigo penal suizo, art. 48 y 50 ("Gewinsucht")
(44) En ob. cit., passim.
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("Berufsfarlâssigkeit") (45): cuando el autor pres-
cindiô de la atenciôn a la que estaba obligado espé 
cialmente por su cargo, oficio ô industrie la pena 
podia elevarse hasta 5 ahos de prisiôn. En estos su 
puestos eran de incluir, entre muchas otras, las —  
imprudencias de los empresarios, técnicos de la coné 
trucciôn y encargados en relaciôn a los accidentes de 
trabajo.
Sin embargo, esta pena cualificada para la impruden­
cia del profesional se manifestô como gravemente in- 
justa, siendo los casos mâs significatives de ello - 
los de los conductores profesionales de véhicules (46) 
La imprudencia del especialista no en si misma y necje 
sariamente mâs grave que la del lego. la gravedad de 
la imprudencia depende siempre de las circunstancias 
del case concreto. En la actualidad, la supresiôn del 
pârrafo sigue siendo aprobada por todos (47).
Tanto el f^ u'222 como el 230 carecen de problemas -- 
dogmâticos de interés para el tema que aqui nos ocupa 
(48). Importa si, no obstante, la discusiôn politico
(45) Que tanto tipicamente como en su aplicaciôn ju­
risprudencia 1 era configurada mucho mâs amplia­
mente que en nuestro derecho, Vid. " Leipziger 
Kommentar", 3^. éd., 1925, p. 655,
(46) Vid. LISZT, Fahrlâssige Tôtung und Lebensgefâhr- 
dung, en "Vergl. Darstellung" cit., vol. V, B.T. , 
p. 149.
(47) Se elevô la pena bâsica y se suprimiô la causa 
de agravaciôn. Vid. DALKE, Strafrecht und Straf- 
verfahren, 37 ed. Berlin 1961, p. 279. La infrac 
ciôn del deber profesional de cuidado puede natu 
ralmente tomarse en consideraciôn para la grada­
ciôn de la pena de los homicidios y lesiones 
imprudentes.
(48) Sobre el par. 222 vid. LANGE en "Leipziger Kommen 
tar" 9^ éd., n. marg. 5, 10 y 13, con copiosa ju 
risprudencia. Para las lesiones dolosas vid. 
HIRSCH en misma obra, comentarios al par. 230.
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criminal que la doctrina alemana ha mantenido en 
orden a determinar cuales sean los medios mâs adje 
cuados a emplear para combatir la imprudencia que 
da lugar a accidentes de trabajo.
Con anterioridad a la reforma de 1940, AUERSWALD habia 
propuesto la introducciôn de una causa de agravaciôn 
de la pena en ambos delitos consistente en la infrac 
ciôn de normas de seguridad en el trabajo (49). La - 
critica a que esta propuesta fué sometida no estaba 
lejos, lôgicamente, de la que mereciô mâs tarde la - 
"Berufsfahlâssigkeit".
El problema de los accidentes de trabajo habia sido 
tomado en consideraciôn por la Gran Comisiôn al estu 
diar los delitos de homicidio y lesiones imprudentes.
Sin embargo, el En twu r f t 1962 no incluye una fôrmula 
especifica el respecte al entenderse, por mayoria, - 
que el problema encontraba soluciôn adecuada en el - 
marco de los tipos aprobados (50).
Los autores del Altemativ Entwurf (AE) han ofrecido 
una soluciôn diferente, conectada a la creaciôn de - 
nuevos tipos especiales de puesta en peligro de la - 
vida y la salud de la persona y que se asienta en la 
idea de que de lo que se trata para incrementar la - 
protecciôn de la persona no es tanto de incrementar 
las penas como de adelantar la protecciôn pénal al - 
momento de la creaciôn del peligro. En la Exposiciôn 
de motivos se dice que, sobre la base de estos nué - 
vos tipos, se deberia comprobar la conveniencia de - 
introducir una agravaciôn de la pena para los supueé
(49) En el marco de una agravaciôn general por infrac 
ciôn de reglamentes cfr. AUERSWALD, Der strafrech- 
tliche Schütz der Arbeitskraft, en "Abhandlungen 
des 35. Deutschen Juristentages", vol. II, Berlin 
1028, p. 892.
(50) Vid. Entwurf 1962, Begründung, cit., p. 275-276
tos en que culposamente se haya producido un resul_ 
tado de muerte 6 lesiones a través de la conducta 
descrita en el tipo de peligro (51) . El AE recondu 
ce asi el problema de los resultados de lesiôn efeé 
tiva al âmbito de los delitos de puesta en peligro. 
La pretensiôn de que ésta sea una soluciôn global - 
al problema de la protecciôn de la seguridad en el 
trabajo nos induce a detenernos en este punto, para 
retomarlo mâs adelante, cuando demos un tratamiento 
conjunto a la tutela frente a la puesta en peligro 
(52).
(51) Alternativ Entwurf (AE), Straftaten gegen die 
Person, Bes. Teil, vol. 1, Tubinga , 1970, p.21 
y 51.
(52) Vid, infra, Cia.xJI.
2/ DERECHO ITALIANO
La protecciôn sancionadora de la seguridad en el tra 
bajo en la legislaciôn italiana se acomoda a la es; - 
tructura general del sistema punitive: delitos y con 
travenciones. La forma extremadamente irregular y —  
asistemâtica que el desarrollo legislative ha segui­
do en esta materia (1), impone perfiles peculiares a 
la estructura del sistema sancionador que hacen dif_i 
cil su Clara exposiciôn, particularmente, la superpo 
siciôn mutua entre las infracciones y sanciones con­
travenciona les y delictivas, y, dentro de éstas, unos 
delitos respecto a otros.
A/ PROTECCION DE LA SEGURIDAD EN EL TRABAJO FRENTE A
LA PUESTA EN PELIGRO.
1.- Conductas tipicas contravencionales
a) Contravenciones especlficas.- Constituyen infrac­
ciones con tra venciona les todas las descri tas en elD-de 
27 de abril de 1955 (Norme per la prevencione degli - 
infcrtuni sul lavoro) , a lo largo de 3 0 del total de 
791 articules que dicha norma contiene (2). Se trata 
de supuestos de omisiôn de medidas concretas de segu­
ridad, de instalaciôn de dispositivos y otras caute- 
las previstas en la norma, las cuales, al parecer de 
legislador, suponen fuentes de peligro para la segu­
ridad y que por ello son castigadas con pena contra­
venciona 1. Son conductas de mero peligro abstracto -
(3) y, en su virtud, basta la mera infracciôn de la
(1) Vid. una exposiciôn del mismo en MAFFEI y MANCUR 
SO, II diritto penale e administrativo del lavoro, 
Roma 1971, p. 11 y ss.
(2) Puede verse todo el articule en PIZZIMENTI, Manua­
ls de i reati e délia sanzioni penali nella vigente 
leqislazione del lavoro, Roma 1971, p.199 y 22.
(3) En la terminologia italiana "delitos de peligro pr£ 
sunto" sobre ésto vid. BARBERO SANTOS, Contribuci- 
ôn al estudio de los delitos de peligro abstracto. 
An ADP 1973, p. 492.
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norma para que se actûe la sanciôn, s in necesidad 
de comprobar la concreta presencia del peligro (4).
La pena prevista es, en principio, la de multa, pe 
ro "en los casos de mayor gravedad" se impone el - 
arresto hasta très meses. Estos supuestos cons titu 
yen una causa de agravaciôn de pena (5).
b) Junto a las anteriores contravenciones especîfj. 
cas de seguridad se encuentra la inobservancia de 
las disposiciones impartidas por los Inspecteras - 
de trabajo en ejercicio de sus funciones. A este - 
respecto hay que distinguir, a partir de la Ley —  
de despenalizaciôn de 3 de mayo 1967, dos hipôté - 
sis: cuando se trate de disposiciones impartidas - 
meramente para hacer conformer los locales 6 mé -- 
dios de trabajo a las normas reglamentarias de se­
guridad, el incumplimiento de las mismas da lugar 
solamente a responsabilidad administrativa, mieé - 
tras que cuando se trate de dispos iciones por motj. 
vos de urgencia (referencia a peligro) se darâ lu­
gar a responsabilidad contravenciona1 en base al - 
art. 650 c.p. (6).
(4) Vid. SMURAGLIA, La sicureza del lavoro Q la sua 
tutela penale, Pilan 1974, 3^ éd., p.177 ss.
(5) Esta es la posiciôn actual de la doctrina y la 
jurisprudencia. Anteriormente su naturaleza era 
discutida: infracciôn autônoma, elemento del tj^  
po, etc. Sobre ésto Vid. SMURAGLIA, ob. cit. p. 
188, ss.
(6) Vid. CARBONI, I limiti délia tutela penale delle 
ordinanze sindacale. en'blDPP*1976, p. 343 ss., 
(nota a sentencia).
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2/ Tipos delictivos.-
El côdigo italiano contiene dos tipos de delito di. 
rigidos especificamente a la tutela de la segur_i - 
dad en el trabajo: el art. 437, dolosa omisiôn ô - 
remociôn de dispositivos de seguridad contra acci­
dentes de trabajo, y el 451, para la conducta cul­
posa. Ambos se encuentran en el tltulo VI, relati­
ve a los delitos contra la "incol4nita" pûblica, pje 
ro s in embargo se encuentra el primero bajo la rû- 
brica de los delitos de peligro comûn mediante vio 
lencia y el segundo entre los delitos culposos de 
peligro comûn (cap. ii y iii respectivamente). Es­
tos preceptos son introducidos por el Côdigo Rocco 
y carecen de precedentes en la legislaciôn ant^ —  
rior ( 7) .
El art. 437 castiga la omisiôn dolosa de colocar - 
in s ta lac ion es, aparatos 6 seha les destinadas a pré­
venir desastres ô accidentes de trabajo, y la modi­
ficaciôn 6 daho de los mismos. La pena prevista es 
la de privaciôn de libertad de seis meses a cinco 
ahos ("reclusione"), que se eleva a privaciôn de - 
libertad de très a diez ahos cuando del hecho derj. 
ve un desastre ô accidente.
Se trata para la Doctrina italiana de un delito de 
peligro comûn "presunto", en el que la producciôn 
efectiva del daho actûa sôlo como causa de agrava­
ciôn de la pena (8).
(7) La legislaciôn prevenc ion is ta hacia referencia 
en algunas ocasiones al art. 434 del Côdigo Zé 
nardelli, que castigaba con carâcter genérico 
la inobservancia de las ordenanzas administra- 
tivas, V. SMURAGLIA, ob. cit., p. 150.
(8) Vid. PETTOELLO MANTOVANI, La tutela penale de 
1 attivita lavorativa. Milan 1964, p. 36 ss.; 
SMURAGLIA, ob. cit. p. 153.
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El objeto de tutela, es doble. Por un lado, la r£ 
ferencia a los desastres dirige la protecciôn ha- 
cia la integridad de la economla nacional. Por —  
otro, y en lo demâs, pretende la salvaguardia de 
la seguridad en el trabajo pero en el âmbito de - 
la defensa de la "incolumitâ" pûblica. Esta dupl_i 
cidad de bien juridico plantea graves problemas 
de interpretaciôn.
El marco de la "incolumitâ" pûblica supone una 
importante reducciôn de la necesaria protecciôn - 
de la seguridad, pues lo que en definitiva exige, 
es que el peligro ô lesiôn se proyecte a un nûme- 
ro determinado de personas y no a la comunidad 
en abstracto, de lo cual se dériva que cuando se 
vea afectada una sola persona el hecho queda fue­
ra del tipo, realizândose éste ûnicamente cuando 
el peligro se proyecte sobre todos aquellos que - 
lleven a cabo la misma actividad en un mismo lugar. 
El elemento delimitador de la protecciôn tipica lo 
constituye la "diffusibilita" del peligro ô dano -
(9) .
Por otra parte, la relaciôn desastres - economla - 
nacional merece una consideraciôn especial, porque, 
a pesar de que los monografistas italianos no la - 
han prestado atenciôn, nos brinda una interesante 
indicaciôn acerca del carâcter de la tutela reaj. - 
mente pretendida por el legislador fascista. Se —  
trataba no tanto de tutelar la seguridad de las —  
personas en el trabajo como de protéger la econo - 
mla nacional.
(9) Vid. SMURAGLIA, ob. cit. p. 154.
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El doble objeto de tutela se corresponde asi con 
la estructura y direcciôn de la protecciôn civil 
de la seguridad en el trabajo. El deber de segu­
ridad es meramente un elemento mâs de los deberes 
del empresario en relaciôn a la marcha de la pro­
ducciôn y al interés del Estado (10). El espîritu 
conferido asi a todo el precepto ayuda a explicar 
el olvido al que el art. 437 fué relegado por la 
jurisprudencia y la Doctrina (11).
Por lo que respecta a las modalidades de la acciôn, 
el tipo recoge dos formas : a) la comisiva, "la mo­
dificaciôn ô dano de las instalaciones, aparatos, 
etc.', lo que configura al delito como instantâneo 
cuyo sujeto activo puede ser cualquiera que lo co­
me ta, Y b) una forma omis iva, recogida expresamen­
te : "omitir dolosamente la colocaciôn de ins ta 1^ - 
ciones, aparatos, etc.", lo que hace aparecer al - 
delito en este supuesto como permanente y, a la vez, 
plantea exigencia especificas respecto al circulo 
de sujetos activos tipicos.
Esta ûltima forma de realizaciôn del tipo constitu 
ye el nûcleo fundamental de la represiôn penal, 
pues el objeto de la protecciôn, la seguridad en - 
el trabajo, viene asegurado, por razones materiales, 
-es decir, por la naturaleza del proceso de produq 
ciôn y de trabajo-, a través del deber juridico de 
actuar en aras de la seguridad. Si en la protecciôn 
general de la vida y la integridad corporal la re-
(10) IguaImente en la Alemania nacional socialista, 
vid. supra p.2 7. Cfr. SMURAGLIA, ob. cit., p. 
25-25 y 80
(11) Como se verâ mâs adelante el fenômeno es idén 
tico al relative al art. 423 de nuestro Côdigo 
de 1944: "quebranto de la salud de los obreros 
y de la producciôn en general".
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gla es la prohibiciôn de conductas de matar 6 le- 
sionar, aqul, en el ânibito de la protecciôn de -- 
quien realiza una actividad laboral, la régla es 
el mandate de actuar de tal forma que no puedan - 
sobrevenir danos. El deber jurldico de actuar ti^ 
ne en este lugar por lo tanto una funcidn determi 
nante, de igual manera y por las mismas razones - 
que a la hora de fundamentar la responsabilidad - 
c ulposa (12) .
La determinaciôn del contenido de la conducts exi. 
ge una interpretaciôn de los términos: "instalacio 
nés, aparatos y senales", la cual se lleva a cabo 
a través del criterio del destine de los mismos: - 
s61o los que sirvan a la prevenciôn de los acciden 
tes de trabajo. Por otra parte, las medidas cuya - 
omisiôn da lugar a la aplicaciôn del art. 437 no son 
exclusivamente las expresamente prescrites por las 
normas légales, sine todas aquellas que sean exigi- 
das por la ley 6 por la particularidad del trabajo, 
la experiencia 6 la técnica (13),
El sujeto active del 437 se détermina, como ya se 
ha apuntado, en funciôn de cual sea la raodalidad - 
de la acciôn: en el supuesto de acciôn comisiva -- 
-alteraciôn 6 daAos- serâ cualquiera que realice - 
materialmente los hechos, y en la hipôtesis omisi- 
va lo serân solamente aquellos en quienes recaiga
(12) Vid. infra, p.2784*.
(13) Todo ôsto en base al art. 2087 del c.civil.
En este sentide v. ZAGRELBESKY, Disciplina 
penale dell'omisione di aparechiature dirette
a prevenire infortuni sul lavoro, en RIDPP 1969, 
p. 756, y la jurisprudencia en 'ciust. Pen 1956, 
II, p. 201.
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el deber jurîdico de actuar -deber de seguridad- y 
lo hayan incumplido.
El art. 437 incrimina exclusivamente la conducta - 
dolosa, mientras que a la culposa se refiere el —  
art. 451. El problema de la culpabilidad se centra 
en el 437 en el contenido que haya de tener el do­
le. Una vez mâs hemos de distinguir las dos modali 
dades de la'acciôn. En las conductas comisivas bas^ 
ta la conciencia y voluntad de alterar 6 danar los 
aparatos y dispositivos de seguridad. En los cases 
de omisiôn se trata de la conciencia y voluntad de 
violar la propia obligaciôn jurîdica de tomar las 
necesarias medidas destinadas a la prevenciôn de - 
accidentes (14). La jurisprudencia no exige la con 
ciencia del peligro, por no ser éste elemento del 
tipo de los delitos de peligro abstracto (15). Es- 
to plantea graves problèmes de justicia material,- 
especialmente en los casos en que se produce el re^  
sultado lesivo, ya que el art. 437 configura a és­
te como una mera cualificaciôn objetiva, y asî, —  
tampoco, liberarâ a autor de la imputaciôn de dicho 
resultado a tîtulo de dolo el que su conciencia ni 
siquiera haya captado la existencia del peligro (16)
(14) Vid. MANZINI, Tratatto, VI, 1962, p. 339
(15) V. dos sentencias de 1971 y 1973 en * G lus t. Pen'' 
1974, II, p. 239 y 240
(16) SMURAGLIA admite esta responsabilidad objetiva 
por el resultado, limiténdose a reafirmar la 
necesidad de una cuidadosa comprobaciôn de la 
relaciôn de causalidad, V. p.164-165. La eleya 
ciôn de la pena que la producciôn del resultado 
impone es considerable, de 6 meses a 5 afios pa- 
sa a ser de 3 ahos a 10.
La conducta culposa viene contenida en el art. 451, 
bajo la rûbrica de "omisiôn culposa de cautelas ô 
defenses contra desastres ô accidentes de trabajo".
En él se incriminan a los que culposamente omiten 
la colocaciôn, Ô modifiquen ô hagan inservibles ap^ 
ratos û otros medios destinados a la extinciôn de 
incendies, al salvamento ô socorro contra desastres 
ô accidentes de trabajo.
No obstante lo expuesto, la particular redacciôn que 
el legislador italiano ha dado al art. 561 hace su^ 
gir entre la doctrine sérias dudas acerca de si la 
diferencia entre ambos preceptos se reduce exclusj. 
vamente al tipo subjetivo ô alcanza incluse a los - 
mismos elementos objetivos. La cuestiôn se conecta 
con una diferenciaciôn entre elementos de preven -- 
ciôn ex ante -que serian los comtemplados en el art 
437- y elementos de seguridad ex post, destinados a 
reducir la gravedad de las consecuencias de los even 
to s dafiosos ya produc idos, a los que harîa referenda 
el art. 561. Si esto es asi, se llega a la anômala - 
conclusiôn de que se castigan como delito conductas 
menos graves que otras que tienen mero caracter con- 
travencional (17). Se trata aqul solamente de consig 
nar la existencia de ta 1 problema, para pcner de re­
lieve lo transcendente que résulta una infeliz redaq 
ciôn de la norma penal en el campo que nos ocupa, 
pues no solo conduce a resoluciones contradictorias, 
quebrantando as! la seguridad jurîdica, sino que 
también se convierte en un factor déterminante a la 
hora de retraer a los jueces cuando se enfrentan con
(17) La omisiôn culposa de medidas de seguridad diri-
gidas a evitar la producciôn de accidentes serâ i
impune como delito,mientras que si séria punible
como tal la omisiôn culposa de medidas de seguri
dad ex post,v.gr.,obligaciôn de colocar barandi-
llas en los andamios,en el supuesto primero, y,en
el segundo, obligaciôn de disponer de un botiquin
de urgencia. Vid.sobre ésto: PETTOELLO MANTOVANI 
Ta tutela penale.. cit., p. 25 ss.
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Za calificaciôn de estos hechos, hasta el punto 
de provocar una sistemâtica inaplicaciôn de uno 
y otro precepto del côdigo italiano (18). Todo 
ello hace evidente la conclusiôn de que no bas- 
ta para considerar un determinado bién jurîdico 
como penalmente protegido el que éste sea reco- 
gido en el catâlogo de bienes jurîdicos del cô­
digo. Es necesario que se cumplan los presupues 
tos técnicos que hacen viable la aplicaciôn prâc 
tica de los preceptos de que se trate, de lo con 
trario se provoca irremediablemente la inaplica­
ciôn y, con ello, la permisiôn de lo que es in - 
justo criminal (19).
3.- Relaciôn entre los delitos del art. 437 y - 
561 y las contravenciones en materia de protec - 
ciôn de la seguridad en el trabajo.
Una aplicaciôn consecuente de los principios que 
informan el sistema italiano de delitos y contr^
(18) Cfr. ZAGRELBESKY, Disciplina penale dell'omi- 
ssione., cit. p. 750.
(19) Al igual que ha sucedido con nuestro art.427, 
antes 423, Vid. mâs adelante, Cap.xr.
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venciones (20) deberia haber llevado a centrar la 
responsabilidad contravenciona1 en aquellas conduq 
tas que por infringir las normas de seguridad en - 
trabajo supongan un mero peligro abstracto para las 
personas, limitando la tipificaciôn como delito a - 
aquellas conductas que infringiendo la norma de se­
guridad impliquen la producciôn de un peligro con - 
creto.
Pero en el campo que nos ocupa, no ha sido éste el 
procéder del legislador, que ha configurado como de^  
lito, también, conductas de mero peligro abstracto 
(21). El problema radica en el pârrafo 1 del art.437
(20) SMURAGLIA entiende que "lo propio de la contra- 
venciôn consiste en llevar a cabo la protecciôn 
en una fase de tal manera lejana a la verifica- 
ciôn de un daho que constituye el antecedente - 
directe de aquella en la que se realiza una si- 
tuaciôn de peligro concrete. Se trata de sanciq 
nar especificamente la conducta de quienes pq - 
nen los presupuestos y las condiciones por las 
cuales se puede verificar al peligro concrete: 
la conducta inobservante debe ser castigada en 
su raiz, en el memento mismo en el que se real_i 
za el incuraplimiento de la obligaciôn jurîdica
e independientemente de las consecuencias que - 
de ella puedan derivarse", ob. cit, p. 127. So­
bre la naturaleza de las "contravenzioni" y su 
relaciôn con los delitos y en una prespectiva - 
de derecho comparado, vid. MATTES, p. 344 ss. En 
cualquier case, una buena parte de las contraven 
clones contenidas en el côdigo son tipos de peli_ 
gro, y las més de las veces, de peligro abstrac­
to, vid MATTES, eodem loc.,p.355-356
(21) SMURAGLIA, ob. cit., en p. 153, definiendo la eq 
tructura del delito y en p. 164, justificando que 
por ser delito de peligro abstracto, el peligro 
no requiere ser captado por el dolo.
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que tipifica, junto a las conductas comisivas de re 
sultado, la omisiôn de instalaciôn de dispositivos 
de seguridad. En esta hipôtesis, al consumarse el - 
delito con la mera inobservancia del deber de actuar 
exigido s in que, por una parte, el tipo requiera que 
se den otros elementos -como p.ej., el concrete pelq 
gro-, y, por otra, siendo igualmente tipicas la for­
ma dolosa y la culposa, tanto en la modalidad de de­
lito como en la de contravenciôn, se présenta un con 
curso de leyes sin soluciôn ante hechos a los que el 
ordenamiento ha conferido, como dice PETOELLO MANTOVA 
NI, una doble ilicitud (22).
El problema es dificilmente soluble en derecho italiq 
no, donde no existe un precepto como el art. 68 de - 
nuestro Côdigo, que da salida a estos casos en que - 
dos leyes se encuentran en una pura relaciôn cfe aJL - 
ternatividad (y no de especialidad ô subs idiariedad) : 
se aplicarâ el precepto que aplique mayor sanciôn al 
delito ô falta cometido (23)
La soluciôn ha quedado en Italia a 1 arbitrio del in­
terprété: para unos la legislaciôn especihl de 1955 
ha derogado el art. 437; otros quieren ver una rela­
ciôn de especialidad dônde no la hay; y, por fin, -- 
hay quienes no vacilan en imponer a la vez pena y -- 
sanciôn contravenciona1 (24). PETOELLO MANTOVANI, que 
dedica amplia atenciôn al problema, pone en claro que 
se trata de un grave defecto legislativo: en la elabq 
raciôn de la ley de 1955 se ignoré la existencia en -
(22) PETTOELLO MANTOVANI, La tutela penale.. cit. p. 
100.
(23) Vid. RODRIGUEZ DEVESA, Parte General, 1974, p.160 
ss.
(24) Vid. ZAGRELBESKY, Disciplina penale de 11'omissione 
cit., p. 752, SMURAGLIA, ob. cit., p. 165 ss.
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el côdigo penal de los preceptos que nos ocupan, lo 
cual tuvo su causa indudablemente en la total falta 
de aplicaciôn de los mismos desde la promulgaciôn - 
del côdigo hasta esa fecha (25). La cuestiôn ha sido 
una mera discusiôn teôrica, habida cuenta de que la 
prâctica judicial ha seguido olvidando la existencia 
del art. 437 con posterioridad a 1955. Solamente en 
los ûltimos ahos, con el "redescubrimiento" por los 
tribunales del precepto indicado, se ha apuntado por 
ZAGRALBESKY y dos sentencias recientes una soluciôn 
positiva, soluciôn que se asienta en la tesis de GA­
LLO sobre los delitos de peligro (26): no serâ consq 
derado como realizado el tipo de delito del art. 437 
en aquellos casos en que se haya podido demostrar la 
imposibilidad de realizaciôn del peligro. Estos su - 
puestos pasan asi a constituir la ôrbita especifica 
de las infracciones y penas contravencionales (27).
En esta breve exposiciôn relative a las contravenciq 
nés no debe omitirse el que las infracciones en mate
(25)En p. 98. Efectivamente la primera sentencia que 
aplica el art. 437 es de 22 de abril de dicho aho, 
es decir, très meses después de que el problema 
de la protecciôn de la seguridad en el trabajo - 
fuera planteado a nivel nacional e internacional: 
Ley de 12 de febrero de 1955 que autoriza al Go- 
b i e m o  a legislar en la materia con bien distintos 
presupuestos a los de la "sensibilita degli anni 
trenta", y conferencia ad hoc de la O.I.T. en 1948
(26)GALLO, I reati di pericolo, en Foro Penale 1969, p 
1 as. Hay versiôn castellana en Homenaje a Jime- 
nez de Asûa,Buenos Aires 1970, p. 653 ss.
(27)ZAGRELBESKY, Disciplina penale.. cit., p. 762, y 
la sentencia de 14 de marzo de 1973 en Giust.Pena- 
le 1974, II, col. 244.
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ria de seguridad e higiene en el trabajo no se ban 
visto afectadas por la Ley de despenalizaciôn de - 
24 de diciembre de 197 5, que convierte, salvo exceq 
clones expresamente previstas como la présente, a - 
las contravenciones castigadas con pena de multa en 
meras infracciones administrativas (28)
B/ PROTECCION DE LA SEGURIDAD EN EL TRABAJO FRENTE A 
MUERTE O LESIONES
Cuando a consecuencia del incumplimiento del deber - 
de seguridad se produce la muerte 6 lesiôn de alguna 
persona se abren en el Côdigo italiano dos vlas de - 
represiôn penal: a) cuando el resultado es debido a 
una omisiôn especifica de instalar aparatos y dispo­
sitivos necesarios destinados a la prevenciôn de acci 
dentes de trabajo, y dicha omisiôn haya supuesto un - 
peligro para la seguridad pûblica, serd de aplicaciôn 
el pârrafo 2Q. del art. 437 que preve la pena de pri- 
vaciôn de libertad de 3 a 10 afios; b) cuando el resul^ 
tado lesivo tenga su causa en cualquier otra omisiôn 
del cuidado debido en relaciôn con la seguridad en el 
trabajo se aplicarân los tipos de homicidio ô lesiones 
culposas de los art. 589 y 590, que tras su reforma 
en 1966 prevén para estos supuestos una pena agravada 
que en caso de homicidio es de 1 a 5 afios.
La hipôtesis del art. 437 ss pues un supuesto especial 
por su configuraciôn tlpica y por la gravedad de la - 
pena. Expondremos por lo tanto en primer lugar los t_i
(28) Las excepciones a la despenalizaciôn son relati­
vas a las normas laborales, incluidas las de prq 
venciôn de accidentes, las alimentarias, medio 
ambiante, construcciôn y urbanisme. Vid. el tex­
te de la Ley en LATTANCI, I codici penali. Milan, 
1976, p. 2.367 ss. El ûltimo proyecto de despena 
lizaciôn enviado por el Gobierno al Parlamento 
italiano, que avanza aûn mâs en esta lînea, man- 
tiene la exclusiôn de los delitos de infracciôn 
de normas laborales. Vid. en ‘kiDPP" 1978, p.
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pos de homicidio y lesiones culposas.
1.- Homicidio y lesiones culposas por infracciôn de 
normas de seguridad en el trabajo.- El Côdigo penal , 
que para la incriminaciôn de las conductas culposas 
punibles sigue el sistema de construir especlficos - 
"crimina culposa", tipifica el homicidio culposo en 
el art. 589, y las lesiones del mismo carâcter en el 
590.
El articule 589 castiga con privaciôn de libertas de 
seis meses a cinco ahos, a quien causa "per culpa" la 
muerte de un hombre. El art. 590 castiga con penas - 
graduadas conforme a la gravedad de los resultados la 
producciôn culposa de lesiones persona les. La Ley de 
11 de mayo de 1966 introdujo en ambos tipos culposos 
dos causas de agravaciôn de la pena: la comisiôn del 
hecho con violaciôn de las normas de la circulaciôn ô 
de las de prevenciôn de accidentes de trabajo. En su 
virtud, la pena aplicable en caso de muerte serâ la 
de privaciôn de libertad de uno a cinco ahos; si se 
producen lesiones y éstas son graves, privaciôn de Iq 
bertad de 2 a 6 meses 6 multa, y si son gravlsimas, - 
de 6 meses a 2 ahos (29) .
El legislador ha pretendido dotar de una mâs enérgica 
protecciôn a la vida y la integridad de las personas 
a través de esta sanciôn agravada por la omisiôn del 
cuidado debido en dos ôrdenes de la vida de especial 
transcendencia cuantitativa y cualitativa en la sociq 
dad industrial (30).
(29) Cfr. arts. 589, 2Q y 590, 3Q.
(30) Sobre la naturaleza de esta agravaciôn Vid. DE 
FRANCESCO,Profil! sistematici dell'omicidio col- 
poso commesso con violazione delle norme sulla 
disciplina délia circolazione stradal, en RIDPP" 
1978, p. 429 ss.
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El elemento constitutivo del delito culposo en este 
àmbito de la relaciôn laboral radica en la violaciôn 
de las obligaciones respecte de las condiciones de 
seguridad en el trabajo impuestas por el art. 2087 - 
del Côdigo civil, en el cual se individualizan los - 
criterios para la valoraciôn del cuidado debido al - 
que el patrôn debe atenerse en la organizaciôn del 
trabajo de aquellos que de él dependen (31). En con­
secuencia, la muerte ô lesiones se imputan a titulo 
de culpa a quien actuô s in la d îligencia debida en - 
la organizaciôn y vigilancia de las condiciones de 
seguridad de la prestaciôn de trabajo de sus depen- 
dientes, provocando con su actuar directamente el rq 
sultado, ô siendo su causaciôn originaria independien 
te de él y pudiendo evitarlo, no impidiô con su ac­
tuar la producciôn del mismo, todo ello dentro de las 
condiciones de previsibilidad de dichos resultados, - 
previsibilidad cualificada por el hecho de ser la exj. 
gible a un profesional (32).
2.- Cuando la producciôn del resultado de muerte ô 
lesiones sea imputable a la conducta de aquél que do- 
losamente se haya abstenido de instalar los aparatos, 
dispositivos ô sehales necesarias para la prevenciôn 
de accidentes, y esa omisiôn haya supuesto un peligro 
para la seguridad pûblica se habrâ realizado lo pre- 
visto en el art. 437, pâr. 2Q: "si del hecho (de la 
omisiôn) dériva un desastre ô un accidente, la pena
(31) Asî SMURAGLIA, ob. cit., p. 223.
(32) A la hora de valorar la extensiôn de la respon­
sabilidad por culpa interesa indicar el amplio 
marco objetivo de ésta en el derecho italiano, 
en particular, la llamada "colpa per inosservan 
za" .
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es de privaciôn de libertad de très a diez ahos.
Para la doctrina italiana, la previsiôn de este pàrra 
fo se trata de una circunstancia de agravaciôn de la 
pena de carâcter objetivo (34). La jurisprudencia ca- 
lifica esta hipôtesis como un delito cualificado por 
el resultado. Sobre estas bases, comprobado el carâc- 
ter doloso de la omisiôn de la instalaciôn de los di_s 
positivos de seguridad, y no debiendo excluirse en fun 
ciôn de los criterios de GALLO, mâs arriba expuestos, 
el que no se haya puesto en peligro la seguridad pôbl_i 
ca, bastarâ comprobar la relaciôn de causalidad entre 
omisiôn y resultado para que deba aplicarse la pena in 
dicada (35). Como fué indicado antes no se exige que se 
dé ni siquiera culpa respecte del resultado producido, 
lo cual es criticable. No lo es, s in embargo, el que 
se excluya del tipo el dolo respecte al resultado, -- 
pues, si se diera tal, nos encontreriamos ante un de­
lito de estragos. La censura es merecida solamente pq 
ra lo primero, en cuanto constituye violaciôn del prin 
cipio de culpabilidad. La agravaciôn objetiva de la pe 
na parece descansar en que, en base a ia experiencia, 
el legislador entiende que estas omisiones dolosas de 
grave peligro son en realidad conductas de dolo even­
tual respecto del resultado, y, por ello, las castiga 
como dolosas pero prescindiendo de la prueba de la prq 
sencia del mismo e, incluso, de la mera imprudencia.
A modo de sintesis puede decirse que cuando se produz- 
ca un resultado, no imputable a titulo de dolo, a con­
secuencia de la omisiôn por el patrôn del cuidado debi.
(34) Cfr. MANZINI, Tratatto, VI, 1962, p. 271, en re­
laciôn con la p. 339
(35) Cfr. la sentencia de 14 de marzo de 1973 en Giust 
Penale, 1974 cit.
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do en relaciôn con la seguridad en el trabajo se 
aplicarâ el pâr. 2Q del art. 437 solamente cuan­
do se den las circunstancias siguientes: 1, omi­
siôn dolosa de instalar; 2, dispositivos, apara­
tos ô sehales destinados a la prevenciôn de acci 
dentes, y 3, se ponga en peligro la seguridad pû 
blica. La producciôn del resultado lesivo faltan 
do uno de estos elementos excluye la aplicaciôn 
de la pena mâs grave del art. 437 e impone la via 
de los del homicidio ô lesiones culposas de los 
arts. 589 y 590.
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3/ DERECHO FRANCES
El cuerpo normative de la seguridad e higiene en el 
trabajo estâ contenido en el libro II (Parte legis- 
lativa) del Code du travail, en su Titulo III com - 
prensivo de 4 capitules, que se compléta en la par­
te reglamentaria correlativa de taies disposiciones 
contenida también en el mismo Côdigo.
A modo de breve introducciôn ha de decirse, primero, 
que se impone un deber genérico de mantener los es- 
tablecimientos,locales de trabajo, y mhquinas e inq 
trumentos de forma que esté garantizada la seguri. - 
dad de los trabajadores (art. L.232-1 y L.233-1), - 
segundo, que el Côdigo establece una amplia gama de 
normas de seguridad que vienen formuladas de forma 
genérica, particularizândose solamente para tipos - 
especiales de trabajo en los reglamentos administra 
tivos (art. L.231-2), y, tercero, que el deber de - 
seguridad se imputa al empresario y, en correlaciôn 
con la delegaciôn del poder de direcciôn de éste, a 
sus directores, gerentes y encargados (art. L.263-2) 
(1) .
En la actualidad, y tras una profunda reforma legiq 
lativa (2), el sistema sancionador se estructura en 
base a très tipos de infracciôn y de sanciôn: por - 
una parte hay infracciones configuradas como delitos 
(délits) , como contravenciones y como illcitos admj. 
n istrativos, y por otra, y respectivamente para ca- 
da una de allas, penas correccionales (peines correc
(1) Vid. COEURET, Pouvoir er responsabilité en Droit 
penal social, en "Droit Social" 1975, p.396 ss. 
BOUBLI, La délégation de pouvoirs depuis la loi 
du 6 december 1976, en "Droit Social" 1977, p.82 
ss.
(2) Vid. las referencias a las reformas legislatives 
en la Rev. Sc.Crim. 1974,p.619-624 y 1977, p.359- 
362 y 365-368.
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tionelles) penas de policla (peines de police) y san 
ciones administrativas. La calificaciôn como delito 
6 contravenciôn se asienta en el hecho de que la in­
fracciôn de las normas de seguridad haya ô no lleva­
do aparejada la puesta en peligro de las personas ô 
la producciôn de muerte ô lesiones. El ilicito admi- 
nistrativo es en principio independiente de taies rq 
sultados.
A/ SANCIONES (MEDIDAS) ADMINISTRATIVAS Y PENAS CON - 
TRA VENC lONA LE S .
Producida una infracciôn de una norma de seguridad e 
higiene establecida reglamentariamente de forma exprq 
sa, la Inspecciôn de trabajo estâ facultada para impq 
ner una especie de medida de seguridad administrativa 
denominada apremio previo ("mise en demeure préalable" 
y que consiste en un emplazamiento al empresario para 
que se someta a las prescripciones reglamentarias 
(art. L.231-4). El incumplimiento del apremio consti­
tuye delito (art. L.263-2).
Cuando la infracciôn no lo sea de normas especificas 
contenidas en preceptos reglamentarios sino de las -- 
normas genéricas de cuidado, como, p.ej., las relati- 
vas a la organizaciôn del trabajo, y de ella derive u 
na situaciôn fâctica peligrosa, el Director departa - 
mental de trabajo puede ordenar el "apremio", consti- 
tuyendo su incumplimiento solamente una infracciôn —  
contravenciona1 (peine de police) (art. L.231-5) (3).
B/ DELITOS Y SANCIONES PENALES
1.- Delitos de infracciôn de normas de seguridad
a) La definiciôn del injusto criminal en materia de -
(3) Vid. MONNET, Aspects pénaux de la loi du 6 décembre 
1976, en "Droit Social" 1977, p. 74.
152
higiene y seguridad se centra fundamentalmente en el 
art. L.263-2 del Code du travail, que constituye una 
incriminaciôn genérica de las infracciones en este - 
âihbito. Sôlo contados preceptos contienen tipos espq 
cificos de délits. El art. L.263-2 establece que "los 
jefes de empresa, directores, gerentes ô encargados 
que por su faute personelle (4) hayan infringido las 
disposiciones de los capitulos i (prescripciones gé­
nérales) , II (higiene) y III (seguridad del titulo - 
tercero del Libro I .... serân castigados con multa 
de 500 a 3.000 francos".
Se trata de una norma penal en blanco cuyo complemen 
to se encuentra en el conjunto de preceptos de la -- 
ley que se enuncian en los capitulos a que hace refq 
rencia y en los reglamentos que los desarrollan. Es­
tos preceptos versan sobre higiene y salubridad en - 
los centros de trabajo (cap. II), seguridad strictu 
sensu (cap. III). Tanto unas como otras son normas - 
que establecen principios générales, asi, v.gr., el 
art. L.233-1: "Los establecimientos y locales de trq 
bajo deben estar organizados de tal forma que la se­
guridad de los trabajadores esté garantizada".
Las conductas comprendidas en el tipo constituyen 
delitQ habida cuenta de que la pena bâsica que se 
impone es una pena correccional (5). La conducta ti- 
pica no requiere en principio la producciôn de un re 
sultado de lesiôn o peligro, pero sin embargo no baq 
ta la mera infracciôn de las disposiciones a que el 
precepto se refiere para dar lugar a la responsabili 
dad criminal, pues el Côdigo de trabajo establece por
(4) Vld.RÇIlWRD.La Loi du 6-XII-1976 et la t^s on<a
-ions aux...tëqlgs du sécurité du trava urim ss,
(5) Cfr. MONNET, ob.cit.', p. 7Ô
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una parte, una condiciôn objetiva de procedibilidad 
(aa) y por otra, una incornpatibilidad de aplicaciôn 
simultânea al mismo hecho del precepto que tratamos 
y los de homicidio y lesiones culposas (bb).
(aa) Solamente cuando la infracciôn de las normas - 
de higiene y seguridad suponga un peligro grave ô - 
inminente para la integridad fisica de las personas 
podrâ abrirse por la Inspecciôn el procedimiento pq 
na1 (procès verbal) para exigir la responsabilidad 
por tal delito (art. L.231-4, pârr. 2).
(bb) Por otra parte, la puniciôn poe este precepto se 
excluye cuando a consecuencia de la infracciôn se hq 
ya producido muerte y lesiones y se hayan calificado 
los hechos como delito de homicidio ô lesiones "invq 
lontaires" de los arts. 319 y 320 del Code Pénal 
(art. L.263-2, pârr. 2) (6).
Es a través de este doble procedimiento indirecto cq 
mo el art. 263-2 se llega a configurar como un deli­
to de peligro concreto.
Dos elementos del tipo merecen aqul nuestro interés, 
la referenda al sujeto activo y lo relativo a la pq 
na .
Por lo que a lo primero respecta, el art. L.263-2, - 
pârrafo IQ., hace una expresa enumeraciôn de quienes 
son considerados autores: los jefes de empresa, dq -
(6) Hasta la reforma de 1978, en estos supuestos de 
muerte y lesiones calificables como homicidio 6 
lesiones culposas de Côdigo penal, los tribuna­
les no respetaban el "ne bis in idem" e imponîan 
junto con las penas del côdigo penal las sehala- 
das en el art. 263-2 del de trabajo, procedimien 
to que estaba justificado en la época en que la 
infracciôn del L-263-2 era una mera contravenciôn, 
pero que la ley de 1973 lo convirtiô en delito. 
Vid. MONNET, ob.cit., p.77-78.
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rectores, gerentes y encargados ("préposés") (7).
La pena que se prevé como principal es la de multa de 
500 a 3.000 F, la cual se aplica tantas veces como -- 
trabajadores de la empresa se vean afectados por la 6 
las infracciones cometidas (art. L.263-2, pârr.2).
En caso de reincidencia la puniciôn se eleva conside- 
rablemente: privaciôn de libertad de dos meses a un - 
aho y multa de 2.000 a 50.000 F, que se aplican alter 
nativa c cumulativamente (art. L.263-4). En este su - 
puesto, el Tribunal correccional podrâ, ademâs, ordq 
nar la clausura total ô parcial, definitiva ô tempo - 
ra1 del establecimiento en el cual no se hayan reali­
zado los trabajos de seguridad ô salubridad impuestos 
por leyes ô reglamentos (pârr. 3).
Junto a las anteriores penas principales de les arts. 
L. 263-2 y -4 se prevén otras dos de carâcter accesq - 
rio (art. L.263-6). La primera es la publicaciôn de - 
la sentencia condenatoria en los medios de difusiôn y 
a cargo del delincuente, y la segunda, de carâcter fq 
cultativo y sôlo en supuestos de reincidencia, la in- 
terdicciôn, por un periodo de hasta 5 ahos, del ejer- 
cicio de ciertas funciones que el juez enumere y bien 
en la empresa de que se trate, bien en una ô varias - 
categorias de empresas. La violaciôn de la interdiq - 
ciôn impuesta se castiga con multa de 2.000 a 50,000 
F, y/o prisiôn de dos meses a dos ahos (8). Por otra
(7)Sobre ésto Vid. ampliamente COEURET, Pouvoir et respon­
sabilité, cit. passim. También LEVASSEUR, Responsabili­
té pénale des chefs d'emprise, en^Rev. du Droit Social’,* 
1952, p. 320 SS; BOUBLI, CARTIER y otros. La responsabi­
lité pénale du fait de l'entreprise, Paris 1977, passim; 
GOULESQUE y MICHAUD, L'article L-263-2 nouveau du Code 
du travail, en'kscrim"1977, p.665 ss.
(8)Tiene razôn MONNET cuando indica que esta pena es mâs 
bien una medida de seguridad, cfr. ob. cit. p. 80.
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parte, el art. 263-3 contiene una especie de medida 
de seguridad que ha de acompahar a la pena princi. - 
pal y accesorias impuestas en virtud del art. 263-2, 
con relaciôn a la infracciôn de determinadas normas 
de seguridad: el emplazamiento al empresario para - 
que realice los trabajos de seguridad ô salubridad 
omitidos.
Para dar término a esta referencia a las penas hemos 
de mencionar dos instituciones especiales creadas - 
por la reforma de 1976:
- El art. L.263-3-1 establece que en los supuestos
en que sobrevengan accidentes de trabajo en una eraprq 
sa en la que se hayan comprobado faltas graves ô re- 
petidas a las reglas de higiene y seguridad, y los - 
tribunales no puedan determiner la persona ô perso - 
nas que en quienes recaiga el carâcter de autores de 
los homicidios ô lesiones imprudentes producidas, la 
jurisdicciôn estâ impelida a imponer a la empresa la 
confecciôn y cumplimiento de un plan de seguridad.
- Por su parte, el nuevo art. L-263-2-1 introduce un 
particular supuesto de transmisiôn de responsabilidad 
penal a persona distinta del culpable. Asi, cuando - 
una de las infracciones del pârrafo IQ. del art. 
L-263-2 (infracciones de normas genéricas de seguri­
dad) haya producido muerte ô lesiones, y el infractor 
sea un mero encargado del jefe de empresa, el tribu­
nal puede decidir -habida cuenta de las circunstan - 
cias de hecho y condiciones de trabajo del interesa- 
do- que el pago de las multas impuestas y las costas 
corran a cargo, en todo ô en parte, del empleado,
s in que se haga distinciôn entre personas fîsicas y
150
jurîdicas (9).
Junto a esta incriminaciôn genérica del tipo abierto 
del art. L.263-2 se han creado tipos especlficos:
b) infracciones de la reglamentaciôn sobre maquinq - 
ria y sustancias peligrosas.
Al mismo régimen de penas del art. L-263-2 y ss. se 
somete a los infractores de las normas que prohiben 
exponer, vender, importer, alquilar, ceder por cual­
quier titulo y utilizer aparatos, mâquinas y elemen­
tos de éstas que no han sido construldas ô dispueq - 
tas en las necesarias condiciones de seguridad e hi­
giene para los trabajadores (art. L-231-6 y -7). De 
igual forma se castiga a quienes introduzcan ô autorq 
cen la introducciôn de bebidas alcohôlicas en los cen 
tros de trabajo (art. L.232-2.
La peculiaridad de estos supuestos radica en que el - 
sujeto activo tlpico no se limita necesariamente a -- 
los jefes de empresa, directives, gerentes y encarga­
dos de los tipos bâsicos de incriminaciôn. Se trata - 
aqul mâs bien de los vendedores, importadores, fabri- 
cantes, etc. de los aparatos, mâquinas y substancias 
en cuestiôn (10).
( 9) Se introduce asi lo que se ha llamado una respon 
sabilidad cuasi-penal de empresa, vid. DECOCQ, en 
RSCrim. 1977, p.360-361. Sin duda esta novedad - 
tiene relaciôn con las tendencias imperantes en 
el pals vecino, hacia la consagraciôn de la res­
ponsabilidad penal de las personas jurîdicas y que 
se plasma en el proyecto oficial de nuevo côdigo 
p e n a l .  Cfr. REIMHARD, La Loi 6-XII-1976, cit., p.268.
(10) Vid. supra p. 10 2.
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c) Infracciones en materia de seguridad en la conq 
trucciôn.
La ley de 6 de diciembre de 1976 ha introducido en 
el capitule rej^ivo a la seguridad e higiene en el 
trabajo del Code du travail très figuras especiales 
de delito destinadas a asegurar las condiciones de 
trabajo en las actividades de la construcciôn (11):
aa) Construcciôn de un edificio destinado a activi­
dad laboral con infracciôn de las normas de seguri­
dad a que taies edificios deben adecuarse. Se castq 
ga al "maître d'ouvrage" que lo haya realizado con 
multa (correccional) de 1.500 a 300.000 F y, en ca­
so de reincidencia, con multa de 3.000 a 500.000 F 
y/o privaciôn de libertad de 1 mes a 6 meses. El -- 
tribunal debe, ademâs, ordenar en la sentencia bien 
la realizaciôn de las obras de adecuaciôn necesa -- 
rias, bien la demoliciôn del edificio (art.L.263-8).
bb) Apertura de una obra por el "maître d ’ouvrage" 
con incumplimiento de las disposiciones relatives a 
la higiene y seguridad de los trabajadores. La pena 
es la de multa de 1.500 a 150.000 F y, en caso de - 
reincidencia, al duplo de taies cantidades. El tri­
bunal puede ordenar, junto a la multa, la suspensiôn 
de los trabajos (art. L.263-9).
cc) Omisiôn por el empresario de la entrega al "maî­
tre d'oeuvre" el plan de seguridad prescrite por la 
ley. Las penas son las previstas para el régimen ge­
neral en el art. L.263-2 y ss, (art. L-263-10)
(11) Vid. DECOCQ, en RSCrim 1977, p. 366. Vid. también, 
BOUBEE, Droit pénal de la construction et de 
1'urbanisme, Paris 1972, p.263 ss.
I 5 S
2.- Delitos de homicidio y lesiones por imprudencia. 
Cuando la infracciôn de las normas y deberes de segu­
ridad da lugar a muerte 6 lesiones surge, en princq - 
pio, la responsabilidad derivada de los tipos de homi 
cidio y lesiones "involontaires" de los arts. 319 y 
320 del Code pénal (12).
La justicia francesa exige rigurosamente la responsa­
bilidad criminal que dériva de accidentes de trabajo.
La doctrina, por su parte, presta al tema considéra - 
ble interés (13) , y, particularmente dentro de él, a - 
los problèmes de responsabilidad penal del jefe de -- 
empresa, supuestos de delegaciôn del poder de direc - 
ciôn etc. que mâs adelante tendremos ocasiôn de anal_i 
zar.
El art. 319 establece que serâ castigado con "prisiôn 
de 3 meses a 2 ahos y multa de 1.000 a 20.000 F, quien 
por impericia, imprudencia, desatenciôn, negligencia ô 
inobservancia de reglamentos cometa involuntariamente 
un homicidio ô haya sido involuntariamente su causa". 
Por su parte, el art. 320 dice: "si de la falta de pe- 
ricia ô precauciôn resultan heridas, golpes ô enferme- 
dades que entrahen una incapacidad total para trabajar 
durante mâs de très meses, el culpable serâ castigado 
con prisiôn de 15 dias a un aho y multa de 500 a 15.000 
F., ô a una de esas dos penas". Cuando la incapacidad 
total para el trabajo se haya extendido sôlo a très mq 
ses ô menos, el hecho constituye una "contravenciôn de
(12) Vid. GOYET, Droit pénal special, 8^ éd., Paris 
1972, p. 452 ss.
(13) Vid. las crônicas de jurisprudencia penal sobre 
delitos contra las personas a cargo de Levasseur 
en las secciones correspondientes de la^RSCrim" 
a partir de 1968 y las indicaciones bibliogrâfi- 
cas alli contenidas.
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5^ clase" (la mâs grave) (14), castigada con prisiôn 
de 10 dias a 1 mes y/o multa de 400 a 1.000 F.. Esta 
contravenciôn plantea el problema de que la lesiôn - 
efectiva es castigada con menor pena (peine de poli­
ce) que la mera puesta en peligro (peine correction^ 
lie del art. L.263-2 del Code du travail).
Por lo que supone de desviaciôn de nuestro derecho in 
teresa constatar; IQ/ que constituye delito de lesio­
nes la mera causaciôn de enfermedad, s in requérir, como 
en nuestro Côdigo, que la enfermedad haya de ser produ 
cida "a resultas de las lesiones", lo que supone una - 
protecciôn mâs amplia de la persona que ha de valorar- 
se positivamente; 2Q/ De menor mérito es, sin embargo, 
el que la mera infracciôn de reglamentos constituye - 
por si misma la "faute" que fundamente la responsabilq 
dad penal culposa; 3Q/ La infracciôn de reglamentos - 
de seguridad en el trabajo no estâ prevista como causa 
expresa de agravaciôn de las penas mencionadas mâs que 
en relaciôn a la reglamentaciôn del trâfico y organize 
ciôn ferroviaria (15). Tampoco estân previstas penas - 
accesorias para estos supuestos, a diferencia de los - 
relativos a vehiculos de motor.
(14) Sobre las "contraventions" y especialmente de las 
de 5^ clase, Vid. MERLE-VITU, Traité de Droit Cri­
minal, 2^ ed. Paris 1973, v.I, p. 391 ss., y LEGAL
Le nouveau régime des contraventions, en "Recueil 
d'études a Jean Lebret", Paris 1968, p. 157 ss.
(15) Vid. GOYET, Droit pénal special, cit., p. 458 ss.
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4/ DERECHO SUIZO
El sistema suizo de tutela de la seguridad en el tra­
bajo es similar a 1 alemân, pero con una mâs acentuada 
protecciôn frente a la puesta en peligro, lo cual se 
corresponde con la existencia en este derecho de un - 
precepto de excepciôn en el derecho comparado, el de­
lito de puesta en peligro de la vida.
El cuadro de preceptos pénales de nuestro interés es 
el siguiente:
- En primer lugar, el delito consistante en omitir el 
instalar ô suprimir los dispositivos de seguridad 
("Beseitigung oder Nichtambringung von Sicherheist- 
vorrichtungen") (1). Este art. 230 castiga "1/ A quien
en fâbricas, talleres ô mâquinas dolosamente dahe, deq 
truya ô inutilice de cualquier forma, ô ponga fuera de 
funcionamiento un dispositive de los que sirven a la - 
prevenciôn de accidentes, y 2/ a quien con infracciôn 
de los reglamentos, no instale los dispositivos menciq 
nados, poniendo con ello -en ambos supuestos- a sabien 
das en peligro la vida ô integridad corporal de otras 
personas". En el primer supuesto, que es doloso, la pq 
na es de prisiôn y multa, en el segundo, culposo, una 
de ellas alternativamente.
Si en el supuesto 1, el sujeto activo puede ser cual - 
quiera, en el 2, solo lo serâ quién esté a ello juridq 
camente obligado, segûn la jurisprudencia suiza, por - 
la ley, el contrato 6 las meras circunstancias. El "a 
sabiendas" (wissenthich) impliea la exigencia de un dq 
lo de peligro. Merece ser resaltada, en contraste con
1) Vid. STRATENWERTH, Strafrecht, Besonderer Teil, II, 
Berna 1974, p. 427 ss.
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la legislaciôn alemana, la expresa tipificaciôn de la 
omisiôn de instalar los aparatos de seguridad.
- A la tutela de la seguridad en el trabajo sirve
también el art. 129: puesta en peligro por infracciôn 
de las normas del arte de construir {"Gefâ'hrdung durch 
Verletzung der Regeln der Baukunde"), de factura simi­
lar a la germana (2). De forma mâs indirecta se puede 
contar también para esta protecciôn con el resto de -- 
los tipos de delito de peligro comûn, arts. 222 y ss.
(3 ) .
A modo de cierre de la puniciôn de las puestas en pe­
ligro, se encuentra el art. 129: puesta en peligro de 
la vida ( "Gefae^.rdung des Lebens") (4), si bies es apl_i 
cado contadas veces y marginando las puestas en peligro
en el trabajo. Para STRATENWERTH este hecho révéla la -
carencia de justificaciôn politico criminal de tan dis- 
cutido precepto (5).
(2) Vid, VENDEE, Die Strafrechtliche Verantvortlichkeit 
bei der Verletzung del Regeln der Baukunde (art.229 
StGB), con prôlogo de Jean Graven, Winterthur I960; 
AMHERD, Die strafrectliche Behandlung von Arbeitsunfa­
llen, en "Kriminalistik" 1976, p. 465 ss.
(3) Vid. SCHWANDER, Das schveizerische Strafgesetzbuch, 
Zurich 1964, 2^ ed., p. 438-440.
(4) Vid. WILLFRATT, Gefâhrdung des Lebens, art. 129, en 
"Rev. P.S." 84 (1968), p. 225 ss.
(5) Vid. STRATENWERTH, Strafrecht,Besonderer Teil, v.I, 
B e m a  1973, p. 68.
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5/ CONCLUSIONES DEL DERECHO COMPARADO
Como colorario del anâlisis del derecho extranjero 
acerca del estado actual y tendencias legislativas 
y doctrinales podemos ofrecer estas breves conside 
raciones:
1.- La protecciôn de la seguridad en el trabajo me 
diante el recurso al derecho penal es un fenômeno 
qeneralizado. Las notas mâs importantes que caractq 
rizan actualmente a la politica legislativa en este 
campo son, por una parte, el perfeccionamiento téc- 
nico de los ôrdenes sancionadores administrative y 
penal, y, por otra, el mantenimiento ô incremento - 
de la gravedad de las penas que se preven.
Los paises mâs cercanos a nosotros desarrollan en 
la actualidad una amplia politica descrimina1 .zadora, 
de la cual excluyen las infracciones de la seguridad 
en el trabajo, y de las leyes sociales en general, - 
junto a otros como la protecciôn del medio ambiente 
ô de la vida econômica.
Por ello puede decirse que incluso alli donde las pq 
nas no se elevan expresamente de iure, de hecho, y - 
en términos relativos, también se produce un incrq - 
mento de la energla represiva.
2.- El perfeccionamiento técnico en lo que respecta 
al campo administrativo se concrete fundamentalmente 
en los siguientes aspectos:
2.1 Desarrollo de los sistemas de control social en 
la empresa a través de la institucionalizaciôn y pro 
fundizaciôn de las facultades fiscalizadoras de los 
trabajadores sobre la organizaciôn de las condiciones 
de trabajo, incrementândose la protecciôn sancionado- 
ra del ejercicio de taies facultades.
2.2 Mayor sistematizaciôn de las disposiciones re 
lativas a las normas de seguridad en el trabajo, par 
ticularmente a través de la centralizaciôn de las - 
instancias encargadas de su elaboraciôn..
2.3 Adecuaciôn de las safbiones al principle del ne^  
bis in idem^ frente a una situaciôn anterior de viola 
ci6n sisteraâtica del mismo (Francia, Bélgica, Ale^ 
mania).
2.4 Distinciôn de los ilîcitos administrative y pe­
nal en base al grade de peligre producide per la in- 
fracciôn, reservande la sanciôn penal a la puesta en 
peligre concrete y, excepcienalmente, a les supues^ - 
tes de reincidencia, 6 a les que ademâs de infracciôn 
de reglamentos, supongan violaciôn de ôrdenes expre- 
sas de la Administraciôn.
2.5 Organizaciôn de la persecuciôn sancienadora ad- 
ministrativa en base al principle de epertunidad, -- 
bien perque éste sea el sistema cemûn a tede el erde- 
namiente sancienador (Alemania), bien perque se en - 
cuentre establecide particularmente para la segur_i - 
dad e higiene 6 para tedo el "dereche penal social" 
(Bélgica).
2.6 Preferencia per las clâusulas générales cerne - 
sistema de incriminaciôn de las cenductas sanciena- 
bles y punibles. Si bien, se pretende alcanzar la - 
mâxima seguridad juridica a través de la limitacién 
de la punieiôn de la puesta en peligre a la que se 
produce per infracciôn de expresas nermas de segur^ 
dad, v.gr., las cendicienes formates de validez de 
las nermas de prevenciôn de accidentes (A.V.V.) ale^  
manas .
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2.7 Creaciôn de nuevas sanciones y medidas de segu 
ridad de carâcter administrative (vid. 3.6.3).
3.- Respecte del sistema sancienader penal:
3.1 Todes les erdenamientes estudiades cuentan cen 
una pretecciôn penal especifica de la seguridad en 
el trabajo, 6 , mâs estrictamente, una tutela frente 
a la puesta en peligre 6 lesiôn de la vida, integri 
dad corpora 1 y salud de los trabajadores. No obstante, 
cada pais ha optado por su peculiar sistema de incri- 
minacion. La tipoloaia de éstos puede reducirse a las 
siguientes variantes:
a/Sistema suize-alemân.
aa/ Proteccion penal frente a la puesta en peligro 
concrete de los trabajadores, mediante:
- tipos pénales especîficos de determinadas le- 
yes especiales laborales de naturaleza directa 
6 indirectamente prevencionista.
- tipos especîficos de determinadas actividades 
laborales centenides en el propio côdige penal
- tipo genérice de incriminaciôn de la puesta - 
en peligre de les trabajaderes en su puesto de 
trabaje centenide en el Côdige penal. En Alema­
nia selamente en el E.62 y, mds amplie, en el - 
A.E.
bb/ Pretecciôn frente a muerte ô lesienes en el tr^ 
baje sôle en el marco de los tipos cemunes de hemi- 
cidio y lesienes.
b/ Sistema ita liane.
aa/ Pretecciôn centra la puesta en peligro:
- en tipos centravencionales especîficos, con- 
tenidos en leyes especiales.
1 (> r»
- en tipos de peligro genéricos del côdigo pe^  
nal.
bb/ Protecciôn contra muerte y lesienes:
- en les prepies tipos de peligre en les que 
la preducciôn del resultado se configura como 
causa de agravaciôn de la pena.
- En el marco de los tipos comunes de homici- 
dio y lesiones a los que se ha incorporado una 
causa de agravaciôn de la pena, v.gr., la pro- 
ducciôn del resultado por infracciôn de las nor 
mas de seguridad en el trabajo.
c/ Sistema francés y belga.
aa) Protecciôn frente a la puesta en peligro a tr^ 
vés de un tipo penal (delito correcciona1) genéri- 
co y otres especîficos contenidos en el côdigo de 
trabajo (en Bélgica en leyes especiales).
bb) Pretecciôn frente a muerte y lesiones sôlo en 
el marco de les tipos cemunes de hemicidie y lesio 
nés del c.p.
3.2 En tedes les erdenamientes el sujeto directe de 
imputaciôn del deber de seguridad y, en censecuencia, 
el sujete active de les tipos pénales es el empresa- 
rie y sus représentantes y encargades. El trabajador 
ne es sujete active tîpice.
3.3 En tedes los sistemas en les que se incrimina la
puesta en peligre se ha acudide a la ---
técnica de las nermas pénales en blance. Ne obstante, 
se ha pretendide alcanzar una mayor seguridad jurîdi^ 
ca fundamentaImente a través de les sistemas siguien­
tes :
(>
- Reduciendo las conductas tlpicas a las que supon­
gan infracciôn de normas de seguridad promulgadas - 
oficiaImente, tanto si son elaboradas -
por instancias privadas (Alemania), como si lo son 
por la propia Administraciôn (Francia).
- Estableciendo determinados requisites forma les a 
las nermas de seguridad promulgadas, v.gr., en Ale­
mania, exigiendo el que las nermas de seguridad ha- 
gan referencia expresa a 1 carâcter punible de su in 
fracciôn y al precepte sancienader concrete confor­
me al que se castiga.
- Conectande el tipo penal a cada nerma definiteria 
de las infraccienes en materia de seguridad/ côdigo 
del trabajo francés, leyes especiales alemanas).
- De la precisiôn anterior se excluye las puestas en 
peligro tipificadas expresamente en los côdigos pen^ 
les italiane y alemân.
3.4 El elemente fundamental de los tipos de delito,
tanto de los de peligre ceme de les de resultado, es
la infracciôn de deber objetivo de cuidade, que adopta 
fôrmulas diferentes de distinta amplitud. Asi, en los 
delitos de peligre el centenide normative de ta 1 deber 
se reduce en unes cases a le establecide en dispesicio 
nés reglamentarias; en etres, se supera el marco de - 
las nermas positivas, v.gr. las reglas del arte de -- 
construir, que son tante las establecidas reglamenta- 
riamente, ceme las que se centienen en nermas meramen 
te prefesienales, ô las que se derivan de meras maxi­
ma s de experiencia cemûn ô prefesienal.
En les délités de resultado, que en la préctica son -
solo de carécter culpose, ni la fuente del deber ni -
su contenido estâ positivamente determinado; lo regl^ 
mentario es sôlo una parte del total deber objetivo - 
de cuidado propio de los delitos de homicidio y lesio
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Uno de los nûcleos centrales de tensiôn en las propue^ 
tas politico criminales respecte a la tipificaciôn del 
delito de peligre radica en esta cuestiôn, en el limi- 
tar, e ne, las cenductas tipicas a la infracciôn de —  
nermas de cuidade centenidas en una u etras instancias 
normativas.
3.5 En les delitos de puesta en peligre asi come en - 
los de muerte o lesiones con causa especial de agrava­
ciôn de la pena se castigan tanto las conductas activas 
como las omisivas. Sôlo se excluye de ésto el par. 334 
del "E 1962". En centra, el "A.E.", par. 161.
3.6 Las penas que se preven en les delitos de peligre 
son (bien conjunta, bien aIternativamente), las de pri- 
vaciôn de libertad y la de multa.
3.6.1 Los topes mâximos de las penas privativas de li­
bertad oscilan alrededer del afïo en los delitos de pel^ 
gro previstos en las leyes especiales. Para los delitos 
de peligro contenidos en les côdigos pénales se preven 
penas de hasta très afles en Alemania y de seis meses a 
cince afles en Italia. En Italia la pena de prisiôn pre- 
vista para el delito de resultado,especifice de seguri­
dad en el trabajo, es de très a diez afles.
3.6.2 La pena se gradûa en funciôn de la ferma dolesa
o culposa de cemisiôn de les delitos de peligre(en Alema 
nia es de hasta un a fie y de hasta seis meses respectiva- 
mente; en Italia se distingue entre les arts. 437 y 561 
C.p. para cada ferma de culpabilidad.
3.6.3 Se aplican en este campe medidas de seguridad y 
penas cl^sicas, a la vez que se crean etras nuevas:
Inhabilitaciôn para el ejercicie de la prefesiôn u - 
oficie temporal e definitivamente (Alemania y
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Francia).
- Publicaciôn de la sentencia en la prensa diaria 
(Francia).
- Emplazamiento al empresario para que realice los 
trabajos de seguridad (Francia).
Imposiciôn de la obligaciôn de elaborar y llevar a 
cabo un plan de seguridad por parte de la empresa 
en un plazo determinado (Francia).
3.6.4 Sôlo excepcienalmente se toman en considera- 
ciôn agravantes especificas. Asi, en Francia, la -- 
reincidencia, que sirve tanto para elevar la pena - 
de multa y la de prisiôn como para imponer la tran^ 
formaciôn de la pena de multa en privaciôn de l_i 
bertad,o«?l ânimo de lucro, en Suiza. El enriqueci - 
miento o su pretensiôn a través de1 delito cometido 
permite en Alemania, con caracter general (par.41), 
acumular la pena de multa a la de prisiôn, tanto 
cuando aquella se encuentre expresamente prevista - 
como pena altemativa, como cuando ni siquiera lo - 
esté, quedando al arbitrio del juez la decisiôn al 
respecto.
Otros aspectos de interés en los ordenamientos extran 
jeros son, por ejemplo:
3.7 La afinada técnica alemana de las estructuras
de la culpabilidad de los delitos de puesta en pe­
ligro, tanto en las leyes especiales como en el c.p.
3.8 Con respecto de los sistemas de persecuciôn, m^ 
rece mencionarse la participaciôn en la jurisdiciôn 
laboral belga de un représentante del Ministerio fi^ 
cal, y en Francia, el carâcter de policia judicial 
que poseen los inspectores de trabajo, sistemas ambos 
que acercan a la jurisdiciôn penal al conocimiento 
de la comisiôn de los delitos que nos ocupan.
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A modo de sintesis de todo lo expuesto se puede formu 
lar la conclusiôn siguiente: En los paises europeos - 
estudiados se constata la existencia generalizada de 
una protecciôn penal especifica de la seguridad en el 
trabajo, a cuyos efectos se recurre tanto a la pena - 
pecuniaria como a la privativa de libertad. Por otra 
parte, merece ser resaltado el hecho de que la protec 
ciôn penal del trabajo no solamente se sustrae expre­
samente de la politica de descriminalizaciôn, sino que 
se procédé en la actualidad a su perfeccionamiento téc 
nico législative y a incrementar el rigor de las sanciq 
nés.
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CAPITULO IV
DERECHO ESPABOL, PROTECCION SANCIONADORA CIVIL Y 
ADMINISTRAT!VA
El sistema sancionador de la protecciôn de la seguri­
dad del hombre en su trabajo se estructura en nuestro 
derecho en très distintos niveles: civil, administra­
tive y penal. Principle fundamental del mismo
es el de la compatibilidad de los très tipos de -- 
sanciôn. El art. 155 de la O.S.M. déclara que: "Salvo 
precepto legal en contrario, las responsabilidades -- 
que exijan las autoridades del Ministerio de Trabajo 
ô que declare la Jurisdicciôn laboral por incumplimien 
to de disposiciones que rijan en materia de seguridad 
e higiene en el trabajo serân independientes y compa­
tibles con cualesquiera otras de indole civil, penal 
6 administrative cuya determinaciôn corresponde a 
otras jurisdicciones ô a otros organos de la Adminis­
trac iôn*' ( 1) .
Ahora bien, cada clase de responsabilidad, no sôlo tie^  
ne,evidentemente, una peculiar naturaleza y efectos ju 
rldicos, sino que también présenta diferencias en or- 
den a los presupuestos materia les de surgimiento de - 
cada una de ellas: La responsabilidad civil por culpa 
surge en todo caso, tanto de la mera infracciôn de —  
las normas de seguridad e higiene como de la infrag - 
ciôn acompafîada de resultados lesivos. Por otra parte, 
en este ûltimo supuesto ha de tenerse en cuenta que - 
son cosas distintas responsabilidad civil por résulta
(1) En el mismo sentido la legislaciôn anterior, si
bien, en norma de superior rango: Vid. L;accidentes 
de trabajo de 1900, art. 67» Vid. MONTOYA MELGAR,
La responsabilidad administrative de 1 empresario, 
cit., p. 174, manifestândose criticamente.
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dos lesivos producidos por infracciôn de normas de 
seguridad y responsabilidad civil por "accidentes 
de trabajo".
La responsabilidad administrativa surge siempre que 
se produce la infracciôn de las normas réglamenta - 
rias de seguridad e higiene en el trabajo, tanto si 
la infracciôn lleva consigo aparejada la producciôn 
de peligro ô lesiôn, como si carece de resultado aj^  
guno. En el orden administrativo podemos decir que 
el bien juridico que se tutela es la "seguridad e - 
higiene en el trabajo" en su mâs amplio sentido (2).
La responsabilidad penal, sin embargo, surge solamen 
te cuando la infracciôn de normas de seguridad -rg 
glamentarias 6 no- es causal respecto de los ûnicos 
resultados que son tipicos: muerte 6 lesiones, y és­
tos son imputables a titulo de culpa ô dolo. Los -- 
bienes juridicos que se tutelan en el orden penal -- 
son, estrictamente, la vida, la integridad corpora 1 
de las personas y ,sôlo mediatamente, la salud, como 
a continuaciôn analizaremos.
A) SANCION CIVIL
La sanciôn civil por incumplimiento de los deberes - 
de seguridad por parte del empresario présenta moda- 
lidades diversas de acuerdo con la particular natura
leza de la relaciôn laboral. Dos ---
aspectos pueden distinguirse en la responsabilidad - 
civil. En primer lugar, la que surge del mere incum­
plimiento obligacional (a) y, por otro, la que surge 
por el accidente de trabajo (b).
a) En la actualidad se entiende por la doctrina que 
el deber de seguridad del empresario tiene una doble
(2) Vid. supra p. 72.
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naturaleza, juridico pûblica y juridico privada, es­
ta ûltima derivada del contrato de trabajo y del 
complejo de obligaciones résultantes. El empresario 
es considerado como deudor de seguridad . En este —  
sentido se entiende que el incumplimiento de la oblj. 
gaciôn de seguridad da lugar a accidn civil para exj. 
gir la realizaciôn de ta 1 obligaciôn, con independen 
cia, en principio, de que en virtud de tal incumpli­
miento se hayan producido, 6 no, danos persona les --
(3) .
b) Otra es la problemâtica en los supuestos en los - 
que se producen efectivamente las lesiones persona - 
les, es decir, cuando al incumplimiento de los debe­
res de seguridad sigue un accidente de trabajo.
Hasta la Ley de accidentes de trabajo de 1900, el -- 
empresario respondia civilmente de los accidentes de 
trabajo sufridos por sus empleados sôlo en el marco 
de la responsabilidad extracontractual del art. 1902 
del Côdigo civil. Solamente cuando el accidente era 
debido a culpa 6 negligencia del empresario surg para 
éste el deber de indemnizar.(4)
Pero la siniestrabilidad para los trabajadores que el 
maquinismo comporta, hizo insuficiente este régimen 
de responsabilidad. Era necesario reparar los da- 
fios persona les y materia les que por accidentes de tra^  
bajo sufriabuena parte de la clase trabajadora. La -- 
"cuestiôn social" obligô al legislador a romper con -
(3) Cfr. FERNANDEZ MARCOS, La seguridad y la higiene 
del trabajo.., cit., p. 89 y 109. En el mismo sen 
tido ALONSO OLEA y RODRIGUEZ PINERO, citados por 
el primero, p. 89.
(4) Cfr. B. CREMADES, La responsabilidad empresarial 
derivada del accidente de trabajo, en 'R.P.S."
88 (1970) p. 40.
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los principios subjetivistas de la responsabilidad 
y a abrir una via objetiva a la misma. Se supera asi 
el principio de culpabilidad y se establece la dog 
trina del riesgo como sistema de imputaciôn de los 
daflos. La ley de 1900 es expresiôn de este cambio 
y,a partir de ella, es accidente de trabajo toda le 
siôn fisica sufrida con ocasiôn ô por coneecuencia 
del trabajo,y el empresario es responsable de él - 
por el mero hecho de su ocurrencia (5). De esta —  
forma se consagra legislativamente el proceso de - 
objetivaciôn de la responsabilidad, que mâs adelag 
te va a permitir imputar al empresario también los 
siniestros no derivados del funcionamiento de su - 
empresa, v.gr. accidentes in itinere, fuerza mayor 
etc.
Con la ley de seguridad social de 1963, que deroga 
la ley de accidentes de trabajo y su reglamento de 
1956, se consagra el vuelco en los principios que 
rigen los accidentes de trabajo, su aseguramiento 
y las prestaciones correspondientes. El principio 
de responsabilidad empresarial no constituye ya el 
fundamento de las prestaciones econômicas derivadas 
de los accidentes de trabajo (6) .
El sujeto de protecciôn del seguro de accidentes no 
es ya el empresario sino el trabajador mismo --
(7). Como dice Alonso Olea, no cabe en la actualidad 
hablar propiamente de responsabilidad del empresario; 
quien, en principio y directamente, responde hoy por
(5) Cfr. ALONSO OLEA, La responsabilidad por acciden­
te de trabajo, en "R.I.S.S." 1978, separata p.45
(6) Cfr. VIDA SORIA, Régimen juridico de la protecciôn
contra accidentes de trabajo, en"Rev.Trabajo", nQ.
31 (1970) p. 5 y ss.
(7) Cfr. VIDA SORIA, ob. cit., p. 11
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el accidente de trabajo no es el empresario sino el 
pûblico, en virtud de un principio de socializaciôn 
del riesgo, porque nos hallamos ante una verdadera 
responsabilidad por riesgo generalizado (8).
Aunque, como veremos a continuaciôn, la responsabi­
lidad por culpa del empresario no desaparece, este 
fenômeno de huida de criterios de responsabilidad,- 
que supone, por una parte, un progreso évidente en - 
materia de seguridad social en general, lleva, s in 
embargo, aparejado el que el factor causal en el —  
accidente y la posiciôn en el de la conducta del 
empresario pierden radicalmente interés en la ôptj. 
ca laboralista y, en consecuencia, se diluye aun —  
rriâs la atenciôn sobre el factor causal "incumplimien 
to de normas de seguridad por el empresario y sus - 
encargados" (9). El interés de los laboralistas se 
centra en la valoraciôn patrimonial del . brazo inu 
tilizado 6 de la vida perdida del acci-
dentado. Se explica asi, junto a otras razones socig 
lôgicas, el que la acciôn estatal investigadora de - 
las causas de los accidentes se limite a las causas 
de tipo naterial, con ausencia de toda referencia a 
todo "factor humano" que no sea el propio trabajg - 
dor victima de 1 accidente (10) .
En nuestro ordenamiento, a diferencia de otros, no 
desaparece, s in embargo, la responsabilidad del empre­
sario por culpa ô negligencia, y no sôlo porque no 
haya derogaciôn expresa de los préceptes générales -
(8) Cfr. ALONSO OLEA, La responsabilidad por acciden­
te, cit., p. 46.
(9) Cfr. VIDA SORIA, ob. cit., p. 20
(10) Vid. lo expuesto mâs arriba sobre las causas de 
los accidentes.
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del Côdigo civil relatives a la culpa contractual 
y extracontractual (art. 1901 y 1902 C.c), sino - 
porque una instituciôn especifica de la normativa 
de accidente de trabajo — el recargo de las presta 
clones por accidente y enfermedad profesional cuan 
do éstos se deban a culpa ô negligencia del emprg 
sario— contribuye a mantener el principio de res­
ponsabilidad empresarial (11). CREMADES estima que
cic.
la nociôn de la culpa, y la responsabilidad deriva­
da de ella, debe permanecer en el future, como mueg 
tra y garantia de la libertad propia del hombre, - 
pues en ella radica la raiz ûltima del régimen de 
responsabilidad (12).
Tras las anteriores consideraciones, puede afirmar 
se que la regulaciôn en el ûmbito civilista de la 
seguridad en el trabajo se estructura como sigue 
(13):
1) Responsabilidad contractual derivada del mero - 
incumplimiento de los deberes de seguridad:acciôn 
para exigir su realizaciôn.
2) Producido un hecho calificable como "accidente 
de trabajo" en base a la ley de seguridad social, - 
se imputa al empresario una responsabilidad tarifa- 
da, dândose lugar a las prestaciones que establece
(11) En el mismo sentido actûa la sanciôn de equi- 
paraciôn a falta de aseguramiento, art. 188 
L.S.S., que veremos mâs adelante. En otros —  
paises se prescinde de toda responsabilidad - 
del empresario que no sea derivada de acto dg 
loso, p. ej., en Alemania.
(12) Vid. en ob. cit., p. 47
(13) Vid. en CREMADES, La responsabilidad empresarial, 
cit., p. 47 y ss.
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la ley de seguridad social y las normas complemen 
tarias (14) .
3) Si el accidente de trabajo producido tig
ne su causa en la conducta culpable (dolo 6 culpa) 
del empresario, se da lugar a una responsabilidad 
indemnizatoria del mismo segûn las normas de derecho 
comûn. En este supuesto,el concepto de accidente - 
de trabajo se reduce drâsticamente, ya que sôlo una 
parte de los accidentes subsumibles en el concepto 
legal del mismo, son susceptibles de ser "causados" 
dolosa 6 culposamente por otro. Por lo general, la 
conducta dulpable del empresario serâ culposa y no 
dolosa. El fundamento legal de esta responsabilidad 
radica en el art. 1902 del Côdigo Civil.
Sôlo esta responsabilidad es estricta responsabili­
dad civil por accidentes de trabajo. Responsabili. - 
dad tarifada y estricta responsabilidad civil no se 
excluyen, sino que se rigen por un sistema de compg 
tibilidad, si bien se encuentran, segûn CREMADES
(15) , fâcticamente coordinadas.
Dentro de la responsabilidad civil estricta debe —  
mencionarse la sanciôn de recargo de las prestacio­
nes, ya que si bien su naturaleza es fundamentaImen 
te administrative, a ella no es ajena también una - 
funciôn indemnizadora de los dahos culpablemente —  
causados (16).
(14) Vid. ALONSO OLEA, La responsabilidad por acci­
dentes,cit. , p.50 y ss. Sobre el concepto de
accidente de trabajo, el mismo, p. 20 y ss, y 
aqui, supra, p. 4 5
(15) Vid. en ob. cit., p. 42
(16) Vid. infra, p. ) •
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B) SISTEMA SANCIONADOR ADMINISTRATIVO
a) EVOLUCION HISTORICA
La normativa de seguridad e higiene viene asegura- 
da hoy por un complejo aparato sancionador de natu 
raleza administrativa. Las leyes %aborales se eje- 
cutaron desde sus origenes preferentemente por via 
de sanciôn. Ahora bien, la titularidad de la potes 
tad sancionadora no ha recaido siempre sobre la -- 
autoridad administrativa laboral. Desde 1900, fg - 
cha en que con la ley de accidentes de trabajo, las 
"leyes de trabajo" dejan de ser leyes aisladas para 
comenzar a formar un conjunto orgânico dentro del or 
denamiento juridico, el ejercicio de la potestad san­
cionadora ha sido conferido a très instancias difg - 
rentes (17).
1/ Desde la ley de 1900 y su reglamento, y hasta 1922, 
se confia la ejecuciôn sancionadora de las leyes 
sociales a la autoridad gubernativa, (Gobemadores y 
Alcaldes).
2/ La segunda ley de accidentes de trabajo de 10 de 
enero de 1922 establece que "la imposiciôn de multas 
y exacciônej serân de la competencia de los Jueces de 
Primera Instancia" (art. 20), declarando la disposi- 
ciôn adbional el alcance general de esta transferen 
cia de competencies, al imponer este mismo procedi - 
miento sancionador a las diferentes disposiciones Ig 
gales de carâcter social. El sefialamiento de las in- 
fracciones corresponde a la inspecciôn de trabajo, - 
cuyos funcionarios levantan acta de las mismas, cali 
ficândolas y proponiendo su penalidad al juez, quien, 
si procédé, impone la multa (18) .
(17) Sobre todo ésto vid.DIEGUEZ CUERVO, Ejecuciôn san­
cionadora de las leyes sociales, en "R.P.S." nQ.
83 (1969) p. 53 ss.
(18) Vid. DTEGUEZ CUERVO, oh. cit.. o. 58 ss.
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La competencia de la jurisdiciôn ordinaria desapa 
rece en 1931, al establecer el Reglamento para el 
Servicio de la Inspecciôn de trabajo que correg - 
ponde a ésta el conocimiento de las infracciones 
laborales y la imposiciôn de las sanciones.
Al afio siguiente, 1932, la ley de 13 de mayo so­
bre Delegaciones provinciales de trabajo confiere 
a los Delegados las funciones y atribuciones asig 
nadas a los inspectores régionales (art. 3Q) . El 
reglamento del 23 de junio régula expresamente eg 
te procedimiento (19).
Este triple cambio en la titularidad de la po­
testad sancionadora no obedece a capricho del Ig 
gislador, sine a razones politico, juridicas, que 
FEREZ ESPINOSA ha estudiado profundamente (20), y 
que interesa analizar, pues iluminan
el problema de la ineficacia real del aparato san 
cionador.
El paso de la autoridad gubernativa a la jurisdic 
ciôn ordinaria tiene su causa en el deseo de "apag 
tar los expedientes relativos a sanciones sociales 
de conocimiento de toda autoridad de carâcter poil, 
tico administrative" (art. IQ, de la R.O. de 22 de 
marzo de 1925) lo que vino motivado por el sistemâ 
tico ab^atencionismo de alcaldes y gobemadores, .hecho 
reiteradamente denunciado por la propia inspec­
ciôn de trabajo en sus Memorias anuales (21).
(19) Vid. DIEGUEZ CUERVO, ob. cit., p. 61 y ss.
(20) En Las infracciones laborales y la Inspecciôn 
de trabajo, Madrid 1977,
(21) Cfr. FEREZ ESPINOSA, ob.cit., p. 63, n.37 y ss
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sin embargo, la jurisdicciôn ordinaria defraudô 
las esperanzas puestas en ella, raanteniendo la 
tônica abstencionista. Las causas de ésto obedg 
cen, mâs que nada, al exceso de trabajo y a la 
no especializaciôn de taies instancias, merecien 
do ser destacado junto a ello, el papel de la po 
litica de la Dictadura de Primo de Rivera, que se ^ 
limité a la esfera organizativa, con vistas 
mâs que en la aplicaciôn de medidas sociales efg 
caces, en el construir un aparato de control a - 
imagen y semejanza del establecido por el corporate 
vismo fascista italiano (22). El Côdigo de traba­
jo de 1926, vendrîa a favorecer aûn mâs la inope- 
rancia sancionadora, al sembrar el confusionismo 
en el sistema procesal sancionador con la creaciôm 
de los tribunales industriales que llevaria a los 
jueces a declararse incompétentes (23) .
Un nuevo cambio hacia la autoridad administra 
tiva se produce con la creaciôn en 1930 del Minig 
terio de Trabajo y previsiôn social, a cuyos delg 
gados provinciales y locales, cargos de libre dé­
signa ciôn, se corfLeren las facultades sancionadoras.
Las normas de la inspecciôn de trabajo siguieron 
cogiendo anuaImente la denuncia de los inspectores 
sobre el nulo funcionamiento de los organismossan 
cionadores, y estimando que el problema central - 
consiste en la falta de poder coercitivo de la pro 
pia inspecciôn y en la injerencia de elementos —  ^  
"politizados" en el ârea del interveneionismo la­
boral (24) .
(22) PEREZ ESPINOSA, ob.cit.,p.67 y 68
(23) DIEGUEZ CUERVO, ob. cit., p. 59
(24) PEREZ ESPINOSA, ob. cit., p. 72, n. 60
El nudo gordiano de la cuestiôn es resuelto por el 
Ministerio de Largo Caballero, cuya ley de Delega­
ciones provinciales de trabajo de 13 de mayo de —  
1932, despolitiza la cûspide provincial de la admi 
nistraciôn laboral. Sin embargo, al compàs de la - 
evoluciôn politica, el Decreto de 12 de octubre de 
1935 reintroduce la libre designaciôn de los jefes 
de las Delegaciones provinciales de los jurados -- 
mixtos (25).
El régimen naciona1-sindicalista desarrolla y con­
sagra este proceso de involuciôn (26). Por reducig 
nos a lo esencial basta decir que la naturaleza de la 
Inspecciôn de trabajo variô sensiblemente, pues, - 
al decir de PEREZ ESPINOSA, la ampliaciôn que el - 
fuero del Trabajo verified en el sujeto de imputa­
ciôn de las infracciones laborales - ahora también 
el propio trabajador (27)- originô una pérdida del 
carâcter tutelar de la inspecciôn como encargada - 
de protéger los derechos de los trabajadores, con- 
virtiéndola en uno de los instrumentos de garantia 
de la producciôn naciona1.
En la actualidad las competencias y procedimiento 
sancionador por infracciôn de leyes sociales estâ 
regulado en el Decreto 1860/1975 de 10 de julio —  
(D.P.S.). La potestad sancionadora se confiere a -
(25) PEREZ ESPINOSA, ob. cit., p. 72 y ss y 87 y ss.
(26) Cfr. ob. cit., p. 92 y ss.
(27) El Fuero del Trabajo establecia que el trabajo 
era, ademâs de derecho, deber social inescusa- 
ble; el espafiol estâ obligado a contribuir a 
la mejora ô incremento de la producciôn nacio- 
nal ( XI, 1). El trabajador era convertido 
"constitucionalmente" asi en instrumento de la 
producciôn nacional, al igual que su coetâneo 
alemân e italiano.
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los Delegados de trabajo provinciales, organismes 
correspondientes del Ministerio de Trabajo y Con- 
sejo de Ministres, en atenciôn a los grades de 1 a 
cuantîa de la multa a imponer. A la ins­
pecciôn de trabajo sigue correspondiéndola una -- 
funciôn de mero control, constataciôn de infraccig 
nés, y denuncia y proposiciôn de sanciones a las 
instancias superiores.
b/ INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS.
Debe distinguirse ante todo entre ilicitos y san­
ciones del empresario e ilicitos y sanciones relg 
tivas al trabajador. Nos referiremos aqui solamen 
te a la posiciôn del empresario, sujeto en quien 
se centra primordiaImente el poder sancionador de 
la Administraciôn, en correspondencia con su cg - 
râcter de sujeto directo de imputaciôn del deber 
de seguridad. El carâcter secundario de la posj. - 
ciôn del trabajador respecto del deber de seguri­
dad e higiene se révéla también en el piano san - 
cionador reduciéndose sensiblemente para él la -- 
expresiôn de lo ilicito administrative y el tipo 
y cuantia de las sanciones.
La responsabilidad administrative del trabajador 
por incumplimiento de las normas de seguridad se 
ventila fundamentaImente en el marco del poder dig 
ciplinario del empresario (art. 159 OSH) . La res­
ponsabilidad administrativa solo surge cuando el 
trabajador "por acciôn u omisiôn inescusable pro­
duce riesqos ô peligros que afectan a su vida, sg 
lud, integridad fisica ô a terceras personas". La 
sanciôn es multa de cuantia comprendida entre 100
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y 5.000 pts. (v.art. 160 OSH). s6 lo la infrac­
ciôn de las normas, acompafîada de puesta en pg 
ligro de las personas constituye el ilicito ad 
ministrativo del trabajador (28). Por otra par 
te, la misma OSH régula esta "responsabilidad" 
en un apartado autônomo intitulado "potestad - 
correctera de la inspecciôn de trabajo", (29) 
huyendo asi ella misma del término "responsabj. 
lidad" que si emplea, por el contrario, respeg 
to del empresario.
1) Sistema bâsico de incriminaciôn. Conductas y 
sujetos responsables
El legislador ha procedido en la definiciôn de lo 
ilicito administrativo mediante una referencia gg 
nérica a la infracciôn de las disposiciones sobre 
seguridad en el trabajo. Sôlo en contadas ocasio- 
nes ha tipificado expresamente la infracciôn. El 
ilicito administrativo viene constituido por la - 
infracciôn de cualquier norma de seguridad (30). 
Toda infracciôn de normas de seguridad de lugar a 
responsabilidad administrativa.
El art. 154 OSH déclara la compatibilidad de las 
responsabilidades administratives de los e imprésa­
rios y de las personas que trabajen a su servicio 
en funciones directives, técnicas, ejecutivas ô - 
subalternes, en los casos en que la infracciôn cg
(28) En el mismo sentido se manifiesta PEREZ ESP% 
NCSA, Las infracciones laborales, cit., p.94
y ss.
(29) Cfr. art. 160.
(30) Asi en el art. 156, 1 OSH: "Las infracciones 
a esta ordenanza y a sus anexos y demâs dis­
posiciones vigentes en materia de seguridad 
se calificarân
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metida sea por acciôn u omisiôn imputable a unos 
y a otros.
2) Peligro y lesiôn en la infracciôn administrativa
La infracciôn de las normas de seguridad nô necesi- 
ta venir acompahada, en principio, de lesiôn ô pelj. 
gro. Ahora bien, cuando de la infracciôn no se derg 
va peligro para las personas, el ejercicio de la po 
testad sancionadora de la administraciôn se rige por 
un principio de oportunidad relative, ya que el art. 
8 del D. sobre Procedimiento sancionador por infrac­
ciôn de las leyes sociales de 10 de julio 1975 esta­
blece que "En el supuesto de que la infracciôn con - 
sista en simple inobservancia de exigencies ô requi­
sites facilmente subsanables de los que no puedan dg 
rivar dahos ni perjuicios inmediatos para los traba- 
jadores ni para terceros, la inspecciôn podrâ exten­
der acta de advertencia en la que se consignaran las 
faltas ô defectos comprobados, asi como las medidas 
que el pi^unto culpable de la infracciôn habrâ de -- 
adopter para que se subsanen dentro del plazo que se 
le sehalen, bajo apercibimiento de que si no se -- 
corrigieran dentro del mismo se procederâ a extender 
acta de infracciôn".
Es decir, la concurrencia de peligro para las perso­
nas permite a la administraciôn sustituir la sanciôn 
por un emplazamiento para correcciôn de la falta co­
me tida, Sôlo cuando se incumpla dicho emplazamiento 
"se procédérâ" a iniciar el procedimiento sanciong - 
dor.
En lo que la presencia de peligro ô lesiôn si inter- 
viene, es en la calificaciôn de la gravedad de la in
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fracciôn. El art. 156, 1, establece que las infrac 
ciones se califican como "leves", "graves", ô "muy 
graves", y el nQ. 3 del mismo precepto indica que 
"a efectos de la calificaciôn en uno u otro tipo - 
se tendrâ primordiaImente en cuenta la peligrosi - 
dad de las actividades que se desarrollen en el -- 
centre de trabajo, asi como las circunstancias con 
currentes en los accidentes y enfermedades profg - 
sionales que, en su caso, se hayan producido ô pug 
dan producirse por falta ô deficiencia de medidas 
preventivas, el nûmero de trabajadores afectados y, 
en general, la conducta seguida por el empresario 
en orden a la estricta observancia de las normas en 
vigor en materia de seguridad e higiene". Excepto 
este ûltimo criterio, que hace referencia a la pe- 
ligrosidad del sujeto, todos los demâs estân coneg 
tados a la producciôn de lesiôn ô de situaciones - 
de peligro para los trabajadores.
3) La sanciôn administrativa
La sanciôn que se aplica a estas infracciones es - 
la de multa. Las infracciones leves se castigan -- 
con multa de 500 a 5.000 ptas., las graves de 5.001 
a 100.000 y las muy graves de 100.001 a 500.000 pts. 
Cada una de estas sanciones es subdividida por la - 
Ordenanza en très grados, para cuya determinaciôn se 
ha de estar a las circunstancias del hecho.
El nQ. 2 del art. 156 OSH establece, ademâs, que —  
"la reincidencia en la infracciôn podrâ dar lugar - 
a que se dupliquen en su cuantîa las multas previs­
ta s en el présente articule", pudiendo alcanzar las 
multas la cuantîa de 10.000, 200.000 o el millôn de 
pesetas, respectivamente.
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4) Infracciones de carâcter especifico
En ocasiones el legislador ha procedido a una ex­
presa tipificaciôn de infracciones administratives 
Esto ocurre , por ejemplo, en la misma OSH, art. - 
157, donde se describen très supuestos de infrac - 
ciôn, leve, grave y muy grave, relativos a las nor 
mas de apertura ô reanudaciôn de trabajos (pârrafo 
a y b, 1). a la obligatoriedad del reconocimiento 
médico de los traba jadores de la empresa (b, 2 . f a_l 
ta grave) y a la no paralizaciôn 6 suspensiôn de - 
forma inmediata del trabajo cuando asi lo requiere 
la Inspecciôn de trabajo por la no observancia de 
las normas de seguridad que implique riesgo para - 
las personas.
Se encuentran también infracciones expresamente tg 
pificadas en algunas normas sobre materias particu 
lares de seguridad,por ej emplo, en la legislaciôn so 
bre el trabajo de menores y mujeres.
5) Supuestos de agravaciôn de responsabilidad, San­
ciones especiales
5.1 Sanciôn de inhabilitaciôn. Cuando la reitera- 
ciôn y gravedad de las infracciones en materias de 
seguridad e higiene del trabajo determine constan­
tes peligros para los trabajadores de una empresa, 
el art. 158 de la OSH faculta al Ministerio de Trg 
bajo para proponer al G o b i e m o  la inhabilitaciôn - 
de las personas responsables de taies hecho para con 
tinuar en el desempefio de las funciones directives 
que ejerzan en dichas materias ô en aquellas que - 
afectan ô guarden relaciôn con las mismas, facultad 
confirmada en el art. 33 de la nueva Ley de Relacio 
nés Laborales.
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5.2 Sanciôn de equiparaciôn a falta de asegura­
miento en los supuestos mencionados mâs arriba - 
de desobediencias del empresario de los requeri- 
mientos de la Inspecciôn para paralizar a suspen 
der los trabajos, la sanciôn bâsica se acompaOa, 
cuando se produzca accidente, de una particular 
sanciôn administrativa, "la equiparaciôn a la —  
falta de aseguramiento" respecto del accidente - 
producido. Supone por tanto el no desplazamiento 
de su responsabilidad a la entidad aseguradora, 
pechando sôlo él con la misma (art. 88 LSS).
5.3 Sanciôn de recargo en las prestaciones por 
accidente.
Cuando se ha producido lesiôn o enfermedad prof g 
sional en el trabajador como consecuencia de la 
infracciôn por el empresario del deber de garan- 
tizar la seguridad en el trabajo, el empresario 
incurre entre otras responsabilidades en la con­
sistante en la agravaciôn ô incremento de las in 
demnizaciones debidas al trabajador accidentado. 
13 imposiciôn de este recargo es una constante - 
en nuestro Derecho desde la primera ley de Acci­
dentes de trabajo de 1900. En el derecho vigente 
estâ recogido en el art. 93 de la LSS, de texte 
refundido de 1974, cuyo literal es el siguiente:
"todas las prestaciones econômicas que tengan su 
causa en accidente de trabajo y enfermedad profg 
sional aumentarân, segûn la gravedad de la falta, 
de un 30 a un 50 por ciento, cuando la lesiôn se 
produzca por mâquinas, artefactos ô en insta lacio 
nés, centres o lugares de trabajo que carezcan de 
los dispositivos de precauciôn reglamentarios, -- 
los tengan inutilizados ô en malas condiciones ô 
cuando se hayan observado las medidas générales -
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6 particulares de seguridad e higiene en el tra­
bajo 6 las elementales de salubridad 6 de las de 
adecuaciôn al trabajo, habida cuenta de sus cg - 
racteristicas y de la edad, sexo y demâs cond_i - 
ciones del trabajador".
Los presupuestos de la imposiciôn del recargo son 
pues :
a) La producciôn del accidente.- Interesa desta- 
car que en éste se incluyen los resultados consig 
tentes en enfermedad profesional, cuando ésta se 
derive de la falta (31).
b) La falta de adopciôn de medida de seguridad.- 
Respecto de éstas ha de decirse que, a diferen - 
cia de la formulaciôn restrictive de la legisla­
ciôn anterior (32), se trata hoy de todas aqug - 
lias que sean consideradas necesarias para la -- 
prevenciôn de accidentes, con independencia de - 
su expresa previsiôn reglamentaria (33).
c) Relaciôn de causalidad entre la medida omiti- 
da y el accidente.- Para que surja la responsabg 
lidad del recargo se requiere que el accidente - 
haya sido "causado" precisamente por la falta de 
la medida de seguridad, y esa falta sea imputg - 
ble al empresario. Por ello, no basta cualquier 
infracciôn de las normas administratives, sino - 
sôlo aquellas que puedan ser causales objetivg -
(31) Vid. MONTOYA MELGAR,Sanciôn e indemnizaciôn; 
el recarqo de las indemnizaciones por acciden­
tes de trabajo,en "Anuario de Derecho Civil" 
1967, p.523.
(32) Sobre el regimen anterior a 1962 Vid.SAGARDOY 
BENGOECHEA,El aumento a cargo del empresario 
de las indemnizaciones por accidentes de tra­
bajo, en "RISS" 1961, p,1115 y ss.
(33) Cfr. ALONSO OLEA, La responsabilidad por acci­
dentes de trabajo, cit.,p.64 en relaciôn al 
irt. 7,2 de la OSH.
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mente de accidentes. Se excluyen asi, p.ej., los 
incumplimientos de meras formalidades administra 
tivas (34).
Sobre la procedencia del recargo deciden las Co- 
misiones Técnicas Calificadoras (art. 144 L.S.S.). 
La cuantia del mismo no es fija y, por otra parte 
es ûnica, cualquiera que sea el nûmero de las in- 
fracciones cometidas por el erapresario (T.S. 6^., 
8-2-1965).
La naturaleza juridica del recargo es netamente - 
sancionadora, carâcter éste que ha sido reiterada 
mente afirmado por la jurisprudencia (35), la cual 
la ha considerado como una "sancién legal", y a - 
las normas que la imponen, como "norma legal, punj. 
tiva 6 sancionadora". En el mismo sentido se mani 
fiesta la doctrina (36). Con todo, algunos aspectos 
de esta instituciôn llevan a algunos a admitir 
también el que posea, paralelamente 6 secundariamen 
te un carâcter indemnizatorio (37) .
El carâcter punitivo del recargo viene definido no 
solamente por su propia configuraciôn material, - 
otros aspectos de la instituciôn la desmarcan los 
perfiles caracteristicos de la sancidn civil, asi, 
particulermente, la prohibiciôn legal al empresario
(34) Cfr. FERNANDEZ MARCOS, La sequridad y la hi- 
giene del trabajo, cit., p. 179.
(35) Particularmente T.S,5,6^, sentencias de 20-10- 
1962 y 8-5-1965.
(37) MONTOYA MELGAR, ob.cit., eod. loc., con refe- 
rencias a otros autores.
(36) Vid. MONTOYA MELGAR, Sancién e indemnizaciôn, 
cit., p. 530.
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de asegurar tal responsabilidad (art. 93,2 LSS), 
la exclusiôn como beneficiarios del recargo, en 
caso de muerte, de los derechohabientes del acci 
dentado, y, por ûltimo, la posibilidad de su impo 
siciôn de oficio, sin subordinar su efectividad - 
a la autonomîa de la voluntad del accidentado (38) .
El estricto tratamiento como norma y sancién punj. 
tiva a que el recargo es sometido por la jurispru 
dencia (39) nos permite obtener abundante doctri­
na del alto tribunal, definitoria de las condiciq 
nés de infraccién del deber objetivo de cuidado, 
de la imputacién objetiva y subjetiva de los re^  - 
sultados, etc., que nos serân de gran utilidad a 
la hora de analizar la responsabilidad penal por 
homicidio é lesiones imprudentes.
Ahora bien, no solamente por lo anterior es la -- 
sancién del recargo de nuestro interés. Habida -- 
cuenta de que cuando se califiquen los supuestos 
que dan lugar a esta sacién, se estâ calificando 
de hecho supuestos que pueden dar lugar a respon­
sabilidad criminal, la estadistica de las sancio- 
nes de recargo pueden proporcionar una idea aproxi, 
mada de la criminalidad real -muerte y lesiones- 
en el campo de la actividad laboral, y por compara
(38) No afectando ésto el principio de congruencia 
Vid. ALONSO OLEA, Derechos irrenunciables y 
principio de congruencia, en "ADC" 1962, p.317 
quien indica que los tribunales actûan en la 
imposicién del recargo no como érganos jurisd^ 
cionales sino como érganos administratives con 
potestad sancionadora.
(39) Cfr. MONTOYA MELGAR, ob. cit., p. 583.
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ciôn con los procedimientos pénales incoados, la 
"cifra negra" correspondiente.
Pero en esta tarea surgen dificultades de diver­
se indole:
lo) no todo accidente de trabajo da lugar a près 
taciôn y por ello a la calificacién de recargo.
2Q) No todo accidente que ha sido debido a culpa 
empresarial, y que ha dado lugar a prestacién, - 
llega a ser sancionado con el recargo por las Co 
misiones técnicas calificadoras.
3Q) Por efecto de las sucesivas instancias por - 
las que pasa una demanda de recargo, se da la po 
sibilidad de resoluciones contradictories por -- 
ejemplo, el que no se haya sancionado por la Co- 
misiôn y si por la Magistrature y viceversa con 
lo cual, y teniendo en cuenta que s61o élabora - 
estadisticas la jefatura de las Comisiones, en 
tas podemos encontrar datos de mâs y datos absen­
tes .
40) Por otra parte, como consecuencia de las nor­
mes que rigen la prueba de la responsabilidad ci­
vil (presunciones iuris tantum, inversién de Car- 
ga de la prueba, descargo de responsabilidad solo 
très prueba fehaciente por el empresario de la —  
ajenidad total de la culpa), no todos los supues­
tos sancionados con el recargo serân hechos puni- 
bles. Es decir, ni todos los supuestos registry - 
dos en las estadisticas de sanciones de recargo - 
son hechos punibles, ni todos los hechos punibles 
son calificados como merecedores de ser sanciona­
dos con el recargo. Por ello el valor de la cifra 
estadistica s61o puede ser aproximadamente indicate 
vo .
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- Demandas(de oficio) de recargo presentadas por 
la Inspecciôn de trabajo (40):
- Aho 1972 ........ 1.333
- Los datos de que disponemos sobre el nûmero de 
accidentes sancionados con recargo de las presta 
clones por culpa empresarial son los siguientes
(41) :
- Ano 1976 ........ 698
- Ano 1977 ........ 848
Por lo que respecta al segundo elemento de compara 
ciôn, las sentencias pénales condenatorias por acc^ 
dentes de trabajo, hay que decir que carecemos de - 
èl, pues ta 1 detalle, como tantos otros muchos, no 
consta en los informes sobre la actividad penal de 
la Fiscalia del Tribunal Supremo. De la compulsa de 
las sentencias de T.S. se desprende que no se pro - 
nuncian mû s de 10 como media al afio. El vacio entre 
una y otra cifra es revelador.
No hemos sido solamente nosotros los descubridores 
de esta laguna profunda de la persecuciôn penal, la 
misma Fiscalia del T.S. ha puesto de manifiesto ta 1 
hecho, y precisamente en base a la falta de relaciôn 
entre uno y otro dato (42).
(40) Sôlo disponemos de las cifras de este ano, que 
han sido bêchas pdblicas por FERNANDEZ MIRCOS, 
ob.ûlt.cit.,p.261.
(41) Los datos los hemos obtenido de la Memoria anual 
de las Comisiones Técnicas calificadoras,1976-77, 
He de decir que no se me ha permitido el acceso 
directo a la citada Memoria, los datos me fueron 
dados al dictado por un alto funcionario de la 
secciôn correspondiente.
(42) Memoria de la Fiscalia del Tribunal Supremo de 
16 de sept, de 1968p.61-62.
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5.4 Responsabilidad patrimonial de las empresas
La responsabilidad empresarial de contenido econôraico -todas 
las sanciones excepto la de inhabilitaciôn- recaen directa e 
inmediatamente sobre el patrimonio individual 6 social de la 
empresa respectiva, sin perjuicio de las acciones que en con 
sideraciôn a dichas responsabilidades pueda en su caso ejer- 
citar la empresa contra cualquier otra persona (art. 153 OSH).
c) VALORACION DEL SISTEMA SANCIONADOR ADMINISTRATIVO
La estructura de incriminaciones y sanciones puede sintetizar 
se asi:
Ilicitos administratives del empresario en mate^ 
ria de seguridad en el trabajo:
incriminaciôn - Infraccién de cualquier disposicion que 
genérica establezca normas de seguridad e higie-
ne en el trabajo
- sin puesta en peligro de las ( Acta de adver 
personas,art.8 DPS | tencia y empl
( zamiento
- incumplimiento del emplaza- ( ^
^  ^ I Multa
miento del supuesto anterior t
- con puesta en peligro de las ) Multa 
personas ) Inhabilitaciô
- con producciôn de muerte 6 1 Multa
lesiones Inhabilitaciôn
) Recargo 
) Sanciones pena
incriminaciones 
especificas
- infraccién de las normas de )
apertura é de reanudacién del | Multa 
trabajo )•
- no realizacién de los recono ), 
cimientos médicos prescritos 
para los trabajadores
- incumplimiento de los requerj.) 
mientos de la lnspecc.de Tra-v 
bajo para suspensién é parali^T 
zacién de las obras )
- Infraccién de las normas so­
bre trabajo de mujeres y jô- 
venes
Multa
Multa
Multa
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En orden a la valoraciôn del sistema distinguire- 
mos varies aspectos del mismo: 1/ sistema de incri 
minaciones; 2/ sanciones.
1/ Sistema de incriminaciôn
Nosparece correcta la existencia de""tipo genérico 
y otros especificos, incluse cuando éstos puedan es 
tar cubiertos ya por el primero, pues de esta forma 
se resalta por el legislador aquellos aspectos de - 
la seguridad que mûs interesan, por su relevancia - 
causal, por su caracter novedoso, etc.
Respecte al tipo genérico en si, estimâmes justifi- 
cada su existencia, pues la norma administra tiva pe^  
nal en blanco, -pero definidora de otros elementos 
del ilicito, como por ejemplo, el peligro y las 
sanciones a imponer- es recurso necesario siempre 
que lo que se pretende sancionar viene definido en 
disposiciones mûltiples y cambiantes.
Sin embargo, no parece adecuado el circunscribir las 
conductas tipicas a las violaciones de seguridad es- 
tablecidad en disposiciones légales en sentido ampli 
Supone ésto el que no son sancionables los incumpli­
mientos de normas de seguridad que se derivan de la 
lex artis, de la experiencia profesional 6 de mûxi- 
mas de comûn experiencia.
Estas conductas deberian ser sometidas al mismo ré- 
giraen vigente: si no suponen puesta en peligro de - 
las personas, serûn merecedoras de acta de adverten 
cia de la Inspecciôn de trabajo -de oficio 6 a requis 
rimiento de los comités de seguridad 6 sindicales de 
la empresa- y sujetas a emplazamiento para su correc 
ciôn. Si por el contrario se impiican la puesta en -
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peligro concreto de los trabajadores, deberûn ser 
sancionadas administrativamente, a 1 menos como faj. 
ta leve 6 grave.
Por lo que se refiere a las incriminaciones espe- 
cificas, hay que resaltar que no se trata solo de 
conductas de puesta en peligro, sino también, de me^  
ras desobediencias administrativas que pueden lle- 
var 6 no aparejada la puesta en peligro (v.gr. la - 
apertura de empresa sin autorizaciôn administrativa 
pero con complete cumplimiento material de todas - 
las normas de seguridad). La precision es importan­
te para rebâtir a aquellos que consideran que la in 
fracciôn administrativa se veia "vaciada" si las -- 
puestas en peligro He tipifican penalmente.
Si bien ha de aceptarse el recurso a la cbusula ge­
neral sancionadora en blanco, no por ello debemos - 
despreocupamos de la tarea de construir infraccio- 
nes especificas para los ries^os mûs frecuentes 6 de 
mayor peligrosidad. Con ta 1 procéder podemos obtener 
una mayor atenciôn de los sujetos implicados: empre­
sa, trabajadores, inspecciôn de trabajo, etc., lo —  
cual juega indudablemente un bénéfice papel preventi 
vo.
2/ Las sanciones
El problema fundamental de las sanciones a aplicar 
a sujetos por las conductas ilicitas que estos reali. 
cen en el marco del ejercicio de la actividad de —  
empresa radica en dotarlas de una configuraciôn tal 
que no permitan el que la infracciôn sea "rentable". 
Si el cumplimiento de las normas de seguridad es eco 
nômicamente costoso, y los perjuicios econômicos que 
el empresario pueda sufrir por efectos de la sanciôn 
son menores que el precio de la seguridad, parece evi^  
dente que la "racionalidad de empresa" no ofrecerû -
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reparos a la infracciôn. La sanciôn apareceria asi 
como mero precio del fraude.
Este problema se présenta particularmente con rela 
ciôn a las sanciones y penas pecuniarias.
La cuantia mâxima de la multa administrativa por in 
fracciôn de normas de seguridad eon 500.000 pts., 
cantidad que puede llegar a duplicarse en caso de re^  
incidencia.
Si comparâmes estas multas con sus équivalentes en el 
derecho extranjero veremos que nuestro legislador es 
considerablemente mâs "blando".
Con relaciôn a Alemania es precise distinguir el que 
aqui la sanciôn administrative (Busse) se aplica solo 
a las infracciones sin puesta en peligro, es decir - 
las infracciones que entre nosotros serian califica- 
das como falta leve ô, como mâximo, grave. Para estos 
supuestos la cuantia mûxima de la multa en Alemania - 
séria aproximadamente 800.000 pts., y entre nosotros 
de 100.000 (grave) ô 5.000 (leve).
En Francia, las infracciones no creadoras de peligro 
concreto pueden ser castigadas con multa hasta 50.000 
pts., a la que van aparejadas medidas de seguridad. 
Comparando solamente lo que representan las multas, 
vemos que la infracciôn de menor entidad se castiga 
en Francia con cantidad 10 veces superior a nuestra 
falta leve.
La diferencia es aûn mâs radical si poderamos las - 
sanciones en los supuestos de puesta en peligro con 
creto: en nuestro pais como mâximo (falta muy grave) 
sôlo una multa administrativa de hasta 500.000 pts., 
y si reincidencia, un millôn, mientras que en Alema­
nia la sanciôn es ya criminasl: pena de prisiôn a_l - 
ternativa ô acumulada con la de multa (dias multa) -
y otro tanto en Francia e Italia.
Es decir, en otros ordenamientos, en los supuestos 
de infracciôn sin puesta en peligro, ésta es difi- 
cilmente rentable, y en los que si se produce el - 
peligro puede no ser rentable en absoluto, habida 
cuenta de que, incluso cuando la pena criminal es 
meramente la de multa, ésta se impone en un proce- 
dimiento criminal.
Una propuesta de modificaciôn de las sanciones de - 
multa en nuestro derecho debe atender a una tran^ - 
formaciôn de carâcter de la incriminaciôn: las in - 
fracciones de puesta en peligro deben ser delitos,y 
la infracciôn administrativa debe ser sancionada -- 
con multa cuya cuantia mûxima duplique ô triplique 
la actualmente vigente. Los mûrgenes deben ser 
amplios pues los costes de las medidas de seguridad 
pueden ser también muy flexibles, piénsese en la di^  
ferencia de costo, por ejemplo, entre la provisiôn 
de barandillas 6 los andamios y la modificaciôn de 
toda una instalaciôn eléctrica de una fûbrica que 
ha quedado anticuada.
Junto a la ccnversiôn en delito de las puestas en pe^  
ligro y la elevaciôn de las multas administratives 
creemos de singular importancia el avanzar en la di- 
recciôn del resto de las medidas y sanciones admini^ 
trativas de contenido no directamente econômico:inha­
bilitaciôn para el desempeho de funciones directivas 
(la inhabilitaciôn profesional, aunque sea temporal, 
debe ser reservada al derecho penal), la suspensiôn 
ô paralizaciôn de las obras, la exclusiôn de la empre­
sa de las licitaciones para realizar obras pûblicas û 
otros servicios para el Estado.
La sanciôn del recargo debe mantenerse siempre y cuan 
do su aplicaciôn se limite a los supuestos en los que 
el accidente de trabajo causado con culpa "laboral" 6
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"civil" del empresario no alcance a ser calificado 
como delito de homicidio 6 lesiones culposas. Y e^ 
to, por dos razones, por una parte, en lo que se - 
refiere a su aspecto sancionador, contribuye a aumen 
tar la energia represiva de la sanciôn administrativa 
bâsica, particularmente necesaria cuando la infrap - 
ciôn de las normas de seguridad ha sido causa de los 
mâs graves resultados: muerte y lesiones. Por otra - 
parte, y respecto a su funciôn indemnizatoria, el rp 
cargo aparece como un procedimiento a través del cual 
se obtiene (al menos parte de) la reparaciôn de los - 
danos y perjuicios con mayor rapidez que a través del 
proceso civil correspondiente, lo cual no afecta a la 
"justicia" de la indemnizaciôn, pues la sentencia ci­
vil que cierre la reparaciôn de los danos materiales 
del accidente, ha de coordinar la cantidad indemniza- 
toria que déclara como debida con las cantidades que 
el accidentado haya recibido por otros medios de tutp 
la indemnizatoria (v.gr. prestaciones de la seguridad 
social, recargo, etc. (43).
Otra sanciôn que mereceria ser tomada en cuenta en or; 
den a una ampliaciôn de los supuestos de su aplicaciôn 
es la de "equiparaciôn a la falta de asequramiento". 
Esta sanciôn solamente esté prevista hoy dia para cuan 
do el accidente se produzca como consecuencia de una 
situaciôn de peligro cuya correcciôn haya sido ordena- 
da al empresario por la Inspecciôn de trabajo y aquél 
haya desobedecido sus requerimientos (art. 188 LSS).
La razôn que asiste a esta sanciôn es la de que el —  
accidente se ha producido por exclusiva culpa del empr 
sario, y, sôlo quien ha sido causante del accidente dp 
be pechar con los costos de la reparaciôn e indemniza­
ciôn derivados del mismo. Si no se produjera esta equi
(43) Vid. supra, p.186.
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paraciôn de falta de aseguramiento, todas las prep 
taciones propias de la seguridad social serian su- 
fragadas por quienes la financian: empresarios, trp 
bajadores y Estado. Pues bien, entiendo que esta M  
nea de argumentaciôn deberla llevar a excluir a la 
seguridad social de la financiaciôn de los costos de 
todos los accidentes causados por infraciiôn de nor­
mas de seguridad en el trabajo, süibien hasta el llmi 
te de la capacidad de pago de la empresa responsable.
De la sanciôn anterior debe distinguirse netamente - 
la que ha sido propuesta por algunos para los del_i - 
tos imprudentes de empresa y de trûfico: la elevaciôn 
de las primas del sequro, en este caso, del seguro de 
accidentes de trabajo. Si en el campo de los acciden 
tes de trâfico la cuestiôn puede discutirse (44), no 
cabe lugar alguno para ello en el campo que nos ocu- 
pa. El incremento generalizado de las primas del se­
guro concertado por el empresario négligente es en - 
términos econômicos un incremento de los costos de - 
producciôn, y como tal, séria repercutido en el pre­
cio de los servicios ô productos, con lo cual, el —  
aumento de las primas no supondria necesariamente re 
ducciôn de bénéficiés. Los efectos intimidantes per 
seguidos con ta 1 aumento no se verian alcanzados.
Para dar término a este apartado indicaremos que la 
cuestiôn de la relaciôn sanciones administratives - 
sanciones pénales y su compatibilidad, serû abordado 
cuando hagamos referencia a las ûltimas.
(44) TUNC-LEAUTE, Les frontières de la repression en 
matière d'imprudence, en "Les frontières de la 
répression", I, Bruselas 1974, p.54-55.
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CAPITULO V
LA PROTECCION PENAL DE LA SEGURIDAD EN EL TRABAJO EN 
DERECHO ESPANOL
INTRODUCCION
Hemos dicho mûs arriba (1) que los riesgos que se de­
rivan de 1 proceso y los medios del trabajo amenazan a 
varios objetos de interés para el trabajador. En pri­
mer lugar, y por orden de importancia,la vida, la in- 
tegridad corporal y la salud. En segundo lugar, afectan 
a la persona del trabajador en su fuerza de trabajo - 
(capacidad laboral). Por ultimo, los riesgos laborales 
afectan a lo que hemos denominado seguridad en el tra­
bajo en sentido estricto, es decir, al interés del tr^ 
bajador en la seguridad en si, objeto que ha sido ele- 
vado por el ordenamiento juridico administrativo a la 
categoria de bien juridico relativamente auténomo res­
pecto de los anteriormente mencionados.
Los tipos de homicidio y de lesiones amparan la vida 
y la integridad corporal de las personas y, por supue^ 
to, también en el ûmbito de la prestaciôn de su trabajo 
Sin embargo, hasta tiempos recientes se discutia si la 
salud constituia objeto de protecciôn de los delitos de 
lesiones o si sôlo se alcanzaba su tutela de forma indi
(1) vid. supra Capitule I.
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recta, en la medida que se menoscaba "de resultas de 
las lesiones". Por el contrario, el art. 427, desde 
su creaciôn en 1944, la incluye expresamente como —  
objeto de la tutela tîpica, junto con la integridad 
corporal del trabajador.
Ij3 fuerza de trabajo (capacidad laboral'l no es toma­
da en cens iderac ion mû s que como mero criteria objet_i 
vo de medicidn de la gravedad de la lesiôn de la inte 
gridad corporal y, hoy, de la salud.
Por ultime, la seguridad en el trabajo "stricto sensu" 
carece también de tutela pénal al ne existir en nues- 
tras leyes pénales un del ite de puesta en peligro de 
la persona en su puesto de trabajo.
Dentrc del marco de protecciôn expuesto analizamos las 
condiciones en que surge la responsabilidad criminal - 
por accidentes de trabajo y las medidas legislatives - 
que se hacen necesarias para una compléta y eficaz tu­
tela penal del hombre fiente a les riesgos que le ame 
nazan en su puesto de trabajo.
Cfrecemos, en primer lugar, una indicaciôn acerca de - 
la sistemûtica a que accmodamos el anûlisis de los temas 
enunc iados.
En primer lugar hemos establecido très grandes apartados
A/ Protecciôn penal en el marco de los delitos de homi­
cidio y lesiones comunes. (Responsabilidad criminal en 
accidentes de trabajo) (Cap. V a x ) .
B/ El delito de "lesiones laborales" art. 427 C.p., y
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c /  La protecciôn del trabajador trente a su puesta en 
peligro como propuesta de "leqe ferenda"
La conveniencia del tratamiento autônomo de la puesta 
en peligro es évidente por su carâcter de propuesta - 
de lege ferenda in tctum. No tan évidente parece el - 
concéder al art. 427 un segundo y autônomo lugar hab_i 
da cuenta de que su carâcter de precepto especial ha- 
bria de servir como piedra sillar del sistema de pro­
tecciôn especifica de la seguridad en el trabajo. Sin 
embargo, creemos justificado tal procéder por dos ra­
zones, en primer lugar porque es une de esos excepciq 
nales preceptos pénales que adolecen de absolute c£ - 
rencia de "vigencia fàctica ", y, en segundo lugar, - 
hemos comprobado que no puede indagarse el sentido cb 
jetivc de la protecciôn pretendida per dicho articulo 
mâs que a partir de los limites que presentan los dé­
lites de homicidio y lesiones comunes en orden a la - 
tutela de la seguridad en el trabajo.
En el apartado primero (A/) se estudian conjuntamente 
el homicidio y las lesiones, pues la generalidad de - 
los problemas dogmâticos que presentan ambos delitos 
en el campo de la responsabilidad por accidentes de - 
trabajo son idénticos.
El delito de lesiones présenta un problema especîfico, 
el de su objeto de protecciôn, y particularmente el de 
si la salud y la fuerza de trabajo se enmarcan en el - 
mismo, lo cual nos plantea no sôlo la cuestiôn del bien 
juridico de delito de lesiones, sino también el de los 
medios tlpicos de comisiôn de las mismas (A/l).
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A continuaciôn analizamos toda la problemâtica rela- 
tiva a la responsabilidad criminal por homicidio y - 
lesiones imprudentes, lo cual llevamos a cabo sobre 
la estructura de la concepciôn dogmâtica del delito 
imprudente.
PROTECCION PENAL EN EL MARCO DE LOS DELITOS DE HOMI 
CIDIO Y LESIONES COMUNES (RESPONSABILIDAD CRIMINAL 
EN ACCIDENTES DE TRABAJO).
I) PROBLEmS TECNICOS EN EL DELITO DE LESIONES
En el delito de lesiones se plantean cuatro proble­
ma s que interesan a la eficaz tutela del trabajador 
trente a los accidentes laborales: 1) la salud como 
bien juridico protegido, 2) la punibilidad de las - 
lesiones producidas de forma no violenta y e) la de 
las producidas por omisiôn, y, por ûltimo, 4) la tj. 
picidad de las lesiones imprudentes, particularmen­
te, el contenido del tipo objetivo de éstas en rel^ 
ciôn con el de las dolosas.
Los cuatro problemas tienen un mismo origen: la for
/  0
mulaciôn legal del art. 420 que exige unas modalidades
de causaciôn determinadas en la producciôn de las le^  -
siones: "El que hiriere, golpeare o maltratare de obra
a otro serâ castigado como reo de lesiones graves ...",
redacciôn que, proveniente del Côdigo de 1822, ha per-
manecido Intacta hasta nuestros dias, y que si hoy es
a todas las luces anacrônica, se corresponde adecuada-
mente con las concepciones socialmente vigentes a la s^
zôn respecto de las formas de lesionar que la prâctica
presentaba, asentadas en un primitivo causalismo mecan_i
cista, una idea de la salud centrada en torno a la inte^
gridad corporal y limitada fundamentaImente a la hoy 11^ 
salud
mada^somâtica.
1) La salud como objeto de protecciôn
Durante mâs de un siglo el concepto de lesiôn se redu- 
cia al "daho corporal consistante en heridas, erosiôn, 
equimosis, o contusiones", en los términos empleados - 
por la conocida sentencia de 20 de diciembre de 1921, 
idea que traia su causa de las concretas formas verba­
les herir, golpear o maltratar de obra, de 1 art. 420, 
conectadas a una representaciôn del lesionar como conducta 
agresiva y violenta (3).
El problema no ha sido exclusivo del Derecho penal, lo 
ha sufrido también, p.ej., el derecho laboral al
(3) Sobre el concepto de lesiôn en general Vid. BERIS- 
TAIN, Observaciones acerca de las lesiones en el 
derecho penal espafiol y comparado, separata de la 
"RGLJ", m d r i d  1971, p. 10 ss.
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interpretar el concepto de "accidente de trabajo", d^ 
finido por el art. IQ. de la Ley de Accidentes de 30 
de enero de 1900 como "la lesiôn corpora 1 que el ope- 
rario sufra con ocasiôn, Como dice ALONSO OLEA
(4), la palabra "les iôn" trae consigo la idea de ac- 
ciôn o irrupciôn sûbita y violenta de un agente exte­
rior, lo cual, si bien se corresponde con el supuesto 
normal de accidentes de trabajo (un golpe, una caida, 
un aplastamiento, un corte, etc., producen al trabaj^ 
dor heridas o muerte), excluye, no obstante, el mâs - 
o menos lento progresivo deterioro del cuerpc, de las 
funciones del mismo, es decir, de la salud, aunque -- 
tenga su origen en factores externos a aquél.
La jurisprudencia y ibdoctrina laboral se ocuparon de - 
la hipotética subsunciôn de las enfermedades en esta 
definiciôn legal de accidentes de trabajo, cuestiôn 
resuelta por la sentencia de 17 de junio de 1903, en 
la que se calificaba un supuesto en el que un trabajai 
dor sufriô una pérdida de visiôn a consecuencia de -- 
una intoxicaciôn por plomo. El tribunal declarô que - 
el accidente no se define con referencia a un suceso 
repentino mâs 6 menos violente , sino al hecho cons­
titutive de la lesiôn, y por lo tanto, la enfermedad 
contraida en el ejercicio de una profesiôn determina- 
da y que sea consecuencia de este mismo ejercicio es 
un accidente de trabajo.
De esta forma se resolvian los dos problemas esencia- 
les para el derecho social: se cubre tanto la lesiôn 
corporal como la enfermedad y se supera el estrecho -
(4) Cfr. ALONSO OLEA. La responsabilidad por acciden­
te de trabajo, separata de "RISS" 1978, p. 6.
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concepto de los medios o formas de producciôn del - 
accidente; "acciôn sûbita y violenta de una fuerza 
exterior".
En el Derecho penal se ha producido una evoluciôn - 
conceptual similar, pero considerablemente mâs len- 
ta. La jurisprudencia y, particularmente, la doctr_i 
na, se han esforzado por ampliar los mârgenes de la 
tutela frenteall3 les iones, pero los limites que impo 
ne el respeto al principio de legalidad han sido su 
perados en ese intento de adecuar la ley a la jus tj. 
cia material, con lo cual no son solamente los ciu- 
dadanos los que carecen de seguridad, sino también 
los propios tribunales a la hora de calificar las - 
conductas y los hechos. Ante posiciones doctrinales 
vigentes tan enfrentadas como las de QUINTANO RIPO- 
LLES (5) apegada a la ley, y la de DEL ROSAL, COBO 
y RODRIGUEZ MOURULLO (6), considerablemente ex ten s j. 
va, pero laudable desde el punto de vista politico- 
criminal, los jueces dificilmente se decidirân a -- 
condenar en los supuestos que plantean graves difi­
cultades de interpretaciôn, entre ellos, buena par­
te de los accidentes laborales.
Al igual que en los origenes del derecho laboral, - 
el concepto penal tradicional de lesiôn se reducia 
al "daflo corpora 1 consistante en heridas, erosiôn - 
equimosis ô contusiones" (7), lo que implicaba por
(5) Vid. en su Tratado de la Parte Especial, I,vol. 
1, 2^ éd., puesta al dia de GIMBERNAT, Madrid 
1972, p. 691 y ss.
(6) Vid. Derecho Penal Espaflol (Parte especial) Ma­
drid 1962, p. 407 ss.
(7) S.T.S. 20-XII-1921.
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una parte, la marginaciôn de los daftos en las faculty 
des intelectuales, como GR0I2^RD puso de manifiesto, 
y, por otra, la imposibilidad de considerar a la sa­
lud como objeto de tutela directa, sino solamente en 
cuanto a que su menoscabo se produjera a consecuencia 
de las heridas, erosiones, etc.
La lenta superaciôn del concepto de lesiôn identifica 
do a las vias de hecho ha permitido considerar a la - 
salud siquica como objeto de tutela junto a la int_e - 
gridad corporal, y englobar ambas bajo el concepto ge 
nérico de salud personal (fisica o mental), y def_i -- 
nir, en consecuencia, a las lesiones como el menosca 
bo de esa salud (8). La jurisprudencia, si bien apare 
ce todavia en ocasiones vinculada al pasado (9), asu 
me hoy la las posiciones de la doctrina y concreta el 
concepto de lesiôn en el menoscabo de la salud del su 
jeto pasivo que durante un tiempo disminuye su capac_i 
dad fisiolôgica (10). Con mayor exactitud, la S. de - 
17 de diciembre de 1969 déclara que "el sustantivo le^  
siones significa el menoscabo de la salud personal —  
causado segûn alguna de las modalidades descritas en 
el precepto". En ésto puede decirse que no hay inter­
pretaciôn extensiva, sino correcciôn de la excesiv^ - 
mente restrictive realizada con anterioridad, pues, - 
como dice SAINZ GANTERO, las referencias tipicas a -- 
los supuestos en que el ofendido quedare "imbecil" —  
(art. 420, IQ) , " inutilizado" para el trabajo (420,20)
( 8) Cfr. ROSAL COBO y R. MOURULLO, Derecho penal cit 
p. 421, RODRIGUEZ DEVESA, Derecho penal espafiol, 
P.E., Madrid 1977, p. 114.
( 9) La sentencia de 6 de marzo de 1962 define a la - 
lesiôn en los términos de la de 20-XII-1921.
(10) Cfr. S.T.S. 2-VI-1953, 8-V-2956 y 6-III-1975.
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"incapacitado" para su trabajo habituai (420, 30), y 
el empleo de término "enfermedad" (420, 4Q) , sin li- 
mitacién a las fisicas, ponen suficientemente de manj. 
fiesto que el objeto de protecciôn no se puede ci^ —  
cunscribir a la "integridad corporal" (11).
De mâs dificil soluciôn son el resto de los problemas 
planteados por la exigencia de los medios détermina - 
dos de caueaciôn de las lesiones, los cuales, reduci- 
dos por el tenor del tipo a los de carâcter violente, 
dejan impunes una serie de menoscabos de la salud, e 
incluso de la misma integridad corporal, que no pup - 
den considerarse irrelevantes, y de los cuales, el su 
puesto de transmisiôn de enfermedad venérea, ünico -- 
que desde hace largo tiempo es discutido por la do£ - 
trina (12) no es ni con mucho el de mayor trascenden- 
cia en las sociedades de nuestro tiempo. piénsese en 
las lesiones producidas por contaminaciôn atmcsférica, 
por expansiôn de gases, por radioactividad y muchos - 
otros, sôlo muy parcialmente cubiertos por la sanciôn 
penal a través de los delitos contra la salud püblica.
2) Punibilidad de las lesiones producidas de forma no 
violenta
Particular interés presentan las lesiones y enferme­
dades que se producen en el curso de la actividad la­
boral por agentes no violentos, v.gr., por contacte - 
con sustancias frias o candentes, o con sustancias no 
civas, por energia eléctrica, por radiaciones, por —
(11) Cfr. SAINZ CANTERO, Unidades didâcticas de Dere­
cho penal, il, (UNED) , Madrid 1977, p.10^  un7,
(12) Vid. en QUINTANO, Tratado, cit., p. 730, n. 5 y 
733 ss; RODRIGUEZ DEVESA, P.E., cit., p. 159.
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inhalaciôn de sustancias nocivas, gases, por exposi- 
ciôn a temperaturas extremas,por el sometimiento del 
cuerpo a sobre esfuerzos (ritmos de trabajo), defj. - 
ciente iluminaciôn que menoscaba la visiôn, etc.
(13) . Las lesiones corpora les que se producen por e£ 
tos medios serân impunes aunque taies resulta^ -
dos sean imputables a la conducta culpable de un ter 
cero.
En efecto, el tipo de las lesiones del art. 420 estâ 
ccnstituido legislativamente como un delito de agre- 
siôn, empleando las formas verbales de "el que hirie­
re, golpeare o maltratare de obra a otros", lo que - 
implica comisiones de estricta materialidad o de vio 
lencia fisica (14). El mismo legislador ha sido cons 
ciente de que se provoca asi la creaciôn de una lagu 
na de protecciôn frente a todas aquellas posibles l£ 
siones alejadas en su causaciôn de toda idea de vio- 
lencia. La conciencia de ello ha alcanzado al menos 
a dos supuestos: las lesiones o enfermedades caus£ - 
da s por suministro de sustancias tôxicas o perjudj. - 
cia les o por contagio. Precisamente a salvar ese va­
cio, completando la tipologia ordinaria de lesiones 
violentas, provee el art. 421, que extiende el campo 
de la acciôn del 420 a medios comisivos de otra natu
(13) Vid. en Informe sobre siniestrabilidad laboral 
1977, Ministerio de Trabajo, en p. 25 las fo_r - 
mas mâs frecuentes de producciôn de accidentes, 
y en p. 31 la tipologia de las lesiones mâs rei, 
teradas.
(14) Cfr. QUINTANO, Tratado, cit., p. 728 y TS, muy 
especialmente S.S. 12-X-1967 y 1-III-1971.
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raleza (15), quedândose, sin embargo, corto de todo pun 
to respecto de las necesidades reales de represiôn. - 
Como veremos mâs adelante el delito de lesiones labo­
rales (art. 427) venia a resolver, entre otras cosas, 
el problema de los medios en la producciôn, precisa_ - 
mente, en los accidentes de trabajo.
Ahora bien, si el que las lesiones graves del 420 exi. 
gen los medios legales mencionados es algo indiscuti- 
do, en relaciôn a los restantes tipos de lesiôn strie 
to sensu no parece ésto tan évidente.
En este sentido ANTON ONEGA manifiesta que "si en las 
lesiones graves el Côdigo se ha quedado corto al des- 
cribir la conducta, en los demâs tipos han sido adop- 
tados verbes de contenido mâs extenso, como producir, 
inferir, ocasicnar, causar". El problema se plantea - 
particularmente en las lesiones menos graves (art.422) 
y en las faltas de lesiones.
Varias sentencias recientes han declarado que en el a r t . 
422 no hay limitaciôn de medios. As i lo manifiesta sin 
mâs precisiones la de 18 de octubre de 1967. No obstante 
de su mismo tmor literal se deduce que ta 1 afirmaciôn - 
se limita a los supuestos de "materialidad ejecutiva - 
de agresiôn", es decir, a aquellos en que ya se hiere, 
golpea o maltrata, con lo cual no se viene a afirmar - 
otra cosa mâs que el que es indiferente el medio con que 
se hiere, golpea o maltrata, lo cual nada tiene que ver 
con lo que aquello a lo que la doctrina se refiere en 
los epigrafes dedicados a "los medios en las lesiones".
(15) Cfr. QUINTANO, Tratado, cit., p. 729; ANTON ONEGA 
Notas crlticas al Côdigo penal. Las lesiones, en 
"Estudios pénales". Homenaje al P, Pereda, Bilbao, 
1965, p. 779.
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A la misma confusiôn conduce la de 24 de septiembre 
de 1970 en la que respecto de la acciôn lesiva de 1 
art. 422 se dice que "engloba no sôlo la dinâmica 
contundente del art. 420, condensada en los verbos 
del tipo herir, golpear o maltratar de obra, sino 
también la causaciôn no ya violenta sino astuta o 
abusiva del 421, de modo que el ünico limite viene 
representado por el tiempo de curaciôn de las l£ - 
siones, superior a 15, e inferior a 30 dias", y -- 
mâs adelante, tras referirse al animus laedendi, - 
insiste en que "sôlo el resultado lesivc que se d£ 
grada por orden de gravedad en los mencionados -- 
arts. 420 a 422 sirve para especificar cada uno de 
los tipos intégrantes del sistema".
Sin embargo, lo mâs que puede deducirse de esta de- 
claraciôn del T.S. es que todos los tipos de lesio 
nés pueden y deben ser causados por los medios del 
420 y los de 1 421, y no, en absoluto, que las lesio 
nés menos graves del 420 puedan ser realizadas por 
cualquier medio, como estiman FERRER SAMA, DEL RO - 
SAL, COBO y R. MOURULLO y CORDOBA.
FERRER SAMA estima que "en el 422 la conducta no se 
limita a los casos de heridas, golpes o malos tr_a - 
tos, sino que tan solo se establecen los resultados 
de la agresiôn cualesquiera que hayan sido los - 
dios o modos de ejecutarla"(16), consideraciôn que 
se extiende a la falta de lesiones, al no decir los 
art. 582 y 583, IQ, mâs que "los que causan lesio - 
nés". Igualmente se manifiesta CORDOBA al poner al
(16) Cfr. FERRER SAMA, Comentarios al Côdigo penal, 
IV, Murcia 1956, p.
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422 como ejemplo de delito que el legislador ha acu- 
nado sin referencia expresa a acciones u omisiones -
(17) .
A la misma posiciôn llegan del ROSAL, COBO y R. MOU­
RULLO, a través del ingenioso expediente de configu­
rer a las lesiones del 422 como el "género" de las - 
lesiones, y declarando en consecuencia que "el argu­
mente extraido por analogie del art. 420, que exten- 
diera la restricciôn de medios a todas las figures - 
de lesiones, no tiene fundamento, ya que solamente - 
se refiere a un tipo de elles, las graves" (18).
Pero los autores citados, llevados por laudables pro 
pdsitcs de justicia material, se han visto obligados 
a olvidar lo que es fundamental en nuestro sistema - 
legal de las lesiones: lo que expresamente da unidad
a todos los tipos es la concatenaciôn progresiva de 
los mismos en base a la diferente gravedad de los re 
sultados, con lo cual, y en relaciôn al 422, siguient 
do la tesis aceptada por ellos habria que decir que 
incrimina las lesiones causadas por cualquier medio 
pero sôlo si producen al ofendido incapacidad para el 
trabajo por mâs de 15 dias y menos de 30 o necesidad 
de asistencia facultativa por igual tiempo. é Qué su- 
cederia entonces con la ceguera, o con las lesiones 
que produzcan al ofendido enfermedad por 50 dias, y 
que hayan sido causadas por medios distintos a los - 
del 420 (y, para mantenemos en la tesis que critica 
mos, por los del 421)?. Si la acciôn comisiva no rea^
(17) Cfr. CORDOBA RODA, en Comentarios al Côdigo Pe­
nal, I, p. 8 y en 9.
(18) Cfr. Derecho penal, parte especial, cit., p. 460
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llza el tipo del 420 y si el resultado supera la pre- 
cisi6n temporal del 422, habria que resolver que t£ - 
les lesiones son impunes.
Es decir, la interpretaciôn que reduce la exigencia - 
de los medios comisivos materiales a las lesiones gr£ 
ves lleva a resultados absurdos, como son los de cas- 
tigar todas " las lesiones m e n o s  graves" producidas por 
cualquier medio y, en cambio, las graves solamente -- 
cuando fueran causadas por heridas, quedando el resto, 
excepto las del art. 421, impunes.
La interpretaciôn criticada no sôlo es absurda en sus 
consecuencias, sino ademâs prohibida, por su carâcter 
extensive en contra del reo.
El art. 422 no représenta diferencia alguna relativa 
a los medios de comisiôn con respecto al 420, y si la 
tiene, no es otra que la de que aqui son aûn mâs limj. 
tados, pues no son aplicables los supuestos del 421, 
habida cuenta de la ubicaciôn sistemâtica de éste y 
su tenor litaral (19).
Entendemos que la posiciôn que se rechaza sôlo puede 
tener su punto de arranque en una interpretaciôn in - 
correcta del comienzo del 422: "las lesiones no - 
comprendidas en los articulos precedentes". Es decir, 
las causadas por otros medios de los alll indicados.
Tal cosa podria deducirse si el sentido del término 
de "lesiôn" aqui empleado se refiriese a las meras —  
"vias de hecho", y no a los resultados objetivoa mis­
mos, es decir, si el legislador hubiera querido di^ -
(19) Cfr. QUINTANO, Tratado, cit., p. 729
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gregar la "lesiôn” le sus resultados (20). Pero ésto 
no ha sucedido ni aqui ni en les "de resultas de las 
lesiones", fôrmula que hoy se entiende como giro es- 
tilistico desafortunado, sin mâs consecuencias (21).
For otra parte, si la interpretaciôn correcta de " 1 e^ 
siones no comprendidas en los articulos anteriores" 
fuera la de "formas de comisiôn’ no comprendidas en 
los anteriores", se llega a los resultados absurdos 
antes formulados.
Fuede también tenerse en cuenta que ai elcôdigo de 1822 
las lesiones graves temporales y las menos graves e_s 
taban recogidas en e 1 mism.o articulo ( e 1 643), s in mds 
distinciôn entre ellas que la duraciôn de los resul­
tados, siendc aplicables a unas y a otras las formas 
verbales en cuestiôn. El Côdigo de 1848 procediô a - 
dividir las graves temporales en dos clases y a una 
nueva redistribuciôn de los resultdos en dos articu­
les, uno de los cuales, el 345, es destinado en exclu 
siva a los resultados mènes graves, a los que hizo -- 
preceder de la frase "las no comprendidas en ...".Con 
ésto no creo que el legislador pretendiera alterar la 
referencia a los medios del actual 420, sine solamen- 
te arropar estilisticamente la escueta referencia a - 
los resultados que queria définir como menos graves.
For las razcres dadas estimâmes que no puede acêptarse una
(20) Sobre el carâcter perturbador de la redacciôn de 
los tipos de lesiones en orden a esta disgrega - 
ciôn ver RODRIGUEZ DEVESA, P.E., 1977, p. 114-
115.
(21) Cfr. RODRIGUEZ DEVESA, ob.cit.,p.114. También en est 
sentido el T.S.: "El sustantivo lesiones significa 
el menoscabo de la salud personal causado segûn aigu 
na de las modalidades descritas en el precepto", —  
asi T.S. 17-XII-1969 (Ar. 5925).
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interpretaciôn que se asiente en la idea de que "las
lesiones no comprendidas en los articulos anteriores"
son las lesiones no violentas. El art. 422 s61o puede
de
referirsecon esta frase a los resultados lesiones y - 
no a los modos y formas de lesionar. El 422 no expresa 
por lo tanto,nada que modifique la extensiôn de los - 
medios de comisiôn contenidos en la definiciôn legal 
de lesiôn en sentido extricto contenida en el primer 
pârrafo de 1 art. 420.
El 422 castiga exclusivamente a quienes hiriendo, goj. 
peando o maltratando de obra a otro le produzcan inca^ 
capacidad para el trabajo por mâs de quince dias y me^  
nos de treinta o necesidad de asistencia facultativa 
por igual tiempo.
Si con todo le anterior hemos recuperado la interpre- 
taciôn respetuosa de 1 principle de legalidad del 422 
no es menos verdad que hemos cerrado también el ûnico 
camino para castigar las lesiones que se produzcan - 
en el trabajo por medios no violentes, pero como dice 
GIMBERNAT, el cubrir las lagunas de la ley penal es - 
tarea que no corresponde al intérprete, sine al legis^ 
lador (22). A la doctrina le corresponde tan sôlo
proponer reformas, y una de las que requieren -
los delitos de lesiones es la supresiôn de toda refe­
rencia a los medios, como ya propugnaron RODRIGUEZ 
ROZ y JASO, e hicieron suyo ROSAL, COBO y MOURULLO 
(23) .
(22) Cfr. en Strafrechtsystematik und nicht Beweisbarreit 
der Willensfreiheit, en "Festschr für Henkel" p. 168
n. 29.
(23) Cfr. en Derecho penal, parte especial, cit., p. 428.
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BERISTAiN ha propuesto una interpretaciôn que pretende 
solucionar los problemas que discutimos (24). Siguien- 
do el camino sugerido por ANTON ONECA (25), entiende que 
la fôrmula "maltratare de obra" permite incluir entre - 
los medios tipicos del delito de lesiones graves del —  
422 a las formas omisivas y el empleo de medios mora -- 
les: "tanto quien dé un susto, como quien omite cuaj^ -- 
quier acto prescrito por la ley, trata mal a la persona 
pasiva cuando ella, por ta 1 susto o por ta 1 omisiôn su- 
fre una lesiôn" (26). Sobre la idea expuesta careceria 
de justificaciôn la tesis de que todas las lesiones 
(QUINTANO) o, a 1 menos las lesiones graves (la general^ 
dad de la doctrina) exigen una acciôn fisica en sentido 
material y,de este modo, se recompondria la unidad siste 
mética de las lesiones, "perdida" con el Côdigo de 1848.
13 tesis de BERISTAIN no puede tampoco ser aceptada, -- 
pues pasa por alto que el côdigo no dice maltratar, si­
ne maltratar de obra, expresiôn que tiene un sentido -- 
indudablemente activo y material.
(24) Vid. BERISTAIN, Observaciones acerca de las lesio­
nes .., cit., p. 17 ss.
(25) Vid. ANTON ONECA, Notas criticas a 1 Côdigo penal. 
Las lesiones, cit., p. 779
(26) Cfr. BERISTAIN, ob.cit., p. 18
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3) La Comisiôn por omisiôn en las lesiones
La descripciôn legal de la acciôn tipica del delito 
de lesiones plantea, junto a lo anterior, el proble- 
ma de la incriminaciôn de las lesiones causadas por 
omisiôn, y en este sentido se manifiestan ANTON ONE­
CA, QUINTANO, MUNOZ CONDE y RODRIGUEZ DEVESA (28).
para DEL ROSAL, COBO y MOURULLO, y los restantes auto 
res citados que consideran que la exigencia de los - 
medios violentos se reduce a las lesiones graves, el 
problema que aqui desarrollamos no se plantea mâs -- 
que para éstas, y no para las lesiones menos graves 
y para las faltas (29) .
(2 8) Vid. ANTON ONECA, Notas criticas ... cit., p.778 
779, para quien existen fundadas dudas de que -- 
pueda incluirse la omisiôn en los verbos que la 
ley emplea; QUINTANO (tratado, cit., p. -
724-725) estima que "las formas comisivas de pu- 
ra omisiôn, aun no siendo de descartar en el de­
lito de lesiones, como en el homicidio, resultan 
de hecho més dificiles de adecuar aqui que a -- 
aquél, por cuanto que el art. 420 hace concreta 
referencia a los verbos de herir, golpear, o mal. 
tratar, que dificilmente se compaginan con lo —  
omisivo"; MUÎÎOZ CONDE, Derecho Penal, P.E., 2®. 
éd., Sevilla p. 78: "dificulta la incriminaciôn; 
RODRIGUEZ DEVESA, P.E., 1977, p.125, que déclara 
que en todos los casos en que se exige empleo de 
medios materiales serân delitos de acciôn, sien­
do posible la acciôn y la omisiôn, solamente en 
la segunda fôrmula (medios morales) del art. 421.
(29) Cfr. ROSAL COBO y R. MOURULLO, ob. cit., p. 460 
461.
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Como es sabido, para que la omisiôn de una conducta
respecto
que haya sido causal^de un resultado sea punible,es 
preciso que, junto a otras condiciones, esta omisiôn 
pueda considerarse comprendida en una figura de de­
lito, segûn la interpretaciôn que a ésta dé el comûn 
sentir, pues procéder de otra manera supondria pres- 
cindir del "nullum crimen sine lege " (30).
La posibilidad de reconduciôn de la comisiôn por omj^  
siôn al tipo legal se verâ facilitada cuando el tipo 
se limite a prohibir literalmente la causaciôn de un 
determinado resultado, o cuando el sentido de 1 tipo - 
indique lo que ha tratado de prchibirse y, por tanto, 
lo que ha de castigarse es la verificaciôn de un re^  - 
sultado, con independencia de que su prcducciôn sea la 
consecuencia de una acciôn positiva o una omisiôn (31). 
Este es el caso, por ejerrplo, del homicidio, en el que 
el 407 exige meramente el "matare", fôrmula verbal que 
no exige que la muerte se produzca por actos positivos
(32).
Por el contrario, la conducta omisiva no seré tipica - 
cuando el propio tenor literal del tipo, mediante el - 
empleo de determinados verbos de significado inequivo- 
camente activo indique que su sentido es el de contraer 
la posibilidad exclus ivamente a la produce iôn del resuj. 
tado a través de un hacer positive (33).
(30) Cfr. Por todos, ANTON ONECA, Derecho penal 1,1949, 
p. 172-173.
(31) Por todos, RODIRGUEZ MOURULLO, La omisiôn de so- 
corro en el Côdigo penal, ^fâdrid 1966, p. 107
(32) Cfr. CORDOBA RODA, en Comentarios, I, p. 8
(33) Cfr. RODRIGUEZ MOURULLO, ob.cit., p.107.
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La doctrina ha entendido que,por esta razu45n, no es 
posible aceptar el que las lesiones puedan cometer-' 
se por omisiôn, al exigir el art. 420 que los resuj. 
tados descritos en sus cuatro numéros se ocasionen 
en virtud de un herir, golpear o maltratar de obra 
a la vistima, formas verbales que implican un hacer 
inequivocamente activo, una "acciôn de movimiento - 
corporal positivo", "acciôn dinâmica en acometimien 
to (34).
De esta forma, aun cuando se den en el caso el res- 
to de los elementos que permiten la equiparaciôn de 
la conducta omisiva a la activa, es decir, la rela- 
ciôn de causalidad relevante y la posiciôn de garan 
tia del omitente respecto de la no producciôn del - 
resultado, las lesiones no serén tipicas por no ha- 
berse concretado la conducta en herir, golpear o -- 
maltratar. En estos supuestos la posible eficacia - 
de la situaciôn de garantie, cede ante la caracteri^ 
tica expresa que configura a la acciôn tipica en sen 
tido exclusivamente activo (35).
Y asi, por ejemplo, la omisiôn de la asistencia mé- 
dica por parte del padre, garante de la salud de su 
hijo menor, que no impide la ceguera de éste, no -- 
puede considerarse conducta tipica en relaciôn con 
el art. 420, pues el padre no ha herido, golpeado o
(34) Asi todos los autores citados (excepte Beristain' 
y la jurisprudencia. Los entrecomillados corres- 
ponden a las Sentencias del TS. de 14-10-1967 y 
1-3-1971, respectivamente.
(3 5) Cfr. RODRIGUEZ MOURULLO, Derecho Penal, Parte Ge- 
neral, l, Madrid 1977, p. 313.
> 11)
maltratado de obra a su hijo (36). Sin embargo, si en 
el mismo supuesto la omisiôn de asistencia médica por 
el padre no causa la ceguera, sino la muerte del hijo, 
la conducta realiza el tipo del delito de homicidio, 
por que el 407 no opone resistencia a la hipotética co 
misiôn por omisiôn. Lo que résulta paradôgico.
Debemos concluir, pues, en principio, (37), que las le^  
siones graves del 420 no son susceptibles de puniciôn 
por ausencia de tipicidad cuando se realizan por omi_ - 
siôn. Lo mismo debe predicarse de las lesiones menos - 
graves del 422, pues, como se ha demostrado anteriormente, 
la definiciôn de la acciôn tipica de este precepto debe 
reconducirse al 420, por lo cual exige también el que - 
su realizaciôn se efectûe de forma activa.
Con relaciôn a los accidentes de trabajo, se sigue de - 
lo anterior que las lesiones producidas sôlo serén puni, 
bles cuando aquellos sean consecuencia de una conducta 
activa del autor.
De esta forma, seré impune -no realiza ya ni el mero ti^  
po objetivo- la conducta del jefe de empresas que obser 
Vi inactive como se produce una emanaciôn de ôxido de - 
plomo que afecta progrèsivamente a un trabajador s in que 
éste llegue a percatarse, produciéndole una pérdida to­
tal de la vista. iguaImente, la conducta del director de 
la obra que observa la carencia de las reglamentarias -
(3g) Ejemplo de R. MOURULLO, en loc.ûlt.cit.. Otro ejem 
plo similar ofrece CORDOBA en Comentarios, I,p.8, 
n.8. La incriminaciôn sôlo séria posible mediante 
una interpretaciôn amplia de los "malos tratos".
(37) Pues por el momento nos referimos al tipo objetivo 
de los arts. 420 y restantes, es decir, al tipo ob 
jetivo de las lesiones dolosas. Las lesiones culpo
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barandillas en los andamios y, al incorporarse al tr^ 
bajo los obreros, ni impide que suban a los andamios, 
ni les proporciona los cinturones de seguridad, a con 
secuencia de lo cual el trabajador resbala y cae, pro 
duciéndose graves lesiones.
Ahora bien, todo lo hasta ahora dicho, referente a 1 t_i 
po de objetivo, sirve exclusivamente respecto del ti­
po doloso de lesiones, ya que la jurisprudencia, a 1 
aplicar el art. 565 y calificar el elemento subjetivo 
de la conducta, altera a la vez el mismo tipo objetivo 
del delito, de ta 1 forma que nos obliga a contar en el 
delito de lesiones con un tipo objetivo propio de las 
lesiones dolosas y con un tipo objetivo propio de las 
lesiones culposas.
4) La incriminaciôn de las lesiones culposas
No obstante, antes de ocupamos de la configuraciôn ju 
risprudencia1 de las lesiones imprudentes es preciso poner 
de manifiesto otra cuestiôn que obscurece la naturaleza 
de los delitos de lesiones en nuestro Côdigo: 13 confiqu- 
j aciôn que el legislador ha hecho de los delitos de le- 
riones excluye la punibilidad de la comisiôn culposa de 
las mismas.
En este sentido se han pronunciado DEL ROSAL, COBO y R. 
MOURULLO, resaltando "la profunda antinomîa que subyace 
en las lesiones, que, concebidas a base de môdulos obje^ 
tivos, puramente materiales, atendiendo a 1 resultado co­
mo factor que encasilla las penas, sin embargo, parad6g_i 
camente, o si se quiere, antinômicamente, los tipos se - 
conciben en buena medida en forma de comisiôn exclusiva-
sas por obra de la jurisprudencia, como veremos ahora, 
poseen un tipo objetivo distinto.
•> ‘>
mente dolosa" (38) .
El que ni los autores citados, ni la doctrina en gene 
ral y la jurisprudencia se atengan aqui a la ley, no 
impide que el problema penda amenazadoramente a la ho 
ra de enjLjLciar conductas lesivas "nuevas" o, mejor, 
cuyo merecimiento de ser castigadas ("strafwürdigkeit") 
ha aparecido sôlo recientemente en la conciencia social 
dominante, como ocurre en buena parte de los accidentes 
de trabajo, en la contaminaciôn del medio ambiente, -- 
etc. El 427 vendré también a dar soluciôn a la dificujL 
tad teôrica para la puniciôn de las lesiones culposas, 
como veremos més adelante (39).
5) La alteraciôn jurisprudencia1 del tipo objetivo de 
las lesiones en los supuestos de imprudencia.
El art. 565 establece las condiciones de incriminaciôn 
de las conductas imprudente: "El que ... ejecutare un -
hecho que, si mediare malicia, constituiria delito".
13 doctrina tradicional es unénime en interpretar es­
tas palabras en el sentido de que la conducta impruden
(3 8) En Derecho penal. Parte Especial, cit., p.454
(39) Este salto sobre la letra de la ley, que obedece 
a razones politico-criminales, aconseja una vez 
més el preguntarnos acerca de la pretendida abso 
luta seguridad juridica que ofrece el sistema y 
la dogmética penal tradicional, y que es précis^ 
mente aquello con lo que tal dogmética se justi- 
fica ajbi misma. La cuestiôn ha sido planteada - 
recientemente con gran amplitud por BACIGALUPO, en 
un agudo trabajo que roarca un nuevo y sugestivo 
rumbo para el Derecho penal: Significaciôn y pers­
pectives de la oposiciôn Derecho penal - Polîtica 
criminal, en "R.I.D.P." 1978, fasc. 1, (Coloquio - 
M&drid-Plasencia) p. 18 y 22.
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te solamente se diferencia de la dolosa en la forma 
de culpabilidad, siendo idénticos el tipo objetivo 
de una y otra. Para que surja la responsabilidad por 
imprudencia no basta causar el resultado de las figu 
ras de delito correspondientes, sino que éste ha de 
ser causado mediante una conducta idéntica a la del 
delito doloso. La imprudencia ha de encadenarse a to 
do el proceso de ejecucién, con sus genuinas modali­
dades, de los delitos dolosos (40).
Ahora bien, como ha senalado RODRIGUEZ MOURULLO (41), 
la doctrina jurisprudencial interpréta los términos 
de "ejecuciôn del hecho", exigido por el 565, como -- 
"realizaciôn del resultado tipico" del correspondien- 
te delito doloso, con lo cual convierte a la figura - 
legal de los delitos imprudentes en tioos prohibitives 
de causar, prescindiendo por elle de la concreta forma 
de causaciôn que el tipo objetivo del delito doloso -- 
exije junte con el resultado especifico, y haciendo -- 
asi indiferente el que el resultado lo sea del 
hacer activo del tipo doloso o de una conducta omisiva.
De esta forma, cuando la doctrina jurisprudencial, al 
définir el concepto de culpa y enumerar los requisites 
de la imprudencia punible, sehala en primer lugar la - 
preeencia de una "acciôn o una omisiôn", importa dest^ 
car, como dice RODIRGUEZ MOURULIO (42), que no se refie
(40) Cfr. RODRIGUEZ MUROZ, Notas al Tratado de MEZGER,
I, 2^. ed. 1946, p. 207. En igual sentido RODRIGUEZ 
DEVESA, Parte General, 1973, p. 415.
(41) Cfr. La omisiôn de socorro, cit., p. 112-113 y De­
recho Penal. P.G., cit., p. 314-315.
(42) Cfr. Derecho penal, P.G.. I, p. 315.
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re tanto a las omisiones expresamente descritas en la 
ley, sino, en general, a toda omisiôn que se presente 
como causa del resultado tipico definido en la figura 
del delito doloso de que se trate (43).
Pero el tipo doloso del art. 420 no es una mera prohj. 
biciôn de causar, sino que castiga el herir, golpear 
o maltratar de obra a otro, "causando los resultados 
que despues enumera, lo que se interpréta como una -- 
exigencia de concreta comisiôn activa (44).
A pesar de ello, la jurisprudencia aplica el art. 420, 
en relaciôn con el 565, como un tipo de simple prohi- 
biciôn de causar, haciendo posible la incriminaciôn de 
la comisiôn omisiva de las lesiones (45).
Sin embargo, creemos que hay un punto obscuro en esta 
configuraciôn del tipo de lesiones. Es évidente que - 
ias formas verbales del 420 no impiden la puniciôn de 
las lesiones imprudentes causadas por omisiôn, pero, 
dpuede decirse que no afectan para nada, que son abso 
lutamente irrelevantes para el tipo objetivo de las - 
lesiones imprudentes de la doctrina jurisprudencial?.
Si nos detenemos a examinar las sentencias del T.S. que 
condenan la producciôn de lesiones por omisiôn, se ob- 
g@rva que los pronunciamientos siempre recaen sobre su-
(43) Asi, p.ej., las S. de l-VI-1959, 28-III-1964, —  
12-XI-1968, 27 y 31 del X-1972, entre otras muchas 
En ocasiones, cuando el TS habla de "omisiôn" en 
la culpa, se refiere no a la conducta, sino al in 
cumplimiento del deber de cuidado.
(44) Cfr. DEL ROSAL, COBO y MOURULLO, ob. cit., p.476.
45) Vid. las sentencias de 25-XI-1963, 4-XII-1963 y 
4-V-1974, entre otras muchas.
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puestos de lesiones que tienen su origen —
inmediato en heridas y golpes, es decir, supuestos 
en los que las lesiones de producen -por acciôn u omi 
siôn- de forma (por medios) violentos. El medio o fo^ 
ma violenta de producciôn de lesiones es un elemento 
que aparece siempre en los delitos de lesiones, tanto 
de las dolosas como las culposas, tanto causadas de 
forma activa como de forma omisiva. A esta exigencia 
del elemento violento en la causaciôn hemos encontra- 
do una sola excepciôn: la sentencia de 1 23 de junio - 
de 196].
En La sentencia se califican como lesiones graves - 
imprudentes la pérdida en seis pacientes de uno de los 
ojos, como consecuencia de una infecciôn provocada por 
la aplicaciôn a los mismos de un producto farmacolôgi- 
co contaminado de origen. Las lesiones se imputaron al 
director del Laboratorio, pues era quien debia haber - 
evitado la contaminaciôn del producto y su puesta en -- 
circulaciôn, lo que hubiera sido factible de haber ejer 
cido la adecuada vigilancia sobre el proceso de produc 
ciôn. En el supuesto de hecho esté ausente toda —  
clase de violencia fisica, activa u omisiva. El T.S. 
ha prescindico no solamente de la exigencia de comi -- 
siôn activa del delito doloso (quien actûa positivamen 
te es el médico y la conducta que se reprocha no es 
ta, sino la del director que no impide la contamina^ 
ciôn), sino también de la mediaciôn de heridas o go% - 
pes en la producciôn de la lesiôn.
Parece, pues, como si los tribunales operaran distin - 
guiendo dos diferentes aspectos en la significaciôn de 
los términos herir y golpear: Por una parte, una refe­
rencia a la comisiôn activa (he^ir, golpear) y, por -
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otra, una referencia a los medios (heridas o golpes), 
con independencia de que el origen de éstos radique 
en un hacer o en un omitir, constituyendo estas heri­
das y golpes el limite objetivo minimo para la rel_e - 
vancia penal, como delito o como falta, de la caus^ - 
ciôn de lesiones, como elemento minimo del tipo obje­
tivo de las lesiones dolosas y de las imprudentes (46) .
El hecho de la ausencia de lesiones causadas no violen- 
tamente entre las que son castigadas por los tribuna^ 
les puede venir condicionado en parte por razones 
précticas: es évidente que en la vida real se llega a 
las lesiones generalmente a través de agresiones, aco 
metimientos etc.
En relaciôn a los accidentes de trabajo sabemos también 
que el juez de instrucciôn, por efectos de una suerte 
de principle "féctico" de oportunidad, no llega a -- 
actuar més que cuando se producen muertes, supuestos 
éstos que de tener relevancia penal se trata de homi- 
cidios, y es sabido que el 407 no plantea problemas - 
a la admisiôn de la comisiôn por omisiôn, con lo cual 
se présenta una especie de filtro de las lesiones que 
han de ser conocidas por los tribunales, y éstos, en 
consecuencia, no tienen ocasiôn de pronunciarse expr^ 
samente sobre lo que nos ocupa, quedando la duda acejr 
ca de la posibilidad de que esta ausencia tenga su —  
causa, ademés, en razones dogméticas.
Pero en definitive, se trate bien de razones précticas 
o de razones dogmâticas, bien de ambas conjuntamente, 
lo que résulta, en ûltimo término, es que el tipo obje-
(46) Recuérdese que incluso allî donde no hay propia- 
raente "lesiôn", de mediar golpes hay, no obstan­
te, falta de "lesiones": art. 585, IQ.
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tivo de las lesiones imprudentes elaborado jurispru 
denciaImente "aparece" como una prohibiciôn de rea- 
lizar activa u omisivamente, por medios violentos, 
los resultados tipicos del art. 420.
A continuaciôn, y con el fin de ejemplificar los proble^ 
mas expuestos, formulamos varias hipôtesis de accidente 
de trabajo que produce lesiones y es imputable a titulo 
de culpa al director del trabajo:
1) El director acciona la cinta transportadora s in 
cerciorarse de si el técnico a quien encargô su re 
paraciôn ha finalizado ésta y se encuentra ale- 
jado de la méquina. El técnico, que todavia conti. - 
nua el trabajo de reparaciôn, pierde la mano dere^ 
cha al ser seccionada por una de las ruedas portado 
ras.
2) No instala las barandillas de seguridad y el tra^  
bajador cae de 1 andamio, fracturândose las dos pier 
nas, a consecuencia de lo cual permanece 80 dias in 
capacitado para su trabajo habituai.
3) Observa la peligrosa densidad que progresivamen- 
te va tomando la concentraciôn de ôxido de plomo en 
el local de trabajo, s in suspender los trabajos ni 
procéder a la necesaria ventilaciôn. Por efectos del 
ôxido de plomo pierden la vista los .trabajadores ex 
puestos al mismo.
4) No entrega a los trabajadores encargados de las 
operaciones de soldadura autôgena las preceptivas - 
mâscaras o lentes protectoras. Como consecuencia del 
permanente deslumbramiento a que se ven sometidos - 
pierden la visiôn durante 40 dias, precisando duran 
te ese tiempo asistencia facultativa.
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Si proyectamos ahora sobre los cuatro supuestos 
las conclusiones a que hemos llegado acerca del - 
tipo objetivo de las lesiones graves imprudentes 
habrâ que calificar al 1® como lesiones gra
ves del nûmero 2Q cometidas por conducta activa; 
al 2’ como lesiones graves del nûmero 3 cometidas 
por omisiôn; e 1 3*y el 4*, por el contrario, no reali­
zan el tipo objetivo de las lesiones graves pues to que 
la pérdida de la vista no se produce en ninguno - 
de los casos a consecuencia de heridas o golpes.
Estos dos ûltimos supuestos solamente podrén ser 
calificados como lesiones punibles si se prescin- 
dc de la exigencia tipica de las heridas o go_l 
pes como vias de causaciôn de la lesiôn, general_i 
zando el procéder seguido en la ya comentada sen­
tencia de 23 de junio de 1961.
6) Conclusiones
Conclusiôn de lo expuesto es, a nuestro entender, lo 
s iguiente;
La configuraciôn legal de los tipos de lesiones es 
fuente de graves problemas técnicos para incrimi^ - 
nar la causaciôn dolosa de lesiones por omisiôn, - 
asi como la comisiôn activa por medios o de forma 
no violenta.IguaImente no carece de problemas la in 
criminaciôn de las lesiones imprudentes.
La doctrina y la jurisprudencia se han esforzado - 
por corregir el arcaismo de la fôrmula legal, par- 
ticularmente a través de la separaciôn de la e^ —  
tructura de la acciôn del 420 respecto de las res­
tantes figuras de lesiones, y, particularmente, me^
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diante la configuraciôn de un tipo objetivo de las 
lesiones imprudentes diferente de las dolosas. No 
obstante todavia surgen dificultades a la hora de 
calificar las lesiones imprudentes producidas por 
medios no violentos, no materiales, particularmen­
te en las hipôtesis omisivas.
Si a estos problemas técnicos se afiaden la repuisa 
que a todos merece el sistema objetivista de qrada- 
ciôn de la responsabilidad (no en el sentido de de^  
litos calificados por el resultado, sino de "pena" 
graduada por la gravedad casaa1 del resultado), po 
demos afirmar que la salud del trabajador no en -- 
cuentra en el Côdigo penal vigente -mâs adelante - 
analizaremos el art. 427- la protecciôn justa y s^ 
gura que merece. Una vez més, se pone de manifies­
to en este orden concrete de la protecciôn de la - 
persona la necesidad de una profunda reforma del 
sistema de los delitos de lesiones, necesidad que 
ha sido planteada desde siempre y por todos.
Con excepciôn de las mencionadas en ûltimo lugar - 
puede decirse no obstante, que, de acuerco con la 
doctrina y la jurisprudencia, las lesiones produci­
das en accidentes de trabajo debidos a la conducta 
imprudente de aquellos a quienes se imputa el deber 
de seguridad en el trabajo son punibles como deli­
tos en base a los arts. 420, 421, 422, en relaciôn 
con el art. 565 O.P., y como faltas, en base a los 
arts. 582 y 583 IQ, en relaciôn con el art. 586, 3Q.
Con ello, y tomadas en consideraciôn las salvedades 
expuestas, podemos decir que el homicidio y las le­
siones imprudentes se diferencian tan solo en la —  
distinta gravedad de los resultados, siendo comunes 
los restantes problemas: los relativos a la conduc-
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ta productora del resultado, el contenido del deber 
objetivo de cuidado que se incuraple, el grado de d_i 
ligencia exigible etc.
Sobre esta base se unifican en un sôlo y coherente 
objeto de estudio los problemas de la responsabili­
dad penal por muerte y lesiones en accidentes de -- 
trabajo, ya que lo propio de éstos no es su causa - 
ciôn maliciosa sino la imprudente. Sôlo trente a —  
los accidentes producidos por imprudencia cabe ha_ - 
blar de "accidente", y solamente respecto de éstos 
tiene sentido la idea de protecciôn penal de la se­
guridad en el trabajo, si bien no excluye el que nos 
planteemos la hipôtesis del dolo eventual, cosa que 
se produce en la prâctica no infrecuentemente.
Por todo lo dicho, en lo que sigue nos referiremos 
exclusivamente a las muertes y lesiones por impruden 
cia.
CAPITULO VI
RESPONSABILIDAD POR HOMICIDIO Y LESIONES IMPRUDENTES EN 
ACCIDENTES DE TRABAJO.
En lo que sigue pretendemos exponer el fundamento, las 
condiciones y los limites de la responsabilidad crimi­
nal por muerte y lesiones imprudentes en accidentes de 
trabajo. El mejor desarrollo y soluciôn de esta pro - 
blemética exige una previa toma de posiciôn acerca del 
Sistema: La imprudencia como mera forma de culpabil_i -
dad o como un tipo especial de conducta punible.
El que la imprudencia no es una mera forma de culpabi- 
lidad, sino un tipo especial de conducta punible que - 
muestra una estructura dogmética propia, tanto en el - 
émbito del injusto como en de la culpabilidad, es una 
tesis que, desgajada ya de su origen finaliste, es ad- 
mitida de forma generalizada por la moderna doctrina - 
penal (1). De su justificaciôn podemos prescindir aqui, 
pero, no obstante si parece conveniente fundamentar a_l 
go de singular relevancia préctica: que la concepciôn 
moderna de la responsabilidad por imprudencia, ademâs 
de su correcciôn cientifica, es una concepciôn viable, no 
sôlo en el marco del Côdigo penal, sino en la praxis de 
nuestros Tribunales de justicia.
En lo que sigue, expondremos en primer lugar lo que fun 
damenta este ûltimo aserto: la acogida por el Tribunal
1) Cfr. JESCHECK, Lehrbuch, 3a.éd., p.456 y s., y bi, - 
bliografla citada en nota 9. Entre nosotros, la mc- 
derna concepciôn del delito imprudente es mantenida 
por CEREZO MIR, Lo injusto de los delitos dolosos en 
el Derecho penal espaflol, en "ADP" 1961, p.55 y ss ; 
CONDE PUMPIDC, Exposiciôn çritica de la doctrina fi- 
nalista de la acciôn, en "ADP" 1962, p.265 y ss.; COR 
DOBA RODA, Una nueva concepciôn del delito. La doctri 
na finalista. Barcelona 1963, p. 90-91 y 96; BERIS­
TAIN, Objetivaciôn y finalismo en los accidentes de 
tréfico, separata de "RGLJ" (Die. 1962), Madrid 1963, 
p. 22, 24-25, 32 y ss; SUAREZ MONTES, Consideracio-
2Supremo de la moderna concepciôn de la imprudencia. Po^ 
teriormente, y sobre el esquema elegido, pasaremos a re^  
solver los problemas de los homicidios y lesiones por 
imprudencia en el trabajo.
A/ LA CONCEPCION DE LA IMPRUDENCIA EN LA RECIENTE DOC­
TRINA JURISPRUDENCIAL
TradicionaImente la culpa ha sido concebida por nuestro 
Tribunal Supremo como una mera forma de culpabilidad.
La tipicidad de los delitos cometidos "por imprudencia" 
se reducia a la causaciôn del resultado, a la lesiôn o 
menoscabo del bien juridico protegido penalmente en las 
condiciones en que el concrete precepto de la parte espe^ 
cial de Côdigo estableciese (formas de la acciôn, condi­
ciones personales del sujeto activo, etc.) (2). Junto a 
ese elemento objetivo, el subjetivo, équivalente a la -- 
previsibilidad del resultado tipico, agotaba los presu - 
puestos de la punibilidad de las infracciones culposas - 
(3) .
Ahora bien, desde la década de los 60 la concepciôn de - 
la culpa de la doctrina jurisprudencial ha experimentado
nés criticas en torno a la doctrina de la antijurici- 
dad en el finalismo, Pamplona 1963, p. 59 ss; GIMBER­
NAT, Delitos cualificados por el resultado, Madrid - 
1966, p. 104; NUNEZ BARBERO, El delito culposo, Sal^ 
manca 1975.
(2) Y, en realidad, ni siquiera ésto: v. mâs arriba el 
"vaciado" que el TS hace del tipo del delito doloso 
al calificar la imprudencia, convirtiendo la exiten 
cia de "ejecuciôn del hecho" en "realizaciôn del re^  
sultado tipico", supra p.
(3) Cfr. TORIO LOPEZ, El deber objetivo de cuidado en 
los delitos culposos, en "ADP" 1974, p. 26. Exprès^ 
mente contra la concepciôn moderna y plenamente a fa 
vor de la tradicional, RODRI GUEZ DEVESA, Derecho ena 
espahol. Parte general, Madrid 1974, p.406 Y ss.
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una sustancial transformaciôn (4). Haciéndose eco de 
la favorable adogida por un cualificado sector de la 
doctrina cientifica espafiola de la nueva construcciôn 
del delito imprudente (5), did paso a reconocer a 1 de^  
ber objetivo de cuidado como elemento de la culpa en 
las conocidas sentencias de 11 y 16 de junio de 1964. 
Bien es verdad que, como dice TORIO, no se prejuzgaba 
con ello el problema de su inserciôn sistemética en la 
teoria del delito y a la observancia del deber objeti­
vo de cuidado le podia ser conferida una funciôn bien 
restingida: la de servir meramente como elemento limi- 
tativo de 1 juicio sobre la culpabilidad individual (6).
Sin embargo, lo que en los ahos inmediatamente poste - 
riores al de las sentencias citadas pudiera calificarse, 
en términos de 1 autor citado, como "parajes aislados o 
momentos linguisticos particulares", se han decantado 
con claridad suma en tiempo reciente, particularmente 
en la S. de 16 de octubre de 1970, como ha puesto acer 
tadamente de manifiesto NUNEZ BARBERO (7), en la cual 
se contiene la declaraciôn siguiente: Que constituye - 
el delito de imprudencia la omisiôn espiritual del agen 
te, generadora de una situaciôn de peligro por infrac- 
ciôn del deber de cuidado que debia guardar, que permi^ 
te el resultado lesivo para las personas o las cosas.
(4) Que ya detectaba QUINTANO anteriormente en su Dere­
cho penal de la culpa, Madrid 1958, p. 268
(5) Vid. los autores citados en la nota anterior nQ.i
(6) Cfr. El deber objetivo de cuidado, ADP 1974, p. 58-59 
La infraceiôn del deber objetivo de cuidado traza
el limite de la culpabilidad personal, aunque de - 
ninguna manera se la fundamenta, cfr. ob.cit., p.54.
(7) NUNEZ BARBERO, El delito culposo, Salamanca 197 5, 
p.103.
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por ser causa de aquél efecto, en adecuada relaciôn cau­
sal de indole material y moral; y a sus indispensables pre 
supuestos de tipicidad y antijuricidad, para apreciarla, 
ha de unirse la valoraciôn de la conducta, a medio del —  
juicio de reproche judicial que pondéré la dimensiôn cir- 
cunstancial subjetiva de 1 autor, y la objetiva del hecho, 
para lo que ha de tenerse en cuenta con preferencia, la - 
causa creadora de la situaciôn de riesgo, su previsibili- 
dad y probabilidad, y la atribuciôn personal. (8)
A partir de esta sentencia no puede aceptarse ya per mâs 
tiempo que el papel del deber objetivo de cuidado como - 
mero limite de la culpabilidad de la culpa, sino que por 
el contrario, debe reconocerse que su infracciôn es el - 
fundamento de la responsabilidad de los delitos culposos, 
su pertenencia al tipo de injusto de los delitos impruden 
tes,
A las sentencias posteriores, como las de 15-X1971, anota^ 
da por LUZON, y las restantes citadas por NUNEZ BARBERO - 
(9) deben ahadirse hoy, entre otras la de 2-V-1975, en la 
que se déclara que son presupuestos constituyentes de la 
responsabilidad por culpa el denominado sicolôgico y el 
normative de la exigibilidad que se nutre por la omisiôn 
del deber objetivo de cuidado, puesto por las normas de - 
cultura, de experiencia, de ciencia o por disposiciones - 
legislatives de cualquier rango y que, de haberse cumpli- 
do, impediria el resultado reprochado en el tipo penal en 
abstracto, y que debe judiciaImente reprocharse en concre 
to por tener capacidad y eficacia suficiente para poder - 
evitar el resultado" (Ar. 1790, Pon.Escudero del Corral);
(8) Ar. 4159, Ponente; Escudero del Corral. Subrayado 
nuestro.
(9) V. NUÎÎEZ BARBERO, ob.cit., p.103-104.
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la de 6-XI-1975, en la que se dice que"para estimar ta 1 
conducta como tipica e ilicita y dar lugar a su casti- 
go, résulta indispensable que, en el aspecto objetivo, se 
produzca la inobservancia del cuidado en el trâfico humano 
que resultaba exigido por la vida comunitaria, de donde dé­
riva la antijuricidad de 1 hecho y que, en el âmbito subjeti­
vo , se ponderen las circunstancias personates del agente y 
su atribuciôn personal .... lo que encaja dentro de la cul­
pabilidad del juicio que merece el autor" (Ar. 4090, Pon. 
cudero del Corral) (10).
Estas sentencias son las que marcan el rumbo actual de la - 
doctrina jurisprudencial sobre la culpa, lo cual no implica 
que tal concepciôn se haya de manifester ya en todas las de 
claraciones al respecto de nuestro Tribunal Supremo (nôtese 
que el Ponente citado es el mismo en las diverses sentencias) 
Bien por el contrario, buena parte de las definiciones concep 
tuales siguen evidenciando una considerable obscuridad (11) 
y, en ocasiones, absolute confusiôn (12). No debe ser, empe- 
ro, ésto ûltimo obstâculo para reconocer sobre el présente - 
que el futuro inmediato de la doctrina jurisprudencial de la
(10) El elemento del deber objetivo de cuidado aparece siste 
mâticamente en todas las definiciones jurisprudenciales 
de la imprudencia, si bien, no hay toma de posiciôn ex­
presa acerca de su atribuciôn sistemética; ver, p.ej., 
en el aho 197 5, y limitândonos a las imprudencias labo- 
rales, SS. 6-1X1# 16-IV, 18-IV, 2-V, 3-V, 28-VI y 13-X 
1975.
(11) Por lo general esté ausente toda referencia expresa a 
la "culpabilidad de la culpa", es decir, a las concre­
ta s facultades del sujeto para cumplir con el deber obje 
tivo de cuidado, V. 20-IV-76 y 23-IV-76.
(12) Vgr. 22-IV-1976, CL 571.
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culpa va a ser de forma dominante el de la tesis del de­
lito imprudente y que un anâlisis del problema penal de 
los accidentes de trabajo, que también en el inmediato 
futuro va a adquirir una mayor relevancia, debe construit 
se sobre esta nueva dogmâtica del delito imprudente.
Sobre las bases expuestas creemos poder aceptar como vâ IJ.
nueva
da en orden a nuestra prâctica judicial la definiciôn que 
la doctrina cientifica dominante hace de los elementos - 
del delito imprudente, y que, siguiendo fundamentaImente 
a JESCHECK (13), podemos concretar en lo siguiente:
Conducta humana (acciôn y omisiôn)
- Infracciôn del deber objetivo de cuidado (fuentes y gra_ 
do de diligencia).
- Resultado de muerte o lesiones objetivamente imputable 
a la conducta contraria al deber (relaciôn causal, de 
adecuacicn y de 1 fin de protecciôn de la norma) .
- Ausencia de causas de justificaciôn de la conducta con­
traria al deber.
- Autor imputable y con las facultades, conocimientos y 
experiencia que le permitan reconocer el deber de cui­
dado objetivamente exigido y prever el curso causal que 
conduce al resultado concreto producido, y
- Ausencia de causas de inexigibilidad de otra conducta.
B/ ACCION Y OMISION EN lA PRODUCCION DE ACCIDENTES DE TRA­
BAJO
Para que el accidente de trabajo que implica muerte o Ip 
siones personales sea penalmente relevante, se requiere, 
antes que nada, la presencia de una conducta humana con 
eficacia causal en àu producciôn, una conducta que aparep
(13) Vid. JESCHECK, Lehrbuch, 3a.éd., p.456 y ss.
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ca bien como hacer activo (acciôn)bien como no evitaciôn 
del resultado (omisiôn) lesivo del bien juridico.
La nitidez conceptual abstracta de la acciôn y la omisiôn 
como conductas productoras de resultados desaparece con 
frecuencia en la prâctica (14) y, particularmente, en el 
âmbito de la siniestrabilidad laboral. En este sentido deben 
distinguirse dos supuestos bâsicos, aquellos en los que in- 
terviene una sola persona y aquellos en los que intervienen 
varias.
En los supuestos de intervenciôn de una sola persona en e 1 
proceso de causaciôn del accidente, la conducta del autor 
aparece en no pocas ocasiones como ambivalente en orden a 
una calificaciôn como acciôn u omisiôn. La estructura de 
la conducta es de ta 1 modo compleja que las fronteras entre 
el actuar y el omitir no se presentan con nitidez.
El problema de la distinciôn y los limites entre la acciôn 
y la omisiôn en supuestos como los que nos ocupan y que 
ENGISCH llama supuestos de conductas ambivalentes (15) ha 
sido objeto de amplia atenciôn por la doctrina alemana, aten 
ciôn que se justifica por las évidentes consecuencias prâctl 
cas que se derivan de una u otra calificaciôn y que ha
puesto de manifiesto HERZBERG (16).
(14) Para el problema én general vid. JESCHECK, Lehrbuch, 3a. 
ed. p.488-490, con amplias referencias bibliogrâficas.
(15) Cfr. ENGISCH, Tun und Unterlassen, en "Festschr. fur 
Gallas", Berlin - N.Y. 1973, p. 163 y ss. WELP los denq 
mina de -coincidencia de formas de c o n d u c t a " v .  en 
Voran e an enes Tun als Grundla e einer Handlun s uivalen 
der Unterlassunq, Berlin 1968, p. 119.
(16) vid. HERZBERG, Die Unterlassunq im Strafrecht und das 
Garantenprincip, Berlin 1972, p.240. Dicho sea ésto con 
independencia de que, como se verâ mâs adelante, nosotros 
rechazamos el recurso a los juicios hipotéticos para de- 
terminar la relaciôn de causalidad, tanto en la acciôn cq 
mo en la omisiôn.
Ha sido precisamente un supuesto de accidente de 
trabajo uno de los cuatro "casos" limite que desde hace 
decenios sirve a la doctrina alemana para plantear el pro 
blema de la distinciôn entre acciôn y omisiôn y la trans- 
cendencia dogmâtica del mismo. Se trata de 1 conocido caso 
de "los pelos de cabra" (Ziegenhaarfa 11 'j , sobre el que 
resolviô el Tribunal del Reich en 1929: El acusado habia 
comprado pelo de cabra a una empresa china para su fâbri- 
ca de pinceles y, a pesar de que la empresa le habia adver 
tido sobre la necesidad de desinfectarlc, lo entregô asus 
trabajadoras s in procéder a ello; las trabajadoras resul-
taron contagiadas por los bacilos de carbunco y murieron
(17). El problema de ésto y los otros casos ra i a en que 
la conducta que a primera vista aparece como hacer activo (en 
trega de los pelos de cabra) puede calificarse tras considq 
raciôn mâs detenida, tambbién como omisiôn (de la desinfec­
ciôn) . La conducta es pues "ambivalente".
No podemos detenernos aqui en la discusiôn dogmâtica sobre 
los problemas de esta distinciôn entre acciôn y omisiôn. Nos 
hemos de limitar a tomar posiciôn por la tesis que nos 
parece mâs acertada, siendo ésta la de ENGISCH quien propone 
como criterio de delimitaciôn el de la aplicaciôn de ener- 
gia por parte del sujeto ("Energie einsatz") (18).
Ahora bien, es preciso indicar que el problema pierde buena 
parte de su fuerza en el campo de los accidentes de trabajo, 
habfla cuenta de que aqui los deberes de cuidado que corres- 
ponden a quienes actûan se superponen con los deberes de -
(17) RGStr. 63, p. 211 ss. Este y los restantes casos pueden 
verse en ULSENHEIMER, Das Verhâltnis Swischen Pflicht- 
widriqkeit und Erfolg bei den Fahrlâssigkeitsdelikten, 
Bonn 1965, p. 26-27.
(18) Defendido nuevamente en Tun und Unterlassen, cit.
actuar que se derivan de la normativa laboral y de los he- 
chos (deber de seguridad en el trabajo). Hay que tener en 
cuenta que centrado el estudio en la responsabilidad de -- 
las personas a quienes se imputa el deber de seguridad en el 
trabajo, empresarios y encargados, tanto quien actûa infrin- 
giendo las normas de seguridad, corao quien se abstiene de ac 
tuar cuando viene obligado a aplicar medidas de seguridad, 
infringe el deber de seguridad, infracciôn que constituye la 
esencia de 1 fundamento de su responsabilidad delictual (19).
Refiriéndonos ahora a los supuestos de accidente en los que 
interviene màs de una persona, hemos de decir que, en efecto, 
el accidente de trabajo no suele aparecer como resultado de 
"una"acci6n o de "una" cmisiôn -o, si se quiere también, de 
"una" conducta ambivalente-, sino, por el contrario, como
productc de un proceso causal complète en el que intervienen
conjuntamente factores materiales autonomes, independientes 
del hombre, y condiciones causales positivas y negativas plu 
raies puestas por éste, cuya paternidad corresponde con fre- 
cuencia a personas distintas y de diferente relevancia juri- 
dica en orden a la seguridad en el trabajo. Como ejemplo de 
este tipo de supuestos de intervenciôn pluripersona1 puede
servir el que califica la sentencia de 31 de mayo de 1975
(C.L.757).
En todos estos casos en los que al resultado contribuyen 
causalmente varias personas v.gr., empresario, directivo, eni 
cargado, trabajadores compafleros de la victima y la propia 
victima, lo que resuelve sobre la relevancia jurîdica penal de
(19) ROXIN entiende que en los délites consistentes en la in 
fracciôn de un deber (ejercicio de deberes sociales)es 
materialmente indiferente para la realizaciôn del tipo 
que el sujeto al deber produzca el resultado activa u 
omisivamente, vid. Politica criminal y Sistema de Derecho 
penal (trad, de Mufloz Conde) , Barcelona 1972, p.46 y s.
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las conductas de cada uno de ellos no es la calificacidn de 
aquellas como acciones u omisiones y la comprobacidn de la 
relaciôn causal, sino la posiciôn de cada uno de ellos, agen 
tes u omitentes causantes, respecte de los deberes de cuida- 
do y de garante.
Quiere decirse con lo expuesto, que en el éimbito de la respori
sabilidad criminal que investigamos la problemdtica distinciôn
entre acciôn y omisiôn se diluye en gran medida. La necesidad 
de la distinciôn obedece al hecho de que, en los supuestos de 
omisiôn/ la responsabilidad criminal se condiciona a que el omi. 
tente se encuentre en posiciôn y obligaciôn de garante;
cuestiôn de la que se prescinde en los supuestos de acciôn. --
S in embargo, en el dmbito de la seguridad en el trabajo, la po 
siciôn y el deber de garante interesa tanto en los casos de -- 
omisiôn como en los de acciôn: la conducta activa sôlo es pena 
mente relevante si el agente infringe el deber de seguridad en 
el trabajo, lo cual presupone que previamente le haya sido imp 
tado, y ésto se produce cuando el sujeto se encuentra en una p 
siciôn material (posiciôn de garante) a la que el ordenamiento 
]uridico conecte la imputaciôn de ese deber juridico, de actua 
(deber de garante) y de actuar cuidadosamente (deber de cuidad
No queremos cerrar este apartado sin hacer dos precisiones. Se 
trata en primer lugar de définir la naturaleza como conducta - 
de las "Ordenes". En los supuestos de pluralidad de sujetos —  
intervinientes y de relaciôn jerârquica entre ellos, es llaroa- 
do el superior a responder no sôlo por meros incumplimientos - 
de deberes de vigilancia y control sobre el proceso de trabajo 
y la conducta de sus subordinados, sino por su actuaciôn jer^r 
quica sobre éstos que détermina la direcciôn del curso causal, 
dentro de lo cual han de situarse las ôrdenes de trabajo, ôrde 
nés al encargado o a los obreros de actuar de una determinada 
manera.
La calificaciôn que merece la emisiôn de estas ôrdenes es, —  
sin duda, la de conductas activas, pues, por efecto del na -- 
tural y lôgico conocimiento de que van a ser ejecutadas.
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implican una directa y voluntaria puesta en marcha de un 
proceso material de causaciôn, una aplicaciôn de energia 
por parte de 1 sujeto. Asi, la conducta de quien ordena a 
otros trabajar de forma peligrosa y sin protecciôn es una 
conducta activa y no omisiva (20). Cosa distinta es que de 
la émision de la orden puedan surgir deberes de garante - 
por ingerencia, v.gr. porque la orden que se ha dado era 
incomplets o incorrects y el proceso causal de riesgo se 
alargue, temporal y materialmente de esta forma, lo que 
en un primer momento era acciôn causal imprudente de un - 
resultado puede convertirse en omisiôn causal -dolosa o impru 
dente- del resultado.
En segundo lugar ha de hacerse referenda también en este - 
apartado a la distinciôn entre "conducta omisiva"y "omisiôn 
de 1 cuidado debido", ccnceptos que son a veces confundidos por 
nuestra juriaprudencja, en cuyas definiciones de lmprudencia,y como 
primer elemento habla de "acciones u omisiones", pero ente_n 
diendo por estas ultimas no las conductas omisivas, sino la 
omisiôn del cuidado. Entendemos con BINAVINCE que si por - 
omisiôn entendemos lo que es correcto, es decir, la "no re^ 
lizaciôn de una acciôn", en la imprudencia no debe hablarse 
de "momento omisivo". El momento omisivo de la imprudencia 
no puede ser el "incumplimiento de 1 cuidado debido", pues - 
el "cuidado" no puede ser calificado como acciôn (21 ).
(20) En la doctrina laboral se dice que "quien da una orden 
obedecible tiene que estar a las consecuencias de la 
raisma" cfr. ALONSO OLEA, Derecho del trabajo,Madrid 1973, 
p.194. No se trata en estos supuestos de conductas en si 
ambivalentes o coïncidentes, pues de lo que no cabe la 
menor duda es de que no es omisiôn, no dândose lugar si- 
quiera a la aplicaciôn del criterio de Kaufmann: donde 
hay duda, se prefiere la calificaciôn como acciôn.
(21) Vid. BINAVINCE, Die vier Momente der Fahrlassigkeit, 
Bielefeld 1969, p.48, y, en general, el primer epigrafe 
del Cao. 2, pp.37-48.
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No debe pues ponerse en cuestiôn que la muerte de un téc- 
nico que reparaba un molino, producida al ser puesto en - 
marcha éste por el encargado, que habiendo ordenado la re 
paraciôn no se cerciorô de si el operario habla dado tér- 
mino a su tarea, constituye un homicidio imprudente de co 
misiôn activa (22).
C/ EL DEBER OBJETIVO DE CUIDADO DEL EMPRESARIO EN RELACION 
A LA SEGURIDAD DE LOS TRABAJADORES
Es évidente que los resultades lesivos de un accidente de 
trabajo pueden ser expresiôn de conductas contrarias a de^  
beres objetivos de cuidado imputables a cualquier persona, 
pues al resultado se puede llegar por incumplimiento
tanto de deberes especîficos de seguridad en el trabajo que 
se imponen a un determinado circulo de personas especialmen 
te cualificadas, como por incumplimiento de normas de cuida 
do que, por ser propias de la miâs comùn experiencia, pueden 
ser exigidas a cualquiera de las personas que directa (empre 
sarios y trabajadores) o indirectamente (ajenas a la empre- 
sa, pero cuya actividad puede afectar a las condiciones de 
seguridad de la misma) participan en el proceso de trabajo.
Sin embargo, diversas consideraciones nos llevan a centrar 
el anélisis en el contenido e imputaciôn de 1 deber objetivo 
de cuidado del empresario y sus encargados. En primer lugar, 
porque el nûcleo roâs importante de los deberes de cuida­
do exigibles en la actividad laboral viene constituido por
(22) Supuesto de la sentencia de 7-V-55. En este caso la 
acciôn es la puesta en marcha del molino el "momento 
omisivo" es el no cumpliroiento del deber de cuidado, 
la no comprobaciôn de la ausencia del técnico. En re­
laciôn con el problema anterior, la "orden" de reparar 
es aqui "hacer" pero no es la "acciôn" que realiza el 
resultado, sino solamente un hacer precedente que cons 
tituye a quien la évité en posiciôn de garante por sus 
consecuencias peligrosas, pero al estar éste ya obliga 
do por el especial deber de seguridad que se imputa a lo 
encargados del trabajo, se limita su funciôn a la de - 
exasperar la exigencia de cuidado, es decir, a incremen 
ta r la cantidad del injuste.
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el llamado deber genérico de seguridad e higiene que se 
imputa selectivamente a los sujetos mencionados. En se­
gundo lugar, y como consecuencia de lo anterior, la respon
sabilidad penal de sujetos distintos a los anteriores, pa^
/
ticularmente de los trabajadores, es, comose vera en el lu 
gar oportuno (Cap.l X ) un fenômeno expepcional. Por ultimo, 
porque la finalidad de este trabajo es el anâlisis de la 
protecciôn penal del trabajador, y, con independencia de 
que sus intereses pueden verse igualmente afectados por - 
otros trabajadores, en la préctica e, incluso, en el piano 
normativo, la fuente por excelencia de los hipotéticos at^ 
ques a los intereses del trabajador es la "otra parte" de 
la relaciôn laboral: el empresario y sus représentantes.
Por todo ello, el punto de mira del estudio que realizamos 
va orientado a la figura del empresario. El problema de la 
responsabilidad de los encargados y delegados de 1 titular 
de la empresa serâ analizado al término de 1 estudio de 1 coiq 
tenido del deber de cuidado y de 1 fundamento de su imputa­
ciôn penal al empresario, pues es éste un problema que sole 
se plantea a partir de un determinado grado de divisiôn de 1 
trabajo y, por otra parte, la responsabilidad de estos su­
jetos es derivada de la traslaciôn de la posiciôn y deberes 
del empresario (23).
Procederemos en pnmer lugar a la exposiciôn de las fuentes 
forma les de determinaciôn de los deberes de cuidado, exteri 
diéndonos posteriormente en el anâlisis de su fundamento 
material.
1/ FUENTES FORMA LES DE DETERMINACION DEL CONTENIDO DEL DE 
BER DE CUIDADO DEL EMPRESARIO
El cuidado que el empresario debe aplicar en relaciôn a la
(23) Lo relative a la responsabilidad de los simples tra­
bajadores es tratado en el capitule rx.
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seguridad de los trabajadores se détermina a través de 
diversas instancias forma les.
En primer lugar, en la ley y, en general, en las disposi- 
ciones légales en sentido amplio, a las cuales hemos hecho 
referenda anteriormente al ocuparnos de las fuentes del 
deber de seguridad (24): Leyes laborales générales, la Or 
denanza General de Seguridad e Higiene en el trabajo de - 
1971, las Ordenanzas particulares para ramas concretas de 
la actividad laboral, los Convenios colectivos y los Re - 
glamentos de regimen interior de las empresas. El grado con 
siderablemente alto de reglamentaciôn estatal de la vida 
laboral hace que en las disposiciones légales y en las nor 
mas homologadas a éstas se encuentre la generalidad de las 
normas de conducta cuyo cumplimiento constituye el conteni 
do de 1 deber objetivo de cuidado del empresario (25).
Ahora bien, las condiciones de prestacion de 1 trabajo son 
tan variadas y la actividad laboral tan compleja que no tq 
das las medidas de seguridad y cuidado necesarias para ase 
gurar la vida y la salud de las personas en su trabajo pue 
den venir agotadoramente descritas en las reglamentaciones 
enunciadas. Estas constituyen solamente el suelo mînimo del 
deber de seguridad del empresario (26). En este sentido se 
manifiesta expresamente la OSH, declarando que es obligaciôn 
general del empresario no sôlo el cumplimiento de esta or- 
denanza y de cuantas, en materia de seguridad e higiene, - 
fuesen de pertinente aplicaciôn (art. 7.1), sino tarribién -
(24) Vid. en el capitulo II de esta P.Il
(26) Cfr. ENGISCH, Untersuchungen, cit. p.293.
(26) Cfr. SMURAGLIA, La sicureza del lavoro e la sQa tutela 
penale, la. éd., cit., p.173; PETTOELLO MANTOVANI,
La tutela penale délia attivita lavorativa, cit. p.148
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el adoptar cuantas medidas fuesen necesarias en orden a 
.... la prevenciôn de los riesgos (art. 7.2). Lo cual - 
constituye, por otra parte, uno de los principios fundq 
mentales de la culpa criminal (27). Sin embargo, la OSH 
no précisa las fuentes de determinaciôn de esas otras - 
medidas necesarias.
La jurisprudencia penal ha establecido reiteradamente con 
caracter general cuales son las instancias normativas que 
complementan las disposiciones legales y reglamentarias. 
Asi, por ejemplo, la S. de 21-IV-1973 (Ar. 1770) se refie 
re a "los deberes elementales de cuidado impuestos por -- 
principios legales o reglamentarios; la experiencia técnica 
cientifica o laboral y las normas c principios de cultura" 
o la de 30-VI-1975 (Ar. 3044), que déclara: "... ya se ha­
lle recogido por la norma de cultura, por la "lex artis',' o, 
simplemente, por normas de comun experiencia y de elemental 
prévis iôn (28).
En el émbito de la seguridad en el trabajo reviste particu­
lar importancia la "lex artis" de las profesiones en liza: 
arquitectos, ingenieros, quimicos, etc. bien se encuentre 
fijada positivamente en reglamentaciones, estatutos, o per- 
manezca en el nivel de lo meramente "sabido" por la comuni-
(2 7 ) Vid., entre otras muchas, TS, 29-V-70; "obligaciôn ge- 
nérica del empresario de emplear todos los medios posi 
bles de seguridad en bénéficié de los trabajadores". El 
cumplimiento de los reglamentos no libera sin roâs al - 
agente del cumplimiento de otros deberes de cuidado —  
cuando la situaciôn concreta exija mâs, o cosa distin-
t ta de la que esté escrita (Cfr. JESCHECK, Lehrbuch, p.
471), de igual modo que de la infracciôn de reglamentos 
no surge sin mâs la responsabilidad criminal (Vid. ENGISC 
Untersuchungen, cit., p. 360 ss.).
(28) Vid. entre otras muchas, también: TS. 13-X-75 (Ar.3932)
y 10-III-77 (Ar. 983) .
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dad de profesionales (29). Igualmente, y tanto plasmada noq 
mativamente como si no, la experiencia técnica (30) . En este 
apartado pueden incluirse también las normas e instrucciones 
de empleo de mâquinas y aparatos que son proporcionados por 
los fabricantes de éstos a quienes los adquieren (31).
Por ultimo, el tribunal Supremo cierra la relaciôn de fuen­
tes de determinaciôn de los concretos deberes de cuidado -- 
con la referenda a las "méximas de experiencia comûn" . Ex­
periencia que se rije por dos parâmetros: la experiencia de
cualquier persona, del hombre de su tiempo (32), y la propia 
de las personas que realizan profesionaImente una determina­
da actividad, en relaciôn al ejercicio de la misma y dentro 
del circulo de sus peculiares atribuciones (33)
Problema no planteado entre nosotros es el de si las disposi- 
ciones del inspector de trabajo en orden a la seguridad pue­
den considerarse como fuentes de deberes de cuidado y, en con 
secuencia, la infracciôn de una de estas disposiciones (requq 
rimientos, apremios, etc.) dan lugar a responsabilidad crimi- 
na 1.
(29) En la jurisprudencia destacan las referencias a la de 
los arquitectos y aparejadores, v.gr., TS 20-1-68 (Ar. 
553) ; 15-X-76 (C.L. 1083) : "Las buenas prâcticas de la 
construcciôn".
(30) V.gr. TS 25-V-76 (C.L. 730); 14-X-70 (4.048)
(31 ) Vid. ROJO y FERNANDEZ RIO, La responsabilidad civil 
del fabricante, Bolonia 1974, p.214 y ss.
(32) Vid. 16-IV-74 (Ar. 1846) y 5-XII-74 (5.106).
(33) Vid. 17-XII-74 (Ar. 5227). Vid. QUINTANO, Derecho pénal 
de la culpa, Barcelona 1958, p. 266 y 280
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La doctrina italiana se lo ha planteado y resuelto en sen­
tido positivo (34). Nuestra Ley de ordenaciôn de la Inspec 
cion, de 21 de julio de 1962, confiere a ésta la facultad de 
proponer y tomar medidas a fin de eliminar los defectos ob 
servados en la instalaciôn, montaje o en los métodos de trq 
bajo de las empresas que, a su entender, constituyen razonq 
blemente un peligro para los trabajadores. Estas medidas or 
denadas por la Inspeccion pueden ser concreccion a un supues 
to particular de las normas pénales reglamentarias, en cuyo 
caso el incumplimiento de la medida ordenada por la inspec­
cion es incumplimiento de una disposicion legal. Sin embar 
go, lo que mâs nos interesa aqui es el ejercicio de esta fa 
cultad en supuestos que todavia no hayan sido contemplados 
por la norma general, lo que aparece como objetivo fundamen 
ta 1 de esta concesiôn de atribuciones, pues con la concesiôn 
de este poder ordenador trata el legislador de conseguir la 
adecuacion de los sistemas y normas de protecciôn, con la - 
mayor celeridad pcsible, a la aparicicn de nuevas rnéquinas 
y sistemas de producciôn. El art. 13,3 c, de la Ley (y el 
nQ.9 del art. 4.054) faculta también a la Inspecciôn para - 
acordar la suspensiôn de los trabajos cuando existan pelq - 
gros graves o inminentes para la vida o la salud de los tra 
bajadores (35) surgen asi para el empresario obligaciones - 
de indudable carâcter administrativo, tanto de carâcter nega 
tivo como la suspensiôn del trabajo, como de carâcter positif 
v o : tomar determinadas medidas.
La jurisprudencia italiana ha considerado a esta actuaciôn 
de la Inspecciôn como fuente de normas de cuidado en base a 
que, con independencia de su prévisiôn c no en la ley, es -
(34) vid. SMURAGLIA, La sicurezza del lavoro, cit, la.éd., 
p. 61-62 y 171-172.
(35) Sobre estas atribuciones vid FEREZ ESPINOSA, Las infrac- 
ciones laborales y la Inspecciôn de Trabajo, Madrid 1977, 
p . 177 s .
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contrario a la prudencia comûn la adopciôn de medios de 
prevenciôn distintos o contrarios a los sugeridos por 
quienes, como Inspectores de trabajo, gozan de plenos cq 
nocimientos y experiencia técnica, argumente éste que eq 
timo puede ser plenamente aceptado entre nosotros.
2) FUNDAMENTO DEL DEBER DE CUIDADO Y CONTENIDO
Los deberes de cuidado pertenecientes al tipo de injuste 
del delito imprudente surgen como expresiôn de 1 general - 
"neminen laedere" en relaciôn a la creaciôn de riesgoc por 
las personas. La "puesta" del riesgo fundamenta el deber - 
de cuidado, pero su contenido se ha de deducir de la concre 
ta naturaleza y caracteristicas del riesgo creado.
En este sentido es preciso atender a la particular naturale 
za de 1 riesgo creado por el empresario, es decir, al riesgo 
de empresa. Dentro de éste pueden distinguirse dos momentos 
diferentes, a cada uno de los cuales se conectan exigencias 
especificas de cuidado: la apertura de la empresa, momento 
de la creaciôn del riesgo, y ejercicio de la empresa, proceso 
en el que se mantiene y desarrolla el riesgo creado y que - 
puede decrecer o incrementarse. A su vez, dentro de este ûjL 
timo momento es preciso atender a la posiciôn de 1 empresario 
respecto de los riesgos que son derivaciôn directa de su —  
apertura de empresa y de su concreta actuaciôn dentro de ella 
(riesgos propios), y a la posiciôn del empresario respecto 
de los riesgos creados por otras personas que intervienen en 
el ejercicio de la empresa (riesgos ajenos).
2.1) Posiciôn del em presario en la apertura de empresa. 
Creaciôn de riesgo y problemética del riesgo permitido. Tipo- 
logia de deberes de cuidado.
La mâs elemental exigencia de cuidado derivada del "neminen 
laedere" es la de abstenerse de crear riesgos, de actuar de 
ta 1 forma que no se ponga en peligro la vida y la salud de
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otras personas (36).
Esta prohibiciôn general de poner en peligro no es de 
carâcter absoluto, pues cede a||î donde la actividad - 
peligrosa es una actividad socialmente util y necesa- 
ria, y como ta 1 es valorada por el Ordenamiento jurî- 
dico (37). Ahora bien, esta "permisiôn del riesgo" no 
libera del cumplimiento de determinados presupuestos 
a la creaciôn del raismo y de 1 soraetimiento de la "vida" 
del riesgo a determinadas condiciones.
Antes de entrar en la problemâtica del riesgo permitido 
conviene hacer referencia a exigencias de cuidado pre- 
vias incluso a la creaciôn del riesgo y a su califica­
ciôn o no como permitido. En primer lugar, la primera 
y més elemental exigencia de cuidado que el Ordenamien 
to impone a quien interviene alterando el orden natural de 
protecciôn es la de reconocer los peliqros para los bie- 
nes juridicos (38), deber éste que es denominado en la - 
doctrina alemana "cuidado interno" (Innere Sorgfalt) y - 
que puede asimilarse al "deber de prever" de que habla nueq 
tra jurisprudencia. Este deber de prever es presupuesto 
lôgico de los deberes externos de cuidado. La correcta de 
cisiôn empresarial acerca de las medidas de seguridad a 
aplicar solamente es posible si éste conoce los particule
(36) Cfr. ENGISCH, Untersuchungen über Vorsatz und Fahria- 
ssigkeit im Strafrecht, Berlin 1930, p. 283 y ss; 
JESCHECK, Lehrbuch, 3a., p.469. Igualmente respecto de 
otrcs bier.es juridicos, pero sôlo los eni-inclados son 
objeto de este trabajo.
(37) Cfr. ENGISCH, ob. cit., p.285 y ss.
(38) Vid. R. MOURULLO, Derecho penal, I, Madrid 1977, p.342 
DEUTSCH, FahrlStssigkeit und erforderliche Sorgfalt, 
Colonia 1963, p. 94 y 95; JESCHECK, Lehrbuch, p.468; 
SMURAGLIA, La sicureza del lavoro ..., cit., la. ed. 
p. 52
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res riesgos del trabajo concrete a realizar.
El deber de reconocer los peligros lleva consigo el de 
aplicarse al conocimiento de las caracterîsticas de la 
actividad productive laboral que se pretende y a comprq 
bar la propia capacidad para prever y dominer los peli- 
grcs a ella anejos. El cuidado se configura aquî como 
deber de informacién, de adquirir los conocimientos, ex 
periencias, capacidad para dominer los riesgos.
El decidido a procéder a la apertura de empresa, si com- 
prueba su falta de capacidad o préparéeiôn técnica para 
prever y neutrelizar los peligros debe, bien abstenerse 
de actuar hasta adquirirla, bien hacerse asesorar o encar 
gar la direcciôn, apertura y ejercicio de empresa a una 
persona capacitada para elle. Si a pesar de reconocer, c 
poder reconocer, esa carencia, emprende la actividad arrieq 
Vida, incurre ya aqui en la infracciôn de 1 deber de cuida­
do y en responsabilidad criminal por les resultados tipi- 
! : c s que p r o duzca ( 3 9 ) .
Comprcbados pe.s itivamente les extremes anteriores por el 
empresa r ic , se ha de asegurar de que la actividad que pre 
tende sea permitida y en que condiciones lo esté.
Ix; primero se resuelve parcia Imente a través de la sclicj. 
tud a la Administraciôn de la autorizaciôn de la apertura 
de empresa. ausencia de una u otra no convierten sin
més al riesgo en no permitido y al ejercicio de la activq 
dad en contrario al cuidado debido, seré todo lo més un 
indicio de ello (40 ) .
( 39) Es el llamado "Ubernahmeverschulden*' en la doctrina 
alemana. Vid. STRATENWERTH, Strafrecht, I, 2a. cit.
pp.302-303; MAURACH/GOSSEL, A.T., II, Heidelberg
1978, p. 80-81. En este sentido T.S. 30-VI-1977, Ar.
2967.
1
U  ü ) Cfr. P REU S S, Untersuchungen zum erla bten Risiko im 
Stra frecht, Berlin 1974, p.92.
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Con MAURACH hay que distinguir entre perrnisiôn del riesgo 
referida a 1 conjunto de la actividad empresarial ("Gesamtbetrieb" 
y el referido a determinadas accicnes peligrosas en el marco de 
la empresa (41).En lo que a éstas afecta es necesaria una va 
loraciôn de la situaciôn concreta (4 2 ).
Con respecto a las condiciones de perrnisiôn del riesgo el pro 
blema es més corn,pie je. JESCHECK, que répudia el empleo en eq 
te lugar sistemético de la idea de riesgo permitido, mantiene 
que, en les supuestos en les que la acciôn propensa en si al 
riesgo puede ser emprendida a causa del provecho social que - 
représenta, se exige una especial forma de cuidado ("cuidado 
como actuar precavido en situaciones peligrosas") que se con­
creta en el empleo,en la realizaciôn de la acciôn,de todas -- 
las medidas exigibles de precauciôn, control y vigilancia para 
eliminar o mantener en c 1ertos limites les peligros conectados 
a ese actuar (43).
Ce ha dicho an terlormcnte que del principle fundamental del 
"r aminen laedere" 4 4 ' se dériva una prohibiciôn genérica de 
poner en peligro los bienes juridicos, pero que, sin embargo, 
las necesidades sociales imponen importantes restricciones a 
esa prohibiciôn, habida cuenta de que la acciôn peligrosa se 
hace imprescindible en algunos émbitos por su utilidad para la 
vida de una scciedad mcderna: tréfico automovilistico, empleo
(4 1)MAURACH, A.T. 4a. éd., 1969, p. 548-549.
(42)Cfr. PREUSE, ob.cit., p.93. Hay que representarse poste- 
riores creacicnes de riesgo: ôrdenes concretas de trabajo, 
alteraciôn de un proceso de producciôn, instalaciôn de una 
nueva méquina, etc.
(43) JESCHECK, Lehrbuch, p. 470 y 479
(44)"Norma prohibitiva inmanente a todo Ordenamiento Juridico" 
Cfr. SCHONCKE/SCHRODER/CRAMER, StGB Komm, 18 éd., nQ.marg. 
14 3 al par. 15.
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de méquinas, sustancias y procesos peligrosos en la pro­
ducciôn, uso de productos peligrosos, como son les medicq 
nales, etc. La prohibiciôn absoluta del actuar peligroso, 
el deber ilimitado de omitir toda acciôn de la que pueden 
derivarse consecuencias perjudiciales que se prevean como 
posibles -como se ha dicho ya hace tiempo (4 5)- condenarla 
a los hombres a una inactividad total.
La doctrina denomina mayoritariamente a este émbito de -- 
actividad peligrosa pero socialmente aceptada por su ne­
cesidad "riesgo permitido" (46). No obstante, es pcco pa- 
clfica la cuestiôn de su lugar en el sistema y su valor -- 
dogmé t ico (4 7 ).
Indudablem.ente la apertura y ejercicio de empresas que apq 
rejan riesgos para las personas es,junte con el tréfico - 
automovilistico, el supuesto més importante, cuantitativa 
y cua1itativamente, del émbito del riesgo permitido (48).
14 5) HALSCHNER, citado por WELZEL , Derecho pena éd..
Trad, castellana cit. p.191.
(46) Vid. referencias bibliogréficas en REHBERG, Zur Lehre
vom "Erlambten RisikoV Zurich 1952, p. 18-31 y PREUSS 
Untersuchungen zum erlambten Risiko im Strafrecht,
Berlin 1974, p. 30-51.
(4 7 ) para unos se resuelve en una causa de justificaciôn y 
para otros es una categoria superflua. Vid. sobre te 
do ésto REHBERG ob.cit., passim. Para todos los su - 
puestos de 1 llamado riesgo permitido que no constitu­
yen causa de justificaciôn prefiere HIRSCH la denomi- 
naciôn de "riesgo no prohibido" (en SocialeAdaquanz 
und Unrechtslehre, en"ZStW" 74 (1962) p. 78 y ss) y 
réserva la de riesgo permitido para el riesgo justi- 
ficante. En los no prohibidos estima que lo que fal­
ta es la tipicidad (p.95) siendo heterogeneo el funda­
mento de ello, en unos casos, la adecuaciôn social, en 
otros, el consentiroiento en el sometimiento al riesgo 
(p.96) o la falta de seflorio sobre el proceso causal
(p.98). En cualquier caso debe reconocerse la importante 
funciôn que cumple la teoria del riesgo permitido en la 
evoluciôn dogmâtica de 1 delito imprudente, superando la 
concepciôn de la culpa como mera forma de culpabilidad 
cfr. REHBERG, pb. cit., p. 246.
(48) Cfr. PREUSS, ob.cit.p.20-21. Para la actividad producti­
ve como oreaciôn de riesgos v. SEIDEL, R isiko in Produktim 
und Forschunq, Berlin (D.D.R.) 1968, p. 19 y fes.
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Pero en qué condiciones y limites es permitida la puesta 
en peligro de la vida y salud de las personas en la acti- 
tud laboral? En qué condiciones va a responder el empresq 
rio por los resultados lesivos producidos con causa en les 
fuentes de peligro de la empresa?
Ici que a estos efectos nos va a interesar de la idea del - 
riesgo permitido y de sus consecuencias son una serie de prin 
cipios elementales que van a determinar el contenido del de­
ber de cuidado del empresario al procéder a la apertura de 
la empresa y el de los deberes de cuidado y de garante a lo 
largo del ejercicio de la misma, cuya infracciôn, en los su 
puestos de acciôn, va a determinar la responsabilidad crimû 
na1 del agente, y , en los supuestos de omisiôn, va a deter­
minar la equiparaciôn del no evitar el resultado a la activa 
causaciôn del mismo.
Esrs principios son los que van a permitir ofrecer una solu 
ciôn unitaria a todos esos problemas y a la conexiôn de los 
mismos entre si. Por ello, y a pesar de alguna de las cri- 
ticas que ha merecido la categoria de 1 riesgo permitido, re 
curriremos a ella en lo que sigue, procediendo, en primer 
lugar, a sintetizar dichos principios générales.
- W  actividad creadora de riesgo permitido no es aIgo con­
trario al deber de cuidado -y, por ello, antijuridico- aunque 
el riesgo de lesiôn sea prévisible. La perrnisiôn del ries­
go no libera al agente de todo deber de cuidado, sino que - 
simplemente desplaza el nûcleo de lo prohibido (48).
- A la reducciôn del émbito de los deberes negatives (prohi- 
biciones de actuar) es correlative una ampliaciôn de los de­
beres positives (de actuar). A la "autorizaciôn" de la pues-
(49) Cfr. WELZEL, Derecho penal aleman, 11 ed. trad, castell. 
cit., p. 188: REHBERG, ob.cit., p.195; PREUSS, ob.cit., 
p.104.
ta en peligro,como advi*ti6 ENGISCH (50)el Derecho conecta una 
obligaciôn complementaria de evitar los resultados lesivos 
con lo que la perrnisiôn se convierte en fuente de nuevos dq 
beres de cuidado (ci).
- La perrnisiôn del riesgo se condiciona a la aplicaciôn de 
ese especial cuidado dirigido a mantener el riesgo en su - 
nivel mînimo inevitable para la obtenciôn del bien social­
mente necesario, de ta 1 forma que la acciôn peligrosa es - 
permitida solamente cuando es una acciôn emprendida y rea- 
lizada cuidadosamente.
- La permisiôn del riesgo alcanza sôlo al riesgo y no a la 
lesiôn, no autorizando el lesionar efectivamente. Por ello, 
la permisiôn del riesgo no alcanza tampoco a las situacio- 
nes de concrete e inmediato peligro de lesiôn efectiva de 
los bienes juridicos, o como dice PREUSS (0 2 ), a supuestos 
en los que se evidencia la seguridad o elevada probabilidad 
de que la situaciôn peligrosa se resuelva en resultado lesq 
vo. Cuando se llega a este grado de riesgo la permisiôn cesa 
y cede el lugar al deber de evitar el resultado, a no ser - 
que -ahora si- medie una causa de justificaciôn, como, p.ej., 
el estado de necesidad en las acciones de salvamento. Los - 
procesos de riesgo que ineludiblemente sean gravemente peligro 
s s no pueden ca lif icarse, en general, como de riesgo perm.iti. 
do, sino la actividad prohibida (5 3 ).
(50) Cfr. ob.cit., p.291.
(5 1 )Cfr. ENGISCH, ob.cit., p.292; BOHM, Die Rechtspflicht zum 
HandeIn, cit., p.83.
(52) Cfr. PREUSS, ob.cit., p.25. Para la permisiôn de 1 ries­
go es indiferente el tipo de bien juridico afectado, fun 
damental como la vida o "accesorio" de poner al peligro
la propiedad no tiene que ver con el riesgo permitido sino 
con las causas de justificaciôn, en donde si es relevante 
la comparaciôn entre el bien a obtener y el bien a sacri- 
ficar.
(63) IJD cual se pone de manifiesto en la misma OSH, en la cual
se establece como deber del empresario el de suspender o
paralizar los trabajos cuando se advierta peligro inminen
te de accidentes o de otros siniestros profesionales, cuan 
do no sea posible el empleo de los medios (medidas de se- 
quridad) adecuados para evitarlos (art. 10, 3, OSH).
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Del contenido esencial de la idea de riesgo permitido, y 
sobre las bases anteriores, ha deducido WELP los princi­
ples rectores que han de determinar la exigencia de cui­
dado en el marco de la actividad de empresa (54). Con él 
entendemos que es inmanente a la idea de riesgo permitido 
el que el Derecho, en su aspiraciôn a crear la més adecua 
da composiciôn de intereses contrapuestos, autoriza sola­
mente aquellas acciones peligrosas que son estrictamente 
necesarias para alcanzar el fin socialmente aceptado que 
se persigue (5 5 ) . De ésto se dériva que entre diversas -- 
acciones igualmente vélidas para alcanzar el fin se ha de op 
tar por aquella que supone prévisiblemente un peligro me­
nor (56 ) .
Por otra parte, ha de tenerse en cuenta -sigue WELP- que 
la medida del peligro no depende sôlo de la acciôn que lo 
créa en si, de su ejecuciôn cuidadosa, sino de 1 empleo de 
una serie de medidas que, sin perjudicar la acciôn peligro 
33 en cuestiôn, pueden ser aislados " m mente" de la ejecu 
ciôn de aquella como acciones contrarias al efecto peligro 
so, y  que deben ser tomadas antes o , al menos, durante la 
ejecuciôn de la acciôn o proceso, a las cuales se puede dq 
nominar "medidas accesorias de seguridad" (57)
En definitive, la puesta en marcha de una acciôn peligrosa 
se condiciona a que ésta sea la menos peligrosa entre las 
que son susceptibles de alcanzar el bien socialmente nece-
(64) Ya anteriormente se habia emprendido ésto por ENGISCH, 
Untersuchungen, cit., p.288 ss.
(6 5) Vid. WELP, ob.cit., p.212.
(56) En este sentido la D.S.M. art. 133, 2; en trabajos pe 
ligrosos siempre que el proceso de fabricaciôn lo per 
mita se enplearân las sustancias menos nocivas, V. 
también art. 138, 1
(57) Vid. WELP, ob.cit., p.213 y 233. Otro tipo de medidas 
dériva este autor del desarrollo de estas ideas, pero 
son de aplicar a momentos posteriores a la apertura de 
empresa.
2 r, il
sario, y a que se adopten todas las medidas de seguridad 
accesorias para neutralizar "ex ante" los peligros propios 
de ese tipo de acciôn.
Si trasladamoa estos principios al âmbito de la apertura 
de la empresa laboral, es decir, de la que emplea traba­
jadores en su actividad productive, habriamos de decir que, 
en primer lugar, el empresario debe optar por el proceso 
de producciôn que, siendo apto para obtener el bien o ser- 
vicio deseado, ofrezca el menor grado de peligrosidad po­
sible para las personas que participan en el mismo. Y, en 
segundo lugar, que para la puesta en marcha de ese proce­
so deben adoptarse todas las medidas accesorias posibles 
que reduzcan al méximo los riesgos propios de ese proceso 
de producciôn que ya en si es el objetivamente menos peli­
groso .
Sobre esta base, podemos enmarcar en el proceso de definq 
ciôn del contenido del deber objetivo de cuidado del empre 
sario la fôrmula empleada por la doctrina laboral para re- 
ferirse al contenido del deber de seguridad en el trabajo:
'’El patrono esté obligado a adoptar todas cuantas medidas 
sean necesarias para preserver a los trabajadores de los 
riesgos derivados de las condiciones de trabajo para su vi­
da, integridad corporal y salud", cuyo fundamento lega1 
explicito, entendemos con ALONSO OLEA (58) radica en el - 
pérrafo 2Q del art. 7 de la OSH, en donde se establece co­
mo obligaciôn general del empresario la de "adoptar cuan­
tas medidas fueran necesarias en orden a la més perfecta 
organizaciôn y plena eficacia de la debida prevenciôn de 
los riesgos que puedan afectar a la vida, integridad y sa­
lud de los trabajadores al servicio de la empresa".
(58) Vid. ALONSO OIjEA, La responsabilidad por accidente
de trabajo, separata de RISS 1978, cit. , p. 64 y not. 
139.
El principle enunciado constituye el nûcleo del deber 
objetivo de cuidado del empresario en relaciôn a la in 
tegridad de los bienes juridicos fundamentales de las 
personas de él dependientes. Se trata ahora de procéder 
a su concreciôn en orden a los diversos aspectos del ge­
nérico riesto laboral. Para ello distinguiremos dos gran 
des grupos de deberes, uno, relativo a las condiciones ma­
teria les de la empresa y a los riesgos derivados estricta- 
mente de las mismas (a) y otro, relativo a las personas 
que han de intervenir en la actividad laboral y a les rieq 
g c s que de dicha intervenciôn puedan surgir (b) .
a ) Deberes relatives a las condiciones materiales de la 
empresa.
Como expresiôn de 1 primero de los principios derivados de 
la idea de riesgo permitido surge un deber inicial de ca­
racter negative;
aa) El deber de no emplear aquellos instrumentes o procesos 
o méquinas de los cuales, aûn agotadas todas las posibili- 
dades técnicas de aseguramiento de los mismos y de protec­
ciôn de las personas expuestas a ellos, emanen graves ries­
gos susceptibles de plasmarse con elevada probabilidad en 
resultados lesivos.
Se trata de instrumentes, méquinas, etc. cuyo empleo su-- 
pondria la introducciôn de peligro concrete y grave para 
los trabajadores, cuya tolerancia no podrla separarse de 
la tolerancia de los resultados lesivos mismos. Ademâs del 
ya citado precepto del nQ. 3 del art. 10 de la OSH, este 
deber viene impuesto en concrete en normas particulares 
para algunos tipos de trabajo, v.gr. "en los locales de 
trabajo especiaImente expuestos al riesgo de incendio ... b' 
no se emplearé maquinaria, elementos de transmisiôn, apa-
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rates o utiles que produzcan chispas o cuyo calentamiento 
pueda originar incendies por contacte o proximidad con suq 
tancias inflamables" (art. 80 OSH).
bb) Deber de instalar los centres y los puestos de trabajo 
las méquinas, herramientas, etc, de ta 1 forma -o, con taies 
medidas necesarias de seguridad- que se excluyan los riesgos 
que puedan derivar de los mismos.
A ta 1 fin sirven los arts. 13 a 140 de la OSH: seguridad es- 
tructural de edificios y locales, barandillas, iluminaciôn; 
condiciones de seguridad de ins ta lac iones y aparatos eléctrj. 
ces (art. 51 y ss OSH); de motores, transmisiones, y mâquinas 
(art. 83 y ss OSH), etc.
cc) Deber de organizar el trabajo de modo que siempre sea po­
sible el ejercicio de una adecuada direcciôn y control sobre 
el correcto desenvolvimiento de la actividad laboral (art. 7 
nQ. 8 OSH) .
Por organizaciôn del trabajo debe entenderse aqui no solamente 
la organizaciôn técnica de los procesos materiales de produc­
ciôn, sino también la divisiôn y coordinaciôn adecuada del tra 
bajo personal. Sôlo a través de esta disposiciôn previa a la 
apertura de empresa seré posible realizar los deberes propios 
del ejerdcio posterior de la misma, es decir, de adoptar las 
necesarias "medidas de seguridad complementarias".
dd) Instalar los dispositivos de salvamento y socorro para ami- 
norar la gravedad de los resultados en los supuestos de produc­
ciôn de accidente, cualquiera que sea su causa.
Se trata aqui de los servicios de contraincendies (art. 82, 6 
OSH), de las instalaciones sanitarias, de urgencia (art. 43), 
etc. Son éstas ,més estrictamente aûn, condiciones favorecedq 
ras o posibilitadoras de la adopciôn de las medidas complemen­
tarias de seguridad.
V 5 !)
ee) Deber de proporcionar a los trabajadores los medios de 
protecciôn personal de carécter prfceptivo adecuados a los 
trabajos______que se realicen
Deber éste que se establece en la OSH primero de forma gene­
ral (art. 7 nQ.4) y, posteriormente, para trabajos que por - 
su especial peligrosidad requieran medios de protecciôn espe 
clficos, v.fr., los cascos y cinturones de seguridad en la 
construcciôn, ropas especiales y calzado aislante en trabajos 
a efectos de instalaciones eléctricas (art. 70), etc.
Ha de tenerse en cuenta, que este deber no se agota con la 
puesta a disposiciôn de los trabajadores de dichos medios, sin 
que, ademés, se exige el que el patrono o encargado imponga 
su utilizaciôn, pero ésto afecta ya al ejercicio de empre
sa y serâ analizado mâs adelante.
b ) Deberes relativos a las personas que van a intervenir en 
la actividad laboral
En relaciôn ahora a los deberes relativos a los riesgos derq 
vables de las personas que van a intervenir en la actividad 
laboral, se pueden formular los siguientes deberes:
aa) En primer lugar una obligaciôn negativa: prohibiciôn de 
emplear a mujeres o jôvenes en los trabajos a éstos prohibi­
dos o en los tiempos prohibidos
Se establece con carâcter general en los art. 7, nQ.6 y 10 
nQ.3, y para supuestos concretos, v.gr., para trabajos expues 
tos a radiaciones (art. 140, 3 a).
bb) Deber de seleccionar a las personas a quienes el empre­
sario encomienda funciones de direcciôn del trabajo, conforme 
a criterios de competencia profesional, capacidad y response 
bilidad y determinar en los niveles jerârquicos definidos en 
el correspondiente Reglamento de régimen interior de la empre 
sa, o, en su defecto, mediante instrucciones escritas, las
facultades y deberes del personal directivo, técnico y man-
2 C Ü
dos intermedios en orden a la prevenciôn de accidentes y en 
fermedades profesionales (art. 7, nQ. 7 OSH).
La infracciôn de este deber de lugar a los supuestos de "cujL 
pa in eligendo" tan frecuentes en los accidentes de trabajo
(59). Téngase en cuenta, que el Decreto de 12 de enero de 1961, 
art. 4, 11, establece que el Reglamento de Regimen Interior de
la empresa debe determinar la organizaciôn jerârquica de 1 tra­
bajo y la organizaciôn de los servicios de seguridad, higiene 
y bien estar de les trabajadores.
cc) Deber de selecciôn de los trabajadores, para cada puesto 
de trabajo conforme a su adecuaciôn al mismo, en base a sus 
especiales condiciones fisicas, edad, sexo, salud, experiencia 
laboral, etc. (art. 7, nQ. 6, OSH y art. 93 LSS) .
Ixi infracciôn de este deber da lugar también a la "culpa in 
e 1igendo" (60).
dd) Deber de instrucciôn al personal, fundamentaImente a los 
trabajadores, pero también a los encargados, antes de que co- 
miencen a desempeflar cualquier puesto de trabajo,acerca de los 
riesgos y peligros que en él pueden observarse para preve rlos 
o evitarlos.
Se contiene en el art. 7, nQ. 11 de la OSH con carâcter gene­
ral y para determinados trabajos especiaImente peligrosos en 
preceptos concretos, p.ej., art. 138, 9, trabajos con sustan­
cias tôxicas, art. 140, 3, b, trabajos con exposiciôn a peli­
gros de irradiaciôn.
(58) Vid. p.ej. entre otras muchas, TS 22-V-1974,Ar.2409 y 
19-X-1976, CL 113 ("Escogiô como encargado a un simple 
oficial, persona no idônea para determinar las medidas 
de aseguramiento necesarias").
(60) Vid. TS 30-1-67, CL 107 ("Ordena a otro ejecutar un tra­
bajo peligroso sabiendo que carece de conocimientos téc- 
nicos necesarios")r 16-X-1976 ("El D.22 junio de 1956,art. 
17, déclara falta de previsiôn ... la utilizaciôn de per­
sonal inepto en obras peligrosas sin la debida direccciôn" 
Véase, ampliamente, FERNANDEZ MARCOS, El concepto de ade­
cuaciôn al trabajo, cit., p.141, ss.
f) j
I^a infracciôn de este deber basta también para hacer surgir 
la responsabilidad por imprudencia (TS 23-1-1975, Ar. 193). 
Ahora bien, no en todo supuesto en que un superior ordene a 
un subordinado la realizaciôn de un trabajo es obligado ins- 
truir a éste; deben excluirse, en principio, los casos en -- 
los que los trabajadores son especialistas y experimentados 
en el trabajo arriesgado, es decir, cuando el empresario ha 
seleccionado adecuadamente al trabajador para el trabajo pe 
ligroso. En este sentido el art. 133 nQ. 8 OSH establece que 
"el personal empleado en trabajos con riesgos especiales serâ 
instruido previamente por técnicos compétentes y demostrarâ 
su suficiencia mediante un examen teôrico"prâctico"; demostra 
da ta 1 suficiencia, y "rebus sic stantibus" no parece necesa 
rio repetir las instrucciones, por eso, el art. 10, nQ.2, 
obliga a los empresarios a "instruir previamente al personal 
de les riesgos inherentes al trabajo que deba realizar, espe- 
ciaImen te en los que impliquen riesgos distintos a los de su 
ccupaciôn habituai" (01).
Ixi infracciôn de este deber de instrucciôn se materialize 
con frecuencia en las llamadas ôrdenes de trabajo incomple­
te! s , v.gr., orden de ejecutar un trabajo omitiendo adverten- 
cia sobre el uso de cinturôn de seguridad (TS 80V-1974).
En la medida en que estos deberes son deberes a emplear en 
el curso de un hacer activo -del procéder a instalar y abrir 
la explotaciôn empresarial- su infracciôn bastarâ para rea­
lizar el tipo de injuste del delito imprudente en lo que al
deber objetivo de cuidado se refiere.
o.v' ri contrario, on el ejercicio de la eiripresa, cl ccrnponente fundamental 
de las conductas empr^sariales relevantes para la producci&n de resultados 
lesivos Vjn :i c  r rt’ carécter omisivo, rg decir, nn sôlo cin "onisiün del cum-
plimirnt!: d"l cuidado de Pi do", sino c«- rnisi6n de toda aplicaciôn corr-ja
pn ;'f 1 "0 03 -lo pore
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la positiva causaciôn del resultado lesivo, lo cual nos 
obliga a plantear a un tiempo el problema de 1 deber de 
cuidado y el del fundamento y condiciones de la equipa­
raciôn de 1 no impedir el resultado a la activa causaciôn 
del mismo.
2.2 Posiciôn y deberes de cuidado del empresario durante 
el "ejercicio de la empresa"
Una vez que se ha procedidc a la apertura de la empresa, 
la integridad de los bienes juridicos queda sometida a - 
la influencria de factores de riesgo de distinto carâcter. 
Por una partes estân présentes las fuentes de riesgo cuyo 
potencial de peligro se ha pretendido recudir con las me­
didas de seguridad accesorias a que nos hemos referido en 
el anterior apartado, fuentes de riesgo sometidas.a evolu 
ciôn por obra de factores intrinsecos a las mismas o por 
la acciôn concreta sobre elles de 1 propio empresario o de 
otras personas. Per otra parte la empresa se constituye en 
un campe de fuentes de riesgos "nuevos" por obra de la par 
ticipaciôn de las personas que intervienen en el proceso 
de trabajo, tanto encargados como trabajadores.
Nos interesa ahora precisar cual sea la posiciôn y deberes 
del empresario en relaciôn a cada una delas fuentes de rieq 
go enumeradas. En este sentido podemos distinguir diver sos 
supuestos. En primer lugar, el empresario puede decidirse 
por abstenerse de toda intervenciôn en el ejercicio de la 
empresa y confiar todos sus poderes a otra persona. Lo co­
mûn -en los supuestos de empresario individual y no de -- 
empresario social- es sin embargo que asuma la direcciôn 
del ejercicio de la misma, pudiendo distinguir en este caso 
las hipôtesis de que se limite a ejercer una funciôn de dq 
recciôn y control general, o bien, junto a esas funciones 
asuma la ejecuciôn directa de acciones concretas.
2 6 %
En cada uno de esos supuestos se han de determinar los - 
deberes de cuidado que corresponden al empresario, as 1 - 
como los deberes de garante y el fundamento de ambos. En 
orden a la elaboraciôn dogmâtica se hace necesario susti- 
tuir la ordenaciôn lineal de posiciones empresariales, co­
mo la que encabeza este apartado, por otra que ayude a un 
tratamiento técnico mâs sistemâtico. En este sentido dis- 
tinguimos las posiciones siguientes:
- Posiciôn del empresario director que actûa de forma d i ­
recta, en relaciôn a los ries os que p ersonaImente créa - 
con ello (â) )
- Posiciôn de1 empresario respecto de los riesgos posterio­
res a la apertura de la empresa sobre los cuales no actûa 
directa o activamente ( b) ).
a ) Posiciôn de 1 empresario que dirige activamente la empre­
sa o interviene directamente creando con ello riesgos nue- 
yc_s .
Se plantea aqui de nuevo, pero en ferma mâs concreta, el 
problema de los deberes de cuidado de quien actûa ("acciôn") 
respecto de la seguridad de los bienes juridicos a los que
puede afectar. Para définir los deberes de cuidado en estos
supuestos debe procederse a la concrecciôn de aquellos que
hemos expuesto como propios de la apertura de empresa, pues
en definitiva, tanto ésta como las conductas activas a que 
aqui nos referimos, son conductas de actuar peligroso, de 
creaciôn concreta de riesgos por un hacer positivo en el - 
marco del complejo de riesgos que représenta la apertura de 
empresa.
La cuestiôn se plantea de forma mâs complicada cuando el -- 
empresario que actûa directamente es un no especialista -y 
le estâ por ello vedado el actuar- ya sea sôlo,ya en conexiôn 
con un subordinado especialista. La problemâtica de con-
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currencia de deberes y responsabilidades se analizarân mâs adje 
lante (ea) en relaciôn a la concurrencia de varias personas.
b) Posicidn deberes de cuidado de 1 em resario res ecto de le 
riesqos posteriores a la apertura de la empresa sobre los cua 
les no actûa directamente. Conductas de omisiôn. Riesgos pro- 
pios y riesqos ajenos
Se trata de distinguir aquî très tipos de fuentes de riesgo
en e 1 curso de 1 ejercicio de empresa;
Fuentes de riesgo creadas por el propio empresario al tiempo 
de la apertura de la empresa, es decir, fuentes de riesgo - 
propias de 1 empresario en tante que vienen originadas material, 
mente por las mismas condiciones materia les de la empresa: 
fuentes de riesgos propios.
Fuentes y procesos de riesgo creadas "ex novo" por las inter-
venciones o actuaciones exclusives de otras personas, comc los 
encargados y trabajadores, a los que la apertura de empresa se 
limita a "dar ocasiôn" de riesgos: fuentes de riesgos ajenos.
Fientes y procesos de riesgo producidos en exclusive por la 
propia dindmica de las cosas, por factores materiales autôno- 
mos conectados conlas fuentes de riesgo (propias) creadas por 
el empresario y conlas creadas ("ajenas") por otras personas 
y cosas.
îx) comûn a estas fuentes de riesgo es que no se trata de que 
se produzcan resultados como plasmaciôn de un hacer activo - 
de 1 empresario, de una aplicaciôn de energîa por éste, sinode 
conductas omisivas, consistentes en una no evitaciôn de la - 
creaciôn de nuevos riesgos y, en ûltima instancia, de no ev_i 
taciôn de la producciôn de resultados lesivos. De esta forma 
se superpone en la prâctica una doble problemâtica; la de los
62) Vid. infra, p. En relaciôn a las acciones directas de 1
empresario, recuérdese que se trata no s61o de les actos 
de ejecucion sino también de las "ôrdenes" calificadas 
como hacer activo.
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deberes de cuidado del actuar y la de los deberes de garante 
o deberes de actuar para evitar riesgos y resultados. La fun 
damentaciôn y el contenido de los deberes de cuidado posterio 
res a la apertura de la empresa es a la vez fundamentacidn y 
contenido del deber de garante que va a servir a equiparar la 
conducta omisiva causal de un resultado a la activa causaciôn 
de 1 mismo.
No obstante, la doctrina tiende a no considerar conjuntamente 
estos problemas, y disgrega la cuestién de 1 fundamento de los 
deberes de cuidado de 1 hacer activo y los deberes de cuidado 
y de garante de la conducta omisiva. A la vez, dentro de la 
conducta omisiva desconecta la categoria de 1 deber de cuidado 
de la del deber de garante (separado este deber de garante de la 
idea de la posiciôn de g a r a n t e ) . Por ultimo, disgrega el funda 
mento los deberes de garante por riesgos propios de 1 de los de 
beres de garante por riesgos ajenos.
En nuestra opiniôn, este modo de procéder -que, como veremos, 
estimamos incorrecto- tiene su causa en el subdesarrq
llo de la dogm^tica de 1 delito imprudente, particularmente -- 
agudo en el dmbito del delito imprudente por omisiôn, subde- 
sarrollo que a nuestro modo de ver puede ser superado progre- 
sivamente a través de dos vlas que quiza no sean distintas: 
por una parte, profundizaciôn de 1 anâlisis de la idea del ries 
go permitido aplicada a este clmbito -del mismo modo en que 
esta idea ha contribuido ya ampliamente al desarrollo de la 
dogmâtica del del delito imprudente (63), y, por otra parte, 
a través de la c o n s ideraciôn unitaria de los delitos impruden 
tes y etlos delitos de omisiôn como delitos de "infracciôn de 
un deber" ("pflichtdelikte") proroetida por ROXIN (64).
(63) Como preclaramente ha puesto de manifiesto REHBERG, en 
Zur Lehre vom "Erlaubten Risiko", Zurich 1962, p. 101 y 
ss.
(64) Vid. ROXIN, Politica criminal y sistema del Derecho pe- 
nal, trad, de MUNOZ CONDE, Barcelona 1972, p. 50-51, y
nota 51.
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Una primera respuesta a la cuestiôn de en qué condiciones 
queda vinculado el empresario a los riesgos propios y aje 
nos que surgen en el ejercicio de empresa nos la ofrece el or 
denamiento jurldico administrativo de la seguridad e higiene 
en el trabajo. Ahora bien, ese ordenamiento administrativo 
laboral constituye exclusivamente una fuente legal de d e b e ­
res de cuidado cuya infracciôn si bien tiene consecuencias 
jurldicas sancionatorias inmediatas en el piano administratj^ 
vo, no basta por si sôloparajustificar la responsabilidad penal 
por los resultados lesivos producidos por conductas omisivas. 
Por otra parte, la responsabilidad penal puede originarse por 
conductas no cuidadosas no previstas -en su formulaciôn positif 
va de deberes- por el ordenamiento administrativo laboral. Se 
hace necesario, pues, encontrar el fundamento material del de 
ber general de cuidado del empresario en el ejercicio de empre 
sa sobre el cual se levantan tanto los deberes formulados en 
las disposiciones légales como la responsabilidad penal por 
la no evitaciôn de resultados.
No obstante, y para centrar el problema, puede ser util el - 
enunciar los deberes de cuidado establecidos en las disposi- 
ciones légales, para, tras le cual, analizar dogmâticamente 
su fundamento y concrete d e l i m i t a c i ô n : deberes de vigilancia, 
deber de aplicar las medidas de seguridad complementarias que 
se exigen,ydeber de hacer cumplir a los otros con las normas
de seguridad.
1) Poslcl6n y deberes respecte ■ rlemqos propios.
Se trata de determiner aqui que es lo que el empresario debe 
hacer y porqué respecte de las fuentes de riesgos propios, es 
decir de aquellas fuentes que han side creadas o introducidas 
en el orden social con la apertura de su empresa, y en qué - 
condiciones y porqué va a responder penalmente de los resul­
tados lesivos, producidos como concreciôn de dichos riesgos, 
resultados que no han sido producidos por su intervenciôn -- 
activa sino porque no han sido por é 1 impedidos, es decir, 
en que condiciones y porqué va a ser el empresario garante -
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de la integridad de los bienes juridicos sobre los que 
se proyectan los riesgos. Se trata en sintesis, p u e s , 
de determinar el fundamento y contenido de 1 deber de 1 
cuidado a emplear y de su deber de g a r a n t e .
Ahora bien, si tenemos en cuenta que en los supuestos 
de omisiôn, en los cuales nos encontramos ahora, la rele 
vancia penal de la misma solo surge en tanto que el omi- 
tente sea garante de la integridad del bien jurldico, de 
be reconocerse que el deber de cuidado carece aqul de tq 
do caracter de categoria autônoma. Ijqs deberes de cuida­
do no tienen relevancia mâs que si son el contenido de 1 
deber de garante. El problema del si debe hacer y el qué 
y c6mo hacer sôlamente interesa en tanto que ello const^ 
tuya el contenido de 1 deber de garante: lo que debe hacer y 
el como hacer para evitar la lesiôn de bienes juridicos.
El deber de cuidado es el contenido concreto de 1 deber de 
q a r a n t e , y quien cumpla con sus deberes de cuidado estaré 
cumpliendo con la funciôn de garante que se le imputa.
En la medida en que, como se ha dicho, nos encontramos en 
el émbito de conductas omisivas causales de resultados y 
generadoras de responsabilidad criminal y es inevitable 
tratar el problema de 1 deber de cuidado y de garantis jun 
to con los restantes eleraentos de 1 delito imprudente de - 
comisiôn por omisiôn, parece adecuado detenernos en un - 
breve excurso para referirnos al delito de omisiôn y hacer 
algunas indicaciones acerca de la sistemâtica que vamos a 
s e g u i r .
aa) Elementos del delito de omisiôn
El problema de la equiparaciôn de la conducta consistante
en no impedir el resultado tlpico a la conducta activade 
comisiôn del mismo^resuelve en la doctrina jurisprudencia1 
espafiola con la exigencia de que el omitente tenga un deber
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jurldico de actuar para evitar el resultado (08). Sin embar 
go, no podemos limitarnos a tan estrecha construcciôn técnj^ 
ca del delito de omisiôn, pues el trabajo cientlfico exige 
partir del estado actual de la dogmética del delito de omi­
siôn en la doctrina penal espafiola y extranjera, en aras, - 
todo ello, de la mâs perfilada seguridad jurldica, que es, 
precisamente, lo que hace neœsario y justif ica el trabajo 
dogmâtico.
Para que incurra en responsabilidad criminal quien no impi. 
de la producciôn de un resultado tlpico la doctrina dominan 
te exige que ese no impedir sea équivalente o equiparable a 
la conducta tlpica de activa causaciôn del mismo. Dicha equj^ 
paraciôn tiene como presupuestos el que el omitente, ademâs 
de tener un deber jurldico de actuar para impedir el résulta 
do, se encuentre en una especial relaciôn de protecciôn con 
el bien jurldico, en una posiciôn de garante, que fundamenta 
un especial deber de garantla cuyo incump1imiento es lo que 
sirve a operar la equiparaciôn (66).
(65) Cfr. por todos, RODRIGUEZ MOURULLO, Derecho penal. Parte 
Genera 1, f^drid 1977, p. 318-319, y jurisprudencia alll 
citada.
(6 6) Vid. RODRIGUEZ MOURULLO, Derecho penal, cit., p. 307-311; 
BACIGALUPO, Delitos impropios de omisiôn, Buenos Aires 
1970, p. 116; JESCHECK, Lehrbuch, p. 504 y bibliografla 
cit. Para la evoluciôn de las soluciones dogmâticas vdd. 
BACIGALUPO, ob.cit., p.19-51; R. MOURULLO, La omisiôn de 
socorro en el Derecho penal, Madrid 1966, p. 89 V ss. En 
general Vid. ARMIN KAUFFMANN, Die Doqmatik der Unterla - 
ssungsdelikte, Gotinga 1959; ANDROUIAKIS, Studien zur 
Problematik der Unechten Unterlassungsdelikte, Berlin -- 
1963; RUDOLPHI, Die Glei chstellunqs problematik der 
unechten Unterlassungsdelikte und der Gedanke der Inge- 
renz, Gotinga 1977; SCHÜNEMANN, Grund und Grenzen der 
unechten Unterlassungsdelikte, Gotinga 1971;
HERZBERG, Die Unter lass 
ung im Strafrech und das Garantenprinzip, Berlin 1972.
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La distinciôn entre el deber jurldico de actuar en evi^  
taciôn del resultado (también denominado deber de garan 
te) y la posiciôn de garante es sutil, pero necesaria, 
desde que se reconoce de forma general la falta de aptj^ 
tud para operar la equiparaciôn de la omiciôn al hacer 
activo de la fundamentaciôn de los deberes de garante en 
la clésica trilogla formai de "Ley, contrato y actuar -- 
precedente". No ha lugar, s in embargo, a una sustituciôn 
de la tradicional "teorla formai de los deberes juridicos" 
por "teoria material de la funciôn", pues ambos puntos de 
vista, formai y material, deben ser aplicados conjuntamen 
te para conjuntar la relevancia del sentido social mate­
rial de los deberes con la seguridad jurldica que ofrece 
el marco normative formai (67).
As 1 por ejemplo, el sujeto se puede situar en una posiciôn 
de garante por la asunciôn voluntaria de una funciôn de 
garantia respecte de un bien jurldico, realizândose nor­
ma Imente dicha asunciôn por medio de un contrato del cual 
surge el deber jurldico. Ahora bien, ni la existencia en 
si de la posiciôn de garantia ni su extehsiôh depende de 
la validez o nulidad del contrato y de las cléusulas en 
é 1 establecidas y, por otra parte, s in relaciôn contrac­
tual es bien diflcil afirmar s in ambages que quede funda- 
mentada una posiciôn de garante del sujeto, as 1 como el 
contenido y extensiôn de la misma, de ta 1 forma que sir- 
va aequiparar el no impedir el resultado con su activa co 
misiôn. La relaciôn entre posiciôn ée garante y el deber ju 
rldico aparece as! como una relaciôn un tanto misteriosa, 
de diflcil determinaciôn en una fôrmula general (es).
(67) Cfr. JESCHECK, Lehrbuch, p.505.
(68) igualmente se plantea el problema en las restantes 
fuentes de deberes de garantia, por ejemplo en les 
supuestos de deberes de tutela impuestos por la ley 
en referenda a relaciondes de "comunidad natural", 
como la familia, para que la posiciôn de garante del r
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Pero es mâs, para fundamentar la equiparaciôn no basta que 
se de un deber jurldico y una posiciôn de garantia, sino 
que se exige también el que el sujeto conozca los presu­
puestos de la posiciôn de garantia en que se encuentra, 
estimando algunos que ese conocimiento es decisive para 
la existencia de 1 deber de garantia (69), con lo cual pa 
rece como si el deber de garante -que ahora séria ya algo 
diferente del inicial deber jurldico formalmente estable- 
cido- sôlo surge o se consolida después de que se de la 
posiciôn de garante y se ccnozcan les presupuestos de la 
m i s m a .
Como se ve, la distinciôn doctrinal entre el deber jurl­
dico de actuar y la posiciôn de garante o, de otra manera, 
entre las fuentes del deber y las condiciones y fundamen­
to de constituciôn de la posiciôn de garante, no es algo 
clarificado. Ambas categorias no se encuentran en una re 
laciôn lineal (primero deber de actuar o de garante y lue 
go posiciôn de garante, o viceversa, y, por ultimo, la -- 
equiparaciôn), sino en una relaciôn dialéctica en la que 
se condicionan mutuamente: El fundamento del deber juridi 
co de actuar tiene asiento en p o s i c ione s materiales de 1 
autor a las que el ordenamiento jurldico otorga relevancia 
(v.gr., deberes de cuidado establecidos reglamentariamente) 
u esas posiciones materiales constituyen parcial o total- 
mente posiciones de garante, siendo necesario a su vez -- 
e l que se cumplan los presupuestos de dichas posiciones y ' 
sean conocidos por el sujeto, d e termin^ndose, por ûltimo, 
el grado y contenido de la garantia exigida en el marco -
que forma parte de esa comunidad material sirva a la 
equipaciôn debe aeentarse en el piano normativo, y, 
a su vez, de los meros vînculos fainiliares forma les 
no surgen deberes materiales de tutela.
(6 9 ) Cfr. BACIGALUPO, Delitos impropios de omisiôn, Bue­
nos Aires 1970, p. 127: lo que détermina la funciôn 
de garante no es el deber, sino que el deber es fun
damentado por la posiciôn de garante.
7^de los deberes juridicos de actuar establecidos en abstrac 
to y hasta el limite que se dériva de las condiciones mate 
riales m i s m a s .
En nuestro anâlisis sobre los deberes de garante y las p o ­
siciones de garante del empresario seguiremos esta linea 
de pensamiento, s in que los limites de este trabajo permi- 
tan extendernos en los problemas de la teoria general de la 
comisiôn por omisiôn, la cual, por haberse elaborado primer 
diaImente sobre el delito dolose adolece de aun mayores de- 
fectos técnicos en lo que respecta a la construcciôn de la 
responsabilidad por omisiôn imprudente, que es la que se 
présenta en los supuestos que nos ocupan.
Desde el punto de vista de 1 sistema ha de decirse que, més 
allé del problema de los deberes juridicos, los relativos a 
la posiciôn de garante, al conocimiento de sus presupuestos 
y la decisiôn sobre la equiparaciôn pertenecen a lugares y 
momentos distintos a este en que nos encontramos: el deber 
objetivo de cuidado en el tipo del delito imprudente. No 
obstante, y a efectos de no desgajar en la exposiciôn la - 
responsabilidad por omisiôn de la responsabilidad por acciôn, 
trataremos todos estos problemas en este momento.
En este sentido, nos referiremos ahora al fundamento del 
deber de garante del empresario (ingerencia) (bb), a la re 
laciôn entre deber de cuidado y deber de garante (ce), al 
contenido esencial de la funciôn de garantia del empresario 
(dd) y al fundamento material de la equiparaciôn (ee).
b b ) Diverses principios pueden ser llarnados a fundamentar 
un deber de garantia de la vida y la salud de las personas 
frente al peligro de lesiôn que émana de las fuentes de ries 
go c readas por el empresario con l a a pertura de la e m p r e s a .
El conjunto de deberes de cuidado relativos a una fuente de 
riesgo imputados a quien créa ésta se reconducia en la doc 
trina y jurisprudencia alemana del derecho de dafSos a un de
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ber genérico de aseguramiento del tréfico {"Verkehrssiche- 
rungspflich"), en base al cual, quien créa una fuente de 
peligro para otros viene obligado a tomar las medidas de - 
seguridad que las circunstancias exijan para la protecciôn 
de las personas.
Esta idea, perteneciente al moderne derecho de daflos (70), 
viene siendo abandonada por la doctrina penal, la cual d e s ­
conecta el deber de aseguramiento del tréfico de los supues 
tos de creaciôn de riesgo por un actuar precedente (7i), y 
se sirve de ellos para fundamentar el deber de cuidado que
corresponde a quien le esté conferido el sehorio sobre un
determinado espacio o émbito material respecto de los peli- 
gros que puedan surgir dentro de él, con independencia de
que hayan sido creados o no por quien es titular de ese se-
horîo (72) .
Asi, para JESCHECK y otros autcres (73) el fundamento del 
deber de garantia de un sujeto respecto de los riesgos -- 
creados por su actuar precedente se asienta en el princi­
ple del "neminen laedere". En este sentido estima que quien 
produce una alteraciôn del orden social de protecciôn esta- 
blecido para la evitaciôn de lesiones de bienes juridicos 
("ingerencia") debe cuidar de que el peligro que ha creado
no se transforme en resultado tipico.
Ahora bien, la doctrina no es unénime a la hora de determi.
nar las condiciones que ha de cumplir la ingerencia para -
(70) Cfr. GALLAS, ob.cit., p.3 3
(71 ) particularmente critico vid. WELP, ob.cit., p. 241 y ss
(78) Asi JESCHECK, Lehrbuch, cit., p.508-509; SCHMIDHAUSER, 
Strafrecht, A.T., 2a. éd., p.67 5; STRATENWERTH, Prinzi- 
pien der Rechtfertigung, en "ZStW" 68 (1956) p.61. Para 
WELP sôlamente fundamenta deberes de garantia respecto 
de riesgos ajenos, vid. ob.cit., p.247-248.
(73) Cfr. Lehrbuch, cit., p.507; SCHMIDHAUSER, Strafrecht,
A.T. 2a.éd., p.671: SCHDNCKE/SCHRDDER/STREE, StGR Komm,
18 éd. no.32 al par.13. En contra, SCHÜNEMANN, ^ r kritjk 
der Ingerenz-Garantenstellunq, en "GA" 19 74, p.233 y ss.
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que surja de ella el deber de garante. Por lo general 
tratan los autores de limiter ese efecto jurldico del 
actuar peligroso a través de varios requisites (74), 
contândose entre ellos, en primer lugar, la exigencia 
de una relaciôn de adecuaciôn entre el actuar preceden 
te y el peligro de producciôn de 1 daflo (75), requisite 
éste que no ofrece particulares problemas por coincidir 
con el concepto de adecuaciôn causal del delito impru­
dente de resultado (76), si bien su lugar sistemético no 
es el que aqui se le atribuye de las fuentes de 1 deber 
de garante, sino, precisamente, el de la imputaciôn obje 
tiva del resultado al garante.
En segundo lugar se exige una determinada cualidad jurj_ 
dica a la acciôn precedente; ésta ha de ser, al menos, 
antijuridica, en el sentido de contraia al deber. (77)
La exigencia del caracter antijuridico de la acciôn pre 
cedente implica que quienes realizan la injerencia cubier 
tes por una causa de justificaciôn, p.ej., en légitima de 
fensa, no vendrén obligados a evitar los resultados que 
puedan derivar del ejercicio de la misma.
De igual forma quedan liberados del deber de evitar el 
resultado quienes crean un peligro autorizado es decir.
(74) Vid. una exposiciôn de los diversos criterios limj^ 
tativos en PFLEIDERER, Die GarantensteIlunq aus 
voranqeqanqenes tun, Berlin 1968, p. 96 y ss.
(76) En este sentido JESCHECK, Lehrbuch, p.507; STRATEN- 
WERTH, I, cit., p. 276, nQ 1004; mURACH, Strafrecht 
Art., 4a.éd., p.608 y otros,
(78) Cfr. WELP ob.cit., p.201-204
(77) En este sentido MEZGER, Tratado, trad, de RODRIGUEZ 
MUÎÎOZ, I, Madrid 1946, p. 303; WELZEL, Derecho penal
aleman, 11 éd., trad.castellana cit., p.297; RUDOLFHI 
Die Gleichstellunqsproblematik, cit. p.156 ss; BAC% 
GALUPO, Conducta precedente y posiciôn de garante, 
cit., p.116; SCHONKE/SCHRODER/STREE, StGB Komm,cit., 
no.35 al par 13; JESCHECK, Lehrbuch, cit., p.507.
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quienes actûan en el marco del riesgo permitido
Esta ûltima consecuencia afecta directamente al objeto de 
nuestro anélisis. Si se acepta que la conducta creadora 
del riesgo ha de ser antijurldica para que fundamente un de 
ber de evitar el resultado y, en consecuencia, los deberes - 
de cuidado necesarios a este fin, la ingerencia en el émbito 
de riesgo permitido dejaré de ser el fundamento del deber - 
del empresario de evitar los resultados lesivos que puedan 
derivar de las fuentes de peligro creadzs por él con la aper 
tura de empresa, asi como de los deberes de vigilancia, de - 
adopciôn de las medidas de seguridad complementarias, etc. - 
De esta forma, la conducta de 1 empresario que "infringe" ta­
les deberes y no impide la producciôn de 1 resultado lesivo no 
puede ser equiparada a la acciôn, a la causaciôn activa de - 
esos resultados de merte o lesiones, y ha de quedar por lo - 
tanto impune, a no ser que, el deber de garante de 1 empresa­
rio sea susceptible de construirse con arreglo a otros crite 
ries distintos del de la ingerencia, o bien pueda fundamentar 
una reponsabilidad por omisiôn de socorro.
La introducciôn del requisito de antijuricidad de la ingeren 
cia para que ésta fundamente el deber de garante produce el 
insatisfactorio resultado de reducir de forma extrema la pun^ 
bilidad de las conductas que nos ocupan, y,asi,ha sido capta- 
do por los misroos defensores de la expresada tesis, como, por 
ejemplo STREE,quien para ofrecer una soluciôn apunta que en 
estos supuestos de creaciôn de riesgo permitido (apertura de 
empresa) el deber de garante se ha de fundamentar en princi­
pios diferentes al de la ingerencia, v.gr.çnel de la "asun - 
ciôn voluntaria del deber de garante" ("Ubernahme) o en el - 
de la responsabilidad sobre las fuentes de peligro situadas 
en el émbito propio de la corapetencia o de 1 dominio (78) siempre 
y cuando, claro esté, el empresario se encuentre realmente en 
una u otra de las posiciones de garante apuntadas.
(78) StGB Ko mm, cit. n. 33 al par. 13
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Esta posibilidad de imputaciôn de deberes de garante al 
empresario creador del riesgo con base en otras fuentes 
distintas a la ingerencia!correcta sôlo en principio. Como 
veremos, el deber de garante del empresario creador del —  
riesgo con la apertura de empresa y que dirige la misma -- 
puede fundamentarse simulténeamente an el "actuar preceden 
te", en la "responsabilidad sobre el actuar de personas su 
bordinadas", o en la "imposiciôn de especiales deberes" (79), 
siempre y cuando, naturaImente, el empresario se encuentre - 
en cada una de las posiciones materiales que dan origen a —  
ésos u otros deberes de garante. Sin embargo, no se trata -- 
simplemente de establecer dogméticamente la posibilidad de - 
escoger entre una u otra funciôn de garante de las que puedan 
corresponder a un empresario en concreto, sino de establecer 
exactamente cual de los fundamentos de deberes de garantia es 
el propio de cada posiciôn material concreta del empresario, 
qué fundamento es originario y cuales son derivados, qué re­
laciôn, de igual relevancia o de subordinaciôn se da entre - 
ellas, etc.
Ante las lagunas de puniciôn que provoca la tesis de la re^ 
tricciôn de la ingerencia por la antijuriciada no basta con 
apuntar la posibilidad de que las lagunas mencionadas puedan 
ser subsanadas en algunos casos por otros criterios de funda 
mentaciôn de deberes de garante. La tesis que se critica no 
puede ser aceptada por el hecho de que sus defectos sean me 
yamente "subsanables", sino, sôlamente, si la tesis es en si 
misma correcte. Por ello, la discusiôn debe mantenerse toda- 
via en torno a la validez de la propia tesis, y asi han pro- 
cedido algunos autores, como a continuaciôn exponemos.
El problema que plantea la exigencia de antijuricidad de la 
ingerencia se révéla claramente en el tema que nos ocupa:
Al empresario que abre una empresa portadora de fuentes de
peligro (acciôn precedente peligrosa permitida) adoptando tq 
das las medidas de seguridad exigidas para su puesta en mar­
cha (cumplimiento del deber de cuidado) se le imputa un deber
79) Todos ellos fuentes de deberes de garante aceptados 
por STREE, ob.cit., n. 26 y ss. al par. 13.
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de garante de la vida y salud de las personas frente a esas 
fuentes de peligro sôlamente en tanto que ejerce su seflorio 
sobre la marcha de la empresa. La acciôn precedente carece 
de relevancia a estos efectos por ser una actividad permiti^ 
da y no contraria al deber. 
estredia
Sobre esta b a s e , si ese mismo empresario, realizada la aper 
tura de la empresa, renuncia a dirigirla y la confia a un 
director con plenos poderes, no podria afirmarse ningûn d e ­
ber de garante del primero en orden a los riesgos derivados 
de la apertura de empresa, pues la ingerencia no los fundamen 
ta y, por otra parte, carece de sehorio fâctico sobre la maq 
cha de aquella. En este supuesto sôlo el director nombrado 
estaré en una posiciôn material fundamentadora del deber de 
garante, quedando el empresario totalmente desvinculado de 
los posibles resultados derivados de la evoluciôn, posterior 
a la apertura de la empresa, de las fuentes de peligro crea­
das por él.
Ni en éste ni en otros supuestos de acciones precedentes de 
riesgo permitido p a r e c e .pues, satisfactoria la limitaciôn de 
las ingerencias relevantes por la nota de a n tiiuricidad. Por 
esta razôn algunos autores que parten de este principio de 
restricciôn de la ingerencia han procedido a establecer qx- 
c epciones a la exigencia de anti juricidad de la ml sma.
Precisamente con relaciôn al problema de la responsabilidad 
patronal por accidentes, raanifestaba GALLAS que el principio 
de que las acciones precedentes creadoras de riesgo confor­
mes a derecho no pueden fundamentar un deber de evitar el 
resultado. requiers al menos una restricciôn; los supuestos 
de riesgo permitido y, en consecuencia, los de creaciôn de 
fuentes de beligro con la apertura de empresa (80). Més re- 
cientemente ha abundado STRATENV7ERTH en esta direcciôn, en-
80) Vid. GALLAS, Die V e r antvort1ichkeit, cit., p . 34 y nota 
86.
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tendiendo que en lo que respecta a la exigencia de una cuq 
lificaciôn jurldica de la acciôn precedente, ésta solo pue 
de fundamentar un deber de garante para evitar aquellos pe 
ligros que, si hubieran sido previstos por el autor, éste 
deberla haberlos evitado mediante la omisiôn de la acciôn 
precedente (81). Segûn ésto, el actuar precedente peligro­
so no fundamenta deber de garantia cuando el agente esté - 
autorizado a realizar la acciôn peligrosa aunque prevea que 
lleva consigo peligros concretos de lesiôn. Este es el caso 
segûn STRATENWERTH, de las acciones cubiertas por un dere 
cho a lesionar el bien jurldico, como p.ej. las acciones 
peligrosas en légitima defensa, pero no el de las acciones 
de riesgo permitido, pues aqul solo hay permisiôn del ries 
go y no permisiôn de lesiôn, como en la légitima defensa (82).
Ifee neqarse por lo tanto que la apertura de empresa en tanto
que acciôn precedente peligrosa permitida , en tanto que
ingerencia conforme a d e r e c h o , excluya per ello la imputaciôn 
al empresario de un deber de garantia frente a las fuentes 
de riesgo que la empresa lleva c o n s i g o .
Las limitaciones a la responsabilidad del ingerente por su 
conducta omisiva en relaciôn a los resultados lesivos que 
puedan producirse se encuentran més allé del carécter con­
forme a derecho o no de la apertura de la empresa.
Ija omisiôn culposa tlpica que no impide al resultado deri- 
vado de la fuente de peligro creada por el ingerente no -- 
consiste en un meno no impedir el resultado, sino en el omi 
tir la "acciôn cuidadosa" que hubiera impedido el resultado.
Al garante no se le exige cualquier acciôn tendente a evitar
(81) Vid. STRATENWERTH, Strafrecht I, c(t., p.277, nQ 1008.
(82) En el ejercicio de empresa, lo mismo que en el trafico 
automovillstico y en todas las conductas genéricamente 
peligrosas el sujeto esté obligado cuando surja un p e ­
ligro co n c r e t o , incluso cuando se comporta correctamente, 
éste debe ser evitado, Vid. STRATENWERTH, Stra frecht, 
c i t . , p. 278.
2 7 S
el resultado y mucho menos aûn en las condiciones de un 
cierto riesgo permitido. Si no fuera as! el garante es- 
tarîa obligado ya a actuar suprimiendo la fuente de p e ­
ligro. El deber de garante tiene un contenido més comple- 
jo que el de "impedir la producciôn del resultado, y - 
ese contenido es el de 1 deber objetivo de cuidado en situa- 
ciôn de riesgo p e r m i t i d o .
cc) Mu y contados autores han prestado atenciôn a la partq 
cular relaciôn entre el deber de garante y el deber de -- 
cuidado. Ha sido GALLAS el primero en hacerlo y, precisamente, 
en su estudio sobre responsabilidad penal en accidentes de 
trabajo. En este sentido dice el autor citado que "en los ca 
scs de delito doloso de omisiôn (83), el deber de garante va 
dirigido no tanto a la exigencia de realizar una acciôn d i ­
rectamente evitadora del resultado (la acciôn de salvamento), 
sine, més bien, a la realizaciôn de acciones que, en interés 
de la evitaciôn del resultado, deben excluir ya el mismo p e ­
ligro de lesiôn, es decir, exige una acciôn en un momento 
anterior al inmediato a la producciôn del resultado (84).
(83) Entendemos que en las omisiones dolosas, es decir, en 
los resultados queridos y producidos por haber omitido 
la conducta que les hubiera evitado, la cuestiôn del - 
contenido del deber de garante se salda con la r e f e r e n d a  
al mero no impedir (a la "acciôn de salvamento"), sin - 
prestar atenciôn a los "deberes de cuidado", en la mi s ­
ma forma en que tampoco se presta atenciôn a los deberes 
de cuidado en los delitos dolosos de acciôn, debiéndose 
todo ello a que en los delitos dolosos de acciôn y om i ­
siôn, lo injusto se resuelve en la voluntad del résulta 
do tipico. Por el contrario, lo injusto de los delitos 
culposos se centra en la infracciôn del deber objetivo
de cuidado en cuya virtud se produce el resultado. Sobre 
la infracciôn del deber objetivo de cuidado en delitos 
dolosos e imprudentes V. HERZBERG, Die Unterlassung im 
Stra frecht, cit., p.243 ss.
(84) Cfr. GALLAS, Die Verantwortlichkeit der am Bau beteilich- 
ten, c i t . , p . 32
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Ahora bien, como esta acciôn "en un momento anterior" no 
puede consistir en omitir la "puesta" del riesgo permit^ 
do, pues supone una "petitio principi", la acciôn en eues 
tiôn no puede ser otra que aquella que tienda a evitar que 
el riesgo inicialmente creado se eleve por enciroa del nivel 
permitido, el estrictamente necesario para lograr la produc 
ciôn del bien o servicio socialmente deseado. La conducta 
tendente a evitar la elevaciôn del riesgo seré la conducta 
cuidadosa exigida. La definiciôn del contenido concreto de 
ésta debe elaborarse atendiendo a la naturaleza especifica 
de los riesgos cuyo incremento se desea evitar, pero, en - 
cualquier caso, puede g e n e r a lizarse como consecuencia lôgica 
que el deber primario del garante de no elevaciôn del riesgo 
derivado de una fuente de peligro es la vigilancia sobre fuen­
te de peligro para detectar las posibles alteraciones en la 
m i s m a .
Las dificultades que se plantean para fundamentar la funciôn 
de garante por ingerencia en los delitos imprudentes de omi­
siôn, como pone de manifiesto GALLAS, se deben en parte a que,
por lo general, no se toma en cuenta que la "cuestiôn de 1 de
ber de garante coincide (aquî) con la del deber objetivo de 
cuidado; que, en definitiva, la problemética de la omisiôn y 
la de la iniprudencia son problemas secantes" (85) . Y no se 
toma en cuenta porque en el marco del riesgo permitido no se 
distingue entre el momento de la acciôn precedente y el de - 
la acciôn posterior, en el cual se da una conducta que bien 
mantiene el riesgo en el nivel de lo permitido, o bien
lo eleva o permite su elevaciôn por encima de ese nivel. Es-
to se explicita, por ejemplo, en un texto de BACIGALUPO 
cuando expone "que la posiciôn de garante requiers que el 
autor haya creado un peligro adicional al permitido a la fuen 
te que él mismo debe custodiar y encauzar"(86). Sin embargo.
(85) Cfr. GALLAS, Die Verantwortlichkeit, cit., p. 32
(86) Vid. en Conducta precedente y posiciôn de garante, en 
"Libro homenaje a Jimenez de Asûa, Buenos Aires, 1979, 
p. 116.
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résulta que el peligro sôlo se puede custodiar y encauzar 
después de crearlo, y el riesgo creado seré en estos casos 
riesgo permitido, sin embargo, lo que puede no ser permit!, 
do es el grado de riesgo^posteriormente resuite ,v.gr., por 
que el ingerente no haya vigilado o aplicado la medida ne­
cesaria para "encauzar" el riesgo inicial. El riesgo de -- 
nuevo tipo o grado que surge no es necesariamente algo adj. 
cionalmente creado por el actuar posterior de aquél, sino 
producto "natural" de la propia fuente de riesgo o de la 
influencia sobre ésta de factores perscnales o materiales 
ajenos al hacer del sujeto; el peligro adicional no es créa 
do por el sujeto, sino,precisamente, por otros factores; la 
conducta de 1 suje o no créa el peligro, sino que es lo que no 
impide la elevaciôn de 1 riesgo,y esta conducta no puede ser 
lo que situe a aquél en posiciôn de garante, sino que es lo 
que reaLza el incump lim.i en to de aquellc a lo que su posiciôn 
de garante le obliga. la creaciôn por el ingerente de u,n p>e-
1 igro adicional no le s itûa en p o s i c i ô n  de garante sino que
rjef u e rza o renueva su posiciôn d e g a ra r._t e ya exi s tente . C u a n 
do el sujeto actûa corrigiendo o neutra1izando las elevacio- 
nes del riesgo lo que esté haciendo es cumplir con las exi­
gencies de la posiciôn de garante en que esté situado desde 
antes.
También STRATENWERTH llama la atenciôn acerca de esta via a - 
puntada por Gallas para resolver la fundamentaciôn y conte­
nido del deber de garante por ingerencia: "Desde el punto 
de vista del delito imprudente, y también sin fundamento le 
gai, se presupone la existencia de un deber genérico de di- 
rigir la propia conducta de ta 1 forma que no se produzcan - 
dafios a otros. Este deber se concreta no sôlo al impulso 
causal que se da a los hechos, sino que se exige igualmente 
la correcciôn del "cUrso" de d'chos hechos cuando posterior- 
mente éstos amenazan derivar en lesiôn de bienes juridicos(87)
fH7) Cfr. STRATENWERTH, Strafrecht, cit., p.276, n9.1003
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y més adelante sigue diciendo, en relaciôn al delito de 
omisiôn; "qué bienes hay que protéger o qué peligros hay 
que evitar es algo que se dériva tanto de 1 deber de g a ­
rante como del deber de cuidado. Ambos deberes se d e t e r - 
minan y se delimitan mutuamente" (88)
En el mismo sentido se manifiesta JESCHECK, para quien la 
particularidad de los delitos impropios imprudentes de - 
omisiôn, y no sôlo en los casos de ingerencia, radica en 
que el deber de garante y el deber objetivo de cuidado se 
superponen parciaIm.ente (89).
Ahora bien, el admitir esta estrecha relaciôn de contenido 
entre deber de garante y deber de cuidado no debe llevar 
a confu_ndir ambos, sino que deben distinguirse conceptual 
mente uno de otro para définir su respectiva transcendencia 
(90),ya que,si el deber de cuidado debe fundamentarse en la 
ingerencia de 1 sujeto que le sitûa como garante, la medida 
del deber de cuidado exigido no debe i r més allé de donde 
esté obligado como garante, y viceversa, en el émbito del 
delito imprudente de omisiôn el eber de garante esté limi_ 
tado a lo que constituya el cuidado debido (9i).
En el objeto de nuestro anélisis quiere decir todo ésto que 
e l que abre una em p r e sa portadora de los riesgos e s garante 
de la vida y salud de las personas afectas a esa empre sa y que 
es garante en la medid a en que es exigido por las normas de 
seguridad en el trabajo. Més a lié d e lo exigido por las n o r - 
mas de seguridad no h a y deber de g a r a n t i a , o, mejor, el "pues
(88) STRATENWERTH, ob.cit., p . 316, n@. 1166. Los subrayados 
son nuestros.
(89) Cfr. JESCHECK, Lehrbuch, p . 515. Sin embargo séria nece­
sario comprobar hasta que punto ésto puede predicarse - 
de otros supuestos distintos a los de ingerencia.
(90) Cfr. JESCHECK, Lehrbuch, p.515, 
f 91 ) Cfr. GALLAS, ob.cit., p.32
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to" como garante ha cumplido con su deber de garante cuando 
ha cumplido las normas de seguridad posteriores a la creaciôn 
del riesgo y, en consecuencia, no hay equiparaciôn al hacer 
activo si de ta 1 riesgo resultan muerte o lesiones.
En estas ûltimas consideraciones es donde se pone de relieve 
la correcta relaciôn entre ingerencia y conducta antijuridi- 
ca o infracciôn del deber: para fundamentar la posiciôn de 
garante del ingerente y la equiparaciôn al hacer activo no - 
es necesario que la acciôn precedente sea contraria al deber, 
pero, sin embargo, si es necesario que lo sea la conducta -- 
subsecuente. Es decir, para fundamentar la posiciôn de gara# 
te, la conducta del que por su ingerencia se . obligé como .iia- 
raiite iia de ser contraria al deber obietivo de cuidado. por 
tolerar la elevaciôn del riesgo por encima del nivel permitido,
A esta conclusiôn llega GALLAS, ya citado, y WEL (92). Este 
ultimo estima, ademés, que la calificaciôn de la conducta pre 
cedente como antijurldica no sôlamente debe excluirse como re 
quisito de la ingerencia en riesgo permitido, sino que debe re 
nunciarse a ella con carécter general y asi, también, y en -- 
contra de Stratenwerth, en las acciones precedentes justifica 
das como las de légitima defensa (93).
Pasamos ahora a proyectar la tesis expuesta sobre el obieto 
de nuestro estudio. En este sentido, el hecho de que el errpresa 
rie abra m a  e>ç> lata ciôn mirera (fuentes de peligro) cumphoido tq 
das las cond ic ion es de segurichd que se exigen para su puesta en 
funcionamiento (3o que covierte a la creaciôi de peligro en una 
acciôî permitida) es évidente que no permite por ai s ôb el que 
se pueda afirmar,producido un accidente con muerte de varios 
rnineros, la equiparaciôn de la no evitaciôn del resultado a 
su activa comisiôn. No menos évidente parece tamtjén el que 
el carécter de acciôn peligrosa permitida de la apertura de 
la misma -la adecuaciôn a derecho de la acciôn precedente -
(92) Cfr. WELP, Voranqeqanqenes Tun, cit. 962.
(93) Cfr. WELP, ob.cit.,p.265 y ss. 273. Igualmente HERZBEG, 
cfr. ob.cit., p.299. Posiciôn ésta que estimamos correc 
ta también nosotros, si bien no podemos entrar aqui en 
ello.
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no puede autorizar a 1 empresario a desentenderse de toda 
consecuencia que se pueda derivar de las fuentes de peligro 
por él creadas. A1 creador del riesgo se le permite esa 
actividad con la condiciôn de que lo acompafie de todas - 
las medidas de seguridad posibles y se ocupe de que esas 
fuentes de peligro se mantengan al menos en el mismo gra 
do de peligro que el autorizado que tenian en el momento 
de ser creadas, de ta 1 forma que se eviten asi la produc­
ciôn de resultados; en otras palabras, la acciôn precedente 
peligrosa -la apertura de la explotaciôn minera- es permi­
tida en tanto g e el agente GARANTICE que el peligro no se 
elevaré y se transformaré en resultado lesivo.
El contenido de esa garantia es la prestaciôn de vigilan­
cia y, en su caso, la adopciôn de nuevas medidas de segu­
ridad; vigilar la concentraciôn de grisû en los pozos de 
la mina, y, en caso de comprobar que asi me proporcicnes 
peligrosas, ventilar la mina y suspende, los trabajos has 
ta que se res tablezcan las condiciones in iciales de ries­
go. Si el empresario realiza efectivamente esa vigilancia 
y adopta las medidas de seguridad que se van haciendo ne^  
cesarias, el empresario estaré cumpliendo con su deber de 
cuidado y con su deber de garante.
Si a pesar de cumplir con taies deberes se produce el - 
accidente, v.gr. la concentraciôn de grisû se produjo 
tan repentinamente que no fué posible su previa detecciôn, 
nada puede justificar la equiparaciôn de la no evitaciôn 
de las muertes con la acciôn homicida tlpica. Los defenso­
res de la restricciôn de la ingerencia por la antijuricidad 
explicarân ésto alegando que no hay siquiera deber de ga­
rante por ser permitida la acciôn precedente peligrosa, 
pero con ello prescinden de 1 fundamento del deber de cui­
dado que obliga a la vigilancia, etc.
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Por el contrario, no parece que pueda excluirse la res­
ponsabilidad si el empresario que abriô la mina no vigi 
16 posteriormente su estado de seguridad o si, vigilan- 
do, detentando el peligro, no aplicô la medida de segu­
ridad exigida. Diflcil serâ a los autores cuestionados 
fundamentar la responsabilidad en estos supuestos, pues 
la apertura de la mina no dejaré de ser una acciôn pre­
cedente permitida, conforme al deber, por el hecho de - 
que después se omita la vigilancia debida.
La antijuricidad o infracciôn del deber no se produce - 
en la ûltima hipôtesis al momento de abrir la mina, sino 
posteriormente, al no vigilar. El no impedir el resulta­
do se equipara a la comisiôn activa del mismo porque in­
cump liô el deber de cuidado que como garante (por si in - 
gerencia creadora del riesgo) le correspond la. Hay pues 
en la ingerencia de riesgo permitido un? exigencia de an­
ti juricidad, de infracciôn del deber, pero referida a la 
conducta posterior y no a la acciôn precedente. La conduc 
ta inicial slgue siendo permitida -abrir la explotaciôn 
minera-, lo que esté prohibido y es contrario al deber es 
elevar el riesgo o autorizar su elevaciôn a través de una 
conducta contraria al deber objetivo de cuidado.
d d ) Contenido esencial de la funciôn de garantia de 1 empre 
sar io
Establecido el que es la ingerencia, la apertura de empre­
sa portadora de fuentes de peligro, le que fundamente el 
deber del empresario de garantizar la vida y salud de las 
personas respecto de los riesgos dimanentes de aquellas - 
fuentes pasamos a formuler el contenido esencial de esa 
funciôn de garantia, contenido que représenta a la vez el 
deber objetivo de cuidado.
En relaciôn al momento activo del empresario, el de la - 
apertura de la empresa, declamos que el deber de cuidado
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del empresario se resolvia en la adopciôn del proceso de 
producciôn menos peligroso capaz de aIcanzar el fin sq - 
ciaImente ûtil y de todas las "medidas accesorias" de se 
guridad posibles que permitan "Ex ante" la méxima reduc- 
ciôn o neutralizaciôn de los riesgos propios del proceso 
de producciôn y de trabajo que se pone en marcha.
El contenido de 1 cuidado que ha de prestar el empresario 
en relaciôn a los riesgos en el ejercicio de la empresa 
puede definirse con dos fôrmulas générales. También como 
en el anterior apartado, acuftadas por WELP: El deber de 
garantia se concreta en la adopciôn de medidas de seguri­
dad complementarias y en ûltima instancia, de medidas de 
sa Ivamento (94).
Con la adopciôn de estos dos tipos de medidas es como el 
empresario ha de lograr la garantia de los bienes jurid^
C O S ,  impidiendo que en el curso del ejer icio de empresa 
se eleve el grado de riesgo del que se ha partido inevita 
blemente al abrir la misma, y, alli donde no ha sido pos^ 
ble evitar dicha elevaciôn, poniendo a salvo los bienes - 
juridicos amenazados. Con mayor concreciôn puede decirse 
que :
- Medidas de seguridad complementarias son aquellas que han 
de aplicarse a las fuentes de riesgo para evitar que, por 
obra de los nuevos factores que operan sobre ellas en el cur^ 
so de su existencia. se eleve el grado de riesgo inherente a 
las mismas,o»en el caso de que no haya sido posible evitar 
esa elevaciôr\opara neutralizar o reducir el riesgo a su 
nivel inicial cuando todavia haya lugar a ello. Por ejemplo, 
cuando la méquina peligrosa pierda por su funcionaraiento 
prolongado la carcasa de protecciôn, de la que disponia deq 
de su puesta en marcha, el riesgo dimanente se habré eleva-
94) vid. WELP, Vorangegangenes tun, cit., p. 212-214 y 
233 y s.
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do considerablemente y el empresario deberé neutralizar 
ese riesgo mediante la instalaciôn de una nueva carcasa.
- Medidas de salvamento son aquellas acciones que han de 
emprenderse cuando tras la puesta en marcha de la empre- 
sa, de la méquina, etc., el riesgo inicial se haya conver 
tido en peligro concreto e inminente para los bienes jur^ 
dicos, y no haya lugar ya a la adopciôn de medidas de se­
guridad alguna apta para neutralizar ese riesgo concreto. 
Nôtese que se trata aqui no de actuar sobre el propio -- 
riesgo sino de evitar directamente el resultado, sustra- 
yendo a las personas de la estera de eficacia de 1 riesgo. 
El supuesto més frecuente de medida de salvamento es la 
de suspender el trabajo; p.ej., obstruida la vélvula de 
seguridad de una caldera a presiôn y siendo inminente la 
explosiôn, el empresario debe suspender el trabajo y apar 
ta r a los trabajadores de la posible onda expansiva (95).
e e) Fundamento material de la equiparaciôn a la acciôn de 1 
no impedir el resultado.
Con la justif icaciôn de que la ingerencia en riesgo permj, 
tido no deja de constituir al agente en garante no se juq 
tifica también el porqué la omisiôn de las medidas de se­
guridad complementarias y de salvamento es équivalente al 
hacer. Para procéder a esta fundamentaciôn entendemos, con 
WELP, que se ha de distinguir, entre acciones precedentes 
antijurldicas en si y aquellas que no lo son por realizar- 
se cpn cum.pl imien to de las medidas de seguridad accesorias 
exigidas para el actuar en riesgo permitido, y, dentro de 
ambas clases de acciones, la posiciôn del autor y de la 
victima.
(95) Sobre estas medidas de salvamento y el deber de sus­
pender el trabajo, vid. infra, ap, ,d d,.
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El fundamento de la equiparaciôn de la conducta omisiva a 
la acciôn en los supuestos de acciôn precedente antijurldica 
dolosa o culposa radica en que el ingerente somete a la vi c ­
tima a una relaciôn de dependencia al romper con su acciôn 
peligrosa la confianza de aquella en la no realizaciôn de 
acciones antijurldicas, confianza que constituye un elemen- 
to esencial de la vida en una sociedad organizada y cuya ruq 
tura somete a la victima a una especial lesionabilidad, habj. 
da cuenta de que en base a esa confianza los sujetos abando- 
nan la, en otro caso obligada, posiciôn defensiva permanente 
(90). En lo que se refiere al autor, su omisiôn es equivalen 
te a la acciôn en tanto que esta situaciôn de dependencia 
que créa es, precisamente, su propia o b r a , no siéndolo menos 
su resultado final: este es la obra de su acciôn precedente
(97).
El problema de la base material de la equiparaciôn en los - 
supuestos de acciôn de riesgo permitido toma mayor transcen 
dencia préctica en lo que aqul nos ocupa. Si en los supues­
tos de acciôn precedente antijurldica la equiparaciôn se fun 
damente en la relaciôn de dependencia que se generaba como 
consecuencia de la ruptura de la confianza, aqul, lo que e s ­
té de todo punto fuera de lugar es precisamente esa confian­
za : Nadie pue d e tener confianza en que no se realicen accio­
nes peligrosas permitidas (98).
No obstante, el principio de la confianza se ha pretendido 
aplicar ya que no a la omisiôn de la acciôn precedente pel^ 
grosa permitida misma, si a la realizaciôn de las medidas de 
seguridad complementarias a la misma, a las acciones tenden
(90) Vid. WELP, Voranqeqanqenes Tun, cit., p. 178 y ss.
(97) Cfr. WELP, Voranqeqanqenes Tun, cit., p.190-191
(98) Cfr. WE LP, ob.cit., p.215
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tes a limitar el peligro (9 9). Por el contrario, entiende 
WELP que ta 1 procéder conduce a una mera tautologia (loo) , 
ya que si en la préctica esta confianza se da no es ésta 
el fundamento de la equiparaciôn, sino, a la inversa, la 
confianza se da como consecuencia de la equiparaciôn mate 
rial: los presupuestos materiales de lo mandado deben Bar 
se ya antes de que la comunidad pueda ser preguntada sobre 
su confianza en el cumplimiento de aquello.
Suméndose a ESSER, estima WEIJP que el elemento material
c teriza la posiciôn de la v ictima en los supueq 
tos de riesgo permitido es una situaciôn de jdependencia por 
"imposiciôn social de soportar peligros" (sozialen Zwang 
zur Gefahrenhinnahme), es decir, la dependencia de quien 
tiene que asumir el riesgo "de iure" y, ademés esté some- 
tido de facto a él en forma inevitable (lOi) , dependen­
cia que coloca a la victima en una situaciôn de indefen- 
siôn. En este sentido, la victima depende tanto de la 
prestaciôn de las medidas de seguridad complementarias - 
a la acciôn de riesgo permitido, como de la no realizaciôn 
de la acciôn peligrosa prohibida, y, en esa igual dependen- 
cia (igual indefensiôn) radica 1^ equiparaciôn del omitir
la acciôn evitadora del resultado con la producciôn acti-
va de 1 mismo (102) . También en estos supuestos de creaciôn 
de riesgo permitido, el omitente tiene que estar en una 
especial relaciôn con la victima: la lesiôn de la misma 
tiene que ser igualmente obra de aquél. El resultado le­
sivo es qqul también obra del ingerente pues, primero, él 
es el creador de la situaciôn de dependencia, y sôlo de él 
depende la evitaciôn de 1 resultado lesivo a través de las 
medidas de seguridad complementarias y de salvamento, pues, 
una vez més, permisiôn de la actividad genéricamente peli-
(9 9) Vid. BOHM, Die Rechtspf 1 ich t zum Handeln be i unechten 
Unterlassunqsdelikten, tesis, Frankfurt a./M. 1957, 
p.83 y B LEI, Garantenpf1ichtveqründung beim unechten 
Unterlassen, en "Festschr. für Helmut Mayer", Berlin 
1966 p.142.
(100) v id .  WELP, Voranqeqanqenes Tun, cit., p.216 y s.
(101) Vid. WELP ob.cit., p. 218
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grosa no es permisiôn de la concreta peligrosidad de la 
misma, sine, precisamente mandate de evitar ta 1 peligro 
concrete y, mâs aûn, la lesiôn.
Todos estes presupuestes materiales de la equiparaciôn de 1 
omitir del ingerente al hacer se dan generalmente en la re 
lacién entre e 1 empresario y sus trabajaderes: El trabaja- 
dor, en la medida en que se pone al servicie del empresario, 
queda semetide inevitablemen te y"de iure" a les riesges(per 
mitides) de la actividad laboral (fuentes de riesge propias 
de la empresa); s61o del empresario, titular de hecho y de 
derecho de la empresa y de sus medics e instrumentes, depen 
de la evitaciôn de la cencreciôn de eses riesgos a través 
de la adopcién de las medidas de seguridad complementarias 
y de salvamente pertinentes.
2) Posiciôn y deberes del empresario respecte a les riesgos 
a i enos
En le anterior hemos analizado la posiciôn del empresario - 
trente a les riesgos creades per e 1 m.isrno al procéder a la 
apertura de empresa. Ahora bien, la peculiarmente problemâ- 
tica de la apertura de empresa no es la creaciôn de fuentes 
de riesge propias del empresario. Si se tiene en cuenta que 
e 1 empresario llama a participar en la actividad de la empre 
sa a otras personas, tante traba jaderes como encargados, di^  
rectivos, etc. La apertura de empresa se convierte también en 
un acte que da ocasi5n para la creaciôn de fuentes de riesge 
por personas distintas al propio empresario, e, incluse, per 
factores materiales ajenos al actuar de las personas (i03) .
La especializaciôn y divisiôn del trabajo a que estân hoy so 
metidas las actividades laborales détermina e 1 que lo mâs
caracteristico de la funciôn del empresario no sea la crea­
ciôn de les riesgos propics, sino mâs bien, e 1 ocasicnamiento
(102) Vid. WELP, ob.cit., p .220-221 y 224-225.
(103) Se trata de los riesgos por "actividad de las cosas" a 
que nos referimos al final de este apartado.
■i y (»
de acciones arrieagadas ajenas (i04) . se trata aqui de es- 
tablecer la posiciôn jurîdica del empresario en relaciôn 
a los riesgos que no son expresiôn causal de su acciôn - 
precedente y que no son por lo tanto "riesgos propics", 
hecho éste que hace imposible fundamentar los deberes de 
cuidado y de garante de 1 empresario en la idea de la inge- 
rencia. La imputaciôn al empresario de los resultados le- 
sivos producidos en el émbito de su empresa por otras per 
sonas, particularmente los que trabajan para él, solamen- 
te serâ posible en tanto que sean de aplicaciôn otros cri^  
terios de determinaciôn de posiciones de garante (los) .
Supuesto paradigrrvâtico de empresario que se limita a ocasio 
nar acciones arriesgadas ajenas s in partieipaciôn causal - 
directa en la creaciôn de 1 riesgo es el de 1 constructor : 
empresarios de obras de construcciôn que se sirve de otro 
empresario, el contratista, quien asume la realizaciôn de 
la obra (loe) .
Lo que caracteriza a esta relaciôn y a otras similares que
se presentan en la generalidad de las empresas laborales es
el hecho de que el empresario no es m^s que el creador espi
realmente
ritua 1 de las fuentes de peligro que su subordinado^crea (107)
(104) En la doctrina alemana: "Veranlassung frender Risiko- 
Handlungen", lo cual constituye para WELP lo especîfico 
de la apertura de empresa ("Betr»ebserôffnung") vid. 
ob.cit., p.236 y ss.
(105) Cosa distinta es la imputaciôn del resultado al autor 
directe del mismo, ya sea por acciôn, ya por omisiôn.
En el primer caso se resuelve en base a la estructura 
simple del delito imprudente de acciôn, y en el segundo 
con iguales criterios que los anteriormente expuestos 
para los riesgos propios del empresario.
(106) Problemâtica agudamente analizada por GALLAS en su - 
Verantwortlichkeit der am Bau beteiligten  ^ ya citado.
(107) Cfr. GALLAS, ob.cit., p. 34
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No obstante, el empresario no responds solameente del pro- 
ducto final del trabajo sino también en deterrainadas condi. 
ciones, de la seguridad de los trabajadores que se emplean 
en la actividad de que se trate.
Por supuesto, la posiciôn de la vlctima en relaciôn al ries 
go es qquî la misma que en el caso de la ingerencia arriba 
analizada: imposiciôn social de soportar riesgos o someti- 
miento al riesgo permitido. De lo que se trata aqul es de 
comprobar en qué medida las lesiones de los bienes juridicos 
que son obra directa del subordinado (contratista y encarga­
dos del empresario en general) pueden ser consideradas como 
"obra" de quien no las produjo materiaImente, esto es, en 
qué condiciones la omisiôn de quien no impide la producciôn 
de resultados tlpicos por otro es équivalente a la conducta 
activa de este ûltimo.
Fn este sentido ha de rechazarse la fundamentaciôn de la pq 
siciôn de garante del empresario por ingerencia, pues el me 
ro dar ocasiôn a la creaciôn del riesgo con la apertura de 
empresa no es crear ese riesgo. Tampoco puede fundamentarse 
en el hecho de que quien actûa directamente sobre los ries­
gos lo hace en benericio del empresario, pues darla lugar 
a una exigencia de responsabilidad objetiva.
I>a posiciôn y deberes de garante sôlo puede construirse si, 
por encima del ocasionar y beneficiarse de la actividad del 
agente, se da una relaciôn de sefiorto del empresario sobre 
la empresa y las personas que en ella actûan realizando la 
acciôn peligrosa, es decir, si el que actûa creando direcba 
mente el riesgo depende en el desarrollo de su actividad 
"de iure y de facto" del (ocasionante) empresario y actûa 
en la esfera de seflorlo de éste. Solamente sobre estas ba­
ses quien actûa directamente puede ser considerado como ins- 
trumento del ocasionante", como au brazo ejecutor, y, en 
consecuencia, hacer aparecer al "ocasionante" como "sehor" 
del hecho (108) .
(108) Cfr. WELP, ob.cit., p.237 y GALLAS, ob.cit., p. 3 5
V (i n
(108 bis)
Al igual que en la ingerencia,! el empresario es garante porqu 
previamente se da esa equiparaciôn material entre su omisiôn 
y la acciôn de su subordinado que détermina la configuraciôn 
de la "obra" de su subordinado como "su propia obra"..
Como conclusiôn puede decirse que el empresario es garante 
de la inteqridad de los bienes juridicos que otra persona 
conectada a la empresa pone en peligro cuando esta persona 
actûa en el ûmbito social del empresario -en la actividad 
empresaria1-labora1- y bajo la dependencia material y juri- 
dica de éste, esto es, cuando el que directamente actûa lo 
hace en el émbito y bajo el seflorlo de 1 empresario.
Ese sehorîo o dominio material y jurîdico del empresario 
se concreta en el llamado poder de direcciôn empresaria1 sq 
bre el que nos hemos extendido en el capitule %I de esta 
parte segunda y a la cual nos remitimos ahora.
Otros autores a firman la existencia de una funciôn de garan 
tia de quien tiene poder de direcciôn, autoridad, etc., so­
bre los riesgos que puedan crear las personas sometidas a 
esta direcciôn o autoridad, si bien ofrecen una fundamentaciôn 
diferente a la mantenida por nosotres.
Asi, por ejemplo, JESCHECK formula un autônomo deber de ga­
rante sobre la conducta de terceras personas derivado del he 
oho de la cercania respecto del peligro, en el sentido de 
que la generalidad confia en que quien tiene autoridad o mi- 
siôn de vigilancia sobre determinadas personas, domina también 
los peligros que puedan generar qyien esté sometido al ejer- 
cicio de esa autoridad o vigilancia (lOe) . Entendemos, s in 
embargo, que la fundamentaciôn no ès correcta, ya que, como 
antes se dijo, la confianza social no es causa de la equipa-
(108 bis) Vid. supra p.2 86.
(109) Vid. JESCHECK, Lehrbuch, p. 509-510.
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raciôn y del deber de garante sino que, bien por el cori 
trario, la confianza solo puede ser consecuencia de la 
equiparaciôn material (iio) .
Ahora bien, si la posiciôn de sefîorlo o dominio de 1 empre 
sario sobre la empresa, sobre el ejercicio de la misma y 
particularmente, sobre las personas que en ella actûan la 
constituyen en garante de la integridad de los bienes ju­
ridicos que estas personas puedan por si mismas poner en 
peligro, ese seftorlo o dominio tiene que determiner, a su 
vez, los limites de la exigencia del cumplimiento de ese 
deber de garantie: el deber de garante del empresario no 
va més allé de donde llegue su sehorio o dominio sobre las 
cosas y las personas de la empresa.
El contenido especîfico del deber de garantie del empresa­
rio sobre estos riesgos ajenos de sus subordinados se re­
suelve fundamentaImente en una funciôn de vigilancia y con­
trol sobre la actividad de éstos en la adopciôn de todas 
las medidas de coordinaciôn entre él y su subordinado y de 
los subordinados entre si, y en la suspensiôn de los subor 
dinados en su actividad cuando aprecie que la selecciôn 
efectuada en la apertura de empresa no fué acertada o se 
détérioré la aptit ud de estas personas posteriormente (i i 0 .
Para dar fin a la fundamentaciôn de los deberes de garante 
del empresario bastarla analizar su posiciôn respecto a los 
riesgos que pueden surgir en el émbito de la empresa cuyo 
génesis no es reconducible a su ingerencia ni a la acciôn 
de las personas dependientes. Se trata de los supuestos de
(i 10) En el mismo sentido, con formulaciôn menos afortiinatfla
ver SCHONKE/SCHRODER/STREE, StGB Komm 18 ed. nota 51 
y ss al par.13.
(Ill) La espec i f icaciôn de 1 contenido de estos deberes se
realiza en el apartado siguiente de este capltulo. Lo 
relative a la relaciôn entre empresario y encargados 
se desarrolla més adelante, fundamentaImente en el 
apartado dedicado al grado de diligencia.
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garantla y responsabilidad por situaciôn ("Zustandhaftung"), 
que ofrece graves dificultades en tanto que problems general 
de fuente de deberes de garantie. Entendemos sin embargo que 
como problems particular del empresario en relaciôn a la se­
guridad de sus trabajadores carece de la relevancia que posee 
en la teoria general, habida cuenta de que, por una parte, es 
dificil representarse riesgos en la empresa que no tengan -- 
causa en ultima instancia en fuentes de riesgo propias de la 
misma o creadas autônomamente por quienes en ello participan.
En nuestra opiniôn, junto con STRATENWERTH y WELP (il2), 
debe rechazarse la fundamentaciôn de deberes de garante de 
quien tiene a su cargo una empresa -o émbito determinado de 
acciôn social- en ideas como la del "deber de aseguramiento 
del tréfico" (113) o en el institute civil de la "responsabi­
lidad por situaciôn" (114). De los supuestos fécticos a que se
aplican estos dos criterios deben separarse una buena parte
las
de ellos que son so lueionables en el marco de fuentes de de­
beres de garantia més construidas,como son la ingerencia, el 
sehorio sobre las personas o la asunciôn voluntaria, pudien- 
do fundamentarse los restantes supuestos en la idea de sefto- 
rio jurîdico y féctico sobre fuentes de peligro situadas ®n 
la ôrbita de dicho sefiorio y con los limites al deber de gq 
rantîa que de aquél se derivan (lis) , sin que estimemos nece 
sarios extendernos més sobre este punto.
(112) Vid. STRATENWERTH, Strafrecht, I, 2a. éd., cit., nQ.
280 y ss y 1.019; WELP, ob.cit. , p.260 y ss.
(113) Cfr. JESCHECK, Lehrbuch, p. 509
(114) Cfr. SCHÔNKE/SCHRÔDER/STREE, StGB Komm, 18 éd., n.roarg. 
43 y ss al par. 13
(lis) Cfr. WELP, ob.cit., p.262
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c ) Tipolocfia de los deberes de cuidado del empresario 
posteriores a la apertura de empresa en las normas 
administrative-laborales
Establecida en lo precedente la fundamentaciôn material 
de los deberes de garante de 1 empresario y la esencia de 
lo que constituye el contenido dé aquellos, que, como se 
ha puesto de manifiesto, se configura a la vez como el - 
deber objetivo de cuidado de 1 empresario, nos proponemos 
ahora enunciar la tipologia de deberes de seguridad esta 
blecidos en las normas laborales, cuyo contenido y a_l - 
cance se ha de determinar con base a los presupuestos ma 
teriales que fundamentar. los deberes de garante, todo elle 
referido al momento posterior a la apertura de la empresa: 
el ejercicio de la mdsma.
En las normas administrativc-laborales de seguridad en el 
trabajo pueden distinguirse los preceptos que imponen debe 
res relatives a las medidas de seguridad accesorias propias 
de la apertura de empresa (ne) de aquellos otros que se re- 
fieren a las medidas de seguridad complementarias y de sal- 
vamento (h t ) .
Como se ha indicado anteriormente, el objetivo de seguridad 
e higiene en el trabajo, perseguido por la normativa labo­
ral, se veria frustrado si se considerase suficiente a esos 
efectos los deberes especificos del momento de la apertura 
de empresa. Es manifiesta la necesidad de que el grado mî- 
nimo de seguridad que se exige y alcanza con las medidas 
de seguridad accesorias en el momento inicial se mantenga, 
al menos, en ese mismo nivel a lo largo del ejercicio de
(116) Vid. supra
(117) Vid. supra C) .2 2 h
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empresa e igualmente es necesario proveer para que no sur- 
jan nuevos riesgos, A este fin la Ordenanza General de Se­
guridad e Higiene impone una serie de deberes, algunos de 
los cuales vienen expresamente tipificados y otros se derj, 
van como exigencia lôgica de los deberes relativos a la 
apertura de empresa.
En forma autônoma pueden definirse los siguientes:
aa) Deber de vigilancia sobre la evoluciôn de las condiCio- 
nes de seguridad en el trabajo
Este deber de vigilancia se dériva ma teriaImente del hecho 
de que solamente si el empresario esté en posiciôn y dispo- 
siciôn de reconocer la elevaciôn de los peligros existentes 
y el surgimiento de otros nuevos, es decir, solamente si el 
empresario mantiene una vigilancia adecuada sobre la evolu- 
ciôn de las condiciones de trabajo, podré estar en condiciq 
nés de adoptar las medidas necesarias para mantener la méxq 
ma seguridad posible.
Entendemos que el deber de vigilancia esté contenido impiicq 
tamente en el ya citado nQ. 2 de 1 art. 7 OSH que establece el 
deber genérico de seguridad. También se desprende, de modo in 
directe del art. 154, en el cual se dispone que "la responsa­
bilidad de los empresarios por infracciones de seguridad e h_i 
giene no excluiré la de las personas que trabajen a su servi- 
cio en funciones directivas, técnicas o subalternas, siempre 
que a cualquiera de ellas pueda serle imputada la infracciôn 
cometida por acciôn u omisiôn". La peculiar redacciôn del 
precepto, realmente a la inversa de su sentido lôgico, Viene 
a decir que la responsabilidad por infracciôn de normas de se 
guridad es imputable ante todo al empresario, incluso cuando 
sean directamente imputables a sus subordinados y ésto es asi, 
sin duda, porque al empresario corresponde un deber de vigi­
lancia y control sobre sus propios subordinados.
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La vigilancia ha de dirigirse a très émbitos distintos.
En primer lugar, a las condiciones materiales de traba­
jo: raâquinas, instalaciones, procesos, etc. En segundo 
lugar, a las personas que, subordinadas a la suprema dq 
recciôn de 1 empresario, y como directivos o encargados, 
tienen como funciôn el llevar a la préctica las ôrdenes 
e instrucciones del empresario, asi como dictar las so­
yas propias, para la directa ejecuciôn del trabajo, Por 
ûltimo, la vigilancia debe dirigirse a los propios traba 
jadores qoe ejecuten la labor encomendada.
El problema més complejo que plantea el deber de vigilan 
cia es el relat ivo a la medida o grado en que ésta ha de 
prestarse. Volveremos sobre ésto al analizar los princq 
pios générales de determinaciôn del grado de diligencia 
exigido en el cumplimiento de 1 deber objetivo de cuidado 
del empresario.
bb) Deber de hacer cumplir las normas de seguridad, i n d u  
so coactiva o imperativamente
El empresario no solamente viene obligado a cumplir perso 
nalmente con las normas de seguridad establecidas, sino 
que debe también hacer cumplir con las mismas a sus subqr 
dinados, tanto encargados, como simples trabajadores. La 
formulaciôn legal, aûn cuando viene referida en la OSH al 
personal directivo, técnico y mandos intermedios (art.10,1) 
es igualmente aplicable al empresario, en la medida en que 
aparece como obligaciôn genérica de los auperiores respec­
to de los subordinados dentro de sus respectives competen­
cies (primer pérrafo).
Buena parte de los accidentes de trabajo sobrevienen por 
la resistencia de los trabajadores a emplear los medios 
de protecciôn y las medidas de seguridad exigidas en su - 
propio beneficio. La jurisprudencia penal exige con fre- 
cuencia responsabilidad criminal por infracciôn de este - 
deber. En este sentido la S. de 12-V-1976 (C.L. 657) de -
298
Clara que "los empresarios y encargados de dirigir los 
trabajos tienen obligaciôn de conocer las normas de se 
guridad y de hacerlas cumplir, exigiendo de sus propios 
productores, coactiva e imperativamente, el cumplimiento 
cabal y exacto de las cautelas y prévisiones".
importancia cuantitativa de estos supuestos hace nece 
sario destacar que la resistencia del trabajador trente a 
su propia seguridad no debe ser tolerada en ningûn caso, y 
si a romperla no sirve ni la orden ni la amenaza de sanciôn, 
debe procederse bien a separar al trabajador de su puesto, 
sancionandole en las condiciones legaImente establecidas, 
bien a suspender el trabajo (lis) .
cc) Deber de adoptar cuantas medidas sean necesarias para 
reducir o neutralizar los "riesgos propios" en la hiôtesis 
de que se increments su grado por cualguier causa
Asi se deduce de varies preceptos concretos, particularmen­
te del nQ. 3 del art. 10, habida cuenta de que una vez pre 
sente el peligro en forma concreta y grave, sôlo puede con- 
tinuarse el trabajo en tanto se puedan aplicar medidas ade- 
cuadas para evitarlos. Es decir, surgido el riesgo nuevo o 
elevado el riesgo minimo evitable, es obligado disponer la 
adopciôn de toda medida adecuada para su neutralizaciôn.
El contenido concrete de las medidas de seguridad a aplicar 
ha de determinarse ma teriaImente por la particularidad de - 
cada trabajo concrete, lo que a su vez, implica el deber - 
del empresario de analizar las condiciones del mismo, ûnica
(118) Vid. entre otras muchas las de 9-X-1962; 8-III-68;
14—X—70; 4—XII—70; 4—VII—73; 13— 11—74; y 8—V—74. Rei— 
teradamente lo déclara as i también la jurisprudencia 
laboral, v.,p.ej., S.T.S., sala 4a., 4-IX-1970.
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via por la que es posible conocer adecuadamente cuales 
son los riesgos a evitar. Sobre la base del conocimien 
to de los riesgos del trabajo se opera la determinaciôn 
de cuales medidas de seguridad ban de ser adoptadas, me 
didas que vienen tipificadas a través de lo que hemos - 
denominado fuentes forma les del deber de seguridad: dos 
posiciones legales y disposiciones particulares de la - 
Inspecciôn de Trabajo, "lex artis", experiencia cientifica 
o laboral y las méximas de comûn experiencia (119).
dd) Por ûltimo, y cuando el peligro de accidente o enfer 
medad no sea susceptible ser combatido eficazmente por 
medidas de seguridad, el empresario esté obligado a prohi- 
bir o suspender el trabajo (art. 10, nQ.3 OSH), lo cual 
constituye la esencia aqui de lo que con carécter general 
se ha denominado medidas de salvamento (120) .
La permisiôn del riesgo cesa ya, y surge el debe r de sus 
pender el trabajo, cuando se reconoce en el caso concreto 
que no esté justificada la confianza puesta en que las me 
didas de seguridad vayan a funcionar efectivamente (121) .
(119) Vid. supra, Cj2.2.b
(120) Art. 10, nQ.3 OSH:"... prohibir o paralizar los tra 
bajos en que se advierta peligro inrninente de acci­
dente o de otros siniestros profesionales, cuando no 
sea posible el empleo de los medios adecuados para - 
evitarlos". Vid. més adelante la relevancia de la tq 
tularidad de este deber para determinar la cualidad 
del autor tipico.
(121) Cfr. SCHÔNKE/SCHRODER/STREE, ob.cit., n.l45 al par. 15
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CAPITULO VI I
D/ SUJETOS A LOS QUE SE IMPUTA EL DEBER DE SEGURIDAD EN EL 
TRABAJO; EL EMPRESARIO Y SUS ENCARGADOS COMO AUTORES TIPICOS 
DE LOS DELITOS IMPRUDENTES DE HOMICIDIO Y LESIONES EN ACCI­
DENTES DE TRABAJO
Has ta ahora se ha hecho constante referenda al empresa­
rio como sujeto especîfico de imputaciôn del deber de cuida 
do en el desarrollo de la actividad laboral, de 1 deber de 
seguridad en el trabajo. Pero, como también ha sido indica­
do, el deber de seguridad se imputa no sôlo al titular de la 
empresa sino a los a él equiparados por recibir del mismo pq 
deres de mando, organizaciôn y control; en definitiva, por 
que el empresario les inviste de su originario poder de di- 
recc iôn.
En el Capitule II, 5, de esta parte IT, se annlizô el funda 
m ento material y legal de la imputaciôn del deber de segu 
ridad al empresario, asî como de la imputaciôn de este deber 
paralela a la traslaciôn del poder de direcciôn de 1 empresa­
rio a otras personas. Quedaba fijado tannbién en aquél lugar 
el marco teôrico de los sujetos obligados en la empresa a ese 
deber de seguridad. Sobre la base de lo allî expuesto, se trq 
ta en este apartado de analizar los criterios jurîdico péna­
les de determinaciôn de quienes son en concreto las personas 
cbligadas y cuyo cumplimiento puede acarrear responsabilidad 
criminal, tema al que la jurisprudencia ha prestado reitera- 
da atenciôn. Los criterios en lo penal han de ser necesaria- 
mente distintos a los empleados en otros sectores de 1 ordenq 
miento jurîdico, pues distintas son las funciones de las de- 
claraciones normatives de las sancionea previstas tanto en 
el orden privado como en el labora1-administrativo. En el -- 
primero, la determinaciôn de la imputaciôn de deber de segu­
ridad sirve a establecer la persona obligada a sufragar eco- 
nômicamente los costes de la puesta en préctica de las medi-
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das de seguridad y a indemnizar los dafios materiales que 
de su ausencia resulten. En el orden administrativo labq 
ral la imputaciôn del deber de seguridad tiende a deter­
minar las personas que en la empresa deben de poner en - 
préctica las normas de seguridad y cuya desobediencia pue 
de ser castigada con las sanciones administrativas prévis 
tas a taies efectos.
En el émbito penal se trata especificamente de determinar 
quienes son los sujetos susceptibles de ser considerados 
autores de un delito imprudente de homicidio o lesiones - 
por incumplimiento de los deberes de cuidado exigidos pa­
ra la seguridad en el trabajo, no sirviendo a taies efec­
tos los criterios meramente forma les del orden administra­
tivo.
Esto es lo que subyacla en los consideraidos de algunas sen 
tencias dictadas con anterioridad a la reforma y sistematq 
zaciôn de las ordenanzas y reglamentaciones de seguridad en 
el trabajo, que se enfrentaban con normas de este carécter 
dirigidas en sus mandates, como consecuencia de defectos de 
técnica legislative, exclusivamente al empresario, Asi, era 
necesario aclarar que"el hecho de figurer el patrono como - 
responsable en el orden administrativo de la infraciôn de - 
normas laborales de protecciôn contra el peligro no implica 
que los voluntariamente encargados de dirigir los trabajos 
.... estén exentos de la obligaciôn de hacerla cumplir ( i )
(1 ) Cfr. T.S. 19-X-1965, Ar. 4852. El problema se mantiene 
vigente en Italia y es fuente de fraves problemas téc- 
nicos, més aûn cuando no disponen de cléusulas pénales 
destinadas a resolver el problema de los delitos propos 
cometidos por personas en quienes no concurre la carac- 
teristica tipica de la autoria, al estilo del par. 14 
del Côdigo penal alemén. Vid. PADOVANI Diritto penale 
del lavoro, Milén 1976, p. 38 y 22.
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Aûn corregidos tales defectos, particularmente con la Or 
denanza General de 1971, la definiciôn de las normas ad­
ministratives de los sujetos que junto al empresario son 
especiaImente obligados a cumplir las normas de seguridad 
en el trabajo no nos exime de encontrar el fundamento ma­
terial de la condiciôn de hipotéticos autores tîpicos de 
los delitos imprudentes ante los que nos encontramos.
El resultado lesivo producido en la empresa como conse­
cuencia de un proceso causal generado o no impedido por la 
no adopciôn de medidas de seguridad sôlo puede inputarse 
a quienes vengan obligados a adoptarlas. A este respecto - 
las normas administrativas se refieren al "empresario" y 
al "personal directivo técnico y mandos intermedios" (art. 
10 P.S.H.). El problema no se resuelve -ni siquiera en el 
piano administrativo- con estos conceptos forma les, lo de- 
finitivo es la posiciôn material comûn a taies categorias 
profesionales, en la cual se fundamenta su equiparaciôn a 
la figura del empresario: conferido por éste, han asumidc 
y ejercen el poder de direcciôn del mismo y, con ello, los 
deberes de cuidado y la posiciôn de garante conectados a 
dicho poder de direcciôn.
Sin la concurrencia de taies circunstancias, un erapleado 
no puede quedar obligado més que al cumplimiento de las - 
medidas de seguridad cuya necesidad aparezca ya en la me- 
ra experiencia laboral comûn y para cuya puesta en préctq 
ca no se requiera otra competencia técnica y organizativa 
que la que él posea, como mero empleado para la ejecuciôn 
de su trabajo. Por encima de estos presupuestos de capacq 
dad y competencia comûn, ni la activa causaciôn por el —  
empleado de la lesiôn del bien jurîdico realizarâ
el tipo del delito imprudente, puesto que no ha infringq 
do deber de cuidado alguno que la corresponda, ni, en los
supuestos de omisiôn, el no impedir el resultado serâ 
equiparable a su activa producciôn, por no estar él pues^ 
to como garante de la seguridad en el trabajo.
El fundamento de la responsabilidad criminal de personas 
distintas del empresario es, pues, la asunciôn del poder 
de direcciôn y mando del empresario, hecho que, por una par 
te, le obliga a respetar en la ejecuciôn del trabajo que 
realice todas las normas de seguridad objetivamente exigi­
das, y, por otra, ademâs, la constituye en garante de la - 
seguridad de los trabajadores que se encuentren en la ôrbq 
ta del riesgo de 1 proceso de trabajo que organize y dirige, 
obligândole a ejercer una actividad de vigilancia sobre el 
desarrollo del trabajo para actuar de ta 1 forma que, superq 
do el riesgo controlado, pueda neutralizarlo de nuevo y, en 
ûltimo término, suspender el trabajo y la exposiciôn de las 
personas al riesgo.
F- :ra designer a esta catégorie de personas que ejercen en 
su parcela de competencia el poder de direcciôn empresarial, 
el Tribunal Supremo ha recurrido al término "encarqado", eq 
tendiendo que permite abarcar conceptuaImente a las multi­
ples denominaciones legales, administrativas y profesiona­
les de los sujetos de imputaciôn del deber de seguridad diq 
tîntes del empresario, ya que "en el concepto de encargado 
cabe la alta direcciôn, la media y la del simple rector de 
la ejecuciôn o capataz, es decir, la de cualquier persona a 
la que se confia la realizaciôn de una cosa, con mando so­
bre otros y con funciôn general de vigilancia y cuidado ( 2
Sobre estas bases podriamos ya formular como principio gene 
ral el que en el seno de la empresa y ademâs del titular de 
la misma, pueden ser sujetos de imputaciôn del especîfico - 
deber de cuidado de seguridad en el trabajo y, en consecuen 
cia, autores tipicos de los delitos imprudentes de homicidio
( 2 ) Cfr. T.S. 13-IT-1974, Ar. 668, reiterada en 12-V-1976, 
C.L. 6 57. Vid. también, 2-IV-75, Ar 1542
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y lesiones en accidentes de trabajo aquellas personas que 
por deleqaciôn del empresario han asumido en el esquema - 
orqanizativo de la empresa puestos que implican facultad 
de mando sobre otros trabajadores y facultad de resoluciôn 
en la concreta esfera funcional que tiene a su cargo ( 3 )
La eficacia fundamentadora de la imputaciôn de 1 deber de - 
seguridad al encargado se condiciona a que se den determi- 
nados presupuestos en la delegaciôn del poder de direcciôn 
por parte del empresario y en la aceptaciôn de su ejercicio 
por el encargado, presupuestos que coinciden con los exigi­
dos por la doctrina para que la voluntaria aceptaciôn de una 
funciôn de protecciôn fundamente un deber de garantia ( 4 ), 
a los cuales nos referimos seguidamente.
Ha de decirse en primer lugar que la determinaciôn de quie­
nes sean las personas a las que como encargados se imputa - 
el deber de seguridad no se rige por criterios fomales, 
vgr., contractuales, sino que, conforme a una reiterada juriq 
prudencia, ha de atenderse a quienes sean de hecho los que -
3 ) Vid. FERNANDEZ MARCOS, W  seguridad e higiene del traba­
jo, cit., Madrid 1975, p.144
4 ) Sobre la asunciôn voluntaria de una posiciôn de protec­
ciôn como fuente del deber juridico de actuar, conside­
rado en la doctrina anterior como aceptaciôn contractual, 
ver: JIMENEZ DE ASUA, Tratado. I I I ,  3a. éd., p.423 ss.; 
STRATENWERTH, Strafrecht, I, 2a.éd., p.274 y s; SCHONKE/ 
SCHRODER/TREE, StGB Komm., 18 éd., n.26 a 30 al par. 13; 
RUDOLPHI, SK, n. 58 y ss al par 13; MAURACH-GOSSEL, A. T. 
I I I ,  p. 151 y s. Recuérdese que como ha sido expuesto an 
teriormente, el problema de las fuentes materiales de 
imputaciôn de 1 deber de cuidado especîfico (no de los d<e 
beres "comunes") de la seguridad en el trabajo es el rais^  
mo que el del fundamento del deber de garantîa de la se­
guridad en el trabajo que sirve a equiparar las conductas 
omisivas a la oomisiôn activa, vid. supra p.%9#y ss.
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asumen y ejercen el poder de direcciôn empresarial (5 ).
En este sentido, el Tribunal Supremo déclara que lo rele 
vante no es el cargo con el que el sujeto figure en el - 
organigrama de la empresa o en el contrato de trabajo { 6 ), 
ni la categorla profesional en la que el sujeto en cuestiôn 
esté cualificado ( 7 ), sino la funciôn que la persona rea% 
mente realice. El deber de seguridad se imputa, y con ello 
la cualidad del autor tipico, a las personas que "de facto" 
ejercen el poder de direcciôn sobre él tienen las facultades 
necesarias para adoptar las medidas de seguridad pertinentes. 
( 8 ) .
(5 ) Cfr. STRATENWERTH, Strafrecht, cit., p.275.
( 6 ) En este sentido: "El hecho de que el procesado fuera ga 
rante de la sociedad, lo cual abarca generalmente la me 
ra gestiôn econômica-comercia1 no cbsta para reconocer 
en él al garante de la seguridad" pues en el caso con­
creto era también director del proceso técnico de fabrq 
caciôn" (T.S. 9 junio 1973) (Ar. 2651); "que las clasi- 
ficaciones laborales realizadas por normas reglamenta- 
rias de profesiones o actividades en que se deslinden - 
los cometidos de los sujetos que actûan como directores, 
encargados, mandos intermedios, técnicos u obreros, tie 
nen sus efectos puros dentro de las relaciones labora­
les pûblicas, pero son meramente indicatives en el or­
den criminal .... por que ha de estarse (aqul) no a lo 
que taies normas dispongan, sino a la efectiva realidad 
del hecho, para no evitarse a medio de citas legales, de 
litos cometidos en la praxis y con derogaciôn material 
del contenido de aquellos que se incumplieran" (T.S. 
mayo 1974, R.2409). Aqul mismo también: lo que importa 
es si "fué autônoma su direcciôn de la ejecuciôn de 1 
trabajo".
(7 ) As 1 en la S. de 21-V-73 A.2413, el procesado era simple 
albafiil profesional, pero représentante de la empresa 
en la obra.
( 8 ) Entre las mûltiples sentencias que se declaran por el 
sistema féctico, ademés de las anteriores v. las de 
7-XII-1961, 7-XII-1964 (supuesto éste ûltimo en que el 
empresario consigue que los trabajadores firmen un do- 
cumento por el que se pretende exonerar al empresario 
y que los trabajadores asuman en exclusiva la tutela - 
de su seguridad), 21-11-1974, A.798, y 24-VI-1975, A. 
2929.
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La prueba fundamental para la constataciôn o negaciôn 
del carécter de encargado o responsable de la seguri­
dad del sujeto en cuestiôn, consiste precisamente en la 
comprobaciôn de si el implicado tenîa o no facultad de 
adoptar por su cuenta autônomamente las medidas de se­
guridad, siendo muy especialmente decisoria la facultad 
de suspender los trabajos cuando éstos se realizan en 
condiciones de peligro sobrevenido (9 ).
La transcendencia del poder de suspensiôn de 1 trabajo • 
como ûltimo y més decisorio criterio de comprobaciôn 
del carécter de la persona como sujeto encargado y res­
ponsable de la seguridad en el trabajo se fundamenta en 
consideraciones tanto materiales como legales. En sentq 
do material, porque el resultado consecuencia de un proceso 
de riesgo sôlo puede ser considerado como "hecho de una 
persona" si ésta tiene el sefiorio sobre éste y en su manc 
esté el impedir el desarrollo del mismo hacia el resulta­
do y, en ûltima instancia, el que los trabajadores estén 
al alcance de dicho proceso de riesgo cuando no es ya po­
sible evitar el incremento no contrôlable de éste. En sen 
tido legal, por que ha de tenerse en cuenta que la suspen 
siôn del trabajo cuando no es ya evitable o neutralizable 
el riesgo agravado, es una de las obligaciones fondamenta­
les, la ûltima en sentido temporal, que el crdenamiento 
(art. 10,3 OSH) impone a los "directivos, técnicos y man- 
dos intermedios-, en definitiva, a los encargados de los 
diverses niveles ( lo ) .
( 9 ) As 1 T.S. 24-VI-1975, Ar. 2929, afirmando la responsa 
bilidad del encargado de hecho y consideréndole ta 1 
porque dispone de las facultades mencionadas. Por el 
contrario, en las de 24-XI-1964 y 19-X-1975 se niega 
el carécter de encargado a quienes carecen de dichas 
facultades, y asi, en la primera de ellas se déclara 
que "El cumplimiento (de las medidas de protecciôn) 
no puede ser imputable al simple encargado de 1 traba­
jo que no tiene funciones de direcciôn y responsabi­
lidad en la organizaciôn y marcha del négocie indus­
trial" .
(10) vid. FERNANDEZ MARCOS, W  seguridad e higiene como 
obligaciôn contractual y como deber pûblico, f^drid
Importa destacar que el poder de direcciôn efectivo que ha de 
comprobarse es el relative al proceso de riesgo concreto que 
ha llevado al resultado lesivo ante el cual el juez penal se 
encuentra, lo cual implica que ha de referirse al émbito de 
la competencia funcional del sujeto. Es decir, prescindiendo d 
aquellos encargados générales en trabajos con reducida comple 
jidad de divisiôn de 1 mismo, ha de tenerse en cuenta que los 
"encargados" son "encargados de la direcciôn de un determina­
do trabajo y a un determinado nivel", presenténdose por lo ge 
neral una compleja estructura jerérquica de competencies o -- 
émbitos de atribuciôn del poder de direcciôn, de ta 1 nvanera 
que no podré imputarse a un sujeto un proceso de riesgo o mo­
mento del mismo que se desarrolle fuera del émbito de su compe 
tencia funcional, considerando como ta 1 no la formaImente atrq 
buida, sino la competencia realmente asumida y ejercida (ii), 
pues, no puede exigirse al encargado més de lo que ha acepta- 
do (12) y de lo que esté facultado para realimar.
Dier entendido que el corte de competencias sôlo se produce 
en forma absoluta "hacia arriba" de la estructura jerérquica, 
pero no en direcciôn contraria. Es decir, por ejemplo, los de 
fectos de planteamiento técnico de la obra que generan un re 
sultado lesivo han de imputarse a quien era responsable del 
mismo (v.gr. arquitecto o ingeniero) y no puede esigirse res­
ponsabilidad al encargado de la obra, aunque dicho resultado 
se produzca en el marco de la concreta actividad laboral que 
éste exige. Por el contrario, resultados lesivos derivados de 
las ôrdenes o defectos en la més concreta direcciôn del tra­
bajo, vgr. ôrdenes incorrectas del encargado de la obra, se 
imputan directamente a quien es su més inmediato autor, pero 
no se excluye el que aquellos que, como el aparejador o ar­
quitecto, tienen una competencia més abstracta sobre el tra-
1975, p.146, Vid. supra p.
(11) Cfr. RUDOLPHI, S. K, cit., n. 63 al par. 13.
(1 2 ) Cfr. JIMENEZ DE ASUA, Tratado, III, cit., p.425.
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bajo puedan ser llanvados a responder, pues para el superior, 
la esfera de competencia de su subordinado es también de su 
competencia.
Otros elementos constituyen también presupuestos del caréc­
ter de sujeto de imputaciôn del deber de seguridad. Particu 
larmente se exige que la persona encargada tenga los conoci- 
mientos técnicos necesarios para captar las dificultades y - 
peligros que pueden surgir en la ejecuciôn del trabajo cuya 
ejecuciôn les esté confiada y para poder determinar las medq 
das adecuadas para evitarlos o neutralizarlos (13).
No puede ser considerado auto r quien carece de los conocimien 
tos técnicos necesarios. La responsabilidad por el incumpli­
miento de las normas de seguridad por parte de encargados in­
compétentes, a la vez le excluye su responsabilidad, (i 4)fun­
damenta la imputaciôn del resultado a los superiores jerérquq 
CCS del mismo (culpa in eligendo).
(i3 ) Asi, en la Reglamentaciôn del trabajo en la construcciôn 
(O.M. ll-IV-1946) en cuyo articule 10,11, se define la 
figura del encargado general, incluye expresamente entre 
sus requisitos la "posesiôn de los conocimientos sufi- 
cientes para la realizaciôn de las ôrdenes que reciba de 
sus superiores" e igualmente en relaciôn a los encargados 
de obra y capataces (art. 10, III), se hace particular - 
referenda a los "conocimientos sobre previsiôn de acci­
dentes". El T.S. comprueba la tenencia de esos conocimien 
tos y lo consigna generalmente mediante la fôrmula de "la 
funciôn que se encoraendô al récurrente .... no requiera 
conocimientos superiores para que los trabajos se lleva- 
ran a cabo dentro de las necesarias normas de prudencia, 
orden y seguridad" (T.S. 2-IV-1975, A.1542).
(14) A no ser que ésta se fundamente precisamente en la impru 
denle aceptaciôn de una tarea para la que se es conscien 
te se carece de competencia: "Ubernahmcverschulden".
Ahora bien, expuesto hasta ahora que el criterio definitive 
es el del ejercicio de hecho del poder de direcciôn, no de 
be desconocerse el valor indiciario que presentan los crite 
rios forma le s (cargo, clasif icaciôn profesional, cléusulas 
de contrato, etc.), y no sôlo caracter indiciario, pues en 
algunos casos el incumplimiento del deber de seguridad pue­
de consistir precisamente en que el encargo voluntariamente 
asumido y consignado formalmente no es ejercido de facto, 
v.gr.cuando el contratado como encargado de la obra incumple 
sus obligaciones y se ausenta de la misma.
Podemos por tanto decir en conclusiôn, que el juez penal de­
be determinar les sujetos en que recae el especial deber de 
cuidado en base a un anélisis de las posiciones de direcciôn 
forma les y fécticas de los miembros de la empresa (T.S. 5-VI- 
1968 y 14-X-1970), predominando en general las posiciones de 
hecho sc;bre las puramente forma les (i5).
En conexiôn con el problema de la determinaciôn de la imputacj_ 
ôn del deber de seguridad se encuentra el de la delegaciôn por 
el empresario a uno o a varios de sus encargados de todo su pq 
der de direcciôn y, conectado a ello, o independientemente, el 
de la responsabilidad sobre la seguridad en el trabajo. Sin -- 
embargo, preferimos tratar ésto més adelante con un problema - 
dentro de los relativos a la "participaciôn"en el delito impru
(15) Asi, por ejemplo, en la sentencia de 24-VI-1975, A.2929.
se déclara que "su graduaciôn laboral era la de oficial de 
primera y no la de encargado de obraa, ta 1 como aparece 
ta 1 supuesto definido en la Reglamentaciôn N. de trabajo 
de la construcciôn, pero no cabe duda que lo ers (encarga 
do) de hecho, con facultades en ausencia de su jefe el - 
contratista para adoptar las medidas, no técnicas, pero 
si practices, para la buena continuaciôn de las obras". 
Sobre esta combinaciôn de criterios fécticos y formales 
vid. GALIAS, Die Strafrechtliche Verantvortlichkeit der 
am Bau Beteiligten, Heidelberg, 1963, p.41 y ss.
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dente, o, més propiaraente, a las autorlas culposas con­
currentes, pues es en ese émbito donde se ponen de mani^ 
fiesto las consecuencias précticas de la delegaciôn (10).
Son igualmente problemas de autoria y de imputaciôn del 
deber de seguridad los de 1 agente no cualificado por el deber 
de seguridad (simples trabajadores) y de los sujetos no su- 
ficientemente cualificados (encargados del més bajo nivel, - 
capataces, etc.), pero también éstos los tratamos junto al 
anterior, pues, por lo general, las conductas de estos suje 
tos no aparecen como causantes en exclusiva del resultado, 
sino como concurrentes en la producciôn del mismo (17).
(10) Vid. infra. Cup.
(i7 ) Vid. infra, C 3-p-IX , ^y
311
E/ EL GRADO DE DILIGENCIA EXIGIBLE EN EL CUMPLIMIENTO 
DEL DEBER DE SEGURIDAD EN EL TRABAJO
El grado de diligencia exigible es determinado generalmen­
te con base a la medida del que es propio de una persona - 
diligente de 1 circule de actividad a que pertenece el agen 
te (18). La medida de la diligencia exigible se correspon- 
deria, en términos tradicionales, con la propia de un buen 
empresario (i 9) . Con ésto^
♦apenas se dice nada acerca de cual sea la diligeq 
cia a exigir. En nuestra opiniôn, no por la dificultad de 
establecer criterios més précisés debemos transferir esta 
tarea al juez.
Si bien corresponde al juez el ûltimo momento de valoraciôn 
de las circunstancias de hecho, no puede dejarse de lado el 
que la actividad laboral es un fenômeno generalizado, sobre 
cuyo desarrollo, caracteristicas y problemas exista una con 
siderable "experiencia social".
Determinados factores y constantes de la seguridad en el -- 
trabajo pueden ser considerados como tipicos de todo traba­
jo en general o de determinadas formas de trabajo en particu 
lar, y sobre la base de esa tipicidad de problemas se pueden 
establecer unos principles générales acerca de cual sea la 
diligencia exigible en relaciôn con cada uno de aquellos. A 
la fijaciôn de estos principles contribuyen no solamente los 
dates de la experiencia, particularmente cuando son asenta-
(18) En este sentido nuestra jurisprudencia "Precauciones y 
cautelas que hubieren sido tenidas en cuenta por cual­
quier técnico medio en la rama de actuaciôn en que se 
produzca el evento daftoso", T.S. 17-XII-75,Ar.4837:
"No la del hombre medio abstracto, sino la del normal 
concreto en aquellas circunstancias ...", T. S. 3-X-64, 
Ar. 4128. Vid. JESCHECK, Lehrbuch, p.471. Crîtica en 
SCHUNEMANN, Moderne Tendenzen, cit., en "JA" 1975 p.149
(19) Cfr. SMURAGLIA, la sicurezza del lavoro, cit., 3a.ed. p
79.
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dos por la jurisprudencia, sino también la misma normativa 
legal sobre seguridad en el trabajo.
En este sentido, podemos decir que son fundamentaImente dos 
los principios que han de ser tomados en cuenta a la hora - 
de calificar la diligencia del empresario en el cumplimien­
to de su deber de seguridad. En primer lugar, a mayor ries­
go corresponde la exigencia de mayor cuidado. En segundo lu 
gar, el cuidado a aplicar por el empresario debe abarcar -- 
también la previsiôn de conductas imprudentes de sus traba 
dores, particularmente en los supuestos de trabajos propensos 
al riesgo.
Junto al desarrollo de estos dos principios, abordaremos al­
gunos problemas concretos que se plantean en la prâctica en 
orden a la determinaciôn del grado de diligencia exigible.
^J Grado de diligencia en relaciôn a supuestos de dtficulted técnica.
La seguridad en el trabajo es en buena medida un problema - 
técnico. Precisamente en ese sentido se orienta la politica 
de seguridad de los diversos Estados y, sobre todo, de las 
organizaciones patronales. La mayor seguridad en el trabajo 
se consigue aplicando a las méquinas, medios y procesos de 
trabajo nuevos sistemas de seguridad, sustituyendo las méquq 
nas, medios, etc., por otros nuevos que ofrezcan més seguri­
dad. Esta exigencia de reducciôn de los riesgos al mismo 
encuentra limites solamente en la posibilidad técnica. ^  - 
empresario esté obligado a aplicar todas aquellas técnicas 
de seguridad que en el momento histôrico de que se trate sean 
generalmente reconocidas (2 0)
(20) Lo cual, como vimos, es expresiôn de 1 més elemental - 
de los principios derivados de la idea de riesgo per­
mitido .
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En este sentido puede decirse que el limite de lo exigible al 
empresario ha de trazarse en el nivel técnico o tecnolôgico 
del momento, no exigiéndosele llegar a la investigaciôn propia 
de la seguridad, a la invenciôn (21 ).
La principal consecuencia préctica que de aqui se dériva con­
siste en que el empresario no puede justificar la omisiôn de 
dispositivos de seguridad aduciendo imposibilidad o dificultad 
técnica. Si a la méquina o aparato no se le pueden aplicar los 
dispositivos de seguridad, la méquina no puede ser construida 
ni vendida ni puesta en funcionamiento. (2 2) •
Particular importancia reviste el principio de que cuando es 
descubierta y reconocida por los organismes profesionales -- 
compétentes una méquina, sustancia, proceso, etc., susceptible 
de sustituir al aplicado hasta ese momento, ofreciendo mayores 
condiciones de seguridad, el empresario debe de procéder a di- 
cha sustitucion, sin que le ampare el hecho de que cuando abriô 
la empresa o instalô la mâquina en cuestiôn estaba reconocida 
ésta como la més segura o que se adecuaba a las normas reglamen 
tarias y, en consecuencia, fué aprobada por la delegaciôn de 1 
Ministerio de Industrie.
Este principio de adecuaciôn de las condiciones de seguridad 
en el trabajo a los nuevos avances tecnolôgicos ha sido recono- 
cido por la jurisprudencia civil y, en su virtud, se ha exigido 
responsabilidad. Habida cuenta de que viene a définir el conte­
nido del cuidado debido, entendemos que debe reconocerse igual­
mente en lo penal (2 3).
) Cfr. CAMERLINCK, LYON-CAEN, ob.cit., p. 279
(2 2 ) En este sentido la més reciente jurisprudencia italiana: 
en "Giust.Penale" 1974, p.II, p.523.
(2 3) La sentencia civil del T.S. de 5-IV-63 (CL nQ. 335, p.107) 
declaraba el deber de sustituir el viejo sistema de tendi- 
do eléctrico por uno nuevo a base de cables fiadores de ace 
ro generalmente reconocido como considerablemente més se- 
guro. Vid. comentario de DIEZ PICAZO en sus Estudios sobre 
la jurisprudencia civil, I, ^ d r id 1973, p.273-276.
12/ Grado dg dlllnencla en relaci6n a necesldades financleraa.
Si la seguridad es cm buena parte un problema técnico, no es 
mènes cierto que la soluciôn técnica implica una decisiôn - 
financiera. Tampoco en el piano de lo financière, ni la di- 
ficultad ni la imposibilidad, sirven a eximir al empresario 
del cumplimiento de su obligaciôn de proporcionar la méxiroa 
seguridad.
Este principie debe mantenerse con carâcter absolute en el 
memento de procéder a la apertura de empresa. Sin embargo, 
puede ser adecuada una cierta flexibilidad en orden a les 
supuestos en les que un nuevo descubrimiento permita susti- 
tuir la instalacidn industrial peligrosa per otra nueva.
Tampoco puede desconocerse que en tiempos de crisis, el 
cumplimiento empresarial del deber de adecuar su empresa a las 
condiciones de seguridad que ofrecen nuevos sistemas, puede 
conducir al colapso econémico de la empresa y a la pérdida - 
de puestos de trabajo (24).
La complejidad de los problemas financières que plantea la 
adecuaciôn de la empresa a las nuevas posibilidades de segu 
ridad hace necesaria la intervenciôn normativa y ordenadora 
de la Administraciôn. Continuamente se esta descubriendo 
hoy, p.ej., el carâcter cancerigeno de substancias empleadas 
en la producciôn que afectan a les trabajadores, poniéndose 
de manifiesto la resistencia de las empresas a sustituirlos 
por productos alternatives. La nueva imputaciôn de los re- 
sultados lesivos a tîtulo de imprudencia y el castigo penal 
no sirve adecuadamente a la tutela eficaz de la vida y salud 
de los trabajadores y, por elle, la intervenciôn estatal en 
el control de los procesos de producciôn aparece como un pre 
supuesto politico criminal de importancia manifiesta (25).
(24) Vid. sobre todo ésto v. LENCKNER, Technische Normen und 
Fahrl^ssiqkeit en "Festschr.fUr Engisch",Frankfurt, 1969 
p.500 y s .
(25) Véanse las reacciones privadas y estatales en Alemania 
Federal ante el recientemente descubrimiento del carde-
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En cualquier caso, debe tenerse en cuenta que todos estos 
problemas no afectan al deber objetivo de cuidado del empre 
sario, sino al de la "culpabilidad de la culpa" a través de 
la idea de exigibilidad al sujeto en funciôn de sus circuns 
tancias y facultades personales.
Cuestiôn aparté son las alegaciones empresariales a las "ne- 
cesidades del trabajo" para justificar la realizaciôn de 1 -- 
trabajo en condiciones inseguras. A este respecte, el Tribu­
nal Supremo ha declarado que la ûltima frase del --
art. 11 del Rto. de seguridad en el trabajo de la construc- 
ciôri: "de acuerdo con las necesidades del traba jo" no puede tener 
otra interpretaciôn que‘'la necesidad de atemperar el trabajo 
a la evitaciôn de los riesgos para el obrero, no exponiendo 
a éste a la comodidad o rapidez de la obra a realizar, qui- 
tando o poniendo la valla protectora cuantas veces fuese pre 
ciso en aras a la seguridad..." (TS. 30-4-1969, Ar. 2497).
Grado de la dlliqencla y grado de pgllqro.
El principle fundamental para la medida de la diligencia exj, 
gible al empresario en orden a la seguridad en el trabajo ha 
sido forrnulado reiteradamente por la jurisprudencia :el grado 
de aseguramiento de la ejecuciôn y desarrollo de 1 proceso de 
trabajo, el grado de vigilancia que ha de prestarse a las con 
diciones materiales de trabajo y a la conducta de las perso­
nas que en él intervienen, esta en relaciôn directa con el - 
grado de peligro que présenta la empresa o el trabajo de que 
se trate dentro de ella, en el sentido de que a mayor riesgo 
corresponde mayor y méis esmerado cuidado.
Nurnerosas sentencias recogen este principio, p.ej., la de 
30-VI-76 (C.L. n.920), la cual lo deduce, ademds expresamente
de precepto positives como los art. 20, 3 y 22, 1 OSH: "se 
extremardn las medidas de seguridad conforme se encuentre el
ter mottalmente cancerigeno de 1 empleo de diclorimetano
y otras substancias en el trabajo industrial en informe 
de J. Sierra en "El Pais" de 3-XI-78.
peligro: igualmente la de 9-VI-1973 (Ar. 2651): La vigilan 
cia "se exige en mayor medida respecte de las fases de la 
actividad industrial que son màs peligrosas"y "cuanto mâs gra 
ve es el riesgo es cuanto itvâs necesaria es la intervenciôn 
del director, . venla obligado a vigüar todas las fases y 
con mayor cuidado las m^s peliqrosas"
a) La valoraciôn del cuidado exigible implica por lo tanto 
una valoraciôn previa de la peliqrosidad de la empresa, del 
trabajo en concrete, etc., sobre los que ha de versar el cuj^  
dado. A este respecte, las calificaciones de "trabajos peli- 
grosos" que la propia adminis traciôn laboral otorga en su nor 
mativa no es mâs que un indice de los criterios a utilizar 
tamb.én en otros tipos de trabajo o fases del mismo no con- 
templados en las leyes y los reglamentos.
Una cierta homogeneidad en la formulaciôn del grado de cui­
dado necesario puede alcanzarse sôlo en los supuestos que - 
pcderr.os denominar "de traba jos no peligrosos" y de " traba- 
jos solo potenciaImente peligrosos":
Trabajos no peligrosos son aquellos para cuya realizaciôn no 
es permisible el que surjan riesgos, sin que de ello derive 
el que no puedan producirse efectivamente. Lo decisivo en 
estos casos es que el empresario director del trabajo no —  
viene obligado -en base a la experiencia general- a esperar 
que el peligro se produzca.
En trabajos no peligrosos no hay, lôgicamente, un especial 
deber de vigilancia. Donde el peligro surge de modo insôlito 
no hay deber de situarse en posiciôn de prevenirlos o evitar 
los. Ahora bien, si en estas circunstancias de riesgo no pré­
visible, éste se produce a pesar de todo, estâ obligado a —
(26) Asi en T.S. 19-VI-1969 D.M.I. n.10310: La operaciôn or- 
denada a los trabajadores no era en si peligrosa y por 
ello el patrôn no estaba obligado a vigilar para préve­
nir riesgos, solamente si por cualquier otra razôn hu- 
biera estado presents en el lugar y captado o podido - 
captar la apariciôn de 1 riesgo vendria obligado a incre- 
mentar la vigilancia a adoptar medidas de seguridad. Vid 
también T.S. 20-X-75, Ar. 396.
adoptar medidas de seguridad -solamente- quien por estar en 
condiciones de reconocer la situaciôn de riesgo puede efect^ 
vamente adoptarlas ,|2 e )
Trabajos sôlo potenciaImente peligrosos, son aquellos res- 
pecto de los cuales la experiencia révéla que son auténti- 
cas fuentes de peligro, pero su plasmaciôn en resultado le- 
sivo no es probable si se adoptan medidas de seguridad y se 
vigila adecuadamente su realizaciôn. Ejemplo tipico es el 
trabajo de la construcciôn: de la utilizaciôn de andamios 
no es probable que deriven accidentes si estén dotados de 
las medidas de seguridad necesarias y se vigila su utiliza­
ciôn, as i como si se comprueban sus condiciones de seguridad,
En estos supuestos, tras las medidas estructurales de segu­
ridad necesarias, la vigilancia sobre las mismas constituye 
el nûcleo del cuidado debido y el presupuesto de la aplica- 
ciôn de las medidas de seguridad que posteriormente pueden 
ser requeridas por la evoluciôn negativa del riesgo poten­
cia 1 .
En la realizaciôn de estos trabajos potenciaImente peligro­
sos la jurisprudencia no exige una vigilancia permanente so 
bre la actividad de los trabajadores y sobre las condiciones 
y elementos materiales de 1 trabajo, sino solamente una vigi 
lancia y comprobaciones de la seguridad de carâcter periôdi- 
co.
En las sentencias de 1 Tribunal Supremo encontraroos declara- 
ciones como la s que siguen: " no puede exigirse total y ab- 
solutamente que el empresario vigile todos y cada uno de —  
los movimientos de los trabajadores y en todo moraento" (T.S. 
19-V-70, Ar 2155) "Al encargado no se le puede exigir que 
siga y contrôle todos y cada uno de los movimientos de una 
pluralidad de personas" (T.S. 5-VI-72, DMJ, nQ. 10288). En 
relaciôn a arquitectos y aparejadores se dice reiteradamen 
te que la "visita y onservaciôn de la obra no puede ser per 
manente" (T.S. 12-XII-66, ar. 5600), sino que "debe reali- 
zarse con la debida asiduidad" (T.S. 14-X-70 , Ar. 4048 (27)
(27) Con mayor frecuencia en la jurisprudencia laboral del
T O  o o '^ 1 -% IQ
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La frecuencia de la comprobaciôn de las condiciones de 
seguridad debe adecuarse en cada trabajo a periodo tempo 
raies que permitan detectar a tiempo las posibles altera 
clones tîpicas de seguridad.
Cuando se trate de trabajos en varias fases de desarrollo, 
o de trabajos "dentro" de'otros trabajos mâs générales, 
suele ser necesaria la comprobacién de la correcta reali­
zaciôn final de cada una de las fases. Asî, por ejemplo, 
el contratista de una obra que ordena la construcciôn de 
un nuevo andamio no debe vigilar en concreto la construc­
ciôn del mismo, sino que finalizado éste, debe comprobar 
si ofrece las condiciones de seguridad requeridas (T.S.
21-IX-1970).
Cuando se trata de trabajos peligrosos o especiaImente peli- 
grosos el cuidado habrâ de extremarse en proporciôn al in- 
cremento del peligro, y asî, la vigilancia, que en un prin 
cipiü no debe extenderse a todos los trabajadores y basta 
que sea periôdica, puede llegar a exigirse que se concrete 
sobre coda uno de los participes en el proceso y que sea - 
de carâcter permanente. Esto quiere decir que el empresario 
deberâ destacar mâs encargados de la direcciôn y vigilancia 
de 1 trabajo y adoptar una mayor y mâs afinada organizaciôn 
y divisiôn de 1 mismo., etc. En el mismo sentido, la vigi­
lancia sobre las instalaciones o aparatos, que normalmente 
exigen ser comprobados de forma periôdica, en el caso de 
que su naturaleza sea particularmente peligrosa, requieren 
una observaciôn constante (2 8) .
Con respecto al deber de instrucciôn e inforroaciôn sobre 
los riesgos a los trabajadores, y en los supuestos de tra 
bajo (o condiciones del mismo) peligrosos, no bastan las
(2 8) Por ejemplo, las calderas a presiôn, que "serân con- 
venientes vigiladas durante todo el tiempo en que es- 
tén de servicio " (art. 129, 1 OSH).
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simples advertencies générales de cuidado ni las indica- 
ciones de que se suspende el trabajo cuando aparezca una" 
condiciôn insegura, sino que se exige seen instrucciones 
précisas y complétas (T.S. S. 6a., 29-1-71).
El deber de cuidado del empresario se configura de forma 
muy distinta cuando se trata de los peligros que derivan 
de los elementos materiales de la propia empresa y cuan­
do se trata de los peligros que pueden surgir de la partj^ 
cipaciôn en ella de otras personas.
En relaciôn a los primeros, el empresario estâ obligado a 
evitar toda elevaciôn del riesgo por encima de lo permitj. 
do que sea objetivamente prévisible, y ha de ser evitado 
mediante la adopciôn de las medidas précisas de asegur^ - 
miento y de la aplicaciôn de toda la vigilancia que es ne 
cesaria para poder actuar frente a todo grado de riesgo - 
no permitido cuyo surgimiento sea prévisible.
b) por el contrario, en relaciôn a los riesgos que puedan 
surgir de la conducta incorrects de otras personas rige el 
principio opuesto; El cuidado del empresario no tiene, en 
principio, que extenderse a la previsiôn de los peligros 
que otros puedan crear. Rige aqui el llamado PRINCIPIO DE 
LA CONFIANZA en el comportamiento cuidadoso de tercercs que 
intervienen en el proceso de trabajo (2 9 ).
Ahora bien, el principio de confianza estâ sometido a diver 
sas restricciones, afectando unas a la propia naturaleza 
de la instituciôn y otras a la distinta categoria de perso 
nas que pueden intervenir en los procesos de riesgo, bien 
sean técnicos y directives, bien sean simples trabajadores.
(2 9) Sobre el mismo vid. STRATENWERTH, Arbeitsteilung und
ârzteiche SorgfaItspflicht, en "Festschr fUr E. Schmidt", 
Gotinga 1961, p.382 y ss; el mismo, Strafrecht, I, cit. 
p.314 y SS; JAKOBS, Studien, cit., p .88 n.l70; 
SCHMIDHAUSER, Stra frecht, 2a.éd., cit., p.311 y s.; - 
SCHONKE/SCHRODER/CRAMER, StGB Komm, 18 éd., cit., not.
145 y ss. al par. 15.
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Como nuastra propia jurisprudencia establece, el principio
que estA.
de confianza no es de carâcter absolute, sinosometido a de[ 
terminados presupuestos y condiciones (30) .
El presupuesto consiste en que sôlo puede acogerse a la con 
fianza quien actûa conforme al cuidado debido (3i ) , Este pre 
supuesto se concrete en el campo de la divisiôn del trabajo 
en que quien dirige éste, debe haberlo encargado a persona 
cualificada con toda satisfacciôn para su ejecuciôn (32).
A este criterio responds la doctrine contenida en la S. de
22-V-74 (Ar 2409), en la que se déclara que si el empresario 
ordena al encargado (o trabajador) realizar ^dirigir) un -
(30) Cfr. T.S. 21-V-1966, DMJ nQ. 10538. El T.S. ha reconoc_i 
do el principio de confianza en relaciôn al trâfico,
V. fundamentalmente, ademâs de la anterior, las de 1 7 -  
XII-70 (DMJ nQ 10544). La doctrine alemana aplica el 
principio de confianza mâs allâ del âmbito del trâfico 
(expresamente en contra, SCHMIDHAUSER, loc.cit.,ult. 
nota), y particularmente los supuestos de divisiôn del 
trabajo, dentro de lo cual se situa el tema de nuestro 
estudio, Entendemos que entre nosotros no hay dificul- 
tad a esta ampliaciôn, habida cuenta de que el T.S. 
parece inclinarse a fundamenter el principio no en el 
riesgo permitido sino en la idea de "responsabilidad 
por uno mismo". Vid. la transcendencia de una u otra 
fundamentaciôn en JAKOBS, loc. cit.
(31)El T.S. dice que "reglamentariamente", (T.S. 14-XI-70)
Vid. SCHGNKE/SCHRÔEDER, cb.cit., n.marg. 150 al par. 15
(32) Cuando la divisiôn del trabajo es mâs compleja que la de 
un empresario un encargado o trabajador, se requiere 
ademâs la adopciôn previa de medidas de seguridad para una 
adecuada comunicaciôn y coordinaciôn entre los partici­
pes, vid. STRATENWERTH, Arbeitsteilung, cit. p.395-396.
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trabajo que se encuentra dentro de la competencia profesiq 
nal de éste (3 3 ) y no présenta caracterlsticas anormales 
a su propia naturaleza, puede dejar la realizaciôn del 
mismo al criterio autônoroo del encargado, sin que sea —  
exigible al empresario la emisiôn de ôrdenes expresas y - 
fijas sobre el asunto.
Esta relaciôn de confianza que a firma la sentencia citada 
es la que se da generaImente entre el empresario y sus téc- 
nicos. Entre el empresario y los especialistas que emplea, 
particularmente los del mâs alto hivel como los titulados 
superiores no hay mâs que dependencia jerârquica u orgânj. 
ca. El qué hacer lo decide el empresario, el cômo llevarlo 
a cabo en condiciones de correcciôn técnica y de seguridad 
depende fundamentalmente del especialista. Este no solamen 
te no debe esperar o confiar en que la orden de trabajo con 
tenga instrucciones técnicas, sino que es él quien estâ -- 
alli puesto precisamente para resolver esta cuestiôn autôno 
m  /Bmente.
Sobre estas bases, si el empresario no especialista ordena 
realizar el trabajo incluyendo instrucciones incorrectes, 
el especialista no puede ampararse en la obediencia debida 
para llevar a cabo el trabajo, sino que, por el contrario, 
debe advertir al empresario de la incorrecciôn de las ins­
trucciones y abstenerse de cumplirlas. Si el técnico confia 
en la correcciôn de las instrucciones y las lleva a cabo, 
serâ responsable del resultado, pues por su cualificaciôn - 
deberia haber reconocido su inadecuaciôn. En mayor medida - 
deberâ responder si ejecuta la orden con conciencia de su -
33) A la determinaciôn de la competencia profeaional serv_i 
râ en general la titulaciôn conferida por el Estado. - 
En relaciôn a las clasificaciones profesionales reali- 
zadas por normas reglamentarias, de profesiones, etc. 
la sentencia citada déclara que son meramente indicate 
vas en el orden criminal, ya que en éste ha de citarse 
a la efectiva realidad de hecho. Vid. STRATENWERTH, 
ob.cit., p.394
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inadecuaciôn. El empresario sôlo responderâ en estos c^
SOS si por alguna causa concreta no debia confiar en la 
capacitaciôn técnica del subordinado o si, a pesar de - 
haber sido advertido por éste, impone la realizaciôn -- 
del trabajo. El técnico no responderâ si advierte y se 
niega a ejecutar, no correspondiéndole especial deber - 
de garante respecto del peligro desatado por el empres^ 
rio (3 4).
Cuando el encargado o trabajador no posea toda la cuali- 
ficaciôn necesaria para realizar sin riesgo autônomamen- 
te el trabajo, el empresario no podrâ confiar en la corcec 
ciôn de la actividad del encargado. La orden de trabajo 
sôlo serâ entonces conforme al cuidado exigido si mediante 
informaciôn suplementaria y vigilancia adecuada compléta 
la capacidad del agenta para la realizaciôn del cometido.
En estes supuestos, la exclusiôn del principio de confian 
za y el surgimiento correlative del deber de complementar 
la cualificaciôn de los agentes encuentra su fundamento - 
material, por una parte, en que es prévisible que quien - 
no estâ del todo cualificado pueda incurrir en errores -- 
fatales y, por otra pacte, en que el agente inmediato 
actûa con reducidas posibilidades de reconocer los pel_i - 
gros y las formas de evitarlos y, ademâs, en que, en la me 
dida de que sea consciente de que su seguridad depende de 
la correcta direcciôn del trabajo por su superior, viene 
obligado a esperar de éste la orientaciôn necesaria y ac­
tûa confiado en el mismo, lo cual afecta al principio de 
"autoresponsabilidad", b a s e ,  c o m o  se h a  indicado, del prin 
cipio de la confianza. Los h e c h o s  del agente que cuenta -- 
con la direcciôn y vigilancia del empresario no son solamente 
"sus hechos" sino también los hechos del director-empresa-
(34) Vid. sobre todo ésto GALLAS, Die Verantworteichkeit, 
cit., p.31 y ss.
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rio, y el descuido o actuar incorrecte del agente es también 
descuido o incorrecciôn del empresario, si aquél tuvo su eau 
sa en la déficiente instrucciôn o vigilancia impartida (35).
Esto es as! porque el empresario, o los directives o encar­
gados del mismo, por su condiciôn de especialistas técnicos 
se encuentran en una posiciôn generadora de confianza de los 
trabajadores en la correcciôn de la direcciôn del trabajo -- 
que éstos efectûan, confianza en que no hay peligro alli don 
de no es advertido de ello por el director (36).
Esta confianza conduce al agente a exponerse descuidadamente 
al riesgo en los supuestos bésicos. En primer lugar, donde 
el empresario no vigila, pues donde no vigila se cuenta con 
la inexistencia del peligro. En segundo lugar, en aquellos 
casos en los que el empresario vigila y dirige, pero, sin 
embargo, dicta instrucciones incomplètes, pues el agente -- 
cuenta que con las instrucciones basta para realizar la 
actividad encomendada sin correr peligros.
Por otra parte, para la efectividad del principio de con­
fianza se requiere no solamente el presupuesto de que el -- 
trabajo haya sido encomendado a persona técnicamente cuali­
ficada. Se entiende también que el principio de confianza - 
encuentra sus limites alli donde las circunstancias del ca­
so hacen concretamente prevÊible la probabilidad de que se 
produzca una conducta descuidada del agente (37), o donde -
(35) Cfr. LENCKNER, Technischer Normen, cit., p.506-508; 
JESCHECK, Lehrbuch, p.471, in fine.
(36) Cfr. T.S. 9-IX-66: los obreros trabajan confiados en 
la correcta disposiciôn y vigilancia de su superior.
(3 7 ) Cfr. STRATENWERTH, Arbeitsteilung, cit., p.397? WELZEL 
Derecho penal aleipân, trad, espaflola de la lia. ed. cit., 
p.188 y T.S. 2401-69, 14-XI-70 y 17-XII-70.
el Derecho, las normas reguladoras de la actividad de que 
se trate impongan precisamente un "principio de desconfian 
za" (38) en atenciôn a criterios de experiencia del legis- 
lador sobre los momentos en los que se debe esperar compor 
tamientos arriesgados, o, por ûltimo, cuando el peligro de 
conducta descuidada se haya presentado ya en el caso con - 
creto (3 9) .
En consecuencia, el empresario ha de prescindir de la con­
fianza V ampliar su cuidado a la prevenciôn de conductas - 
peliqrosas de los encargados y trabajadores a sus ôrdenes 
cuando éstos adolecen de defectos de cualificaciôn para el 
ejercicio del trabajo encomendado o cuando sea prévisible 
en concreto la conducta incorrecta del agente.
En el marco de los riesgos laborales se puede precisar en 
mayor medida el carâcter de la diligencia que impone este 
principio de desconfianza. Si en el trâfico la confianza 
prima sobre su negaciôn, en el orden laboral ocurre lo con 
trario: la régla es la desconfianza, hasta el punto de que
se configura como principio fundamental de la determinaciôn 
de la diligencia del empresario el de que éste estâ obliga­
do a prever las imprudencias de la propia victima, tem'< so 
bre b1 que nos extenderemos ahora,dada su Importancia préctica.
(38) Vid. T.S. 21-V-66 y 20-X-66
(3 9) Vid. STRATENWERTH, Stra f recht, I, cit. p.314, ss, nQ. 
1156 y 1158.
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4) El deber de cuidado del empresario en relaciôn a las - 
imprudencias de sus trabajadores; Protecciôn del trabaja- 
dor, incluso frente a si mismo en trabajos propensos al - 
riesgo.
El principio de confianza en la correcciôn de 1 comporta­
miento de los demâs participes en la vida de relaciôn su- 
fre una inversiôn radical en el âmbito del deber de segu­
ridad del empresario, hasta el punto de que éste debe aplj. 
car una diligencia ta 1 que le permita reconocer y evitar 
los peligros que los trabajadores puedan generar contra si 
mismos.
La doctrina y jurisprudencia laboral se ha enfrentado con 
la tarea de decidir sobre el deber del trabajador de indem 
nizar al empresario por los daflos producidos en el patrimp 
nio de éste a consecuencia de un comportamiento imprudente 
as i como sobre las condiciones en que el empresario debe in 
demnizar al trabajador por los daftos que éste mismo se haya 
producido. Las soluciones a que conducia en estos dos su­
puestos la aplicaciôn de los criterios tradicionales de la" 
calpa se manifestaban insatisfactonas e injustas. Asi si 
el trabajador causa un dafto por culpa o negligencia deberia 
indemnizar al empresario aunque, p.ej., el descuido haya sj^  
do leve y el prejuicio valorado en millones (explosiôn de 
una mâquina). Por otra parte, cuando el accidente ha sido 
producido por imprudencia de la propia victima, el acciden- 
tado no podria aspirar a ser indemnizado para sufragar su 
"reparaciôn".
Particularmente insatisfactcxrios e injustos parecian estas 
o^ligadas consecuencias juridicas cuando el dafto era produ­
cido por trabajadores normalmente cuidadosos y cuando lo - 
que lleva e éstos al error o descuido es la misma naturaleza
del trabajo, es decir, cuando las mismas condiciones de 
trabajo a que el obrero estâ sometido "empujan" a éste a co 
meter el error o descuido generador del dafio.
Mas allâ de las soluciones legislativas de objetivizaciôn 
de la responsabilidad por accidentes de trabajo, la doc­
trina élaboré una teorîa particular de la responsabilidad 
en los que se han denominado trabajos propensos al riesgo 
(40 ) .
Propensos al riesgo son aquellos trabajos que, bien como 
un todo, bien en fases del mismo o en particulares formas 
de su realizaciôn imponen al trabajador la tendencia a près 
cindir de 1 cuidado "normal" en el desarrollo de su activi­
dad y a incurrir en desatenciones o descuidos que provocan 
situaciones de peligro y resultados lesivos.
Las caracterlsticas que configuran un trabajo como propenso 
al riesgo son muy diverses. Entre ellas se cuentan la difi- 
cultad de los métodos de trabajo o del procedimiento técn^ 
co (p.ej., manejo de mâquinas complicadas), la delicadeza 
o intrînseca peligrosidad de los materiales con que se tra 
baja (productos inflamables), 6 del lugar en que se presta 
(alturas elevadas), la monotonia en la realizaciôn del tra 
bajo, el automatisme o elevada celeridad de los movimien­
tos corporales (ritmos de trabajo), exigencia de especial 
concentraciôn, etc. (4i).
Todas estas circunstancias provocan en el trabajador exce- 
sos de fatiga, sobrecargas nerviosas, familiarizaciôn con 
el riesgo y consiguiente desprecio del mismo, etc., que -
(4o) Sobre ésto vid. GAMILLSCHEG/HANAU, Die H a f t u n g  des
Arbeitnehmers, 2a.éd., Karlsruhe 1974. Sobre l a s  exi_ 
gencias que plantea al legislador v. EIKE v. HIPPEL, 
Reform der Haftung des Arbeitsnehmers?, en "ZRP" 1971, 
p.217 ss. ERIKA BOKELMANN, Die Haftung des Arbeitnehmers 
en "ZRP" 1972, p.283. Entre nosotros la ûnica y valio- 
sa contribuciôn de BARREIRQ GONZALEZ, Diligencia y ne­
gligencia en el cumplimiento, Tesis,^ _Madrid 1978, p. 
506-536.
(4 1 ) Vid. BARREIRO GONZALEZ, ob.cit., p. 509; SMURAGLIA, W  
sicurezza de 1 lavoro, 4a.éd.,cit. p.218
determinan faltas de atenciôn o descuidos contrarios a 
la diligencia debida en condiciones "normales" (42).
La propensiôn del trabajo al riesgo condiciona la conducta 
de los trabajadores cuidadosos de forma prâcticamente 
inevitable, alterândola de ta 1 forma que desaparece el 
abstracto "cuidado del hombre-del trabajador- medio", y 
lo que se configura como "medio" no es tanto el cuidado co 
mo la falta. Una conducta mâs cuidadosa no es ni espera- 
ble ni motivable (4 3 ) y, por lo tanto, no puede ser exi­
gible (4 4 ). Un cuidado que excluya estas falta del traba 
jador no séria realmente el cuidado exigido en el trâfico 
propio de la prestaciôn de trabajo en estas condiciones y 
las que serian infracciones de la diligencia abstractamen 
te debida no serian infracciôn del concreto deber objetivo 
de cuidado de quien trabaja en esas condiciones.
Naturalmente esa "negligencia" del trabajador se somete a 
limitaciones de grado. La negligencia privilegiada es so 
lamente la que puede enmarcarse en las categorias de leve 
o simple -a la que la jurisprudencia laboral denomina 
"imprudencia profesional"- y no en la de imprudencia terne 
raria. Es decir, lo que se admite es la omisiôn de la di­
ligencia media, pero no la de mâs elemental de las dil^ - 
gencias que se niega con la temeridad.
(42) Puede verse un anâlisis técnico en NEULOH y otros, 
Der Arbeitsunfall, Stugart 1957, p.239. Es précise 
indicar que la idea de trabajo peligroso no coinci­
de con la de trabajo propenso al riesgo, el trabajo 
realized en cadena a un ritrao alto no es peligroso 
en si pero si propenso al riesgo por error del agen 
te, V. GAMILLSCHEG/HANAN, Die Haftung, cit., p.30
y 52-53.
(4 3 ) Vid. E. BOCKELMANN, ob.cit. , p.209.
(4 4 ) Vid. BARREIRO, ob.cit., p.512 y 515 n.5.
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Las consecuencias de estas ideas en el orden penal son fun 
damentaImente dos (4 0 ). Por una parte se reduce el âmbito 
de responsabilidad criminal del trabajador por dafios, le- 
siones y homicidios imprudentes que pueda producir (46)/
Y por otra, y ésto si afecta directamente al objeto de -
este trabajo, determinan una ampliaciôn del deber objetivo 
de cuidado del empresario (directivos, etc.)/ que ha de ex­
tenderse a prever y neutralizar los riesgos derivados de - 
las "imprudencias de los trabajadores.
En este ultimo aspecto interesa el que del hecho de la "ti- 
picidad" de la falta de cuuidado, de la normalidad de la -- 
misma en las condiciones concretas de propensiôn del riesgo, 
y de que la misma es objeto de la experiencia empresarial, 
se dériva el que la conducta imprudente del trabajador, 
que va a convertirle a él o a sus compafieros en vlctimas, no 
es un fenômeno meramente prévisible en abstracto como posi- 
ble, sino prévisible en concreto como ta 1 y, en ocasiones, 
como précticamente seguro.
(4 s) Sobre las consecuencias en el piano civil, vid. RODRI­
GUEZ P iFîERO, guipa de la victima y accidente de trabajo  ^
en "ADC" 1970, p.543 y ss; ALONSO OLEA, La responsabili­
dad por accidente de trabajo, cot., p.22-24, y BARREIRO, 
ob.cit., p.531-536.
(40)Tema en el que no entramos aquI por estar interesados 
exclusivamente en la responsabilidad de la otra "parte" 
de la relaciôn laboral. Ese tema tampoco ha merecido la 
atenciôn de la doctrina penal, excepcionaImente V. OSTLER, 
Unfallursache und Unfallschuld bei gefahrgeneigter Arbeit, 
en "NJW" 1962, p.1229 ss.
. X 9
Por otra parte, interesa consigner que, como expone HANAU 
(4 7 ), el fundamento de la limitaciôn "exclusiôn de la 
responsabilidad no radica solamente en el hecho de que 
el trabajo sea propenso al riesgo e implique situacio­
nes de previsiôn sobre el individuo, sino, mâs aûn, en 
que esas circunstancias favorecedoras de la conducta in- 
correctamente arriesgada son inevitables para el trabaja­
dor dependiente, en la medida en que estâ sometido al po­
der de direcciôn y decisiôn (exclusive) del empresario so 
bre las condiciones de prestaciôn del trabajo (48) y en - 
ese sentido, los presupuestos de su conducta y los riesgos 
derivados de ella no pueden ser considerados como propios. 
El trabajador no es sefior de los mismos. Solamente quien - 
trabaja por cuenta propia y autônomamente puede ser consi- 
derado en estas circunstancias como sehor de su propio rie^ 
go .
Per todas estas razones, porque la conducta imprudente de 
los trabajadores es concretamente prévisible y altamente 
probable, y porque esas imprudencias no son, por ello,ajenas 
al empresario, éste no puede acogerse al principio de con­
fianza a la hora de formar su decisiôn en orden al cuidado 
que va a prestar. Como se ha visto, el principio de confiari 
za se asienta en el principio de responsabilidad por los - 
propios actos y la espera justificada de que los demâs par­
ticipes se comportaran cuidadosamente, y, como aqui hemos 
constatado , el trabajador dependiente en los trabajos 
propensos al riesgo no puede dar la medida del cuidado -
(47) Cfr. GAMILLSCHEG/HANU, ob.cit., p.57
(4 8) Podria parecer que el automovilista deberia ser bene 
ficiado de este régimen al incurrir en desatenciones 
por el cansancio producido por el prolongado viaje. 
Sin embargo, entre el automovilista y el trabajador 
hay una diferencia sustancial, pues el primero asume 
voluntarlamente el riesgo de la desatenciôn al conti. 
nuar el viaje y el trabajador, por su parte, ni asume 
voluntarlamente cl trabajo propenso al riesgc ni estâ 
en su mano el descansar para romper la monotcnia o el 
desgaste fisico en el trabajo.
3 3 0
responsabilidad media, ni sus actos son "sus propios actos"
) .
Si las conductas imprudentes de los trabajadores no son sô­
lo objetivamente previsibles en abstracto, sino concretamen 
te previsibles y especiales, el empresario no debe confiar 
en la realizaciôn cuidadosa del trabajo, por el contrario, 
debe "desconfiar" de que el trabajador sea prudente.
En conclusiôn, el cuidado que le es exigible al empresario 
debe ser ta 1 que tome en cuenta las hipotéticas conductas 
de sus trabajadores. Las medidas de seguridad a adoptar y 
el grado de vigilancia a prestar deben tender a asegurar 
al trabajador frente asus propias imprudencias.
La idea fundamental de todo ésto se encuentra contenida en 
nuestro derecho ya desde el Reglamento de accidentes de 
trabajo (28-VII-1900), en cuyo articulo 57 se déclara que 
"las medidas materiales que se traducen en la adiciôn de - 
mécanismes preventives para disminuir los riesgos propios 
de cada trabajo, se deben de aplicar con la mira de defen­
der también al obrero contra las imprudencias que son con­
secuencia forzosa de la continuidad de las manipulaciones 
que ofrecen peligro". La doctrina y jurisprudencia laboral 
han desarrollado el principio bajo la nomenclature de "imprju 
dencia profesional" (50). Se contiene igualmente en el de­
recho vigente, particularmente en la OSH (p.ej. arts. 120 
y 139).
En el âmbito de la jurisprudencia penal ha sido asumido a 
través, sobre todo, del reconocimiento del deber empresarial 
de hacer cumplir, incluso coactivamente, las normas de se­
guridad al personal a sus ôrdenes (si).
(49) Si el fundamento del principio de la confianza fuera el 
riesgo permitido (Schmidhâuser) no habfia razôn alguna 
para excluir la vigencia del principio citado, lo que 
llevarîa a resultados incorrectos e injustos.
(50) Vid. supra, nota 4 5 .
(51) Art. 10,1, OSH, vid. f Vl.-Z^S^.Vid. también, JESCHECK
A ufbau und Behandlung der FahrIctss igkeit im modernen
; 3 !
La jurisprudencia penal espaflola hace use de esta idea mâs 
que en orden a fundamentar el deber de cuidado del empresario, 
en orden a establecer los limites de exigencia del deber de 
seguridad del empresario, es decir, a efectos de determiner 
las condiciones de exoneraciôn del mismo. Por otra parte, 
y como consecuencia de la técnica tradicional de la respon­
sabilidad por imprudencia y de la relaciôn de causalidad, el 
T. S. situa el problema en el marco de la relaciôn de causali. 
dad y no en el de 1 deber objetivo de cuidado. Por ello, an^ 
lizaremcs las consecuencias prâcticas de esta ampliaciôn del 
deber objetivo de cuidado en el capitulo correspondiente a 
la imputaciôn y conducta de la victima (52).
52 ) Vid. infra., G ,1 p. ] X • En todo caso,véanse las senten­
cias de 30-XI-68 (Ar.4885); 28-11-70 (Ar 1049); 21-IV-73 
(Ar.l770)r B-V-1973 (Ar.l9b6); 17-XII-74 (Ar.5227): 
9-V-75 (Ar.l957); 15-IV-77 (Ar.l647)- 9-V-77 (Ar.2207;
13-XI-77 (Ar. 4332).
••
CAPITULO VIII 
EL RESULTADO Y SU IMPUTACION OBJETIVA
A/ EL RESULTADO: HOMICIDIO O LES IONES IMPRUDENTES
En el actual estado del Libro II del C.P., la con 
ducta del empresario -o de sus asimilados- que in 
fringe un deber objetivo de cuidado y créa con —  
ello un peligro para los bienes juridicos fund^ - 
mentales de otras personas, no tiene relevancia - 
penal, mâs que cuando esa peligrosidad generada - 
por la falta de cuidado se concreta en efectiva - 
lesién de esos bienes juridicos: muerte y lesio - 
nés. ( 1)
El resultado producido, como concreta lesiôn del 
bien juridico, y en tanto que elemento objetivo 
del tipo de los delitos del resultado, sirve aqui 
para determinar cual sea el tipo objetivo de los 
delitos contra las personas que ha de ponerse en 
conexiôn con el art. 565, en definitiva, para dé­
termina r si nos hallamos ante un delito impruden­
te de homicidio o un delito imprudente de lesio - 
nés o, en los casos de menor gravedad del résulta 
do de éstas, ante una falta de les iones (2).
(1) Naturalmente, también puede dérivarse de la - 
conducta del empresario un resultado de dafios, 
pero prescindimos aqui de este problema por - 
desear limitamos a los dos mâs inportantes : 
la protecciôn de la vida y de la salud.
(2) Cfr., si bien,reducido a la dualidad delito-falta, 
RODRIGUEZ RAMOS, El resultado en la Teoria Ju-
ridica del delito, en"C.P. Crim." 1, p. 59 y s.
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Si bien somos partidarios de reconocer la "reduc^ 
da relevancia" del resultado en los delitos impru 
dentes (3), entendemos que ésta no se agota en —  
una funciôn de mera condiciôn objetiva de punibi­
lidad y de selecciôn del tipo objetivo por el que 
se va a exigir la responsabilidad criminal. La de^  
terminaciôn de cual sea el tipo de delito realiz^ 
do, homicidio o lesiones, no es operaciôn que se 
reduzca a la mera constataciôn de cual haya sido 
el resultado que "casuaImente" se haya producido
(4). Bien al contrario, el resultado conectado a 
las condiciones en que se produce es objeto de Vja 
Icraciones objetivas que pueden determinar el tipo 
realizado, por encima de cual sea el resultado reaj. 
mente producido. Asi por ejemplo, alli donde no -- 
sea en absolute prévisible que el trabajador pueda 
morir como consecuencia del peligro dimanente de - 
la ausencia de la medida de seguridad, sino sol-a - 
mente el que pueda sufrir lesiones, no séria posi- 
ble en buena técnica calificar el hecho mâs que co 
mo delito imprudente de lesiones y no de horaic^ -
(3) Sobre ésto volveremos al analizar la propuesta 
de creaciôn de un delito de peligro, ver infra,
c jp. ni.
(4) No en el sentido de que se produzca casualmen- 
te un resultado en general, sino de que casua^ 
mente se produzcan solo lesiones y viceversa, 
por ejemplo, del andamio sin las preceptivas ba 
randillas cayô al suelo sobre los pies, ronpién 
dose solamente las piemas, y no de cab#za, o - 
rompiéndose la cabeza y matândose. Lo qua aqui 
es casual no es la caida, sino la forma de caer 
se y, en consecuencia el que el resultado sea - 
lesiôn o muerte.
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cidio (5), fenômeno que ha de ser tomado en cuenta 
con independencia de que lo "normal" es que tan -- 
prévisible sea la lesiôn como la muerte.
Con independencia de otras funciones del resultado 
en el delito imprudente (6), el problema (7) que - 
el resultado plantea en general, y mâs particular­
mente aqui, es el de las condiciones en que puede 
ser imputado a un sujeto, es decir el de su relaciôn 
causal con la conducta, o, en la mode m a  dogmâtica, 
e ] de las condiciones de su importaciôn cbjetiva.
(5) Por ejemplo, la mâquina perforadora career de 
la exigida pantalla protectora que cubre el pe^  
quefio espacio por el que todo lo mâs que el -- 
trabajador pueda por alli introducir sea un de 
do. Lo ûnico prévisible en este supuesto es -- 
que el trabajador pierda el dedo (miembro no - 
principal , lesiones graves N Q  30 art. 420) y 
no, por ejemplo, el que pierda la vida como con 
secuencia de un infarto al sufrir la impresiôn 
ante el muftôn sangriento.
(5) Como el de limitar la pena a aplicar, que no - 
puede ser superior a la que correspondu al mi^ 
mo resultado producido dolosamente, c, en la - 
cualificaciôn de los delitos culposos por impe 
ricia o negligencia profesional, que tiene lu­
gar solamente si el resultado es de muerte o - 
lesiones graves, y no si de lesiones mènes gra 
vez o levas. El resultado concretamente produ­
cido ha de ser tomado en cuenta también para - 
determinar la responsabilidad civil.
(7) Otro, ya tratado arriba, Cap%2 , es el de los - 
resultados cuya tipicidad como lesiones se di^ 
cute.
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B/LA RELACION DE CAUSALIDAD Y LA IMPUTACION OBJE­
TIVA DEL RESULTADO,
En los anteriores apartados hemos analizado el de­
ber objetivo de cuidado propio de la actividad la 
boral -el deber de seguridad- y los principtos re 
lativos al grado de diligencia exigible, en defin_i 
tiva pues, la conducta imprudente.
Ahora bien, para que surja la responsabilidad cri­
minal no basta la mera conducta imprudente. En la 
medida en que nuestro Côdigo contempla solamente - 
los delitos de homicidio y lesiones, es decir, de 
efectiva lesiôn de los bienes juridicos en cue^ -- 
tiôn, es necesario que se produzca el resultado le^  
sivo concreto y, aun mâs, que la conducta impruden 
te y el resultado se encuentran en una determinada 
relaciôn.
TradicionaImente la doctrina y la jurisprudencia - 
hanconcebidc esa conexiôn entre conducta impruden­
te y resultado como una mera relaciôn de cauaali. - 
dad. Ccnstatada ésta, se estima realizado el tipo 
objetivo del delito (imprudente). Sin embargo, la 
doctrina penal mâs moderna, tras una prolongada y 
profunda discusiôn, configura hoy la relaciôn eja - 
tre los dos elementos como una relaciôn de imputa­
ciôn objetiva. El problema en sus términos actua - 
les es determinar los presupuestos bajo los cuales 
un determinado resultado puede ser objetivaroenta - 
atribuible a la conducta de un sujeto.
La evoluciôn de las concepciones sobre la relaciôn 
de causalidad y la razôn de las diverses teorias -
3 3 0
sobre la misma se asienta en la comprobaciôn de 
rios hechos. Por una parte, el que en unos casos - 
hay que negar esa atribuciôn del resultado al suje 
to a pesar de haber una manifiesta relaciôn causal 
entre ambos; por otra parte, el que en otros supue^ 
tos no basta la existendia de esa relaciôn de cau­
salidad para afirmar la atribuciôn objetiva del re^  
sultado al sujeto, y, por ûltimo, el que hay supue^ 
tos en los que el resultado se atribuye al sujeto 
sin que exista una relaciôn causal en sentido e_s - 
tricto entre ambos factores (8).
El rechazo de la teoria de la condiciôn, en su for; 
mulaciôn de la "condictio sine qua non", por la -- 
excesiva extensiôn que tomaba la relaciôn entre -- 
conducta y resultado, y la subsiguiente necesidad 
establecer restricciones a la n.isma, condujo prim^ 
ro a la teoria de la causalidad adecuada y mâs ad_e 
lante a la teoria de la re leva ne la. Ijos puntos de 
vista desarro1lados por estas dos ûltimas teorias 
han sido asumidos por la moderna dogmâtica, y, jun­
to con otros criterios handado lugarala llaraada 
teoria de la imputaciôn objetiva (9).
(8) Vid. JESCHECK, lehrbuch, 3^,éd., p. 223
(9) Efectivamente, la idea fundamental de la teo -
ria de la imputaciôn objetiva coincide con la 
teoria de la relevancia (RODRIGUEZ MOURULLO, - 
Derecho Penal, i. P. 299), pero lo que sépara
a ambas es que la nueva concepciôn situa y dijs
cute el problema en el lugar sistemâtico corre^ 
te: el de la teoria del injusto tipico, cfr. - 
SCHONKE/SCHRODER/LENCKNER, StGB Komm, 18 éd., 
nota 84 previa al par. 13; RUDOLPHI, SK, p. 22,
n . marg. 56
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La idea esencial de la teoria de la impûtaçiôn obje
producido
tiva puede ser formulada asi: un resultado*^por una 
conducta humana es objetivamente imputable solamen­
te si la conducta creô un peligro desaprobado juri- 
dicamente (o elevô un peligro ya existante a un gr^ 
do juridicamente desaprobado, no permitido) y ese - 
peligro es el que se ha realizado en el resultado - 
tipico (10)
Si bien la doctrina dominante participa hoy de la - 
teoria de la imputaciôn objetiva (11) y coincide -- 
en su idea esencial, los autores la formulan en di- 
ferentes maneras, particularmente en lo que se re^  - 
fiere a les criterios complem.en ta rios (12) llamados 
a resolver los distintos grupos de casos que plan - 
tean problemas y, sobre todo, a la s variantes apli- 
cables a los delitos imprudentes y de omisiôn (13) .
(10) Cfr. JESCHECK, Ivehrbuch, 3'^ éd., p. 231. Lo sj. 
tuado entre paréntesis es una precisiôn neces^ 
ria a la formulaciôn de Jescheck, en atenciôn 
al reconoc imien te de los supuestos de actividja 
des de riesgo permitido, cfr. STRATENWERTH, -- 
Strafrecht, I, 2^ éd., p. 81, n.209, SCHMIDHAUSER,
Stra frecht, 2^ éd., p. 221, n. 49
(11) Vid. JESCHECK, Lehrbuch,3^ éd., notas 39 y 40 
en p. 231? GIMBERNAT ORDEIG, Delitos cualifica- 
dos por el resultado, Madrid 1966, p.99 ss
(Teoria de la reprochabilidad objetiva)? RODR%
GUEZ MOURULLO, Derecho Penal, I, Madrid 1977, 
p.299, si bien, sin clara desconexiôn de la teo 
ria de la relevancia? WESSELS,Strafrecht, A.T. 
1976, p. 39 y ë.; STRATENWETH, Strafrecht,I, 2^ 
éd.,p. 81? ROXIN, en los Libres Horoenaje a Honig, 
p.131 y 88., y a Gallas, p. 241 ss.? RUDOLPHI,en
"JuS" 1969, p. 551 y en p. 22 y ss? mâs bi-
bliograffa en SCHONKE/SCHRODER/LENCKNER, StGB 
Komm, 18 éd., n. marg. 95 previa al par. 13.
(12) Vid. por e j. en JESCHECK, Lehrbuch, 3^ éd., p. 
231-232.
(13) Especial transcedencia tiene la concepciôn que
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Ahora bien, toda esta diversidad de criterios y de 
construcciones de la teoria de la imputaciôn obje­
tiva puede ponerse en claro y sistematizarse sobre 
la base de la consideraciôn del fundamento material 
de los distintos sistemas doctrinales. As i lo ha - 
hecho SCHUNNEMANN (14) con particular atenciôn a - 
los delitos imprudentes que son los que interesan 
en el marco de este trabajo, llegando a la conclu­
siôn de que son cuatro los criterios de imputaciôn 
que en total se utilizan, y que constituyen ademâs 
cuatro niveles de la misma.
Estos niveles de la imputaciôn objetiva en los delitos 
imprudentes son:
1/ La relaciôn material ( " Rea Izusammenhang " ) ; 2) -
Relaciôn de adecuaciôn ("Adequanzzusammenhang"),con 
el que se hace referenda a la objetiva? 3) Relaciôn 
de riesgo ( "Risikozusamm.enhang" ) y 4) relaciôn del - 
fin de protecciôn de la norma ( " Schutzzweckzusamm.enhang " ) 
Este mismo orden debe seguirse también en la compro­
baciôn de los distintos tipos de conexiôn en los ca­
sos concrètes. No obstante, entendemos nosotros que 
los dos ûltimos criterios pueden reunirse en une sôlo, 
pues como se verâ luego, lo que hay de vâlido en el 3* 
sôlo puede ^er tomado en consideraciôn ya dentro de - 
la relaciôn de protecciôn de la norma.
En consecuencia, los criterios-niveles que entendemos 
fundamentan la imputaciôn objetiva de un resultado de 
lesiôn de bienes juridicos a la conducta imprudente - 
de un sujeto son: a) relaciôn de causalidad; 2) rela-
se mantenga sobre la"causalidad"de la omisiôn, 
vid. SCHMIDHAUSER, Strafrecht, 2^ éd.,p.221 y 
684 y ss.
(14) Moderne tendenzen in der Dogmatik der Fahrlâssiq- 
keits- und Gefâhrdungs delikte,en "Juristische 
Arbeitsbiatter" 1975,p.113 y ss, p. 152-194.
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ci6n de adecuaciôn y 3) relaciôn del fin de protec- 
ci6n de la norma. En este sentido desarrollamos —  
nuestro anâlisis y su exposiciôn.
Sin embargo, una vez mâs es necesario justificar —  
nuestra sistemâtica en relaciôn a la doctrina juri^ 
prudencial de nuestro Tribunal Supremo sobre la re­
laciôn entre conducta y resultado.
Para e 1 Tribunal Supremo e 1 problema que ahora nos 
ocupa se ha agotado hasta tiempos muy recientes en 
e 1 problema de la relaciôn causal. Incluso alll -- 
donde ha analizado problèmes que pertenecen a otros 
criterios de imputaciôn, ha seguido hablando de eau 
salidad, por ejemplo, cuando utiliza el concepto de 
"causalidad juridica”. Sin embargo, a pesar de ser 
todavia dominante la concepciôn de la relaciôn de - 
causalidad como criterio solventador agotadoramente 
del problema de la necesaria conexiôn entre conducta 
y resultado, el Tribunal Supremo carece propiamente 
de una teoria de la causalidad, particularmente en - 
el âmbito de la imprudencia.
Los problèmes de nuestro T.S. en orden a la relaciôn 
de causalidad tienen su origen en su estrecha concep 
ciôn del tipo como mera causaciôn del resultado (15).
Para évitar las consecuencia fatales a que necesaria 
mente esta idea lleva, que se plasma en el principio 
de que debe responder quien causa el resultado, el - 
T.S. se ve obligado a seguir raûltiples y contradicto
rios procedimientos: En primer lugar, negando la eau 
salidad alll donde efectivamente existe: no otra co- 
sa son las "interrupciones" del nexo causal, expe —
(15) GIMBERNAT, Délites cualificados..,cit., p.49-50
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diente que sirve a negar a 1 resultado en cuestiôn su 
carâcter de "consecuencia natural del comportamiento" 
y que, por lo demâs, carece de cualquier fundamenta- 
ciôn en la propia doctrina jurisprudencia1, pues, por 
ejemplo, el mismo fenômeno que sirve en unas ocasio- 
nes a "interrumpir" la causalidad sirve en otros a - 
"fundamentar" la no rotura de 1 nexo, vgr., la inter- 
venciôn imprudente de la victima (16), la imprudencia 
de un tercero, la constituciôn fisica del lesionado, 
etc. (17).
En otras ocasiones el T.S. a firma la causalidad y en 
consecuencia la tipicidad cuando puede no darse ésta, 
para resolver el problema s61o en el prostrer piano 
de la culpabilidad: "correcciones por la culpabilidad",
ausencia de prévisibilidad, concebida ésta como ele- 
mento de la culpabilidad (18) o negando la "causali­
dad juridica" (19).
Junto a la idea estricta de la relaciôn causal y la - 
de la prévisibilidad (20) emplea el T.S. tambien la - 
del fin de la norma, particularmente para determinar 
la "causalidad'de la infracciôn reglamentaria en la -
(16) Cfr. GIMBERNAT, Delitos cualificados... p. 89 y 
sentencias dictadas en la nota 374.
(17) Vid. GIMBERNAT, loc.ûlt. cit. y  en pâgina y notas 
siguientes. Sobre la interrupciôn causal y las - 
concausas, vid.JIMENEZ DE ASUA,Tratado III 3^ ed. 
p.582-585.
(18)Cfr. GIMBERNAT, ob.cit.,p.53
(19) Comprendiéndose bajo este concepto,entre otros - 
supuestos,sobre todo,los de resultados inevita - 
bles, vid. GIMBERNAT,ob.ci t.,p.124, nota 61
(20) Vid. ademés de lo anterior las s. de 26-XI-7 5;
21—X—7 5; 2—V—75; 21—1—76, 4— II—76, entre otras 
muchas.
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imprudencia del 565, 2Q, pero que en buena lôgica, y 
como se ha apuntado en alguna sentencia, (21) debe - 
ria considerarse como un criterio a tomar siempre en 
cuenta, pues el deber reglamentario no es mâs que un 
deber objetivo de cuidado positivamente establecido, 
y la infracciôn del deber objetivo es elemento esen- 
cial de los delitos imprudentes (22).
Para el mejor desarrollo de nuestra doctrina juris^ - 
prudencial conviene manifester que, en realidad, el 
Tribunal Supremo carece de una "teoria" de la causa­
lidad y que las distintas teorias causales, la de la 
condiciôn, la de la adecuaciôn y la de la relevancia, 
asi como otros criterios, son empleados mâs
que nada como abanico de étiquetas a las que acude, 
indistinta y contradictorlamente, para justificar -- 
las soluciones a que se llega por procedimientos 
puramente intuitivos (23) .
Este juicio pecaria de injusto si no reconociéramos 
que la doctrina jurisprudencia 1 se haJia condicionada 
en parte por preceptos del propio Côdigo, que abonan
(21) "la infracciôn de norma s reglamentaria s vigentes 
que determinan ademds la omisiôn del deber de - 
cuidado exigido..." T.S. 29-XII-1975, A r . 4965.
(22) Al fin de protecciôn de la norma se recurre ya 
desde las sentencias de 27-XI-1964 y 17-XII-1964, 
comentadas por GIMBERNAT, ob.cit. p. 143, nota 
95, si bien, como se veré mâs adelante, no sin 
incurrir en graves errores e imprécisiones téc- 
nicas.
(23) Vid. sobre ésto, GIMBERNAT, elitos cualifica - 
dpjs, p. 91; HUERTA FERRER, La relaciôn de causa­
lidad en la teoria del delito, 1948, p. 375; 
JIMENEZ DE ASUA, Tratado III, 3^ éd., 1965,p.642.
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la posiciôn de la teoria de la "condictio^'qua non' (24) 
y que, por otra parte, como dice RODRIGUEZ DEVESA --
(25), las constantes variantes que se observan en la 
resoluciôn de casos semejantes han de achacarse tanto 
a la incongruencia interna de la propia jurisprudencia 
como a la inseguridad y confusiôn que reina en la doc 
trina cientifica.
No obstante lo expuesto,sq^encias recientes evidencian 
un punto de inflexiôn en la doctrina jurisprudencia 1 
y, aunque no sin vacilacicnes y contradiciones,puede 
decirse que el T.S. dépura su doctrina anterior y co- 
mienza a sentar las bases de lo que aqui, y en la doc 
trina penal mâs moderna, se entiende que resuelve el 
problema de la conexiôn exigida entre conducta y re - 
sultado: la teoria de la imputaciôn obgetiva.
txponente de este cambio de rumbo son, entre otras, - 
las sentencias de 17-XII-74, Ar 5 2 2 7  ( 2 6 ) ,  2 9 - X I I - 7 5 ,
A r .  4 9 6 5  (27), 15-111-76, C . L .  3 9 4 ,  2 9 - 1 - 7 7 ,  A r ,
(24) El art. 14 cp. "...los que cooperen...con un aôto 
sin el cual no se hubiere efectuado" y el art. 3 1  
del Côdigo de 1928 que dejô profunda huella (vid. 
DIAZ PADOS, La causalidad material en el delito, - 
Barcelona 1954, p.96-97), asi como el principio - 
del "versari" que con tan graves consecuencias impr»q 
na nuestro Côdigo (vid. HUERTA FERRER, La relaciôn 
de causalidad. . ., p. 313)
(25) Parte General, 1974, p. 321
(26) Se decide por la teoria de la relevancia en un 
amplio primer considerando (Ponente Vivas Marsal).
(27) Ponente Escudero del Corral, con expresa justifi- 
caciôn del recurso al fin de la norma como crite 
rio de imputaciôn y rechazo de los juicios hipoté 
ticos a los cuales sin embargo recurre en la S. - 
que a continuaciôn se cita.
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112 (28) 15-XII-77, Ar. 4898 (29).
En razôn de esta incipiente, pero marcadaroente tendencial 
orientaciôn de la jurisprudencia hacia la teoria de la -- 
imputaciôn objetiva, entendemos que un anâlisis de la re­
laciôn entre conducta y resultado en los accidentes de -- 
trabajo elaborado sobre la base de esta concepciôn puede 
ser, no sôlo mâs correcta dogmâticamente, sino también mâs 
fructifera a efectos prâcticos. En consecuencia, nos refje 
rinios ^ sucesivamente, en lo que sigue a la relaciôn de cau­
salidad, a la de adecuaciôn y a la del fin de protecciôn 
de la norma.
1 El primer presupuesto de la imputaciôn objetiva de 1 re­
sultado es la existencia de una relaciôn material entre -- 
éste y la conducta del sujeto, una relaciôn de causalidad. 
El concepto de causa a emplear aqui es el de la teoria de 
la condiciôn (30), si bien, para su determinaciôn ha de --
(28) Déclara en su considerando 4Q que "en los ûltimos 
anos este tribunal no sôlo ha adoptado en cuanto a -- 
la causalidad las teorias de la causaciôn adecuada - 
si no que ha dejado de confundir la causalidad con la 
culpabilidad". (Ponente Vivas Marsal).
(29) En la que se manejan todos los criterios enunciados 
de la imputaciôn objetiva, si bien lo hace ôticaraen 
te, confundiendo el problema del todo eventual (culp^ 
bilidad) con el de la atribuciôn objetiva del result^ 
do en base al fin de la norma, para, por ûltimo, près 
cindir de este criterio, imputando el resultado como 
imprudente a pesar de que el resultado producido (sui. 
cidio) no es del tipo de los que la norma de cuidado 
(venta de fârmacos con receta) pretendia evitar, lo - 
cual habla , sin embargo, llevado al Tribunal a recha- 
zar la calificaciôn por el art. 348.
(30) la teoria de la condiciôn se rechaza solo en tanto se 
pretenda que agote el problema causal (cfr.GIMBERNAT, 
Delitos cualif. p.100, n2.) o, mejor, el problema de 
la necesaria relaciôn entre conducta y resultado.
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emplearse la fôrraula de la condiciôn natural ("gasetzmâ- 
ssige Bedingung") y no la de la "condictio sine qua non"
(31) .
En este sentido, para que un resultado sea imputable a un 
sujeto, es necesario, como mlnimo, que su condjcta sea -- 
condiciôn del resultado (32), y la conducta es condiciôn 
cuando ésta aparece conectada naturalmente ccn el résulta 
do, en una relaciôn conforme a las leyes de la naturaleza 
("Gesetztmâssigen Zusammenhang") (33).
La relaciôn de causalidad asi entendida ni se interrumpe 
ni se rompe por la intervenciôn de otras concausas. En e£ 
tos supuestos, la causa inicial serâ o no relevante, serâ 
susceptible o no de que le sea atribuida objetivamente el 
resultado, pero la relaciôn causal se darâ siempre que -- 
aquella haya condicionado el proceso que desemboca en el 
resultado. El problema que el Tribunal Supremo plantea cq 
mo problema causal, el de la interrupciôn del nexo, hq -- 
bria de ser discutido en buena técnica en el marco de los 
niveles de imputaciôn restantes y no en el de la causali­
dad en sentido estricto.
2/ El segundo nivel de la imputaciôn del resultado, que - 
presupone la conexiôn causal, consiste en la relaciôn de 
adecuaciôn entre conducta y resultado, en el sentido de - 
que éste sea prévisible en general como consecuencia tipi-
(31) Asi es hoy la doctrina dominante. Ya ENGISCH, en Die 
Kausalitât a Is Merkmal der s tra f rechtliche Tatbestand 
Tübingen 1931, p. 21 y passim; JESC.HECK, Lehrbuch, p. 
224 y ss., p. 227, n.28, los autores que comparten e^ 
ta concepciôn. Entre nosotros RODRIGUEZ DEVESA, Parte 
General, 1974, p. 315; GIMBERNAT, Delitos cualificados 
por el resultado, cit., p. 100-101 y 122.
(32) Cfr. GIMBERNAT, Ob. cit., p. 101.
(33) Cfr. JECHECK, Lehrbuch, 35 éd., p. 227.
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ça de la conducta, y por lo cual el resultado pudo ser tq 
mado en cuenta en el proceso de fomvaciôn de voluntad, en 
el cual se asienta la decisiôn del comportamiento a se —  
guir (34).
El elemento de la previsibilidad objetiva del resultado - 
fué configurado por la "teoria (causal) de la adecuaciôn" 
como elemento de la relaciôn de causalidad (causalidad -- 
adecuada). La no previsibilidad excluia ya la conexiôn -- 
causal (35). A la vez, la previsibilidad era considerada 
como elemento subjetivo individual de la culpa, conceb_i - 
da ésta como forma de culpabilidad (36).
La previsibilidad objetiva se considéra como un elemento 
del tipo del delito imprudente, si bien, no sôlo ésto, pues 
no toda acciôn que supone un riesgc prévisible es prohibq 
da (37).
Lo que el elemento de la previsibilidad objetiva supo(^ - 
es un juicio sobre los hechcs, en una consideraciôn "ex 
ante", en orden a que no sea improbable el que la donduc- 
ta conlleve la producciôn de 1 resultado (38), juicio des- 
ligado de 1 sujeto particular y vinculado solamente al su­
jeto ideal, a la medida de previsibilidad propia del hom-
(34) SCHÜNEMANN, Moderne Tendenzen, cit., p. 156.
(35) V. MEZGER, Tratado, I, p. 231 y ss.; JESCHECK, Lehr­
buch, 3^ éd., p. 229.
(36) MEZGER, Tratado, II, p. 199; RODRIGUEZ MOURULLO, De- 
recho Penal, i, p. 298.
(37) Las de riesgo permitido realizadas diligenteinente, 
Cfr. GIMBERNAT, Delitos cualificados, cit., p . 103.
(38) Cfr. JESCHECK, Lehrbuch, cit. p. 230.
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bre normal del clrculo de relaciôn del autor (39) .
La imprevisibilidad objetiva del resultado, aunque haya 
sido efectivamente causado por el sujeto irapide la imputa 
ciôn. Donde no es prévisible el resultado, éste ha de con 
siderarse inevitable, pues si el sujeto no puede conocer 
-por no ser objetivamente posible- que el proceso causal 
por él puesto en marcha o por él no impedido, puede produ 
cir un determinado resultado, carece de sentido esperar - 
que adepte una actitud o una conducta dirigida a acortar 
el desarrollo de ese proceso causal y la producciôn de su 
consecuencia natural.
Acudiendo a modernas concepciones de la norma pod emos d<e 
cir que reprochar lo que por imprévisible es inevitable, 
contradice la esencia de la norma, su funciôn de motivq - 
ciôn del individuo (40). En este sentido, lo objetivamen- 
te imprévisible es objetivamente inevitdle, pero no vice- 
ver sa , no todo lo inevitable es imprévisible. Hay proce - 
SOS causales prévisibles que bien no son materiaImente 
evitables (41), o bien no son socia1-normativamente évita 
bles, como sucede con los procesos de riesgc permitido.
(39) Cfr. GIMBERNAT, ob. cit., p.102. La critica de QUIN­
TA NO (Derecho penal de la culpa, Madrid 1958) a la - 
previsibilidad como elemento de la culpa no es acep- 
table en el marco de la concepciôn moderna del deli­
to imprudente, dice: lo transcendente es si debiô ver 
y no si efectivamente lo viô o no (p. 262), pero en 
realidad solamente si hay algo que prever se puede - 
hablar de deber hacerlo, sôlo porque hay algo objetj. 
vamente prévisible tiene sentido la exigencia de cui. 
dado.
(40) Vid. MUROZ CONDE, JAKOBS, Studien zum fahriassiqen 
ErfolqsdeliKfc , Berlin 1972, p. 1-16.
(41) Cfr. RODRIGUEZ DEVESA, Parte General, 1974, p. 403.
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Es decir, la imprevisibilidad objetiva niega la imputaciôn, 
pero la previsibilidad no es criterio suficiente para la -- 
misma, sino solamente necesario junto con otros mâs, en con 
creto la evitabilidad, y aqui, a su vez, le prévisible pero 
inevitable no es imputable, y no necesariamente es imputa - 
ble objetivamente lo susceptible de ser previsto y evitado.
El derecho no exige evitar toda la lesiôn prévisible de bie 
nés jurîdicos sino sôlo todas aquellas lesiones que sean -- 
producto de procesos de riesgo prévisibles y que, ademâs, - 
hayan de ser socia1-normativamente evitadas. De aqui que re 
chace_mos a la evitabilidad, tanto como puro criterio fâctj. 
co como en tanto criterio suficiente y autônomo de imputq - 
ciôn. Si la idea de previsibilidad es una idea de base lôgq 
co-materia1 de caracter subjetivo (Juicio sobre la causali­
dad de un proceso), la de evitabilidad, ademâs de tener esi 
base 16gico-materia1 estâ normativamente condicionada (42).
El Tribunal Supremo considéra a la previsibilidad (poder- 
saber) como elemento psicolôgico de la culpa, tanto dentroj«'-& 
concepciôn tradicional de ésta como mera forma de culpabi-
(42) A no ser que, como algunos autores mantienen, bajo el 
concepto de evitabilidad se incluyan, como sus elemen 
tos, a la causalidad, a la previsibilidad, y al fin - 
de la norma. (Vie. ûltimamente MAURACH-GOSSEL, III
1978 p. 86 ss), lo cual es posible que sea tan correc 
to como le que aqui se mantiene, pero no nos parece - 
que sea mâs ütil a efectos prâcticos, pues, por el ele 
vado grado de abstracciôn que el concepto de evitabi­
lidad asi alcanza, obliga mâs tarde a regresar a la - 
distinciôn de elementos: fin de la norma, relaciôn de 
causalidad etc. vid. MAURACH-GtJSSEL, cit. p. 89 y 91. 
Por otra parte, la idea de evitabilidad, tanto en su 
versiôn de supercriterio de imputaciôn, como de crite 
rio autonome dentro de varios niveles de imputaciôn, 
conduce inevitablemente a los rechazados (vid. apartq 
do siguiente)juicios hipotéticos sobre la causalidad 
de (evitabilidad del resultado con) la conducta cuid_a 
dosa altemativa. y
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lidad (respecte de la cual sf es eficaz parte de la crlti
ca de QUINTANO a la previsibilidad), como en la reciente-
del delito
mente asumida concepciôn»imprudente : "la culpa penal exi­
ge psicolôgicamente la posibilidad de previsiôn de lo pre
visible" (43) .
El juicio sobre lo prévisible debe realizarse en dos pianos. 
El primero, un piano objetivo, perteneciente al tipo de in 
juste: lo que es prévisible para cualquier persona de las
que pertenecen al circule de actividad del autor, es decir, 
lo prévisible para un empresario o directive de una indus- 
tria quimica, para un arquitecto o encargado de la construe 
ciôn, etc., en las circunstancias fâcticas concretas en las 
que el proceso causal se desarrolla. El segundo piano, sub­
jetivo, perteneciente a la culpabilidad (culpabilidad del 
delito imprudente) consiste en un juicio acerca de la prevj. 
sibilidad del proceso causal y del resultado para la perso­
na en concrete, en atenciôn a sus particulares aptitudes y 
capacidad.
Desde este punto de vis ta, se amplia el carr.po de lo prévis i_ 
oie en relaciôn a la vieja idea del "hombre medio". Lo obje 
tivamente prévisible en un proceso de producciôn respecte de 
la seguridad en el trabajo es mâs amplio que lo que es para 
un ciudadano medio. Al empresario le es exigido prever mâs 
que 2 1 simple trabajador o que a un ciudadano ajeno profe - 
sionaImente a la prâctica de la actividad laboral de que se 
trate, a consecuencia de que el ejercicio profesional de la 
actividad de erapresa presupone un conocimiento mâs profundo
(43) Cfr. 26-XI-1975, Ar. 4593; v. también, entre muchas —  
otras, T.S. 29 Nov. 1974, Ar. 5289; 21-IV-1973, Ar. —  
1770; 8-V-1973, Ar. 1966; 12-V-1973, Ar. 2406; 2-X-1976 
C.L. 992; 16-X-1976, C.L.1091; 20-X-1976, C.L. 1125; 
22-X-1976, C.L. 1150.
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de los procesos naturales propios de la actividad laboral.
Y asi, "la medida del cuidado exigible (y por ello, también, 
de la previsibilidad exigible) no es la del hombre medio 
abstracto, sino la del normal concreto en aquellas circuns- 
tancias, un técnico oficial, ... como cualquier técnicc - 
de su categoria hubiera hechc" (44)
3/En los delitos imprudentes no basta constatar la relaciôn 
de causalidad y de adecuaciôn (previsibilidad objetiva) en­
tre conducta y resultado para afirmar la imputaciôn objeti­
va. Es necesario ademâs, como se precisarâ mâs adelante, -- 
que el resultado sea expresiôn concrete de la infracciôn de 
la norma de cuidado, en el sentido de que realice el riesgo 
que la norma queria precisamente evitar.
No es lo mismo causaciôn imprudente del resultado que cau­
saciôn "plus" imprudencia. Ta 1 equiparaciôn supondrîa una 
respcnsabilidad fundamentada en el ' versa ri". Como dice 
WESSELS, causaciôn del resultado e infracciôn de la norma - 
de cuidado no pueden estar sin relaciôn entre si en el tipo 
del delito imprudente (45) .
Para la determinaciôn de cual sea esta relaciôn/la doctrina 
ha ofrecido distintas soluciones que pueden reducirse sinté 
ticam.ente a très: (46) la que acude a consideraciones hipo-
téticas sobre la causalidad de la conducta cuidadosa alter- 
nativa en relaciôn al resultado producido, la teoria del in 
cremento del riesgo y la teoria del fin de la norma (47).
(44) T.S. 3-X-1964, Ar. 4128. Ver también aqui,infra, 
sobre la previsibilidad subjetiva.
(45) Cfr. WESSgLS, Strafrecht, A. T., cit. p. 125
(46) Vid. una sintesis de las "Teorias de la relaciôn" en 
WESS^S, A.T., 1976, p. 124.
(47) Vid. en SCHÜNEMANN, Moderne Tendenzen.., cit., p.l56SS.
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La primera de las teorias es la tradicionaImente aplica- 
da por la doctrina y la jurisprudencia y es una expre —  
si6n del pensamiento de la condictio sine qua non. Si - 
bien se rechaza desde hace tiempo el que la causalidad - 
material en los delitos dolosos de resultado pueda ser - 
determinada con base a la cons ideraciôn de las causas hi. 
potéticas del resultado, sectores doctrinales y la juris 
prudencia en general entienden que taies causas hipotétj. 
cas han de ser, no obstante, tomadas en cuenta en los de^  
litos culpcsos, de ta 1 forma que si el resultado lesivo 
causado por la conducta imprudente se hubiere producido 
también con una conducta conforme a la norma de cuidado, 
no puede estimarse existante una conexiôn "causal" entre 
la infracciôn de la norma de cuidado y el resultado, y - 
debe ser negada la responsabilidad, por suponer, segûn - 
épocas y autores, ausencia bien de la relaciôn de culpa­
bilidad, bien de la relaciôn de antijuricidad (48).
Ya en 1962, en su tcsis doctoral hamburgesa, demostraba 
GIMBERNAT la irrelevancia de los procesos causales hipo­
téticos para determinar la existencia o no de relaciôn - 
entre infracciôn del deber y resultado, y, desarrollando 
una idea de Engisch, proponîa como criterio el del f in - 
de la norma, que mâs tarde formulaba asi: " Lo que en ûlt_i
ma instancia ha de decidir siempre"(sobre la "reprochabi 
lidad objetiva" o, en términos de la doctrina dominante 
hoy, imputaciôn objetiva de 1 resultado a la conducta del 
agente infractora de las nom.a s de cuidado) "es si el re­
sultado producido es o no uno de los que se querian evi-
(48) O, como en la jurisprudencia espaflola de los ûlt^ - 
mos afios, de la "causalidad juridica".
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tar con el establecimiento de un cierto deber de diligen 
cia"(49). "Si el resultado producido por el comportamien 
to négligente no es uno de los que se querian evitar con 
el establecimiento del deber de cuidado, el autor estarâ 
exento de responsabilidad. Cual sea el fin de la norma - 
es algo que se puede determinar perfectamente utilizando 
métodos corrientes de interprétaciôn jurldico penal" (50)
También en 1962 ROXIN rechazaba el recurso a los juicios 
hipotéticos sobre la causalidad altemativa conforme al 
deber y proponla la teoria de la elevaciôn del riesQo:se 
afirma la relaciôn entre infracciôn del deber y resulta­
do, y en consecuencia la imputaciôn de éste al agente, a 
la conducta contraria al cuidado del agente, cuando en el 
caso concreto la conducta imprudente incrementa el riesgo 
mâs allâ del grado que es propio de la conducta cuidado- 
ra, con independencia de que esta conducta cuidadora bu - 
biese o no podido producir el resultado (51).
[jü teoria de la elevaciôn del riesgo ha sido sometida a - 
multiples criticas (52) y ha sido progrèsivamente mod i f i-
(49) Cfr. GIMBERNAT, Delitos cualificados, cit., p.138.
(50) Cfr. GIMBERNAT, ob. cit., p. 142-143
(51) Vid. ROXIN, Pifichtvidrigveit und Erfolg bei 
fahriassigen Delikten, en "ZStW" 1952, p.411
(52) Vid. ULSENHEIMER, Pas Verhaitnis zwischen Pglichtvi- 
drigkeit und Erfolg bei den Fahrlassigneits delikten 
Bon 1965 p. 149, not.33; el mismo en Juristen Zeitung 
1969, p.3 y ss; RUDOLPHI, Vorhersehbarkeit und 
Schutzzweck der Norm..., en “JUsV 1969, p.550 ss; SAMSON 
HypothetischeKausaIverlâufe, Franfort 1972, p.47 ;
JACKOBS, Studien zum Fâhriassigen Erfolgsdelikt,Ber- 
lin 1972, p. 96, n.l85; GIMBERNAT, en Delitos cualifi­
cados por el resultado, cit. p. 134 y 136, pone de ma-
nifiesto como, en ocasiones, a pesar de que la conduc­
ta prudente supondrîa un riesgo menor que la impruden­
te, hay que absolver.
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cada por ROXIN y algunos de sus mantenedores, hasta, en 
nuestra opiniôn, enlazar definitivamente con la del fin 
de la norma (53).
No vamos a ocupamos aqui del desarrollo técnico de es­
tes problemas y de las muy diverses tesis que en la -- 
doctrina, fundamentaImente alemana, se mantienen (54). 
Deseamos poner en relieve solamente lo que nos ha pare- 
cido fundamental en todo ello, y ésto es : lo que en de­
finitive constituye el marco esencial de la determine - 
ciôn de la relaciôn entre infracciôn del deber y el re­
sultado es el criterio de 1 fin de la norma de GIMBERNAT, 
descubierto con considerable retraso por la doctrina - 
alemana (55).
Bien es verdad que Roxin, en su ultima contribuciôn al 
tema, no atribuye al criterio del fin de la norma una - 
funciôn tan central en la imputaciôn como la que en nues 
tra opinion merece. As i entiende que alli donde el rie^ 
go de un proceso causal no haya sido elevado por el autor 
a través de su infracciôn de la norma de cuidado, la impu 
taciôn de ese resultado ha de ser negada ya sin necesidad 
de recurrir al criterio del fin de la norma, entrando és­
te solamente en juego cuando se constate el hecho de la -
(53) Vid. en SCHÜNEMANN, Moderne Tendenzen, cit., p.i?g
y ES.
(54) Una buena sintesis se encuentra en RUDOLPHI, SK-, p.
22-35 y, mâs ampliamente, en SCHÜNEMANN, JA, p. 156- 
194, este ûltimo con numerosos supuestos prâcticos.
(55) Quizâ por la escueta formulaciôn que recibiô en su - 
tesis doctoral citada, mâs desarrollada en este pun­
to en Los delitos cualificados  ^ideas ésta s que vojL - 
vieron ayer b luz en lengua alemana en "ZStW*1968, p. 
111 f lilsenheimer primero/y posteriormente Rudolphi 
y Roxin^han tornado en consideraciôn estos trabajos.
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efectiva elevaciôn del riesgo por el agente, y cumplieii 
do en este momento una funciôn de limitaciôn de la res­
ponsabilidad por imprudencia que habria de derivarse del 
fenômeno de la elevaciôn del riesgo (56). Con lo cual, - 
viene ROXIN a reconocer la afirmaciôn de GIMBERNAT de que 
en un grupo de casos,a pesar de la elevaciôn del riesgo, 
hay que absolver (57).
Por otra parte, y como ha puesto de relieve SCHÜNEMANN 
(58), la versiôn vigente en la actualidad de la teoria - 
del riesgo no es ya la puramente "naturaliste" que compa 
raba el riesgo estadlstico de la conducta con el de la - 
conducta alternative, sino que se asienta en una compara 
ciôn axiolôgica entre la norma construida ex ante y la - 
norma de cuidado que el conocimiento ex post permite con 
siderar como apropiada, para decidir con ello en el caso 
concreto si la norma construida "ex ante" puede ser también 
aceptada en el caso concreto como una linea de conducta 
razonable, es decir, apta para reducir el riesgo de pro­
duce iôn del resultado en cuestiôn.
Esta consideraciôn normativa que sustituye a la puramen­
te naturalista en la teoria de la elevaciôn del riesgo - 
impide en nuestra opiniôn seguir considerando a ésta ûl- 
t i ma como un nivel autônomo de imputaciôn respecto de el 
del fin de la norma. El que la conducta contraria al -- 
cuidado haya elevado el ries go establecido no decide per 
sé sobre la imputaciôn, sino que se requiere acudir al - 
sentido de la norma. Por otra parte, la ûnica conclu -- 
siôn categôrica a la que se puede llegar con la teoria -
(56) ROXIN, Zum Schutzzweck der Norm bei fahrlctssigen De­
likten, en 'Eestschr. ftlr Gallas" Berlin 1973, p. 
242-243.
(57) Cfr. Delitos cualificados, cit., p. 134
(58) Vid. SCHÜNEMANN, Moderne Tendenze, cit., p.169 ss 172
3 5 ^
de la elevaciôn del riesgo (negaciôn de la imputaciôn -- 
siempre que la conducta contraria a la norma de cuidado 
no haya elevado el riesgo mâs allâ de lo propio del cum- 
plimiento de la misma), no nos parece que sea otra cosa 
que una descripciôn material del juicio sobre el fin de 
la norma. En estos supuestos, los riesgos-resultados - 
quedan siempre también fuera del fin de protecciôn de - 
la norma.
No creemos que la idea del riesgo pueda tener validez - 
mâs que incardinada en el criterio del fin de la norma, 
y ésto poco tiene ya que ver con la originaria teoria - 
del riesgo.
La tesis de JACKOBS de la "realizaciôn del modelo de pe 
ligro"(59) no pasa tampoco de ser otra aguda formulaciôn 
material del criterio del fin de protecciôn de la norma: 
se da la relaciôn de imputaciôn cuando la conducta con—  
traria a la norma 'realiza el modelo de peligro"a cuya -- 
evitaciôn sirve la norma de cuidado, es decir cuando el 
peligro o resultado realizados es uno de aquellos cuya 
evitaciôn es el fin perseguido por la norma de cuidado.
Asi dice RUDOLPHI (60) , para quien la teoria de la eleya 
ciôn del riesgo merece aprobaciôn, que la imputaciôn ob­
jetiva" ha de negarse cuando el resultado se hubiere pro 
ducido igualmente con la conducta adecuada a la norma de 
cuidado, pues en este supuesto es absolutamente seguro - 
que lo que en primer lugar se realizô en un peligro real, 
y finalmente en el resultado, ha sido solamente la medida 
permitida del riesgo de la acciôn". Se ha realizado sola­
mente el riesgo permitido, es decir, se ha realizado el -
(59) Studien, cit., p. 93 ss.
(60) Vid. RUDOLPHI, SK,p, 27, n. 66 y 67.
riesgo cuya evitaciôn no era el fin pretendido por la no£ 
ma de cuidado.
Lo valioso de la teoria del riesgo radica no^el carâcter 
de teoria en si, sino en tanto que ha introducido en la 
técnica de la imputaciôn la idea del riesgo, y consiguien 
temente la del riesgo permitido, con lo cual permite 
ampliar el campo de mira de la idea del fin de la norma, 
mâs allâ del propio resultado, al modo y condiciones de 
realizaciôn del mismo. La escueta formulaciôn originaria 
del criterio de 1 fin de la norma llevaria solamente impl^ 
cita la idea de que lo que se ha de comprobar es solamente 
si la conducta imprudente ha producido un resultado del - 
tipo de los que la norma queria precisamente evitar, (por 
ejemplo resultado de m.uerte) pero ahora debe atenderse -- 
primero a si el resultado es uno de los que la norma pre­
tendia evitar y segundo, a si las condiciones en las que, 
y por las que, se ha producido el resultado son aquellas 
condiciones de riesgo que la norma en cuestiôn queria iqual 
mente que no se hubieran producido.
As i por ejemplo, en el caso de un accidente que costô la - 
vida a un menor que trabajaba en jornada noctuma, para él 
prohibida, y que se produjo por e 1 desprendimiento por eau 
sas desconocidas de una rueda que él limpiaba, lo que decj, 
de sobre la imputaciôn objetiva del resultado a quien impu 
so ta 1 condiciôn de trabajo es en primer lugar la comproba 
ciôn de que ese resultado :1a muerte del menor) es efecti­
vamente uno de los que pretende evitar la norma que régula 
la jornada de trabajo de los jôvenes, pero ademâs, y sobre 
todo, la comprobaciôn de que ese resultado se ha producido 
como expresiôn de los riesgos que esa especial normative - 
de jornada pretendia combatir, vgr. cansancio fisico por - 
insuficiente descanso. Si résulta que la caida de la rueda 
no sorprendiô al jorven por estar este sometido a las con­
diciones de cansancio, disminuciôn de la agilidad de refl£ 
jos, etc. tipicas del trabajo nocturne de los jôvenes, la
« $
producciôn del resultado no es imputable a la infracciôn 
de la norma de cuidado y se ha de negar la imputaciôn -- 
objetiva.
Hemos de referimos ahora de nuevo a la evitabilidad. No 
basta constatar que el resultado sea evitable, se trata 
mâs bien de determinar porqué y en qué condiciones debe 
ser evitado, y como estamos ante resultado no perseguidos 
dolosamente, ha de decirse que el resultado debe ser evi­
tado por que hay qna norma de cuidado que es tab lece condi^ 
Clones al actuar,susceptibles o destinadas a evitar que 
del m, i s mo sur ja un peligro ta 1 que se pueda plasmar en el 
resultado juridicamente desvalorado. En los supuestos de - 
riesgo permitido carece de sentido decir que la esencia de 
la imprudencia consiste sin mâs en la evitabilidad del re­
sultado, pues no merece ser discutido que hay resultados - 
lesivos causados, prévisibles y evitables y que no son no 
reprcchables objetivamente.
IjO " c la se " de evitabilidad de un resultado prévisible que 
détermina la reprochabilidad <fflel mismo no es una evitabilq. 
dad por cualquier medio (vgr. evitar los accidentes en la 
mina por el procedimiento de no abrir la mina en cuestiôn), 
sino a través de los medics que las normes de cuidado exi- 
gen (vgr. sistemas de detecciôn de grisû, de ventilaciôn, 
etc.). Los resultados que deben ser evitados son aquellos 
respecto de los cuales el ordenamiento contine norma s de 
cuidado destinadas a evitar la creaciôn de los riesgos o 
el incrernento de auqellos que pueden llevar a su concrete 
producciôn, los resultados evitables que se produzcan a - 
pesar del curaplimiento de las normas de cuidado relativas 
a la actividad a consecuencia de la cual se producen efec 
tivamente son irrelevantes jurîdico penalmente.
El Tribunal Supremo se ha planteado el problema de la co-
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nexiôn entre la infracciôn de la norma de cuidado y el re 
sultado solamente en relaciôn al requisite normative de 
la imprudencia simple antireglamentaria (61), No obstante, 
los criterios empleados para determinar la "eficacia cau­
sa 1" de la infracciôn de la norma reglamentaria debian ha 
berse generalizado para toda norma de cuidado. El proble­
ma general es el de la relaciôn entre la norma de cuidado 
y el resultado, y en particular, y en el seno de 1 anterior, 
el de la relaciôn entre las normas de cuidado fijadas re- 
g lamentariamente y el resultado.
A un asi, a pesar de que la jurisprudencia ha exigido siem­
pre la concurrencia de los dos elementos del pârrafo 2 de 1 
art. 565, ha obviado tradicionaImente el problema de deter 
minar que es lo que ha de entenderse por esa "concurrencia"
(62). Sôlo desde tiempos recientes (63) las ca1ificaciones 
de imprudencia simple antireglamentaria vienen accmpahadas 
de una determinada relaciôn entra ambos elementos, la cual 
es generalmente formulada como una relaciôn causal: "rela­
ciôn de causalidad entre la conducta négligente y la viola^ 
ciôn o infracciôn de los reglamentos aplicables al caso... 
y el resultado habido ... de ta 1 forma que sea el descono-
(61) Vid, en general sobre ésta: QUINTANO Derecho Penal de 
la culpa, cit. p. 282 ss., JIMENEZ DE ASUA, Tra tado, 
II, 2^ edi., p.925 y ss.
(62) A pesar de que ya SILVELA (II,p.162) lo entendia en - 
el sentido de que "es necesario que éstos fies regla­
mentos) guarden alguna conexiôn y  enlace con el hecho 
o acto en que la imprudencia consiste".
(63) En forma aislada las ya citadas por ASUA de 6-XT-1942 
(que el suceso acaezca precisamente por la infracciôn 
del precepto reglamentario) y  de 22-IV-1964. Con regu 
laridad se atiende al problema desde 1964, vgr. S.ll- 
III 1964 ( ". . . conectadas a una acciôn de carâcter cuj. 
poso"), 24-XI-1964 ("...coord inados ambos en relaciôn 
causal"), 13-11-1965 ("inobservancia que no influyô - 
tampoco en el accidente").
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cimiento o inoservancia de dichos reglamentos, y el 
quehacer u omitir de cuidado ... los generantes y déter­
minantes del referido resultado" (T.S. 9-V-77,art. 2207); 
"un nexo causal perfect) y sin interferencias imprévisibles 
entre la negligencia del agente y su conculcaciôn de nor­
mas reglamentarias, por una parte, y el resultado resefiado, 
por otra (T.S. 6-VI-77, Ar. 2711) (64):"que esa infracciôn
(de los reglamentos) sea desencadenante del resultado les^ 
vo, es decir, .... ocasionado y determinado mediante rela­
ciôn de causa a efecto, precisamente por la infracciôn de 
las normas precautorias sehaladas en los preceptos régla - 
mentarios de que se tra te" (S. 13-XI-1977, Ar. 4332).
El T.S. considéra pues generalmente el problema de la co - 
nexiôn entre la infracciôn de 1 reglamente y el resultado - 
como problema causal. Ahora bien, en ocasiones se refiere 
a una "causalidad juridica" a la que ya hemos hecho re fe - 
rencia mâs arriba. Por lo comûn no sue le recurrir la ju - 
risprudencia al criterio de los juicios hipotéticos sobre 
la eficacia causal de la conducta conforme al mandate r^ - 
glamenta rio. En los ûltimos ahos se suma con alguna fr^ 
cuencia a la idea del fin de la norma, si bien la emplea - 
las mâs de las veces, como se verâ ahora, en forma incorrec 
ta, confuga e inconsecuente.
En los supuestos en que acude a los juicios hipotéticos -- 
presentan taies caracterlsticas que la soluciôn correcta - 
se alcanza sin dificultad, "apareciendo" el juicio hipoté- 
tico como criterio suficiente para, en unos casos eviden - 
ciar la intima conexiôn, reaImente existente, con la infrac 
ciôn de las normas de seguridad, y en otros casos, para ne
64) Obsérvese como el desconocimiento de la categoria del 
deber objetivo de cuidado induce a separar la "conduc 
ta négligente" de la "infracciôn de (las normas de -- 
cuidado) los reglamentos".
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gar dicha relaciôn. Esto se pone de relieve por ejemplo 
en los accidentes por falta de las preceptivas barandi- 
llas: "..de hallarse instaladas las barandillas, proba- 
blemente no se hubiera producido" la caida del andamio 
(65) .
Lo que ocurre es que en los casos mâs sencillos, es de­
cir, en la mayorîa de los casos, la existencia o falta 
de esa intima conexiôn entre norma infringida y result^ 
do es a todas luces "évidente", como se pone de manifie^ 
to en el caso siguiente: El menor de 18 ahos, al que por 
esa circunstancia no se le puede emplear en trabajos pe- 
ligrosos (D. 26-VII-57, art. 1, b, y L.Relac.Lab. de 1976 
art. 6), que se encontraba linpiando una mâquina peligro 
sa en marcha y carente del preceptivo dispositive de pa­
rc automâtico (art. 83,5 OSH) , al caerse a la tolva de - 
la mâquina el instrumente que utilizaba, tratô instinti- 
varnente de recuperarlo con la mano, quedando aprisionado 
el brazo izquierdo entre los rodillos y, al no pararse - 
autcmâticarnente la mâquina, sufriô arrancamiento del br^ 
zo, falleciendo seguidam.ente. Tras esta relaciôn de he - 
chos dice el T.S.: "que de no haber omitido el procesado 
las prevenciones reglamentarias y de no haber desconcci- 
do y violado las prohibiciones establecidas en las mi^ - 
mas, el luctuoso resultado no se hubiere producido, sien 
do aquellas, sea cual sea la teoria que se siqa respecto 
a la causalidad (subr. nuestro), las causantes del resul 
tado" (S. 12-V-76, C.L. 657). Pero en realidad, la razôn
por la que en el anterior considerando se llega al resultado 
correcto no es tanto porque la conducta prudente hubiera evj^  
tado el resultado, lo cual es este caso évidente "sino porque el
(65) Cfr. TS 12-V-75, Ar. 2218. Nôtese como, con buen crj^ 
terio, el TS se ve obligado a reconocer el "proba- 
blemente" la imposibilidad de realizar un juicio de 
absoluta seguridad en los procesos hipotéticos.
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resultado producido es precisamente el que las normas in 
fringidas pretenden evitar.
Recurre el T.S. también al juicio hipotético, junto con 
otros criterios, en un supuesto de omisiôn de vigilancia 
por parte del encargado: "incluso su ausencia momentânea 
de la obra no influyô causaImente en el accidente, puesto 
que“hubiera estado en el lugar, también podla el peôn ha- 
berse encaramado en el tejado", (hecho éste que fué cali- 
ficado como imprudencia temeraria de la victima). Lo que se 
afirma résulta en definitiva irrelevante, pues lo decisi­
ve para calificar es la imprevisibilidad de la conducta de 
la victima, su no evitabilidad y, por ûltimo, el hecho de 
que el deber de vigilancia del encargado tiene comc fin evi. 
ta r solamente las conductas incorrectas y descuidadas pro- 
pias de la normal actividad laboral, y no, como en el caso, 
la s manifiestas y conscientes asunciones de riesgos absolu 
tamente innecesarias, que supongan ademâs notoria extra1i- 
mataciôn en las funciones del trabajador en cuestiôn, argu 
mentos todos éstos que la misma sentencia también recoge - 
(S.22-III-76, C.L. 437).
También en supuestos en los que conforme al juicio hipoté­
tico parece évidente la no conexiôn entre infracciôn de la 
norma y el resultado se constata que el criterio correcto 
es también en definitiva el del fin de la nonrva : "Aûn cuan­
do la rejilla, que debiera protéger la parte superior late 
ra1 del rodillo de retorno, hubiera estado colocada, no h^ 
brla evitado el accidente, por no cubrir el hueco por el - 
cual el interfecto tuvo que introducir el brazo izquierdo 
hasta aIcanzar la parte inferior" (T.S. 6-11-76, Ar. 151). 
Correcto es, sin embargo, decir: El hecho de que el trabaja 
dor haya sido lesionado al introducir el brazo por la parte 
inferior del aparato no es el que la norma de cuidado pre-
361
tendla evitar, pues los arts. 89 y 90 OSH establecen que 
las rnâquinas con agresivos mecânicos deben estar resguar 
dadas de tal forma que, sin impedir las acciones operate 
vas del trabajador, eviten el que éste pueda entrar en - 
contacto con tales agresivos como consecuencia de un de£ 
cuido o falta de atenciôn y, en nuestro caso, la mâquina 
en cuestiôn debla conta r ccn rejillas superiores y laté­
rales, pero no con otras situadas en la parte inferior - 
de la mâquina, pues no es un descuido lo que puede lie - 
va r a que el trabajador introduzca el brazo por aquél lu 
gar, sino sôlo la man ifiestamente voluntaria e impruden­
te decisiôn del trabajador, la norma que exige las reji- 
llas protectoras no tiene como fin evitar las voluntarias 
puestas en peligro del trabajador, y por lo tanto, ha de 
negarse la conexiôn entre la infracciôn reglamentaria y 
el resultado.
Los grupos de casos en los que ne se puede asegurar en - 
absolute (ni siquiera con una probabi 1 idad rayana en la 
seguridad") que la conducta prudente hubiera evitado el - 
resultado y, a pesar de ello hay que condenar, son,en el 
âmbito de los accidentes de trabajo,los relatives al in- 
cumplimiento del deber de vigilancia y de instrucciôn, - 
Por ejemplo, en el supuesto de la S. 23-1-75, Ar. 193, en 
el que el empresario no instruyô al trabajador para reali^ 
zar el trabajo peligroso; sin embargo, el cumplimiento de 
ta 1 deber no habria evitado "necesariamente", con seguri­
dad, el resultado lesivo, pues en una actividad propensa 
al riesgo, bien podria haberse producido el resultado 
igualmente porque el trabajador desprecie las instruccio- 
nes recibidas a consecuencia de su habituaciôn al riesgo 
(imprudencia "profesional").
Como ya se ha dicho, el T.S. recurre también en ocasiones
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al criterio del fin de la norma, pero si en relaciôn a
ha.y
accidentes de trâfico sentencias en este sentido ya en 
1964 (66), la aplicaciôn del mencionado criterio a los 
accidentes de trabajo es una prâctica mucho mâs reciente, 
incurriéndose también en las incongruencias técnicas en 
que el TS suele caer en la aplicaciôn de éste y los res­
tantes criterios de imputaciôn.
Modelo de aplicaciôn cuidadosa de la idea del fin de la 
norma como criterio de imputaciôn objetiva es la sentencia 
de 9-V-1975 (Ar. 1957, Pon. Diaz Palos), relativa a un ca 
so en que se produce la muerte de varios obreros por 
anoxemia y se da una infracciôn de 1 art. 150 OSH, el cual 
prescribe el empleo por les trabajadores de elementos de 
protecciôn del aparato respiratorio. El procesado discute 
en el recurso la relaciôn de causalidad entre la infracciôn 
reglamentaria y el resultado producido, alegando que el -- 
precepto citado ne guarda relaciôn ccn las circunstancias 
prev ia s y simultâneas de 1 accidente.
El T.S. procédé correctamente en la sentencia citada recha^ 
zando el recurso al juicio hipotético, pues no se puede es^  
tdblecer en el caso si el resultado -muerte por anoxemia- 
se hubiera o no producido de haber empleado los obreros - 
los medics de protecciôn en cuestiôn, si bien puede conce 
derse que lo primero sea lo m.âs probable. Lo definitivo - 
para el T.S. es el hecho de que "uno de los riesgos espe- 
cîficamente prevenidos por el precepto infringido es el - 
derivado del ôxido de carbono, justamente él causô la muer 
te por anoxemia de los obreros" (Cdo. 4): con lo cual pue­
de afirmarse que el resultado producido es uno de los que
(66) Como las de 27-XI-64 y 17-XII-64, comentadas ya por 
GIMBERNAT, Delitos cualificados por el resultado, - 
cit., p. 143-144.
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la norma de cuidado infringida pretendia iropedir (muerte) 
y, ademâs, se ha producido a través de un proceso de ries^ 
go (anoxemia) que es precisamente e l p roceso de riesgo 
que la norma que exige el empleo de los medios protecto - 
res del aparato respiratorio pretendia evitar.
Otro supuesto de aplicaciôn del criterio del fin de la -- 
norma (justificado expresamente en el tercer Considerando) 
es el de la ya citada sentencia de 29-XII-75 (Ar. 4965 Pon. 
Escudero del Corral), con la particularidad de que, a pe­
sa r de rechazar el recurso a los juicios hipotéticos, no 
queda libre de la fuerza de atracciôn del simplismo lôgi- 
co de los mismos: Un muchacho de 15 ahos trabajaba en una 
fâbrica en d ia festivo -no autorizado como hâbil- limpian 
do unas ruedas colocadas a ta 1 fin con los calzos necesa- 
rios para evitar el des 1izamiento de las mismas que los - 
aceites del suelo podian favorecer. Al término de la jor­
nada cayô la rueda que estaba limpiando, desconociéndose 
el proceso de movimiento y la causa que lo originô, a lean 
zando al menor y causândole lesiones que determ.inaron su 
fallecimiento. Se constata que el patrono ha infringido el 
precepto que prohibe el trabajo en d i a festivo no habilit_a 
do especiaImente (L.13-VII-40). El T.S. niega la imput£ -- 
ciôn del resultado a la conducta de quien infringiô la nor 
ma relativa al descanso" porque de cumplirse no hubiere -- 
evitado el accidente, que se podia haber producido con el 
obra r prudente, al faltarles en su finalisrro eficacia cau­
sal... que podria haberse producido igualmente en dia labp 
ral... por lo que la lesiôn normativa extrapenal referida 
résulta inocua a efectos de la culpa" (Cdo. 6), es decir, 
la norma no podia evitar el resultado porque la finalidad 
a que responds (descanso en los d ias no laborables) no
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tiene eficacia causal alguna respecte de un proceso de 
riesgo como el presentado, el resultado y, sobre todo, 
el proceso que ha llevado a 1 mismo no es de los que la 
norma del descanso en dla no laborable pretendîa evitar.
Pero lo que sorprende del caso es que la Sala determine
la "no influencia causal" de la infracciôn de la norma
del descanso a través del juicio causal hipotético expr^ 
samente rechazado en e 1 Considerando: "hubiera igualmen- 
te acaecido el resultado si el patrôn hubiese cumplido -
la norma". En realidad lo que subyace a estas palabras -
es la idea del fin de la norma ("ineficacia causal en su 
finalismo"), sirviendo el juicio hipotético meramente a 
demostrar la desconexiôn entre la forma y condiciones de 
riesgo que la norma del descanso pretende evitar.
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CAPITULO I X
IMPUTACION, CONDUCTA PE LA VICTIMA Y OTRAS CONDUCTAS 
CONCURRENTES
A/ IMPUTACION Y CONDUCTA PE LA VICTIMA
Ya se ha indicado anteriormente la singular frecuencia 
con que la victima interviene causaImente en la produc 
ciôn de su propio accidente. La intervenciôn causal - 
de la victima en el marco de la problemâtica de la 
imputaciôn objetiva interesa exclusivamente en tanto - 
que intervencién causal en un proceso desencadenado, o 
no impedido, por el empresario que ha infringido su de 
ber de cuidado.
N e  se trata por tanto aquî de lo que como problema pre 
vio hemcs tratado al hablar del grado de diligencia, - 
es decir, de la "imprudencia laboral" de 1 trabajador - 
que, por su carâcter de esperable y prévisible, es fun 
damento material de deberes de cuidado del empresario, 
en el sentido de que éste ha de adoptar las medidas de 
seguridad necesarias tanto para evitar las imprudencias 
mismas, como para anular o neutralizar las fuentes de 
riesgo que taies conductas imprudentes puedan actuar.- 
En estos casos, la conducta de la victima no supone to 
davia intervenciôn en el proceso causal del empresario, 
sino mero motivo de surgimiento del deber de cuidado -
(1 ) .
Lo que se analiza aqui es, pues, la relevancia de la in- 
tervenciôn de la victima en un proceso de riesgo origi 
nado o elevado en forma contraria al deber de cuidado
( 1 ) Vid. supra , Cof). /l-l.in f ine.
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por el empresario (2) , dentro de lo cual deben distin 
guirse tres hipôtesis bésicas:
1^.- La acciôn arriesgada 4imprudente) del trabajador 
es consecuencia directe de la orden de trabajo 
de patrôn.
2^.- La acciôn arriesgada del trabajador es consecuen 
cia de su habituaciôn al riesgo, y es favorecida 
por la abstenciôn del patrôn en orden a la modi- 
ficaciôn de la conducta del trabajador para su -- 
adecuaciôn a la seguridad, abstenciôn (omisiôn) 
que créa o, més frecuentemente, increments el -- 
riesgo normal del trabajo.
3^.- La acciôn arriesgada del trabajador es consecuen 
cia en ûltima instancia de su propia voluntad, - 
contrariando las ôrdenes expresas de seguridad - 
dadas por el empresario o sustrayéndose al poder 
fâctico de vigilancia y direcciôn de éste.
Las consecuencias juridicas van a ser distintas en c^ 
da uno de los tres supuestos. En los dos primeros se 
va a afirmar la imputaciôn, y en el tercero ésta va 
a negarse, y dentro de aquellos en los que hay imputa 
ciôn, en el primero, la intervenciôn de la victima es 
de todo punto irrelevante, mientras que en el segundo, 
si bien no obstaculiza la imputaciôn, si que seré rele 
vante para graduar la culpa y, en consecuencia, la pe-
(2) Han de descartarse de este dmbito de problèmes
aquellos accidentes que se producen por culpa exclu­
sive de la victima, sin intervenciôn alguna de con 
ducta imprudente del empresario, v.gr., la lesiôn 
se produce por un hacer de las victimes que contra 
vinieron las ôrdenes expresas dadas por el empresa 
rio, habiendo tomado éste todas las medidas de se­
guridad requeridas. Asl T.S., 21-XI-1963, Ar. 4551. 
También la de 20-V-1967, Ar. 2491: "No puede exigir
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na criminal y la responsabilidad civil.
Ha de decirse que el problème se plantea por la juris^ 
prudencia como problema tipicamente causal: la inter­
venciôn imprudente de la victima constituye uno de —  
los temas bâsicos de la "interrupciôn del nexo causal"
Sin embargo, ni es un problema de reacciôn de causal^ 
dad, ni mucho menos puede ser resuelto con criterios 
causales (causa prôxima, inmediata, eficiente, na tu - 
ral, etc.). El que se dé relaciôn de causalidad es, - 
por el contrario, presupuesto del problema, y el crite 
rio de soluciôn no es otrQ que uno de los niveles de 
imputaciôn: el del fin de la norma. Pasamos al anâ
lisis ejemplificador de algunas sentencias relativasa cada 
una de las hipôtesis formuladas:
lo.- El constructor de la obra ordena a les trabajado
res el transporte en montacargas de materia les de gran
des dimensiones y que por ta 1 caracteristica era prev^
sible que entraran en contacte con unos cables de alta
tensiôn que pendian a distancia de los voladizos y bal^
cones de la casa (infracciôn de 1 deber de cuidado por
el empresario en la tolerancia de esa situaciôn de pe-
ligro consistante en la posiciôn antirreglamentaria de
los cables, més orden de trabajar en taies condiciones)
tocando inadvertidamente dicha linea eléctrica con los
materia les en cuestiôn cuando los trabajadores preten-
dieron sacarles del montacargas. Con buen sentido re -
chaza el T.S. la alegaciôn de ruptura del nexo causal
por esa inadvertencia de los obreros "pues ... su sis-
tema de actuaciôn laboral (trabajo en condiciones de
grave peligro) venia determinado por las ôrdenes del
constructor ..." y "esta previsiôn del riesgo que él ténia, 
hace caer cualquier contribuciôn causal culposa de los
se responsabilidad en el orden penal a quienes prohi- 
bieron se trabajara en lugar de tanto peligro, ya que 
no pueden responder de de otros ejecutados en -
contra de sus prohibiciones".Ver en el mismo sentido, 
entre otras, 16-IV-1974, Ar. 1841.
3 6 8
obreros al evento"(T.S.20-11-70,Ar.1049).
Sin embargo,es indudable que la actuaciôn de los 
los obreros es una "contribuciôn causal culposa 
a 1 evento" tanto como la no modificaciôn de la -- 
incorrecta posiciôn de los cables por el constru£ 
tor. Lo que hace irrelevante penalmente esa inad­
vertencia de los trabajadores no es su carâcter - 
"no causal" sino el hecho de que lo que la norma - 
reguladora de 1 tendido eléctrico pretende es, pre- 
cisamente, evitar que por un ta 1 descuido puedan - 
iGsionarse los trabajadores, pues esa falta de -- 
atencién es consecuencia natural de la familiariza 
ciôn de los trabajadores con el riesgo de su tra­
bajo que es siempre peligroso; siendo la "impruden 
cia" del trabajador tan "laboraImente adecuada" -- 
que ni siquiera sirve a atenuar la gravedad de la 
culpa del empresario.
- El encorgado de la obra ordenô la excavaciôn de 
un pczc de c imen tac iôn sin exigir que se realiza 
se el necesario y preceptuado entib amiento. Los - 
dos cbreros, que habian advertido al encargado del 
peligro que suponia trabajar sin apuntalamiento, - 
fallecieron a consecuencia del derrumbamiento pro- 
ducido por ta 1 carencia. (T.S. 29-XI-1974, Ar.5289). 
El tribunal releva de toda imprudencia -incluse la 
laboral- a los obreros, pues su quehacer causal, d£ 
rectam.ente creador de 1 riesgo, es estricto cumpl^ - 
mien to de la imprudente orden de trabajo dictada y 
a la que de facto no pueden sustraerse por e feeto de 
la dependencia jerârquica (3), y alli donde la cons-
(3) Ni siquiera puede hablarse de "aceptaciôn volun- 
taria de 1 riesgo" por parte de los trabajadores, 
pues es mero soportar la ineludible orden de tra 
bajo. De voluntaria aceptaciôn y,en ciertas con-
3 69
ciente puesta en peligro no puede ser considerada co 
mo voluntaria en sentido estricto, no hay base para 
construir una imprudencia siquiera sea meramente "1^ 
boral".
En la sentencia de 27-V-1969, el T.S. habla déclara-
do ya en este sentido que "no hay interferencia en -
el nexo causal" cuando quien directamente ejecuta la 
conducta peligrosa" lo hace en razôn al vinculo labo 
ral que le une al empresario y limitândose al c u m p M  
miento de un servicio por éste ordenado, sin inicia- 
tiva alguna por su parte". El trabajador victima apa 
rece,pues,en estos casos no como sujeto autônomo, -- 
sino como instrumento de un proceso cuyo agente direc 
to es el empresario que dicta la orden de trabajar
en las condiciones peligrosas no permitidas.
De similar carâcter es la sentencia de 9 de mayo de 
1977, Ar. 2207, en la que se déclara;".... luctuoso - 
resultado, de cuya causaciôn es tarea vana tratar de 
achacarle, "siquiera concausaImente", al productor - 
finado, desde el momento en que, traténdose de un as£ 
lariado, sin rango laboral alguno, habia necesaria - 
mente de obedecer lo que se le mandara, sin que sea 
exigible que pretendiera y lograra cambiar unas con­
diciones peligrosas de trabajo dispuestas para él y 
los otros, por quien ejercia la direcciôn de la obra, 
ni interrumpir su trabajo ... (cada vez que surgiera 
el concrete peligro)".
Como se ve en este primer grupo de casos, h a y  efecti- 
va contribuciôn causa 1, pero, o bien no h a y  en absolute
diciones, de consentimiento en el quehacer imprudente 
solo serâ factible hablar de determinados casos de 
las dos restantes hipôtesis.
3 7 0
imprudencia del trabajador, por constituir el traba­
jar en peligrosas y antirreglamentarias condiciones, 
el contenido central de la obligatoria orden de tra­
bajo, o bien es una mera "imprudencia laboral" lo que 
precisamente la norma de cuidado venîa a evitar y -- 
que habia de haber sido tomada en consideraciôn ya - 
en el momento de dictar la orden de trabajo.
20.- En los casos que siguen, la intervenciôn de la 
victima, que es e f ec t ivam.en te causal, es también, al 
menos, imprudente en sentido laboral, y esa "conculpa" 
serâ tomada en cuenta o no para graduar la gravedad - 
de la culpa del empresario en funciôn de la valoraciôn 
de "profesiona1idad" que de la de aquél se haga. La - 
afirmaciôn de la imputaciôn se condiciona a que el -- 
fin de la norma de cuidado no observada por el empre­
sario sea el evitar esa imprudencia profesional de la 
victima:
- Los gerentes de una empresa de monta je no sôlo omi- 
tieron toda vigilancia y  direcciôn de sus obreros en 
la realizaciôn de un trabajo peligroso, sino que ade- 
més no les proporcionaron los preceptivos cinturones 
de seguridad para evitar la caida desde las alturas. 
Uno de los obreros realizô las operaciones requeridas 
sobre el tejado,sin tomar las previsiones necesarias 
para evitar, bien pisar las uralitas facilmente quebr£ 
bles,o el que su rotura permitiese una caida directa 
al suelo distante en doce metros, como, par ejemplo, 
el tendido de andamios por encima de las mismas o de 
redes de seguridad por debajo de ellos (T.S. 21-IV-73, 
A.1770). Con la adopciôn de taies medidas podria haber 
evitado el obrero su caida mortal, y de ahi su impru­
dencia. Sin embargo ese procéder es el de "un celoso
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obrero", y "el celo por el trabajo .... y el cumpli- 
miento impuesto y exigido a los operarios hace que no 
pueda ponerse de su parte la imprudencia, méxime cuan 
do el riesgo es inseparable siempre de su quehacer, y 
con él se familiârlzan, salvando^Jo corrientemente 
sin consecuencias létales o lesivas",y"... sin que la 
rompiera (la relaciôn de causalidad entre "la omisiôn 
espiritual" de los gerentes y el resultado) el actuar 
del celoso obrero, facilmente prévisible en su riesgo 
por los empresarios, que debian evitar ...".
Correctamente a firma el T.S. la relaciôn causal. La - 
justificaciôn del que "no se rompiera" se corresponde 
de hecho con la idea del fin de la norma, la cual al 
exigir vigilancia y direcciôn presencial, la puesta a 
dispcsiciôn de los obreros del cinturôn de seguridad, 
y la imposiciôn de su use, incluso coactivamente, etc. 
pretenden precisamente que el celo en la ejecuciôn -- 
del trabajo ordenado no lleve a los trabajadores a -- 
prescindir de cautelas para preserver su seguridad.
No hay en el caso una acciôn arriesgada condicionada 
directamente por la orden de trabajo, sino que es pre 
cisamente la no concreciôn de la misma y la omisiôn - 
de vigilancia lo que facilita el que la propensiôn al 
riesgo de trabajo genere la acciôn innecesariamente - 
arriesgada de los obreros. De los considerandos puede 
deducirse que el T.S. rechaza toda consideraciôn de - 
conculpa de la victima en orden a la grrdaciôn de la 
del empresario, tanto como consecuencia de lo elevado 
"per sé" de ésta (benévolamente calificada segûn el - 
propio T.S. como simple antirreglamentaria) como por 
el estricto carécter de profesional de la de los tra­
bajadores : consecuencia del celo en el cumplimiento - 
del trabajo peligroso ( v.Cdo. 2).
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En este sentido, en supuesto de similares caracte- 
risticas, se manifiesta expresamente la sentencia 
de 8-V-1973, A*. 1966,: "... no puede escudarse en el 
peligro con que aquellos obreros actuan, incluso - 
con celo plausible, para desnaturalizar a rebajar 
su culpa grave, por ser la previsibilidad del acci 
dente amplîsima y la omisiôn de cuidado absolute,y 
por tanto plena de imprudencia, exclusive, y nunca 
compartida con los operarios" (Cdo. 2).... No pue­
de beneficiarse del cumplimiento obediente de taies 
operarios para sacar consecuencias provechosas ...., 
razones que impiden .... estimar présente concurren 
cia de culpas
Por el contrarb, en la sentencia de 4 de febrero de 
1974, Ar. 377, se opera la gradaciôn de culpas, a con 
secuencia de que,si bien los encargados del trabajo 
presenciaron pasivarrente como el obrero trabajaba - 
en condiciones de peligro de caida desde el cuarto 
piso sin el cinturôn de seguridad (y de aqui la impru 
dencia de los encargados), "... no aparece declaraciôn 
fâctica de haber impuesto los procesados esas condi­
ciones de trabajo y darse la posibilidad de que fiieran 
decididas por el propio trabajador...". De lo cual - 
parece deducirse que cuando la imprudencia de la vie 
tima sea debida a su voluntaria y consciente puesta 
en peligro, habrA de tomarse en cuenta para reducir 
la gravedad de la de los encargados (en el caso, de 
temeraria, por omisiôn de toda medida, a simple an­
tirreglamentaria) . No rompe ésto/sin embargo, la inpu 
taciôn del resultado a los encargados, pues el fin - 
de las normas infringidas (imponer el uso del cintu­
rôn de seguridad, art. 151 OSH, y, no siendo posible
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cumplir con ésto, suspender el trabajo, conforme al 
n. 3 del art. 10 OSH) tienden a evitar la peligrosa 
forma de trabajar de la victima (4).
3.- Hemos de referimos por ûltimo al grupo de ça - 
SOS en los que la intervenciôn causal de la victima 
si"rompe el nexo causal" o, rectius, excluye la impu­
taciôn de 1 resultado.
Obviamente, no es objetivamente imputable al empresa 
rio el resultado que ha sido dolosamente perseguido 
el trabajador (5)/ aprovechdndose de una fuente de - 
peligro que el empresario mantiene sin las preceptç 
vas condiciones de seguridad (6)
(4) Vid, en el mismo sentido afirmativo de la impu­
taciôn, pero también las condiciones (hipotétç - 
cas) de una concurrencia de culpas : T.S. 15-V-77,
A. 1643, Cdo. 8^.)
(5) Supuesto éste de dolo directe respecte del resuj. 
tado que ha de ser distinguido de 1 dolo de peli­
gro, dentro del cual es precise distinguir a su 
vez, si el peligro es en si directamente perse - 
guide o meramente aceptado, pues si en los dos - 
primeros cases ha de negarse siempre la imputaciôn, 
en el ûltimo no ha de ser ésta necesarlamente la 
concluEiôn, v.gr.: voluntaria aceptaciôn de 
trabajar en condiciones de peligro contrarias
a las normas de seguridad, de acuerdo con el 
empresario y a cambio de una sustancial majora - 
sa la ria 1.
(6) Esta dolosa voluntad del auto-accidente no es 
inexistante en la vida laboral. Es sabido, p.ej., 
que en los ahos 40 y 50 los dirigent's obreros - 
cuya actividad clandestine les requeria ausentar 
se varies dias del lugar de trabajo recurrian a 
provocarse el "accidente" con las herraraientas - 
de trabajo para obtener asl la baja y con ella - 
la libertad de movimientos pretendida. Al itvargen 
de estos supuestos debidoa a la excepcionalidad 
politica, se dan otros accidentes deliberados de 
la propia victima no exentos de graves problemas
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Pero el nûcleo de las intervenciones causales de la 
victima que constituyen el problema especifico de - 
la imputaciôn penal no son estas autolesiones dolo- 
sas,sino las de carâcter imprudente. Hasta ahora, - 
y en los dos grupos de casos anteriores, hemos emplea 
do los términos de imprudencia profesional en un -- 
sentido genérico, no exactamente el mismo que el que 
la doctrina laboral les confiere. Lo que con ta 1 inç 
tituto se pretende en Derecho del trabajo es hacer re 
ferencia a los autoaccidentes que han de ser indemni- 
zados por el empresario en virtud de la responsabili­
dad objetivada que en esta materia rije, fundamentada 
en el principio de riesgo-provecho de empresa, distin 
guiendo estes accidentes de aquellos otros cuya repa- 
raciôn correrâ exclusivamente a cargo de la victima, - 
por haber sido causadcs por ésta con un grado de irrpru 
dencia més elevado que el de la llamada imprudencia - 
profesional y que es denominada por ello "extra profe 
s iona1" o "temeraria" (7).
en el derecho de la seguridad social, p.ej., sui- 
cidio en el puesto de trabajo; sobre éste vid. 
ALONSO OLEA, La responsabilidad por accidente de 
trabajo, cit., 1978, p. 24 y nots. 39 y 40.
(7) Ni el concepto de "imprudencia profesional" ni el 
de "temeraria" empleados en derecho laboral tie- 
nen que ver con los conceptos de las mismas vo - 
ces en Derecho penal. El empleo en Derecho del -- 
trabajo de estos términos tradicionaImente pena - 
les provoca aûn mayores dificultades de interpre- 
taciôn. Sobre el tema de la culpa de la victima -• 
en la responsabilidad laboral por accidentes de - 
trabajo ver RODRIGUEZ PItîERO, Culpa de la victima 
en accidentes de trabajo, en "Anuario de Derecho 
Civil" 1970, p.543 ss., y sobre la extraprcfesio- 
na1 o temeraria, particularmente, p. 580 ss.
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En ordeti a los problemas pénales ha de operarse a 
una distinciôn dentro del concepto genérico de imp ru 
dencia profesional, puesto que la funciôn que tal —  
concepto cumple en uno y otro Derecho es bien distin 
ta. Basta decir que en derecho laboral sirve a astable 
cer el limite de la responsabilidad objetiva del empre 
sario, o, mâs correctamente, en términos acufiados por 
Fernandez Martin-Granizo, de la "obligaciôn legal de 
indemnizar", cuya finalidad no es "pagar una culpa", - 
sino asegurar la reparaciôn sistemética de la mano de 
obra lesionada en el curso de una actividad realizada 
en bénéficie de 1 empresario. Por el contrario, en el 
piano de la responsabilidad criminal solamente en un - 
reducido nûmero de casos de imprudencia profesional de 
la victima es posible imputer el resultado lesivo al - 
empresario (7bis). En este sentido se ha manifestado - 
la doctrina jurisprudencia1 en algunas ocasiones, asi 
por ejemplo, en la S. de 13-XI-77, Ar. 4332,se déclara: 
"Se détecta tan solo una imprudencia profesional en la 
que incidiô exclusivamente el operario fallecido, la - 
que si en el campo laboral- donde se objetiviza en ex­
treme la responsabilidad del empresario- no excluye la 
indemnizaciôn, la élimina en el campo penal, donde el 
reproche al acusado debe siempre reposar sobre una cul^ 
pabilidad siquiera sea de orden meramente culposa".
No es corrects, sin enibargo, la afirmaciôn en términos 
absolutos de que la imprudencia profesional de la vic­
tima élimina siempre la responsabilidad del empresario 
en el campo penal. El caso concreto que en dicha sen-
(7bis) Menos aûn tiene que ver este concepto de impru­
dencia profesional con el de "negligencia profç 
sional" del pârrafo 5Q del art. 565. Esta ûlti­
ma es una superimprudencia, mientras que la 
"imprudencia profesional" laboral no es conside 
rada siquiera como infracciôn de 1 cuidado debido 
en el âmbito de relaciôn, en el trabajo propenso 
al riesgo.
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tencia se califica permite a la Sala olvidar que 
existen otros supuestos, como los que tratamos, en 
los que ademés de imprudencia profesional de la vie 
tima hay también, y en primer lugar, una conducta - 
del empresario infractora del deber de cuidado que 
le corresponde y que es, al menos, cocausal del re­
sultado lesivo juntamente con la acciôn de la propia 
victima.
El problema es, por lo tanto, determinar gué tipo de 
conductas imprudentes de la victima excluyen la impu­
taciôn del resultado al empresario que imprudentemen- 
te ha contribuido también a su causaciôn. Veamos a eç 
te respecto algûn pronunciamiento jurisprudencial.
- En la sentencia de l-VII-1970, Ar. 3190, se cali- 
fica el supuesto siguiente: un contratista ordenô a 
sus obreros subir a la cubierta de la nave en conç - 
trucciôn y apilar alli las tejas que habian de ser cc 
locadas. La realizaciôn de la obra se llevaba a cabo 
sin la preceptiva direcciôn técnica, pianos, etc. Ade 
més, la orden de trabajar sobre la cubierta fué dada 
antes de que hubiere transcurrido el tiempo previsto 
técnicamente como necesario para que la estructura - 
de cemento fraguase debidamente y pudiese resistir - 
el peso de las tejas y de quienes habian de colocar- 
las. Iniciada la operaciôn ordenada, advirtiô el con 
tratista la poca resistencia del envigado y "cons­
ciente de 1 peligro que habia originado por una direc 
ciôn desautorizada*, avisô del mismo a los obreros y 
ordenô suspendieran la subida de las tejas, abando- 
nando al punto el lugar para consulter con el duefio. 
Los obreros desobedecieron la orden, por creer quizé 
que la alarma no estaba justificada, y continuaron el
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trabajo emprendido, resquebrajéndose el cemento y 
produciéndose un hundimiento que les costô la vi­
da .
El tribunal absuelve al contratista estimando que 
"no fué causa inmediata del accidente, pues aunque 
iniciô el peligro, la desobediencia de los obreros 
que pusieron las tejas, advertidos de la debilidad 
de la cubierta, y, pese a ello, recargaron el peso 
con los materiales, fué la causa eficiente, adecua 
da que rompiô el proceso causal comenzado por el - 
contratista que habia previsto la manera de evitar 
el peligro y el daho".
En nuestra opiniôn se puede llegar a la absoluciôn 
del contratista por via distinta de 1 rechazado re- 
curso a las rupturas del proceso causal y a la efç 
ciencia o inmediatez de las causas. Ix; que dife - 
rencia la imprudencia de los obreros desobedientes 
de las imprudencias constatadas en les apartadoa - 
anteriores IQ y 2Q, que no impedian la imputaciôn 
de 1 resultado al empresario, es el hecho de que - 
en éstos ûltimos el fin de la norma de cuidado a 1^ 
canzaba también a evitar o neutralizar taies impru 
dencias de las victimas. En el caso expuesto, es 
évidente que el fin de las normas que exigen una 
direcciôn técnica de las obras, a s i como el respe- 
to al tiempo de fraguado del hcrmigôn, no es el de 
evitar desobediencias de los trabajadores; si tra­
ta n de evitar resultados del tipo de los producidos, 
pero no en la forma en que han acaecido, es decir, 
no sôlo por la ausencia de direcciôn técnica y de - 
tiempo de fraguado, fenômenos que la orden de suç - 
pensiôn del trabajo podîa haber neutra1izado, sino
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precisamente por la desobediencia de la orden de - 
suspensiôn con aviso del peligro manifiesto.
En este sentido, los conceptos de imprudencia pro­
fesional V extraprofesiona 1 o temeraria de la vic­
tima, s6lo han de ser empleados como indiciarios.- 
(8)/ de tal forma que la imprudencia extraprofeslo- 
nal o temeraria supondria normaImente la no imputa­
ciôn del resultado a 1 empresario, mienttas que la 
imprudencia profesional, a 1 menos, no necesariamen- 
te impediré la mencionada imputaciôn, dependiendo 
ésto de cual sea el fin de la norma infringida.
En conclusiôn, la dec isiôn sobre la imputaciôn o no 
del resultado al empresario que, con su conducta con 
traria al deber de cuidado, ha originado o facilita- 
do un proceso causal en el que ha intervenido en -- 
form,a imprudente la propia victima, ha de reconducpr 
se al grado y tipo de esta imprudencia y al sentido 
y fin de la norma de cuidado infringida por la con - 
ducta empresarial.
B/ PLURALIDAD DE SUJETOS Y 0TRA S CONDUCTAS CONCURREN 
TES
A la producciôn del accidente laboral de consecuen - 
cias lesivas para las personas, cuando no es causado 
en exclusiva por la propia victima, concurren por lo 
general m.ds de una persona, pues varias suelen ser -, 
a poco compleja que sea la divisiôn del trabajo de - 
la empresa, las personas que tienen competencia dç -
(8) Siempre y cuando se den en el caso los demâs pre 
supuestos que le otorgan hipotéticamente relevan 
cia penal, en concreto, un proceso causal origi­
nado por la conducta imprudente del empresario.
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recta y funcional sobre los concretes procesos de 
riesgo.
A este respecto ha de tenerse en cuenta que en los 
delitos imprudentes, los problemas de partieipaciôn, 
que en los delitos dolosos son de coautoria o de -- 
complicidad, son problemas de autoria. No hay "partç 
cipaciôn" en los delitos imprudentes, pues autor -- 
aquî es todo aquél que infringiendo el cuidado exç 
gido contribuye a la realizaciôn del tipo (9), res- 
pondiendo como autores, por el todo, aquellos que -- 
causan imprudentemente el resultado tîpico (10).
Nuestra jurisprudencia habla tradicionaImente 
de " concurrencias de culpas coe f ic ientes "/ negando - 
la posibilidad de codelincuencia por considerar que 
ésta "exige la presencia de una voluntad concertada 
coïncidente" (II). Los limites de este trabajo nos - 
obligan a dejar a un lado los problemas dogmâticos - 
que plantea esta concurrencia de conductas impruden­
tes y a centrâmes en las cuestiones de interés préc 
tico de la responsabilidad penal por accidentes de - 
trabajo (12).
En la direcciôn de un proceso de trabajo concurren - 
personas que, con competencies de distinto nivel, -- 
pueden contribuir causalmente con conductas contra - 
rias a las normas objetivas de cuidado a la produc-
(9 ) Cfr. JESCHCK, Lehrbuch, 3 éd., p. 533
(10) Cfr. JESCHCK, Lehrbuch, 3® éd., p. 464
(11) La de 29-XI-1974, Ar.5289, Pon. Escudero del -- 
Corral, entre otras.
(12) Sobre los problemas dogméticos de la concurren­
cia de personas en delitos imprudentes Vid. QUIN 
TANO, Derecho penal de la culpa. cit., p. 3 27 -
y ss: JIMENEZ DE ASUA, Tratado, T. V, 2^ ed. p.
1063; ROXIN, Taterchaft und Ta therrschaft, 2^ "
ed., 1967, p. 527 y ss.
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ciôn de un accidente de trabajo (13).
Pocas veces hay exclusividad de culpa,ya sea ésta 
del empresario, ya de los encargados. Ahora bien, 
mientras que el resultado lesivo reconducible a una 
imprudencia originaria de 1 empresario es en pocas - 
ocasiones imputable a un subordinado del mismo, ocu 
rre lo contrario cuando la conducta imprudente cau­
sante directamente del resultado es la conducta del 
encargado. Es decir, por lo general, la responsabç 
lidad de los superiores no se comunica a los depen- 
dientes y, por el contrario, la responsabilidad de - 
los encargados si suele comunicarse a aquellos de 
quienes éstos dependen. Entre las multiples difç - 
cultades y formas en que se presentan los fenômenos 
concurrencia y no concurrencia de culpas.entre supe 
riores y subordinados, entre empresarios y encarga­
dos, vamos a prestar nuestra atenciôn a tres tipos 
de problemas:
1.- Condiciones de exoneraciôn del jefe de empresa 
respecto de los accidentes imputables en primer lu­
gar al encargado.
2.- La delegaciôn total de 1 poder de direcciôn del - 
empresario. Requisitos y efectos.
3.- Sujetos concurrentes no cualificados.
4.- Sujetos concurrentes no suficientemente cualifç 
cados.
1.- Como punto de partida puede decirse qüe los re­
sultados producidos por conductas imprudentes del -
(13) S. de 22-V-1974 (director, encargado, oficial) 
supuesto tipico de concurrencia de culpas coe 
ficientes en 29-XI-1974, A. 5289 (Arquitecto 
Aparejador y encargado de obra), 9-XI-I974, A. 
4283.
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encargado en general imputables a su superior je- 
rârquico, figura ésta que a efectos simplificadores 
vamos a centrar en la del jefe de empresa.
Esta concurrencia de responsabilidades es consecuen 
cia de que el jefe de empresa no sôlo tiene un deber 
de cuidado sobre sus actos propios y directes sino 
también sobre los que, aun siendo de persona distin­
ta, pueden ser considerados como "suyos". Su deber 
de cuidado se extiende a la correcta elecciôn de -- 
las personas a las que va a delegar su poder de di- 
recciôn ((base de la "culpa in eligiendo"), as i co­
mo sobre las condiciones de ejercicio del poder de 
direcciôn conferido al encargado ("culpa in vigilan 
do"). Y ésto en virtud de que en la medida en que el 
encargado ne suele gozar de una autonomia absoluta, 
sine que su funciôn consiste precisamente en hacer - 
cuniplir las ôrdenes y orientaciones emanadas del je­
fe de empresa, reservéndose el ultime, por lo general, 
(la excepciôn es la delegaciôn absoluta del poder de 
direcciôn) la facultad de suspender o modificar la - 
ejecutoria de] encargado, aparece como dependien
te del jefe de empresa, como su instrumento,y los ac­
tos de aquél como sus propios actos (14).
Ahora bien, el principio enunciado no es en absoluto 
una presunciôn de culpabilidad del jefe de empresa, si_ 
no mds que nada un criterio de investigaciôn proce --
(14) Entre otras muchas, S.T.S. 17-IX-1974, A. 5226. 
Para estos nos remitimos a lo dicho en relaciôn 
a las condiciones u presupuestos de la de la po 
siciôn de garante del empresario respecto a ries 
gos ajenos, vid. supra, CapV!, C/, ^ 6^ , 2 .
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sal (15), presentândose muy diverses supuestos de - 
exoneraciôn del jefe de empresa respecto de acciden 
tes imputables directamente a sus encargados, asi - 
por ejemplo: Actuar doloso del encargado (16)r la - 
conducta imprudente de éste,que es abierta desobe - 
diencia de las ôrdenes del jefe de empresa, o teme-
(15) Vease la interesante sentencia de 25-V-1976, C.L. 
n. 730: El bundimiento de 1 edificio en construc- 
ciôn que cobrô varias vidas fué consecuencia de 
la defectuosa calidad del cemento fabricado por 
la empresa X, de la cual era A director general 
técnico y B jefe de fabricaciôn de la fadoria - 
elaboradora y de 1 incumplim.iento por el arquitec 
to de sus deberes relativos a la comprobaciôn - 
de la calidad de los materiales y a la direcciôn 
de la obra. Condenados B y el arquitecto, absue_l 
ve a A, superior jerârquico de B, por no apare- 
cer probado que éste hubiera tenido "participa- 
ciôn material o hubiese ejercido cualquier forma 
de induceiôn o manda to inmediato o media to sobre 
su coprocesado para la realizaciôn de la adulte- 
raciôn empresada" (Cdo. 7), a pesar de que para 
el juzgador es évidente la atribuciôn de la defj_ 
ciencia del material al Director técnico de la - 
fébrica (A) "dado lo anômalo que séria el hecho 
de que un asalariado realizase secretamente y sin 
conocimiento de la superioridad, manipulaciones 
de esta especie para embolsar suplementarias ga- 
nancias a la empresa,... determinaciôn solo adop 
table a nivel, por lo menos, de direcciôn de fé- 
brica, cuando no de direcciôn general técnica, - 
por mds que esta mera sospecha concemiente a -- 
ta 1 escalôn de mando, por vehemente que sea, no 
alcanza a revestir el grado de certeza necesario 
..." (Cdo. 5).
(16) Doloso respecto de la puesta en peligro contraria 
a las normas de cuidado, vgr.: el encargado, pa­
ra aparentar eficacia profesional, comunica al - 
jefe de empresa que la mâquina averiada ha sido 
ya reparada, siendo ésto falso, bien porque no - 
procediô a ello, bien porque lo hizo defectuosa- 
menter en consecuencia el jefe de empresa ordena 
su puesta en marcha y se produce una explosiôn.
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ridad (17) ; La imprudencia del encargado se realiza 
cuando no era exigible el efectivo deber de vigilan 
cia por el jefe de empresa (18) y particularmente,- 
en los supuestos de delegaciôn absoluta del poder - 
de direcciôn del empresario a 1 encargado, tema 
que por su complejidad merece consideraciôn detenida 
en un apartado especial.
2.- La delegaciôn total del poder de direcciôn del 
empresario en el encargado. Requisitos y efectos.
Mâs allé de la delegaciôn del poder de direcciôn que 
va implicita en toda divisiôn del trabajo directivo 
puede hablarse de delegaciôn por el empresario indi­
vidual de todo su poder de direcciôn a otra persona 
(19). El problema que esta delegaciôn plantea a efec
(17) No hay tanto como dolosa puesta en peligro, pero 
si temeridad manifiesta: Omite todo cuidado (T.S. 
17-7 1-1962, A. 666), pero ademës ha de exigirse 
que el jefe de empresa no haya advertido ta 1 im­
prudencia o que, advirtiéndola, no le haya side 
posible corregir el proceso desencadenado por el 
agente.
(18) El empresario hubo de abandonar por fuerza mayor 
el centro de trabajo dejando alli al encargado que 
ténia capacidad y experiencia necesaria para diri. 
gir el trabajo. Recuérdese que por ejemplo los ar 
quitectos y, en mener medida, los aparejadores no 
estdn obligados a una vigilancia permanente cuan­
do no se trata de trabajos especialmente peligro- 
sos, produciéndose en uno de esos momento la in - 
correcta actuaciôn de 1 encargado.
(19) Y decimos empresario individual, para distinguir 
esta delegaciôn de poderes de la que hace el era- 
presario social en el consejero delegado y el d_i 
rector general de la empresa, pues esta ûltima, 
por su necesidad natural y las condiciones léga­
les en que se lleva a cabo no puede ponerse en - 
cuestiôn, as i como tampoco sus efectos exonéran­
tes, los cuales son, por otra parte, los mismos 
y con iguales limites que los de la delegaciôn - 
realizada vélidamente por el empresario indivç - 
dua 1.
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tos pénales consiste en que en la medida en que se 
confiere el poder de direcciôn "in toturn", se traç 
lada también en esos mismos términos el deber de - 
seguridad correlativo a ta 1 poder, alterândose ra- 
dicalmente los sujetos a quienes han de imputarse 
objetivamente los resultados lesivos. Realizada - 
vélidamente esa delegaciôn, la responsabilidad cr_i 
minai por infracciôn de normas de seguridad en el 
trabajo se concentra en la persona que asume ta 1 de 
legaciôn, de terminando, en los limites que marcare- 
mos mds adelante, la exoneraciôn de 1 empresario reç 
pecto de los accidentes producidos en su empresa per 
infracciôn de normas de seguridad (20).
El Derecho comprado es considerablemente receloso - 
ante estas delegaciones totales, pues si bien pueden 
obedecer a necesidades objetivas de la propia empre­
sa (v.gr., el empresario no posee la competencia pro 
fesional y técnica necesaria para ejerçer de facto - 
su poder de direcciôn), no es menos cierto que puede 
servir también como recurso legal para que el princi. 
pal responsable de la empresa y de lo que en ella -- 
acaece, se evada de sus propias responsabilidades pe 
nales, descargândolas en exclusiva en un hombre de - 
paja, a quien "paga", ademâs de por sus servicios -- 
profesionales, por arrastrar las consecuencias que - 
derivan de un ejercicio de empresa contrario a la se 
guridad en el trabajo, pero mâs rentable econômica - 
men te (21).
(20) Estes efectos exonérantes se producen, en prin­
ciple, exclusivamente en orden a las responsabç 
lidades civiles y laborales que por ser de ca_ - 
rdcter objetivo patrimdnial no pueden imputarse 
a otra persona que al empresario, titular del pa 
trimonio empresar*al y de la relaciôn contractual 
labora1.
(21) En relaciôn con el môvil econômicc vid. supra Cop. 1,2.
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Nuestra jurisprudencia se ha ocupado solamente de 
la delegaciôn de facto, no presentando per otra - 
parte atenciôn expresa a 1 problema de la delegç - 
ciôn mâs que en contadas ocasiones, generalmente 
en trabajos de construcciôn, negando en unos casos 
toda relevancia exonérante a la delegaciôn de de­
beres que la ley impone directamente al empresario 
por su condiciôn de ta 1 (S. 5-III-76, CL 324) y -- 
aceptando, en otros, por el contrario, eficacia -- 
exonérante al "designar un delegado de 1 empresario 
y supervisor de la obra en su ejecuciôn material, - 
sobre el cual, y por ta 1 designaciôn, se desplaza - 
ban las obligaciones de vigilancia y cumplimiento - 
de las medidas que a su principal incumbîan", declç 
rando seguidamente que el empresario solamente pue­
de compartir la responsabilidad del incumplimiento 
por su delegado de las normas de cuidado" en el su­
puesto de que conociendc la ausencia de medidas de 
seguridad, por participârsele su delegado, se hubie 
ra inhibido en que las mismas quedaran cumplidas"
(TS 14-VI-76, CL 815, p. 193).
La sentencia que acabamos de transcribir encierra la 
idea esencial de la doctrina de la delegaciôn. No -- 
obstante, entendemos que es necesario ofrecer una -- 
construcciôn teôrica mds perfilada sobre las condicio 
nés y efectos de la delegaciôn, pues solamente de eç 
ta forma podrân obtenerse criterios seguros para re­
solver esta clase de problemas que, por otra p a r t e ,  
se presentan no sôlo en la construcciôn, sino e n  l a  
empresa industrial en general. Para esta t a r e a  s e  —  
muestra singularmente ûtil la doctrina y jurispruden 
cia comparada, particularmente la francesa, que des- 
taca por la amplia atenciôn prestada al tema (22).
(22) V. COEURET, Pouvoir et responsabilité en droit
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En orden a evitar que el fenômeno de la delegaciôn 
de poderes pueda constituir un expedients a través 
del cual el empresario pueda eludir, en fraude de los 
principios fundamentales de la responsabilidad penal, 
aquella en que pueda incurrir por su conducta mate - 
riaImente contraria al deber de seguridad en el tra­
bajo, impuesto por el Ordenamiento juridico por su - 
condiciôn de empresario, la validez de la delegaciôn 
debe condicionarse a diverses presupuestos (a/j y re 
quisitos relativos al objeto (b/) , a la forma (d/j - 
de la delegaciôn y a los sujetos (c/j, en quienes se 
delega, estableciendo también los supuestos especia- 
les en que deben ser negados los efectos exonérantes 
(e/j (23), requisitos todos estos que sirven iguaJL - 
mente también a proporcionar a los delegados y encar 
gados de la empresa la necesaria seguridad juridica.
a/ Ija delegaciôn de poderes tiene que venir justifi­
cada objetivamente, bien por la no cua1ificaciôn pro 
fesional del empresario, bien por el hecho de que la 
empresa supere una cierta dimensiôn, alcanzando una 
complejidad en sus estructuras que haga imposible o 
dificulte que el empresario pueda realizar sobre to­
da o parte de ella inclusive una mera funciôn de di­
recciôn y vigilancia general. En este sentido la de­
legaciôn de poderes encuentra su marco propio en la 
empresa de estructura horizontal que agrupa estable-
pénal social, en "Droit Social" 1975, p.396, ss; 
BOUBLI, La déléqatiôn de pouvoirs depuis la loi 
du 6-XII-1976; en "Droit Social" 1977, p.82 ss.: 
SECCI, La ripartizioni délia responsabilité péna­
le per qli infortuni sul lavoro ed il problema de 
la exiqibilita del controllo, en "RIDPP" 1977, p. 
1165 ss.
(23) Vid, BOUBLT, La deleqatiôn de pouvoirs ..,cit., 
p. 84-85.
cimientos ubicados geogréficamente en lugares dife 
rentes (24),
b/ La delegaciôn de poderes no puede ser una transfç 
rencia de la propia responsabilidad penal. Objeto de 
la delegaciôn puede ser solamente el poder de direc­
ciôn empresarial al que aquella viene conectada. Se 
exige que sea conferida una autoridad compléta, lo - 
cual se constata cuando el delegado goza de indepen- 
dencia en su gestiôn, particularmente en lo que res­
pecta a la asignaciôn de recursos financières que la 
seguridad en el trabajo pueda requirir (25) y del po 
der disciplinario necesario para sancionar las infrac 
ciones a la normativa de seguridad por los directç - 
vos a él subordinados y por los trabajadores, para el 
"hacer cumplir" las normas de seguridad a les de él 
dependientes (26). La necesaria efectividad de la de­
legaciôn requiere que ésta tenga un minime de estabi- 
lidad y de duraciôn (27).
c/ En cuanto a los sujetos,se exige que el delegado - 
sea investido directamente por el empresario. Por 
otra parte, la persona en quien se delega ha de reu - 
nir las condiciones de competencia técnica y dotes -- 
personales necesarios para ejercer la direcciôn de la 
empresa y cumplir y hacer cumplir las normas de segu­
ridad (28) .
d/ Con respecto a los requisitos forma les de la dele­
gaciôn debe tenerse en cuenta que son de interés pre-
(24) Vid. COEURET, ob. cit., p. 407; SECCI, ob.cit., 
p. 1165 y 1169
(25) SECCI, La ripartizioni délia responsabilité,cit.
p. 1168.
(26) Cfr. COEURET, Pouvoir et responsabilité, cit., p. 
408. Vid. SECCI, La ripartizioni délia responsabi 
1 i ta, cit., p. 1167
(27) COEURET, ob. cit., p. 407
(28) Cfr. SECCT, ob.cit., p.1)66; COEURET, cb.cit. -
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cisamente para determinar los niveles exoneratorios 
hacia arriba y no a la inversa. Es decir, para de­
terminar la responsabilidad de un directivo o encar 
gado bastaré constatar que éste ha asumido volunta- 
riamente las funciones directivas transferidas por 
el jefe de empresa, pero para determinar las condi­
ciones de no exigibilidad de responsabilidad a este 
ultimo por los hechos de los directivos si que es - 
necesario el que la delegaciôn a éstos haya revestç 
do cierta formalidad. Hemos de distinguir aqui los 
supuestos de agentes a quienes se hace delegaciôn - 
general del poder de direcciôn cuando éstos ejercen 
ya funciones directivas, de aquellos otros cuya au­
toridad nace de una investidura ex novo de icho po 
der (29). En el primer caso no se requiere una espe 
cial formalidad, pues el ejercicio de funciones de 
autoridad se acompaha necesarlamente de una delega­
ciôn de poderes. El ejercicio de las funciones de - 
director c gerente implica manifiesta delegaciôn del 
poder de direcciôn, careciendo de razôn de ser otros 
requisitos formules particulares. Bien distinto es 
por el contrario, cuando el delegado no disponia con 
anterioridad de funciones de alta direcciôn. Es aquî 
donde se centra el problema fundamental de la delegç 
ciôn y donde se exigen mayores requisitos para cali- 
ficar la validez exonérante de la misma. la delega­
ciôn debe ser aceptada expresamente y debe tener ca- 
récter pûblico respecto de la generalidad de los 
miembros de la empresa, y esa aceptaciôn exige plena 
conciencia de su transcendencia en orden a  l a s  r e s  -
p. 408; BOUBLI, ob.cit., p. 85
(29) Vid. en BOUBLI, La délégation de pouvoirs, cit. 
p . 87 — 88.
389
ponsabilidades que lleva consigo (30). El mero ejer 
cicio de hecho de la funciôn de direcciôn general - 
de direcciôn no basta para aseverar la controverti- 
da delegaciôn, pues no gozan ya por su contrato de 
las prerrogativas necesarias para aaumir el deber 
de seguridad. En Alemania se exige que la transmis! 
6n de poderes se realice por escrito (31). Parece - 
no obstante que la generalizaciôn de ta 1 exigencia 
séria no solamente excesiva, sino que tampoco servj^ 
ria para garantizar adecuadamente la libre acepta - 
ciôn por el encargado. Es precisamente en la asun - 
ciôn del deber de seguridad por este tipo de suje - 
tes "secundarios" en la organizaciôn jerérquica de 
la empresa, donde es m^s necesario prestar atenciôn 
al principle general de que le definitive para la - 
configuraci6n de la posiciôn de garante, derivada de 
otro, ne es el contra te mismo y sus términos, sino, 
y fundamentaImente, la asunciôn de facte de ta 1 de­
ber y las condicienes de contenido y de carécter -- 
temporal de ta 1 aceptaciôn (32).
e/ La delegaciôn que cumple les requisites anterie- 
res tiene como efectos, por una parte, la cencen -- 
traciôn de la hipotética responsabilidad penal en la 
persona del delegado, y per otra, la exoneraciôn del 
empresarie del cumplimiento de les deberes de direc­
ciôn cuidadosa y vigilancia sobre las condicienes de 
seguridad en que el trabajo se presta en la empresa.
(30) En ocasienes, la jurisprudencia francesa ha ex^ 
gido que el empresarie haya hecho constar al de 
legado el que entre las responsabilidaâes que -, 
asume se encuentran las responsabilidades péna­
les, vid. COEURET, ob.cit., p.408.
(31) Cfr. POZDUM, Haftung und stra frecht 1 iche Verant- 
wortlichkeit für unfalle im Detrieb, 8 3d., Ber­
lin 1975, p. 38.
(32) Cfr. JESCHECK, Lehrbuch, 3^ éd., p.506, n. 42.
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Ahora bien, si puede decirse que quien asume la de^  
legaciôn se hace responsable s in duda alguna de las 
infracciones de las normas de cuidado generadoras - 
de resultados lesivos, aunque no sean cometidas por 
él, sino que materiaImente lo sean por personas a - 
las que debe dirigir, vigilar y controlar, no pueden 
afirmarse con tanta rotundidad los efectos exoneran 
tes de la responsabilidad del empresarie delegante.
De lo que la delegaciôn libera al empresario no es 
de su responsabilidad penal por resultados impruden 
tes en la empresa, sino exclusivamente de las res - 
ponsabilidades que pueden surgir de 1 ejercicio por 
el otro de las funciones delegadas. La delegaciôn - 
no supone exculpaciôn o justificaciôn del empres^ - 
rio, sino solamente exclusiôn del fundamento de la 
imputaciôn, es decir, de la atribucion de 1 deber de 
seguridad. Y aun asi, ha de tenerse en eu an ta que, - 
como dice STREE (33), el empresarie estd obligado a 
cuidar de que los poderes y corrélatives deberes -- 
transmitidos se cumplan realmente, incurriendo en - 
responsabilidad por omisiôn cuando no interviens a 
pesar de tener cociencia del incumplimiento de su - 
delegado. Esto es consecuencia cbligada del hecho de 
que la competencia profesional y técnica del delega 
do sea un presupuesto de la delegaciôn. Cuando ese 
presupuesto no se ha dado desde un principio o por 
las causas que sean desaparece mâs tarde, el empre­
sario queda vinculado de nuevo al deber de segur^ - 
dad y a las responsabilidades que de su incumplimien 
to dimanan.
(33) SCHONKE/SCHRDEPER/STREE, SEGB Komm, 18 éd., not 
marg. 31 al par. 13.
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Tampoco podrâ afirmarse la exoneraciôn del empres^ 
rio delegante cuando la imprudente creaciôn del pe 
ligro es obra del mismo empresario, ni tampoco cuari 
do el resultado lesivo résulta de defectos de segu­
ridad estructurales de la empresa previos a la dele 
gaciôn, pues su correcciôn puede superar las posib^ 
lidades funcionales del delegado (34).
El primer supuesto puede considerarse como "suspen- 
siôn" de los efectos de la delegaciôn. En los del - 
ûltimo pârrafo, la delegaciôn es, o irrelevante, al 
no ser afectada ésta por el concreto actuar impruden 
te del empresario, o inexistante, por estar viciada 
en su constituciôn (35).
3.- Sujetos concurrentes no cualificados por el de­
ber de seguridad
En la causaciôn material de accidentes laborales en 
los que uno o varies trabajadores pierden la vida o 
sufren lesiones pueden intervenir personas que por 
su carencia de poderes de direcciôn y organizaciôn 
del trabajo no son sujetos de imputaciôn del deber 
de seguridad. Este es el caso de los simples traba­
jadores cuya conducta es, bien la ûnica que actûa - 
causalmente en la producciôn del accidente de sus - 
compafleros de trabajo, o bien es cocausal del mismo 
en un proceso en el que intervienen, por encima de 
ellos, uno o varies sujetos calificados por el deber 
de seguridad.
La puniciôn de estos sujetos no cualificados (en —  
adelante, simplemente "trabajadores"), autores mate
(34) Vid. COEURET, ob.cit., p.408
(35) Vid. sobre ésto BOUBLI, La délégation de pouvoirs, 
cit., p. 91.
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riales de la lesiôn de bienes jurldicos de sus igua 
les, plantea dos tipos de répares ya en una primaria 
consideraciôn del problème, hasta el punto de que,ce 
mo se verâ ahora, su no responsabilidad penal llega 
a aparecer como principio genérico, habida cuenta que 
en unos casos esa autorîa material no puede considérât^ 
se que sea autoria tipica, y, en otros, porque se es­
tima alguna causa de exclusiôn de la culpabilidad.
Los supuestos de causaciôn exclusiva de accidentes - 
por trabajadores no cualificados por el especifico - 
deber de seguridad no son en absolute infrecuentes ;
- El oficial gruista no respeta el angulo de movimien 
to del brazo de la grûa que, dadas las circunstancias 
de organizaciôn y la posiciôn de los puestos de traba 
jo de los demés trabajadores, es el ûnico o de mës -- 
grados que permite el empleo de dicha mâquina s in po- 
ner en peligro a los que en ese âmbito prestan su tr£ 
bajo. La carga elevada por la grûa se desploma y cau­
sa la muerte de un trabajador.
Si en el caso anterior se aprecia una cierta separ£ - 
ciôn funcional y de cuidado entre el agente y sus vie 
timas, en otros casos se encuentran ambos en igualdad 
de posiciones materiales:
- Los cuatro intégrantes de la cuadrilla cargan una - 
estructura metâlica de altura y peso superior a la —  
que la pala transportadora puede soportar. Al proce - 
der a su descarga en el almacén, el operador de la pa 
la hace descender ésta, pero el vehiculo bascula por 
el exceso de carga y la estructura metâlica cae goj. - 
peando a uno de los compafleros de operador.
- Una mâquina de motor eléctrico estâ siendo reparada 
por un obrero. Un compaflero de éste queda encargado
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de procéder al corte de corriente para asegurar que 
cuando el otro esté en contacto con la mâquina no - 
pueda sufrir una descarga eléctrica y, a la vez, pa 
ra abrir el paso de la misma cuando éste requiera - 
comprobar el buen funcionamiento. Tras varias ope- 
raciones de corte y apertura de corriente, el encar 
gado de ello deja de prestar atenciôn a las indica- 
ciones del compaflero y da paso al fluîdo eléctrico 
cuando éste sigue manipulando el motor, a consecuen 
cia de lo cual sufre la descarga y muere.
Lo que caracteriza a los supuestos descritos es el 
que el agente y la vîctima estén situados material 
y formalmente en un piano de igualdad y no hay depen 
dencia de uno respecto del otro ni de carâcter orga 
nizativo, directivo ni de conocimientos técnicos. -- 
Agentes y victimes son simples trabajadores. La con 
diciôn de hipotética victima les afecta en principio 
a todos por igual. Cada uno de ellos estâ obligado 
a un deber de cuidado comùn o genérico, y no al cu i ­
dado especifico del deber de seguridad en el trabajo.
En los très casos planteadcs, hay una manifiesta re- 
laciôn de causalidad material y una cierta impruden- 
cia y, a primera vista, habria que exigir responsabi 
lidad criminal, aunque fuera por simple falta. S in - 
embargo, cuando los tribunales califican supuestos - 
de este tipo y, mâs particularmente, cuando en la -- 
causaciôn de accidente han participado no sôlo simples 
trabajadores, sino también otras personas cualifica- 
das por el deber de seguridad, se pone de manifiesto 
que no se condena a los primero y si, por el contra­
rio, a los especialmente cualificados. La no exigen­
cia de responsabilidad criminal a los que hemos denq
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minado simples trabajadores no viene justificada ex- 
presamente en las sentencias (36).
Esta forma de procéder por los tribunales en la se - 
lecciôn de las conductas relevantes obedece a una -- 
suerte de politica criminal intuitiva, pero en nues- 
tra opiniôn, la no responsabilidad penal puede funda 
mentarse adecuadamente con criterios dogmâticos. Lo 
que ocurre en estos casos es que, bien conjunta, bien 
a 1ternativamente, concurren circunstancias que afec­
ta n por distintas razones a la relevancia jurîdico - 
penal de las conductas en cuestiôn:
- Los agentes no estân situados en posiciones de ga­
rante propias de los titulares de 1 poder de direcciôn 
del trabajo, es decir, no son sujetos a los que el or 
denaraiento imputa el especifco deber de seguridad 
(36 bis), lo cual, por una parte, en los casos de con 
ductas omisivas, cierra ya la via de responsabilidad 
criminal y, por otra, en los casos de acciôn, limita 
la clase de medidas de cuidado a él exigidas a aque - 
lias que son propias de un deber de cuidado meramente 
comûn, asi como débilita el grado de exigencia de 
cumplimiento de las normas de cuidado, fenômeno que, 
a su vez, aminora la reprochabilidad subjetiva de la 
conducta.
(36) V. la interesante S. 31-V-76, CL757, en cuyo 
supuesto concurren en la producciôn del resuj. 
tado el encargado, un directivo, simples tra­
bajadores y, entre ellos, la propia victima.
(36bis) Recuerdese que, como se ha visto arriba, p.
el trabajador no es sujeto de imputaciôn de - 
los deberes genéricos y especificos de seguri 
dad e higiene en el trabajo establecidos en - 
el cuerpo normativo fundamental que es la OSH 
A este respecto, el ya citado anâlisis de la 
posiciôn del trabajador como deudor de segur^ 
dad esencla Imente distinta de la del empresa­
rio, realizado por FEREZ ESPINOSA es sumamen- 
te aclarador, en I3s infracciones laborales.
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- Se trata también en otros casos de supuestos de 
imprudencia profesional, es decir, de conductas des- 
cuidadas del agente, condicionadas por la monotonia 
del trabajo, por el automatismo, por el habituamien- 
to al peligro y desprecio del mismo, etc. (37), en - 
base a lo cual se estima que en el trabajo o fase -- 
del mismo calificable de propenso al riesgo no es -- 
exigible el grado de diligencia ta 1 que permita ej^  - 
cluir imprudencias como las que se presentan por esas 
razones. En definitive, no se puede hablar de infrac- 
ciôn de 1 cuidado "debido", y, por lo tanto, de impru­
dencia criminal.
En consecuencia, podria aceptarse como criterio gene­
ral el de la no punibilidad de las conductas de los - 
simples trabajadores, que producen resultados lesivos 
en sus compafleros de trabajo, siempre y cuando la con 
duc ta descuidada no supere el "grado de imprudencia" 
que es propio de la naturaleza de trabajo en cuestiôn, 
en virtud de que taies conductas descuidadas no supo- 
nen infracciôn del cuidado debido por los simples tra­
bajadores en ese émbito de la relaciôn y, por esa r_a - 
zôn, no realizan el tipo de injusto del delito impru - 
dente.
Pero incluso donde la imprudencia del agente supera - 
el grado de "imprudencia" asumido objetivaroente, es - 
decir en los supuestos de imprudencia que es mâs que 
estrictamente laboral, podrlan estimarse causas de -- 
no exigibilidad de otra conducta (38) que excluyan —
Madrid, 1977, p.194-199
(37) Vid. supra p.
(38) la no punibilidad de las lesiones causadas por - 
la imprudencia laboral a que nos hemos referido
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la culpabilidad (39) .
se reconduce también a una causa de no exigibili­
dad de otra conducta pero de caracter objetivo, 
que excluya ya la antijuricidad de la misma. En - 
la medida en que la "no exigibilidad" se refiera 
no a circunstancias objetivas sino a condiciones 
personales del sujeto, nos encontraremos solamen­
te ante una exclusicôn de la culpabilidad de una 
conducta que es ya contraria al deber objetivo de 
cuidado y, por tanto, tipicamente antijuridica. - 
Acerca de la doble funciôn de la no exigibilidad 
ver SCHON K E/SCHRODER/CRAMER, StGB Komm, nota 202 
al par. 15 n. 126, previas al par.32.,; JESCHECK, 
Lehrbuch, 3 éd., p.484.
Con relaciôn a las réservas en nuestra doctrina 
acerca de la no exigibilidad interesa precisar que 
con los delitos culposos la problemâtica que plan 
tea es sustanciaImente distinta a la de los dolo- 
sos. En éstos se trata de una causa de exclusiôn 
de la culpabilidad que no puede ser aceptada mâs 
que como causa "legal", rechazândose las "supra - 
légales"; s in embargo, en los delitos culposos la 
superaciôn del catâlogo de las causas légales no 
debe ser rechazada, pues no se trata aqui de cau­
sas supra légales de exclusiôn de la culpabilidad 
sino de delimitaciôn de la diligencia exigible -- 
(Cfr. JESCHECK, cit.., p. 409). Las réservas que 
algunos autores patries muestran ante la no exigj^ 
bilidad no son de recibo, pues no llegan a distin 
guir la especial configuraciôn de 1 probleroa en los 
delitos imprudentes (vid. JESCHECK. P.409 y 484) , 
16gico colorario de su concepciôn de la culpa como 
mera forma de culpabilidad; asi SAINZ CANTERO, La 
exigibilidad de conducta adecuada a la norma en - 
Derecho penal, Granada 1965, particularmente p. - 
55 y ss.
(39) La institueiôn de la suspensiôn de la sentencia, 
si es incorporada al nuevo côdigo, séria singular 
mente ûtil en estos casos en los que, prescindiendo 
del principio de retribuciôn y en orden a un Der^ 
cho penal de la resocializaciôn, se consider# que 
para el delincuente no es necesaria ya la misma - 
sentencia penal.
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4/ Concurrencia de sujetos insuficienteiriente cualifi­
cados
Queremos referirnos aqui a los problemas de la respon­
sabilidad de aquellas personas que ejercen las funcio­
nes directives del mas bajo nivel, como capatace, simples 
oficiales, etc., y que concurren activa u omisivamente 
en un proceso causal de riesgo, determinado también por 
el incumplimiento de normas y principles de seguridad - 
por parte de sus superiores jerârquicos.
W  contribucion que estas personas prestan a la produc­
ciôn del resultado lesivo es, en principio, base sufj^ - 
d e n t e  para hacerlos responder criminalmente por el daflo 
causado, ya que estân obligados al cumplimiento de las 
normas de seguridad por el hecho de ejercer funciones -- 
directas. Sin embargo, consideram.os que determinadas cir 
cunstancias pueden fundamentar la exclusiôn de dicha re£ 
ponsab i1idad.
Pensâmes en supuestos como aquellos en los que el encar­
gado ejerce su modesta funciôn directiva en el marco de 
unas condicienes générales de seguridad inadecuadas, cu­
ya modificaciôn en sentido positive es susceptible de ser 
realizada solamente por superiores jerârquicos del mismo, 
los cuales las rnantienen en ese estado incurapliendo sus 
deberes especificos de seguridad, o como aquellos otros 
en los que el incumplimiento de las medidas de seguridad 
por el encargado es consecuencia necesaria de las in^ -- 
trucciones u ôrdenes contrarias a la seguridad emanadas 
de sus superiores.
En la jurisprudencia encontramos supuestos de este tipo:
- Un encargado ordenô en cumplimiento de sus obligacio - 
nés la limpieza del local de trabajo en el cual existia
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un hueco para el montacargas desprovisto de las precep- 
tivas barandèllas protectoras. Caminando hacia atrâs —  
uno de los obreros, cayô por el mencionado hueco. Conde 
nado el encargado en primera instancia, es absuelto en 
causaciôn, entendiendo el T.S. que la falta de medidas 
de seguridad en el hueco del montacargas no puede ser 
imputable el "simple encargado de trabajo" que no tiene 
funciones de direcciôn y responsabilidad en la organize 
ciôn y marcha de 1 negocio industrial, sino a quien por 
disponer de éstas estaba obligado a dotar al montacar­
gas de las instalaciones protectoras (24-XI-1964, Ar. - 
4905), sin que tenga relevancia para el T.S. el hecho - 
de que el encargado pudiera conocer la existencia de -- 
esa fuente de peligro.
- El constructor ordenô subir la pesada carga de tejas 
a la cubierta del edificio en contrucciôn cuyas cerchas 
no habian podido tener tiempo todavia de fraguar. El en 
cargado, en cumplimiento de la orden, dirige la oper^ - 
ciôn a pesar de que podria haber previsto la posibilidad 
de hundimientc. Hasta este momento, -dice el T.S.- la - 
intervenciôn del constructor, por su mayor jerarquîa, - 
desplaza la de su encargado, pues éste se limité a cum- 
plir una orden de quien disponla y sabla mâs que él 
(24-VI-75, ar. 2929).
- El encargado de la obra se limité a sumarse al total 
ambiente de abandono y descuido por parte de todos y e^ 
pecialmente de los técnicos (arquitecto, aparejador) -- 
(21-V-73, A., 2413). El T.S. sin embargo condena también 
al encargado. Por supuesto éste incumpliô deberes de -- 
cuidado, pero, si todos los elementos de la obra se en- 
contraban en condiciones de falta de seguridad por de- 
sidia de sus superiores, y el accidente se produjo como 
expresiôn de esa generalizada falta de cuidado , no pa-
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rece razonable pensar que el encargado hubiera podido 
por si solo alterar la situaciôn o forzar a sus supe - 
riores al cumplimiento de sus obligaciones. Precisamen 
te lo que el T.S. reprocha al encargado es el no haber 
dado cuenta a sus superiores. Pero,Âtiene sentido exi­
gir, y riâs penalmente, responsabilidades al encargado, 
por no haber puesto en conocimiento de sus superiores 
una situaciôn de peligro, respecto de la cual sabia -- 
que éstos eran de todo punto indiferentes?, se piensa 
que el encargado deberia haber renunciado al trabajo o 
denunciado la situaciôn?. Se trata de supuestos simila 
res al famoso " Lainenfangerfa 11" .
las modalidades y grado de la imprudencia en que el en 
cargado inferior puede incurrir pueden ser muy diver - 
SOS y justificar también en muchos casos su puniciôn, 
como ocurre, per ejemplo, en la sentencia de 24-VI-75 
citada, en la que otras faltas de cuidado distintas a 
la arriba reseflada llevan riiâs adelante a condenar al 
encargado.
Pero lo que tra tamos de poner de relieve en estos su - 
puestos a los que nos hemos referido es que, en ocasio 
nés, el encargado es en su imprudencia mero instrumente 
de una politica empresarial contraria a la seguridad en 
el trabajo, y cuando asi ocurre y se constata una débil 
autonomie del encargado o un insuficiente poder organi- 
zativo y résolutive sobre las condiciones de trabajo, o 
de dotes personales que le puedan permitir sobreponerse 
a la situaciôn de profunda dependencia que implican de­
terminadas relaciones de trabajo, el juzgador debe re - 
currir a exonerar al sujeto -considerado por las cir —  
cunstancias mencionadas como "no suficiente cualifica- 
do"- de la responsabilidad criminal, en base a criterios
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similares a los indicados para los "simples trabajado­
res- en el apartado anterior.
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CAPITULO X
ACCIDENTES DE TRABAJO Y PROBLEMAS DE CULPABILIDAD EN EL 
DELITO IMPRUDENTE
En la concepciôn que, rechazando la concepciôn de la cu_l 
pa como mera forma de la culpabilidad, la configura como 
un tipo especial de conducta punible, es decir, en la -- 
concepciôn de 1 "delito imprudente", la culpabilidad del 
autor de la acciôn tipica y antijuridica se fundamenta - 
en el hecho de que, atendidas sus facultades personales, 
su experiencia, conocimientos, etc., el autor se encon - 
traba en el momento del hecho en condiciones de prever - 
el resultado tipico y el proceso causal en sus lineas -- 
générales, asi como de reconocer el contenido del deber 
objetivo de cuidado que le venia exigido, pudiendo efec- 
tivamente adecuar su conducta al mismo H ) .
Por lo general, el empresario o encargado objetivamente 
imputable reûne las facultades subjetivas comunes al 
circulo de personas que realizan esas actiyidades, es de 
cir, la prévisibi1idad y la cogncscibi1idad objetiva y - 
subjetiva suelen coincidir. Por otra parte, ha de tener­
se en cuenta que la valoraciôn que el juez hace de las - 
facultades subjetivas del agente se resuelve necesari^ - 
mente en base a la valoraciôn de aspectos objetivcs (2), 
v.gr., el tiempo que lleva ejerciendo la profesiôn, titu 
laciôn, rango jerârquico, etc. No llama la atenciôn, por 
ello, que el Tribunal Supremo, ni antes de iniciar el pro 
ceso de reconocimiento de la dualidad de pianos de valo­
raciôn propia de los delitos imprudentes, ni en las sen­
ti) Cfr. JESCHECK, Lehrbuch, 3^ ed . p.481 y 483; WESSELS 
Stra frecht, A.T., 1976, p.127.
(2) Cfr. JESCHECK, Lehrbuch, p.483 y nota 12, con referen 
cils bibliogrâ f icas .
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tencias gosteriores que mâs claramente recogen esta con 
cepciôn, prescinda casi siempre de procéder a la compro 
baciôn concreta de las aptitudes y facultades persona - 
les de los encausados (3) .
Dentro de los probbmas que se presentan en el piano es- 
tricto de la culpabilidad de la imprudencia, queremos - 
hacer referencia aqui, aunque s61o sea brevemente, a aj. 
gunos que cobran relevancia en los supuestos de acciden 
tes de trabajo: hipôtesis de dolo eventual, criterios de 
calificaciôn como imprudencia simple o temeraria, cir - 
cunstancias que implican mayor grado de culpabilidad.
A/ DOLO EVENTUAL EN ACCIDENTES DE TRABAJO
En un no reducido grupo de conductas a las que son obje 
tivamente imputables la producciôn de accidentes de tr^ 
bajo se plantea el problema de su calificaciôn como con 
ductas imprudentes c como doloso even tua les (4) .
(3) Asi en la S.30-VT-1976, CL 925, se constata que, ade 
mâs de la previsibilidad objetiva del peligro y la - 
cognoscibilidad objetiva de las m.edidajs de seguridad 
requeridas en el caso, ten ia conocimientos prâcticos 
suficientes para detectar el peligro y que pudo adqp 
tar la medida de seguridad. Por otra parte, hay una 
tendencia jurisprudencia1 a reducir la cognoscibili­
dad y previsibilidad en riesgos profesionales, propia, 
en principio, de los peritos en la materia, a cognos­
cibilidad y previsibilidad para "cuaIquiera", en otras 
palabras, a calificar normas de experiencia técnica - 
como "mâximas de experiencia comûn y asequible a cual- 
esquiera persona". Asi, p.ej., en relaciôn al uso y 
raanipulaciôn de corriente eléctrica; v. en este sent_i 
do, S.16-IV-74, Ar. 1846.
(4) Sobre el dolo evential vid. JIMENEZ DE ASUA, Tratado, 
V, 3® éd., p.57 5 y ss.; GIMBERNAT ORDEIG, Acerca del 
dolo eventual, en "Estudios de Derecho penal", Madrid 
1976, p.123 ss.; ademâs de la bibliografia citada por 
este ûltimo (particularmente los trabajos de Schmidhâu 
ser, Stratenweth y Roxin) vid. GROSSMANN, Die Grezen 
vom Vorsatz und Fahrlâssigkeit, 1924; JAKOBS, Studien 
zum Fahrlâssiqen Erfolqsdelikt, Berlin 1972, p.104 y
4 0%
Para encuadrar lo que sigue hemos de precisar, sumândo 
nos a GIMBERNAT(5) que entendemos que se debe dar aco- 
gida entre nosotros al dolo eventual como forma de do­
lo, rechazando su absorciôn por la imprudencia temera­
ria y, por otra parte, que nos decidimos por la llama- 
da teoria de la probabilidad para determinar la de con 
figuraciôn conceptual del dolo eventual y su distinciôn 
de la culpa consciente.
No desconocemos que un sector de la doctrina y la juri_s 
prudencia en su conjunto, rechazan al dolo eventual como 
auténtico dolo salvo en muy contadas excepciones, las - 
cuales se cuenta, bien en el âmbito de delitos que admi^ 
ten solamente la comisiôn dolosa (6), bien en relaciôn 
con los delitos cualificados por el resultado, en donde 
la jurisprudencia confunde la ratio legis de los mismos 
con una presunciôn iuris et de iure de dolo eventual (7) 
No obstante, el T.S. hace referencias al dolo eventual - 
fuera de los dos supuestos mencionados con indicaciones
s s .; HONIG, Zur qesetzliche Regelung des bedingten 
Vorsatzes, en "GA" 1973, p. 257 y ss.*; PHILIPS, Dolus 
eventualis als problem, der Entscheidung unter Risiko; 
en "ZstW" 85, p.27 ss.; JAKOBS, Vermeidbares Verhalten 
und Strafrechtsystem, en "Festschr. fUr Welzel", Ber 
lin 1972, p. 307 ss.
(5) Vid. Acerca del dolo eventual, cit., passim.
(6) Como el de la omisiôn de socorro, al menos en opi­
niôn del T.S., ver p.ej., S-2-XII-1967, comentada - 
por GIMBERNAT en lugar citado.
(7) Criticado por GIMBERNAT, ob. cit., p. 150, n. 87. En 
tre quienes aceptan dicha construcciôn, vid. QUTNTA- 
NO, Tratado, I, 1, p.744, y ûltimamente también el - 
T.S., S. 15-XII-1977, Ar. 4898.
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de que la conducta que califica en la sentencia como 
imprudencia temeraria es "rayana" o "linda" en el do­
lo eventual" (8), y con lo cual parece ccmo si no tu- 
viera inconvénients en reconocer genéricamente a la - 
idea de dolo eventual como algo mâs que la imprudencia 
temeraria, es decir, como auténtico dolo, ahora bien, 
solamente, siempre y cuando no se vea en la obligaciôn 
de calificar efectivamente la conducta ccmo dolo even- 
tua 1.
A pesar de este rechazo, nos detenemos aqui sin embargo 
y aunque sea brevemente, porque con independencia de -- 
una hipotética modificaciôn de la posiciôn de 1 Tribunal 
Supremo, la cuestiôn planteada sugiere diversas conside 
raciones de relevancia politico criminal en el âmbito de 
la protecciôn penal de la seguridad en el trabajo, que 
se refieren particularmente a proporcionar una base para 
mejor valoraciôn de la gravedad de las conductas determ.j. 
nantes de accidentes de trabajo y, asi mismo, para e^ - 
tructurar el tipo subjetivo del delito de peligro cuya 
creaciôn se propone mâs adelante.
El accidente de trabajo con resultados lesivos para las 
personas, objetivamente prévisible y evitable por el -- 
agente puede haber sido efectivamente previsto, o no, - 
por éste. En el ûltimo caso nos encontramos ante la cuj. 
pa inconsciente o sin previsiôn, y en el primero, ante 
la culpa consciente. En los supuestos en que el sujeto 
ha previsto efectivamente la posibilidad de producciôn 
del resultado se plantea el problema de la estimaciôn - 
del dolo eventual.
8) Asî S. 10-III-1969, Ar. 1434; Dolo incipiente y —  
eventual"; S.1 9 - 1 - 7 2 rayana en la eventualidad do 
losa"; S. 16-IV-74, A r .1846 :"Colindante con el dolo 
eventual".
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Puede decirse que la conciencia efectiva del riesgo se 
da con suma frecuencia en los accidentes de trabajo, - 
pues no en vano la peligrosidad es una de las notas mâs 
caracteristicas del trabajo en la industria, construc­
ciôn, etc., fenômeno éste que constituye la base de —  
origen y desarrollo del amplio sector normativo y téc- 
nico de la seguridad en el trabajo.
Entre los casos de. conciencia del riesgo de producciôn 
del resultado lesivo pueden distinguirse varios grupos 
de supuestos:
- El empresario es consciente del riesgo que représenta 
una determinada mâquina u operaciôn laboral. Para neu- 
tralizar ese riesgo las normas de seguridad relativas a 
la seguridad de que se trate, exigen la adopciôn de deter 
minadas medidas, las cuales no excluyen de modo absolu­
te la posibilidad de que el resultado lesivo se produzca. 
Adoptadas todas las medidas de seguridad pertinentes el 
empresario mantene su decisiôn de procéder a la apertura 
del local de trabajo o al inicio de la operaciôn laboral 
en cuestiôn, a pesar de que sabe que con "toda seguridad 
se producirâ algûn resultado lesivo como consecuencia - 
de ese "resto de riesgo" que no logran eliminar las me­
didas de seguridad, pudiendo decirse pues que acepta la 
producciôn de 1 resultado, que su conducta es dolosa, de 
segundo grado o, al menos eventual (9).
Sin embargo ha de decirse que no hay responsabilidad en 
esos supuestos, no solamente por que se mueve el agente 
en el riesgo permitido, en el cumplimiento del deber —  
objetivo de cuidado, sino porque ademâs esté ausente en 
él toda voluntad de realizaciôn de 1 tipo de homicidio.
9) El empresario se ha dicho: "Se produzca o no el re 
sultado, ya actûa". La consecuencia de aplicar la 
formula de FRANK, séria afirmar el carâcter doloso 
eventual de la conducta; vid. REHBERG, Zur lehre vom 
Erlaubten Risiko, Zurich 1962, p.92.
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pues ha puesto de su parte todo lo que el ordenamiento 
le exigîa realizar para evitar la realizaciôn del re­
sultado.
- Consciente del riesgo grave que implica la actividad 
laboral emprendida, y conociendo las medidas de seguri 
dad cuya prescrita aplicaciôn evitaria la producciôn - 
de 1 resultado, por las razones que sean, prescinde no 
obstante de ellas.
Dentro de estos supuestos en que hay infracciôn de con 
cretas normas de seguridad -del deber objetivo de cui­
dado- cabe distinguir diferentes hipôtesis, que habrân 
de formularse en forma distinta segûn se pretenda apl^ 
car la teoria de la probabilidad o del consentimiento.
En el primer caso habria de comprobarse si el agente, 
considerando la situaciôn de riesgo ante la que se en- 
cuentra, se représenté la producciôn del resultado como 
segura (peligro inminente y gravisimo), o como altamen- 
te probable, o menamente posible.
En el primero y segundo supuesto la teoria de la proba­
bilidad conduciria a la calificaciôn de dolo eventual, 
y en el tercero de imprudencia (consciente, que no pre- 
juzga la temeridad o simple negligencia).
Para una aplicaciôn de la teoria del consentimiento el 
procedimiento habria de ser el de comprobar si el agen­
te acepta el resultado que puede producirse, aunque no 
lo desee, o bien si espera, por alguna razôn,(v.gr., -- 
porque confia en la suerte o en la habilidad de sus tr^ 
bajadores, o en que "siempre se hace asi y nunca pasa - 
nada") que el resultado no se ha de producir. Si se prue 
ba que el agente de haber sabido que el resultado se iba 
a producir efectivamente se hubiera abstenido de ordenar 
el trabajo c hubiera ordenado la aplicaciôn de las medi­
das de seguridad, deberâ ser rechazada la calificaciôn -
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de dolo eventual. Ahora bien, si en estos supuestos se 
confronta al agente directamente con el resultado, no 
cabe duda que serâ difîcil que el agente quiera deci - 
dirse por el mismo. En cualquier caso es ademâs imposi^ 
ble de comprobar ésto, pues lo real en el momento de - 
la decisiôn no era el resultado, sino solamente el 
riesgo (10).
En los resultandos de numerosas sentencias pénales re­
lativas a accidentes de trabajo se ponen de manifiesto 
conductas empresarbles que suponen una évidente decisiôn 
por el riesgo, por el riesgo manifiesto: "Impone las con 
diciones de trabajo manifiestamente peligrosas, eviden- 
cia que es reforzada por la protesta de los obreros con 
tra ellas" (17-X-55, AR.2666): "El supuesto pone de ma­
nifiesto no ya una imprudencia temeraria, sino hasta un 
dolo incipiente y eventual '10"l]T-69, Ar, 1434): "no -
obstante reiterados requeri:rientcs en la empresa por la 
Inspecciôn nacional de Trabago para que protegiera las 
transmisiones de las n.âquinas ... el procesado consintiô 
dla tras dia que la operaciôn se realizada en la forma -
(10) Acerca de la critica a la teoria del consentimien- 
to por enfrentar al agente con lo que todavia no - 
era real, vid. GIMBERNAT, ob.cit., en "Estudios" 
cit., p. 137 y ss.; JESCHECK, Aufbau und Stellung 
des bedingten Vorzatzes, cit., p. 484. El implica- 
do siempre dirâ y serâ diflcil contradecirle prob^ 
damente, que habria cumplido las normas de seguri­
dad si la probabilidad de producciôn de resultado 
que estimô de 1 90% le hubiera parecido que cara del 
100%. Pero aûn cuando fuera posible la prueba de 
esta hipôtesis, no puede aceptarse que en un grado 
de riesgo del 90% o similar, pueda alguien esperar 
razonablemente que el resultado no va a producirse; 
vid. sobre ésto GIMBERNAT, ob.cit., p.145.
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peligrosa expuesta" (15-IV-70, Ar. 1790, en términos 
similares, 5-XII-74, Ar. 5106)• "Desatenciôn constan 
te e incomprensiblemente a las muy variadas adverten 
cias... que llega al roâximo cuando ya por escrito, - 
con acuse de recibo, se vuelve a advertir.." (28-XI-
73, Ar. 4870); "No s61o fué advertido de tal peligro 
sino que le fué ordenado que desviara la pluma de la grûa 
... se colocô en la tipica situaciôn de culpa conscien 
te, desafiante del peligro reflexivamente asumido, gra 
do de culpa que por ser colindante con el dolo eventual 
integra la categoria legal de imprudencia temeraria" 
(16-IV-74, Ar 1846); (29-XT-74, Ar. 5289); "Al ordenar
el trabajo de los obreros a esa altura sin barandillas 
ni cinturôn de seguridad ... implica una absoluta des- 
preocupaciôn hacia la vida de un subordinado" (25-V-75, 
Ar. 2983); "Consentir que los obreros trabajaran en la 
plaza de la cantera era enviarlos a una muerte casi se- 
gura ... tanto mâs cuanto que ya habia ocurrido otro he 
cho similar generador de responsabilidad criminal" (10- 
TII-]977, Ar. 983).
En un capitule anterior hemos puesto de manifiesto que 
la politica empresarial contraria a la seguridad en el 
trabajo se asienta en sôlidas razones de carâcter econô 
mico. La realizaciôn del trabajo en condiciones de inse 
guridad supone para el empresario, por lo general, obte 
ner el objetivo productivo perseguido con mayor celeri- 
dad y, en consecuencia, con menores costes financières. 
Iguales ventajas se obtienen cuando la puesta en prâcti. 
ca de las normas de seguridad habria de implicar la ad- 
quisiciôn de instalaciones, dispositivos, empleo de mâs 
personal, etc. (11). La asunciôn por el empresario de 1
(11) Vid. supra p. . Ya GROH (Der strafrecht1iche
Schütz der Arbeitskraft en "Verhandlungen des 35.
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riesgo que implica el desarrollo del trabajo sin las 
necesarias condiciones de seguridad encuentra su fun 
damento por lo general en que es econômicamente mâs 
rentable, aunque pueda concretarse en daflos persona­
les o materiales.
MarginaImente, parece interesante consigner otra con 
secuencia negative mâs de la aplicaciôn de la teoria 
del consentimiento que se manifiesta especificamente 
en la responsabilidad criminel por accidentes. Si, - 
como se ha puesto suficientemente en claro por la -- 
doctrina, la decisiôn sobre la puniciôn como delito 
doloso en los supuestos de dolo eventual se resuelve 
en la t. del consentimiento en un juicio sobre la per" 
sonalidad (12), que, en definitiva, y con la 
expresiôn deGimbernat, no supone otra cosa que decidir 
"si el agente tiene aspecto de facineroso c de buena 
persona", la teoria del consentimiento coadyuva a pr^ 
vilegiar aûn mâs asi a estos autores, pues, por lo ge 
neral, los ingenieros, arquitectos, técnicos, etc., 
presentan un aspecto de personas tan 'decentes" como 
los mismos que son llamados a juzgar.
Sobre las bases expuestas entendemos que séria teôri- 
camente correcto el exigir la puniciôn de estas con - 
ductas doloso eventuales como dolosas. Sin embargo, - 
lo que mâs nos interesa de todo ésto es destacar que 
en los accidentes de trabajo se dan supuestos cercanos 
a las conductas subjetivamente mâs graves y merecedo- 
ras de 1 mâs elevado reproche punitive.
Deutschen Juristentages" 1928, p. 860) definia 
estos supuestos de "schneller fertig zu Werden" 
o "Um mehr zu verdienen" como de dolo eventual.
12) Vid. GIMBERNAT, ob.cit., en "Estudios" cit., p. 
138 y s. y autores citados en la nota 49.
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Esa mayor gravedad de las conductas a que se ha he­
cho referencia se fundamenta en que no consiaten so 
lamente en el descuido, en la falta de diligencia - 
en el incumplimiento de la labor de vigilancia, ni 
siquiera en el hecho de que el agente es consciente 
de la existencia de fuentes de peligro para los a - 
él subordinados, o en que se infringen preceptos de 
cuidado de rango legal o reglamentario, sino, sobre 
todo, en que el agente es consciente de la existen­
cia de un grave peligro para las personas y de gue 
se incumplen deberes de cuidado que son de carâcter 
elemental y bâsico para las personas del circulo de 
su actividad y que, aûn asi, persisten en mantener 
las condiciones de grave y concreto riesgo, abstenién 
dose de poner en prâctica las medidas de seguridad - 
requeridas. Las conductas de mayor gravedad son las 
las de aquellos que han sido puestos como garantesyque 
infringen conscientemente normas de seguridad en el 
trabajo, creando con ello peligros que pueden ser sin 
gularmente graves respecto de los cuales los garantes 
son también plenamente conscientes.
La presencia de esos dos elementos, conciencia de la 
gravedad del peligro y conciencia del incumplimiento 
de las normas de cuidado exigidas permite calificar 
esas conductas, al menos, de dolo de peligro (13). -
Frente a este tipo de conductas el derecho penal pue 
de reaccionar de diversas formas. En primer lugar, y 
en la hipôtesis de que se acepte al dolo eventual cq 
mo auténtico dolo, castigando al autor con la pena -
(13) Considerando al dolo de peligro no como una sub 
especie dolosa comûn- necesariamente condenada 
a intentar sustituir o desplazar al dolo eventual, 
como en la concepciôn de STOOS (Dolus eventualis 
und Gafâhrdung, en "ZStW" 15 (1895), p.199 ss) 
-sino como categoria a plicar en exclusiva a los 
delitos de peligro, a modo de dolo propio de es­
tos tipos. As i JIMENEZ DE ASUA, Tratado, V,p.561. 
Sobre el dolo de peligro v. mâs adelante.
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del delito doloso. En segundo lugar, bien cuando no 
se llegue a dar el dolo eventual, bien porque se re 
chace su valoraciôn como dolo, castigando al autor 
con la pena de la imprudencia temeraria. Por ûltimo, 
y con independencia de las dos reacciones anteriores, 
y con puro carâcter de lege ferenda, elevando estas 
conductas a la categoria de delito de peligro, ya sea 
limitando la puniciôn a las conductas dolosas, ya caq 
tigando tanto la puesta en peligro dolosa como la 
imprudente (14).
B/ GRADOS PE CULPA EN ACCIDENTES DE TRABAJO
No le falta razôn a JIMENEZ DE ASUA cuando dice que 
"no hay modo de sefialar las fronteras de la impruden 
cia y de la simple imprudencia", y que "basta pasar 
la vista sobre la doctrina del Tribunal Supremo para 
convencerse de lo falaz de toda tentative de delimi­
taciôn entre las dos especies de imprudencia" (15). 
Total aprobaciôn merece la propuesta del autor cita­
do y de QUINTANO RIPOLLES en el sentido de que el le 
gislador procéda a la supresiôn de esta diferencra - 
ciôn de grados y se deje al arbitrio de los jueces - 
la concreta estimaciôn del grado de la culpa en que 
se incurre y la cuantla de la pena a imponer (16).
Lo ûnico claro al respecto es que para procéder la 
valoraciôn de la gravedad de la imprudencia se han - 
de tener en cuenta todos los elementos objetivos y 
subjetivos que configuran el delito imprudente, 
sin que ello suponga que unos han de prevalecer ne­
cesariamente sobre otros, y, asi, ha de atenderse al
(14) Sobre la creaciôn de un delito de peligro y los 
problemas que lleva ésto consigc volveremos en 
el capitule
(15) JIMENEZ DE ASUA, Tratado, V, 2a.ed. p.988 y 995.
(16) QUINTANO, Derecho penal de la culpa, cit., p.281
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grado de previsibilidad -tanto objetiva como del 
sujeto concreto- de producciôn del resultado, a la 
gravedad concreta del riesgo, a la transcendencia 
del bien que particularmente se amenaza, ya sea la 
vida en general, ya sôlo la salud, y dentro de és­
ta, la importancia de lo que es susceptible de le- 
siôn, la vista, un dedo de la mano, etc.
En ausencia de criterios légales para efectuar la 
calificaciôn de temeraria o simple es déterminante 
la concepciôn doctrinal que sobre la imprudencia - 
"in genere" se adopte (17). Para quienes la esen - 
cia de la culpa radique en la previsibilidad, la - 
cuestiôn se resuelve en la ecuaciôn: "a mayor gra­
do de previsibilidad, mayor imprudencia". En orden 
a la rooderna concepciôn del delito imprudente quie 
re esto decir que la valoraciôn ha de recaer sobre 
todos los elementos que le constituyen, tanto obje 
tivos como subjetivos (18), sin que entre unos y - 
otros exista una relaciôn de jerarquia déterminan­
te (19) . En este sentido ha n de valorarse, por una 
parte, el grado objetivo de previsibilidad del re­
sultado, en base a la gravedad del riesgo suscitado, 
la naturaleza y rango del deber de cuidado vulnera 
do y el grado de diligencia que objetivamente se - 
exige en el caso concreto, y por otra parte, el nj.
(17) QUINTANO, Derecho penal de la culpa, cit,p.277
(18) As 1 se déclara en las sentencias de los ûltimos 
aflos; atender al grado de previsiôn ("poder sa­
ber") y al grado de infracciôn del deber de cu^ 
dado (deber de evitar) vid. 28-XI-74, 13-X-75, 
21-1-76.
(19) No es correcta la opiniôn de CORDOBA, (en —  
"2StW" 1969 p. 432 ss.) de que lo que confiera 
a la imprudencia carâcter de temeraria o simple 
es la especie de la norma de cuidado vulnerada. 
En contra, acertadamente, TORIO, El deber obje­
tivo de cuidado en los delitos culposos, en 
"ADP" 1974, p.44.
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vel intelectual y de experiencia del autor concreto 
en relaciôn a cada uno de los elementos objetivos - 
enunciados, su personal capacidad de prever y reco­
nocer el cuidado e x t e m o  que las normas objetivas - 
de cuidado exigen aplicar; todo ello de acuerdo con 
las circunstancias de hecho y personales del caso - 
particular de que se trate.
Sobre la débil relevancia del resultado ya nos he­
mos manifestado antes. Recordemos aqui que lo que - 
ha de valorarse no es tanto aquel que efectivamente 
se haya producido sino la gravedad de resultado que
el riesgo suscitado implica en si. En este sentido 
dëel hecho de que la conducta imprudente se hayan deri^ 
vado 10 muertes no révéla imprudencia mâs grave que 
si solo se produjo una ûnica victima a no ser que la 
situaciôn de peligro ante la que se enccntrô el au­
tor implicase prévisiblemente la muerte de mâs de - 
una persona o de numerosas personas (20).
Lo eminentemente circunstancia1 de la gravedad de - 
la culpa y la relevancia de los distintos factores 
enunciados impiden generalizar principios para de - 
terminar la calificaciôn de temeridad o de simple - 
negligencia.
No obstante podria formularse alguna llnea de inter 
pretaciôn, siempre y cuando no se pretenda que re - 
vistan otro valor que el meramente indiciario. En - 
este sentido puede decirse que los supuestos de cuJ. 
pa consciente en situaciones de grave peligro sue -
(20) A diferencia de otros ordenamientos, como el - 
alemân, en el que la pluralidad de resultado da 
lugar al concurso ideal (distintas muertes) o 
real (muerte y lesiones) de delitos, o en el - 
italiano, en el que se impone una agravaciôn - 
de la pena. Sobre ésto, QUINTANO, ob.cit., p. 
314 y s s.
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len raerecer la calificaciôn de temeraria (21), sin 
que la llamada culpa inconsciente esté excluida de 
ta 1 calificaciôn (22).
Puede servir también como criterio indicative el - 
hecho de si el incumplimiento de la medida de segu 
ridad que llevô aparejado el resultado fué un in - 
cumplimiento aislado o se enmarcaba en una situa - 
ciôn general de incumplimiento de las normas de se 
guridad en la empresa o local de trabajo (23).
Igualmente merece por lo general la calificaciôn de 
temeridad la infracciôn del encargado o empresario 
de una norma de seguridad cuando ésta debe conside- 
rarse elemental y al alcance de cualquier técnico 
... de la empresa (17-XII-74) y mâs aûn, cuando es 
una cautela cuya necesidad se aparece ya a un profa 
no.
(21) "Se colocô en la tipica situaciôn de culpa con^ 
ciente desafiante del peligrc reflexivamente asu 
mido, grado de culpa que por ser colindante de 1 
dolo eventual integra a no dudarlô la catégorie 
legal de imprudencia temeraria, como viene afir 
roando esta Sala reiteradamente", T.S. 16-IV-74; 
También 5-XII-74
(22) Por que, por ejemplo, la falta de conciencia de 
peligro se baya debido a que incumpliendo su de 
ber de vigilancia se ausenta s in justificaciôn 
alguna del centro de trabajo.
(23) Vgr., todos los andamios carecian de barandillas 
y los trabajadores no habîan sido provistcs de 
cinturones de seguridad y cascos: "Se trata de 
una ausencia radical de medidas de seguridad "
T.S. 17-1-77, Ar. 32? "solamente si se han de^ 
cartado una parte de todas las prescripciones 
reglamentarias, y las no observadas no son de - 
decisive importancia para la buena seguridad, po 
dré degradarse la imprudencia a su inferior es- 
tado de simple" T.S. 28-X-75; "La omisiôn de tq 
das las cautelas que imponlan las circunstancias 
.... que es la caracterîstica esencial de la im­
prudencia temeraria", T.S. 6-VI-77.
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E^ s también teroerario el incumplimiento de la vigi­
lancia y atenciôn debida o de otras medidas de se­
guridad en condiciones de peligro evidente (5-XII-74)
Con relaciôn a la imprudencia simple antirreglamenta- 
ria, debe aplicarse aqui lo dicho més arriba sobre la 
relaciôn exigida entre norma infringida y resultado
(24). Resta aqui solamente precisar qué ha de enten- 
derse por "reglamentos" en las imprudencias en acc^ 
dentes de trabajo.
La doctrina general del Tribunal Supremo se condensa 
en la sentencia de 28 de junio de 1949, la cual decla^ 
ra que comprende bajo el concepto de reqlamentos "no 
sôlo los emanados del poder ejecutivo, en uso de la - 
autorizaciôn para aplicar las leyes, sino también las 
crdenanzas, los bandos de buen gobierno para el regi­
men de las podlaciones, los preceptos de policla y - 
las reglas dictadas por una corporaciôn u organisme 
para el cumplimiento de sus empleados". La plasmaciôn 
de esta doctrina a la seguridad en el trabajo lleva a 
comprender por reglamentos las Reglamentaciones de -- 
trabajo, los Reglamentos de Regimen Interior, las Or- 
denanzas ministeriales, los Convenios Colectivos, etc.
(25) .
Dentro del problema de la gradaciôn de la impruden­
cia en accidentes de trabajo hemos podido constater 
una considerable benevolencia en las calificaciones 
efectuadas por los tribunales inferiores, la cual es 
denunciada con suma frecuencia por el Tribunal Suprq 
mo; se trata por lo general de conductas que en opi-
( 2 4 )  Vid. supra, C a p .  V I 1 1 ,6 ,3 .
(25) Sobre estos conceptos ver supra cap. ii, 4.
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niôn de la Sala "2" son maniflestamente temerarias 
pero que el Tribunal de instancia calific6 de sim­
ple antirreglamentaria. As! por ejemplo las senten 
cias de 4—VI—71; 4—VII—73; 4— II—74; 13— 11—74; —
21-11-74; 17-XII-75; 13-11-76; 14-VI-76; 19-X-76;
9—V—76; 6—VI—76; 26—XII—76.
Este feriômeno nos parece que pone de relieve uno de 
los problèmes mâs importantes con que se enfrenta - 
una efectiva protecciôn penal de la seguridad en el 
trabajo: La debilidad de la persecucién y de la re- 
presiôn penal llevada a cabo por los tribunales fren 
te a los delincuentes subsumibles en la categoria - 
socio-profesional de 1 "cuello blanco" se mantiene - 
incluso cuando los bienes jurîdicos lesionados son 
la vida y la salud de las personas.
Otra peculiar manifestaciôn de esta benevolencia es 
la no aplicaciôn de la agravaciôn por negligenc ia - 
profesiona 1 del art. 565, 5, sobre la cual ofrecerros 
ahora una breves reflexiones (26).
El Tribunal Supremo ha procedido a una interpréta - 
ciôn considerablemente restrictiva de la negligencia 
profesional, y entendemos que a ello le han movido 
muy buenas razones. En efecto, el pérrafo 5Q del 565 
prevé la elevaciôn obligatoria ("impondrân") de la - 
pena a su grado mâximo cuando se produzcan muerte o 
lesiones a consecuencia de impericia o negligencia 
profesional. Esta agravaciôn parece tener por funda- 
mento la valoraciôn de mayor reprochabilidad del ac- 
tuar imprudente del profesional respecto del no pro-
(26) Sobre la negligencia profesional vid. QUINTANO, 
Derecho penal de la culpa, cit., p.501 y ss; JJ[ 
MENEZ DE ASUA, Tratado V, 2a.éd.,p.947 ss. La 
doctrina jurisprudencia1 mus reciente en TS 
29-XIT-75, Ar. 4979 (de arquitecto) y otras en 
ella citadas.
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fesional. Sin embargo, la generalizaciôn de esta 
loraciôn solo se justifies aparentemente, y ésto se 
ha puesto de manifiesto rotundamente en los supuestos 
de accidentes de trâfico, dônde, por ejemplo, la dijs 
tinta reprochabilidad que pueden merecer la impruden 
cia del taxista de profesiôn y la del automovilista 
comûn no guarda relaciôn con el hecho de que une sea 
profesional del volante y el otro no. Ni la profesiq 
nalidad del autot implica necesariamente una mayor - 
culpabilidad de 1 mismo respecto de quien es lego, ni 
mucho menos aûn, tiene que presentarse esta proper - 
ciôn en términos taies como los que impone el 565,5Q 
a efectos de pena.
Los supuestos de imprudencia profesional presentan en 
la prâctica hipôtesis de gravedad muy diferentes, pues 
lo que détermina la gravedad de la imprudencia del - 
profesional ne es su condiciôn misma de profesional, 
sino condiciones subjetivas u objetivas de muy dive^ 
sa indole. Asi por ejemplo, cuando valoramos como mu 
cho mâs grave la imprudencia del conductor del auto- 
bûs escolar que la del taxista o la de 1 conductor cq 
mûn, lo que détermina el juicio en cuestiôn no es el 
hecho de que unos actûen en ejercicio de su profesiôn 
y otros no, sino la mayor peligrosidad objetiva que 
représenta la imprudencia de 1 conductor que transpor 
ta 80 niflos respecto de la peligrosidad menor de la 
conducciôn de 1 taxi. Lo que fundamenta la valoraciôn 
de mayor gravedad subjetiva, de la culpabilidad, no 
es tanto el que actûe en ejercicio de su profesiôn, 
sino que ejercite su profesiôn en condiciones de ex- 
posiciôn al riesgo de numerosas personas, en cond^ - 
clones que le sitûan en una muy especial posiciôn - 
de garantia, posiciôn ésta ligada no directamente a 
su carâcter de conductor profesional, sino conductor
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de un autobûs escolar, a lo que ha accedido, eso si, 
por ser conductor de profesiôn.
Esta circunstancia de la multidiversidad de grados 
de culpa que pueden presentarse en la imprudencia - 
profesional ha sido s in duda la razôn que ha impul- 
sado al Tribunal Supremo a restingir al méximo la - 
aplicaciôn del pérrafo 5Q del art. 565. El fenômeno 
no es exclusivo de nuestro Derecho. Como ya se ha - 
indicado en otro lugar, por la razôn expuesta se su 
primiô en Alemania con la Novela de 1940 la agravan 
te de profesionalidad ("Berufsfahrlassigkeit") que 
cualificaba la pena de los delitos de homicidio y - 
lesiones imprudentes (27).
ha agravaciôn genérica y obligatoria por negligencia 
profesional es pues de todo punto injustificada. Su 
apreciaciôn y la de las consecuencias que deba tener 
a efectos de pena ha de relegarse al arbitrio del - 
]uez sobre las circunstancias del caso concrete, b 1 
man ten imien to de la actual fôrmula legislativa sôlo 
conduce a la no aplicaciôn de la ley a .través de una 
interpretaciôn restrictiva y, en caso contrario, a 
la imposiciôn de penas no proporcionadas a la culpa­
bilidad .
Pero es més, incluso cuando no llegue a darse la deq 
proporciôn indicada, la agravaciôn por la profesiona 
lidad no tiene mës que un sentido puramente retribu­
tive. De lo que se trata en la prespectiva de "lege 
ferenda" es, por el contrario, de tomar en considéra 
ciôn la idea que materialmente subyace a esta agrava 
ciôn en orden a fines de prevenciôn. En este sentido
(27)Criticas a la agravaciôn obligatoria por negligen 
cia profesional v. en QUINTANO, ob.cit.p.502-503.
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entendemos que lo que se puede y debe pretender por 
el derecho penal es el ejercer sobre los profeaiona- 
les una mayor presiôn motivadora de su coroportamien- 
to prudente en el ejercicio de la profesiôn. y esta 
prèsiôn motivadora debe dirigirse no a todos los —  
ejercicios profesionales, sino solamente a aquellos que 
impliquen la creaciôn o gestiôn de fuentes de riesgo 
y/o funciones especiales de protecciôn de las perso­
nas frente a esos riesgos anejos a la profesiôn. En 
esta ôptica, el procéder mâs adecuado para el legis- 
lador no es otro que incrementar el control jurîdico 
sobre el incumplimiento de los deberes de cuidado pro 
fesionales, bien de determinadas profesiones, bien de 
el ejercicio profesional en general vinculado a acti- 
vidades determinadas. Para marchar por este camino, y 
ademâs de lo que pueda ser convenience en el orden - 
sancionador administrativo, aparece como de singular 
utilidad la creaciôn legislativa de determinados de­
litos de puesta en peligro por incumplimiento de de­
beres de cuidado profesional y, entre ellos, del de- 
lito de puesta en peligro por infracciôn del deber - 
de seguridad en el trabajo.
Efectivamente, en los accidentes de trabajo causados 
imprudentemente, la conducta del empresario y encar- 
gados suele revestir materiaImente los caractères de 
negligencia profesional, si bien, por las coordenq - 
das interprétativas del T.S., ha sido apreciada con- 
tadas veces por los tribunales (28) y, aûn asl, como 
el propio T.S. révéla (29) ni siquiera es calificada
(28) V. sentencias de 23-III-66, Ar.l411; 21-XII-67; 
Ar. 5317; 29-XTI-75 Ar. 4979.
(29) S. de 17-XII-75, Ar 4838 y 10-III-77, Ar. 983 
en las que censura la injustificada no aprecia­
ciôn de la agravante.
por el tribunal de instancia en ocasiones en que la 
conducta reviste los estrictos requisitos exigidos 
j urisprudenc iaImente.
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CAPITULO XI
EL DELITO DE LESIONES lA BORA LES D E L  ART. 427
El actual art. 427 del Côdigo penal, que tipifica el 
delito conocido como de "lesiones laborales", es una 
versiôn renovada por la reforma de 1963 del art. 423 
del Côdigo penal de 1944. Tanto la fôrmula origin^ - 
ria como la reformada han merecido las mâs duras cri. 
ticas doctrinales y su vigencia formai ha sido igno- 
rada ollmpicamente por los tribunales de justicia. - 
Solo muy recientemente ha sido objeto de un detenido 
anâlisis por algunos autores, los cuales han llegado 
a proponer una interpretaciôn radicalmente diferente 
de la hasta ese momento realizada, en base a la cual 
el art. 427 séria no sôlo técnicamente susceptible de 
aplicaciôn sino, inclusive, merecedor de ello.
W  contemplaciôn del art. 427 merece nuestro interés 
no solamente por lo que en si représente sino porque 
abre la discusiôn de la propuesta de creaciôn de un - 
delito de puesta en peligro del trabajadpf en su pueq 
to de trabajo.
Procederemos en primer lugar al anâlisis del 423, cen 
trândonos exclusivamente en su significado politico - 
legislativo, por entender que en ôste el factor deter 
minante tanto de los problemas técnicos de que adole- 
ce, incluso en la versiôn del 427, asl como de su fa_l 
ta de aplicaciôn.
1/ EL ARTICULO 423 DE LA REFORMA DE 1944
El Côdigo de 1944, aprobado por Decreto de 23 de d_i -
ciembre del mismo afio, introdujo tras los tipos de le 
siones de los arts. 420, 421, 422, la figura de un de 
litc que carecla de précédantes en nuestro ordenamien 
te punitive y cuyo tenor era el siguiente: "Las penas
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seflaladas en los très artlculos anteriores serân apl^ 
cadas a los que por infracciones reiteradas y probada^ 
mente dolosas de las leyes de trabajo, ocasionen que- 
branto grave en la salud de los obreros y en la pro - 
ducciôn en general".
Se creaba asl, con palabras de QUINTANO (1), "una de 
las mâs extradas figuras que registre la teratologla 
jurîdica, tan bien nutrida en nuestro derecho penal - 
positivo ... un monstrum complejîsimo... en el que se 
barajan los conceptos e intereses mâs heterogéneos, - 
taies como la salud personal, la producciôn econômica, 
el dolo, la culpa y las infracciones reglamentarias - 
de tipo laboral gubernativo".
Estas palabras no deben llevar s in embargo a considé­
rer al art. 423 como un error del "legislador" de 1944,
pues^con independencia de la crltica que su técnica me 
rezca, constituia una de las expresiones mâs concentra 
das de la ideologîa del Estado Naciona1-Sindica lis ta 
en lo que respecta al derecho penal no orientado direc 
tamente a la represion politica.
En efecto, el nûcleo esencial de 1 nuevo delito venia - 
constituldo por el doble e interdependiente objeto de 
protecciôn: la "salud de les obreros" y "la producciôn
en general". No se trata de dos bienes jurîdicos autô- 
nomos protegidos conjunta o a 1ternativamente, sino de 
un ûnico bien jurldico, constituldo por dos elementos 
materiales distintos (2) que hubiera encontrado una - 
mâs rotunda exprèsiôn con una denominaciôn p r o p i a ,  y que 
de haberlo permitido el castellano hubiera s i d o  d e  te
(1) QUINTANO RIPOLLES, Tratado de la parte especial del 
Derecho penal, i, 1, Madrid 1972, p. 731.
(2) lo que llevô a CUELLO CALON a hablar del"carâcter 
hlbrido" del precepto, V. Derecho penal, 11,2, Bar­
celona 1975, p.577.
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nor similar a la empleada por los juristas nacional 
sindicalistas : "Nationale Arbeitskraft", término - 
éste que expresaba afinadaroente que lo que se tr^ 
taba de protéger no era al h ombre en su trabajo, si. 
no a las fuerzas y recursos productivos de la naciôn, 
dentro de los cuales eran incluîdos los trabajadores 
en su funciôn de unidades productives (3)..
Pero el 423 no sôlo estaba emparentado con el Proyeç 
to del Côdigo penal alemân de 1936, sino también con 
el côdigo penal de la Italia fasciste en cuyo art. - 
437 se pretendia el castigo, la creaciôn del peligro 
de "desastres o accidentes de trabajo" o de la efec­
tiva producciôn de los mismos y tras lo cual aparece 
la economia nacional como un especifico objeto de tu 
tela (4).
La protecciôn de "la salud de los obreros y de la pro 
ducciôn en general" encuentra en estos dos paises prq 
cedente inmediato y, como en éstos, no es otra cosa - 
que la expresiôn de la idea de hombre y de sociedad - 
propia de la ideologia fa sc is ta: el homtyre como mera 
pieza material de la mâquina productive de un Estado 
total que ha disuelto y absorbido a la sociedad civil 
en si mismo (5). la invest.igaciôn de précédantes de 
tan novedoso precepto no merece ser realizada en nue^ 
tro derecho histôricc sino solamente en la legisiaciôn 
posterior a 1936 (6).
(3) Vid. sobre ésto supra, p.57.
(4) Sobre ésto mâs aropliamente, supra, parte II, p.fSS.
(5) Lo que GONZALEZ RODRIGUEZ (Nuevo delito de infrac­
ciôn de leyes de trabajo, Madrid 1951, p.23 ss)pre 
tende presenter como précédantes del 423 no lo son 
en absoluto, sino todo lo mâs, de una tutela de -- 
trabajador en sentido estricto, pero ni siquiera - 
eso, pues se trata de protecciôn del aiervo, del diq 
cipulo, y de los "indios", que no tienen en comûn 
con el concepto m o d e m o  de trabajador mâs que el he 
cho de "trabajar".
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El articule 423 fué acogido por una crltica unânime, 
incluso por aquellos que como SANCHEZ TEJERINA y PUIG 
PESÎA estimaron que "la intenciôn del legislador era 
inmejorable" o "merecla toda clase de plâcemes" (7).
La censura de la doctrina a este precepto se ha cen- 
trado en dos aspectos fundamentales. En primer lugar 
se estimé que el doble objeto de tutela hacla impos^ 
ble la aplicaciôn del tipo por los tribunales, al no 
verse el modo de constatar el "quebranto grave en la 
producciôn en general" a través de la infracciôn de - 
leyes de trabajo que produjera a un tiempo el quebran 
to de la salud de los obreros (8).
En segundo lugar, la crltica se centraba en la estruc 
tura de la culpabilidad: El nuevo delito venla a agra 
var aûn mâs el objetivismo de los tipos de lesiones 
(9), al castigar como dolosas las que, en principle, 
son meramente culposas, e, incluso, pueden carecer de
(6) Es decir, en el Fuero de Trabajo en lo relative a 
los presupuestos ideclôgicos y en el Decreto de 5 
de Enero de 1939, al cual hemos hechg ya referen­
d a  anteriormente. En el mismo GONZALEZ RODIRGUEZ 
(Cit., p. 31) puede leerse: "La producciôn nacio­
nal ha de ser unidad econômica al servicio de la 
Patria y el trabajo atributo del honor ante el Es 
tado". Sobre la relaciôn de necesidad entre un De 
recho penal totalitario y el Régimen surgido de 1 
18 de julio, ver BARBERO SANTOS Politica y derecho 
pena1, Madrid 1977, p. 71 y ss.
(7) Vid. SANCHEZ TEJERINA, Derecho penal espafiol, II, 
Parte especial, 5a. éd., Madrid 1950, p.285; PUIG 
PEÎÎA, Derecho penal, T. IV, Parte especial, vol.2, 
5a.ed. Barcelona 1959, p.6.
(8) Este "defecto técnico" no afecta a la coherencia 
ideolôgica del fin de la protecciôn que, por otra 
parte, se satisface en su mera plasmaciôn formai, 
pues, como en Italia, la demagogia no exigia la 
efectiva aplicaciôn del precepto.
(9) Cfr. ANTON ONEGA, Notas criticas al Côdigo penal. 
Las lesiones, en "Estudics pénales"; Homenaje al 
P.Pereda; Bilbao 1965, p.786.
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ta 1 carâcter, pues ni la imprevisibilidad del resul­
tado servirla a paralizar los efectos de la comproba 
ciôn del carâcter doloso de la infracciôn de las le­
yes de trabajo (10).
Ahora bien, si hemos afirmado que la peculiar confi- 
guraciôn del bien jurldico es de raices netamente fq 
râneas, no puede decirse, por el contrario, que los 
principios que inspiran la estructura interna sean - 
ajenos a nuestro ordenamiento penal tradicional. La 
estructura de la culpabilidad de este precepto partj^ 
cipa de la honda reigambre del "versari in re ilicita": 
El resultado, no querido, no previsto y, a veces in­
cluso, no prévisible, es imputado al agente por el me 
ro hecho de su vinculo causal con un acto ilicitc -- 
(aqui:la acciôn u omisiôn dolosa que infringe las le­
yes de trabajo) y le es imputado a titulo de dolo ni) .
En la puniciôn de estos resultados como lesiones dolo 
sas se révéla una presunciôn -iuris et de iure- de do 
lo eventual, que se asentaria s in duda en la estima - 
ciôn del legislador de que cuando el ageftte afronta - 
dolosa y reiteradamente el riesgo de la lesiôn del -- 
trabajador, al infringir las normas de seguridad ccn- 
tenidas en las leyes de trabajo, asume también el re­
sultado lesivo mismo (12). La estructura es la misma
(10) QUINTANO RIPOLLES, Tratado, I, 1, Madrid 1972, 
p.731.
(11) Cfr. CEREZO MIR, El "versari in re illicita" en 
el côdigo penal, en "ADP" 1962, p. 47. Recuérde 
se que no es sino con posterioridad a 1944 cuando 
puede afirmarse de forma general que para nuestra 
Jurisprudencia la conducta inicial ilicita (indu 
so no ilicita penal) no excluye la apreciaciôn de 
la culpa, cfr. JIMENEZ DE ASUA, Tra tado, V, 2a. 
éd., p. 854-5.
(12) Asi SANCHEZ TEJERINA, Derecho penal, II, cit.p.285 
dice que, "parece establecer un dolo eventual ... 
es decir, que existe dolo directe en cuanto al que 
branto en la salud de los obreros, daho que solo - 
se acepta como resultado probalbe, y por éso en-
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que la de los delitos cualificados por el resultado, 
con la peculiaridad de que no hay aqui delito bésico, 
sino mera infracciôn dolosa de norma no penal, lo que 
CORDOBA denomina "impropios delitos cualificados por 
el resultado" (13). Como se verâ en breve, ésto mismo 
puede ser interpretado como la tipificaciôn de un de­
lito doloso de peligro con una condiciôn objetiva de 
penalidad consistente en la lesiôn efectiva.
Pero en nuestra opiniôn, en el articulo 423 hay algo 
mâs que una tradiciôn versarista que determine su pe 
culiar estructura de la culpabilidad y unos presupues 
tos ideolôgicos que impulsan su apariciôn en el Côdigo 
del 44. La doctrina no ha prestado atenciôn a la altq 
raciôn que el delito de lesiones représenta respecto 
del tipo objetivo de las lesiones comunes, que se pone 
aûn mâs claramente de manifiesto si se prescinde de la 
r e f e r e n d a  al quebranto de la "producciôn en general". 
Por otra parte, también nos parece revelador de la ra­
tio que llevô al legislador a la creaciôn del nuevo de 
lito el hecho de que la incriminaciôn délias infracciq 
nés de las leyes de trabajo se haya reducido a los su- 
puestoE en que se produzcan lesiones, s in referencia - 
alguna al no menos hipotético resultado de muerte (14), 
ausencia que se-mantiene tras la reforma de 1963 (15).
Para la génesis del 423, ademâs de las razones apunta- 
das, creemos que pudo haber sido tornado en cuenta el - 
problema de los limites de la pena de lesiones impruden
(13) Cfr. CORDOBA, Comentarics, I, p. 13, not. 15.
(14) para QUINTANO ésto constituye "el colmo de las in 
congruencias" cfr. ob. cit., p. 732.
(15) Constituye uno de los motivos de reproche al pre­
cepto por parte del Ministerio Fiscal, vid. la 
M e m oria F.T.S. 1972, p.337-8 y la correspondiente 
a 1974, p.214.
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tes en virtud del pârr. 4 y 7 del 565 y el de la limi, 
taciôn de los medios légales de coraisiôn de las misnvas
Ha de decirse en primer lugar que el marco de las pe­
nas imponibles a las lesiones por imprudencia habia - 
de parecer al legislador de 1944 forzosamente estrecho, 
como consecuencia de la limitaciôn establecida tanto 
en el actual pârrafo 4 como por el actual pârrafo 7, 
introducido por esa misma reforma. Mâs aûn, si se tie­
ne en cuenta que en la doctrina jurisprudencial en esa 
ëpoca, y hasta mucho tiempo después (16) consideraba - 
que la penalidad conjunta de "prisiôn mayor y mu1ta" 
y la de "arresto mayor y multa" no es superior a la s6 
la privativa de libertad y, en consecuencia, incluso - 
cuando la pena que correspondiera a delito culposo fue 
ra de prisiôn menor io arresto mayor) y la prevista p^ 
ra el delito doloso fuera de prisiôn menor y multa ( o 
de arresto mayor y multa) procedia la degradaciôn exi­
gida por los pârrafos 4 y 7, de ta 1 forma que no sôlo 
se llegaba en los delitos de lesiones a penas muy le­
vés, particularmente en los supuestos mâs^ graves valo- 
rados por el legislador como doloso eventuales (los de 
lesiones por infracciôn dolosa y reiterada de leyes de 
trabajo), sino inclusive comparativamente injustas, por 
equiparar la puniciôn por imprudencia temeraria a la - 
puniciôn por imprudencia simple antirreglamentaria.
(16) Cfr. VIVES ANTON, La determinaciôn de la pena en 
la imprudencia punible en "CP Crim" 3 (1977) p. 
196 y refer, a S.T.S. en nota 61.
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Los efectos de la obligatoria degradaciôn de la pena 
en las lesiones imprudentes eran los siguientes:
Pena por los resultados de lesiones:
C.Dolosa Temeraria
Del 420 N Q . 1 Prisiôn mayor Prisiôn menor
NQ.2 Prisiôn menor
y multa
NQ.3 Prisiôn menor
NO.4 Arresto mayor
y multa
Del 422 Arresto mayor
o destierro y 
multa
Del 582 Arresto menor (
Del 583 Arresto menor
y repr.privada
Arresto mayor 
Arresto mayor
Multa
Multa
Simple antirre 
qlamentaria
arresto
mayor
arresto mayor 
arresto mayor
Multa
Multa
Del 585 ic Arresto menor 
o multa
Art. 586, 3Q: multa y repre 
siôn privada
Solo en los supuestos de 1 420, IQ, los de menor relevan 
cia en accidentes de trabajo, se producia una degrada­
ciôn que mantuviera un limite suficiente <)e pena por -- 
imprudencia temeraria y por imprudencia simple antirre­
glamentaria, equiparândose las penas en la prâctica en 
todos los demés casos.
Para evitar tan inadecuada limitaciôn del tope de la pu 
niciôn, asl como la injusta equiparaciôn de la pena pa­
ra la imprudencia temeraria y la simple antirreglamenta 
ria, el legislador se veia obligado a establecer una -- 
excepciôn al principle de los pârrafos 4Q y 7Q del art. 
565, ya en mismo 565, ya en un precepto especial dentro 
de los tipos de lesiones. Esta ûltima ha sido sin duda 
la altemativa elegida en 1944; agravaciôn de la pena - 
para las lesiones "imprudentes" mâs graves; las que eran 
presumiblemente calificables de doloso eventuales.
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Por el contrario, esta agravaciôn no era necesaria en 
relaciôn a los supuestos de muerte, pues la pena por 
homicidio imprudente del 565, no se veia afectada en 
ningûn caso -ni siquiera en la hipôtesis de muerte - 
por imprudencia o de negligencia profesional- por el 
pârrafo 4Q, ya que la prevista en el art. 407 es la de 
reclusiôn menor.
Lo que no previô el legislador al procéder de este modo 
fué que el equiparar la puniciôn de estas lesiones a la 
de las dolosas dejaba abierta la posibilidad de cast^ - 
gar las lesiones culposas mâs gravemente que el homici­
dio del mismo carâcter.
Pero aûn pudo darse un argumento de no menor peso que 
el anterior para centrar la reforma en los delitos de 
lesiones: Los problemas de falta de tipicidad que sur- 
gian en algunas lesiones como consecuencia de la exigen 
cia de los medios légales de comisiôn de las lesiones - 
de 1 420, 421 y 422. Anteriormente hemos puesto en reliq 
ve los problemas que planteaban los términos "hiriere, 
golpeare o maltratare de obra": atipicidâ(l de las lesiq 
nés producidas no violentamente, de las producidas por 
omisiôn, y también si bien en menor medida, de la ccmi- 
siôn culposa de las mismas, particularmente, de la com_i 
siôn omisiva culposa, asl como, por ûltimo las dificul- 
tades de la doctrina cientlfica y jurisprudencial de la 
época para concebir a la salud, mâs allâ de la estricta 
integridad corporal, como objeto de los delitos de le­
siones (17) .
Pues bien, con independencia de cual fuera la concrete 
conciencia del legislador sobre los problemas mancionq 
dos, lo cierto es que el art. 423 venla a suponer una
(17) Vid. supra C jp. ^
4 2 0
alteraciôn sustancial del tipo objetivo de las lesiones 
comunes. En primer lugar, sustituye la descripciôn de la 
acciôn, y sus medios, del art. 420 y siguientes (herir, 
golpear, maltratar de obra, administrar substancias.. . ) 
por una conducta abstracta consistente en infringir le­
yes de trabajo, en la que cabe cualquier conducta acti­
va u omisiva, siendo de singular relevancia la inclusiôn 
de esta ûltima modalidad. En segundo lugar, la referen­
cia del resultado lesivo como "quebranto (grave) de la - 
salud", permite prescindir de toda la discusiôn sobre —  
las implicaciones del "de resultas" y los concretos résulta 
dos lesivos de los tipos de lesiones (18).
2/ LA REFORMA DE 1963 Y EL NUEVO ART. 427
La dura crltica que el art. 423 habla merecido entre la 
doctrina y el total olvido que de él hicieron los Tribunq 
les (19) indujo al Gobierno a proponer la supresiôn del 
articulo con ccasiôn del "Proyecto de revisiôn parcial 
del Côdigo Penal y otras Leyes pénales" de 1961 (20). Las
(18) Conviene insistir aqui en que ni la doctrina ni la 
jurisprudencia anteriores a 1944 hablan solucionado 
claramente los problemas de las lesiones que hemos 
enunciado, y que sôlo recientemente algunos autores 
(particularmente BERISTATN, en Observaciones acerca 
de las lesiones, cit.) pretenden haberlos soluciona 
do satisfactoriamente con argumentos que no por su 
agudeza y carâcter progresivo -en orden a una mâs 
eficaz tutela de la persona- dejan de estar enfrentq 
dos con la letra de la ley. Véase supra p. BAJO 
FERNANDEZ ha captado también la modificaciôn de los 
medios légales por el art. 423 (427), ofr. Derecho 
penal econômico, l^drid 1978, p.541.
(19) Hasta esa fecha conocemos solamente la tencia del 
T. S. de 17-X-1955, ’^en ia que, por lo demâs se rechq 
za la aplicaciôn del art. 423 y se califica por el 
art. 565.
(20) V.B.O. Cortes, 4 de Julio de 1961, base 8Q: "Suprj^ 
mir el art. 423 a causa de su inaplicaciôn, unida
a su falta de encaje sistemâtico en el grupo de las 
lesiones".
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Cortes, sin embargo, decidieron mantener el precepto, si 
bien con una nueva formulaeiôn que sirviese a los fines 
tuitivos pretendidos, y asl, en la base 10 de la Ley de 
23 de diciembre de 1961 se ordenaba "dar al art. 423 una 
nueva formulaciôn en la que se sancione a los que por - 
infracciones graves de las leyes de trabajo ocasionen o 
puedan ocasionar quebranto apreciable en la salud de los 
obreros. Las Cortes se pronunciaban de esta roanera por un 
precepto sustanciaImente distinto al hasta el momento v^ 
gente; s in prejuzgar la pena a imponer ni la estructura 
de la culpabilidad se formulaba lo que en esencia era un 
delito de puesta en peligro de los trabajadores por in­
fracciôn de normas de seguridad en el trabajo con la prq 
visiôn de la hipôtesis de la efectiva producciôn del re­
sultado lesivo.
La naturaleza "orgânica" de las Cortes permitiô al Gobier 
no prescindir de numerosas previsiones establecidas en 
la Ley de Bases y, entre ellas, la relativa al art. 423 
a pesar de1 propôsito de algunos "Procuradores" de con­
trôler el uso de la autorizaciôn concedida (21), de ta 1 
modo que la reforma del precepto en cuestiôn se limitô a 
su tenor actuaImente vigente; Las penas sefialadas en los 
articulos 420 a 422, en sus respectives casos serân apli- 
cables a los que por infracciones graves de las leyes de 
trabajo ocasionen quebranto apreciable en la salud o en 
la integridad corporal de los obreros".
El nuevo 427 suponia un radical incumplimiento de la vo- 
luntad de las Cortes expresada en la Ley de Bases, pues 
al omitir el "o puedan ocasionar", el precepto se mante- 
nia, al igual que el del 423, como mero delito de resul­
tado, reduciendo a la nada la eficacia politico criminal
(21) Vid. sobre las alteraciones gubernamenta les a la vq 
luntad de las Cortes y sobre este ûltimo punto: RO­
DRIGUEZ DEVESA, parte General, 1974, p.109-111.
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tîroplB del delito de puesta en peligro ( 22).
En opiniôn de QUINTANO, el 427 se limitaba asiaa corre 
gir "los mâs burdos defectos" del 423, particularmente 
al convertirse en un auténtico delito contra las perso 
nas, para no borraba su "pecado original", el "preten­
der convertir lo culposo en doloso" (23), Por otra paq 
te mantiene términos sumamente imprecisos ("infraccio­
nes graves", "leyes de trabajo") e introduce otras del 
mismo cariz ("quebranto apreciable") (24).
Liroitândonos ahora exclusivamente al tema de la estruc­
tura de la culpabilidad ha de decirse que como se deq - 
prende de las palabras anteriores de Quintano, la doctr_i 
na ha seguido interpretando al 427 como un tipo que cas- 
tiga como dolosas conductas tanto doloso eventuales como 
imprudentes, y ha denunciado en consecuencia el precepto 
como una grave violaciôn de los principios fundamentales 
de culpabilidad y de proporc iona lidad de la pena. En el - 
mismo sentido que Quintano se han manifestado otros auto 
res. Asl ANTON ONECA (25) dice que en el art. 427 "las - 
lesiones culposas tendrian las mismas penas que las dolo 
sas y en desproporciôn con las castigadas conforme al —  
art. 565, donde se veta en todo caso la pena superior o 
igual a la correspondiente al delito doloso .... (pudien 
do llegar el homicidio culposo a ser cætigado)... de acuer 
do con el art. 565 con penas inferiores a algunas lesio­
nes culposas que quedan dentro del art. 427". De igual -
(22) Cfr. RODRIGUEZ DEVESA, Derecho penal. Parte especial, 
p.135. Contraries a todo precepto especifico de le­
siones laborales, inclusive la puesta en peligro, se 
habian manifestado QUINTANO, Tratado, I, 1, Madrid 
1972, p.733, DEL ROSAL, COBO y RODRIGUEZ MOURULLO, 
Derecho penal, parte especial, 1962, p.497.
(23) Vid. QUINTANO, tratado, Loc: cit.
(24) Para la interpretaciôn de estos elementos del tipo, 
sobre los que volveremos mâs adelante, nos remiti- 
mos a M. ROSARIO DIEGO, Las lesiones laborales cit. 
p. 43-44 y CUELLO Derecho penal, 11,2, Barcelona 
1975, p.578
(25) Cfr. ANTON ONECA, Notas criticas al Côdigo penal.
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opiniôn parece participer MUfîOZ CONDE (26) quien en las 
breves lineas que dedica al precepto manifiesta que "se 
trata de una penalizaciôn de infracciones graves de las 
normas de seguridad en el trabajo" y que "en realidad 
no era necesaria su raenciôn expresa, pues la mayoria de las 
veces son conductas imprudentes para cuyo castigo bastaba 
el tipo abierto de 1 565.
Respecto de los Tribunales ha de decirse que han olvidado 
la existencia de1 art. 427 con igual rotundidad que lo hq 
cieron con el viejo 423. Sôlo una sentencia del TS nos es 
conocida, pero tanto porque no entra en el fonde del asun 
to, como por los resultados de puniciôn a que en ella se 
llegan, no puede considerarse mâs que comc un lapsus del 
tribunal de instancia y del propio Tribunal Supremo '27).
La razôn de la inaplicaciôn del precepto per los tribuna_ 
les puede que estribe en que éstos participen de la crl­
tica de la doctrina cientlfica y les répugné vicier el - 
principle de culpabilidad, (28). Ta 1 procéder resultarla
I>as lesiones, en "Estudios Pénales", ^Hom-ersaje al P, 
Pereda, Bilbao 1965, p. 786.
(26) Cfr. MU&OZ CONDE, Derecho Penal, Parte especial. Se 
villa 1976, p.83.
(27) Vid. T.S 13-V-69, CL1040. Se limita a considérer apli 
cable el art. 427 tras constatar que las infracciones 
de leyes de trabajo fueron graves y el quebranto de 
la salud de los obreros apreciable, s in hacer refe­
rencia alguna al alemento subjetivo, igual o distin­
to al del 565. Mâs notable aàn es el hecho de que el 
tribunal de instancia haya aplicado el 427 pero no
la penalidad ordenada en el mismo, pues a pesar de 
que uno de los lesionado tardé en curar 150 dîas, lo 
cual constituye una lesiôn grave del nQ. 3 del 420 a 
la que corresponde pena de pris iôn menor, calificô las 
lesiones como del numéro 4 e impuso una pena de 2 - 
meses y 1 dia de arresto mayor y multa, de ta 1 forma 
que la pena a que llegô con el 427 fué superior a la 
menor que pudiera haber correspondido por el art.
565 solamente en la adicicn de la pena de multa,
(28) Esto puede deducirse de la "Memoria del Fiscal del 
Tribunal Supremo de 15 de septiembre de 1972", en -
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sin embargo sorprendente en nuestra Magistratura, pues 
no ha solido ésta vacilar en aplicar otros preceptos - 
que adolecen de igual violaciôn del principle de culpa 
bilidad (29), e inclusive agrava arbitrariamente, y con 
tra lege, tales defectos (30). En este contexto no pue­
de por menos de llamar la atenciôn el que la jurispru­
dencia patria, tan extremadamente respetuosa de la Ley, 
incluso de leyes manifiestamente injustas, infrinja el 
deber de aplicar rigurosamente las leyes penales (art.3 
C.p.), en aras de un Derecho penal de la culpabüidad, - 
idea a la que, por otra parte, ne puede decirse que req 
ponda el Côdigo en su conjunto (31), precisamente en un 
âmbito como el que nos ocupa, en el cual estân en juego 
intereses sociales tan necesitados de protecciôn. Es bien 
posible que esta inaplicaciôn del art. 427 obedezca mâs qu 
al "buen sentido jurîdico de los Tribunales espafioles" de 
que habla QUINTANO (32) a un sentido de justicia penal -
la cual se recogen las propuestas de reforma de los 
Fiscales de Almerîa y Madrid, fundamentadas en la - 
crltica de la equiparaciôn entre culpa y dolo (p.337) 
y en la afirmaciôn de la naturaleza cùlposa de las - 
conductas (p.338)* en igual sentido se recogîan mani 
festaciones en la Memoria correspondiente a 1968, vid
p.62.
(29) Vid. QUINTANO, Derecho penal de la culpa, cit. p . 3 08 
311 y SS: La praxis de nuestros tribunales se acomo- 
da siempre al "versari" y l e  da a veces arbitrariamen 
te entrada (p.310).
(30) Cfr. ANTON ONECA, Derecho penal, i, 1949, p.102.
(31) Cfr. BARBERO SANTOS, Politica y Derecho penal en Es- 
pafla, Madrid 1977, p.122-123.
(32) Vid. QUINTANO, Tratado, I, 1, Madrid 1972, p.733.
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teftido de coloraciones clasistas (33).
Por nuestra parte entendemos que tras la reforma de 
1963 cabe llegar a una interpretaciôn del tipo subjq 
tivo del art. 427 bien distinta de la hasta ahora rea 
lizada por la doctrina, y con la que se llega a resul. 
tados mâs satisfactorios. Antes de pasar a exponerla 
analizaremos dos propuestas de interpretaciôn ofreci- 
das, la primera, por BERISTATN y ROSARIO DIEGO y, la 
segunda y imâs reciente, por BAJO FERNANDEZ, las cuales 
si bien se alejan de la concepciôn tradrional, no son 
s in embargo en nuestra opiniôn aceptables.
Para BERISTAIN y ROSARIO DIEGO (33 bis) el art. 427 ti 
pifica un delito de "peligro lesiôn" en el que el re - 
sultado lesivo es una mera condiciôn objetiva de pena­
lidad. BERISTAIN entiende que no se recoge en este pre 
cepto un delito de lesiones sino un delito doloso de - 
peligro consistente en la infracciôn grave dolosa de - 
leyes de trabajo que amenace causar lesiones a los obre 
ros. Esta conducta constituye el nûcleo fundamental y - 
caracteristico del precepto, dentro del claal la lesiôn 
efectiva de los obreros es accidentai y secundaria, me­
ra condiciôn objetiva de penalidad (34). Los supuestos 
que comprende el 427 son distintos de los subsumibles - 
en el art. 565; estos ûltlmos son delitos de lesiones por 
imprudencia temeraria o simple con infracciôn de regla­
mentos y los primeros son delitos dolosos contra la se-
(33) Solamente otro articulo del Côdigo ha sido tan absq 
lutamente inaplicado por los tribunales como el art. 
427, precisamente el destinado a asegurar la distrq 
buciôn equitativa de la renta por via de las exacciq 
nés fiscales, el antiguo 319; vid. SERRANO GOMEZ, 
Fraude tributario (Delito fiscal), Madrid 1977, p.68 
y ss, con referencias a la ideologîa de su no apli­
caciôn; también MUROZ CONDE, Recensiôn a la obra de 
Serrano en "CP Crim' 4 (1978) p.165-166.
(33b) Vid. BERISTAIN TPINA, Observaciones acerca de las - 
lesiones en el derecho penal espahol y comparado, en 
"RGLJ" 1971, separata, p. 3 2 y ss; MARIA ROSARIO DIE
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guridad en el trabajo (35). Correiativamente a la difq 
rente naturaleza de ambas conductas habrâ de ser también 
diferente la puniciôn de cada una de ellas, no encontran 
do por ello estos autores razones para criticar el que 
en algunos casos resulten iguales las penas del delito 
doloso de lesiones y la del delito de infracciôn dolosa 
y peligrosa de las leyes laborales (36), aunque la pena, 
que en general se gradûa en relaciôn al tipo de résulta 
do, puede ser, como en éste el caso, desproporcionada a 
la culpabilidad (37).
Importa destacar que en lo que respecta a la relaciôn 
de culpabilidad, BERISTAIN estima que el dolo debe cu- 
brir la infracciôn de las leyes de trabajo y no la lesiôn 
bastando que ésta sea prévis ible, (38), No fundamenta el 
autor s in embargo la exigencia que el resultado haya de 
ser prévisible, y no lo hace, entendemos por que carece 
de fundamento alguno, pues lo que no es mâs que una mera 
condiciôn objetiva de la pena, es decir, una condiciôn - 
objetiva que nada tiene que ver con la voluntad del suje- 
to (39). Mâs consecuente en este punto es R. DIEGO quien
GO, lias lesiones laborales del art. 427, en "CPcrim" 
nQ.2, 197 7, p.3 5 y ss.
(34) BERISTAIN, ob.cit., p.33-34
(35) R. DIEGO, ob.cit., p.42
(36) BERISTAIN. ob.cit., p.34
(37) Cfr. R. DIEGO, ob.cit. p.45
(38) BERISTAIN, Ob.cit, p.34. La exigencia de previsibi- 
lidad objetiva del resultado viene dirigida a sua- 
vizar la lesiôn del principle de culpabilidad, en 
la medida en que supone que el resultado ha de ser, 
al menos, imprudente.
(39) Como dice JESCHECK en relaciôn a las condiciones 
objetivas de punibilidad, ésta depende exclusiva­
mente del hecho de que se de o no la condiciôn, s in 
que el dolo o la culpa tengan que referirse a la 
misma, es decir, s in que se excluya la pena porque 
el sujeto no haya podido -ni objetiva ni subjetiva- 
n.ente- preveer su producciôn (Vid. Lehrbuch, 3a.ed.
rechaza la hipôtesis de dolo eventual porque estima que 
si se considéra al resultado como una mera condiciôn -- 
objetiva de punibilidad y por lo tanto no perteneciente 
a la conducta tipica, carece de sentido pensar en pro - 
yectar el dolo del sujeto al resultado producido, no -- 
precisândose en absoluto que el resultado sea abarcado 
por la culpabilidad (culpa o dolo) del autor (40).
En consecuencia, el art. 427 deberia aplicarse para BE 
RISTAIN siempre que la conducta dolosa de infracciôn de 
leyes de trabajo haya causado un resultado de lesiones 
prévisible, y para R. DIEGO, inclusive, cuando no haya 
sido objetivamente posible preverlo. En el mejor de los 
casos, es decir, en la tesis de BERISTAIN, se aplicarân 
las penas de las lesiones dolosas a las lesiones impru­
dentes. El desvalor de la conducta de quien infringe dq 
losamente leyes laborales llevaria a equiparar por la pena 
las lesiones imprudentes a las dolosas. En la tesis de 
R. DIEGO el desvalor de la conducta es lo que lleva a equi 
parar las lesiones fortuites a las dolosas.
Ni siquiera la propuesta de BERISTAIN es de recibo, y éq 
to por varias razones. En primer lugar, y por razones de 
coherencia técnica del Côdigo, pues como recientemente - 
ha manifestado BAJO FERNANDEZ, considérer al resultado 
lesivo como condiciôn objetiva de punibilidad convierte 
al art. 427 en un cuerpo extrafio en nuestro Côdigo penal 
ya que no se conoce ningûn otro supuesto en el que un he 
cho que pueda intégrer por si mismo un concrete tipo de 
injuste, como p.ej., cualquiera de los referidos en los
p.449). La exigencia de prévisibilidad del resulta­
do sôlo séria consecuente con una concepciôn de los 
resultados de lesiones como elegnento del injuste tî, 
pico del art. 427 y no como mere presupuesto de la 
punibilidad, y para ello séria necesario que el ti­
po del 427 fuera, al menos, de los llamados "mixtos 
de dolo y culpa"; dolo respecto de la conducta bâsj. 
ca inicial y culpa respecto del resultado deriv-ado 
de la misma (Lehrbuch, 3a. p.462-463). Pero no es
asi como concibe BERISTAIN al 427.
4 0) Cfr. R. DIEGO, ob.cit., p. 48
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arts. 420 y ss, aparezca como ta 1 condiciôn objetiva 
de penalidad (41). Por otra parte, y en relaciôn al 
Derecho comparado, cuando en otras legislaciones se 
contienen tipos que objetivaraente pueden considerar­
se como de "peligro-lesiôn", subjetivaraente son "ti­
pos mixtos de dolo-culpa", es decir, el tipo exige - 
al menos imprudencia respecto del resultado, siendo 
el resultado lesivo elemento del tipo y no condiciôn 
objetiva de punibilidad (42) .
En segundo lugar porque si se entiende que el resul­
tado de lesiôn no es mâs que un elemento secundario del 
delito de 1 427 (condiciôn de punibilidad) y que el fun­
damento de la puniciôn se encuentra en el desvalor de - 
la conducta (en el delito de peligro contenido en el -- 
427), carece de toda coherencia lôgica el que el concre 
to grado de pena a imponer dependa exclusivamente del - 
concrete tipo de resultado de lesiones efectivamente pro 
ducido. Mâs aûn lo que se révéla como secundario en el 
427 es el desvalor de la conducta, ya que no solamente 
no entra en juego cuando no se produce el resultado si- 
no tampoco cuando el resultado producido es bien ei de 
las lesiones de menor gravedad (las que constituirân fa 
ta) bien el resultado n.âs grave posible, la muerte. En - 
la tesis de 1 delito de peligro-lesiôn el autor responde 
del delito de peligro con motivo de la producciôn de la 
lesiôn, es decir, en el 427 el autor responde de la in­
fracciôn dolosa de las leyes de trabajo con motive de la 
producciôn de las lesiones, pero, s in embargo, el grado 
en que responde de la infracciôn de las leyes de trabajo
(41) Vid. BAJO FERNANDEZ, Derecho penal econômico, Ma­
drid 1978, p.542.
(42) Vid. sobre ésto WESSELS, Strafrecht, A.T., 1976, 
p.127 y s.; SCHONKE/SCHRODER/CRAMER, SEGB Komm., 
18 éd., n. marg. 18 al par. 18; GOSSEL, en Fests 
chrift fUr Lange, Berlin N.Y. 1977, p.219.
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depende de un factor que nada tiene que ver con les 
elementos de dicha infracciôn, del grado de la le - 
si6n, producida, grado que es per le general total- 
mente casual (43). Este hecho abona la impresiôn de 
que en el 427 el autor no "responde" de la infracciôn 
dolosa .... sine del resultado producido, y si de lo 
que responde es del resultado, el 427 no es un delito 
de peligro con una condiciôn objetiva de punibilidad 
(la lesiôn) sino un delito de lesiones, un delito en 
el que el resultado lesivo es elemento fundamental del 
tipo de injusto.
ROSARIO DIEGO ha traido a colociôn el art. 437 del C. 
p.italiano para apoyar la Tesis de que el 427 es un - 
delito de peligro-lesiôn (44). Pero precisamente la - 
comparaciôn de1 427 con aquél evidencia todo lo contr^ 
rio. En el 437, IQ se tipifica un delito doloso de pue^ 
ta en peligro, y en el pérrafo 2Q se establece que cuan 
do se produzca el resultado se incrementarâ la pena. El 
resultado no es més que una causa de agravaciôn de la 
pena del delito de peligro y por lo tantg ni el dolo ni 
la culpa tienen que referirse al mismo (45). Si para R. 
DIEGO éste es un delito de peligro-lesiôn, habré de con 
cluirce que el 427 nada tiene que ver con esta categoria
Pero la tesis del delito de 1 delito de peligro-lesién 
de BERISTAIN y R. DIEGO, no solaraente vulnera el princi- 
pio de culpabilidad, sino que tambiôn, y por eso mismo, 
viola un postulado fundamental de toda polltica crimi­
nal racional, el de que norma y pena deben ser aptas pa^  
ra mot ivar en sus destinatarios el comportamiento ade-
(43) Es azaroso el grado de la lesiôn, no el hecho de 
que la lesiôn (en abstracto) se produzca c no.
(44) Vid. R. DIEGO, ob.cit., p.4)
(45)Vid. supra. Cap. Ill, A, Z.
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cuado. Castigar como si fueran dolosas lesiones culpo 
sas no es més que puro terror penal, y sabido es que 
ésto conduce siempre a que los ciudadanos, per una par 
te, olviden los mandatos impuestos y carguen con la -- 
pena como expresiôn de la mala suerte y no como merecj. 
do castigo a su injusto obrar, y a que los tribunales, 
por otra parte, se resistan a imponer la pena prevista 
e, incluse, prescindan de perseguir criminaImente d de 
lito de que se trate (46).
Rechazada la concepcion del delito del art. 427 como 
de pe ligro-les iôn nos enfrentamos de nuevo con un delj^ 
to de lesiones por infracciôn dolosa de leyes labora- 
les castigado con penas iguales a las de las lesiones 
dolosas y con la investigaciôn de cual sea la naturale 
za del tipo de culpabilidad de este delito.
En este sentido pudiera pensarse que se trata de lo - 
que CORDOBA (47) ha llamadc "un propio delito cualif_i 
cado por el resultado", es decir, lo que el resultado 
cualifica no es un delito bdsico, sino una conducta 
bdsica que no es en si misma delito. En esta concepciôn 
para responder por el 427 bastaria que la infracciôn do 
losa de las leyes de trabajo y el resultado lesivo es- 
tén en relaciôn de causalidad, con independencia, en prin 
cipio, de la previsibilidad objetiva del mismo. Con ello 
nada se gana en relaciôn a la tesis de 1 delito de peli- 
gro-lesiôn (48), pues el sujeto responde con la pena de
(46) Como hemos tenido ocasiôn de exponer en relaciôn a 
la pena de muerte en La aboliciôn constituciona1 
de la pena de muerte, en el libro homenaje a D. JO 
SE ANTON, actualmente en prensa.
(47) Vid. CORDOBA, Comentarios al Côdigo penal, i, p.13
(48) Aunque quizâ pudiera decirse que aqui al menos es 
necesaria la relaciôn de causalidad, lo cual es po 
siblemente superflue cuando el resultado es mera 
condiciôn objetiva de punibilidad.
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las lesiones dolosas del resultado, aunque éste no 
ya sido siquiera imprudente.
Ahora bien, podrla llegarse a mantener la exigencia de 
previsibilidad objetiva del resultado, y por lo tanto 
la imprudencia, corrigiendo la doctrina jurisprudencia1 
tradicional sobre los delitos cualificados por el resu% 
tado con la doctrina roâs reciente al respecto del Tribu 
nal Supremo (49). Con ésto llegariamos a alcanzar de —  
nuevo los resultados a que llegaba BERISTAIN cuando re- 
queria la previsibilidad de la condiciôn objetiva de pe 
nalidad (50). No obstante, se seguirlan castigando le - 
siones imprudentes como lesiones dolosas, lo cual, cen­
surable tanto desde el punto de vista del principio de 
culpabilidad como desde el piano politico criminal, nos 
obliga, a continuar la bûsqueda de una soluciôn mas sa - 
tisfactoria para el art. 427.
Con el fin de superar las dos criticas anteriores BAJO 
FERNANDEZ ha propugnado recientemente una nueva inter- 
pretaciôn del tipo subjetivo del 427 (51). Segûn el au-
(49) En orden a estimar que la relaciôn de causalidad 
entre el delito y el resultado calificante sea una 
relaciôn de causalidad "relevante", y definiéndose 
esa relevancia entre otros criterios por la previ­
sibilidad. Vid. T.S. 15-XII-77. Por supuesto que 
la via roâs adecuada para afianzar la exigencia de 
previsibilidad objetiva séria la aplicaciôn de la 
doctrina de la imputaciôn objetiva.
(50) La diferencia estribaria en que aqui el presupues- 
to de la previsibilidad vendria fundamentado dogmâ 
ticamente como expresiôn de la naturaleza de los - 
delitos cualificados por el resultado en la nueva 
concepciôn jurisprudencia1 y doctrinal de éstos.
(51) Vid. BAJO FERNANDEZ, Derecho penal econômico, cit. 
p.541.
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tor citado, la pena prevista en el art. 427 es aplicable 
exclusivamente a las lesiones dolosas causadas por in —  
fracciôn de leyes laborales, quedando incluidos los su - 
puestos de imprudencia en el art. 565 y concordantes. De 
esta forma el 427 aparece como un precepto innecesario, 
pues lo que en el se castiga son las raismas conductas -- 
que en los art. 420 y sig.. Esta crîtica podria salvarse 
-segûn BAJO- si se acepta que el 427 amplia las modalida^ 
des de comisiôn de las lesiones de los art. 420 y sig., 
incluyendo de forma expresa la causacién de lesiones me- 
diante la "infracciôn grave de leyes de trabajo. De otra 
forma estima M. BAJO, el sentido del art. 427 se reduci- 
ria a constituir una mera llamada de atenciôn a los ëes- 
tinatarios de la norma (ciudadanos y tribunales) acerca 
de la necesidad de cuidar la exiger.cia de responsabilida 
des pénales en accidentes de trabajo.
Esta tesis no merece tampoco aprcbacicr. En el afén por 
evitar la configuraciôn del 427 como precepto enfrentado 
al principio de culpabilidad, procjde M BAJO a una "dero 
gaciôn" del mismo al considerarlo exclusivamente, y s in 
mâs precisiones, como delito doloso. Con esta interpre- 
taciôn no se llega tanto a "consecoencias politico crimi 
nales menos insatisfactorias" cono a desproveer al 427 
de todo sentido politico criminal, pues, como se indicô 
anteriormente, no se puede hablar en ningûn caso de accj. 
dente de trabajo cuando el resultado lesivo es persegui- 
do dolosaroente por quien lo causa. protecciôn especial 
de la persona en su trabajo tiene sentido ünicamente cuan 
do son otros los fines propueatos por el agente y el acc^ 
dente es mera consecuencia accesoria de los mismos, es 
decir cuando el agente actûa respecto del resultado bien 
con dolo eventual, bien imprudentemente. Sobre estas ba­
ses, las afirmaciones de que el 427 es un tipo de lesio­
nes dolosas, s in hacer referenda a las dolose eventua - 
les, y de que viene a cumplir una "appe11funktion" sobre
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las responsabilidades penales en "accidentes de traba­
jo" son afirmaciones desligadas de conexiôn 16gica en­
tre si. El colorario necesario de la tesis de M. BAJO 
habria de ser por lo tanto: el 427 no cumple funciôn - 
alguna, pues por una parte la ampliaciôn de los medios 
légales de comisiôn de las lesiones a las infracciones 
de leyes de trabajo no tiene relevancia para la perse- 
cuciôn y castigo de lesiones dolosas, -pues es absoluta 
mente extravagante pensar en sujetos que recurran a la 
infracciôn de estas leyes para hacer realidad su "ani­
mus laedendi"- y, por otra, el problema de las lesiones 
dolosas poco tiene que ver con el de las lesiones y -- 
muerte en accidente de trabajo, y con ello mal puede - 
llmar la atenciôn el 427 sobre unas conductas que nada 
tienen que ver con las que el citado precepto incrimina,
3/ NUESTRA PROPUESTA: EL DELITO DEL ART. 427 COMO DEL% 
TO DE LESIONES DE DOLO EVENTUAL POR INFRACCION DE LE­
YES DE TRABAJO.
Por nuestra parte enfcendemos que el tipo de lesiones la 
bcrales es susceptible de una con f igurac*iôn aceptable - 
a partir de la reforma operada en 1963. La razôn de que 
el 427 haya seguido siendo execrado por la doctrina se 
debe fundamentaImente a que ésta ha contemplado el pre­
cepto desde los prejuicios que el texto del art. 423 h^ 
bia, con razôn, fundamentado.
Respecto del 423, y en lo relative a su estructura de 
la culpabilidad, se habla dicho que era un delito de - 
lesiones de dolo eventual presunto. Dicha presunciôn - 
se afirmaba al constatarse la "reiteraciôn" de las in­
fracciones a las leyes de trabajo y el carâcter "prob£ 
damente doloso de las mismas. La vulneraciôn del prin­
cipio de culpabilidad radicaba.en que se castigasen las 
lesiones doloso eventuales con la pena de las lesiones 
dolosas sino en el hecho de que el dolo eventual se pre 
sumiera iuris et de iure al darse las infracciones do-
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losas en forma reiterada.
La clave de la soluciôn al art. 427 estriba en la 
transcendencia que tiene la supresiôn de la refe­
r e n d a  a los dos presupuestos de la presunciôn —  
enunciados. Al procéder de esta forma, el legisl^ 
dor de 1963 sôlo podia pretender dos cosas. La prj^ 
mera supondria una ampliaciôn del âmbito de aplica 
ciôn del 427, es decir, las penas de las lesiones 
dolosas habrian de aplicarse necesariamente a to - 
das las conductas causantes de lesiones por infrac 
ciôn de leyes laborales, tanto si la causaciôn es - 
doloso eventual como si es meramente imprudente y - 
ya dentro de esta hipôtesis, tanto si la imprudencia 
es temeraria como si es simple antirreglamentaria.
En otras palabras, el 427 no se reservaria sôlo a las 
lesiones por infracciones reiteradas y dolosas de le 
yes de trabajo sino que abarcaria todas las lesiones 
laborales, reiteradas y dolosas o no, excluyendo la 
aplicaciôn del art. 565, que hasta entonces entraba 
en juego siempre que las infracciones na fueran dolo­
sas o reiteradas.
Sobre esas bases, el 427 vendria a profundizar aûn mâs 
la vulneraciôn del principio de culpabilidad. Parece 
obvio que no fué el propôsito del legislador agravar 
el defecto del 423, sino precisamente, lo contrario, 
poner de acuerdo el precepto con el principio de cul­
pabilidad suprimiendo la presunciôn de dolo eventual 
y ampliar el campo de aplicaciôn del art. 565 en las 
lesiones por infracciôn de leyes laborales.
Si olvidamos ahora la perturbadora presencb del "rei^ 
teradas y probadamente dolosas" en el 423 e interpre 
tamos el tipo del 427 desde categorias dogmûticas ge
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neralës hemos de decir que la conducta tipificada 
en el mismo es, como en todos los tipos de la par 
te especial (52), una conducta dolosa y, en consja 
cuencia, para que se realice el tipo subjetivo es ne 
cesario que el dolo del autor cubra los elementos - 
del tipo objetivo, es decir que el agente cause do- 
losamente la lesiôn por una dolosa infracciôn de le 
yes de trabajo. Si el dolo del autor no abarca ambos 
elementos, el precepto que ha de aplicarse, el tipo 
penal que se realiza, es el que se forma con la con- 
junciôn del tipo objetivo del 427 y el tipo subjeti­
vo de la imprudencia contenido en la fôrmula genéri- 
ca del art. 565. Es decir hay un delito doloso de le 
siones laborales, el del 427, y un delito imprudente 
de lesiones laborales, el del 427 en relaciôn con el 
565.
De esta forma entrarâ en juego el art. 427/565 cuando 
el agente no infrinja dolosamente las leyes laborales, 
o cuando, infringiéndolas, no se den los presupuestos 
del dolo eventual respecto del resultado lesivo (53). 
El tipo doloso de 1 art. 427 sôlo se realizarâ cuando 
el agente, adenvâs de infringir dolosamente las norma s 
de seguridad cubra con su dolo la eventual producciôn 
del resultado.
Con esta configuraciôn del 427 no aparece ya éste co 
mo una du^.plicaciôn tautolôgica del art. 420 y sig.
En lo que se refiere al tipo objetivo es indudable - 
que amplia el catâlogo de medios légales de las le - 
siones comunes hasta el punto de que el de los medios 
deja de ser definitivamente un problema para la puni-
(52) Cfr. RODRIGUEZ DEVESA, Parte General, Madrid 
1976, p.291.
(53) Para las condiciones de afirmaciôn de 1 dolo even 
tuai vid. supra C a p. X, A .
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ciôn de cualquier lesiôn o menoscabo de la salud 
con causa laboral (54).
Tampoco en lo referente al tipo subjetivo se deja 
identificar -como hemos visto anteriormente que - 
hace BAJO FERNANDEZ (55)- con los tipos del 420 y 
sig. ÏjQ especifico del 427 es que tipifica las le­
siones de dolo eventual. Y es ésto lo que justifj. 
ca su existencia, pues si bien es cierto, y asi lo 
hemos mantenido (56) que en términos estrictamente 
dogméticos el dolo eventual es también en nuestro 
derecho una forma de dolo, punible como tal y no - 
como imprudencia temeraria, para la jurisprudencia 
y un sector de la doctrina cientifica, las conduc­
tas doloso eventuales se castigan como dolosas -ade 
mâs de en algunos delitos que admiten exclusivamen­
te la comisiôn dolosa- solamente en aquellos supues 
tos en que se considéra que el tipo las incrimina - 
especificamente (57), lo cual estiman errôneamente, 
que se produce en los delitos cualificados por el - 
resultado (58). A este respecto debe porferse de re­
lieve que la definiciôn del 427 como delito de dolo
(54) Sobre los problèmes de falta de tipicidad de aj. 
gunas lesiones laborales y menoscabo de la sa - 
lud que détermina el catâlogo cerrado de medios 
comisivos del 420 y sig. Vid. supra cap. V, p.202 ss
(5 5) Vid. BAJO FERNANDEZ, Derecho penal econômico, 
cit. p. 541.
(56) Vid. supra, p.403.
(57) Cfr. QUINTANO, Derecho penal de la culpa. cit. 
p. 168-169.
(58) Ademés de la anterior cita, cfr. GIMBERNAT, Acer­
ca del dolo eventual, en "Estudios penales", cit. 
p.150 y not. 87
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eventual concordarla con la censuraca concepciôn 
jurisprudencia1, pues no en vano se ha podido con 
siderar al 427 como un "impropio" delito cualifica 
do por el resultado.
La reconstruceiôn del 427 como delito de lesiones 
laborales^dolo eventual permite la recuper^ - 
ciôn de tan denostado precepto. Carece ahora de to 
do fundamento la repulsa de la conrainaciôn de la 
conducta con la pena de las lesiones dolosas, pues 
son efeetivamente dolosas (eventuales) las lesio - 
nes que en el articule se tipifican. No hay ya vujL 
neraciôn del principio de culpabilidad. Recobra el 
precepto también un sentido politico criminal el - 
de ser un instrumente de protecciôn de la seguri_ - 
dad e integridad del trabajador frente a les ries- 
gos derivados de las condiciones de trabajo y de la 
gestiôn patronal de las mismas, sentido del cual ca 
rece tanto en la concepciôn del mismo como delito - 
de peligro-lesiôn, pues en éste se castigaba inclu­
sive la lesiôn no imputable a los responsables de - 
la seguridad en la empresa, como en la concepciôn de 
quien le configuraba como puro delito doloso, s in - 
otras precisiones, pues en ésta se venia a castigar 
el dolo de primero y segundo grado respecto de las 
lesiones, tipos éstos de conductas totalmente ajenas 
a la fenomenologîa de los accidentes de trabajo. Por 
ûltimo, solo ahora que el precepto castiga auténticos 
atentados contra la integridad y seguridad de los tr_a 
bajadores, puede decirse que cumpla una "appellfunk- 
tion" sobre el problema de las responsabilidades pena 
les en los accidentes de trabajo.
No podemos terminar s in indicar que lo que hcy es re 
lativamente sencillc, el construir al 427 como un -
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tipo de dolo eventual, aplicable tan s61o a las 
lesiones laborales materiaImente doloso eventua 
les, era anteriormente algo dificilmente reali­
zable .
A ello no se oponian solamente la "mala imagen" 
que el art. 427 heredaba del 423, sino también, 
y quizé en forma mâs déterminante, las limitacio 
nes al libre juego de los criterios de la moder- 
na dogmética irapuestas por la vigencia del "ver- 
sari" todavia en los primeros afios sesenta, ya - 
que, como también ha sido puesto de manifiesto - 
con anterioridad, la comisiôn dolosa del hecho - 
inicial ilicito, es decir, de la infracciôn de - 
las leyes laborales, excluia la calificaciôn de la 
producciôn de 1 resultado como conducta culposa - 
haciéndose responder al autor a titulo de dolo 
(59). Por esta razôn, y mientras estuvo vigente 
entre nosotros el concrete principio versarista, 
el 427 estaba condenado a aparecer como un delito 
de lesiones materialmeni^@^^^6&%P de dolo eventual 
presunto.
Por ûltimo debemos decir también que incluse recons 
truîdo el 427 en conformidad con el principle de - 
culpabilidad rechazamos su presencia en el Côdigo 
penal. En primer lugar porque a punto de ser sustituido 
nuestro viejo Côdigo parece adecuado plan- 
tear de raiz el problema de cual sea el sistema mâs 
adecuado para incorporar al derecho punitive un si^
(59) Vid. supra, p.425,nota .Ademés, GIMBERNAT,
Delitos cualificados por el resultado, Madrid 
1966, p. 204, nota 251.
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tema de tutela penal eficaz de la seguridad del 
horobre en su trabajo y, en este sentido, enten- 
demos que lo correcte es la creaciôn de un delj. 
to de puesta en peligro por infracciôn de nor - 
mas de seguridad en el trabajo. En segundo lu - 
gar porque el marco de puniciôn de las lesiones 
laborales doloso eventuales e, igualmente, ^  - 
los homicidios del mismo carécter, excluidos hoy 
del art. 427, debe ser el de los delitos de le­
siones comunes, en los cuales debe solucionarse 
en el future el problema de los medios légales 
junto con otros defectos de que adolecen esas f_i 
guras.
CAP ITU LO XII
PROPUESTA DE CREACION DE UN DELITO CONTRA LA SEGURIDAD 
EN EL TRABAJO
En la investigaciôn sobre el derecho comparado se ha pues 
to de manifiesto que la protecciôn penal de la seguridad 
en el trabajo es un fenômeno generalizado en los paises 
de nuestra cultura jurîdica (Francia, Bélgica, Alemania 
e Italia); que la elaboraciôn legislativa de esta tutela 
es obra reciente, y, mâs aûn, que precisamente a lo largo 
de la présente décade,los legisladores nacionales han per 
feccionado técnicamente los sistemas sancionadores e in - 
crementado el rigor de la represiôn penal (1).
La tendencia legislativa expuesta se plasma en diversos - 
sistemas de protecciôn, que se corresponden con las pecu- 
liaridades técnicas de cada pais (2). Los diversos modelos 
de protecciôn pueden sintetizarse en dos fôrmulas alterna­
tives :
a) En una se persigue incrementar la protecciôn penal de - 
los trabajadores, a través de la incorporaciôn a las figuras 
que tipifican los delitos imprudentes de homicidio y lesio­
nes de una causa de agravaciôn de la pena; la pena bâsica - 
prevista para estos delitos se eleva cuando el resultado de 
muerte o lesiones se produce como consecuencia de una infrac 
ciôn de normas de seguridad en el trabajo.
b) El segundo sistema de protecciôn consiste en la creaciôn 
de un delito de puesta en peligro para las personas por in­
fracciôn de normas de seguridad en el trabajo. En este si^ 
tema se presentan dos variantes: a') incriminaciôn a través 
de tipos concrètes de conductas que suponen una infracciôn 
de determinadas leyes y normas laborales relativas a la se­
guridad, y que crean un peligro para la vida y la salud de - 
los trabajadores, y b') incriminaciôn mediante un tipo gené-
(1) Vid. sobre los diversos paises el capitulo de éste , 
parte ii.
(2) Vid. conclusiones sobre el derecho comparado, supra.
rico de todas las infracciones de leyes y normas de segurj. 
dad que lleven aparejada la creaciôn de peligro para la vj. 
da y la salud de los trabajadores.
La primera fôrmula (a) -agravaciôn de la pena para les homj. 
cidios y lesiones imprudentes causados por infracciôn de —  
normas de seguridad en el trabajo- es la adoptada por el 1^ 
gislador italiano en la reforma de estos delitos en 1966 (3). 
Por esta alternativa se pronunciô QUINTANO RIPOLLES y, més 
recientemente, Rosario de DIEGO, BAJO FERNANDEZ y la Fiscali" 
del Tribunal Supremo (4).
Por la segunda alternativa, en su primera variante (b, a'), 
se decidiô nuestro Côdigo de 1928, en el cual se incluia un 
delito contra la seguridad en el trabajo dentro del catâlogo 
de delitos de peligro, contenido en la secciôn dedicada a los 
"Delitos afines a los estragos, imputables a imprevisiôn, —  
imprudencia, o impericia" (arts. 569 y 578). En el art. 578 
se castigaba a los instaladores de aparatos de seguridad en 
industrias peligrosas, asi como a los encargados de su con- 
servaciôm, cuando dieren lugar imprudentemente a la puesta - 
en peligro de la salud o la vida de los empleados (5). El de
(3) Vid. ampliamente aqui, p. 107 y ss.
(4) Vid. QUINTANO, Tratado,I, 1, 1972, cit., p. 731 y s., 
quien estima que ésta séria la via correcta y no la del 
art. 423 (427), si bien entiende que es "aûn mejor la de 
criminalizar determinadas infracciones de leyes de segu­
ridad en el trabajo, como en Alemania".
Vid. ROSARIO DIEGO, ob.cit., "R.P.Crim." (2) 1977, p.49 
y BAJO FERNANDEZ, Derecho penal econômico, Madrid 1978 
p.544; Memoria de Fiscal del Tribunal Supremo de 1972, 
mdrid, 1972, p.337.
%5) Art. 578. Los que dirigieren la instalaciôn o instalaren 
aparatos de seguridad utilizados para protéger la vida 
o la salud de los empleados en minas, trabajos subterrâ- 
neos o en cualquier género de industrias peligrosas dando 
lugar por su imprevisiôn, imprudencia o impericia a un pe 
ligro para la salud o la vida de aquéllas, serân castiga- 
dos con las penas seflaladas en el artîculo anterior.
Las mismas penas se impondrân a los encargados de la con 
servaciôn o reparaciôn de los mencionados aparatos, asi 
como a los funcionarios encargados de su inspecciôn, cuan
lito desapareciô con la reforma de 1932.
El sistema de la creaciôn de un tipo genérico de puesta en 
peligro por infracciôn de normas de seguridad en el trabajo 
es el acogido en el C.p. italiano, en el Proyecto alternatif 
vo alemân y en Francia, si bien, en este ûltimo pais, la f± 
gura delictiva se contiene en el Côdigo de Trabajo.
Las dos alternativas politico-criminales bâsicas son, pues, 
por una parte, la agravaciôn de la pena para los delitos de 
resultado lesivo y, por otra, el adelantamiento de la proteg 
ciôn al momento de la puesta en peligro. Procédé, por tanto, 
en primer lugar, decidir cual de las dos vias enunciadas me 
rece ser seguida por el legislador. En este sentido, enten- 
demos que el sistema de agravaciôn de las penas merece ser 
rechazado, y que el punto de partida correcto politico crimi. 
naImente se encuentra en el âmbito del delito de puesta en 
peligro.
1/ Critica de la propuesta de agravaciôn de la pena en los 
delitos de homicidio y lesiones imprudentes por infracciôn 
de normas de seguridad en el trabajo.
La idea•de alcanzar una protecciôn penal mâs eficaz de la 
vida y la salud del trabajador a través de una elevaciôn 
sustancial de la pena de los delitos imprudentes de homici­
dio y lesiones, cuando éstos se producen por infracciôn de 
normas de seguridad en el trabajo,carece de fundamento cien 
tifico politico-criminal, particularmente, cuando se conci- 
be como el ûnico y fundamental recurso penal para alcanzar 
el fin propuesto (6).
Es expresiôn de la tesis que propugna el sistema de agravar 
en general la puniciôn de los delitos imprudentes de resul­
tado con el objeto de obtener una reducciôn cuantitativa de
do a causa de su imprevisiôn, de su imprudencia o impe­
ricia se originare un peligro para la vida o la dalud 
de las personas.
(6) Cosa distinta serâ la agravaciôn de la pena en los su- 
puestos de homicidio y lesiones imprudentes -pero den-
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la comisiôn de los mismo.
Tanto esta tesis general, como su expresiôn concrete en 
el campo de la seguridad en el trabajo, olvida las ex_i 
gencias politico criminales que derivan de la funciôn mg 
tivadora de la norma penal, y, particularmente, los limg 
tes que los tipos de los delitos imprudentes de resulta­
do ofrecen en orden a esa motivaciôn (7). El mero incre- 
mento de las penas no motiva a los destinatarios de la 
norma del delito imprudente a un comportamiento mâs ade­
cuado a la misma; no se reduce el numéro de delitos impru 
dentes, y, en consecuencia, no sirve a alcanzar esa mâs - 
eficaz protecciôn que se dice pretender.
tro del marco de pena previsto de forma general para 
estos delitos- para mantener la proporcionalidad de la 
puniciôn del delito de peligro con la del resultado, 
como se verâ mâs adelante.
(7) Sobre la funciôn motivadora de la norma vid.; GIMBER­
NAT, Tiene un futuro la Dogmâtica jurldico penal?, en 
"Estudios penales", cit., p.64 y ss.; JAKOBS, Studien 
zum fahrlâssiqen Erfolgsdelikt, Berlin 1972, p.1 ss.; 
MUNGZ CONDE, Funktion der Strafnormen und Strafrechts 
reform, en "Strafrecht und Strafrechtsreforme", edit 
por RBdlener y otros, Colonia 1974, p. 309 y ss.; —  
BRINGEWART, Funktionales Denken im Strafrecht, Berlin 
1974.
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Refiriéndose al problema particular de los acciden 
tes de trâfico y a las alternativas para combatirlos 
dice G3ÏMBERNAT que " . . . ya podemos aumentar la pena del 
homicidio imprudente lo que queramos: con ello no con- 
seguiriamos reducir el nûmero de muertes culposas, —  
pues todo sujeto que se comporta peligrosamente pien- 
sa que la prohibiciôn de la causaciôn imprudente no - 
va con él, que de su comportamiento négligente no va 
a derivarse un resultado de lesiôn" (8). Efectivamen- 
te, es éste el resultado prâctico a que ha de llevar 
la propuesta de introducir una causa de agravaciôn de 
la pena para los delitos culposos de resultado, tanto 
en general, como para los producidos por infracciôn de 
"normas de la circulaciôn" o de "seguridad en el tra­
bajo". Tal fôrmula se traduce en un nuevo aumento del 
sufrimiento de los delincuentes imprudentes en cuestiôn, 
sin correlaciôn con el objetivo realmente pretendido: 
disminuciôn de las muertes y lesiones culposas.
La pena incrementada solaraente puede lograr el objet_i 
vo prâctico pretendido si se dirige contra la conduc­
ta consciente del sujeto, si la amenaza de mayor cas­
tigo es susceptible de influir sobre la decisiôn del
(8) Vid. GIMBERNAT, Tiene un futuro la Dogitiâtica pe­
nal? , en "Estudios de Derecho Penal"cit., p. 76.
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sujeto respecto de la integridad de la vida y la s^ 
lud, respecto de la no peligrosidad de las condicig 
nes de trabajo, es decir, de la seguridad en el tra^  
bajo. Como se ha visto, la conciencia -y voluntad- 
del sujeto se proyecta fundamentaImente, y en la ge 
neralidad de los casos (9), sobre la creaciôn o ele­
vaciôn del riesgo en el trabajo y no sobre hipotéticos 
resultados. La pena solo puede cumplir en este âmbito 
su funciôn motivadora de inhibiciôn del sujeto respec 
to de la acciôn u omisiôn creadora o eievadora del pe 
ligro si lo que se conmina con mayor pena es bien la 
dolosa puesta en peligro, bien la doloso-eventual eau 
saciôn del resultado, y no si lo que se conmina es la 
imprudente causaciôn del resultado
Ahora bien, GIMBERNAT, discute también el que tenga sen 
tido politico-criminal la incriminaciôn con mayor pena 
de la consciente (dolosa) puesta en peligro, e, igual­
mente en base a las exigencias de motivaciôn de la nor 
ma. En este sentido se pregunta "si no estaria justif_i 
cado imponer penas severisimas a la mera.creaciôn dolo 
sa del peligro, aunque no haya llevado a la causaciôn 
imprudente de un resultado antijuridico" (10).
El interrogante planteado es resuelto per GIMBERNAT 
en forma negativa, pero en nuestra opiniôn incorrecta- 
mente. El desacierto estriba en que en los reducidos 
limites del trabajo citado no puede el autor plantear 
el problema en toda su extensiôn y, por otra parte, - 
lo hace con relaciôn a un émbito de la delincuencia,
( 9) Es decir, con excepciôn de los supuestos en los 
que se puede hablar de dolo de 2Q,grado o de -- 
eventual respecto del resultado.
(10) GIMBERNAT, eod.loc.cit. Se trata estrictamente
de "creaciôn de peligro" y no de mera "desobedien 
cia" de normas de seguridad en el trabajo, de de 
lito de peligro concreto.
la del trâfico, que por sus especiales exigencias 
ofrece dificultades polîtico-criminales muy parti 
culares, Con relaciôn a esto ûltimo es preciso tg 
ner en cuenta que lo esencial de la conducta del - 
conductor imprudente con "dolo respecto al peligro" 
consiste en que su decisiôn a favor del peligro es 
tanto por un peligro para otro (11) como por un pe- 
liqro propio o, incluso, para sus seres queridos y 
allegados a los que transporta, mientras que en el 
âmbito de los accidentes de trabajo, lo esencial - 
de la conducta del sujeto (nos reducimos aqui a la 
del empresario y encargados) es que su decisiôn a 
favor del peligro es, por lo general, exclusivamen­
te a favor del peligro ajeno, de loe otros, es mâ-s, 
de los otros que dependen de él, de sus subordina- 
dos, diferencia ésta de évidentes consecuencias po­
litico-crimina les .
Por otra parte, si limitâmes la propuesta, como ha­
ce GIMBERNAT, al castigo de la mera creaciôn del pe 
ligro con "penas severisimas", es decir, con penas su- 
periores a las del delito imprudente de resultado, o, 
incluso, con penas iguales a las del delito de resul­
tado, hemos de convenir en que se llegaria a una puni, 
ciôn excesiva.. En primer lugar, por ser desproporcig 
nada a las medidas internas del sistema general de la 
dosimetrîa del Côdigo, y segundo, y en relaciôn con lo 
anterior, porque serian sentidas como penas injustas, 
tanto por los responsables del delito como por los pro 
pios jueces llamados a imponerlas.
"De nuevo,-continûa Gimbernat- el en orme aumento de sufri 
miento que habria de soportar un nûmero incalculable- 
mente elevado de personas (prâcticamente cada conductor
(11) y aqui el "otro" no es un subordinado, sino un 
igua1 , en el sentido de que ambos disponen de - 
iguales cuotas de autonomie y participaciôn en 
el peligro de trâfico.
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de véhiculés) no estaria justificado, pues la Socie- 
dad no se ve gravemente conniocionada por el enorme - 
numéro de infracciones del Derecho de la circulaciôn 
que en cada momento se estàn produciendo". En conse­
cuencia -sigue- "los mismos argumentes pues, con los 
que nos hemos opuesto al incremento de las penas para 
reducir el numéro de hurtos rijen en referenda a la 
represiôn de conductas peligrosas".
Ahora bien, hemos de manifestar que , realmente, 
no se pueden generalizar esos mismos argumentes a to 
das las conductas peligrosas, pues si bien es verdad 
que la "Sociedad no se ve gravemente conmocionada por 
el enorme numéro de infracciones del Derecho de la -- 
circulaciôn y de hurtos . . la Soc iedad s i se ve gra­
ve men te conmocionada por las conductas peligrosas y Ig 
si.vas en la prestaciôn del trabajo, por los accidentes 
de trabajo, mejor dicho, no se ven conmocionados esos 
sectores sociales -las clases dominantes- que por su 
posiciôn y funciôn social son meros espectadores, o 
incluso responsables del riesgo de otros, pero si en 
caml:io, esos otros sectores sociales" -la clase traba- 
jadora- que se ve sometida selectivamente al riesgo,- 
se sienten a todas luces trâgicamente conmocionadas por 
él, y baste aqui recordar un caso concreto: La "conmo- 
ciôn" de los mineros, que cuando se produce el "acci­
dente" y la muerte de "sus iguales" abandonan el tra­
bajo aûn a costa de arriesgar la pérdida del empleo y, 
en los anos de la Dictadura, inclusive la libertad y la 
integridad fisica ante los cuerpos de orden pûblico.
ona
El" problema de la conminaciôn con/pena a la creaciôn 
dolosa del peligro no es un problema de fondo, como en 
el delito imprudente de resultado, puesto que aqui si 
se puede afirmar la funciôn inhibidora de la pena, sino 
solamente un problema de politica criminal, de "medida
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de la pena". En concreto, la alternativa no puede ser 
la de castigar con "penas severisimas" a la puesta en 
peligro dolosa de otros en el trabajo, sino solamente 
la de castigar la puesta en peligro, y en los limites 
de una pena que no sea desproporcionada y por ello re 
chazable politico criminaImente, ésto es, con una pena 
que no llegue a ser de tanta qravedad como la prevista 
pap el delito de resultado correspondiente.
Sobre el tema del grado de la pena a imponer a la pues 
ta en peligro dolosa volveremos en el lugar sistemâti- 
co correspondiente. Bâstenos concluir aqui solamente - 
con que, desde el punto de vista de la funciôn que 
cumple la conminaciôn de la pena, de su fin motivador 
e inhibitorio, no puede justificarse politico criminal 
mente la alternativa de incrementar la pena para todos 
o algunos delitos imprudentes de resultado. Desde este 
punto de vista se justifica por el contrario la puniciôn 
de la puesta en peligro (particularmente la dolosa) de 
la vida, y la salud de los trabajadores por parte de - 
quienes precisamente estân llamados material y normatg 
vamente a velar por su seguridad en el curso de la ac- 
tividad laboral.
penal
2/ la protecciôn del trabajador frente al peligro
La creaciôn legislativa de una protecciôn penal de la 
vida y la salud del trabajador frente a su puesta en - 
peligro entronca con uno de los objetivos fundamentg - 
les de la polltica jurldica referida a la parte esen - 
cial de los côdigos penales de los Estados configurados 
como "Estado social y democrâtico de Derecho": otorgar 
a la protecciôn de la vida y la salud de la persona un 
mayor alcance que el conferido en épocas anteriores. Es
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te planteamiento de politica jurldica no se asienta 
solamente en consideraciones valorativas, como por 
ejemplo, en el deseo de a Iterarla jerarquia de va lores 
que la pena imponia en los ordenamientos de bienes 
juridicos propios del Estado liberal-y para ello; re- 
diKTix’ la energia represiva en la tutela de los "ob 
jetos" (vgr., la propiedad) en favor de los "sujetos" 
mismos, es decir, en favor de la persona en si. El - 
mayor alcance de la tutela penal de la vida y la sa­
lud, particularmente a través de la creaciôn de del_i 
tos de peligro, obedece también a que el legislador 
ha tomado en consideraciôn la existencia,y continuo 
incremento/de fuentes de peligro en la sociedad indug 
trial de nuestro tiempo (12).
Importa destacar que el nuevo planteamiento no exige 
una protecciôn de la vida y la salud frente a toda - 
suerte de puesta en peligro. Mayoritariamente se re- 
chaza lo que podia ser expresiôn de una ta1 politica 
de protecciôn indiscriminada de la seguridad: el tipo 
abierto a toda puesta en peligro de la vida (13). La 
experiencia de aquellos ordenamientos, en los que se - 
contiene un delito de peligro de ese carâcter, demues- 
tra que la criminalizaciôn de tan numerosas conductas 
como las que son subsumibles en el tipo, a consecuen­
cia de la indeterminaciôn del mismo, etc., conduce a 
su no aplicaciôn por los Tribunales, para los que -- 
constituye un indudable "exceso" de puniciôn, y que -
(12) Cfr. BARBERO SANTOS, Contribuciôn al estudio de 
los delitos de peligro abstracto, en "ADP" 1973, 
p.487, quien se refiere sintéticamente al progre 
so técnico y al desarrollo del sentido de solidg 
ridad humana.
(13) A favor de la creaciôn de un delito de puesta en 
peligro para la vida (ajena) se manifestaron LISZT 
(en "Vergleichende Darstellung", B.T., Bd.V, p. 
201) y STOOS ("ZStW" (15) p.199) y se contiene en 
el côdigo penal suizo (art.129) y en el austriaco 
vigente hasta 1975.
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a la larga conduce a una desprotecciôn mâs amplia que 
la que se pretendia combatir en un principio (14).
Se estima hoy pues en este sentido que sôlo es acepta 
ble la creaciôn de delitos concrètes de peligro que 
incriminen la puesta en peligro de la vida a través de
determinados medios o formas (15), lo cual exige una
selecciôn de aquellos que tengan mayor relevancia 
estadlstica y sean susceptibles de adecuada concrecciôn
en la norma penal (16). Muy laudable en esta perspec­
tive es el catâlogo de puestas en peligro de la vida 
y la salud que proponen los autores del Proyecto Alter 
nativo alemân, centrado en las fuentes de peligro p épias 
de la sociedad tecnificada y organizada para la produc­
ciôn y el consume en masa, dentro de las cuales se in­
tegra coherentemente el precepto ya mencionado de la - 
puesta en peligro en el puesto de trabajo (17).
(14) Por estas razones se rechazô su creaciôn por la Gran 
Comisiôn de la reforma alemana, cfr. LANG7, en "Leg
pziger Kommentar", not. 9, previa s al par. 211. En - 
el mismo sentido, STRATENWERTH, Besonderer Teil, -- 
Berna 197, I, 9,68.
(15) Cfr. L A N G E ,  en "Leipziger Komm", cit., loc.cit.
(16) Vid. sobre ésto, VERSELE, Rapport, en "RIDP"1969, 
vol. I-III,p.73.
(17) Vid. "Alternativ Entwurf", Besonderer Teil, Stra f ta- 
ten qeqen die Person, 2. Halbband, p.49 y ss. HIRSCH 
se manifiesta crîticamente al respecto,_vid. Hauptpro 
bleme einer Reform der Delikten gegen die Kôrperliche 
Unverseherheit, en "ZStW" 83 (1971), p.164. Para al­
gunos de estos delitos-no para el que a nosotros -- 
ahora nos interesa- constituyen los autores del "AE" 
unos tipos de peligro "de nuevo cuflo", entre el pelg 
gro concreto y el abstracto, vid. al respecto HORN, 
Konkrete Gefâhrdungsdelikte, Colonia 1973, p.213 y ss
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Por lo que respecta a nuestro derecho punitivo, ha de 
decirse que el Côdigo de 1928 contenia un amplio cat^ 
logo de delitos de puesta en peligro de la vida y sa­
lud de las personas, siendo particularmente novedosos 
los incluidos como a fines a los de estragos y relati­
ves a actividades de la industria, construcciôn, fabri_ 
caciôn de maquinaria, electricidad y seguridad en el - 
trabajo (art. 569 a 577).
Nuestra propuesta se orienta en esta moderna tendencia: 
creaciôn de un delito de puesta en peligro de la vida 
y la salud del trabajador por infracciôn de normas de - 
seguridad en el trabajo. Ahora bien, no se trata tan sô 
lo de otorgar a la persona una protecciôn penal mâs 
amplia y eficaz de sus bienes juridicos mâs fundamenta les 
a través de la tipificaciôn de diverses formas de su -- 
puesta en peligro, sino, aûn més, de otorgar una protec 
ciôn mis amplia y eficaz a la persona en tanto se encuen 
tra en una posiciôn material de particular desamparo -- 
frente a aquellos a quienes estâ jerârquicamente sometg 
do, a la persona en su condiciôn de trabajador dependien 
te o subordinado.
Ahora bien, la introducciôn en el ordenamiento punitivo 
del delito que se propone, debe venir acompafiada de la - 
puesta a punto de los que pueden denominarse sus especi- 
ficos presupuestos polîtico-criminales, a los cuales nos 
referiremos ahora, comenzando por aquellos que tienen -- 
un carâcter externo a la norma penal: los presupuestos 
socio-pollticos y politico-juridicos générales.
3/ Presupuestos socio-pollticos y politico-jurldicos de 
la tutela penal de la seguridad en el trabajo
En la ponencia presentada por quien esto escribe al i Co
loquio Regional del Grupo espafiol de la Association Inter
il Ü 1
national de Droit penal, celebrado en Madrid y Pla s en 
cia en Octubre de 1977, tuvimos ocasiôn de plantear - 
el problema de los presupuestos politico-criminales de 
la protecciôn de la seguridad en el trabajo (18)
Establecimos alll los presupuestos que se derivan de - 
los postùlados fundamentales de la moderna politica —  
criminal para una eficaz tutela de la seguridad en el 
trabajo. Remitiéndonos a lo dicho en aquél lugar, podg 
mos limitâmes ahora a enunciar las ideas generates.
Del postulado del carâcter de "ultima ratio" se dériva 
la exigencia de una serie de presupuestos de carâcter 
socio-politico y politico-juridicaFeconcretan los
primeros en el desarrollo de la autotutela de los tra­
ba jadores a traûés del libre ejercicio de los derechos 
sindicales y de su participaciôn eficaz en el control 
de la organizaciôn de las condiciones de trabajo en la 
empresa. Los segundos se refieren al piano de la nog 
mativa sobre el sistema protector y sancionador admi. - 
nistrativo laboral: una normativa juridica sobre segu­
ridad e higiene progresiva, en un sistema coherente, 
libre de G-ntinomias y lagunas; de eficacia motivadora 
ya a través de sistemas de control social menos graves 
que la sanciôn administrativa; con una Inspecciôn de - 
Trabajo dotada de medios materiales y juridicos suf_i - 
cientes y organizada eficazmente; y, por ûltimo, un —  
sistema sancionador administrativo concordante con el 
de carâcter penal (19) .
Del postulado de "racionalidad" de la norma penal dedu 
ciamos la estructura que requeria la protecciôn penal, 
tanto en lo relativo al problema de la protecciôn con-
(18) En "RIDP" 1978, vol. I, p.3 a 14.
(19) Vid. ob. cit. p. 7 y 8.
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tra el peligro y rechazo de la agravaciôn de la pena 
por el delito de resultado, como al contenido del t_i 
po objetivo del delito de peligro a crear (20).
Por ûltimo, los postulados de "practicabilidad" y —  
"efectividad" plantean exigencias relativas respec
tivamente a 1 sistema de persecuciôn penal y a la pe­
na criminal que se debe imponer (21).
Nos referimos en este apartado a los presupuestos —  
socio-politicos y politico-juridicos, los primeros - 
citados distinguiéndoles estrictamente de los propig 
mente politico criminales, es decir, los que se plas 
man directamente en la ley penal material y procesal
En este sentido, debemos remitirnos ahora a lo expueg 
to anteriormente sobre la valoraciôn del sistema san­
cionador administrativo y las conclusiones a que se - 
llegaban al respecto (22). El incumplimiento de los - 
presupuestos enunciados en eselugar afectaria profun- 
damente a la eficacia de la protecciôn penal de la sg 
guridad en el trabajo. La introducciôn en el C.p. del 
delito que proponemos debe enmarcarse en un desarrollo 
legislativo y funcional de, al menos, los dos presupues 
tos bâsicos; normativa administrativa de seguridad en 
el trabajo e Inspecciôn de Trabajo.
4/ Presupuestos politico-criminales; la "racionalidad" 
de la norma penal. Criterios para la construcciôn del 
tipo de peligro.
Desde el punto de vista material, la creaciôn de delg 
tos de peligro concreto no gs mâs que un -
adelantamiento del momento de la imposiciôn de la pe-
(20) Vid. ob.cit. p. 9 y ss.
(21) Vic. ob.cit. p. 13 y s.
(22) Vid, Parte II, Capitulo IV, P* 193 Y ss,
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na : se trata de intervenir ya en e 1 curso del pro 
ceso causal de les resultados lesivos, en el roomen 
to de creaciôn o apariciôn del peligro de lesiôn del 
bien juridico. Si fuera éste el ûnico sentido de la 
proteccidn penal trente a la puesta en peligro, al 
legislador que pretendiera establecerla le bastarîa 
modificar ligeramente los tipos pénales de resulta- 
do: "el que matare (a otro) o causare peligro para 
la vida de otros serâ castigado
Para quienes entienden que la norma penal se reduce 
a una "prohibiciôn de causar ", séria suficiente tan 
sencilla cperaciôn para ampliar la protecciôn del -- 
bien juridico. Es mâs, no necesitarla sino acudir a 
una fôrmula genérica, al igual que la empleada en - 
r.uestro côdigo para castigar la imprudencia : el que 
(dolcsa o impruden terrien te) produjera un peligro que 
de plasmarse en resultado constituiria delito serâ - 
castigado con
Pero el fin de la norrtia penal no es el de impedir la 
causaciôn de resultados lesivos o de resultados de - 
peligro, sino que, nds allé de éso, de lo que se tata 
es de dirigir al individuo un mensaje motivador de - 
su conducta respetuosa para la integridad del bien - 
jurid ico.
En este sentido es preciso analizar en que ha de consis 
tir aqui una conducta respetuosa para la integridad - 
del bien juridico. ^
No se trata desde luego de conmifiar al sujeto a que 
désista de su (dolosa) vôluntad de lesionar pues, como 
ya se ha expuesto, en la problemética de los acciden - 
tes de trabajo esté ausente toda vôluntad dolosa de --
4 6 4
lesionar (23) la producciôn de accidentes de trabajo 
tiene su gànesis en la vôluntad del sujeto de no apl^ 
car las medidas de seguridad necesarias para evitar O 
neutralizar el peligro y, por debajo de esa vôluntad 
del peligro y de la contradicciôn de las normas de se 
guridad, en la conducta descuidada del sujeto, debida 
a falta de preocupaciôn por la seguridad en el traba­
jo, o de la capacitaciôn profesional suficiente -a pe 
sar de haber asumido la tarea de dirigir y ordenar el 
trabajo- para reconocer los peligros y la forma (roedi. 
da de seguridad) de evitarlos. Por ûltimo, la génesis 
de los accidentes puede tener su causa en la ocasional 
despreocupaciôn o descuido del sujeto.
El problema de los accidentes de trabajo consiste no 
en que haya sujetos que quieran causarlos, sino en 
que quienes son responsables de la realizaciôn de 1 -- 
trabajo no aplican en ello el cuidado necesario, las 
medidas necesarias para que los riesgos propios de la 
actividad laboral no se eleven o para que no surjan - 
otros nuevos. Lo que se persigue no es pl que los su­
jetos se abstengan de matar sino el que organicen la 
protecciôn del trabajo en las mejores condiciones de 
seguridad para los empleados en él*
Por estas razones, el mensaje que el legislador dir^ 
ja al sujeto para alcanzar la pretendida integridad 
de los trabajadores no püede consistir en un mero "no 
mates" o "no pongas en peligro", fi el legislador qui^ 
re a^rontar el problema real^debe dirigirse al sujeto 
ordenéndole que "en la direccidn y organizaciôn del - 
trabajo que tienes a tu cargo, aplica todo el cuidado 
necesario para detectar los peligros que pueden sur-
(23) Todo lo més, una vôluntad dolosoi. eventual de le 
s ionar.
i:
gir y todas las medidas de seguridad que a tales efec 
tos estén previstas en las disposiciones legales, nor 
mas profesionales y de experienciapues as! evitarâs la 
producciôn de accidentes e trata en definitiva de or­
denar al sujeto: "cumple con tu deber de seguridad en 
el trabajo, y si no lo haces, te castigaré,por que con 
esa conducta puedes poner en peligro la seguridad de - 
tus trabajadores y te castigaré con una pena criminal 
si con ello llegas a poner en peligro realmente la vi­
da o salud de esas personas".
Lo que el legislador pretende es que el sujeto cumpla 
con su deber y las normas de seguridad^y ]o que ha de r^ 
procharle es el incumplimiento del mismo. El limitar 
la sanciôn penal a los casos en que por incumplimiento 
de ese deber se produzcan los resultados lesivos o impo-
nerla también cuando se produzca el peligro concrète
no es, en efecto, un problema que esté en relaciôn con
un mayor o menor grado de injusto en el obrar (24)sino
que depende fundamentaImente de fines politico-crimina 
les : imponer la pena ya en el momento del peligro impli- 
ca reforzar la exigencia de cumplimiento del deber de 
cuidado, del deber de seguridad en el trabajo y, junta- 
mente con ello, extender el émbito de la protecciôn pe­
nal, pasando de protéger la vida y la salud de la perso 
na en su trabajo a protéger la seguridad en el mismo, 
como expresiôn de la polîtica estatal de seguridad e h_i 
giene en el trabajo.
(24) Cfr. HORN, Konkrete Gefahrdunqsdelikte, Colonia
1973, p. 203. El grado de injusto de la acciôn —  
imprudente es el mismo cuando se produce el resuj. 
tado lesivo que cuando se produce sôlo el peligro 
del mismo, siempre y cuando el bien juridico afeç 
tado sea también el mismo, vid. HORN ob.cit., p. 
200-201.
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Una vez més ha de decirse que no se trata de que el 
resultado lesivo sea un dato irrelevante o una mera 
condiciôn objetiva de penalidad. Bien al contrario, 
pues,la ûnica raz6n para que se configure un deber 
juridico de seguridad en el trabajo y su tutela per 
sonal,estriba en la vôluntad de evitar los resulta­
dos lesivos.
r^a diferencia entre la punicién del mero incumpli­
miento del deber de seguridad y la puniciôn cuando 
junto a ello se produzca el peligro radica en que - 
en el primer caso se castiga solamente una desobe- 
diencia al mandate de la autoridad (25) y en el se- 
gundo, ademés, la creaciôn de 1 peligro de lesiôn -- 
efectiva del bien juridico. En el delito de peligro 
abstracto se confronta al sujeto exclusivamente con 
la vôluntad formai del legislador; en el de peligro 
concrete se confronta al sujeto con hechos, con "sus 
hechos", con el peligro derivado ma teriaImente de su 
actuar, para personas dependientes de él.
Por supuesto, el legislador puede prescindir tanto - 
del resultado lesivo como de 1 resultado-peligro, y 
castigar ya la mera infracciôn de las normas de seguri 
dad, per entender que la experiencia pone de manifies- 
to que la infracciôn de esas normas comporta, por lo ge­
nera 1 y la creaciôn del peligro. Pero contra el poder -- 
del Estado de crear delitos de peligro abstracto se le 
vantan las objecciones que la doctrina ha puesto a es-
(25) Este requiers una mayor precisiôn, pues para que 
pueda hablarse de que el delito sea materiaImente
de m e n  desobediencia no es necesario siquiera que 
al castigo de 1 simple incumplimiento del manda to - 
subyazca la "presunciôn" de peligrosidad. En los - 
delitos de peligro abstracto, por el contrario, hay 
algo més que mera desobediencia: la posibilidad de 
peligro que se quiere combatir.
tos delitos y que nosotros asurnimos plenamente (26) .
En los delitos de peligro abstracto el legislador —  
presume hechos (la creaciôn del peligro) y todo cas-» 
tigo de una conducta que no haya comportado efectiva 
mente el hecho (el peligro real) que se presume in - 
fringe principios punitivos fundamentales : atenta con 
tra el principio de legalidad, se castiga la mera pe 
ligrosidad personal del sujeto y no Sa, culpabilidad - 
por sus hechos (27) y, en definitiva, posibilita la - 
imposiciôn de penas sin que con ello se esté protegien 
do un bien juridico (28), ya que solamente puede hablar 
se de protecciôn de bien juridico cuando lo que se cas^  
tiga es un ataque al mismo, y ataque es sôlo su efecti^ 
va lesiôn o puesta en peligro.
En nuestra decisiôn por la creaciôn de 1 delito de peli 
gro concreto pesan no solamente los argumentos contra 
los de peligro abstracto que acabaraos de enunciar, si­
no ademés el de que lo que creemos debe ser penaImente 
sancionado no es la desobediencia de las normas de se­
guridad, sino la puesta en peligro de los trabajadores, 
por infracciôn de dichas normas. Para la protecciôn - 
de la mera "integridad" de las c'itadas normas bastan - 
las sanciones de caricter administrativo (29).
(26) Para todo ello nos rem.itimes a BARBERO SANTOS, 
Contribuciôn al estudio de los delitos de peligro 
abstracto, en "ADP" 197 3, p. 487 ss.
(27) Cfr. BARBERO SANTOS, ob.cit., p.493 y s.
(28) No habria aqui més bien juridico que la vôluntad 
del Estado, es decir, no se protege el bien jur^ 
dico que la norma penal aparentaria tutelar: la 
vida, salud o seguridad del trabajador.
(29) Rechazamos igualmente la construcciôn del delito 
que nos ocupa en la forma de "delito de peligro 
de nuevo tipo" que ha sido propuesta, como ya se 
ha indicado, por los autores del Proyecto Alterna 
tivo aleman (vid. referencia bibliogréfica supra 
nota 17 ). A elles nos llevan razones politico-
criminales como las expuestas, junto con otras de 
carâcter técnico de las que no podemos ocuparnos
"h n r a
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En otro orden de cosas, dentro ya de la hipotesis del pe­
ligro concreto, podrîa en tender se, en principio, que el in­
justo tipico del delito de peligro que se propone y el del 
delito imprudente de homicidio o lesiones, se diferencian - 
exclusivamente en que este ûltimo exige la producciôn del 
resultado y el primero se conforma el peligro concreto (30). 
Sin embargo,ésto sôlo puede aceptarse en lo que se refiere 
al tipo objetivo de ambos delitos, pues el tipo subjetivo 
sufre una transformaciôn considerable; no solamente se 
amplia el circulo de las conductas punibles, sino que den­
tro de éste se amplia el circulo de las conductas dolosas 
punibles, pues si en el delito de resultado se da el dolo 
solamente cuando éste sea querido o aceptado por el sujeto, 
en el delito de peligro el dolo se afirma ya con la volun- 
tad o aceptaciôn del peligro (31).
Por ûltimo, puede decirse también que con el paso del deld. 
to de resultado al delito de peligro se opera una aIteraciôn 
respecto del bien juridico tutelado en el primero. Si en 
éste se trata de la vida y la salud de los trabajadores, 
en el delito de peligro se proteje directamenta la misma 
seguridad en el trabajo (32).
La cuestiôn importa no tanto por sus consecuencias prâcti- 
cas como por las de carâcter sistemâtico, en vista a su ubd. 
caciôn en el ôrden legal de la parte especial. Si en los -
delitos de resultado lesivo el bien juridico es en unos —
la vida y en ctros la salud, aqui, en un ûnico delito se tu
telan ambos, y en la medida que se castiga su puesta en pe^
(30) Cfr. HORN, ob.cit., p.199
(31) Cfr. VON HIPPEL, Vorsatz, FahrlSssigkeit und Irrtum, 
en "Vergleichende Darstellung", A.T. vol. 3, Berlin 
1908, p.373. En contra de tan extendida opiniôn Vid. 
HORN, ob.cit, p.210.
(32) Sobre la seguridad en el trabajo como bien juridico 
autônomo de "lege lata" en el ordenamiento administra 
tivo y de "lege ferenda" en el penal, vid. supra.
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ligro^ puede entenderseque lo que més propiamente constituye 
el objeto de la tutela,es la seguridad de esos bienes, la 
seguridad de su integridad.
Sobre estes oresupuestos puede concluirse que, en —
principio, debe incluirse en un capitule de preceptos 
comunes a los delitos contra la vida y de lesiones o en - 
un apartado autônomo dedicado a delitos de peligro para - 
esos bienes. Ahora bien, si tenemos en cuenta que no se - 
trata de la seguridad fisica de cualquier persona en con­
diciones indeterminadas, sino de un deterrainado tipo de - 
personas, generalmente trabajadores, frente a los peligros 
ligados a un determinado émbito material, el de las cond_i 
clones de trabajo en la obra o empresa, lo més adecuado se^  
ria incorporarle a un titulo especial consagrado a la tute^ 
la de los derechos e intereses de los trabajadores, junto 
con los restantes tipos de delito que constituyen el obje­
to de nuestro estudio.
En base a las consideraciones anteriores,pasamoS ahora a 
construir el tipo del delito contra la seguridad en el —  
puesto de trabajo, refiriéndonos en primer lugar al aspec^ 
to objetivo y posteriormente a la estructura de la culpa­
bilidad .
5/ La construcciôn del tipo objetivo del delito
En la ôptica de la funciôn motivadora de la norma y de la 
"racionalidad" que ésta impone al legislador a la hora de 
construir los tipos pénales, el nûcleo fundamental del t_i 
po objetivo debe consistir en la descripciôn de la conduc^ 
ta que el legislador quiere evitar (33), es decir, las —  
acciones y omisiones que infrinjen normas de seguridad en 
el trabajo y a consecuencia de ello ponen en peligro (bien 
creen dicho peligro "ex novo", bien eleven uno ya existan­
te por encima de lo que es inevitable, incluso con el cum 
plimiento de las normas de seguridad) la vida o la salud 
de las personas.
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Al analizar ahora los problemas fundamentales que plantea 
una ta 1 configuraciôn del tipo objetivo, ireroos precisando  ^
los diversos elementos del mismo.
a) La tipificaciôn de las omisiones y la referencia a no^ 
mas extrapenales hacen aparecer al precepto como una "nor 
ma penal en blanco". Por supuesto que el legislador debe 
huir del recurso a estas normas en blanco, pero, s in duda, 
este principio debe ceder allî donde ta 1 procéder résulté 
inevitable para desplegar la protecciôn penal de bènes ju 
ridicos necesitados de ella. . Prescindir -
de la tipificaciôn de las omisiones en aras del principio 
enunciado, como fué decidido por los autores del Proyecto 
Alernân de 1962 supone hacer inviable en buena parte la pro 
tecciôn de la seguridad en el trabajo que se pretende, pues 
te que son la s conductas cmisivas las de mayor relevancia 
ouentitativa e, incluso, cualitativa, en la causaciôn de - 
accidentes de trabajo.
El delito contra la seguridad en el trabajo tipificado en 
el art. 578 del Côdigo penal espaftol de 1928 no incrimina- 
ba la conducta omisiva mds relevante en cuanto a la seguri­
dad: la no instalaciôn de los aparatos de seguridad. Se li- 
n ; taba a castigar las imprudencias en la instalaciôn de di^  
chos aparatos (pér. IQ) y en la conservaciôn y reparaciôn 
de los mismos (2Q). No onstante, el tipo abarcaba todas las 
omisiones imprudentes relativas a los aparatos ya instalados, 
lo cua1 supone una incriminaciôn més amplia que la del Côdi- 
gc pénal alemén vigente y la del Proyecto de 1962.
Los autores del Proyecto de 1962 (E 1962) redujaron la con 
ducta tlpica del parégrafo (334) de daftos a dispositlvos
de protecciôn de 1 trabajo ("BeeintrSchtigung von Arbeitss- 
chutzvorrichtunqen") al hacer active consistante en da-
(3 3) Cfr. GIMBERNAT, El sistema del Derecho penal en la
actualidad, en "Estudios de Derecho penal", cit. p.94.
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har o poner fuera de servicio las instalaciones o dispo 
sitivos de seguridad en el trabajo, excluyendo de la conml 
nacion penal las conductas de omision de instalar disposi- 
tivos en atenciôn a que "el circulo de autores a quije
nes corresponde una ta 1 posiciôn de garante sôlo puede deli 
raitarse en base a otras normas jurldicas, obligando la ti­
pificaciôn de las omisiones a construir "un tipo penal en 
blanco por partida doble": en relaciôn al deber juridico - 
de actuar y a las personas obligadas a ello. Por esta r^ - 
zôn entendlan que los tipos de las omisiones encontraban - 
su lugar en el derecho penal especial (34).
A excepciôn de Richard LANGE, que defendiô ardorosamente 
la inclusion de las formas omisivas (35) olvidaban los res
(34) Cfr. "Entwurf Eines StGB mit Begrundung, Bonn 1962,
p. 311. Conviene hacer notar que por su referencia 
exclusive a formas activas, el tenor del precepto 
recuerda mâs que nada a un tipo de represiôn de —  
conductas de danos de los propios trabajadores en 
el curso de conflictos colectivos, de lo cual, sin 
embargo, se dice ifir expresamente en la exposiciôn 
de motives (pérrafo 3Q) , reforzândose esta impre^ - 
siôn por su ubicaciôn sistemética, inmediatamente 
posterior al delito de sabotaje, y con lo cual se 
cae en una vieja tentaciôn alemana frente a la que 
habîan advertido ya RADBRUCH y GROH en 1928 ( en 
"Verhandlungen des 35 D.J.T.", vol II, Leipzig —  
1928,. p. 578 y 862) . Con mejor criterio» nuestro - 
Côdigo de 1928 tipificaba la dolosa destrucciôn o 
deterioro de los aparatos de seguridad en el trabejo 
(art. 567) separadamente de las conductas, no de - 
"dahos", sino contrarias a la seguridad en el tra­
bajo.
(35) Cfr. LANGE en "Niederschriften", vol. 13, p.531. Pa-
radôgicamente estas exigencia radicales del princi­
pio de determinaciôn no afectaban al delito de puesta 
en peligro de la construcciôn, de larga tradiciôn 
alemana,prévisto en el parâgrafe 337 STGB.
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tantes miembros de la Comisiôn que el problema de la - 
norma en blanco se plantea en iguales térrainos en los 
delitos de homicidio y lesiones imprudentes, y no por 
ello se renuncia a castigar o se castiga en legislaciôn 
especial. Olvidaban también que si bien es preciso re- 
currir a normas extrapenales, se trata de normas que —  
imponen deberes a destinatarios no indiscriminados, sino 
especificamente a un determinado circulo de profesiona­
les, no pudiendo mantenerse por tanto que la tipificaciôn 
que rechazaban afecte a la seguridad jurldica acerca de 
los destinatarios del deber de actuar y del contenido - 
del mismo (36).
Para los autores del Proyecto Alternative, por el contra 
rio, carece materialemonte de sentido distinguir entre - 
poner fuera de funcionamiento un dispositivo de seguridad 
prescrite y omitir la instalaciôn del mismo (37). Por eso 
la fôrmula del par. 161 AE cubre tanto la acciôn como la 
omisiôn: "los que ordenen ("bewirken") o autoricen que - 
los centres o roedios de trabajo contravengan las normas 
de protecciôn del trabajo y de prevenciôn de accidentes..'
b) Cuestiôn importante a decidir es âîdclimitar o no el - 
caté logo de normas de seguridad cuya infracciôn constitu 
ye elemento fundamental del tipo.
Como tuvimos ocasiôn de exponer antericrmente, el conte­
nido del cuidado exigido en orden al establecimiento de 
las condiciones de trabajo viene determinado en instan - 
cias de distinta naturaleza: Disposiciones legales y re-
(36) El progreso del E 1962 respecto de la legislaciôn - 
vigente aûn hoy se reducîa a extender la tipicidad 
de esas conductas activas de las industries mineras 
y otras similares a todos los centros de trabajo, lo 
cual habia sido recogido ya en el Proyecto de 1927 
(pér. 233) y exigido por la doctrina, vid. NEVOIGT 
Der Strafrechtliche Schütz der Arbeitskraft, Breslan 
1927, p.42.
(37) Vid. Alternatif Entwurf, B.T., Straftatengegen die 
Person, vol 2, p. 27.
4 7 3
regiamentarias, particularmente la Ordenanza general 
de Seguridad e Higiene de 1971 y en las especiales a 
ella anejas, en los Convenios colectivos en los Regl^ 
mentos de regimen interior, en la "lex artis" de lag 
distintas profesiones, contenida o no en normas corpo 
rativas escritas, en las normas de experiencia técni- 
ca, cientlfica o laboral y, por ûltimo en las méxiroas 
de comûn experiencia (38).
Todas las instancias enunciadas son fuentes del deber 
objetivo de cuidado que constituye el injusto tipico 
de los delitos de homicidio y lesiones imprudentes en 
el trabajo. Séria técnicamente posible construir el - 
tipo de peligro dando cabida en él, "in t-tum", a ese 
complete abanico de normas definitorias de la seguri­
dad en el trabajo. S in embargo, no creemos que la exten 
siôn que de esta forma tomaria el precepto esté justi- 
ficada politico-crim.inaImente.
A este respecte puede tei erse en cuenta que los autores 
del Proyecto Altemativo a lemén hacen referencia, por una 
parte, a la infracciôn de disposiciones de protecciôn del 
trabajo ("Arbeitsschutz Vorschriften") o la infracciôn - 
grave ("in groben masse*) de las exigencies del cuidado 
técnico ("Anforderungen der technischen Sorgfalt"). Por 
otra parte y en pérrafo autônomo y menor penalidad, ti- 
pifica la omisiôn de formar en la seguridad a los traba 
jadores, sin exigencia de puesta en peligro (39).
(38) Vid. supra, p.^4ô'A)mo alli se indica taoibién no han 
sido tornades en consideraciôn como fuentea autdoo- 
nmm de deberee de cuidado a les apremioe de la ine- 
pecciôn de trabajo.
(39) Véase el parégrafo 161 del AE, en AE, B.T., Strafta- 
ten qeqen die Person, vol 2., cit. p.56.
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Ahora bien, una decision como la adoptada por el AE sola­
mente parece adecuada cuando,como en la misma Alemania, - 
las normas relativas a la técnica se encuentran profunda- 
mente elaboradas, fijadas por escrito y son conocidas 
ampliamente por los circulos de personas a quienes su 
cumplimiento afecta. Aûn asi, debe recordarse que el AE - 
estima que debe considerarse presupuesto de una criminals 
zacion de la infracciôn de este tipo de normas la organiza 
cion estatal de instituciones de comprobaciôn de seguridad 
( " PrUfstellen" ) cuya tarea seria el comtrolar las condicio 
nes de seguridad de los procesos de producciôn y los pro- 
ductos mismos que puedan implicar peligro para la vida y 
salud de las personas (40).
En Espaha nos encontramos bien lejos de las condiciones - 
imperantes en Alemania en orden a esa normativa técnica - 
y, mucho més aûn, de lo que en el AE es sôlo proyecto. La 
inclusiôn en el tipo de peligro de las normas técnicas su 
mergirîa al nuevo delito en una profunda in seguridad jurid^i 
ca. Por ello, no parece aconsejable extender el tipo mâs allé 
de las normas de seguridad contenidas en preceptos positi- 
vos de carécter estatal ocuasi estatal, como son los Conye 
nios Colectivos y Reglamentos de regimen interior. Solamen 
te en el émbito de estas instancias normatives puede saber 
se con certeza que^ medidas de seguridad han de ser adopta- 
das bajo la amenaza del precepto punitivo.
Una fôrmula que pudiese cubrir exclusivamente este tipo de 
fuentes de normas de seguridad podrîa ser del tenor siguien 
te : "disposiciones legales o reqlamentarias de seguridad - 
en el trabajo o en normas de otro carâcter relativas a la 
seguridad y homologadas por el Estado (42).
(40) Vid. AE, vol.cit., p.49-50
(41) La inclusiôn de los convenios y Reglamentos de Regimen 
interior es de singular importancia, por sen en éstos 
donde se establecen positivamente factores de seguridad 
de la trascendencia, en la creaciôn de peligros, por 
ejemplo, de los ritmos de trabajo.
(42) Una extensiva définieiôn or la Administraciôn de cua-
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c/ En la medida en que el cumplimiento de las normas 
de seguridad en el trabajo solamente se impone por el 
ordenamiento administrativo-labora1 a un determinado 
tipo de personas, el tipo del delito de peligro debe 
configurarse como "propio"
El circulo de destinatarioa de la norma penal ha de - 
quedar referido, ya expresa, ya indirectamente, a. los 
sujetos a quienes se imputa el deber de seguridad en - 
el trabajo. Como ya precisamos antericrmente, son suje 
tos de imputaciôn del especifico deber de cuidado de - 
seguridad en el trabajo en el seno de la empresa el -- 
empresario y aquellas otras personas que, por delega - 
ciôn de éste, asumen en el esquema organizativo de la 
empresa puestos que implican facultad de mando sobre - 
otros trabajadores y facultad de resoluciôn en la con­
crets esfera funcional que tienen a su cargo (43). En 
este sentido se hace necesaria una referencia en el ti 
po de peligro a ese particular circulo de destinatarios 
del deber de seguridad y, en consecuencia, de la norma 
penal.
En el parégrafo 161 del Proyecto Alternative alemén, la 
fôrmula empleada reza: "Quien siendo responsable en el 
centro de trabajo de la prevenciôn de accidentes...". 
Nosotros creemos posible ofrecer,sin embargo, una mayor 
precisiôn conceptual con una descripciôn de la posiciôn 
material de las personas en cuestiôn. Asi podria decirse 
"Quien por haber asumido, o haberle sido confiada, la - 
realizaciôn de una tarea con mando sobre otros y con —  
funciôn general de vigilancia y cuidado Con este
les sean las normas y disposiciones sujetas a homo 
logaciôn, su publicaciôn oficial, etc., contribui- 
tia considerablemente a alcanzar la més amplia segu 
ridad juridica.
(43) Vid. supra, cap. VII,D.
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texto se hace una referencia directa a 1 empresario y 
a los encargados y, a la vez, a través de la nota de 
"funciôn general de vigilancia" se impide el descen- 
so excesivo en la linea jerérquica, que no se consi­
déra conveniente desde el punto de vista politico cr_i 
minai, pues si no pareci adecuado exigir responsabil_i 
dad en los delitos de resultado lesivo al més bajo 
calôn del circulo de los encargados (los capataces, - 
"supervisores de primera linea", etc.) (44), menos -- 
procédante seria el extender a éstos el circulo de -- 
autores tipicos de 1 delito de peligro
d) En relaciôn al elemento del "peligro concreto" para 
la vida o la salud, han de hacerse dos precisiones. En 
primer lugar, por peligro ha de entenderse la situaciôn 
fcictica que implica la probabilidad -en el sentido de 
relevante posibilidad- de que se produzca la lesiôn de 
los bienes jurîdicos en cuestiôn (45). En segundo lu­
gar, es necesario tener en cuenta que el peligro a que 
se refiere el tipo no es un peligro cualquiera, sino 
precisamente el derivado del incumplimiento de las nor 
mas de seguridad en el trabajo. Al ser el peligro un - 
elemento que necesariamente acoropaha numerosas formas de 
actividad laboral y, por ello, considerada ésta como un 
émbito en el que existe un cierto grado de riesgo perm^ 
tido, ha de exigirse que el peligro tipico provenga no 
sôlo de las condiciones en que se organiza el trabajo, 
que pueden implicar de por si el peligro, sino, particu 
larmente, de las condiciones de trabajo determinadas por
(44) vid. supra lo relativo a los sujetos no cualifica- 
dos e insuficienteinente cualificados ,Cap. ^ X^B,
(45) Cfr. BARBERO SANTOS, Contribuciôn al estudio de los 
delitos de peligro abstracto, en "ADP" 1973, p.492. 
para el juicio de peligro y sus presupuestos, nos 
remitimos al trabajo de ESCRIVA GREGORI, La puesta 
en peligro de los bienes jurîdicos en derecho penal, 
Barcelona 1976, p. 75 y ss.
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la conducta que incurapliô las noririas de seguridad.
Asl, en los supuestos de trabajos de por si peli- 
grosos, es necesario comprobar realmente la exi^ 
tencia del peligro y que éste se présenta en un gr^ 
do superior al permitido.
e) Por ûltimo, con independencia de que el fin funda 
mental del precepto sea la tutela de la seguridad - 
de los trabajadores, no cabe duda que la mis no 
puede reducirse a éstos, pues en la esfera de riesgo 
del centro de trabajo pueden, por necesidades funcio 
nales del mismo o de la empresa, penetrar otras per­
sonas ajenas a la misma, como, p.ej., empleados de 
otras empresas, visitantes, el propio Inspector de 
Trabajo, etc. Por esta razôn el tipo ha de referirse 
a la vida y salud de las personas y no sôlo de los - 
t raba jadores.
f) Sobre las bases expuestas en los anteriores aparta 
dos, el tipo objetivo deberia ser formulado como si^  - 
gue :
"QUIENES,POR HABER ASUMIDO O HA3ERLES SIDO CONFIADA 
LA REALIZACION DE UNA ACTIVIDAD LABORAL CON MANDO SO 
ERE OTROS y CON FUNCION GENERAL DE VIGILANCIA Y CUIDA 
DO, SEAN RESPONSABLES DE LA SEGURIDAD EN EL TRABAJO,
E INFRJNJAN LAS NORMAS DE SEGURIDAD EN EL TRABAJO CON 
TEN IDA S EN DISPOSICIONES LEGALES O REGLAMENTARIAS O EN 
ORDENAMIENTOS DE OTRO CARACTER HOMOLOGADOS POR LA AD- 
MINISTRACION Y PONGAN CON ELLO EN CONCRETO PELIGRO lA 
VIDA O IA SALUD DE lAS PERSONAS, SERAN CASTIGADOS CON 
LA PENA .
6/ El tipo subjetivo
Se trata ahora de determinar en que condiciones podrâ 
afirmarse la realizaciôn dolosa o imprudente del tipo
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objetivo antes descrito. Un segundo problema serâ 
el decidir si la conducta peligrosa imprudente de 
be o no ser tipificada.
a) Entendiendo por dolosa la conducta de quien cq 
noce y quiere la realizaciôn del tipo objetivo del 
delito (46), o la puesta en peligro de la vida y - 
salud de las personas por infracciôn de normas de 
seguridad en el trabajo serâ dolosa cuando el suje 
to :
- Conoce la norma de seguridad y reconoce que la -- 
situaciôn féctica ante la que se encuentra exige el 
cumplimiento de esa norma para evtar el surgimiento 
o elevaciôn del peligro (47).
- Omite voluntariamente la aplicaciôn de la medida 
de seguridad que la norma establece.
- Producido el peligro, lo acepta y "quiere", pudien 
do estimarse que ésto ocurre cuando el agente no ha­
ce nada para evitarlo o,més concretamente, cuando per 
siste en la no aplicaciôn de la medida de seguridad 
prevista o de aquellas otras que con motive de la po^ 
terior apariciôn del peligro se hayan hecho necesa­
rias.
Ahora bien, el problema del dolo en este delito re­
quière una consideraciôn més detenida, pues ha de - 
tenerse en cuenta que, en la doctrina y jurispruden 
cia de los delitos de peligro concreto, el elemento 
volitivo de dolo aparece considerablemente débilita- 
do, aceptdndose generalmente la presencia del dolo -
(46) Cfr. JESCHECK, Lehrbuch,3a. éd., p. 23 5; GIMBER 
NAT, Acerca del dolo eventual, en "Estudios de De 
recho penal", Madrid 1976, p.124.
(47) Vid. sobre ésto GABLER, Problema del bewussten 
und unbewussten Pflichtverletzung, en LESCKAS y 
otros, Studien zur Schuld, Berlin (D.D.R.) 1975, 
p. 75 ss.
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con el conocimiento (elemento intelectual del mi^ 
mo) del peligro (48).
Asi esté planteado entre nosotros el problema en 
el delito de conducciôn temeraria del art. 340 - 
bis a, 2Q. Sobre éste dice CORDOBA RODA (49) "que 
por aplicaciôn de una exigencia general (es necesa 
rio) que el sujeto lleve a cabo la conducciôn a con- 
ciencia de la realizaciôn de los elementos intégran­
tes de dicha parte objetiva (del tipo). Por el con­
trario, y sin justificar la modificaciôn del crite- 
rio, dice el autor citado respecto del art. 340 bis 
b,que "por aplicaciôn de una exigencia general, en 
principio referible a cualquier figura del delito, 
la voluntad de realizar el respective hecho a con- 
ciencia de sus elementos intégrantes". RODRIGUEZ DE 
VESA estima, por su parte, que en el art. 340 bis a, 
2Q, "la conducta ha de ser dolosa, es decir, el que 
conduce de esta forma ha de ser consciente de que - 
esté conduciendo con manifiesta temeridad y que con 
su conducta pone en peligro (concreto) - la vida o la 
integridad corpora 1 de alguna persona determinada o 
puede causar dahos (dolo de peligro)" (50).
(48) Vid. sobre el dolo en el delito de peligro BUSTOS/ 
POLITOFF, Rapport, en "RIDP" 1969, vol. 1-2, p. 
348-349.
(49) Prescindimos de las tesis doctrinales y jurispru 
denciales que mantienen que este delito es un - 
delito culposo (Vid. BERiSTAiN, El delito de pe 
liaro Por conducciôn temeraria, en "R.D.Circ.”
1970, p. 553 y s). Vid. CORDOBA RODA, Conwntaries 
III, Barcelona 1978, p.1259.
(50) Vid. RODRIGUEZ DEVESA, Parte especial, 1973, p.930. 
En la doctrina alemana se entiende igualmente que 
en el par. 315 c basta para afirmar el dolo que
el autor conozca el peligro no exigiéndose la -- 
aprobaciôn de 1 mismo. Vid. SCHONKE/SCHRODER/CRA- 
MER, StGB Komm, 18 éd., not. 35 al par 315 c.
' V é\0
Entendemos que ha sido BERISTAIN quien ha planteado 
en sus justos términos el problema de 1 elemento sub 
jetivo en el delito de conducciôn temeraria (51): se 
trata de un delito doloso de peligro y el dolo reviste 
en éstos las caracteristicas especificas del dolo de - 
peligro, concebido éste no como una forma més de dolo 
(junto con el directo y el eventual), sino como una - 
subespecie de ambos tipos de dolo propia de los deli­
tos de peligro, concreténdose su contenido en que el 
autor conoce y quiere su acciôn (la temeraria forma de 
conducir) y su resultado (el peligro prohibido) (52).
En forma similar se plantea la definiciôn del dolo en 
el delito de omisiôn de socorro, en lo que en éste va re 
ferido al peligro, si bien, la doctrina ha alcanzado ma­
yor precisiôn. A este respecto dice RODRIGUEZ MOURULLO 
que el elemento intelectual del dole del delito de omi- 
siôn de socorro esté representado de una parte por el - 
conocimiento de estar en presencia de una persona desam- 
parada y en peligro grave y por la precisiôn de que om_i 
tiendo el auxilio se deja subsistante la situaciôn de - 
peligro (53) y "el elemento volitivo o emocional del do 
lo de este delito esté representado por la vôluntad de 
omitir el socorro y dejar inmutada la situaciôn de pe­
ligro grave en que se ha lia la persona desamparada
(51) Vid. BERISTAIN, El delito de peligro, cit., p.554 
y ss.
(52) La conf iguraciôn que el T. S. hace del art. 340 bis, 
a, 20, como delito culposo, y la violaciôn, con 
ello, del precepto legal, viene determinada por el 
no adroitir més dolo que el de lesiôn, desconocien 
do la categorla del dolo de peligro; cfr. BERIS­
TAIN, ob.cit., p.558.
(53) RODRIGUEZ MOURULLO, I>a omisiôn de socorro en el 
Côdigo penal, Madrid 1966, p.255. Los subrayados 
son nuestros. Con particular detenimiento ha sido 
estudiado el contenido del dolo referido al peli­
gro en el art. 489 bis GIMBERNAT ORDEIG, Acerca 
del dolo eventual, en "Estudios de Derecho penal" 
Madrid 1976, p. 123 y ss.
48 1
(p.258), y -continûa el autor citado- siendo admisi- 
ble el dolo eventual, para su apreciaciôh basta que 
el autor se represents como probable la presencia de 
una situaciôn de peligro grave para una persona desam 
parada y la existencia del deber juridico de prestar 
auxilio, y que, a pesar de esa representaciôn, ratifi- 
Que su vôluntad, mediante la omisiôn, la probable suq 
sistencia de la situaciôn de peligro (p.260).
Si trasladamoA los criterios que en el delito del art. 
489 bis definen la conducta dolosa en su proyecciôn sq 
bre el peligro al delito contra la seguridad en el tra 
bajo, podrîamos decir que el dolo consiste en la con- 
ciencia de la infracciôn de la norma de seguridad y de 
la situaciôn de peligro que de aquélla se dériva y en 
la decisiôn del sujeto de mantener ese peligro manifes 
tada en la no aplicaciôn de la medida de seguridad -- 
(que se puede concretar en un seguir haciendo u omitien 
do), que, exigida por la norma, neutralizarla el peli- 
grq.
b) Para referirnos ahora a la realizaciôn imprudente - 
del tipo que nos ocupa, hemos de distinguir dos problq 
mas. En primer lugar, las hipôtesis materiales de impru 
dencia y, en segundo lugar, la decisiôn sobre la incri­
minaciôn legal de las mismas y los problèmes politico 
criminales y técnicoa que lleva aparejada.
aa) Desde el punto de vista material, la realizaciôn 
imprudente del delito de puesta en peligro de la segu 
ridad en el trabajo admite dos modalidades bâsicae (54).
(54) Vid. este modelo de hipôtesis de realizaciôn sub-
jetiva del tipo de peligro concreto, en SCHOv_KE/ 
SCHRODER/CRAMER, StGB Komm, 18 éd., not. 2 al par. 
330.
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1»Infracciôn dolosa de las normas de seguridad con 
imprudente creaciôn del peligro (v.gr.él sabe que - 
infringe la norma pero no cree que de ello derive 
peligro alguno) .
2Slnfracciôn imprudente de las normas de seguridad 
(las deeconoce o mal interpréta) e imprudente pro­
ducciôn del peligro (no se la représenta en absolu 
to o solo como algo poco probable).
El problema a resolver ahora es el de si ambas mo­
dalidades merecen ser castigadas.
bb) Entendemos que el delito de peligro que propuq 
namos debe conminar tanto la puniciôn de las conduc 
tas dolosas como las imprudentes, pues, para alcan­
zar el objetivo de una protecciôn més eficaz de la 
seguridad en el trabajo es necesario que los destina 
tarios de la norma penal sepan que serén castigados 
no solamente si se deciden conscientemente por la -- 
creaciôn de condiciones de trabajo peligrosas, sino 
también, si se despreocupan del cumplimiento del de­
ber de seguridad que les incumbe y a consecuencia de 
ello surgen peligros para la vida y seguridad de los 
trabajadores. El nuevo precepto debe motivar,tanto - 
la inhibiciôn de las conductas dolosas de puesta en 
peligro,como las imprudentes, es decir, debe casti- 
garse tanto la conducta de quien quiere infringir - 
la norma sin querer (por no representarse o aceptar) 
el peligro, como la de quien ignora la norma de segu 
ridad y el peligro que dériva del incumplimiento.
Sin embargo, no creemos que deba hacerse una diferen 
ciaciôn de pena entre ambas conductas imprudentes. En 
Derecho alemén se suele diferenciar la puniciôn en ba
sa al distinto grado de injusto entre ambas con­
ductas (55). A nosotros no nos parece seguro que 
siempre haya una ta 1 diferencia y, en todo caso, 
no es sustancial. Ademés, una ta 1 distinciôn es - 
absolutamente extrafla en nuestro Derecho punitivo. 
Por otra parte, tan minucioaa diferenciaciôn de - 
grados de injusto tiene mucho que ver un pensa —  
miento radicalmente retributivo y esté claro que 
se trata hoy de introducir, también en la parte - 
especial, la idea de prevenciôn (56) a la cual es 
ajena la préctica alemana indicada.
cc) Habida cuenta de que la propuesta de creaciôn 
del delito contra la seguridad en el trabajo se - 
hace en un momento de reforma del Côdigo, y sien—  
do dominante en la doctrina espaflola la idea de - 
que debe abandonarse la cléusula del art. 565 y tj. 
pificarse especificamente cada delito imprudente en 
particular,, el precepto cuya creaciôn proponemos 
deberé venir acompafiado de una referencia expresa 
a la punibilidad de su realizaciôn imprudente.
7/ La pena del delito doloso y culposo contra la se­
guridad en el trabajo
La fijaciôn de la pena para el delito de peligro - 
concreto tropieza siempre con dificultades debidas 
a que parece adecuado establecer una cierta propor 
cionalidad entre la pena del delito de peligro y la 
del de resultado, tanto en sus modalidades dolosas 
como imprudentes. La imposibilidad de guardar una -
(55) Tanto en el Côdigo penal vigente (v.par.315 y 
ss., 330), como en el Proyecto Altemativo -- 
y, en concreto, en el delito contra la seguri­
dad en el trabajo (par. 161). Sobre la discu- 
siôn al respecto Vid. SCHONKE/SCHRODER/CRAMER, 
StGBKomm 18 éd., not. 12 al par. 311 y 36 al 
315 c y referencias bibliogrâficas alli citadas
(56) Vid. NAUCKE, Tendenzen in der Strafrechtsentwi- 
cklung, Karlsruhe 1975, p.43.
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proporciôn estricta se ha puesto de nvanifiesto su 
ficientemente al hacer frente a los problemas del 
concurso que se plantean cuando el peligro llega a 
plasmarse en resultado lesivo. Asl, p.ej., en el de 
lito contra la seguridad del tréfico del art. 340 
bis a (57). En buen nûmero de supuestos la pena que 
corresponde en las hipôtesis de resultado lesivo, - 
con forme a los tipos générales de homicidio y lesiones 
imprudentes, es menor que la prevista para el delito 
de peligro. El problema se complica aûn més en un C6 
digo como el nuestro que adolece, entre otros defec- 
tos, de tener dentro del sistema de penas privativas 
de libertad y particularmente en las menos
graves, como la de arresto mayor y de prisiôn menor, 
unos marcos de pena excesivamente amplios que impiden 
al legislador atender a diferencias de gravedad de - 
las conductas delictivas como las que aqui se presen 
tan, viéndose obligado, en términos de estricta pro- 
porcionalidad, a reducir la puniciôn a la multa o -- 
incluso a descender a la incriminaciôn como falta, 
imponiendo asl el sistema de 1 Côdigo una bagateliza- 
ciôn de la cual precisamente se pretende huir en los 
delitos de nueva creaciôn.
El problema requerirla un tratamiento que excede al 
roargen de este trabajo y su tratamiento definitivo 
merece realizarse a la vista del sistema de penas del 
nuevo Côdigo. Solamente queremos hacer referencia -- 
aqui a que la pena corta privative de libertad, apa-
(57) Vid. sobre ésto BERISTAIN, El delito de peligro 
por conducciôn temeraria, en"R.D.Cir." 1979, 
p.563 ss y ESCRIVA GREGORI, La puesta en peligro 
de los bienes jurîdicos en Derecho penal, Barce­
lona 1976, p. 113 y ss.
5rece aqui particularmente adecuada,en atenciôn a las 
caracteristicas socio-criminolôgicas de los sujetos 
destinatarios de la norma en cuestiôn. En este sentj. 
do podria proponerse para el delito doloso contra la 
seguridad en el trabajo una pena de prisiôn de hasta 
6 meses, o de arresto de fines de semana de cuantia 
elevada y para el delito imprudente una pena de arres 
to de fin de semana de menor gravedad que la anterior 
y la de multa, o solamente ésta en caso de que se —  
adopte el sistema de dîas-multa.
Para los supuestos en que "ademâs del riesgo preveni 
do" se produzca el resultado de muerte o lesiones, en 
tendemos, con MUNOZ CONDE, que deberân aplicarse las 
reglas del concurso ideal del art. 71 (58). No obstan 
te, si la reforma del Côdigo mantuviera el pérrafo 3Q 
del actual 340 bis, a, quizâ fuera conveniente aplicar 
la régla contenida en éste para no incrementar la con­
fus iôn en nuestros tribunales.
(58) Cfr. MUNOZ CONDE, Derecho penal. Parte especial, 
2a. éd., Sevilla 1976, p.392-393.
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c o N c L u S I G N E S
cap.I.
1.- Las condiciones materiales en que se realiza el 
trabajo constituyen, junto al tréfico rodado, las - 
fuentes de riesgo y lesiôn para la vida y la salud 
del hombre de mayor importancia cuantitativa en la 
sociedad industrial. Una cifra elevada del total - 
de accidentes de trabajo tiene su causa en factores 
de riesgo cuya concreta soluciôn viene determinada 
por decisiones y conductas empresariales contrarias 
a la seguridad, las cuales son, en unas ocasiones, 
expresiôn consciente o inconsciente de la racionali 
dad econômica imperante y, en otras, de simple fal­
ta de atenciôn y cuidado.
C2ÇUII.
2.- La prevenciôn, evitaciôn y neutralizaciôn de los 
riesgos derivados de la utilizaciôn de los medios y 
del modo de realizar el trabajo constituyen un deber 
juridico del empresario -deber de seguridad e higie­
ne en el trabajo- que encuentra un triple fundamento: 
material, contractual y de Derecho pûblico.
La seguridad e higiene en el trabajo aparece hoy con 
figurada como un interés del trabajador jurldicamen- 
te protegldo, como un bien juridico tutelado norma ti. 
va y sancionadoramente en el orden civil, y adminis­
trative. En el orden penal, empero, el interés en esa 
seguridad e higiene se encuentra tutelado sôlo en for 
ma mediata, en tanto se produzca la efectiva lesiôn - 
de los bienes jurîdicos de la vida y de la salud.
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cap.III.
3.- El Derecho comparado présenta de forma genera 
lizada una protecciôn sancionadora especifica de 
la seguridad e higiene en el trabajo que se lleva 
a cabo preferentemente a través del ordenamiento 
penal y mediante tipos de delito de puesta en pe- 
ligro.
cap.IV.
cap.V.
4.- En Derecho espafiol se cuenta con una tutela - 
sancionadora especifica de carâcter civil y, fun- 
damentaImente, administrative, con sanciones en - 
este ûltimo orden tanto de naturaleza pecuniaria 
como de carâcter especial, v.gr., la inhabilita - 
ci6n, el recargo de las prestaciones por acciden­
te, etc.
El sistema sancionador administrative merece gra­
ves reproches, pues excede los limites cuantitatj^ 
VOS y cualitativos de un Derecho penal administra 
tivo acorde con los criterios politico juridicos 
vigentes a nival europeo. Impera un sistema de to 
ta 1 indeterminaciôn de los ilicitos y sus sancio­
nes médias no sirven siquiera de mero instrumente 
coercitivo por su reducido roonto. Por ûltimo, el 
sistema sancionador carece de vigencia fdctica por 
la débil y esporâdica persecuciôn y sanciôn de las 
infracciones.
5.- El Derecho penal vigente solamente protege al 
trabajador trente a las conductas patronales con­
trarias a las normas de seguridad que se resuelven 
en muerte y lesiones, a través de los tipos de ho- 
micidio y lesiones comunes (imprudentes) y del de 
lesiones laborales.
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Aûn asl, se plantean dificultades para alcanzar 
una protecciôn penal de la salud coroprensiva de 
la totalidad de modos y formas en que la misma 
puede llegar a ser menoscabada en el puesto de - 
trabajo. Estas dificultades derivan de la confi- 
guraciôn legal de los raedios de comisiôn de los 
delitos de lesiones comunes,que plantea problemas 
para la incriminaciôn de la causaciôn dolosa de - 
lesiones por omisiôn, la comisiôn activa de los - 
mismos por roedios o de forma no violenta y la eau 
saciôn activa y omisiva de carëcter imprudente.
Estas dificultades, que justifican en parte la -- 
creaciôn del art. 423 del Côdigo penal, de la Re­
forma de 1944, han sido salvadas en buena medida 
por la Doctrina y la Jurisprudencia a través de - 
una interpretaciôn contraria a la letra de la ley, 
si bien necesaria desde el punto de vista politico 
criminal. Ni siquiera sobre esa interpretaciôn pue 
de salvarse la dificultad para calificar la reali- 
zaciôn del tipo de lesiones en los supuestos de le 
siones causadas por medios no violentes -gases, r^ 
diaciones, etc.- y particularmente en las hipôtesis 
oraisivas, que con suma frecuencia se presentan en 
el medio laboral.
cap.VI.
6.- En cuanto a la problemitica de la responsabili- 
dad criminal por homicidio y lesiones imprudentes 
en accidentes de trabajo, construida aqui conforme 
a la nueva concepciôn dogmâtica del delito impruden 
te, que comenzô a ser autorizada entre nosotros por 
el Tribunal Supremo a partir del aflo 1970, merece - 
destacarse en estas conclusiones lo que sigue.
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7.- En principle, el deber objetivo de cuidado del 
empresario en orden a la seguridad y la higiene en 
el trabajo se fundamenta, y su contenido se déter­
mina, en y por instancias de cardcter formai: dis- 
posiciones légales en sentido amplio, "lex artis”, 
normas de experiencia cientifica, tâcnica o laboral, 
de cultura de comûn experiencia y en las disposicio 
nés de la Inspecciôn de trabajo. Ahora bien, la fun 
damentaciôn material del deber de seguridad se hace 
necesaria para determinar en concreto la tipologîa
y alcance de los particulares deberes de cuidado, - 
las personas a quienes se imputan éstos, el grado de 
diligencia exigido, etc.
8.- En el memento de la apertura de la empresa 
(acciôn), el deber de cuidado del empresario se pro 
yecta sobre la creaciôn de factores de riesgo. El - 
fundamento del deber de cuidado del actuar se encuen 
tra en el principio del "neminen laedere", el cual, 
en el âmbito del "riesgo permitido^ se concrete en - 
las exigencies de adopciôn por el empresario del pro 
ceso de producciôn menos peligroso susceptible de —  
obtener el bien o servicio socialmente ûtil, y en la 
aplicaciôn, antes o al tiempo de la apertura, de las 
medidas "accesorias" de seguridad necesarias^eferidas 
a las cosas y a las personas que han de intervenir - 
en el proceso de trabajo.
9.- A partir de la apertura de la empreaa, su titu­
lar se enfrenta con la evoluciôn autônoma de las
fuentes de riesgo por él creadas (riesgos propios),y 
en la cual es posible también la intervenciôn de sus 
encargados o sus trabajadores (riesgos ajenos). Los
I
%
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resultados leaivos que se producen como expresiôn 
de la evoluciôn de estos riesgos tras la apertura 
de la empresa no se deben a conductas activas del 
empresario, sino, en su caso, a conductas omisivas. 
Se plantea aqui, pues, la problemdtica del delito 
imprudente de comisiôn por omisiôn.
El empresario esta llamado a garantizar la segurj. 
dad de las personas trente a esos riesgos propios 
y ajenos. Para ello es necesario vigilar la marcha 
de los factores de riesgo e intervenir activamente 
cuando se detecte r,n incremento de 1 grado de ries­
go o la apariciôn de un factor de nuevo tipo, adojD 
tando medidas de seguridad "complementarias" que lo 
reduzcan, neutralicen o eliminen y, llegando el ca­
so, salvando el bien ]uridico en peligro inminente, 
v.gr., suspendiendo el trabajo.
10.- El deber de cuidado y e ] de garante, as I corne 
su fundamento respective son problemas que se plan 
tean a un mismo tiempo. En definitive, el conteni­
do de 1 deber de cuidado se superpone con el del de 
ber de garantie. El deber de cuidado del empresario, 
su deber de seguridad, résulta ser el contenido
de su deber de garante.
11.- Respecte de los riesgos propios, el fundamento 
del deber de garante del empresario es la "ingeren- 
cia", la creaciôn precedents del riesgo con la aper 
tura de la empresa. Se rechaza la limitaciôn de la 
eficacia fundamentadora de deberes de garante a la 
ingerencia antijurîdica o contraria al deber, pues 
no se estima adecuada ta 1 restricciôn en los supue^ 
tos de ingerencia en riesgo permitido.
El fundamento material de la equiparaciôn a la 
acciôn de la omisiôn de iropedir el resultado por -- 
parte del empresario ingerente radica en la posiciôn
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de indefensiôn en que se encuentran los trabajadq 
res por una "imposiciôn social" de soportar el pe 
ligro creado por el empresario, indefensiôn debi- 
da al hecho de que estën sometidos "de facto" a ese 
peligro de forma inevitable, al depender ellos "de 
iure" en cuanto a sus condiciones de trabajo, es de 
cir, en cuanto a que estdn subordinadas al poder de 
direcciôn del empresario. La lesiôn del trabajador 
se considéra "obra" del empresario ingerente, pues 
él es el creador de esa situaciôn de dependencia y 
sôlo de él depende la adopciôn de las medidas de se 
guridad capaces de evitar el resultado.
12.- En relaciôn a los riesgos ajenos, el fundamen­
to del deber de garante es la relaciôn de sefiorio - 
del empresario sobre la empresa y las personas que en < 
ella actûan. Por su parte, el fundamento de la equipa 
raciôn al hacer activo de la omisiôn del empresario - 
de impedir el resultado generado por la conducta de - 
uno de sus subordinados, radica en que éste actûa en 
el émbito social de dominio del empresario y bajo su 
dependencia material y jurldica (poder de direcciôn).
cap.VII.
13.- El deber de seguridad en el trabajo se imputa 
material y normativamente al empresario como sujeto 
originario del mismo, y, por derivaciôn a sus encar 
gados. Autores tîpicos de los delitos imprudentes 
de homicidio y lesiones por infracciôn de las normas 
de seguridad en el trabajo pueden ser el empresario 
y aquellas otras personas que por delegaciôn de aquél 
han asumido en el esquema organizativo de la empresa 
puestos que implican facultad de mando sobre los tra 
bajadores y facultades de resoluciôn respecto de las
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condiciones de seguridad en la concreta estera fun 
cional que tienen a su cargo.
El criterio fundamental para la afirmaciôn del ca- 
râcter de encargado o responsable de la seguridad 
en la empresa de una de las personas que en ella - 
intervienen es el de la titularidad jurîdica y "de 
facto" de un poder autônomo para ordenar el empleo 
de medidas de seguridad y, en su caso, de suspender 
la realizaciôn del trabajo.
14.- El grado de diligencia en el cumplimiento del 
deber de seguridad se ri je fundamentaImente por el 
principio de a) mayor cuidado a mayor riesgo, b) 
por el principio de confianza respecto de los subor 
dinados técnicamente cualificados y c) , en relaciôn 
a los trabajadores y en los traba]os propensos al - 
riesgo, por el principio de extensiôn del cuidado 
del empresario a la protecciôn de los trabajadores 
frente a sus propias imprudencias, que p cde formu 
larse también como "principio de desconfianza" en - 
la prudencia del trabajador.
15.- Junto a los principales enunciados haiJde tenejr 
se en cuentra otros criterios complementarios de de 
terminaciôn del grado de diligencia exigible. Partj. 
cularmente el de que el empresario esté obligado a 
aplicar todas las técnicas de seguridad que estén - 
generaImente reconocidas en el momento histôrico de 
que se trate, s in que la exigencia objetiva de cui­
dado pueda verse afectada por dificultades de orden 
técnico o financière para la puesta a punto de las 
referidas técnicas de seguridad en el trabajo. El - 
proceso de producciôn de una empresa debe adaptarse
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a los nuevos avances tecnolôgicos que redunden de 
forma sustancial en mejora de las condiciones de 
seguridad.
cap.VIII
16.- En relaciôn con la iroputaciôn objetiva del re 
sultado -teoria de la que se parte para establecer 
la relaciôn tipica entre conducta o resultado- de­
be mencionarse aqui que, en lo que se refiere a 1 - 
criterio de imputaciôn del fin de protecciôn de la 
norma, se ha de atender no sôlo a determinar si el 
resultado producido es uno de los que la norma de 
cuidado pretendia evitar, sino, también, si las con 
diciones en las que, y por las que se produjo el r^ 
sultado, son aquellas condiciones de riesgo que la 
norma de seguridad en cuestiôn pretendia iguaImente 
que no se hubieran producido.
cap. IX.
17.- 13 conducta imprudente de la victima no impide 
la imputaciôn objetiva del resultado al empresario 
que infringe su deber de cuidado cuando aquella —  
imprudencia es consecuencia directa de la orden de 
trabajo incorrecta o es consecuencia de la habitu^ 
ciôn del trabajador al riesgo propio del trabajo - 
que realiza ("imprudencia profesional" en el sentj. 
do del ordenamiento laboral).
18.- Para que produzca sus e feetos en orden a las 
responsabilidades administrativas y pénales la de­
legaciôn del poder de direcciôn del empresario a - 
otras personas esté sometida a determinados requi- 
sitos relativos al objeto, a la forma de la delega 
ciôn y a los sujetos en quienes se delega.
Cap.X
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La,delegaciôn total del poder de direcciôn del 
empresario no produce una exoneraciôn absolute 
de responsabilidad penal respecto a los résulta 
dos imprudentes que sean imputables en primer - 
grado al delegado o a los encargados.
19.- En un numéro no reducido de casos en los que 
el accidente de trabajo es objetivamente imputable 
al empresario se constata que se superen los limi­
tes de la responsabilidad por imprudencia, merecien 
do la conducta subjetiva de los sujetos la califica 
ciôn de dolo eventual.
La jurisprudencia muestra una tendencia a calificar 
benévolamente el grado de la culpabilidad de las -- 
conductas de los responsables de accidentes de tra- 
ba]o punibles, calificando con frecuencia como 
imprudencia simple antireglamentaria lo que es de 
forma manifiesta imprudencia temeraria e, incluso, 
dolo eventual. Es igualmente infrecuente la aprecia 
ciôn jurisprudencial de la profesionalidad.
Cap.XI.
20.- La "ratio" de la creaciôn legislativa del ar­
ticule 423 por la reforma del Côdigo penal de 1944 
se encuentra tanto en motivos politico-ideolôgicos 
como en las dificultades que ofrecian para la doc­
trina y la jurisprudencia de la época los tipos de 
las lesiones de los articulos 420 y siguientes, en 
orden a subsumir en ellos las conductas omisivas e 
imprudentes propias de la causaciôn de lesiones por 
infracciôn de normas de seguridad en el trabajo.
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21.- A partir de la reforma de 1963, el artîculo 
427 queda configurado como un delito de lesiones 
de dolo eventual por infracciôn de normas de se­
guridad en el trabajo.
22.- La falta de aplicaciôn por los tribunales - 
de 1 antiguo art. 423 tiene su origen en razones 
técnicas derivadas del objeto de protecciôn. Sin 
embargo, la no aplicaciôn del vigente art. 427 pa 
rece encontrar la causa en razones de tipo socio- 
lôgico, similares a las que determinan la débil - 
persecuciôn de la delincuencia de cuello blanco.
Cap.XII
23.- Una protecciôn compléta y eficaz, de Is eegu 
ridad y la salud de las personas en su puesto de 
trabajo exige, como muestra el Derecho comparado, 
la creaciôn de un tipo de delito de puesta en pe­
ligro concreto de la vida o salud de las personas 
por infracciôn de las normas de seguridad en el - 
trabajo.
24.- El perfeccionamiento de la protecciôn penal 
que se alcanza con el delito de peligro se debe - 
a que el reforzaraiento del cumplimiento del deber 
de seguridad en el trabajo y de las normas que lo 
regulan se alcanza a través de adelantar la tute­
la penal al momento anterior al resultado lesivoyno 
por el incremento de la pena para el delito de re­
sultado .
Por la razôn expuesta debe rechazarse la propuesta 
que para alcanzar el perfeccionamiento de la protec 
ciôn de la seguridad en el trabajo entiende sufi- 
ciente la incorporaciôn a los delitos imprudentes 
de homicidio y lesiones de una causa de agravaciôn 
de la pena, consistente en la producciôn del resul
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tado lesivo por infracciôn de normas de seguridad 
en el trabajo.
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